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PERSONAL 

DE  LA  CORTE  SUPREMA  .DE  JUSTICIA 


La  Corte  Suprema  de  Justicia,  que  se  compone  de  siete  Magistrado! 
principales,  fue  creada  por  la  Constitución  de  7  de  Agosto  de  l886,  se  ins- 
taló en  Bogotá  el  3  de  Septiembre  del  mismo  año,  y  desde  entonces  ha  fun- 
cionado con  regularidad.  Su  personal  actual  es  el  siguiente: 

Presidente,  Dr.  LUIS  M.  ISAZA. 

Vicepresidente,  Dr.  Abbaham  Fkbttíndez  DE  Soto. 

Magistrado,  Dr.  Carmelo  a  rango  M. 

Magistrado,  Dr.  Baltabab  Botebo  UitiBE, 

Magistrado,  Dr.  Jesús  (-asas  Rojas. 

Magistrado,  Dr.  Otonikl  Navas. 

Magistrado,  Dr.  Lucio  A.  Poubo. 

También  han  desempeítado  la  Magistratura  los  Srei.  Dfm.  Rito  A.  Mar- 
tínez (t),  Manuel  A.  Sinclcniente,  Josí  María  Samper  (t),  Benjamín  Noguera  (t), 
Antonio  Morales  {t),  Julián  R.  Coclt  Bajer  (t),  Aristides  Calderón  (t),  Manuel 
Ezequiel  Corrales  (t),  Frailen  Largacha  (t),  Emilio  Ruiz  Barreto  y  Aníbal  Galindo. 
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La  unidad  política  y  la  unidad  de  legislación—  La  codificación  en  Colom- 
bia— La  exposición  doctrinal  del  derecho  positivo— La  jurisprudencia — 
Uniformidad  de  la  jurisprudencia — Corte  de  Casación. 

En  la  historia  de  los  Estados  modernos  resaltan 
los  esfuerzos  hechos  para  afirmar  sobre  bases  sóli- 
das la  unidad  política,  y  para  obtener  una  legisla- 
ción propia,  adecuada  a  la  índole  de  la  raza,  á  las 
tradiciones  nacionales,  al  grado  de  desarrollo  mate- 
rial de  cada  país  y  al  adelanto  intelectual  del  pueblo. 

A  esto  no  puede  llegarse  sino  después  de  mu- 
chos años  de  incesante  labor. 

En  el  orden  político  se  ha  seguido,  durante  la 
centuria  que  va  á  terminar,  de  la  dispersión  ¡i  la  uni- 
dad. Las  pequeñas  soberanías,  de  suyo  débiles  y  ge- 
neradoras de  conflictos  de  diversas  clases,  han  ido 
desapareciendo,  para  crear  Estados  fuertes,  en  lo 
posible  homogéneos,  con  una  eficaz  representación 
internacional.  A  este  movimiento  corresponden  la 
formación  del  Reino  de  Italia  y  la  constitución  de  los 
pueblos  alemanes  en  un  vasto  Impelió. 
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La  unidad  nacional  es  hoy  no  sólo  una  tenden- 
cia, sino  que  puede  considerarse,  salvo  ciertas  excep- 
ciones, como  un  principio  de  derecho  público. 

Efectuada  la  unidad  política,  por  Ja  fusión  de 
varias  entidades  autónomas  en  un  Estado  regido  por 
una  sola  Constitución,  no  siempre  se  ha  logrado,  si- 
multáneamente á  lo  menos,  la  unidad  de  legislación, 
complemento  necesario  de  la  unidad  nacional.  Siendo 
como  son  las  leyes  civiles  de  un  país  el  reflejo  de  sus 
'  costumbres,  los  pueblos,  aun  después  de  haber  renun- 
ciado ó  de  haber  perdido  su  autonomía  política,  desean 
conservar  su  derecho  privado,  sus  fueros  propios. 

Mas  como  hay  una  aspiración  muy  acentuada  á 
unificar,  en  lo  sustancial,  el  derecho  positivo  de  todos 
los  Estados  cristianos,  la  obra  de  la  unificación  de 
la  legislación  nacional,  en  los  países  que  no  disfru- 
tan de  ese  beneficio,  se  ha  considerado  como  indis- 
pensable, y  su  logro  como  una  conquista  de  los  mas 
fecundos  resultados. 

Fruto  de  una  labor  de  esta  índole  ha  sido  la  pro- 
mulgación en  Italia  del  Código  Civil  de  1865,  en  Es- 
paña del  Código  de  1888,  y  en  Alemania  del  que 
empezó  Á  regir  ei  1."  de  Enero  de  1900,  bien  que  el 
segundo  respetó  algunas  legislaciones  forales  y  el  úl- 
timo deja  subsistir  parcialmente  las  de  varias  de  las 
distintas  entidades  que  forman  el  Imperio. 

En  los  Estados  europeos  el  derecho  positivo  ac- 
tual es  fruto  de  lenta  elaboración  en  muchos  siglos. 
En  aquellos  países  la  legislación  se  ha  ido  formando 
paralelamente  con  el  desarrollo  de  la  civilización. 

No  así  en  la  América  española,  en  donde  tos 
principales  códigos  vigentes  se  han  expedido  sobre 
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la  base  de  varios  de  los  europeos  y  de  las  legislaciones 
antiguas,  aunque  tratando  de  atemperarlos  á  las  ne- 
cesidades peculiares  de  cada  país.  De  aquí  el  que  to- 
davía no  se  hayan  arraigado  completamente  en  la  con- 
ciencia nacional,  y  que  para  interpretarlos  sea  preciso 
ocurrir  á  muy  diversas  fuentes. 

Rota  de  hecho  en  Colombia  la  unidad  nacional 
desde  1856,  la  Constitución  de  1858  destruyó  por 
completo  la  unidad  de  legislación,  al  facultar,  como 
facultó  á  los  Estados  para  legislar.  Los  constituyen- 
tes de  1863  hicieron  lo  propio,  y  además  elevaron  & 
canon  fundamental  la  soberanía  de  las  secciones. 

Restablecida  en  1886  la  República  unitaria,  con 
lo  cual  se  estrecharon  los  vínculos  políticos,  cuya  re- 
relajación casi  había  disuelto  la  nacionalidad,  procla- 
móse, como  era  natural,  la  unidad  de  legislación,  atri- 
buyendo al  Congreso  la  facultad  privativa  de  expedir 
las  leyes. 

En  1887  se  adoptaron  los  códigos  quejdebían 
regir  en  todo  el  país,  menos  el  de  Minas,  que  no  se 
puso  en  vigor  hasta  1888. 

Paso  de  tanta  trascendencia  como  el  que  acaba- 
mos de  indicar  ha  empezado  ya  á  producir  los  buenos 
resultados  que  en  dondequiera  da  la  unidad  de  legis- 
lación: un  estudio  más  fecundo  del  derecho,  una  juris- 
prudencia que  cada  día  ilustra  con  más  acierto  los 
xtos  legales  y  un  verdadero  movimiento  jurídico. 
Pero  puede  decirse  que  apenas  hemos  colocado 
*  bases  para  levantar  el  monumento  del  derecho 
,trio,  de  una  legislación  genuinamente  colombiana, 
iecuada  á  las  necesidades  y  á  las  aspiraciones  del 
ais.  Todavía  nos  queda  mucho  por  hacer  antes  de 
gar  á  tan  codiciado  objeto. 
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A  una  tarea  de  esta  clase,  necesariamente  colec- 
tiva, deben  concurrir  los  esfuerzos  de  los  legisladores, 
de  los  que  tomen  á  su  cargo  la  enseñanza  y  la  expo- 
sición doctrinal  de  nuestros  códigos,  así  como  la  ju- 
risprudencia de  los  tribunales  de  la  República. 

En  cuanto  á  lo  primero,  es  notorio  que  el  cuerpo 
de  nuestro  derecho  positivo  deja  mucho  que  desear, 
y  que,  por  lo  mismo,  ofrece  vasto  campo  á  la  pru- 
dente reforma  de  las  leyes.  De  todos  nuestros  códi- 
gos sólo  el  Civil  y  el  de  Minas  están,  en  lo  general, 
de  acuerdo  con  los  progresos  de  la  ciencia  jurídica  y 
con  las  necesidades  del  país. 

No  sucede  lo  mismo  con  los  demás  códigos :  el 
de  Comercio  terrestre  es  deficiente,  adolece  de  mu- 
chas incongruencias,  y  no  pocos  de  sus  artículos  son 
de  redacción  viciosa,  origen  de  serias  dificultades 
prácticas.  El  de  Comercio  marítimo  apenas  si  regla- 
menta la  materia  de  que  trata. 

El  Código  Penal  vigente,  que  en  rigor  es  el  mis- 
mo de  1837,  es  obra  anacrónica,  comoquiera  que 
esta  rama  del  derecho  ha  progresado  considerable- 
mente en  la  última  mitad  del  siglo :  una  seria  refor- 
ma de  aquel  Código.se  impone  con  urgencia. 

El  de  Procedimientos  es  embrollado,  no  guarda 
la  armonía  que  debería  guardar  con  los  códigos  sus- 
tantivos, y  es  causa  de  perniciosas  dilaciones  en  la 
secuela  de  los  juicios. 

El  Fiscal,  más  bien  que  un  Código,  es  un  cuerpo 
informe  de  disposiciones  discordantes  y  aun  caóticas. 

El  Código  Militar  tampoco  satisface. 

De  todo  esto  deducimos  que  el  Consejo  de  Esta- 
do, las  Cámaras  Legislativas  y  las  Comisiones  codifi- 
cadoras que  puedan  nombrarse  en  lo  futuro,  tienen 


una  ardua,  delicada  6  importantísima  labor  que  desem- 
peñar, para  dar  verdadera  unidad  á  los  diversos 
cuerpos  de  leyes  que  componen  el  derecho  positivo 
colombiano,  y  para  que  los  códigos  correspondan  á 
los  adelantos  de  las  ciencias  jurídicas,  hasta  donde 
las  circunstancias  peculiares  de  la  República  lo  acon- 
sejen y  permitan. 

Esto  debe  efectuarse  con  prudencia,  con  detenido 
estudio  de  cada  asunto,  porque  para  nada  se  exige 
tanta  reflexión  como  para  hacer  un  buen  Código,  y  por- 
que uno  de  nuestros  grandes  errores  ha  sido  precisa- 
mente la  intemperancia  legislativa. 

.  Los  Profesores  de  derecho  en  sus  cátedras,  los 
comentadores  en  sus  obras,  los  abogados  en  sus  es- 
critos forenses,  las  academias  ó  sociedades  de  juris- 
prudencia en  sus  trabajos  científicos,  y  los  estudiantes 
en  sus  tesis  ó  monografías,  pueden  colaborar  muy  efi- 
cazmente en  la  tarea  de  estudiar  el  origen  de  cada 
una  de  las  disposiciones  legales,  para  fijar  su  recta 
interpretación  ;  de  hacer  la  critica  razonada  de  los 
códigos,  á  fin  de  que  se  corrijan  los  defectos  y  se 
llenen  los  vacíos  de  la  legislación  nacional. 

La  autonomía  de  las  facultades  universitarias,  que 
asegure  la  permanencia  de  los  Profesores  en  sus  cáte- 
dras; la  enseñanza  del  derecho  con  preferencia  á  la  de 
las  ciencias  políticas;  el  restablecimiento  de  los  estu- 
dios clásicos,  para  formar  el  criterio  jurídico  de  los 
alumnos  y  apartarlos  de  la  declamación  y  de  la  superfi- 
cialidad ;  el  estímulo  que  se  dé  á  los  que  emprendan  la 
tarea  de  la  explicación  doctrinal  escrita  de  los  códi- 
gos  vigentes ;  la   espeoialinación   en  las  varías  ma- 
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teriaa  á  que  se  extienden  las  funciones  del  aboga- 
do, de  modo  que  se  establezca  una  provechosa  di- 
visión del  trabajo;  el  ennoblecimiento  de  esta  carre- 
ra, para  devolverle  su  antiguo  prestigio  y  evitar 
el  predominio  del  empirismo;  la  exigencia  rigurosa 
de  títulos  de  idoneidad  para  las  judicaturas  y  ma- 
gistraturas, y  la  publicación  de  revistas  ó  reperto- 
rios de  jurisprudencia  que  exigen  activa  colaboración 
de  muchos,  todo  esto  nos  dará  más  tarde  opimos 
frutos  en  el  departamento  de  la  legislación  y  en  el 
cultivo  teórico  de  las  ciencias  jurídicas. 

Juntamente  con  la  ley  y  con  la  doctrina  científica 
debe  estudiarse  la  jurisprudencia,  ó  sea  la  interpreta- 
ción y  aplicación  de  los  textos  hechas  por  los  tribuna- 
les en  los  casos  concretos.  La  jurisprudencia,  como  dice 
Beudant  (1),  "corrige  con  su  precisión  la  vaguedad  de 
las  fórmulas  legislativas,  de  las  cuales  es  un  comple- 
mento necesario :  desprende  incesantemente  las  con- 
secuencias directas  é  indirectas  de  aquellas  fórmulas, 
aplicándolas  por  inducción  á  los  incidentes  indefini- 
damente variables  de  la  vida  real,  en  la  que  todo 
sucede,  en  la  que  es  preciso  contar  siempre  con  lo 
imprevisto.  Bajo  su  influencia  se  forma  un  depósito 
de  máximas  y  de  usos,  se  crean  y  se  desarrollan  sis- 
temas que  se  identifican  poco  á  poco  con  la  ley,  y 
que  adquieren  á  la  larga  la  misma  autoridad  que 
ella.  Quien  se  contentara  con  leer  los  textos,  sin  co- 
nocer las  aplicaciones  que  de  ellos  se  han  hecho  en  la 
práctica,  no  tendría  de  la  ley  sino  una  noción  incom- 


(i)  Couri  de  itóit  civil  irangaie—  Introduction,  n.  5. 
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pleta.  Esto  es  verdad  respecto  de  todas  las  leyes,  y 
especialmente  del  Código  Civil,  Un  siglo  de  aplica- 
ción del  Código  francés  ha  decuplicado  su  alcance, 
sacando  de  los  textos,  por  deducción,  por  analogía, 
por  extensión  á  casos,  uuevos,  una  multitud  de  con- 
secuencias que  sólo  en  germen  se  encontraban  en  él." 
Efectivamente,  la  jurisprudencia  es  el  comple- 
mento necesario  de  la  legislación.  Las  leyes  no  pue- 
den modificarse  incesantemente ;  proclaman  ape- 
nas las  reglas  generales;  toca  á  los  jueces,  por 
aplicación  de  los  principios  de  derecho,  buscando  el 
espíritu  de  las  leyes  y  mediante  la  analogía,  la  abs- 
tracción y  la  generalización,  mantener  aquellas  en 
armonía  con  los  progresos  sucesivos  de  las  costum- 
bres, ó  patentizar  de  tal  modo  su  insuficiencia,  que 
una  nueva  disposición  legislativa  se  justifique  y 
se  imponga.  Según  lo  que  observa  Borsari  (1),  "  La 
ciencia,  en  cuanto  que  precede,  inspira  al  legislador ; 
la  jurisprudencia,  que  le  sigue,  abre  á  los  dogmas 
legislativos  los  horizontes  de  la  actividad  práctica, 
los  desenvuelve  en  todos  los  aspectos  de  las  necesi- 
dades sociales,  los  hace  fecundos,  y,  á  medida  que  la 
experiencia  revela  sus  defectos,  prepara  el  nuevo  siclo 
al  travos  del  cual  van  pasando,  en  busca  de  la  per- 
fección, todas  las  instituciones  humanas." 

A  tal  punto  es  esto  así,  que  el  motivo  aducido 
Dntra  la  codificación  del  derecho  consiste  en  sostener 
"ie  es  fatal  para  el  cultivo  de  la  ciencia  y  para  el 
rogreso  de  las  doctrinas  jurídicas.  De  aquíi  princi- 
palmente, que  los  ingleses  y  americanos  del  Norte 


(i)  Commentarío  del  Códice  Civílc  Italiano,  t.  i.°(  p.  13. 
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confíen  más  en  la  eficacia  de  una  jurisprudencia,  libé- 
rrima en  su  formación,  que  en  los  códigos.  De  aquí 
también  que  el  Código  alemán  sea  parco  en  detalles 
y  se  limite  á  consignar  en  cada  materia  reglas  ge- 
nerales. 

Si  conviene  que  el  legislador  prevea  los  casos  de 
más  ordinaria  ocurrencia,  para  evitar  la  arbitrariedad 
de  los  jueces,  no  ha  de  irse,  en  nuestro  concepto,  hasta 
el  extremo  á  que  llegó  el  erudito  autor  del  Código 
Civil  argentino,  en  el  cual  se  formularon,-  como  otros 
tantos  artículos,  las  doctrinas  encerradas  en  las  deci- 
siones de  los  tribunales  franceses,  durante  muchos 
años  de  aplicación  del  Código  Napoleón,  y  no  pocas 
de  las  doctrinas  de  sus  comentadores.  El  quererlo  pre* 
ver  todo  origina  dificultades  en  la  práctica  y  limita 
demasiado  la  órbita  de  acción  de  los  magistrados. 

Tan  importante  es  el  papel  que  desempeña  la 
jurisprudencia  de  los  tribunales,  que  todo  abogado 
debe  consultarla  antes  de  iniciar  una  litis ;  pues  si 
bien  esa  jurisprudencia  se  modifica  y  perfecciona,  en 
la  mayor  parte  de  los  casos  habrá  de  prevalecer  la 
interpretación  judicial  conocida  sobre  las  más  lumi- 
nosas exposiciones  que,  para  sostener  tesis  contrarias, 
pueda  presentar  quien  patrocine  á  un  litigante. 

Hacer  que  se  conozca  y  que  pueda  consultarse 
fácilmente  lajurispruncia  de  nuestros  tribunales,  des- 
de que  se  unificó  la  legislación  patria,  es  el  objeto  de 
la  obra  que  ordenó  publicar  el  legislador  de  1896,  y 
de  la  cual  hoy  ve  la  luz  el  primer  tomo. 

Comprende,  en  síntesis,  la  jurisprudencia  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia,  durante  los  doce  primeros 
anos  de  la  aplicación  de  nuestros  códigos.  El  segundo 
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tomo  encerrará,  debidamente  anotada  y  concorda- 
da, la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  Superiores 
de  Distrito,  en  el  mismo  tiempo. 

Así  como  la  unidad  política  exige,  según  lo  de- 
jamos dicho,  la  unidad  de  legislación,  ésta  requiere 
que  haya  uua  Corte  encargada  de  uniformar  la  juris- 
prudencia. 

Por  eso  los  constituyentes  de  1886,  al  restablecer 
la  República  unitaria,  no  se  limitaron  a  proclamar  la 
unidad  de  legislación,  sino  que  también  atribuye- 
ron á  la  Corte  Suprema  la  facultad  de  "  conocer  de 
los  recursos  de  casación,  conforme  á  las  leyes." 

Estudiar  el  origen  de  este  recurso,  determinar 
su  naturaleza  y  analizar  las  disposiciones  que  entre 
nosotros  lo  organizan  y  reglamentan,  ea  el  fin  que  nos 
proponemos  en  la  presente  introducción. 


II 


Necesidad  de  varios  gradoi  <¡e  jurisdicción — Recursos  ordinarios  de  apela- 
ción, nulidad  é  injusticia  notoria — Recursos  extraordinarios  de  revi- 
sión y  casación — Origen  de  este  último — Su  desarrollo  histórico — 
Mención  de  las  leyes  colombianas  que  lo  organizan  y  reglamentan  — 
La  Corte  Suprema  de  Justicia  como  Tribunal  de  Casación. 

Con  el  fin  de  procurar  que  la  justicia  se  adminis- 
tre rectamente,  las  leyes  han  establecido  varios  grados 
de  jurisdicción.  De  las  sentencias  de  un  juez  ó  de  un 
tribunal  inferior  puede  recurrirse,  por  regla  general, 
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ante  el  juez  ó  tribunal  que  le  sigue  en  la  jerarquía 
judicial.  De  este  modo  es  fácil  corregir  el  error  6  la 
injusticia  que  se  hayan  cometido  por  el  juzgador  de 
primera  instancia ;  puede  la  parte  no  favorecida  con 
el  fallo  mejorar  las  pruebas  aducidas  en  su  apoyo,  y 
la  nueva  decisión,  dictada  casi  siempre  por  un  núme- 
ro mayor  de  jueces,  más  ilustrados,  ajenos  á  las  in- 
fluencias locales,  en  un  proceso  más  completo  y  sim- 
plificado por  los  primeros  debates,  da  más  garantías 
de  acierto. 

De  aquí  el  origen  de  los  distintos  recursos  cono- 
cidos en  varias  legislaciones  con  los  nombres  de  ape- 
lación, nulidad  é  injusticia  notoria. 

Todos  estos  recursos  permiten  á  las  partes  obte- 
ner reparación  del  agravio  que  les  hayan  causado 
las  sentencias  no  ejecutoriadas  de  los  jueces  inferio- 
res, ya  por  haberse  pretermitido  las  fórmulas  tute- 
lares de  los  juicios,  ya  por  haber  resuelto  contra  la 
evidencia  de  los  hechos  comprobados  en  el  respectivo 
proceso. 

Hay  además  dos  recursos  extraordinarios  :  el  de 
revisión  y  el  de  casación. 

El  recurso  extraordinario  de  revisión  tiene  por 
objeto  enmendar  los  agravios  que  se  hayan  inferido 
á  alguna  parte  en  sentencia  ejecutoriada  ó  firme,  por 
causa  de  errores  de  hecho  de  que  no  pudo  tenerse  co- 
nocimiento en  oportunidad. 

El  recurso  de  casación,  en  materia  civil,  tal  como 
se  halla  establecido  en  Colombia,  es  el  que  se  ejerce 
contra  una  sentencia  definitiva  de  segunda  instancia, 
dictada  por  un  Tribunal  Superior  de  Distrito  Judicial, 
para  obtener  que  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  el 
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fin  principal  de  uniformar  la  jurisprudencia  y  con  el  de 
enmendar  los  agravios  inferidos  á  las  partes,  anule  ó 

■ 

infirme  dicha  sentencia,  por  alguna  de  las  causa- 
les que  para  ello  señala  la  ley,  y  decida  al  propio 
tiempo  la  litis  en  armonía  con  las  disposiciones  sustan- 
tivas aplicables  al  caso  del  pleito,  apreciando  debida- 
mente las  pruebas  y  fallando  en  consonancia  con  las 
pretensiones  oportunamente  deducidas  por  los  liti- 
gantes. En  materia  criminal  la  casación  sólo  tiene  ca- 
bida en  los  juicios  en  que  se  condene  al  reo  á  la  pena 
capital,  para  evitar  que  ésta  se  aplique  fuera  de  los  ca- 
sos determinados  por  la  ley,  en  procesos  que  adolez- 
can de  nulidad  ó  en  los  que,  en  concepto  de  la  Corte, 
sea  notoriamente  injusto  el  veredicto  del  jurado. 

El  recurso  de  casación  se  estableció  por  primera 
vez  en  Francia,  bien  que  Tarbé  (1)  considera  que  el 
chapitulo  5.°  de  la  novela  li>,  que  entre  los  romanos  fa- 
cultaba á  la  parte  condenada  por  el  Prefecto  del  Preto- 
rio para  presentarle  una  demanda  con  el  fin  de  obte- 
ner retractationem  sentencia,  es  algo  así  como  un  vesti- 
gio ó  más  bien  como  un  principio  de  la  casación.  Hoy 
esta  institución  se  encuentra  establecida  en  muchos 
países,  por  medjio  de  una  Corte  ó  Tribunal  Supremo 
que  ejerce  sobre  los  tribunales  inferiores  la  vigilan- 
cia necesaria  para  el  mantenimiento  de  la  disciplina, 
la  observancia  de  las  leyes  y  la  uniformidad  de  la  ju- 
"sprudencia. 

Entre  nosotros  este  recurso  se  introdujo  en  1886, 
mando  la  mayor  parte  de  las  disposiciones  que  lo 
ganizan  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil  de  Espa* 


{i)  Cour  de  caasation,  Lois  *t  régleaients,  pt  *a 
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ña,  país  en  donde  sólo  en  1855  se  atribuyó  al  Tribu- 
nal Supremo  la  facultad  de  conocer  como  Tribunal 
de  Casación. 

Como  sucede  con  todas  las  instituciones  humanas, 
la  que  vamos  á  estudiar  ha  tenido  que  pasar  durante 
varios  siglos  por/ multitud  de  ensayos,  errores  y  abu- 
sos de  distintas  clases,  antes  de  quedar,  como  parece 
haber  quedado  ya,  á  lo  menos  en  el  país  de  su  origen, 
bajo  el  imperio  de  los  verdaderos  principios  que  de- 
ben regirla. 

Para  penetrarse  de  la  naturaleza  especial  de  este 
recurso  es  necesario,  por  tanto,  conocer,  siquiera  sea 
á  grandes  rasgos,  la  historia  de  su  institución  y  de  su 
perfeccionamiento. 

En  la  lucha  de  los  reyes  contra  los  señores  feu- 
dales, que  tanto  menoscababan  la  autoridad  de  aqué- 
llos y  que,  destruyendo  la  unidad  política  creaban  la 
anarquía,  los  reyes  concedieron  á  los  litigantes  el  de- 
recho de  solicitar  la  revisión  de  las  sentencias '  dicta- 
das, por  los  Parlamentos  ó  Cortes  soberanas,  á  fin  de 
que  se  repararan  por  la  autoridad  real  las  injusticias 
de  que  la  parte  condenada  hubiera  sido  víctima. 

En  un  principio  este  derecho  de  revisión  lo  ejer- 
citaba el  Rey  personalmente,  como  una  gracia  que 
concedía  ó  negaba  sin  sujeción  á  ninguna  regla.  Más 
tarde,  á  partir  sobre  todo  del  reinado  de  Felipe  el 
Hermoso,  se  formalizó,  en  la  ordenanza  de  23  de 
Marzo  de  1302,  el  derecho  de  revisión  que  en  adelante 
ejercitó  el  Monarca  por  medio  de  un  consejo  de  le- 
gistas llamado  Consejo  del  Rey,  el  cual  funcionaba 
como  jurisdicción  permanente. 
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El  Consejo  del  Rey  ó  Giran  Consejo  contribuyó 
eficazmente  á  debilitar  la  organización  feudal,  pues 
por  su  conducto  los  soberanos  pudieron  hacer  sentir 
el  poder  real  en  todo  el  país,  muy  especialmente  en 
la  administración  de  justicia,  que  no  sólo  protegía  á 
los  débiles,  sino  que  paulatinamente  iba  creando  en 
aquel  caos  la  unidad  de  derecho  y  de  legislación. 

La  parte  condenada  en  una  decisión  de  las  Cor- 
tes soberanas  no  podía  ocurrir  al  Consejo  sino  me- 
diante letras  de  gracia  otorgadas  por  el  Rey  á  fin  de 
formular  contra  el  fallo  recurrido  una  proposición  de 
error  ;  pero  á  diferencia  de  lo  que  hoy  sucede  con  el 
recurso  de  casación,  el  error  de  que  se  permitía  acu- 
sar el  fallo  debía  ser  error  de  hecho  y  no  de  derecho.  De 
aquí  que  el  Consejo  fuese  propiamente  un  nuevo  gra- 
do de  jurisdicción,  en  el  cual  se  estudiaba  el  fondo 
del  proceso  y  se  revocaba  la  sentencia  recurrida  para 
reemplazarla  por  otra  definitiva,  que  hacía  tránsito 
á  cosa  juzgada. 

Si  bien  el  Gran  Consejo  fue  un  valioso  instru- 
mento político  para  organizar  el  Estado,  no  convenía 
al  poder  real  anular  la  acción  de  los  Parlamentos  ó 
Cortes  de  justicia,  autorizando  por  medio  del  abuso 
del  derecho  de  revisión  el  desconocimiento  de  las  sen- 
tencias. Así,  un  edicto  de  1331  se  propuso  impedir 
el  abuso,  imponiendo  al  recurrente  cuyo  recurso  se 
desechaba,  una  multa  y  la  pena  de  la  indemrdzación 
le  perjuicios  en  provecho  de  la  parte  a  quien  favorecía 
a  sentencia  recurrida.  Algunos  años  después,  en 
1344,  una  ordenanza  reglamentó  el  recurso  ante  el 
Consejo  y  dispuso  que  las  proposiciones  de  error  fue- 
¡ea  perentoriamente  formuladas,  con  expresión  clara 
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y  neta  de  los  motivos  en  que  se  fundaban;  que  no  se 
concederían  letras  de  gracia  contra  las  sentencias  in- 
terlocutorias,  y  que  el  Consejo  no  entraría  á  conside- 
rar sino  aquellas  proposiciones  que,  examinadas  pre- 
viamente por  una  comisión  del  Consejo  de  Estado 
(maitresf/e  reqnétes),  fuesen  calificadas  como  que  reves- 
tían seriedad  y  tenían  probabilidades  de  buen  éxito. 

Luis  xiv,  al  propio  tiempo  que  bacía  proclamar 
en  1661  la  suprema  autoridad  del  Consejo,  "que  Su 
Majestad  tenía  establecido  para  vigilar  todas  las  de- 
más jurisdicciones,"  devolvió  á  los  Parlamentos  la 
autoridad  suficiente  para  que  sus  fallos  fueran  mira- 
dos con  respeto  por  los  litigantes,  y  al  efecto  la  Orde- 
nanza de  16Ü7  abrogó  las  proposiciones  de  error  con- 
tra las  sentencias  de  las  Cortes  soberanas,  que  en  lo 
futuro  no  podían  atacarse  ante  el  Consejo  sino  en 
forma  de  demanda  por  errores  de  derecho  consistentes 
en  fallar  contra  las  ordenanzas,  edictos  y  declaracio- 
nes i-eales.  El  Consejo  no  apreciaba  ya  el  fondo  del 
proceso  y  se  limitaba  á  examinar  si  el  derecho  se  ha- 
bía aplicado  debidamente  á  los  hechos  de  la  causa : 
no  era  en  rigor  un  nuevo  grado  de  jurisdicción  sino 
una  entidad  encargada  de  velar  por  el  respeto  de  la 
ley.  De  este  modo  el  Consejo  perdió  su  carácter  pri- 
mitivo de  tribunal  de  revisión  y  aun  de  mera  apela- 
ción, para  convertirse  en  verdadera  Corte  de  Casación. 

Numerosas  ordenanzas  reglamentaron  después 
el  recurso  ante  el  Consejo.  En  1738  se  expidió  sobre 
la  materia  un  sabio  reglamento,  obra  del  Canciller 
d'Aguesseau,  que,  en  su  parte  principal,  rige  aún  para 
la  Corte  de  Casación  en  Francia. 

Acerca  del  espíritu  con  que  debía  aplicarse  dicho 
reglamento.,  son  notables  las  siguientes  palabras  de 
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Joly  de  Fleury,  citado  por  Crépon  (1) :  "  En  el  fondo, 
en  el  examen  de  las  demandas  de  casación,  todo  se 
interpreta  contra  el  demandante.  No  se  consideran 
sino  ¡as  causales  que  sa  fundan  en  una  contraven- 
ción clara  y  precisa  de  las  ordenanzas,  y  sólo  cuando 
se  trata  de  una  disposición  Importante:  lo  que  se  con- 
sulta es  m/is  bien  el  interés  público  y  el  respeto  de  la  ley 
que  el  interés  de  la  parte.  En  el  Consejo  se  ha  tenido 
siempre  como  un  principio  que  el  objeto  de  la  casa- 
ción es  más  bien  el  mantenimiento  de  las  ordenan- 
zas que  el  intere's  de  los  que  litigan.  Si  la  infracción 
no  es  clara  y  literal,  si  puede  creerse  que  las  circuns- 
tancias de  hecho  han  influido  en  la  sentencia,  se  des- 
echa la  demanda  de  casación,  ¡jorque  se  estima  que 
el  Juez  no  ha  despreciado  la  ley,  sino  que  ha  consi- 
derado que  no  era  el  caso  de  aplicarla." 

El  Consejo  del  Rey,  según  lo  que  hemos  visto, 
es  el  origen  de  la  actual  Corte  de  Casación,  de  la  cual 
difería,  sin  embargo,  en  dos  puntos  de  importancia, 
pues  todo  en  aque'l  se  hacía  en  secreto  y  las  senten- 
cias no  eran  motivadas.  La  publicidad  de  los  debates 
judiciales  se  considera  hoy  como  una  garantía  pre- 
ciosa, y  la  obligación  legal  para  todo  juez  ó  tribunal 
de  exponer  los  motivos  de  sus  fallos,  no  sólo  impide 
las  arbitrariedades,  sino  que,  tratándose  de  una  alta 
Corte  encarga  la  de  interpretar  las  leyes  y  de  unifor- 
mar la  jurisprudencia,  parece  de  rigor  que  debe  mo- 
var  sus  decisiones.  No  de  otro  modo  puede  desem- 
iñar  la  misión  docente  que  las  leyes  le  confían. 

La   Asamblea  Constituyente  de   1789,    respetó 
is  bases  de  la  Sección  judicial  del  Consejo  del  Rey 


(i)  Du  Pourvoi  en   cassatiem,  en  ntat¡ér«  cívile,  L  l.°,  n.  63. 
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(conseil  dea  parties),  y  sólo  introdujo  las  reformas  ne- 
cesarias para  acomodar  la  institución  á  los  principios 
políticos  que  entonces  se  proclamaron.  "  Los  grandes 
reformadores  de  esta  Asamblea,  dice  uno  de  los  ac- 
tuales Consejeros  de  la  Corte  de  Casación  (1),  que 
consideraban  como  una  obra  necesaria,  entre  todas, 
la  de  la  unidad  en  la  legislación  y  una  organización 
judicial  que  asegurase,  en  todo  el  territorio,  el  respe- 
to de  esta  ley  única,  debían  tener  por  indispensable 
el  establecimiento  de  una  corporación  judicial  que 
dominase  toda  la  jerarquía  de  los  tribunales  y  de  las 
cortes  de. justicia,  sin  otra  misión  que  la  de  vigilar 
por  la  estricta  observancia  de  la  ley,  con  poder  sufi- 
ciente para  hacerla  cumplir  por  los  jueces  que  se 
apartaran  de  ella  :  unidad  de  legislación,  igualdad 
de  justicia,  tribunal  de  casación,  son,  en  realidad, 
cosas  correlativas  y  unidas  por  un  vínculo  necesario." 

Los  oradores  de  la  Asamblea  que  tomaron  par- 
te en  la  discusión  de  este  asunto  estuvieron  de  acuer- 
do en  la  necesidad  de  crear  un  Tribunal  Supremo, 
exclusivamente  encargado  de  revisar  la  aplicación 
de  la  ley,  "  no  de  juzgar  el  fondo  y  de  terminar  el  li- 
tigio. 

Discutióse  en  la  Asamblea  si  el  Tribunal  debía 
residir  permanentemente  en  determinado  lugar,  ó  si, 
por  el  contrario,  debería  ser  ambulante  ;  si  debía 
dividirse  en  secciones,  cada  una  de  las  cuales  tuviese 
jurisdicción  sobre  cierto  número  de  departamentos, 
ó  si  debía  ser  un  Tribunal  único,  y  finalmente,  quién 
debería  nombrar  los  Magistrados. 

Aun  cuando  se  sostuvo  por  varios  oradores  la 
necesidad  de  la  ambulancia  del  Tribunal  y  de  la  di- 

■    ■         i       I  ■      ■  »      II  I— -^w 

(i)  T»  Curo*,  qf  ati  m  73* 
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visión  en  varias  secciones,  al  fin  prevaleció  el  buen 
sentido  de  los  que  opinaban  por  un  Tribunal  único, 
con  residencia  en  la  capital  del  país,  como  clara- 
mente lo  indicaba  el  objeto  de  la  institución  misma, 
llamada,  según  dejamos  dicho,  á  vigilar  los  demás 
tribunales  y  á  uniformar  la  jurisprudencia. 

En  cuanto  ai  nombramiento  de  los  Magistrados, 
en  un  principio  se  sometió  á  elección  popular  cada 
cuatro  años;  después  á  la  del  Senado,  mediante  ter- 
nas presentadas  por  el  Emperador.  Desde  1815  se 
proclamó  la  inamovilidad  délos  miembros  de  la  Corte 
de  Casación,  principio  que  no  siempre  se  ha  respe- 
tado, como  quiera  que  las  revoluciones  políticas  han 
ocasionado  repetidas  destituciones  de  los  Magistrados. 

El  27  de  Noviembre  de  1790  votó  la  Asamblea 
Constituyente  la  ley  que  creó  el  Tribunal  de  Casa- 
ción. Las  primeras  elecciones  se  verificaron  á  princi- 
pios de  1791,  y  el  20  de  Abril  del  mismo  año  se  ins- 
taló el  Tribunal,  llamado  por  la  Ley  de  18  de  Mayo 
de  1804  Corte  de  Casación. 

En  la  actualidad  be  compone  de  un  primer  Pre- 
sidente, de  tres  Presidentes  de  Cámara,  de  cuarenta 
y  cinco  Consejeros,  de  un  Procurador  y  de  seis  abo- 
gados generales. 

Divídese  la  Corte  en  tres  Cámaras  :  la  de  peti- 
ciones (requétes)  que  califica  los  recursos  en  materia 
civil, y  sólo  en  caso  de  que  los  encuentre  serios  y  fun- 
dados los  pasa  á  la  Cámara  de  lo  Civil,  que  los  deci- 
de. La  Cámara  ó  Sala  de  lo  Criminal  conoce  de  las 
demandas  de  casación  en  materia  criminal,  correccio- 
nal ó  de  policía,  sin  necesidad  de  examen  previo  de 
admisión, 
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Hasta  dónde  ha  sido  benéfica  al  pueblo  francés 
esta  institución,  no  obstante  los  cambios  introducidos 
por  las  revoluciones,  nos  lo  dice  Renouard  así  (1) : 
"  A  pesar  de  tantas  usurpaciones  del  Poder  Ejecuti- 
vo, de  los  vicios  de  su  organización  (refie'rese  espe- 
cialmente al  primitivo  Tribunal)  y  lo  desgraciado  de 
los  tiempos,  el  Tribunal  de  Casación  ha  tenido  desde 
su  origen  una  grande  y  útil  existencia,  y  lo  excelen- 
te de  su  principio  ha,  prevalecido  sobre  los  obstáculos 
de  ejecución.  La  fuerza  intrínseca  de  esta  institu* 
ción,  lo  neto  de  su  misión,  la  presencia  de  algunos 
hombres  de  mérito,  el  interés  que  tiene  la  contem- 
plación constante  y  continua  del  derecho  puro  y  de 
la  ley,  el  contagio  feliz  de  los  buenos  hábitos  judi- 
ciales, la* obligación  de  motivar  las  sentencias  y  la 
publicidad  de  las  audiencias,  han  dado  sus  frutos.  El 
Tribunal  de  Casación  ha  funcionado  en  medio  de 
las  revoluciones  y  ha  sobrevivido,  porque  jamás  ha 
dejado,  á  pesar  de  los  cambios  en  el  persoual,  de  res- 
ponder á  las  necesidades  de  unidad  y  de  justicia  que 
fueron  la  causa  de  su  existencia.  La  opinión  pública 
y  las  costumbres  lo  han  aceptado,  y,  como  toda  insti- 
tución verdadera  y  destinada  á  perdurar,  se  ha  afian- 
zado y  perfeccionado  con  el  tiempo  y  la  experiencia. 
Nació  con  las  nuevas  leyes  ;  su  misión,  que  ha  sabi- 
do comprender,  era  la  de  hacer  penetrar  en  la  prácti- 
ca la  sana  y  uniforme  interpretación  de  aquéllas  en 
su  texto  y  en  su  espíritu,  así  como  la  de  resolver  una 
infinidad  de  cuestiones  transitorias,  problemas  de 
suyo  siempre  difíciles,  que  la  renovación  de  la  legis- 
lación hacía  surgir  en  gran  numero.  El  estudio  de  la 


fi)  Le  Tribunal  ct  la  Cour  de  Calatean,  p».  39  j  40. 


IXTKODUCOIÓV  IXT 

jurisprudencia  del  Tribunal  demuestra  que  ha  sabido 
conciliar  el  respeto  por  los  derechos  adquiridos  y  el 
mantenimiento  de  lo  que  los  antiguos  principios  te- 
nían de  imperecederos  con  la  plena  aceptación  del  de- 
recho nuevo  y  la  resolución  sincera  de  darle  fuerza." 
Camilo  Scheyven  (1),  actualmente  Consejero  de  la 
Corte  de  Apelaciones  en  Bruselas,  dice:  "  Uno  de  los 
grandes  progresos  que  realizó  en  Francia  la  revolu- 
ción del  siglo  pasado,  fue,  sin  disputa,  la  nueva  orga- 
nización de  la  jerarquía  judicial,  á  la  cabeza  de  la 
cual  puso  el  Decreto  de  1."  de  Diciembre  de  1790  la 
Corte  de  Casación.  Tan  útil  reforma  coincidía  y  so 
encontraba  en  correlación  necesaria  con  el  vasto  tra- 
bajo de  codificación  que  debía  originar  la  procla- 
mación de  una  ley  civil  y  penal,  uniforme  para  todo 
el  país  ;  porque  sin  la  institución  de  una  Corte  su- 
prema y  reguladora,  la  unidad  de  legislación,  por 
tanto  tiempo  deseada  y  tan  vivamente  aclamada,  ha- 
bría sido  impotente  para  realizar  sus  más  hermosas 
promesas.  La  ley  no  ejerce  su  influencia  social  debi- 
damente sino  por  medio  del  juez  que  ilustra  el  pensa- 
miento de  la  ley,  demuestra  sus  principios  y  llena  los 
vacíos :  sin  la  unidad  que  la  Corte  de  Casación  debe  es- 
pecialmente hacer  reinar  en  la  jurisprudencia,  la  obra 
del  legislador,  por  uniforme  que  fuera,  no  llegaría  has- 
ta los  litigantes  sino  bajo  las  formas  más  inconexas." 
Nos  hemos  detenido  en  el  estudio  del  origen  de 

actual  Corte  de  Casación  en  Francia,  porque  ella 
i  sido  la  institución  típica,  que  ha  servido  de  mo- 
lo á  las  que  muchos  años  después  se  han  estableci- 

en  varios  países.  Tiempo  es  ya  de  ver  cómo  fun- 
>na  entre  nosotros. 


ji)  Traite  pratique  de;  p  curváis  e:i  cassatio»,  ps.  5  f  6. 
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El  artículo  151  de  la  Constitución  de  1886  atri- 
buyo  á  la  Corte  Suprema  de  Justicia  la  facultad  de 
conocer  de  los  recursos  de  casación,  conforme  á  las 
leyes. 

En  desarrollo  de  este  texto  constitucional  se  han 
expedido  posteriormente  la  Ley  61  de  1886  (arts.  36 
á  52),  la  153  de  1887  (art.  239),  la  135  de  1888  (art.  19), 
la  105  de  1890  (arts,  338  y  366  á  395),  la  100  de  1892 
(arts.  49  á  62  y  87),  y  la  169  de  1896  (arts.  1.°  á  4°), 
todas  las  cuales  reglamentan  el  recurso  de  casación  y 
se  reproducen  en  esta  obra.  En  los  capítulos  siguientes 
del  presente  estudio  analizaremos  las  disposiciones 
que  están  en  vigor  de  dichas  leyes. 

La  Corte  se  compone  de  siete  Magistrados  prin- 
cipales y  de  siete  suplentes,  que  reemplazan  á  aquéllos 
en  caso  de  falta  temporal. 

Los  Magistrados  principales  son  vitalicios,  salvo 
el  caso  de  destitución  por  mala  conducta,  y  los  nom- 
bra el  Presidente  de  la  República,  con  aprobación 
del  Senado.  El  nombramiento  de  los  suplentes  se 
hace  sin  esta  última  formalidad. 

Para  ser  Magistrado  de  la  Corte  Suprema  se  re- 
quiere ser  colombiano  en  ejercicio  de  la  ciudadanía, 
haber  cumplido  treinta  y  cinco  años  de  edad,  y  haber 
sido  Magistrado  de  alguno  de  los  Tribunales  superio- 
res de  Distrito  ó  de  los  antiguos  Estados,  ó  haber 
ejercido  con  buen  crédito,  por  cinco  años  á  lo  menos, 
la  profesión  de  abogado  ó  el  profesorado  en  jurispru- 
dencia en  algún  establecimiento  público. 

En  caso  de  impedimento  ó  recusación  de  algún 
Magistrado,  se  le  reemplaza  por  un  Conjuez,  elegido 
á  la  suerte  en  una  lista  de  veinte  jurisconsultos, 
que  al  principio  de  cada  año  forma  la  misma  Corte, 
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Esta,  además  de  las  funciones  de  Tribunal  de 
Casación,  tiene  varias  otras  atribuciones  conferidas 
por  la  Constitución  y  por  las  leyes.  De  esperarse  es 
que,  cuando  las  circunstancias  del  país  lo  permitan, 
se  haga  la  separación  debida,  creando  una  Corte  ó 
siquiera  una  Sala  exclusivamente  encargada  de  co- 
nocer y  decidir  los  recursos  de  casación.  Lo  delicado 
é  importante  de  estas  funciones  exigen  que  los  Ma- 
gistrados no  distraigan  su  atención  en  asuntos  de 
diversa  naturaleza. 

La  Corte  Suprema  conoce  de  los  recursos  de  ca- 
sación, en  materia  civil  y  en  materia  criminal,  y  los 
decide  por  mayoría  de  votos.  La  Sala  de  peticiones 
de  la  Corte  de  Casación  en  Francia,  que  allá  mismo 
ha  tenido  mucha  oposición,  apenas  se  justifica  por  el 
crecido  número  de  negocios  que  entran  al  estudio  del 
alto  Tribunal.  Entre  nosotros  creemos  que  noten- 
dría  razón  de  ser,  durante  muchos  años  á  lo  menos. 
Despue's  veremos  que  la  Corte  Suprema  de  Justicia, 
cuando  conoce  como  Tribunal  de  Casación,  y  encuen- 
tra fundado  un  recurso  de  esta  clase,  por  lo  cual  infir- 
ma la  sentencia  recurrida  y  dicta  la  que  debe  reem- 
plazarla, se  convierte  en  segando  grado  de  jurisdic- 
ción, lo  que  no  deja  de  ser  una  anomalía. 

Cuando  más  adelante  examinemos  las  disposi- 
ciones relativas  á  la  introducción,  sustanciación  y  de- 
cisión del  recurso,  diremos  cómo  funciona  la  Corte 
Suprema  de  Justicia  como  Tribunal  de  Casación.  Por 
ihora  nos  bastará  agregar  que  cada  cuatro  años  eli- 
;e  de  sus  miembros  un  Presidente  y  un  Vicepresiden- 
te y  cuenta  además  con  un  Secretario,  un  Relator 
[üe  es  al  propio  tiempo  Bibliotecario)  y  su  ayudan- 
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te,  un  Oficial  Mayor,  tres  oficiaUs  de  Secretaría,  sie- 
te escribientes  y  un  Portero. 

El  artículo  145  de  la  Ley  61  de  1886  dispuso 
que  se  estableciera  un  "  periódico  permanente  desti- 
nado á  la  publicación  regular  y  metódica  "  de  las  pro- 
videncias de  la  Corte  Suprema.  El  Decreto  Ejecuti- 
vo número  62,  de  21  de  Enero  de  1887,  sobre  ejecu- 
ción de  la  mencionada  ley,  creó  la  Gaceta  Judicial, 
cuyo  primer  número  salió  el  12  de  Febrero  del  mis- 
mo afto.  Desde  entonces  ha  venido  publicándose  la 
Gaceta,  que  ya  consta  de  trece  volúmenes,  en  los  cua- 
les se  contienen  las  decisiones  á  que  el  presente  libro 
se  refiere.  Como  lo  anunció  la  Corte  en  el  prospecto 
del  periódico,  "  en  sus  páginas  se  halla  íntegramente 
reunido  el  cuerpo  de  los  procedimientos  y  doctrinas 
que  la  nueva  Corte  Suprema,  desde  su  instalación, 
ha  ido  adoptando  en  el  desempeño  de  sus  funciones, 
y  que  constituyen  la  historia  de  la  alta  administra- 
ción de  justicia." 

El  artículo  47  de  la  Ley  147  de  1888  impone  á 
la  Corte  Suprema  la  obligación  de  "  dar  cuenta  al 
Congreso  y  al  Consejo  de  Estado  de  las  dudas,  vacíos, 
contradicciones  é  inconvenientes  que  vaya  notando 
en  la  aplicación  de  las  leyes."  La-Corte  cumple  este 
precepto  legal  por  medio  de  informes  impresos  que 
cada  dos  años  dirige  á  las  Cámaras.  Casi  todas  las 
nuevas  leyes  sobre  procedimiento  se  han  expedido  te- 
niendo por  base  los  proyectos  elaborados  por  la  Corte, 
ó  las  indicaciones  hechas  en  los  referidos  informes. 
La  misma  saludable  práctica  se  ha  ido  extendiendo 
a  las  reformas  que  la  experiencia  ha  señalado  como 
más  urgentes  en  la  legislación  sustantiva. 


I  Las  sentencias  de  casación  tienen  fuerza  sólo 
en  los  negocios  concretos  en  que  se  dicten,  ó  forman 
una  regla  de  solución  obligatoria  para  los  casos  aná- 
logos que  se  presenten  en  lo  futuro  ? 

Conviene  elucidar  la  cuestión  anterior  no  sólo 
para  apreciar  exactamente  las  decisiones  á  que  se  re- 
fiere esta  obra,  sino  porque  sobre  el  particular  han 
regido  entre  nosotros  opuestas  disposiciones  legales. 

El  articulo  17  del  Código  Civil  proclama,  para 
toda  clase  de  sentencias  judiciales,  el  principio  ver- 
dadero: "Las  sentencias  judiciales  no  tienen  fuer- 
za obligatoria  sino  respecto  de  las  cansas  en  que  fue- 
ron pronunciadas.  Es,  por  tanto,  prohibido  á  los 
jueces  proveer  por  vía  de  disposición  general  ó  regla- 
mentaria." Como  lo  hemos  dicho  en  otro  lugar  (1), 
este  artículo  es  traducción  literal  del  5.°  del  Código 
francés,  el  cual  abolió  así  la  facultad  que  en  el  anti- 
guo derecho  tenían  los  Parlamentos  de  anunciar  en 
sus  sentencias  que  en  lo  futuro  fallarían  de  la  misma 
manera  los  casos  semejentes,  de  modo  que  para  los 
tribunales  inferiores  era  obligatorio  conformar  sus 
sentencias  á  las  disposiciones  generales  y  reglamen- 
tarias de  los  Parlamentos.  Tales  fallos  se  llamaban 
sentencias  de  reglamento  (arréís  de  régUment). 

Hoy  la  jurisprudencia  ó  doctrina  de  los  tribu- 
nales no  es  obligatoria  para  el  juez,  á  quien  no  le 
jasta  invocar  una  sentencia  anterior,  aunque  emane 
de  un  tribunal  superior,  para  motivar  la  suya.  El 
uez,  cualquiera  que  sea  su  categoría,  no  puede  ni 
igarse  ni  ligar  á  otros  para  el  porvenir. 


(i)  V.  Champeau  y  Uribe,  Tratado  de   Derecho  Civil  Colom- 
'ano,  t.  i.°,  ns.  58  y  597 
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Así,  como  lo  dice  el  artículo  17  del  Código  Civil 
las  sentencias  judiciales  no  tienen  fuerza  obligatoria 
sino  respecto  de  las  causas  en  que  fueron  pronuncia- 
das. Sin  embargo,  el  artículo  10  de  la  Ley  153  de 
1887  contenía  una  disposición  muy  restrictiva  de 
este  principio,  al  declarar  que:  "En  casos  dudosos 
los  jueces  aplicarán  la  doctrina  legal  más  probable. 
Tres  decisiones  uniformes  dadas  por  la  Corte  Supre- 
ma, como  Tribunal  de  Casación,  sobre  un  mismo 
punto  de  derecho,  constituyen  doctrina  legal  más 
probable."  De  este  modo  cuando  la  Corte  Suprema 
había  dictado  tres  decisiones  uniformes  sobre  un 
mismo  punto  de  derecho,  los  demás  tribunales  te- 
nían que  conformarse  á  su  interpretación,  y,  en  con- 
tra de  lo  establecido  en  la  ley  civil  sustantiva,  la 
Corte  gozaba  de  una  atribución  análoga  á  la  de  los 
antiguos  Parlamentos;  se  declaraba  que  la  tercera 
sentencia  dictada  por  ella  sobre  un  punto  de  dere- 
cho, conforme  á  las  anteriores,  valía  como  sentencia 
general  y  reglamentaria. 

Quizá  una  disposición  semejante  tenía  algunas  ven- 
tajas prácticas  ;  podía  evitar  ciertos  recursos  ante  la 
Corte  Suprema  porque  se  juzgaran  inútiles.  Sin  embar- 
go, era  contraria  á  la  separación  de  los  poderes  legis- 
lativo y  judicial,  y  podía  originar  serias  dificultades. 

En  primer  lugar,  había  que  preguntar:  ¿  la  Cor- 
te quedaba  también  ligada  por  tres  decisiones  suyas 
uniformes  ?  Si  se  optaba  por  la  afirmativa,  resultaba 
que  la  Corte  era  poder  legislador,  con  la  sola  obliga- 
ción de  decidir  tres  veces  en  el  mismo  sentido,  obli- 
gación que  también  se  impone,  en  cierto  modo,  al 
Congreso,  con  la  exigencia  constitucional  de  tres  de- 
bates forzosos  para  cada  proyecto  *de  ley.  La  expe- 
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riencia  demuestra  que  las  Cortes  Supremas  modifi- 
can su  jurisprudencia  frecuentemente.  Con  el  tiem- 
po cambian  las  ideas  y  los  hombres.  A  veces  después 
de  diez,  quince  y  más  decisiones  en  el  mismo  senti- 
do, la  Corte  de  Casación  francesa  ha  adoptado  el 
sistema  opuesto.  Toca  al  legislador  resolver  las  difi- 
cultades de  una  manera  definitiva,  pero  es  por  todo 
extremo  peligroso  conferir  un  poder  de  tal  clase  á  la 
Corte  Suprema. 

Si,  por  otra  parte,  como  creemos  que  debía  deci- 
dirse, la  Corte  no  quedaba  ligada  por  tres  decisiones 
suyas  uniformes,  resultaba  que  los  tribunales  inferio- 
res quedaban  obligados  por  la  ley  á  conformarse  á  una 
doctrina  que  la  Corte  Suprema  podía  variar.  Así, 
suponiendo  que  un  Tribunal  hubiese  fallado  según 
la  doctrina  legal  en  asuntos  en  los  cuales  podía  re- 
currirse  á  la  Corte,  si  ésta  cambiaba  de  opinión,  se 
anulaba  la  sentencia,  aunque  estuviese  conforme  con 
la  ley.  Si  el  juez  no  se  ajustaba  á  la  disposición  del 
artículo  10,  era  forzoso  infirmar  la  sentencia  por  vio- 
lación de  dicho  artículo,  aunque  la  Corte  estimara  el 
fallo  aceptable  en  el  fondo. 

Como  se  ve,  cualquiera  que  hubiese  sido  la  in- 
terpretación del  artículo  10  de  la  Ley  153  de  1887, 
habría  conducido  á  resultados  inaceptables:  sise  ad- 
mitía que  la  Corte  quedaba  ligada  por  sus  propias 
decisiones,  se  la  investía  de  facultades  legislativas  y 
se  impedia  el  progreso  de  la  jurisprudencia ;  si  no, 
se  llegaba  á  una  extraordinaria  confusión. 

El  artículo  371  de  la  Ley  105  de  1890  agravó  el 
sistema  de  la  doctrina  legal  de  que  estamos  hablando, 
il  declarar,  como  declaró,  que  dos  decisiones  unifor- 
mes interpretativas  constituían  doctrina  legal,  así 
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como  las  declaraciones  que  la  Corte  hiciera  en  dos  de- 
cisiones uniformes  para  llenar  los  vacíos  que  ocurrie- 
sen, es  decir,  en  fuerza  de  la  necesidad  de  que  una 
cuestión  dada  no  quedase  sin  resolver  por  no  existir 
leyes  apropiadas  al  caso. 

Según  este  artículo,  parecía  que,  cuando  no  exis- 
tiesen leyes  relativas  á  una  cuestión,  no  había  otro 
medio  que  ocurrir  á  la  Corte  Suprema ;  pero  sabido 
es  que,  á  falta  de  ley,  se  aplican  las  reglas  de  derecho ; 
á  falta  de  tales  reglas,  la  costumbre,  y  á  falta  de  cos- 
tumbre, la  equidad  (Ley  153  de  1887,  arts.  8.%  13  y  48); 
de  suerte  que  ninguna  cuestión  puede  dejar  de  resol- 
verse, aun  por  los  tribunales  y  los  jueces  inferiores. 

La  misma  Ley  105  de  1890  concedía  de  una  ma- 
nera expresa  (arts.  369  y  370)  el  derecho  dé  interpo- 
ner recurso  de  casación  contra  sentencias  violatorias 
de  doctrina  legal. 

El  Congreso  de  1896  reformó,  á  solicitud  de  la 
Corte  Suprema  misma  (1),  las  disposiciones  anteriores, 
por  medio  del  artículo  4.°  de  la  Ley  169,  que  dice  : 
"  Tres  decisiones  uniformes,  dadas  por  la  Corte  Su- 
prema como  Tribunal  de  Casación,  sobre  un  mismo 
punto  de  derecho,  constituyen  doctrina  probable,  y 
los  jueces  podrán  aplicarla  en  casos  análogos,  lo  cual 
no  obsta  para  que  la  Corte  varíe  la  doctrina  en  caso 
de  que  juzgue  erróneas  las  decisiones  anteriores."  Esto 
equivale  á  suprimir  en  absoluto  el  sistema  de  la  doc- 
trina legal,  restableciendo  la  libertad  para  todos  lo¡ 
jueces  y  tribunales,  y  habría  bastado  al  efecto  dero 
gar  pura  y  simplemente  las  disposiciones  que  atráa 
hemos  analizado. 


(i)  V.  Informe  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  al  Congreso  de  1894 
s.  6  y  7. 
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Condiciones  indispensables  para  que  proceda  el  recurso  de  casación  en  asuntos 
civiles — Causales  de  casación — Violación  de  ley  sustantiva — Error  de 
hecho  y  error  de  derecho—  Falta  de  conformidad  de  la  sentencia  con  las 
pretensiones  oportunamente  deducidas  por  los  litigantes — Disposicio- 
nes contradictorias  de  la  sentencia — Incompetencia  de  jurisdicción  im- 
prorrogable— Caso  en  que  el  Tribunal  sentenciador  se  abstiene  de  co- 
nocer en  un  asunto  de  su  competencia  y  lo  declara  así  en  el  fallo — Apli- 
cación de  leyes  extranjeras. 

Entrando  ya  en  el  estudio  del  recurso  de  casación 
en  asuntos  civiles,  dos  cosas  debemos  analizar :  en  pri- 
mer lugar,  las  condiciones  legales  indispensables  para 
que  el  recurso  proceda  en  tales  asuntos ;  en  segundo  lu- 
gar, las  causales  de  casación  que  pueden  alegarse. 

I —  Condiciones  para  que  proceda  el  recurso. — El  artí- 
culo l.#  de  la  Ley  169  de  1896,  refiriéndose  al  recurso 
de  casación  en  asuntos  civiles,  dice: 

Art.  1.°  Con  el  fin  principal  de  uniformar  la  Jurisprudencia, 
y  con  el  de  enmeuJar  los  agravios  iuferidos  á  las  partes,  se 
concede  recurso  de  casación  pareante  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia contra  las  sentencias  definitivas  de  segunda  instancia  dicta- 
das por  los  Tribunales  Superiores  de  Distrito  Judicial,  en  asuntos 
civiles  y  en  juicios  ordinarios  ó  que  tengan  carácter  de  tal;  y 
contra  las  que  se  pronuncien  en  los  juicios  de  concurso  de  aerée- 
les y  los  de  sucesión  por  causa  de  mueite,  siempre  que  lacuan- 
%  *n  estos  últimos  soa  6  exceda  de  fres  mil  pesos  {$  8,000). 

Para  que  el  recurso  de  casación  prospere,  deben  coexistir  1a9 
rcunstancias  siguientes: 

1.a  Que  Ja  sentencia  se  funde  ó  haya  debido  fundarse  en 
fM&  que  rijan  ó  hayan  regido  en  toda  la -República,  á  partir  de 
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la  vigencia  de  la  Ley  57  de  1887,  ó  en  leyes  expedidas  por  los 
extinguidos  Estados  que  sean  idénticas  eu  esencia  á  las  nacionales 
que  están  en  vigor,  y 

2."  Que  la  sentencia  verse  sobre  intereses  particulares  ó  so- 
bre hechos  relativos  al  estado  civil  de  las  personas. 

líe  modo  que  para  que  proceda,  en  materia  civil, 
el  recurso  de  que  tratamos,  se  requiere  : 

1.'  Que  la  sentencia  contra  la  cual  se  interpone 
haya  sido  dictada  en  segunda  instancia  por  un  Tribu- 
nal Superior  de  Distrito  Judicial,  en  juicio  civil  ordina- 
rio, ó  que  tenga  el  carácter  de  tal.  Dedúcese  de  aquí 
que  no  es  admisible  el  recurso,  entre  otros  casos : 

a)  Cuando  la  sentencia  no  es  de  segunda  instancia, 
como  sucede  en  los  juicios  en  que  tiene  interés  la  Na- 
ción, de  que  conocen  eu  primera  instancia  los  Tribuna- 
les Superiores.  En  la  segunda  instancia  de  eBtosjuicios 
conoce  la  Corte  por  apelación  ó  consulta,  lo  que  es  esen- 
cialmente distinto  de  la  casación,  porque  en  los  casos 
de  apelación  ó  consulta,  la  Corte  aprecia  libremente 
las  pruebas,  no  está  limitada  en  su  fallo  á  examinar 
determinadas  causales  alegadas  en  oportunidad  y  sus 
decisiones  no  constituyen  doctrina  legal  más  probable, 
porque  no  son  proferidas  por  Tribunal  de  casación; 

b)  En  los  juicios  en  que  son  parte  los  Departamen- 
tos, porque  de  ellos  conoce  la  Corte  en  segunda  ins- 
tancia. No  sucede  lo  mismo  con  los  juicios  ordinarios  de 
los  Municipios  y  de  algunos  establecimientos  públicos, 
porque  de  ellos  conocen  los  Tribunales  en  segunda  ins- 
tancia, y  la  casación  puede  tener  cabida ; 

c)  Tampoco  se  admite  recurso  de  casación  contra 
las  sentencias  que  se  dicten  en  juicios  especiales,  como 
loa  ejecutivos,  posesorios  y  otros,  á  no  ser  que  tengan 
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el  carácter  de  ordinarios  6  se  conviertan  eii  tales,  como 
las  tercerías  en  juicio  ejecutivo,  las  oposiciones  en  los 
de  deslinde,  ó  de  cuentas  ó  de  concurso  de  acreedo- 
res, etc. 

La  ley,  al  limitar  el  recurso  de  casación  á  los  jui- 
cios ordinarios  de  cierta  cuantía  contrayóndolo  á  las 
sentencias  que  pongan  fin  al  juicio,  previa  la  tramita- 
ción ordinaria,  se  ha  guiado  por  estas  consideraciones : 

Que  si  se  diera  cabida  al  recurso  respecto  de  de- 
cisiones que  no  tuvieran  aquel  carácter,  serían  tantos 
los  negocios  que  llegarían  á  la  Corte,  que  sería  abso- 
lutamente imposible  darles  curso  con  el  número  de 
Magistrados  que  componen  este  Tribunal,  que  tiene 
que  ocuparse  en  otra  multitud  de  asuntos  civiles,  cri- 
minales y  aun  administrativos,  pues,  según  dejamos 
dicho,  la  Corte  Suprema  de  Colombia  no  es,  como  en 
otros  países,  Tribunal  exclusivo  de  casación ; 

Que  si  se  diera  entrada  al  recurso  respecto  de  deci- 
siones interlocutorias,  se  harían  interminables  los  pro- 
cesos civiles,  tanto  por  la  dificultad  de  las  comunica- 
ciones con  la  capital,  como  por  el  tiempo  que  requiere 
el  estudio  y  decisión  de  un  asunto  sometido  á  Tribuna- 
les colegiados ; 

Finalmente,  porque,  conforme  á  nuestra  legisla- 
ción, todas  las  sentencias  que  se  dictan  en  juicios  es- 
peciales que  no  asumen  el  carácter  de  ordinarios,  pue- 
den tener  remedio  en  un  juicio  ordinario,  de  modo  que 
en  definitiva  el  punto  de  derecho  ó  de  hecho  que  no 
pudo  ser  estudiado  y  decidido  por  la  Corte  de  Casación, 
por  haber  sido  materia  de  un  juicio  especial,  puede 
serlo  definitivamente,  si  el  negocio  se  lleva,  como  puede 
llevarse,  á  la  vía  ordinaria; 
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d)  También  ha  decidido  la  Corte  que,  aunque  en 
el  juicio  ordinario  se  dicte  uua  decisión  que  le  ponga 
fin,  ai  ella  no  es  motivada  por  el  estudio  de  las  cuestio- 
nes que  son  objeto  del  litigio,  sino  por  un  incidente  que 
supone  el  abandono  del  pleito,  como,  por  ejemplo,  no 
devolver  los  autos  que  se  han  pasado  en  traslado,  no 
procede  el  recurso  de  casación,  porque  éste  tiene  por  fin 
la  discusión  y  decisión  de  los  puntos  de  hecho  y  de  de- 
recho objeto  del  debate,  que  han  sido  materia  de  las 
sentencias  de  1.*  y  2.'  instancia,  lo  que  no  puede  suce- 
der respecto  de  las  providencias  que  ponen  fin  á  un  li- 
tigio por  la  aplicación  de  una  sanción  penal ; 

é)  Como  las  sentencias  aprobatorias  de  la  partición 
en  juicios  de  sucesión,  hacen  tránsito  a  cosa  juzgada  y 
no  pueden  ser  revisadas  sino  excepcionalmeute  enjui- 
cio ordinario,  se  ha  dado  entrada  al  recurso  de  casación 
en  esta  materia,  que  es  de  suma  importancia  y  que 
quedaría  excluida  de  la  jurisprudencia  de  la  Corte  de 
Casación,  si  expresamente  no  se  hubiera  establecido  en 
ella  el  recurso  de  que  tratamos; 

f)  Como  el  juicio  por  arbitramento  es  un  juicio  sui 
géneris,  contra  la  sentencia  dictada  en  él  no  hay  lugar 
a  recurso  de  casación,  sino  sólo  el  de  nulidad  de  que 
habla  el  artículo  316  de  la  Ley  105  de  1890.  No  suce- 
de lo  mismo  en  España,  en  donde  la  Ley  de  enjuicia- 
miento civil  admite  aquel  recurso  contra  las  sentencias 
de  los  amigables  componedores  (art.  1689),  pero  sólo 
cuando  el  fallo  respectivo  se  hubiere  dictado  fuera  del 
plazo  señalado  en  el  comprorqiso,  ó  resuelto  puntos  no 
sometidos  á  la  decisión  de  los  arbitradores  (art.  1691). 

2."  En  lo  relativo  á  la  cuantía  del  juicio  que  se  re- 
quiere para  que  prospere  el  recurso  de  casación,  la  Cor- 
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te  ha  dictado  numerosas  decisiones  en  que  se  establecen 
las  reglas  siguientes : 

a)  La  cuantía  de  la  acción  debe  fijarse  aprecian- 
do el  valor  de  la  acción  al  tiempo  en  que  se  interpone 
la  demanda,  de  modo  que  las  variaciones  acaecidas 
en  el  precio  ó  valor  de  las  cosas  en  el  tiempo  interme- 
dio entre  la  demanda  y  el  recurso,  no  tienen  influen- 
cia alguna  para  admitirlo  ó  negarlo.  Así,  por  ejemplo, 
si  el  interés  del  pleito  sobre  una  cosa  determinada  ó 
indeterminada  se  estima  en  $  2,000  en  la  demanda  y 
la  parte  demandada  asiente  expresa  ó  tácitamente  á, 
esta  apreciación,  aunque  se  pruebe  perentoriamente  ■ 
en  el  juicio  que  la  acción  valía  más  de  $  100,000,  no 
hay  lugar  al  recurso  de  casación ;  y,  viceversa,  si  cuan- 
do queda  incoado  e)  juicio  se  ha  fijado  el  valor  de  la 
acción  en  más  de  $  3,000,  por  consentimiento  de  las 
partes  ó  estimación  pericial,  aunque  resulte  después 
que  no  valía  ni  cien  pesos,  el  recurso  tiene  cabida/ 

Observando  este  mismo  principio  se  atiende  para 
fijar  la  jurisdicción  á  lo  demandado  y  nó  á  lo  senten- 
ciado. Así,  si  se  demandan  $  100,000  y  sólo  se  condena 
á  mil,  se  admite  el  recurso,  aunque  el  demandante  se 
haya  conformado  con  la  sentencia. 

En  este  particular,  la  Corte,  de  acuerdo  con  la  ju- 
risprudencia universal,  sigue  el  principio  del  Derecho 
Romano  de  que  la  jurisdicción  se  establece  por  lo  de- 
mandado y  no  por  lo  sentenciado ; 

b)  Cuando  no  es  conocida  la  cuantía  del  pleito,  lo 
que  sucede  con  frecuencia,  los  Tribunales  tienen  el  de- 
ber de  hacerla  fijar  por  medio  de  peritos,  y  si  omiten 
esta  formalidad  ó  no  la  cumplen  en  los  términos  reque- 
ridos por  la  ley,  la  Corte  debe  devolver  los  autos  con  el 
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de  su  compe- 


fín  de  poder  saber  si  el  asunto  es  6  nó  de  su  compe- 
tencia ; 

c)  Cuando  la  demanda  se  ha  entablado  contra  dos 
ó  más  personas  por  obligaciones  divisibles,  aquéllas  no 
pueden  interponer  separadamente  el  recurso  de  casa- 
ción mientras  su  parte  en  el  juicio  no  llegue  á  la  cuan- 
tía exigida  por  la  ley,  y  aunque  el  importe  total  de  la 
acción  pase  de  la  cuantía  ó  llegue  á  ella.  (Véase  infra 
el  número  242). 

3.°  Teniendo  el  recurso  de  casación  por  objeto  prin- 
cipal uniformar  la  jurisprudencia,  no  se  admite  sino 
respesto  de  aquellas  sentencias  en  que  se  han  aplicado 
6  debido  aplicarse  las  leyes  que  han  regido  en  la  Repú- 
blica desde  el  24  de  Julio  de  1887,  fecha  en  que  se  puso 
en  vigor  la  Ley  57  de  ese  mismo  año,  sobre  adopción 
de  Códigos  y  unificación  de  la  legislación  nacional,  ó 
en  leyes  expedidas  por  los  extinguidos  Estados  que 
sean  ide'nticas  en  esencia  á  las  nacionales  que  están  en 
vigor. 

La  aplicación  de  esta  disposición  y  la  de  otras  an- 
teriores semejantes,  no  ha  dejado  de  presentar  dificul- 
tades, porque  no  es  cosa  muy  fácil  estudiar  las  nueve 
legislaciones  de  los  extinguidos  Estados  Soberanos, 
para  juzgar  si  hay  identidad  esencial  con  la  nacional 
ahora  vigente. 

No  es  admisible  el  recurso  cuando  las  violaciones 
de  la  ley  que  se  alegan  se  refieren  á  las  españolas,  to- 
talmente abolidas,  y  á  todas  aquellas  que  no  fueron 
expedidos  por  los  extinguidos  Estados,  sino  que  rigieron 
en  ellos  por  algún  tiempo,  mientras  se  expidieron  los 
Códigos  propios  de  cada  uno.  La  duda  que  en  un  prin- 
cipio se  tuvo  en  este  punto,  quedó  resuelta  en  la  Ley 
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169,  en  la  cual  se  puso  la  palabra  expedidas  para  excluir 
las  leyes  que  rigieron  en  los  Estados  por  hacer  parte 
de  la  legislación  anterior  á  la  Federación ; 

4.°  La  segunda  circunstancia  del  artículo  1.°  de  la 
Ley  169,  arriba  copiado,  exige  que  los  negocios  civiles 
en  los  cuales  se  concede  el  recurso  de  casación  ver- 
sen sobre  intereses  particulares  (cuya  cuantía  ha  de 
ser  por  lo  menos  de  tres  mil  pesos),  ó  sobre  el  estado 
civil  de  las  personas.  Aun  cuando  algunos  han  creído 
que  en  este  último  caso  el  interés  del  juicio  debe  ser  ó 
exceder  de  aquella  cuantía,  nosotros  estimamos  que  la 
ley  ha  querido  separar  los  dos  casos  y  que,  cuando  el 
objeto  principal  que  se  ventile  en  la  controversia  sea  el 
estado  civil  de  una  persona,  hay  lugar,  por  esta  sola 
circunstancia,  al  recurso  de  casación.  En  efecto,  el  es- 
tado civil  de  un  individuo  es  la  popición  que  ocupa  en 
la  familia  y  en  la  sociedad,  y  de  la  cual  se  derivan  para 
él  los  más  preciosos  derechos.  En  dicha  situación  entran 
varios  elementos:  la  existencia  física,  que  da  la  perso- 
nalidad ;  el  sexo,  la  condición  de  nacional  ó  de  extran- 
jero, el  estado  de  casado  ó  de  soltero,  de  padre  ó  de  hijo, 
etc.  Esta  cuestión  es,  por  tanto,  no  sólo  de  intereses 
pecuniarios,  sino  especialmente  de  orden  público,  bien 
que  sea  cierto  que  casi  todos  los  juicios  civiles  versen 
ó  deban  versar  sobre  intereses,  en  forma  de  derechos 
para  unos,  en  forma  de  obligaciones  para  otros.  Pero, 
como  muy  bien  ha  dicho  la  Corte,  no  puede  alegarse 
que  un  jui?io  en  que  ha  habido  necesidad  de  establecer 
ó  fijar  las  relaciones  de  familia,  versa,  por  esta  sola  cir- 
cunstancia, sobre  el  estado  civil ;  pues  si  tal  alegación 
fuera  fundada,  la  mayor  parte  de  los  pleitos  sobre  inte- 
reses versarían  sobre  hechos  relativos  al  estado  civil  de 
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las  personas,  ya  que  las  relaciones  de  familia  son  una 
de  la  causas  más  comunes  de  los  derechos  sobre  los  bie- 
nes. (Véase  infra  el  número  219). 

II — Causales  de  casación. — Cinco  son  las  causales 
que  pueden  alegarse  para  interponer  el  recurso  ^le  ca- 
sación en  materia  civil.  La  primera  de  ellas  la  consa- 
gra el  artículo  2.°  de  la  Ley  169  en  los  términos  si- 
guientes : 

1/  Ser  la  sentencia  violatoria  de  ley  sustantiva,  ya  sea  direc- 
ta la  violación,  ya  sea  efecto  de  una  interpretación  errónea  de  la 
misma  ley,  ya  de  indebida  aplicación  de  ésta  al  caso  del  pleito. 

Si  se  alegare  por  el  recurrente  mala  apreciacióu  de  determi- 
nada prueba,  la  Corte  no  podrá  variar  la  apreciación  hecha  por 
el  Tribunal  sino  en  el  caso  de  error  de  derecho  ó  de  error  de  te- 
cho, siempre  que  este  último  aparezca  de  un  modo  evidente  en 
los  autos. 

Esta  causal,  que  es  la  que  se  alega  con  más  fre- 
cuencia, podría  simplificarse,  por  lo  que  se  refiere  al 
primer  inciso,  diciendo  concisamente  que  tiene  cabida 
cuando  la  sentencia  viola  alguna  ley  de  las  que  deter- 
minan el  derecho  entre  las  partes,  porque  bien  sabido 
es  que  la  ley  puede  violarse  por  mala  aplicación,  por 
indebida  interpretación  ó  por  omisión. 

Sin  embargo,  para  ilustrar  los  términos  de  que  se 
sirve  la  ley,  diremos  que  violar  ésta,  es : 

a)  Ponerse  en  contradicción  formal  con  su  texto, 
como  cuando  se  admite  el  establecimiento  por  prescrip- 
ción de  una  servidumbre  discontinua  ó  inaparente; 
b)  aplicarla  falsamente,  es  decir,  aplicarla  á  un  caso  al 
cual  es  extraña,  ó  dejar  de  aplicarla  á  un  caso  para  el 
cual  se  hizo,  como  cuando  se  aplican  las  reglas  del  usu- 


INTRODUCCIÓN 


fructo  al  arrendamiento,  ó  bien  cuando  no  se  aplican  á 
la  remisión  de  una  deuda  las  reglas  relativas  á  la  ca- 
pacidad de  disponer  á  título  gratuito ;  c)  interpretarla 
mal,  poniéndose  en  contradicción  con  su  espíritu.  En 
efecto,  una  ley  desnaturalizada,  es  una  ley  que  se  des- 
yía  de  su  fin  y  de  su  objeto,  y  la  Corte  de  Casación  se 
ha  instituido  esencialmente  para  asegurar  una  buena  y 
sana  interpretación  de  la  ley,  una  aplicación  que  sea 
conforme  no  sólo  con  su  letra,  sino  también  con  su  es- 
píritu (1). 

La  palabra  ley,  de  que  habla  el  artículo  que  esta- 
mos comentando,  debe  tomarse  en  el  sentido  más  lato, 
.^S  sea  en  el  del  derecho  aplicable  á  la  litis,  cualquiera 
que  sea  la  fuente  de  ese  derecho,  ora  se  trate  de  un 
texto  de  la  Constitución  nacional,  ora  de  un  Código 
de  la  República,  de  una  disposición  legislativa  expedi- 
da por  el  Congreso,  de  un  Tratado  diplomático,  ó  de  un 
Decreto  de  carácter  legislativo.  En  efecto,  respecto  de 
estos  últimos  dice  el  artículo  11  de  la  Ley  153  de  1887: 
"  Los  decretos  de  carácter  legislativo  expedidos  por  el 
Gobierno  &  virtud  de  autorización  constitucional,  tie- 
nen completa  fuerza  de  leyes."  ¿  Qué  debe  resolverse 
respecto  de  la  costumbre  ?  Sobre  el  particular  dice  el 
artículo  13  de  la  citada  Ley  153  lo  siguiente:  "La 
costumbre,  siendo  general  y  conforme  con  la  moral 
cristiana,  constituye  derecho,  á  falta  de  legislación  po- 
sitiva." En  materia  de  casación  creemos  que  acerca  de 
este  último  punto  debe  hacerse  una  distinción :  si  el  Tri- 
bunal sentenciador  rehusa  aplicar  la  costumbre  en  los 


(i)  Véanse  QARZótfNfir,  Precis  de  Procedure  Chile,  p.  477;  CftfiPOtf, 
úp.  dt^  t.  3/  n.  3. 


JURISPRUDENCIA  COLOMBIANA 


1 


casos  en  que  la  ley  colombiana  se  remite  á  ella,  ó  cuan- 
do, á  falta  de  legislación  positiva,  ella  deba  servir  de 
norma  á  los  jueces,  hay  lugar  á  aquel  recurso;  pero 
cuando  no  se  trate  de  esto,  sino  de  apreciar  las  pruebas 
presentadas  por  las  partes  para  establecer  la  costum- 
bre misma,  consideramos  que  esta  es  una  cuestión  de 
hecha,  sujeta,  por  tanto,  á  la  apreciación  soberana  de  los 
Tribunales.  Por  lo  demás,  en  el  derecho  colombiano  el 
legislador  se  remite  con  frecuencia  á  la  costumbre, 
según  puede  verse  en  los  artículos  1246,  1256,  1621, 
1879,  1908,  2002,  2009,  2012,  2044,  2045,  2054  del  Có- 
digo Civil  y  en  los  artículos  2.°,  3.°  y  4.°  del  Código  de 
Comercio.  Más  dudoso  parece  el  que  sea  dable  fundar 
el  recurso  de  casación  por  inobservancia  de  las  órdenes 
y  otros  actos  ejecutivos  del  Gobierno,  expedidos  en 
ejercicio  de  la  potestad  reglamentaria,  de  que  hablan 
el  ordinal  3.*  del  artículo  120  de  la  Constitución  y  el 
artículo  12  de  la  Ley  153  de  1887,  pues  tales  providen- 
cias tienen  un  carácter  adjetivo. 

Difícil  es  á  veces  hacer  la  distinción  necesaria  en- 
tre leyes  sustantivas  y  leyes  adjetivas:  el  modo  más  se- 
guro para  conocer  las  primeras  es  ver  si  la  ley  que  se 
dice  violada  es  alguna  de  las  que  establecen  los  derechos 
ó  las  obligaciones  entre  las  partes.  Entre  aquéllas  están 
la  mayor  parte  de  las  disposiciones  de  los  Códigos  Civil 
y  de  Comercio,  algunas  de  la  Constitución,  varios  ar- 
tículos del  Código  Penal,  especialmente  los  que  se  re- 
fieren á  la  indemnización  de  perjuicios  por  los  delitos 
y  culpas,  y  otras  muchas  que  sería  imposible  enumerar. 

Las  leyes  adjetivas  ó  de  procedimiento  son  las  que 
determinan  la  tramitación  de  los  juicios  ó  el  modo  de 
hacer  efectivo  el  derecho  por  medio  del  Poder  Judicial: 
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estas  leyes  están  contenidas  en  el  Código  de  Procedi- 
mientos y  en  algunos  otros,  y  su  violación,  cuando  es 
relativa  á  formalidades  esenciales,  produce  la  nulidad 
del  proceso,  cosa  distinta  de  la  nulidad  de  la  sentencia. 
(Véanse  infrá  números  221,  240,  1,318;  l.er  Apéndice 
número  38  y  2.°  Apéndice  número  63). 

Mas  no  se  crea  que  todas  las  disposiciones  del  Có- 
digo Civil  son  sustantivas  y  todas  las  del  Judicial  ad- 
jetivas, porque  no  sería  posible  ni  conveniente  hacer  en 
los  códigos  una  completa  separación  de  esta  índole,  y 
por  eso  es  que  en  el  Código  Civil  hay  muchas  disposi- 
ciones de  mero  procedimiento  y  en  el  Judicial  muchas 
otras  que  tienen  carácter  sustantivo.  Así,  la  Corte  tiene 
declarado  que  la  disposición  del  artículo  831  de  este 
último  Código  es  sustantiva  y  no  adjetiva,  puesto  que 
por  ella  se  reconoce  la  fuerza  de  las  sentencias  y  se  es- 
tablece que  éstas  fundan  la  excepción  de  cosa  juzgada, 
constituyendo  así  un  derecho  en  favor  de  la  persona  ó 
de  las  personas  favorecidas.  De  suerte  que  la  violación 
6  la  mala  interpretación  de  aquel  artículo  funda  legal- 
mente  el  recurso  de  casación.  (Véanse  infrá,  números 
279  y  1,318;  l.er  Apéndice,  número  18). 

Por  tanto,  sólo  el  estudio  de  la  naturaleza  del 
caso  concreto  puede  servir  de  guía  á  los  Magistrados 
para  establecer  esta  separación,  que  tiene  tanta  impor- 
tancia en  el  recurso  de  casación  y  en  la  aplicación  de 
las  leyes  nuevas,  ó  sea  en  el  tránsito  de  una  legislación 
á  otra. 

Para  que  el  recurso  de  casación  que  se  funde  en 
violación  de  ley  sustantiva,  pueda  prosperar,  se  requie- 
re, como  lo  dice  el  artículo  51  de  la  Ley  100  de  1892, 
que  el  recurrente  indique  las  disposiciones  legales  que 
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se  han  violado,  el  concepto  en  que  lo  han  sido,  y  cuáles 
son  las  disposiciones  aplicables  al  caso  del  juicio;  y  no 
basta,  para  llenar  este  deber  legal,  la  cita  que  en  gene- 
ral se  haga  de  disposiciones  de  un  Código,  por  títulos  ó 
capítulos,  sin  señalar  de  un  modo  concreto  el  artículo 
especial  que  se  supone  infringido  por  la  sentencia  recu- 
rrida. (Véanse  tnfrii  los  números  264  y  232).  Mas  debe 
evitarse  el  vicio  contrario,  en  que  muchos  incurren,  de 
la  intemperancia  en  las  citas  de  las  disposiciones  legales 
que  se  consideran  infringidas.  Las  cuestiones  de  dere- 
cho son  esencialmente  concretas,  y  para  quienes  conocen 
el  verdadero  valor  de  las  relaciones  jurídicas,  bastará 
señalar,  con  toda  precisión,  el  artículo  violado  ó  infrin- 
gido  (1). 

Además,  es  necesario  que  la  infracción  legal  que 
motiva  el  recurso,  se  relacione  con  la  cuestión  litigiosa 
sujeta  materia  del  fallo,  pues  no  basta  citar  doctrinas 
de  autores  ó  expositores  ni  decisiones  de  la  Jurispruden- 
cia en  apoyo  de  las  tesis  que  sostenga  el  recurrente. 
(Véase  infrá  el  número  246). 

Finalmente,  las  infracciones  de  la  ley,  que  deben 
ser  la  base  y  el  motivo  determinante  del  recurso,  no 
han  de  buscarse  en  la  paite  dispositiva  de  la  sentencia, 
sino  en  la  que  resuelve  ó  dispone  de  un  modo  obligato- 
rio. (Véase  infrá  el  número  249). 

El  inciso  2.°  del  artículo  2.°  de  la  Ley  169  se  refie- 
re al  caso  en  que  el  Tribunal  sentenciador  ha  incurrido 
en  error  de  derecho  ó  de  hecho  eu  la  apreciación  de  de- 
terminada prueba. 


(i)  Véase  Ortiz   Ije   ZÚHiga,  Jurisprudencia    Civil  de  España^  t.  a.">, 
págs.  438  y  439. 
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Es  esta  cuestión  del  error  una  de  las  más  difíciles 
y  delicadas  en  la  ciencia  jurídica.  Quien  quiera  pro- 
fundizarla en  toda  su  extensión,  deberá  ocurrir  al  me- 
jor tratado  que  sobre  la  materia  se  ha  escrito  hasta 
ahora,  que  lo  es  sin  duda  el  que  Savigny  le  dedica  en  el 
Apéndice  vm,  tomo  3.°  de  su  Tratado  de  Derecho  R>ma- 
no  (1),  y  á  la  célebre  monografía  de  Mr.  de  Pochanuet, 
sobre  el  error  de  derecho  (2).  En  los  códigos  modernos, 
el  de  Luisiana  y  el  argentino  son  los  que  más  extensa 
y  completamente  tratan  esta  importante  cuestión. 

-  Sin  necesidad  de  hacer  un  estudio  profundo  del 
asunto,  para  fijar  el  alcance  de  esta  parte  de  la  ley  co- 
lombiana diremos,  con  Savigny,  que  la  noción  exacta  de 
una  cosa  puede  faltarnos,  ya  porque  no  tengamos  nin- 
guna idea  de  ella,  ya  porque  tengamos  una  idea  falsa 
de  la  misma.  En  el  primer  caso  hay  ignorancia,  en  el 
segundo,  error.  La  apreciación  jurídica  de  estos  dos 
estados  del  alma  es  absolutamente  la  misma,  y  en  con- 
secuencia puede  indiferentemente  emplearse  una  ú  otra 
expresión.  Los  jurisconsultos  han  adoptado  la  segunda, 
porque  en  las  relaciones  de  derecho,  el  error  se  presen- 
ta más  frecuentemente  que  la  simple  ignorancia. 

Distínguense  dos  clases  de  errores :  el  error  de 
derecho  y  el  error  de  hecho.  Aquél  recae  sobre  una  re- 
gla de  derecho,  es  decir,  sobre  el  derecho  objetivo ;  el 
error  de  hecho  recae  sobre  los  hechos  jurídicos,  es  decir, 
wbre  las  condiciones  de  hecho  exigidas  para  la  aplica- 
ción de  una  regla  de  derecho.  Según  la  Corte  Supre- 
ma, el  error  de  hecho  es  la  noción  ó  creencia  equivoca- 


(i)  Véase  la  trad.  francesa  de  Genoux— París,  1843. 
(2)  Revue  Critique^  ts.  8.#  y  9,* 
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da  de  que  una  cosa  ha  sucedido  ó  no  ha  sucedido ;  y  el 
error  de  derecho  es  la  noción  equivocada  que  uno  tiene 
de  las  disposiciones  de  la  ley.  (Véase  injra  el  número 
152  del  2.°  Apéndice). 

En  tesis  general,  el  error  puede  recaer:  sobre  el 
objeto;  sobre  la  naturaleza  del  objeto ;  sobre  la  perso- 
na; sobre  las  cualidades  de  la  cosa;  sobre  la  causa  de 
las  obligaciones;  sobre  el  motivo  determinante. 

A  diferencia  de  lo  que  establece  en  esta  materia  de 
casación  la  legislación  típica,  ó  sea  la  francesa,  la  ley 
colombiana  permite  el  recurso  de  casación  por  errores 
de  hecho  imputables  al  Tribunal  sentenciador  en  la 
apreciación  de  las  pruebas.  Esto,  como  lo  dej  amos  dicho 
en  la  parte  histórica  de  aquel  recurso  (infrá  p.  xix)  desna- 
turaliza la  institución.  Ahora  observaremos  que  de  ello 
se  desprenden  dos  consecuencias  que  han  de  tenerse 
muyen  cuenta:  la  primera  es  que  el  amplio  poder 
que  en  otros  países,  en  Francia  principalmente,  tie- 
nen los  Tribunales  para  apreciar  las  cuestiones  de  he- 
cho, lo  que,  en  multitud  de  casos,  hace  inatacables  sus 
fallos  a  pesar  de  los  errores  de  aquella  clase  que  hayan 
cometido,  en  Colombia  está  restringido,  no  obstante  la 
atenuación  contenida  en  la  ley  misma,  en  cuanto  exige 
que  el  error  aparezca  de  un  modo  evidente  en  los  autos. 
La  segunda  consecuencia  de  que  hablamos  es  la  de  que 
nuestra  Corte  de  Casación  es,  en  ciertos  casos,  un  nue- 
vo grado  de  jurisdicción,  que  decide  en  el  fondo  la  litie 
especialmente  cuando  se  da  por  probada  la  primen 
causal  de  casación  por  los  errores  de  hecho  cometido; 
en  la  apreciación  de  las  pruebas  por  los  Tribunales  Su 
periores. 

Necesario  es  advertir,  sin  embargo,  que,  en  multi 


INTBODUCCIÓIf  XLVn 

tud  de  casos,  es  muy  difícil  trazar  la  línea  que  separa 
el  error  de  hecho  del  error  de  derecho,  comoquiera  que 
el  primero  es  muy  frecuentemente  causa  del  último. 

En  la  imposibilidad  de  dar  una  regla  inequívoca 
que  permita  fijar  en  cada  caso  particular  esta  cuestión, 
forzoso  nos  será,  para  ilustrarla,  citar  ejemplos,  sacados 
de  la  jurisprudencia  misma  de  la  Corte.  Así,  se  ha  de- 
cidido (1)  que  se  comete  error  de  derecho  por  un  Tri- 
bunal y  es  casable  la  sentencia  respectiva,  cuando,  no 
presentándose  un  documento  cuya  exhibición  se  ha  pe- 
dido, conforme  al  artículo  391  del  Código  Judicial,  se 
da  al  hecho  que  con  tal  documento  quería  probarse  ma- 
yor fuerza  ó  extensión  probatoria  que  la  que  se  propu- 
so darle  la  parte  interesada  en  la  exhibición,  fundándo- 
se el  Tribunal  en  dar  por  probado  el  hecho,  conforme 
al  mismo  artículo. 

Hay  error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prue- 
ba cuando,  con  fundamento  en  una  senteücia  dictada 
en  juicio  entre  dos  personas,  se  le  da  fuerza  á  esa  sen- 
tencia en  posterior  litigio  con  un  tercero,  en  oposición 
con  el  principio  de  derecho  consignado  en  el  artículo 
846  del  Código  Judicial. 

Cuando  en  la  apreciación  se  da  valor  á  una  escritu- 
ra publica  cuya  copia  no  »e  ha  tomado  del  original  sino 
de  otra  copia  anterior,  se  incurre  en  error  de  derecho. 

Hay  asimismo  error  de  derecho  en  la  apreciación 

Je  una  prueba  cuando  se  califica  de  dividua  una  confe- 

¿ón  de  naturaleza  indivisible,  y  cuando  se  da  más  fuer- 

a  k  la  prueba  testimonial  que  al  título  inscrito,  en  los 

isos  en  que  la  ley  exige  éste. 


(i)  Véanse  infra  números  6oo  á  6io  ¿  i.er  Apéndice  numerot  97  y  98; 
'  Ap.  150  á  156. 
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Es  principio  de  derecho  que  cuando  la  ley  deja  al 
buen  juicio  del  juzgador  un  radio  de  acción  para  obrar 
en  él,  según  sus  conocimientos  jurídicos,  su  conciencia 
y  lo  que  resulte  de  autos,  á  nadie  le  es  dado  penetrar 
en  el  arbitrio  de  ese  juzgador,  ni  mucho  menos  infirmar 
el  juicio  que  él  ha  formado  en  virtud  de  los  datos  y  de 
la  ciencia  que  posee.  Por  consiguiente,  en  cuestiones  de 
hecho,  debe  respetarse  el  juicio  del  Tribunal,  porque  la 
ley  sobre  casación  no  le  da  á  la  Corte  autoridad  para 
inmiscuirse  en  la  parte  discrecional  del  Tribunal  (1). 

Para  que  en  el  recurso  de  casación  haya  lugar  á 
infirmar  el  fallo  recurrido,  por  error  en  la  apreciación  de 
las  pruebas,  es  necesario  que  la  parte  dispositiva  de  la 
sentencia  esto  en  contradicción  flagrante  con  las  prue- 
bas presentadas  por  las  partes,  y  se  necesita,  además, 
que  se  señale  la  disposición  que  haya  sido  infringida  en 
virtud  de  la  apreciación  errónea. 

Por  regla  general,  en  materia  de  convenciones  y  de 
disposiciones  testamentarias,  la  interpretación  de  los 
Tribunales  Superiores  es  soberana;  pero  esta  interpre- 
tación se  efectúa  bajo  él  control  de  la  Corte  de  Casación, 
en  cuanto  que,. so  pretexto  de  interpretar  las  conven- 
ciones ó  los  testamentos,  ios  Tribunales  no  tienen  el  de- 
recho de  desnaturalizarlos,  de  rehusar  la  aplicación  de 
una  disposición  clara  y  precisa,  de  sustituir  á  ella  otra 
disposición  que  Nno  es  ya  la  obra  de  las  partes  ó  del  tes- 
tador, sino  la  obra  del  Tribunal  (2). 


(i)  Véase  in/ri  Jos  números  250,  254,  262,  1,166,  1,175;  i.er  Ap.  ni' 
mero  62. 

(2)  Véase  Crepon,  op.  cit.^  t.  3.0,  ns.  316  y  372  á  374;  infra,  nú  me 
ro  253. 


INTRODUCCIÓN 


Segunda  causal — El  artículo  2.°  de  la  Ley  169  de 
1896, consagra  la  segunda  causal  de  casación  en  mate- 
ria civil  en  loa  términos  siguientes  : 

2.*  No  estar  la  setiteneia  en  consonancia  con  las  pretensiones 
oportunamente  deducidas  por  los  litigantes,  ya  porque  se  resuelva 
sobre  puntos  que  no  han  sido  objeto  de  la  controversia  ó.  se  deje 
de  resolver  sobre  alguno  de  los  que  lo  lian  sido,  se  condene  á  más 
de  lo  pedido  ó  no  se  falle  sobre  alguna  de  las  excepciones  peren- 
torias alegadas,  si  fuere  el  caso  de  hacerlo. 

Para  comprender  exactamente  esta  causal  de  ca- 
sación, deben  tenerse  presentes  las  dos  disposiciones 
del  Código  Judicial  que  en  seguida  transcribimos:  "La 
sentencia  definitiva  ó  con  fuerza  de  definitiva,  dice  el 
artículo  835,  debe  recaer  sobre  la  cosa,  la  cantidad  ó  el 
hecho  demandado ;  pero  nada  más  que  sobre  eso;"  y  el 
artículo  843  agrega :  "  Toda  cuestión  que  haya  sido 
materia  del  debate,  será  resuelta  en  la  sentencia."  Es- 
tos principios,  reconocidos  desde  el  derecho  antiguo,  son 
fundamentales,  y,  por  lo  mismo,  natural  es  que,  cuando 
se  violen  de  un  modo  ú  otro — en  alguna  de  las  tres  hi- 
pótesis de  que  trata  el  artículo  de  la  ley  de  casación 
que  comentamos — haya  lugar  al  recurso,  ya  que  éste 
tiene  por  objeto  no  sólo  uniformar  la  jurisprudencia, 
sino  también  enmendar  los  agravios  que  á  las  partes 
irroguen  las  sentencias  de  los  Tribunales, 

La  ley  dice  que  no  hay  lugar  á  esta  causal  sino 
.do  la  sentencia  no  lia  resuelto  sobre  las  pretensio- 

oport  unamente  deducidas  en   el  pleito.  Por  consi- 

nte,  cuando,  como  de  ordinario  sucede,  si  tales  pre- 
.nes  se  introducen  fuera  del  tiempo  que  señala  la 

o  procedimiento,  la  sentencia  no  debe  resolver  so- 

VI 
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bre  ellas,  y,  por  lo  mismo,  do  puede  impugnarse  en  tal 
caso  ante  la  Corte.  (Véanse  in/rá  los  números  187  y 
188). 

Es  casable  la  sentencia  que  pone  fin  á  un  juicio  de 
cuentas,  cuando  no  se  ha  limitado  a  fallar  en  consonan- 
cia con  lo  que  exige  la  naturaleza  misma  de  este  juicio, 
es  decir,  cuando  no  se  ha  contraído  á  resolver  acerca  de 
la  cuantía  del  crédito  y  del  débito  de  las  cuentas  discu- 
tidas ,  en  otros  términos,  cuando  se  ha  salido  de  la  cues- 
tión esencial :  quién  debe  á  quién  y  cuánto,  que  es  lo 
que,  según  la  doctrina  de  la  Corte,  constituye  esta  clase 
de  juicios.  (Véase  infrá  el  número  235). 

Con  frecuencia  Jos  litigantes  le  dan,  al  fundar  el 
recurso  de  casación,  un  alcance  extraordinario  á  esta 
causal,  llegando  hasta  el  extremo  de  alegar  que  ella 
tiene  cabida  aun  en  el  caso  de  que  la  sentencia  no  esté 
en  armonía  con  lo  pedido  en  la  demanda  porque  ab- 
suelve al  demandado  ó  porque  no  ha  contestado  todos 
los  argumentos  en  que  se  apoyó  el  actor.  (Véase  infra 
el  número  280;  1  ■  Ap.  n.  33,  2.°  Ap.  n.  60). 

No  hay  lugar  al  recurso  por  el  hecho  de  no  haber 
resuelto  el  Tribunal  acerca  de  las  excepciones  de  la  par- 
te demandada,  si,  por  otro  lado,  se  ha  desconocido  la 
acción  del  demandante;  pues  la  sentencia  absolutoria 
deja  resueltos  implícitamente  todos  los  puntos  contro- 
vertidos (229  t&trf). 

En  caso  de  que  en  el  fallo  recurrido  se  omita  ül 
examen  de  las  objeciones  ó  argumentos  que  haya  ir 
mulado  el  recurrente,  si  la  parte  dispositiva  de  dic 
fallo  niega  ó  concede  lo  pedido  en  la  demanda,  tampe 
hay  lugar  á  casar  la  sentencia  por  la  causal  de  que  tr 
tamos.  Así,  cuando  declara  la  nulidad  que  aparece  <. 
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manifiesto  en  un  título  hipotecario,  no  tiene  el  Juez 
necesidad  de  fallar  sobre  si,  por  razón  de  la  persona  ó 
personas  que  la  constituyeron  ó  por  razón  de  los  bienes 
mismos  hipotecados,  fue  válida  ó  no  la  hipoteca.  (Ibíd. 
230). 

Las  excepciones  perentorias  se  oponen  alo  substan- 
cial de  la  acción,  y  deben  decidirse  en  la  sentencia  de- 
finitiva. (Cód.  Jud.,  artículos  462  y  483).  Natural  es, 
por  tanto,  que  si  el  fallo  del  Tribunal  sentenciador  no 
hubiere  resuelto  nada  sobre  ellas,  sea  casable  por  la 
Corte,  como  lo  dispone  la  ley  en  el  artículo  que  esta- 
mos comentando. 

Tercera  causal — Esta  la  formula  así  la  ley: 

3.'  Contener  l;t  sentencia  eu  au  parto  resolutiva  disposiciones 
contradictorias  á  pesar  de  haberse  pedido  aclaración  de  ellas 
oportunamente. 

Existe  contradicción  entre  las  disposiciones  de  una 
sentencia,  cuando  ellas  no  pueden  ejecutarse  simultá- 
neamente. Siempre  que  esto  sucede,  el  fallo  no  debe 
subsistir  en  las  condiciones  en  que  se  ha  dictado,  y 
debe  concederse  á  las  partes  un  recurso  suficiente  para 
que,  mediante  él,  puedan  hacer  que  desaparezca  la  con- 
tradicción que  exista  en  lo  dispositivo  de  la  sentencia. 
Mas,  como  lo  dice  el  artículo  que  comentamos,  la  cau- 
sal no  tiene  cabida  ante  la  Corte  sino  cuando  los  inte- 
ios  han  ejercitado  ante  el  Tribunal  el  derecho  re- 
gido en  los  artículos  99  y  100  de  la  Ley  105  de 
',  para  pedir  aclaración  de  la  sentencia,  pues  sólo  en 
'aso  es  claro  que  á  las  partes  no  les  queda  otro 
■>  de  zanjar  la  dificultad  que  ocurrir  al  recurso  de 
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casación.  (Véanse  infrh  los  números  210  y  268;  1."  Ap., 
n.  48;  2.Q  Ap.,  n.  5(5). 

.  Cuarta  causal — Esta  la  consigna  del  artículo  2.*  de 
la  Ley  169  de  1896  en  los  términos  siguientes  : 

4."  Incompetencia  de  jurisdicción  improrrogable  en  el  Tribu- 
nal sentenciador,  salvo  el  caso  de  ratificación,  cuando  ésta  sea  per- 
mitida. 

La  jurisdicción  es  la  facultad  de  administrar  justi- 
cia (Cód.  Jud.,  artículo  139),  y  por  lo  mismo  consti- 
tuye uno  de  los  atributos  de  la  soberanía.  Cuando  un 
Tribunal  la  usurpa,  fallando  asuntos  que  no  le  corres- 
ponden, es  preciso  que  exista  una  entidad  que  impida 
este  exceso  de  poder,  que  envuelve  una  cuestión  de  or- 
den publico.  Según  hemos  visto  atrás,  la  Corte  de  Ca- 
sación se  ha  instituido  esencialmente  para  obligar  á  los 
jueces  al  respeto  de  la  ley;  y  no  existe,  de  parte  de 
éstos,  una  violación  más  grave  de  la  ley,  que  la  que 
consiste  en  extralimitar  sus  poderes,  resolviendo  sobre 
materias  que  están  fuera  de  sus  atribuciones,  fallando 
litigios  que,  según  las  reglas  de  la  competencia,  son  del 
conocimiento  privativo  de  otros  jueces.  Nada  más  fun- 
dado, por  tanto,  que  esta  causal  de  casación.  (Véanse 
infrá  el  número  236;  l.M,  Ap.,  n.  23). 

Quinta  causal — Según  el  ordinal  5."  del  artículo  2.° 
de  la  Ley  169,  aquélla  consiste  en 

5."  Haberse  abstenido  el  Tribunal  de  cononocer  en  asu 
de  su  competencia  y  declarádolo  as!  en  el  fallo. 

Cuando  un  Tribunal  se  abstiene  de  conocer  y 
fallar  un  asunto  que  es,  según  la  ley,  de  su  compete 
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cia,  comete  una  verdadera  denegación  de  justicia,  pues 
los  interesados  no  tendrían  á  quién  ocurrir  para  hacer 
efectivos  sus  derechos.  Natural  es,  por  tanto,  que  la 
Corte  de  Casación  pueda  reparar  el  agravio,  como  lo 
previene  la  causal  de  que  hablamos,  anulando  el  fallo 
en  que  se  haya  incurrido  en  la  abstención,  y  enviando 
el  proceso  al  Tribunal  de  lo  civil  que  juzgue  convenien- 
te, para  que  dicte  la  sentencia  que  corresponda  al  caso, 
como  lo  dispone  el  artículo  62  de  la  Ley  102  de  1892, 
congruente  con  el  texto  que  ahora  comentamos. 

Medios  nuevos — Hemos  dicho  que  para  que  el  recur- 
so de  casación  prospere,  es  indispensable  que  el  recu- 
rrente alegue,  con  toda  precisión,  la  causal  ó  las  causales 
que,  á  su  juicio,  concurran  para  que  se  anule  la  senten- 
cia recurrida;  que,  según  fuere  la  causal  alegada,  de- 
be ora  citarse  los  artículos  de  la  ley  que  se  consideren 
infringidos,  espresando  el  concepto  en  que  lo  han  sido 
y  citando  las  disposiciones  aplicables  al  caso  del  juicio ; 
ora  determinar  la  prueba  ó  las  pruebas  erróneamente 
apreciadas  por  el  Tribunal,  especificando  la  clase  de  error 
en  que  se  haya  incurrido,  demostrando  que  la  parte 
dispositiva  del  fallo  de  segunda  instancia  está  en  evi- 
dente contradicción  con  lo  probado  en  los  autos,  bí  el 
error  fuere  de  hecho,  ó  señalando  la  disposición  que  se 
haya  infringido,  en  virtud  de  la  apreciación  errónea,  si 
fil  ftrror  que  se  alega  fuere  un  error  de  derecho;  ora  pa- 
,ar  la  incongruencia  del  fallo  con  las  pretensio- 
ortunamente  deducidas  por  los  litigantes ;  ora 
„rar  las  disposiciones  contradictorias  ó  inconci- 
a  de  la  sentencia  en  su  parte  resolutiva;  ya  com- 
*  el  exceso   de  jurisdicción  en  el  Tribunal  sen- 
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teuciador ;  ya  demostrar  que  no  ha  debido  abstenerse 
de  fallar  cuestiones  sometidas  á  su  juicio,  dentro  de  la 
esfera  de  su  competencia. 

El  recurso  de  casación  forma  así  un  debate  judi- 
cial muy  ceñido  á  términos  precisos.  De  parte  de  los 
'  que  lo  intentan  debe  haber  precisión  absoluta  para  de- 
terminar y  demostrar  la  causal  ó  lascausales  que  alegan, 
pues  la  Corte  tiene  que  concretar  su  examen  Á  lo  que  el 
recurrente  indique.  De  aquí  el  que,  si  se  alega  una  cau- 
sal que  no  existe  y  dejan  de  alegarse  las  que  sí  apare- 
cen comprobadas,  la  Corte  no  puede  casar  el  fallo.  El 
recurso  de  casación  es  una  verdadera  demanda,  ha  dicho 
la  Corte  (infrá  1."  Ap.,  n.  17),  y  por  lo  mismo— según 
un  principio  de  jurisprudencia  universal — la  sentencia 
ó  resolución  que  sobre  ella  recaiga,  tiene  que  ceñirse  á 
lo  demandado  y  alegado  en  el  proceso. 

Conforme  el  artículo  265  del  Código  Judicial,  la 
demanda  de  todo  juicio  debe  expresar  con  entera  clari- 
dad el  derecho,  causa  ó  razón  porque  intenta  la  deman- 
da. La  exposición  de  tales  motivos  es  lo  que  constituye 
el  fundamento  jurídico  de  la  demanda  misma,  y  sobre 
ellos  rueda  el  debate  judicial.   De  aquí  el  que  las  prue- 
bas se  encaminen  luego  á  dejar  establecidos  tales  fun- 
damentos, ó  á  demostrar  su  inexactitud.  De  aquí  tam- 
bién el  que  la  sentencia  deba  recaer  sobre  los  puntos 
que  han  sido  materia  del  debate.  En  todo  esto  hay  un 
encadenamiento  lógico  y  armónico.  Este  edificio  jurí- 
dico se  perfecciona  con  el  principio  de  que  la  casacii 
no  puede  reposar  sobre  puntos  ó  extremos  que  no  * 
han  debatido  en  la  primera  y  en  la  segunda  instanc 
ó,  lo  que  es  lo  mismo,  que  el  fallo  del  Tribunal  sentei 
ciador  no  puede  impugnarse  con  lo  que  los  francés 


llaman  én  este  caso  medios  nuevos,  los  cuales,  no  ha- 
biendo sido  materia  de  controversia,  no  han  podido  te- 
nerlos en  cuenta  los  jueces.  En  efecto,  ¿cómo  puede  ta- 
charse á  un  Juez  el  haber  decidido  malamente,  cuando 
no  se  le  han  exhibido  todos  los  elementos  de  la  decisión 
que  se  invocaba  de  e'l ;  cómo  obtener  la  casación  de  una 
sentencia  por  violación  de  principios  y  reglas  de  dere- 
cho que  no  eran  aplicables  á  la  cuestión,  tal  como  se 
planteó  ante  el  Tribunal  sentenciador?  Cerrado  como 
queda  el  juicio  con  la  demanda  por  un  lado  y  la  sen- 
tencia por  otro,  si  la  Corte  fallara,  apreciando  medios  ó 
fundamentos  invocados  sólo  a  última  hora,  condenaría 
á  la  otra  parte  sin  que  se  le  hubiera  oído  y  vencido  en 
juicio.  (Véanse  infrá  los  números  211,  213,  283  ;  1."  Ap. 
ns.  36  y  46;  2.°  Ap.  n.  50). 

¿Pero  es  tan  absoluta  esta  regla  que  no  admita 
excepción?  La  jurisprudencia  francesa  reconoce  una  de 
grande  importancia,  puesto  que  admite  que  ante  la 
Corte  de  Casación  se  aleguen  medios  nuevos  cuando 
éstos  interesan  al  orden  público,  lo  cual  se  explica  di- 
ciendo que  el  orden  público  domina  los  intereses  priva- 
dos, interesa  á  todo  el  mundo,  y  que,  cuando  se  demues- 
tra ante  la  alta  jurisdicción  esencialmente  instituida 
para  asegurar  la  buena  administración  de  justicia,  que 
el  fallo  recurrido  perturba  el  orden  público,  sería  inad- 
misible que  se  le  rehusara  el  poder  de  reparar  el  daño 
■do  al  interés  general. 

ías  no  se  crea  que,  según  aquella  jurisprudencia, 
en  todo  caso  derecho  de  interponer  recurso  de  casa- 
alegando  motivos  en  que  esté  interesado  el  orden 
ico.  Nó.  La  teoría  es  que  un  medio  nuevo  de  tal 
no  puede  hacerse  valer  por  primera  vez  ante  la 
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Corte,  sino  cuando  reposa  sobre  hechos  que  el  Tribunal 
sentenciador  ha  podido  apreciar,  y  no  cuando  solo  se 
apoya  en  piezas  ó  documentos  presentados  á  la  Corte 
misma  á  última  hora,  lo  que  se  justifica  plenamente, 
pues  si  el  carácter  de  orden  público  debía  resultar  para 
el  Juez  ó  para  el  Tribunal  del  examen  de  tales  piezas 
ó  documentos,  ¿  cómo  reprocharles  el  que  no  lo  hubiesen 
notado,  si  no  se  les  puso  en  capacidad  de  hacerlo  así, 
y,  en  tales  condiciones,  cómo  permitir  que  haya  dere- 
cho de  atacar  la  sentencia  por  una  falta  exclusivamente 
imputable  á  quien  la  invoca?  (1). 

Antes  de  averiguar  si  en  el  sistema  de  la  legislación 
y  de  la  jurisprudencia  colombianas,  puede  admitirse  lo 
que  acabamos  de  ver  que  se  admite  en  Francia,  necesa- 
rio parece  determinar  cuáles  son  las  disposiciones  lega- 
les íntimamente  ligadas  al  orden  público  y  qué  debe 
entenderse — en  derecho  civil — por  orden  público. 

La  noción  del  orden  público,  primordial  en  el  Có- 
digo Civil,  como  que  domina  toda  la  materia  de  éste, 
no  puede,  por  su  misma  latitud,  reducirse  á  una  fórmu- 
la que  permita  determinar  con  precisión  cuáles  son  las 
disposiciones  legales  que  encierra. 

Aquella  noción  resulta  del  conjunto  de  las  ideas 
religiosas,  sociales,  políticas,  morales  y  económicas  que, 
en  cada  época,  predominan  en  un  país,  y  se  consideran 
como  esenciales  en  él  para  la  vida  misma  y  para  la  mar- 
cha regular  del  Estado. 

Es  de  orden  público  todo  lo  que  afecta  al  inte 
general,  y,  por  tanto,  todo  lo  que  se  refiere  al  dere 
público  del  país,  en  cuanto  determina  el  Gobiern 


(i)  Véase  Crbpok,  op.  át.t  t.  2,  ns.  961  y  t. 
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organiza  el  ejercicio  de  la  soberanía  nacional  por  medio 
de  los  grandes  Poderes  del  Estado,  y  fija  los  derechos 
de  los  ciudadanos,  especialmente  estableciendo  la  igual- 
dad de  los  hombres  ante  la  ley  y  la  libertad  individual; 
todo  lo  que  atañe  á  la  constitución  de  la  familia,  en 
cuanto  prohibe  la  poligamia  y  el  matrimonio  entre  próxi- 
mos parientes,  declara  aquél  indisoluble  por  causa  de 
divorcio,  regula  la  potestad  marital,  la  ^autoridad  pa- 
terna, la  condición  de  los  hijos,  etc.;  todo  lo  que  cons- 
tituye el  régimen  legal  de  la  propiedad  raíz,  por  lo  que 
toca  á  los  diversos  medios  como  puede  transmitirse  el 
dominio  de  los  inmuebles,  los  gravámenes  que  los  afec- 
tan, etc. ;  todas  las  leyes  que  tienen  un  carácter  penal, 
las  que  comprende  el  derecho  fiscal  y  las  que  se  re- 
fieren á  las  ideas  económicas  dominantes  acerca  de  la 
moneda  del  país,  la  prohibición  de  la  usura,  etc. 

Como  se  ve,  la  noción  del  orden  público  no  puede 
apreciarse  exactamente  sino  por  el  Juez  en  cada  caso 
particular,  porque  escapa  en  mucho  al  imperativo  categó- 
rico del  legislador,  quien  no  puede  darle  carácter  de 
inmutabilidad  por  medio  de  una  definición  ó  de  una 
enumeración  completa  de  todas  las  disposiciones  de 
aquella  naturaleza.  A  los  Tribunales  corresponderá 
fijarla  en  ejercicio  de  un  necesario  poder  de  apreciación, 
y  deduciéndola  del  espíritu  general  del  derecho  positi- 
vo en  cada  país  (1). 

/iniendo  ahora  á   la  jurisprudencia  colombiana, 

iTuos  que  la  Corte  Suprema  de  Justicia  ha  sentado 
.iablemente  la  doctrina  de  que  no  es  admisible  el 

trso  de  casación  fundado  en    motivos  que  no  han 


Véase  Chamfeau  y  L'ribe,íí/>.  cit.,  t.  i.°,  ni.  8o  y  81. 
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sido  objeto  de   controversia  en  la  primera  y  en  la  se- 
gunda instancias.  Hasta  hoy  no  ae  ha  planteado  el  caso 
concreto  relativo  á  medios  nuevos  fundados  en  cuestio- 
nes de  orden  público.  Creemos  que,  cuando  en  lo  futuro, 
pueda  fuudarse  un  recurso  de  esta  índole,  la  Corte,  á 
pesar  de  lo  inflexible  de  su  doctrina,  probablemente  no 
lo  desechará,  por  la  sola  circunstancia  de  ser  nuevo  el 
motivo,  siempre  que  se  funde  en  piezas  ó  documen- 
tos oportunamente  introducidos  á  la  causa,  aunque  ni 
las  partes  ni  los  jueces  lo  hayan  apreciado  desde  aquel 
punto  superior,  por  lo   que  al  orden  público  se  refiere. 
Consideramos,  en  efecto,  que  en  un  orden  de  cosas  así, 
en  rigor  no  puede  decirse  que  el  medio  sea  nuevo,  sino 
que  ha  faltado  una  cabal  apreciación  de  la  causa  desde 
un  punto  de  vista  más  alto,  y  justamente  en  un  debate 
jurídico  ante  la  Corte  de   Casación  este  ea  el  servicio 
que  los  jurisconsultos  ó  abogados,  de  una  parte,   v   los 
magistrados,  por  otra,  pueden  hacer  con  sus  luces  á  la 
justicia  y  á  la  causa  del  mantenimiento  de  la  ley. 

Aplicación  de  leyes  extranjeras — ¿  Hay  lugar  á  inten- 
tar el  recurso  de  casación  por  violación,  falsa  interpre- 
tación ó  indebida  aplicación  de  una  ley  extranjera? 
Materia  muy  delicada  y  discutida  es  la  que  ahora  enun- 
ciamos. En  principio,  dicha  cuestión  debe  resolverse 
negativamente,  porque  las  Cortes  de  casación  se  han 
instituido  para  mantener  la  unidad  en;  la  jurisprudp"- 
cia  nacional,  y  así  lo  ha  decidido  uniformemente  , 
Corte  de  casación  francesa. 

Con  todo,  en  esta  regla  cabe  una  excepción.  El  ri 
curso  de  casación  se  admite  siempre  que  la  violación  c 
la  ley  extranjera  tiene  como  consecuencia,  la  violació 
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de  la  ley  nacional,  lo  que  puede   ocurrir  en  dos  casos  : 
1.'  Cuando  la  aplicación  de  la  ley  extranjera  está  expre- 
samente ordenada  por  un  texto  de  la  ley  nacional.   Así, 
por  ejemplo,  los  artículos  382  y  1084  del  Código  Civil 
colombiano  aplican  la  regla  locua  regit  actum  á  las  actas 
del  estado  civil  y  al  testamento  escrito  otorgado  en  país 
extranjero.    La  sentencia  que   rehusara  apreciar  esos 
actos  de  acuerdo  con  la  respectiva  ley  extranjera,  vio- 
laría formalmente  los  expresados  artículos  y  caería,  por 
tanto,  bajo  la  censura  de  la  Corte  Suprema ;  2.°  Cuan- 
do la  aplicación  de  la  ley  extranjera  está  prescrita  por 
un  tratado  diplomático,  pues  éstos  tienen  fuerza  de  ley, 
conforme  al  artículo  76  (ord.  20)  de  la  Constitución  (1). 
Uesde  que,  á  determinadas  relaciones  jurídicas,  el 
Juez  tenga  que  aplicar  leyes  extranjeras,  preciso  es  de- 
terminar cómo  se  establece   la  prueba  de  dichas  leyes. 
Sobre  esta  materia  no  se  ha  establecido  aún  re- 
gla fija.    Admitimos,  sin   embargo,  en  principio,  que 
quien  invoque  la  aplicación  de  una  ley  extranjera,  de- 
berá probar  su  existencia,  dándola  conocer  el  texto  au- 
téntico de  ella ;  pero  sin  perjuicio  de  que  elJuez.de 
oficio,  inquiera  esto  mismo,  puesto  que,  siendo  seme- 
jante ley  la  aplicable  al  hecho  jurídico  respectivo,  en 


(i)  Véanse  Pandectes  Francaises,  t.  xiv,  palabras  Castation  civíle, 
">'.  725  y  s.;  Aud/net,  Principes  elementaires  de  Droií  International  Privít, 
1  -2  y  4J3-  M.  A.  Colín  en  un  interesanti  estudio  publicado  en  el  tomo 
I  iel  Journal  de  Droit  International  Privée,  con  el  título  Du  rtcours  en 
'  impaa-  vio/a/ion  de  la  loi  étrangíre^  demuestra  la  necesidad  de  que,  en 
1  de  los  progresos  del  Derecho  Internacional  privado,  el  recurso  de  casa- 
1  se  extienda  á  la  violación  de  leyes  extranjeras  en  todos  los  casos  en  que, 
1        erdo  con   esta   ciencia  y  con   la  legislación    positiva,  tales  leyes  deban 

".  í  la  relación  jurídica  materia  del  juicio. 
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virtud  de  su  naturaleza,  lo  razonable  ee  procurar  apre- 
ciarlo en  conformidad  á  lo  que  en  ella  se  establezca. 
En  el  caso  de  que,  ni  se  pruebe  por  el  interesado  la 
existencia  del  texto  que  se  invoca,  ni  por  otro  modo  le 
sea  dable  al  Juez  conocerlo,  éste  deberá  aplicar  su  ley 
nacional,  así  como  los  principios  generales  de  derecho. 
El  Código  Judicial  colombiano  no  da  ninguna  re- 
gla general  para  conocer  y  aplicar  exactamente  el  dere- 
cho extranjero.  Sin  embargo,  en  el  último  inciso  del 
artículo  1408,  relativo  á  la  aplicación  de  leyes  extrañas 
en  punto  á  divorcio  y  nulidad  del  matrimonio  celebra- 
do en  otro  país,  dispone  lo  siguiente,  que  puede  seguir- 
se en  los  demás  casos  en  que  sea  preciso  decidir  confor- 
me a.  una  legislación  de  otra  soberanía :  "  La  existencia 
de  las  leyes  que  deban  aplicarse  en  los  casos  de  los  tres 
incisos  anteriores,  deberá  probarse  en  el  juicio  con  co- 
pia auténtica  de  las  disposiciones  que  se  aleguen,  expe- 
dida por  el  Poder  Ejecutivo  ó  el  Tribunal  Superior  de 
la  respectiva  Nación  ó  Estado,  y  certificación  de  los 
mismos  sobre  su  vigencia,  á  tiempo  de  celebrarse  el  ma- 
trimonio "  (1). 


Ahora,  para  terminar  este  estudio,  deberíamos 
hacer  el  comentario  de  los  artículos  de  la  ley  de  ca- 
sación que  tratan  del  recurso   en  materia  criminal,   así 


(i)  Véanse  Brocher,  Cours  de  Drait  Inttrnatunal  Privée,  t.  r,  p.  153 
Laurent,  Le  Drait  Civil  Interna liana /,.t.  II,  n.  269;  Weiss,  Traite  El 
Vnentain  de  Drait  Internationa/  Prive,;  p.  259;  Despacnet,  Précis  de  Drt 
International  Privít^  p.  30  ¡  Audinet,  ef .  «'/.,  n.  41 1  ¡  Champeau  y  Urib 
ep.  ciín  t.  1,  n.  119. 
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como  de  los  que  se  refieren  á  la  introducción,  substan- 
ciación y  decisión  de  él  en  materia  civil;  pero  las  múlti- 
ples tareas  que  nos  impone  el  puesto  que  hoy  está  á 
cargo  nuestro,  nos  exigen  todo  el  tiempo  de  trabajo  útil, 
y  no  debemos  demorar  la  aparición  de  este  libro,  que  ya 
el  público  aguarda  con  impaciencia. 

Por  fortuna,  tales  artículos  ocupan  un  puesto  se- 
cundario en  el  tratado  general  de  la  casación,  y  casi 
bastará  leerlos  en  la  recopilación  que  se  encuentra 
en  el  apéndice  de  esta  obra.  Lo  importante  era  fijar  bien 
la  naturaleza  de  este  recurso  extraordinario,  á  la  luz 
de  su  origen  histórico,  y  elucidar  las  cuestiones  que  en 
él  se  relacionan  con  el  derecho  civil. 

Mas  no  debemos  terminar  nuestra  tarea  sin  agre- 
gar algunas  palabras  acerca  de  la  redacción  de  las  sen- 
tencias y  á  la  cooperación  de  los  abogados  que  litigan 
ante  la  Corte  de  casación. 

Sobre  lo  primero  dice  Crepon  (1) :  "Redactar  bien 
una  sentencia,  cualquiera   que  sea  la  jurisdicción  de 
que  se  trate,  no  es  cosa  fácil;  pero  es  singularmente  di- 
fícil cuando  se  trata  de  las  decisiones  de  la  Corte  de 
casación,  que  no  sólo  deben  distinguirse  por  la  exacti- 
tud irreprochable  de  la  doctrina,  sino  también  por  la 
manera  de  formularla.  En  esto,  pues,  más  que  en  todo, 
son  necesarias  la  claridad,  la  precisión,  la  firmeza  del 
leneruaje ;  en  ello  es  preciso  saber  separar  todo  desarrollo 
itil,  condensar  el  pensamiento  de  la  sentencia  en  una 
muía  sobria  y  neta  que,  al  mismo  tiempo  que  présen- 
los motivos  de  la  solución   adoptada,  contenga  una 


;i)  Op.eit.,t.  I,n,  44. 
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enBétiimw  para  liw  soluciones  futuras.  La  brevedad,  ño 
la  que  recorta,  sino  la  que  sabe  agrupar  todo  lo  nece- 
saria en  pocas  líneas,  se  ha  considerado  siempre  por  Iób 
granad*»  juristas  que  han  pasado  por  la  Corte  de  casa- 
ción, como  la  cualidad  soberana,  la  que  debe  formar  el 
carácter  distintivo  de  las  sentencias  de  la  Corte  Supre- 
ma. Y«n  duawto  k  la  propiedad  del  lenguaje,  nada  rae. 
jer  podamos  hacer  que  reproducir  aquí  los  consejos 
doto*  awte  la  Corte,  por  uno  de  sus  miembros  más  dis- 
tinguidos :  *  Ea  eft  la  redacción  jurídica  en  lo  qué  el  idio- 
ma, debe  emplearse  con  más  discernimiento,  porque  en 
ella,  sobre  todo,  el  menor  error  puede  ser  fatal,  y  sus 
efectos  no  se  limitan  á  un  caso  aislado.  Gomo  las  solu- 
ciones de  la  justicia  no  son  más  que  deducciones  de  un 
principio  general  que  ellas  interpretan*  comprometen, 
hasta  cierto  punto,  este  mismo  principio;  se  convierten 
en  doctrinales,  y  así  un  mal  precedente  puede  v ici ar 
toda»  lina  jurisprudencia.  ¿A  qtté  se  debe  d*e  ordinario 
un  resultada  semejante  ?  A  un  término  inrpropib,  á  una 
expresión  demasiado  restriotira  ó  demasiado  general. 
Es  en  esto  en  lo  que  se  siente  todo  el  poder  dé  una  pa- 
labra puesta  en  sw  lugar,  y  lo  razonable  del  dicho  de 
que  uoa  ciémia  perfecta  impüca  un  kngmje  acatiftáo'  (pa- 
labras del  primer  abogado  general  M.  Charrins  en  su 
dáscurso  de  recepción  pronunciado  el  4  de  Noviembre 
de  1878).  Nuestros  grande»  repertorios  de  jurispruden- 
cia» ha»  asociado  siempre;  y  con  mucha  razón,  el  nom 
bre  do  los  magistrados  ponentes  á  las  sentencias,  pue 
la  autoridad  de  una  decisión  queda  respaldad»  por  1; 
del  Magistrado  que  la  ha  escrito." 

Efectivamente,  la  lengua  francesa,  que  entre  la- 
modernas  ha  alcanzado,  en  punto  a  precisión;  clarídaí 
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y  fuerza,  la  perfección  de  las  lenguas  clásicas,  brilla  coa 
todas  estas  cualidades  en  las  decisiones  de  la  Corte  Su- 
prema, modelos  casi  inimitables  de  limpidez  y  expresivo 
laconismo.  La  ciencia  jurídica  tiene  su  tecnicismo  espa- 
cial, y  para  quienes  á  fondo  la  dominan,  con  pocas  pa- 
labras bien  empleadas  es  fácil  plantear  y  resolver  uü 
problema  jurídico  el  más  intrincado.  A  medida  que  el 
estudio  del  derecho  se  haga  entre  nosotros  más  profun- 
do, brillará  en  el  laconismo  y  precisión  de  los  alegatos 
de  los  abogados  y  en  las  decisiones  judiciales.  Todos 
debemos  trabajar  con  empeño  en  esta  laudable  tarea, 
que  será  altamente  provechosa. 

Para  hablar  de  la  misión  de  los  abogados  ante  la 
alta  Corte,  nos  valdremos  de   las  palabras  de  Tarbé : 
"  Muy  grato  nos  es  proclamar  que   los  abogados  que  li- 
tigan ante  la  Corte  de  casación  han  conservado,  á  pesar 
de  numerosos  ejemplos  en  contrario,  las  tradiciones  del 
respeto  debido-  á  las  leyes  y  á  los  magistrados.  Con  or- 
gullo puede  presentárseles  como  modelos  á  todo  el  foro. 
Ellos  creen  todavía  que  la  interpretación  de  las   leyes 
puede  discutirse  sin  pasión ;  que  la  defensa  puede   ha- 
cerse siu  acritud  ;  que  se  ha  de  combatir  á  los  adversa- 
rios con  razones  y  no  con  injurias  ;  que  la  crítica  de  una 
decisión  es  compatible  con   el  respeto  por  las   personas 
de  quienes  las  pronunciaron;  que  una  sentencia   puede 
ser  buena  ó  mala  según  esta  ó  esotra  opinión,  pero  que 
'  :as  razones  de  conveniencia  prohiben  hablar  en  tales 
rminos  ante  el  Juez  que  la  dictó  (Denizart,  v."  Avo- 
'.,  n.  29  );  que  los  alegatos  deben  ser  modestos  y  grates, 
<u>  lo  requieren  el  honor  y  fa  reverencia  debidos  á  la  justicia 
jtú.  de  Julio,  1539,  art.  40. )   Si  el  interés  de  los  clien- 
u.  y  la   independencia   de  lar  profesión   exigen  de  los 
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abogados,  que  Combatan  Ja  jurisprudencia  déla  Corte 
misma,  no  temen  hacerlo  con  toda  la  necesaria  franque- 
za, y  sin  embargo,  vemos  que  rinden  honor  al  Juez,  y 
que,  respetuosos  en  palabras  (Arrét  de  regíement  de  14  de 
Agosto  de  1617),  saben  conciliar  la  libertad  de  opinar 
con  las  conveniencias  de  su  posición,  y  prueban  que  es 
fácil  ser  á  la  vez  buen  abogado  y  hombre  sociable  y 
culto." 

Sí,  la  misión  de  los  abogados  que  litigan  ante  la 
Corte  Suprema,  es  muy  noble,  y  para  su  ejercicio  es  na- 
tural suponer  que  van  suficientemente  ilustrados  en  la 
ciencia  jurídica,  á  fin  de  sostener  un  debate  con  alteza 
de  miras,  con  lealtad  y  generosidad  respecto  del  adver- 
sario, con  respeto  á  los  magistrados,  ilustrando  las  cues- 
tiones con  un  gran  caudal  de  conocimientos  jurídicos, 
que  haga  progresar  el  derecho  y  la  jurisprudencia 
patrios. 

Al  principio  de  esta  introducción  reprodujimos  las 
opiniones  de  los  primeros  comentadores  de  la  ley  de  ca- 
sación en  Francia,  para  fijar  debidamente  la  natura- 
leza de  este  recurso  legal.  A  fin  de  que  se  vea  que  ese 
mismo  espíritu  continúa  animando  á  todos  los  que 
componen  el  alto  Tribunal  y  á  quienes  litigan  ante  él, 
nos  es  grato  transcribir  los  siguientes  hermosos  concep- 
tos del  discurso  pronunciado  recientemente  por  el  Pro- 
curador general  Baudouin  al  tomar  posesión  de  su  pues- 
to ante  la  Corte  de  casación  (1) : 

"  Guardianes  supremos  de  la  ley  y  lazo  común  i 
todos  los  Tribunales,  vosotros  sois,  señores,  en  el  pe* 
Sarniento  poderoso  que  ha  presidido  nuestra  instituci 
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(i) 'Ven*  Li-'Itmpt  de  París,  correspondiente  al  8  de  Agosto, de  191 
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la  cima  del  admirable  edificio  que  la  Asamblea  Consti- 
tuyente ha  sabido  construir,  y  cuya  armoniosa  di&posi- 
ción  reglamenta  con  sublime  inspiración. 

"  En  vano  nos  habrían  conquistado  la  unidad  de  le-» 
gislación  el  esfuerzo  incansable  de  las  generaciones  que 
nos  han  precedido  y  la  preparación  de  los  siglos.  El  be- 
neficio habría  sido  efímero  si  cada  Corte  de  justicia  hu- 
biera podido  tener  su  interpretación  particular,  y  nues- 
tros códigos,  impotentes  para  defenderse  contra  los  em- 
bates dirigidos  de  todas  partes,  se  habrían  sumergido  en 
la  inextricable  confusión  de  un  nuevo  derecho  consue- 
tudinario, si  el  genio  de  Tronchet  no  hubiese,  para  re- 
mediar este  peligro,  colocado  á  la  cabeza  del  orden  ju- 
dicial una  Asamblea  única  de  jurisconsultos  que,  sin 
contacto  con  los  hechos,  libre  de  las  pasiones  que  ani- 
man  y  á  menudo  extravían  los  intereses  particulares, 
está  encargada  de  juzgar  las  decisiones  sin  juzgar  á  las 
partes  y  de  mantener  con  impasibilidad  la  unidad  en 
la  aplicación  de  las  leyes,  cuya  uniformidad  ha  venido 
á  ser  la  base* 

"  La  Corte,  señores,  ha  sufrido  la  prueba  del  tiem- 
po :  ha  atravesado  nuestras  revoluciones  sin  que  la  ha- 
yan tocado.  Es  que  jamás  ha  faltado  á  su  misión;  ja- 
más se  ha  separado  de  su  primitivo  carácter ;  nunca, 
salvo  en  casos  especiales  que  la  ley  misma  fija,  ha  de- 
iado  de  mantenerse  en  las  regiones  serenas  del  derecho 

w  responder  á  esta  necesidad  de  unidad  y  justicia, 

i  es  la  causa  misma  de  su  existencia. 

"  Palabra  viva  de  la  ley,  ella  ha  fundado  ese  cuer- 
jjaajestuoso  de  ciencia  práctica  que  es  la  gloria  de  la 
«dstratura  francesa.  Lo  que  la  caracteriza,  es  la  fir- 

vm 


LXVI  JTJKISPBUMNOIA  COLOMBIANA 

meza,  la  fijeza  de  su  doctrina,  y,  lo  que  vale  máB  que 
todo,  el  respeto  que  la  rodea. 

"  ¡  Cuan  inestimable  beneficio,  en  efecto,  es  el  de 
que,  sobre  cualquier  punto  jurídico,  en  materias  que 
conciernen  al  estado  de  las  personas,  á  la  fortuna  de 
las  familias,  á  la  garantía  de  los  derechos,  a  la  esta- 
bilidad de  las  convenciones,  el  sentido  de  la  ley,  se 
halle  fijado  por  el  imponente  acuerdo  de  las  sentencias 
de  la  Corte  Suprema,  por  una  especie  de  comentario  de 
jurisprudencia  bien  establecida !  ¡  Cuan  saludable  in- 
fluencia ejercen  ellas  bien  pronto  y  cuántas  dificulta- 
des se  evitan  por  la  nueva  luz  que  ilumina  la  ley  ! 

"  La  conquista  se  ha  realizado  de  un  modo  com- 
pleto y  definitivo  en  la  mayor  parte  de  los  puntos 
más  importantes  de  nuestra  legislación  civil  y  crimi- 
nal. En  otros  muchos,  al  contrario,  se  notan  todavía 
algunas  oscilaciones,  y  6  veces  presenciamos  ciertos 
cambios  inesperados  que  asustan  á  los  espíritus  superfi- 
ciales, j  Como  si  estas  evoluciones  de  la  jurisprudencia, 
lejos  de  ser  indicio  de  versatilidad  reprobable,  no  fuesen 
prenda  segura  de  verdadera  ciencia  y  al  mismo  tiempo 
un  honor  para  vuestra  asociación !  Ellos  testifican  la  alta 
conciencia  que  los  dicta,  las  meditaciones  pacientes  y 
escrupulosas  que  los  preparan,  la  voluntad  firme  y  cons- 
tante en  vosotros  de  realizar  el  triunfo  de  la  verdad, 
aunque  para  ello  tengáis  que  volver  sobre  vuestros 
pasos  y  confesar  un  error. 

"  La  conservación  de  vuestras  tradiciones  no  ex 
cluye  tampoco  las  modificaciones  que  exigen  la  expi 
riencia  y  el  progreso  de  las  luces.  A  la  vidajudicl 
van  á  reflejarse  las  dificultades  de  toda  especie  qu 
suscitan  sin  cesar  la  infatigable  actividad  y  la  fecumT 


dad  inagotable  del  espíritu  humano.  Y  ai  entre  los 
derechos  de  la  vida  social  los  hay  que,  por  referirse  al 
fundamento  mismo  de  la  comunidad,  se  hallan  regu- 
lados con  lógica  casi  absoluta  por  las  leyes  codifica- 
das, otros  hay,  al  contrario,  que  se  elaboran,  se  des- 
arrollan incesantemente  por  el  movimiento  mismo  de 
la  civilización,  según  las  condiciones  económicas  del 
país,  y  que  están,  por  decirlo  así,  en  vía  de  formación 
continua.  La  ley  se  adapta  a  los  primeros  con  una 
regularidad  casi  mecánica.  Al  regular  los  segundos, 
vuestra  tarea  crece  y  se  eleva.  Vosotros  debéis  pres- 
tar á  estas  numerosas  necesidades,  que  el  legislador  no 
ha  sabido  ó  podido  prever,  la  protección  que  recla- 
man, sin  poder  esquivarlo,  bajo  pretexto  de  silencio, 
de  obscuridad,  ó  de  insuficiencia  en  los  textos.  Aun  en 
los  casos  en  que  es  muda,  la  ley  manda  casi  siempre 
por  su  espíritu,  y  á  vosotros  os  corresponde  entonces 
este  trabajo  delicado  de  elaboración  que,  despejando 
poco  á  poco  la  verdad  de  las  nubes  que  la  rodean  y  la 
obscurecen,  formula  los  problemas,  señala  los  vacíos  y 
viene  á  ser  la  preparación  experimental  de  los  cambios 
y  de  lae  mejoras  que  la  ley  exige. 

"  Y  aun  allí  mismo  vosotros  permanecéis  fieles  al 
principio  que  debe  ser  la  regla  esencial  de  vuestra  juris- 
prudencia ;  y  vuestra  sabiduría,  que  no  olvida  jamás 
que  la  misión  de  la  Corte  no  es  la  de  innovar  sino  la  de 
nservar;  que  no  consiste  en  aventajar  la  ley  sino  en 
■muirla,  sabe  limitar  su  obra  y  contenerla  dentro  de  los 
-minos  que  el  legislador  mismo  le  ha  fijado. 

"En  este  trabajo  incesante  y  fecundo,  el  Ministerio 
jlico  se  asocia  á  vosotroB  con  una  actividad  que  no 
cae.  En  este  pretorio,  más  que  en  cualquiera  otra  de 
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las  jurisdicciones,  responde  á  la  grande  y  bella  inspira- 
ción que  le  ha  creado.  El  personifica  aquí  ciertamente  la 
sociedad,  y  da  á  este  cliente  augusto,  cuya  única  nece- 
sidad es  la  observancia  de  la  ley,  abogados  desinteresa- 
dos que,  sin  otro  cuidado  que  el  culto  de  la  verdad  y 
la  pasión  de  lo  justo,  consagran  sus  fuerzas  á  defender 
lo  que  constituye  el  bien  supremo  y  la  dignidad  de  un 
pueblo :  el  Derecho. 

"  Aquí  el  Ministerio  público  es  oído  en  todos  los 
negocios,  porque  lo  que  él  defiende  es  siempre  la  ley, 
cuyo  triunfo  debe  asegurar. 

"  Ya  se  refiera  al  texto  mismo  cuyos  términos  es- 
cudriña y  pesa  para  servirse  de  ellos ;  ya  interrogue  á 
la  historia  y  á  la  filosofía  el  origen  y  el  espíritu  de  la 
ley ;  ya  averigüe  y  acumule  en  vuestra  presencia  los 
precedentes  que  señalan  la  ruta,  marcan  las  etapas  y 
fijan  el  objeto ;  ya,  finalmente,  se  inspire  en  las  ense- 
ñanzas fecundas  y  críticas  profundas  de  la  doctrina, 
nuestro  tribunal  precisa  las  cuestiones,  las  esclarece  con 
todas  estas  luces  acumuladas  y  suministra  la  solución 
más  fácil  y  segura  para  el  examen  que  ejerce  con  in- 
dependencia en  que  el  respeto  no  excluye  la  libertad." 

La  creación  en  Colombia  de  la  Corte  de  Casación 
constituye  un  progreso  muy  notable  en  la  legislación  y 
en  la  jurisprudencia  nacionales.  Al  transcurso  de  algu- 
nos años  más,  cuando  sea  por  todos  debidamente  com- 
prendida, se  apreciará  mejor  esta  innovación  en  la  vi  * 
jurídica  del  país.  Para  que  la  labor  de  la  Corte  fue 
más  fecunda,  se  necesitaba  publicar  en  un  volumen  < 
peciai  el  conjunto  de  doctrinas  que  ha  ido  establecie 
do  desde  que  se  unificó  la  legislación  patria,  que  es 
que  se  ha  hecho  con  el  presente  libro.  Este  cuerpo 
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doetrlnas  jütfdfeafc  ttoútritraííá  muy  eliéaeinsnte  &  fijar 
Ifc  recta  itttet}Hie*aéión  de  nneatfos  códigos  y  6  tírear 
una  verdadera  juriept-udencia  nabional.  La  obra  que- 
dará completa  cuando  se  publique  el  segundo  tomo*— ya 
muy  adelantado — relativo  á  la  jurisprudencia  de  los 
Tribunales  Superiores  de  Distrito,  debidamente  anota- 
da y  concordada  con  la  de  la  Oorte.  Todo  este  impor- 
tantísimo ttuJbajo  será  el  desarrollo  y  el  complemento 
necesario  de  la  grande  obra  de  la  unidad  de  legisla- 
ción decretada  en  1686  (1). 


(i)  Eñ  desarrollo  de  lo  que  indícame*  en  b  ptfgtna  xi  de  este  ettudfo, 
acerca  de  la  autonomía  de  ias  Facultades  universitarias,  que  asegare  la  per- 
maneada  de  los  Profesores  en  sus  cátedras,  tuvimos  el  honor  de  proponer  al 
Congreso,  en  asocio  de  una  respetable  Comisión  de  la  Cámara  de  Represen- 
tantes, un  proyecto,  que  esperamos  llegará  á  ser  ley  de  la  República,  en  el 
cual  se  tttatíecé  la  inamovílidad  de  los  Profesores ;  ¿fe  acuerdo  con  lo  que  atrás 
radicamos  acerca  del  estímulo  que  dtbe  darse  á  fot  que  «mprendan  la  ¿afea 
de  la  explicación  dottrirtal  escrita  de  los  códigos  vigentes,  el  citado  proyecto 
dispone  que  el  Gobierno  auxilie  la  publicación  de  las  obras  que  escriban  los 
Catedráticos  de  las  Facultades  profesionales,  siempre  que  así  lo'propongan  el 
Consejó  Directivo  de  la  Facultad  y  la  respectiva  Academia,  previo  estudio  de 
las  obras  de  cuya  publicación  se  trate.  Por  último,  en  ejecución  de  lo  que 
dijimos  en  la  página  xn  sobre  la  necesidad  de  publicar  repertorios  de  juris- 
prudencia que  exigen  activa  colaboración  de  muchos,  presentamos  á  la  Socie- 
dad Colombiana  de  Jurisprudencia  la  siguiente  proposición : 

u  La  Sociedad  Colombiana  di  Jurisfrudomia 

resuelve  : 

Fundar  una  Revista  bimensual  con  el  título  de  Anuario  dt  Ligislacitn 

isprudencia  colombianas^  que  se  dividirá  en  seis  secciones,  así : 

[.*  Jurisprudencia  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  $  a.*  Jurisprudencia 

*  Tribunales;  3.a  Jurisprudencia  administrativa ;  4.*  Jurisprudencia  ex- 

;*íra  ;  5.*  Leyes  anotadas  »•  6.a  Boletín  bibliográfico. 

n  el  extracto  de  la  Jurisprudencia,  tanto  nacional  como  extranjera, 
curará  seguir  él  orden  alfabético  de  materias,  y  los  comentarios  y  con- 
icias  deberán  ceñirse  á  la  exposición  doctrinal  pura.  Attaiitmo  deberá 
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Por  eso  nos  «a  muy  grato  dejar  aquí  consignados 
los  nombres  de  los  juristas  que  han  trabajado  en  este 
libro.  Al  lado  nuestro  comenzó  á  extractar  la  doctrina 
de  las  providencias  de  la  Corte  el  Sr.  Drr  D.  Julio 
Echavarria,  que  ya  había  dado  muestras  .de.  sus  talen- 
tos superiores  en  su  excelente  estudio  sobre  El  régimen 
de  los  bienes  en  el  matrimonio  (1).  La  muerte  acaba  de 
arrebatar  á  la  Pfttrjay  &  la  Ciencia  este  jpven  eminen- 
te, que  habría  figurado  no  muy  tarde  en  primera  línea 
entre  los  hijos  beneméritos  da  la  República.'  Siguióle  al 
Dr.  Echavarría  el  no  menos  inteligente  é  ilustrado  ju- 
rista Sr.  Dr.  D.  Jorge  Julio  Mejía,  autor  de  una  erudi- 
ta monografía  sobre  la  Pr&mesa  de  contrato  (8),  y  le  ha 
tocado  llevar  la  obra  á  término»  con  inteligencia  y  labo- 
riosidad suma,  al  actual  Relator  de  la  Corte,  Sr.  Dr.  D. 
Fernando  Gara  vito  A.,  bien  conocido  por  su  Estudio  sobre 
la  influencia  perniciosa  de  las  guerras  civiles  en  el  progreso 
de  Colombia  (3)  y  por  otros  notables  trabajos  jurídicos. 

Una  de  las  más  altas  manifestaciones  de  la  vida 
civilizada  es  la  de  la  independencia  y  respetabilidad 


proceder  se  en  la  anotación  de  las  leyes,  procurando  qué  en  el  Anuario  quede 
constancia  de  la  historia  fidedigna  del  establecimiento  de  cada  ley. 

El  Anuario  tendrá  tres  Directores  elegidos  entre  los  que  sean  ó  hayan 
sido  Dignatarios  de  la  Sociedad,  y  tres  Secretarios  que  te  eligirán  entre  los 
que  sean  ó  hayan  sido  Secretarios  de  la  misma  Sociedad. 

Las  Secciones, del  AnfarU  arriba  mencionadas  estarán  í  cargo  de  sen- 
das comisiones  plurales  da  tres  socios  activos. 

Serán  colaboradores  de  la  Revista  todos  los   miembros  aceros  y  cor 
pondientes  de  la  Sociedad." 

(i)  Un  volumen  de  150  págs.,  en  8.4  mayor — Bogotá,  189;. 

(2)  Un  volumen  de  82  págs.  en  8.a  mayor — Bogotá,  1898. 

(3)  Un  volwnen  de  10-2  págs.  en  %."  mayor- -Bogotá,  1897. 
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del  Poder  Judicial  Cuando  los  jueces  y  los  magistra- 
dos se  distinguen  por  su  rectitud  7  por  su  ilustración  y 
competencia,  7  cuando  tanto  los  ciudadanos  como  los 
demás  poderes  públicos  rodean  á  aquéllos  de  garantías 
7  sostienen  su  prestigio,  en  la  magistratura  se  encuen- 
tra efectiva  salvaguardia  para  los  más  preciosos  dere- 
chos sociales.  De  aquí  el  que  en  un  país  como  el  nuestro, 
atormentado  por  las  revoluciones,  todos  debamos  tra- 
bajar porque  se  dignifique  7  respete  más  7  más  &  los 
jueces  7  á  los  magistrados,  impidiendo  que  el  calor  de 
nuestras  luchas  políticas  perturbe  la  augusta  serenidad 
en  los  Palacios  de  Justicia,  que  han  de  ser  inviolables. 

Bogotá,  Agosto  12  de  1903. 

ANTONIO  JOSÉ  URIBE 

límiatio  dt  Inatrucción  Pábilo*,  Ex-Praaidante  da 
U  Sociedad  Colombiana  da  Juriaprudanoia. 


«♦♦♦■ 


ADVERTENCIAS 


Cábeme  aquí  advertir: 

I — Que  en  este  tomo  se  encuentran  tantas  palabras  ó  núme- 
ros como  ideas  jurídicas  pueden  formar  un  conjunto  completo  de 
principios  y  soluciones; 

II — Bajo  un  mismo  término  se  encuentran  agrupadas  las  re- 
soluciones que  se  refieren  á  un  mismo  cuerpo  de  doctrina,  aun- 
que no  Biempre  todas  ellas  sean  concordes,  por  lo  cual  siempre 
será  útil  verificar  todas  las  citas  respectivas; 

III — Para  mayor  precisión  en  éstas,  se  ha  indicado  la  natu- 
raleza de  cada  providencia  (acuerdo,  auto,  sentencia,  casación, 
etc.),  su  fecha,  el  tomo,  la  página  y  la  columna  de  la  Gaceta  Ju- 
dicial en  que  se  encuentra  publicada; 

IV — Al  pie  de  cada  grupo  de  doctrinas  jurídicas,  se  han 
puesto  referencias  á  las  decisiones  que,  por  uno  ú  otro  motivo,  se 
relacionan  con  aquélla; 

Y — Eo  el  índice  alfabético  se  encontrarán  igualmente  agru- 
padas todas  las  decisiones  relativas  á  un  mismo  punto; 

VI — En  las  tablas  podrán  verse:  de  un  lado,  las  citas  délos 
artículos  de  la  Constitución,  de  los  Códigos  y  de  varias  leyes  na- 
cionales interpretados  en  la  Jurisprudencia  de  la  Corte,  y  de  otro 
lado  la  cita  de  los  números  de  este  libro  en  que  se  encuentra  la 
interpretación  respectiva.  Así,  las  tablas  son  verdaderos  Códigos 
anotados; 

VII— Por  último,  para  que  se  pueda  consultar  fácilmente 
todo  lo  relativo  á  recurso  de  casación,  se  han  reproducido  al  fin 
del  libro  las  disposiciones  constitucionales  y  legales  sobre  "«*  ma- 
teria. 

La  obra,  que  empezó  á  escribirpeen  1897,  debía  terminarse 
en  1900:  pero  la  guerra  impidió  darle  fin  entonces.  Bebido  á  ello, 
se  han  agregado  dos  apéndices,  que  comprenden  la  Jurisprudencia 
hasta  1902. 

Aun  cuando  se  ha  procurado  con  grande  interés  que  esta  obra 
quede  lo  más  completa  posible,  naturalmente  adolece  de  vací~~ 
y  sin  duda  se  habrán  escapado  errores  inevitables  en  trabajo  t 
dilatado  y  difícil. 

Feenakdo  G-abavtto  . 

lUlUor. 

Bogotá,  Septiembre  de  1903. 
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Abandono  del  destilo.  1 — Ko  es  responsable  ei  empleado  que 
abandona  su  empleo  cuando  permaneciendo  en  él 
expone  su  vida,  y  cuando,  además,  ¿)cr.  las  cir- 
cunstancias, no  puede,  sin  gi-ave  peligro,  aguardar 
á  que  se  le  conceda  licencia.  (IV,  247,  2.')», 

—  2 — Es  responsable  de  abandono  de  su  destino  el 
empleado  que  sin  licencia  se  ausente  por  repetidas 
veces  del  lugar  en  donde  ejerce  sus  funciones,  aun- 
que sea  por  períodos  cortos.  (V,  37,  2.'). 

—  3 — No  es  reo  del  delito  de  abandono  de  su  empleo 
el  Magistrado  que  se  separa  de  su  puesto  por  vir- 
tud de  un  peligro  para  su  seguridad  personal,  que 
él  sólo  puede  apreciar.  El  caso  puede  considerarse 
comprendido  en  la  excepción  que  establece  el  ar- 
ticulo 526  del  Código  Penal.  (XII,  150,  2.*). 

Véase  número  1,260. 

^XSO  de  autoridad.  4 — Comete  este  delito  el  funcionario  que 
emplea  los  presos  y  detenidos  en  trabajos  particu- 
lares. (III,  158,  2.» ;  366,  2.*;  414,  1.*). 
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Abuso  DE  autoridad.  5 — El  funcionario  que  al  imponer  un 
castigo  correccional  de  los  que  la  ley  le  permite 
se  excede  en  ello,  incurre  en  el  delito  de  abuso  de 
autoridad,  y  no  en  el  de  atentado  contra  los  dere- 
chos individuales.    (V,  340,  2.'). 

—  6 — Por  irrespetuosos  que  sean  los  litigantes  en  sus 
escritos  con  los  Jueces  ó  Magistrados,  jamás  las 
faltas  de  aquéllos  autorizan  á  éstos  para  que  co- 
metan los  mismos  desacatos  que  se  censura  á  las 
partes.  En  consecuencia,  es  responsable  de  abuso 
de  autoridad  el  Magistrado  ó  Juez  que  incurra  en 
tales  desacatos  en  .'un-  auto  ó  sentencia,  (  VII,. 
117,  1.'). 

—  7 — Es  responsable  por  este  delito  el  Juez  que  im- 
pone níojias  cuya  cuantía  excede  de  la  fijada  por 
la.Jey,  en  los  casos  en  que,  según  la  misma  ley, 

...pü^lie'n  los  Jueces  imponer  tales  multas  á  quienes 
•...['•"lee  desobedezcan  ó  falten  al  debido  respeto.  (VIII, 
•\W  "  72,  2.'). 

■ —  8 — No  incurre  en  este  delito  el  empleado  del  orden 

político  que  permite  que  una  mujer  condenada  á 
la  pena  de  arresto  tenga  por  cárcel  su  casa  de  ha- 
bitación, cuando  en  la  misma  sentencia  condena- 
toria se  expresa  que  la  mujer  penada  es  de  estado- 
honesto,  para  los  efectos  del  artículo  63  del  Có- 
digo Penal ;  mas  sí  cometería  tal  delito  si  hiciera 
esa  concesión  cuando  la  sentencia  no  lo  autorizara 
para  ello,  pues  á  los  Jueces,  y  sólo  á  ellos,  corres- 
ponde determinar  el  modo  como  deben  cumplirse 
laspenao  que  impongan.  (VIII,  280,  2."). 

. —  9 — Incurre  en  este  delito  el  empleado  público  qi" 

-    ultraja  á  sus  subalternos  ú  á  otros  empleados  ce 

palabras  que  desdicen  de  la  educación  y  la  cultu 

ra.  (VIH,  159, 1/  ;  318,  1.»  ;  406,  2.»  ;  IX,  31,  l.'l 


DE   LA   CORTE   SUPREMA   DE   JUSTICIA 


Abuso  de  autoridad.  10 — Puede  declararse  que  hay  lugar  á  se- 
guimiento de  causa  por  este  delito,  contra  el  fun- 
cionario que  ha  impuesto  mía  multa  ilegalmeute, 
aun  en  el  caso  de  que  uo  haya  comprobantes  en  los 
autos  de  que  se  ha  verificado  la  exacción  de  ella 
por  el  competente  empleado  de  Hacienda,  ni  de 
que  se  haya  notificado  á  quien  deba  pagarla,  la 
providencia  en  que  Be  impuso.  El  delito  queda  con- 
sumado desde  el  momento  en  que  se  extiende  el 
auto  en  que  se  impone  ilegalmeute  la  multa.  El 
no  haberse  hecho  efectiva  ésta,  y  la  falta  de  la  no- 
tificación de  aquél,  son  meramente  circunstancias 
exculpativas  cuya  averiguación  debe  hacerse  en 
el  plenario  de  la  causa.  (IX,  16,  1.*). 

—  11 — No  se  hace  reo  de  este  delito  el  Juez  que, 
obrando  como  Funcionario  de  Instrucción — para 
averiguar  la  falta  en  que  haya  podido  incurrir  un 
Recaudador  de  rentas  cuyos  procedimientos,  como 
tal,  en  relación  con  los  particulares  obligados  al 
pago  de  aquéllas  sean  objeto  de  un  denuncio  cri- 
minal—haya decretado  el  depósito  provisional  de 
los  bienes  objeto  de  la  reclamación  de  los  intere- 
sados y  del  delito  porque  se  denuncia  al  Recau- 
dador. (IX,  128,  1.*). 

—  12— Cuando  el  hecho  delictuoso  en  que  consistió 
la  extralimitación  ó  el  abuso  considerado  en  abs- 
tracto, ha  sido  ejecutado  por  extralimitación 
de  facultades  ó  atribuciones  propias  del  funcio- 
nario que  delinque,  no  ha  de  dictarse  auto  de 
proceder  sino  por  el  delito  a  que  da  la  ley  la 
denominación  genérica  de  abuso  de  autoridad. 
Así,  cuando  un  Juez  de  Circuito  hace  uso,  para 
interés  personal  suyo,  de  la  atribución  que  le  da 
el  artículo  115,  numeral  S.D  del  Código  de  Orga- 
nización y  ordena  la  expedición  de  copias  de  docu- 
mentos ó  escritos  cuya  reserva  garantiza  el  ar- 
tículo 43  de  la  Constitución,  no  se  hace  reo  del 
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delito  de  violación  de  correspondencia  y  del  de 
abuso  de  autoridad  conjuntamente,  sino  sólo  de 
este  último  (1).  (IX,  14,  1.»  y  2.'). 

Abuso  de  autoridad.  13 — Noincurreen  estedelitoel  funcionario 
que,  aunque  pertenezca  al  orden  político,  imponga 
multas  á  un  Agente  del  Ministerio  Público  por  fal- 
tas al  debido  respeto,  al  tenor  de  lo  que  establece  el 
artículo  346  del  Código  Político  y  Municipal. 
Aunque  tales  penas  no  pueden  imponerse  por  los 
inferiores  á  los  superiores,  sí  pueden  aplicarse  á 
los  que  ejercen  ante  empleados  con  jurisdicción 
el  oficio  de  partes  en  una  controversia,  como  los 
Agentes  del  Ministerio  Público  ante  las  autorida- 
des del  orden  político  que  no  les  estén  subordina- 
dos. (IX,  189,  1.'). 

—  14— Comete  este  delito  el  funcionario  que  manda 
poner  en  libertad  á  un  sindicado  de  hechos  que 
no  dan  lugar  á  excarcelación,  aunque  alegue, 
como  motivo  de  su  procedimiento,  grave  enferme- 
dad del  preso.  (XII,  264,  1.*;  238,  1'.  y  2.1). 

Acción  civil.  15— Para  entablar  conjuntamente  la  civil  y  la 
criminal  que  surgen  de  un  delito,  es  preciso  que 
el  Juez  sea  competente  por  su  categoría  para  co- 
nocer de  ambos  juicios  (2).  (Acuerdo  número  334, 
ni,  210,  1.'). 

—  16— En  los  negocios   criminales  en  que  se  pueda 
proceder  de  oficio,  basta  un  simple  denuncio  en 
cuanto  al  delito  ;  pero  si  al  mismo  tiempo  se  quiere 
que,  junto  con  la  acción  criminal,  Be  siga  la  civil 
es  preciso  que  ésta  se  intente  formalmente  pe 
medio  de  la  respectiva  demanda,  como  en  los  d 
mág  casos  en  que  se  reclama  un  derecho  civ 
Si  no  se  puede  proceder  de  oficio  en  el  negoc 


ti)  Artículo*  388  y  553  del  Código  Penal. 

£)  V*»»  articu'a  39  Ley  149  de  lBSfl,  gw  molino»  sita  doctrina. 
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criminal,  es  necesario  también  que,  á  más  de  la 
demanda  civil,  se  promueva  la  criminal  por  medio 
de  acusación  en  la  forma  legal  (1).  (Acuerdo  nú- 
mero 675,  V,  50,  l.1). 
Véanse  nómeros  75  y  1,43S. 

Acciones  distinguidas  de  valor.  17 — Las  acciones  distingui- 
das de  valor  se  califican  y  recompensan  admi- 
nistrativamente por  el  Jefe  del  Gobierno  Nacío- 
ual,  de  acuerdo  con  disposiciones  de  la  Ley  84  de 
1890   (2).   (VI,  55,  1."). 

—  1S — Corresponde  al  Poder  Ejecutivo— no  a  la  Cor- 

te Suprema— de  acuerdo  con  la  Ley  84  de  1890, 
resolver  cuándo  las  acciones  de  los  militares  tie- 
nen el  carácter  de  distintjuidas  de  valor,  para  el 
efecto  de  la  recompensa  con  que  la  ley  las  premia. 
(VI,  94,  $J% 
Véase  infra  I»  nota  número  2. 

Acción  exhibitoria.  19— Puede  entablarse  esta  acción,  que  no 
es  principal,  sino  accesoria,  aun  antes  de  enta- 
blada la  demanda  principal,  para  que  el  actor  pre- 
sunto pueda  obtener  loa  comprobantes  ó  docu- 
mentos que,  estando  en  poder  de  terceros,  le  sean 
necesarios  para  entablar  la  acción  principal.  (VI, 
295,  2.»). 

Acción  posesoria.  20— Aunque  la  Ley  105  de  1890  derogólos 
artículos  1315  á  1321  del  Código  Judicial,  ya  la 
Corte  habla  resuelto  que  no  tenían  aplicación 
tales  artículos,  mientras  la  ley  sustantiva  no  reco- 
nociera el  derecho  que  ellos  tramitan,  ó  sea,  la 
acción  posesoria  para  adquirir.  Lo  que  no  se 
opone  á  que  se  practique  lo  ordenado  en  el  artículo 
1,312  del  mismo  Código,  por  referirse  á  materia 
distinta  (3).  (Acuerdo  número  287,  III,  106,  1.'; 
Acuerdo  número  701,  V,  154,  2.*). 

1)  Víase   nrticulo  39  Le;  169  de  IB9S  posterior  i  esta  decisiin. 
!)  Víame  artículos  25  i  31  Ley  149  de  1896. 
1  Treí  Magiitrados  salvaron  el  voto  en  el  primer  Acuerdo. 
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Acción  reivindicatoría.  21 — Eg  procedente  esta  acción  por 
parte  de  un  comunero  contra  otro  que  se  apodera 
de  las  mejoras  hechas  por  el  primero  en  la  cosa 
común.  (V,  170,  1'). 

—  22— No  siempre  que  en  el  fondo  se  trata  de  obte- 
ner la  declaración  judicial  del  derecho  que  asista 
á  una  persona  para  entrar  en  posesión  de  cierta 
cosa  ó  de  bienes  determinados,  puede  este  tal 
reclamarlos  con  acción  reivindica toria.  Esta  acción 
no  se  concede  á  quien,  habiendo  obtenido  á  su 
favor  la  declaración  de  heredero,  entable  demanda 
contra  coherederos  que  ya  están  en  posesión  de 
toda  la  herencia  ;  en  este  caso  la  acción  que  co- 
rresponde es  la  de  petición  ó  partición  de  la  heren- 
cia. Y  no  vale  alegar  que  el  artículo  1325  del 
Código  Civil  dispone  que  el  heredero  podrá  también 
hacer  uso  de  la  acción  reivindicatoría  sobre  cosas 
hereditarias  reivindicables  que  hayan  pasado  á 
terceros  y  no  hayan  sido  prescritas  por  ellos ; 
pues  por  tal  disposición  se  da  la  acción  reivindi- 
catoría al  heredero  contra  terceros,  pero  no  contra 
sus  coherederos,  los  cuales  no  son  terceros  res- 
pecto de  aquél.  (IX,  59,  2.'). 

—  23— El  heredero  no  puede  hacer  uso  de  la  que 
le  concede  el  artículo  1,325  del  Código  Civil  mien- 
tras no  tenga  sobre  las  cosas  reivindicables  la  pro- 
piedad plena  ó  nuda,  absoluta  ó  fiduciaria.  La 
declaración  sumaria  de  heredero  no  da,  pues, 
acción  reivindicatoría,  sino  sólo  la  de  petición 
deherencia.  (IX,  301,  2.»). 

—  2i — Aun  en  el  supuesto  de  que  las  disposicione 
especiales  que  rigen  los  juicios  ejecutivos  fuerai 
aplicables  al  juicio  de  concurso  de  acreedores 
habría  siempre  incompatibilidad  manifiesta  entr 
la  acción  reivindicatoría  que  intentase  el  heredei 
sobre  los  bienes  que   hacen  parte  de  la  masa   d- 
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concurso  y  la  articulación  de  desembargo  de  loa 
mismos  bienes.  (XII,  286,  1.*). 
520 

Acción  resolutoria.  25 — La  concedida  por  el  artículo  1546 
del  Código  Civil  es  de  aplicación  generalísima ;  y 
en  cuanto  á  los  plazos  de  su  prescripción  han  de 
seguirse  las  reglas  generales  y  no  las  especiales 
de  algunas  acciones  rescisorias,  eu  las  cuales,  por 
lo  regular,  la  ley  fija  un  cuatrienio.  (X,  83,  1."). 

Acreedor  hereditario.  26— El  titulo  de  acreedor  de  una  su- 
cesión no  es  título  de  dominio  sobre  ninguno  de 
los  bienes   que  á  ella  pertenezcan.    (V,123,  1.*). 

—  27 — El  juicio  de  partición  de  los  bienes  de  una 
herencia  se  sigue  sólo  entre  los  coasignatarios 
ó  herederos  para  el  efecto  de  deslindar  y  declarar 
sus  derechos,  y  los  acreedores  hereditarios  no  son 
parte  en  dicho  juicio  ;  sólo  se  les  admite  á  hacer 
ciertas  reclamaciones  para  el  efecto  de  precaver 
sus  derechos  ó  para  que  se  les  reconozca  sin  nece- 
sidad de  otro  juicio.  (IV,  232,  1.*). 

806 

—  28 — Los  acreedores  hereditarios  no  son  partes  en 
el  juicio  de  partición  de  los  bienes  de  una  suce- 
sión (1).  (VII,  84,  1."). 

—  29 — Los  acreedores  pueden  ejercitar  contra  la 
misma  sucesión,  antes  de  partirse  los  bienes  per- 
tenecientes á  ella,  ó  contra  los  herederos,  después 
de  verificar  ese  acto,  acciones  semejantes  á  las 
que  tienen  los  acreedores  contra  sus  deudores  no 
difuntos,  para  hacer  efectivos  ó  eficaces  sus  de- 
rechos. (VII,  S4,    2.1). 
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Acreedor  hereditario.  30 — La  condición  de  acreedor  hereditario 
no  confiere  acción  real  sobre  las  cosas  de  la  respec- 
tiva sucesión,  sino  solamente  una  acción  personal 
para  que  el  acreedor  sea  cubierto  en  su  crédito. 
(IX,  284,  2.»). 

564,  592,  806,  887,  994. 

Acta  DE  ACUSACIÓN.  31— El  acta  de  acusación  de  que  trata  et 
artículo  301  de  la  Ley  57  de  1887,  es  cosa  distinta 
de  los  alegatos  verbales  de  que  había  el  artículo 
299  de  la  misma  Ley.  Como  aquella  pieza  debe 
elaborarse  antes  de  la  audiencia  y  contener  un 
estudio  completo  del  proceso  y  de  las  cuestiones 
que  deben  ser  discutidas  en  el  debate  y  resueltas 
por  el  Jurado,  con  determinación  de  los  cargos, 
de  las  disposiciones  legales  aplicables  al  caso  y  de 
los  documentos  importantes  del  proceso,  debe 
presentarse  antes  de  que  principien  los  alegatos, 
y  no  repervarla  para  el  fin,  porque  entonces  el  acu- 
sado ó  sus  defensores  no  podrían  combatir  los 
cargos  ó  fundamentos  de  la  acusación,  y  tendría 
la  palabra  en  último  lugar  al  acusador,  lo  que 
sería  contrario  al  orden  natural  del  juicio.  (Acuer- 
do número  539,  IV,  Í53,  8.*). 

Acta  DE  matrimonio.  32 —Esta  Constituye  prueba  fehaciente 
de  la  vecindad  de  loa  ««tpayeeíes  y  no  puede 
ser  infirmada,  con  respecto  a  esta  circunstancia, 
por  declaraciones  dé  testigos,  osando  son  vagas. 
(IV,  &94,  i.*), 

Actos  ejecutivos.  33— No  puede  hacerse  distinción  entre  los 
decretos  ejecutivos  y  las  resoluciones  ministeria- 
les. Unos  y  otras  Be  entienden  emanados  del 
Poder  Ejecutivo,  aunque  no  vayan  firmados  por 
el  Presidente  déla  República  sino  por  el  Ministro 
del  ramo  correspondiente.      (VIII,  251,  2.'). 

Acuerdos.  M— Para  que  los  Jueces  de  Circuito  puedan  ejer- 
cer la  atribución  que  les  confiere  la  ley  (Ley  61 
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de  1886,  articulo  8.°,  inciso  4.°)  de  anular  los 
acuerdos  que  expidan  los  Consejos  Municipales 
cuando  sean  contrarios  á  la  Constitución  ó  á  las 
leyes,  no  obsta  la  falta  de  suspensión  previa  de- 
cretada por  el  respectivo  Gobernador.  (Acuerdo 
número  119,  I,  379,  2.*). 
Véase  Homero  1,161. 

Acumulación.  35 — Los  sumarios  son  acumulables  en  los  casos 
determinados  en  el  inciso  1.°  del  articulo  1505  del 
Código  Judicial.  Si  se  trata  de  hechos  criminosos 
que  se  inveatigau  en  diferentes  Juzgados,  no- 
podrán  acumularse  los  procesos  sino  cuando  lle- 
guen al  estado  de  causas.  Si  éstas  no  son  acumu- 
lables y  se  siguen  en  distintos  Juzgados,  se  se- 
guirá primero  la  en  que  se  haya  obtenido  la 
aprehensión  del  reo.  (Acuerdo  numero  204,  II, 
185,  2."). 

—  36 — No  hay  lugar  á  la  acumulación  de  dos  ó  más 
sumarios  que  se  sigan  contra  un  mismo  indivi- 
duo en  averiguación  de  delitos  cometidos  en 
distintas  épocas,  en  diferentes  lugares  y  pertene- 
cientes á  distintas  jurisdicciones.  (Acuerdo  nú- 
mero 254,   II,  378,  !.■). 

—  37 — La  de  procesos  criminales  no  ha  de  hacerse 
sino  cuando  los  negocios  que  se  han  de  acumular 
ae  hallen  en  estado  de  causas.  No  se  pueden  acu- 
mular sumarios  á  causas.  (II,  381,  1."). 

—  38— Cuando  se  dicte  orden  de  arresto  ó  de  prisión 
contra  un  sindicado  que  se  halla  cumpliendo  una 
pona  en  un  Establecimiento  de  castigo,  ó  confi- 
nado en  un  Distrito  distinto,  ó  desterrado  del 
lugar  donde  se  sigue  el  sumario,  se  suspende  esta 
pena  y  se  acumula  el  nuevo  juicio  al  fenecido 
para  los  efectos  del  artículo  1725  del  Código 
Judicial.  (Acuerdo  número  273,  III,  49,  2.*; 
50,  !.■). 


10  JUBISPBUDBNOIA 

Acumulación.  39 — Cuando  de  un  sumario  resulte  que  deba 
abrirse  causa  de  responsabilidad  contra  un  emplea- 
do público  por  cierto  delito,  y  al  propio  tiempo 
haya  mérito  para  proceder  contra  particulares 
por  el  mismo  delito,  la  jurisdicción  que  se  ejerce 
respecto  del  uno  es  distinta  de  la  que  se  ejerce 
respecto  á  los  otros,  y  deben  formarse  dos  proce- 
sos. (Acuerdo  número  320,  III,  179,  1.*). 

—  40— Instaurado  un  juicio  ordinario  sobre  cobro  de 
una  deuda  hereditaria,  tal  juicio  no  puede  acu- 
mularse al  de  sucesión  y  debe  continuar  por  sepa- 
rado conforme  al  articulo  1259  del  Código  Judi- 
cial y  al  li¡2  del  de  Organización.  No  se  aplica 
en  este  caso  el  ordinal  4.°  del  artículo  786  del  Có- 
digo primeramente  citado  (1).  (IV,  232,  1.' ; 
Acuerdo  número  665,  V,  25,  2.'). 

—  41 — Cuando  se  sigue  causa  a  un  mismo  individuo 
por  un  Juez  Superior  de  Distrito  Judicial  y  por 
uno  de  Circuito,  conocerá  de  ambas  el  Superior, 
por  acumulación,  siempre  que  en  ninguna  de 
ellas  se  haya  dictado  sentencia.  (Acuerdo  número 
644,  IV,  325,  1.»;  Acuerdo  número  660,  V,  19,  2.'). 


1 


(1)  La  Corte  para  resolverlo  nsf, dijo;  "En el  juicio  de  sucesión  no  hay  demanda 
ni  contestación,  ni  prueban,  porque  la  iay  tía  querido  que  adío  se  decidan  en  ¿1  cues- 
tiones de  puro  derecho  ó  de  hechos  incontrovertibles:  todo  lo  que  salga  de  estos  li- 
mites debe  ser  materia  de  un  juici»  especial.  Y  efectivamente,  si  el  objeto  de  la  acu- 
mulación de  autos  es,  como  lo  dice  el  artículo  T85  del  Código  Judicial,  el  de  reunir 
dos  6  m&s  procesos  para  sustanciar  y  decidir  en  un  tolo  juicio  las  controversias  i  que 
se  refleren,  no  se  comprende  cómo  en  una  austanciación  tan  especial  como  ¡a  de  un 
juicio  de  sucesión  pueda  caber  la  susUDoiacidn  de  un  juicio  ordinario,  ni  cómo  se 
pueden  decidir  en  un  solo  juicio  controversias  que  do  existen  sino  en  uno  de  ellos. 
Es  por  esto  por  lo  que  el  numeral  2.a  del  articulo  182  del  Cídigo  de  Organización 
Judicial  ha  dispuesto  que  sólo  se  sigan  bajo  una  sola  cuerda,  ante  el  Juez  que  conoce 
de  la  sucesión,  el  juicio  nulire  declaratoria  de  herederos,  todo  io  relativo  ¿  inventarios 
y  avalúos  de  los  bienes,  al  beneficio  de  separación  délos  mismos  y  Ja  demanda  de 
partición.  Todas  las  dem&s  demandas  contra  la  sucesión,  según  esa  disposición,  deben 
seguirse  en  juicio  separado,  tí  i  la  partición  de  bienes  de  una  sucesión  se  ha  termina- 
do antes  de  decidirse  el  juicio  ordinario,  el  acreedor  en  la  sucesión  tiene  su  derecho  A 
salTo  con» ralos  coparticipesentre  quienes  se  ha  verificado  la  partici  ín,<Mn  forme  i  la  ley." 
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Acumulación.  42— Si  contra  un  individuo  se  aigue  causaycon- 
tra  el  mismo  uno  ó  más  sumarios  de  la  jurisdicción 
del  mismo  Juez,  mientras  no  se  decrete  el  segui- 
miento de  causa  en  cualquier  otro  sumario,  no 
hay  lugar  á  ordenar  la  acumulación  ni  la  sus- 
pensión de  la  causa  primitiva.  (Acuerdo  número 
670,  V.  85, 1.'). 

—  43 — En  negocios  criminales  que  se  sigan  de  oficio, 
si  los  autos  que  deban  acumularse  están  en  un 
mismo  Tribunal  ó  Juzgado,  la  acumulación  pue- 
de decretarse  también  de  oficio.  (Acuerdo  núme- 
ro 656,  V,  10,  2/). 

—  44 — Cuando  un  Juez  conoce  de  uno  ó  más  suma- 
rios contra  un  individuo  que  tiene  ante  el  mis- 
mo empleado  causa  criminal  abierta,  no  hay  lu- 
gar á  decretar  la  acumulación  ni  suspensión  de 
la  causa,  mientras  no  se  dicte  auto  de  proceder  eu 
algunos  délos  sumarios (1).  (Acuerdo número 670, 
V,  35,  1.'). 

—  45 — Todos  los  incidentes  que  ocurran  en  los  juicios 
de  división  de  predios  comunes,  después  de  orde- 
narse que  el  expediente  pase  al  conocimiento  de 
los  arbitros,  deben  resolverse  por  éstos;  de  modo 
que  ellos  mismos  son  los  llamados  á  decretar  la 
acumulación,  llegado  el  caso,  del  expediente  eu 
que  apenas  se  haya  decretado  la  división  al  que 
antes  hayapasadoá  su  conocimiento  (2).  (Acuer- 
do número  677,  V,  65,  2.*;  Acuerdo  número  680, 
82,  2.'). 

—  46— Cuando  se  dicte  orden  de  detención  ó  de  pri- 
sión contra  un  sindicado  que  se  halle  cumpliendo 
una  pena  en  un  establecimiento  de  castigo,  las 
causas  deben  acumularse  y  las  debe  fallar  el  Juez 
que  ha  fallado  la  primera.  (VI,  63,  1,\  2,'). 


(1]  Artículos  1750,  1751  y  1752  de!  CódUgO  Judiein 
(2)  Vénnae  loa  artícnltia  33  I  38  de  la  Ley  IflBde  18 
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Acumulación.  47— No  es  el  caso  de  acumular  á  un  juicio  de 
concurso  otro  ejecutivo  en  que  se  persiga,  con 
acción  meramente  real,  una  finca  que  no  esté  en 
el  patrimonio  del  concursado,  aunque  haya  sido 
éste  quien  impuso  el  gravamen  y  aunque  en  el 
concurso  figure  el  mismo  crédito.  (VI,  262,2.*; 
303,  1.'). 

—  48— Puede  acumularse  un  juicio  por  demoras  á 
cualquiera  otro  que  se  siga  contra  el  mismo  fun- 
cionario por  responsabilidad  en  el  ejercicio  de  su 
empleo,  por  ser  una  misma  la  jurisdicción  á  que 
está  sujeta  aquella  averiguación.  (VIII,  46,  1/). 

—  4fl- — Si  terminado  un  juicio  criminal  y  estando  el 
reo  sufriendo  la  respectiva  pena,  cometiere  un 
nuevo  delito  en  territorio  de  otro  Circuito¡  la  nue- 
va causa  debe  acumularse  ala  anterior,  y  el  Juez 
de  ésta  es  el  competente  para  conocer  de  la  otra. 
(XI,  112,1.*). 

—  50 — Cuando,  terminado  un  proceso  criminal  en 
ambas  instancias,  alguno  de  los  reos  condenados 
cometiere  otro  delito,  del  nuevo  juicio  debe  co- 
nocer el  mismo  Juetque  conoció  del  anterior,  te- 
niendo á  la  vista  el  primitivo  proceso.  Así  ha  de 
entenderse  el  artículo  17W  del  Código  Judicial. 
(XII,  16Sf  a.'). 

Véanse  Dameros  1,056  y  1,150. 

Acusación.  51 — Para  la  Corte  es  claro  que  la  disposición  del 
artículo  1786  del  Código  Judicial  no  debe  tener 
su  cumplimiento  siuo  cuando  el  sumario  está  per- 
feccionado, como  lo  da  á  entender  el  artículo 
1787;  y  como,  cuando  no  se  procede  de  oficio,  es 
el  acusador  particular  quien  debe  estimar  si  el 
sumario  se  halla  en  estado  de  decidir  de  su  mérito 
ó  si  se  amplia,  es  claro  que  el  Juey,  no  debe  dar 
dicho  traslado  sino  cuando  lo  solicita  el  acusa- 
dor. (V,  352,   1."). 
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Acusación.  52 — El  acusador  particular  puede  pedir  que  se 
practiquen  las  pruebas  que  crea  conducentes  al 
esclarecimiento  del  hecho  por  el  cual  acusa;  pero 
no  tiene  derecho  de  imponerse  del  sumario,  cuan- 
do éste  se  siga  también  de  oficio,  salvo  el  traslado 
que  debe  dársele  una  vez  que  dicho  sumario  se 
considere  perfecto.  (Acuerdo  numero  426,  III, 
394,  1."). 
Véauae  números  16  y  31. 

Administradores  públicos.  53 — Para  el  castigo  de  los  delitos 
que  puedan  cometer,  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes, los  Gerentes  del  Banco  Nacional,  no  puede 
considerarse  á  éstos  como  simples  administrado- 
res de  negocios  ajenos,  sino  como  empleados  pú- 
blicos administradores  de  fondos  nacionales.  (X, 
280,  1.»). 

145. 

—  54 — En  las  ejecucioues  por  jurisdicción  coactiva, 

los  Administradores  de  Hacienda  nacional  que  no 
tienen  que  practicar  ninguna  diligencia  fuera 
del  lugar  de  su  residencia,  no  están  autorizados 
para  comisionar  á  los  Jueces  Municipales  para  la 
práctica  de  diligencias  relativas  á  la  ejecución. 
Ellos  no  están  comprendidos  entre  los  empleados 
de  que  trata  el  inciso  2.°  del  artículo  17  de  la  Ley 
100  de  1892.  (XII,  312,  2.«). 
Yéanse  números  330, 1,208,  1,402,  1,414. 

Adjudicación.  55 — La  que  se  efectúa  por  medio  de  actos  legales 
de  partición  constituye  título  translaticio  de  do- 
minio á  favor  del  adjudicatario  (artículo  705  del 
Código  Civil);  pero  debe  entenderse  que  esta  dis- 
posición se  refiere  únicamente  á  los  herederos  ó 
coasignatarios  de  una  sucesión,  que  son  las  per- 
sonas entre  quienes  se  verifica  la  partición  de  los 
bienes  que,  por  causa  de  muerte,  pasan  á  ser  de 
los  herederos  por  ministerio  de  la  ley;  si  por  con- 
vención entre  éstos,  cuando  son  mayores  y  todos 
capaces  de  disponer  de  sus  bienes,  se  adjudica  á 
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un  extraño  (un  acreedor,  por  ejemplo,  al  que  sólo 
da  la  ley  acción  personal  sobre  los  bienes  heredi- 
tarios) una  parte  de  la  herencia,  y  el  acto  de  par- 
tición ha  sido  debidamente  aprobado  y  registrado, 
tal  adjudicación  transferirá  el  dominio,  porque 
los  herederos  pueden  disponer  de  lo  que  les  perte- 
nece. El  caso  y  la  doctrina  varían  cuando  entre 
los  herederos  hay  menores;  entonces,  la  adjudi- 
cación no  será  titulo  translaticio  de  dominio  a. 
extraños.  (IX,  284,  2.';  285,  1.»), 
Véanse  Dtimeroa  143,  144,  527,540,564,795,925,992, 
1,003,  1,053,  1,344, 

Agentes  del  ministerio  público.  56 — La  disposición  del  artícu- 
lo 245  de  la  Ley  153  de  1887  (1)  significa  que  los 
Agentes  del  Ministerio  Público  no  deben  dar  vista 
en  los  negocios  contenciosos  que  se  ventilen  en- 
tre particulares  ;  pero  no  que  no  hayan  de  darla 
en  casos  como  los  de  que  tratan  los  artículos  223 
de  la  Ley  57  de  1887  y  1248,  1249,  1251  y  1254 
del  Código  Judicial.   (Acuerdo  número  142,  II, 

i,  i.-). 

—  57 — No  pueden  los  Jueces  y  Tribunales  que  cono- 
cen de  negocios  civiles  ó  criminales  nombrar 
Agentes  del  Ministerio  Público  para  reemplazar 
á  los  principales,  suplentes  ó  interinos,  en  caso 
de  impedimento.  (Acuerdo númerol59,  II,  35,  I.*). 
Vénse  artículo  185  del  Código  de  Organización  Judicial, 
que  modifica  esta  doctrina. 

—  53 — Por  regla  general,  salvo  prueba  manifiesta  en 
contrario,  los  Agentes  del  Ministerio  Público  no 
son  responsables  por  las  opiniones  que  emitan,  al 
apreciar  los  sumarios  ó  los  juicios  criminales,  so- 
bre si  se  ha  cometido  ó  nó  delito.  (II,  85,  2."). 


(1)  Derogado  despula  por  al  87  de  Ib  Ley  100  de  1891  Bl  II  de  esta  misma,  Ley 
fue  derogado  por  el  09  de  la  Ley  169  ie  1898. 
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Agentes  del  ministerio  público.  59 — Estos  empleados  no  pue- 
den ratificar  lo  actuado  en  un  juicio  nulo  por  falta 
de  jurisdicción,  aunque  en  él  hayan  intervenido 
con  el  carácter  de  demandantes.  (VIII,  207,  2."). 

—  60 — Los  Agentes  del  Ministerio  Público  están  su- 
jetos á  las  reglas  generales  dadas  por  el  Código 
Judicial  en  lo  relativo  á  la  foima  de  las  demandas 
y  á,  la  de  la  contestación  de  ellas,  lo  mismo  que  los 
particulares  demandantes  ó  demandados.  (VIII, 

208,  1.'). 

—  61 — Incurre  en  responsabilidad,  por  violación  del 
articulo  353  de  la  Ley  105  de  1890,  el  Agente  del 
Ministerio  Público  que,  al  contestar  el  traslado 
que  se  le  dé  de  un  proceso  criminal,  no  presente 
el  escrito  de  que  habla  dicho  artículo ;  y  debe  ser 
castigado  de  acuerdo  con  el  articulo  52S  del  Có- 
digo Penal   vigente.   (XII,  167,  2.*). 

Véanse  números  13,  97, 100, 124,  138,  454,  477,  478,  490, 
491,  512,  513,  699,  721,  730,  930  á  932,  961,  976,  985, 
1,005,  1.033,  1,089,  1,090,  1,097,  1,131,  1,185,  1,251, 
1,268  y  1,418. 

ATb&cea.  62 — La   remuneración  de  un  albacea    no    puede 

fijarse  por  el  partidor  de  los  bienes  de  la  herencia. 
Esa  fijación   sólo  puede  hacerla,  á  falta  de  dis- 
posición testamentaria,  el  Juez  de  la  causa.  (XI, 
51,  2.'). 
Véase  número  594. 

Alcaldes.  63 — Los  Alcaldes  son  Funcionarios  de  Instruc- 
ción, segím  lo  dispuesto  en  la  reforma  41. *  de  la 
Ley  46  de  1S76,  á  pesar  de  que  el  artículo  200  de 
la  Constitución  vigente  ha  encomendado  á  esos 
empleados  la  acción  administrativa  en  los  Dis- 
tritos. (Acuerdo  número  50;  I,  257,  2."). 
Véase  Ley  1C9  de  1896  (artículo  64) 

—  64 — Los  Alcaldes  no  pueden  ejercer  poderes  en 
asuntos  judiciales.  (Acueido  número  459.  IV, 
20,  1.»). 

Véanse  números  526  y  768. 
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I  Alegatos.         65— No  es  ilegal  la  presentación  en  el  acto  de  la 

audiencia  pública,  de  alegatos  escritos,  aunque 
se  haya  alegado  anteB  de  palabra,  ó  la  lectura  de 
loa  mismos,  por  el  tiempo  permitido,  siempre 
que,  en  uno  ú  otro  caso,  estén  en  el  papel  que 
corresponda,  según  la  naturaleza  del  juicio  y  el 
carácter  de  la  parte  que  alega.  (1)  (Acuerdo  uú- 

I  roete  240,  II,  314,  1.*). 

Véase  número  31. 
Alevosía.  66— Esta  circunstancia  en  todos  los  casos  incluye 
necesariamente  la  mayor  gravedad  del  asesinato 
que  la  ley  castiga  con  la  pena  de  muerte,  excepto 
en  el  caso  de  riña  á  que  te  refiere  el  ordinal  9." 
del  artículo  536  del  Código  Penal.  (IX,  332,  1,*), 
Véase  numero  1,059. 

Alimentos.  6T— Como  la  sentencia  sobre  alimentos  debe  eje- 
cutarse sin  embargo  de  apelación,  que  solóse 
concederá  en  el  efecto  devolutivo,  la  ejecución 
corresponde,  aunque  dicba  sentencia  haya  sido 
apelada,  al  Juez  de  la  causa.  (Acuerdo  número 
493,   IV,  90,  1.»). 

Allanamiento  indebido.  68—  No  es  responsable  de  este  delito 
el  funcionario  que  allana  una  oficina  pública  con 
el  fin  de  examinar  los  libros  que  en  ella  existen 
y  descubrir  así  un  delito.  (V,  215,  1.'). 

Amenazas.  69— Para  que  exista  el  delito  de  amenazas  es  con- 
dición indispensable  que  ellas  se  profieran  delante 
de  la  persona  &  quien  se  dirigen.  (I,    32,  l.1). 

Amnistía.  70 — Las  extorsiones  y  los  atropellos  indebidos  eje- 
cutados por  agentes  del  Gobierno  en  tiempo  de 
guerra,  no  quedan  comprendidos  en  la  amnistía 
concedida  á  los  culpables  de  delitos  políticos,  ora 


{I)  El  inciso  l."  del  artículo  21  de  la  Ley  ¡69  da  1888,  vigente  hoy,  dUpone 
lo  contrario. 
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porque  tales  hechos  no  cuadran  con  ningunas  de 
las  definiciones  de  los  delitos  políticos  conocidos 
con  los  nombres  de  rebelión,  sedición,  motín, 
asonada,  etc.,  cuyos  caracteres  envuelven  siem- 
pre resistencia  al  Gobierno;  ora  porque  sería  muy 
perjudicial  é  inmoral  la  doctrina  de  que  el  Jefe 
del  Gobierno  podría  indultarse  á  sí  mismo  ó  á  sus 
agentes  de  tales  delitos,  cambiando  su  papel  de 
defensor  del  orden  y  de  las  instituciones,  por  el  de 
agresor  de  ellas.  (III,  222,  1.*). 
Véase  nnmero  178. 

Amojonamiento.  71 — La  ejecución  déla  sentencia  que  se  dicte 
en  juicio  de  deslinde  implica  el  consiguiente  amo- 
jonamiento y  la  demarcación  precisa,  sobre  el  te- 
rreno, de  la  linea  divisoria  determinada  en  la  sen- 
tencia ;  y  ambas  diligencias  requieren  por  su  na- 
turaleza la  intervención  de  peritos,  los  cuales  de- 
ben ser,  si  posible  fuere,  los  mismos  que  asistieron 
al  deslinde.  La  ejecución  de  la  mencionada  senten- 
cia tiene  por  objeto  principal  dar  posesión  de  su 
finca  á  cada  dueño;  pero  como  esta  diligencia  lleva' 
consigo  el  amojonamiento  y  demarcación  preci- 
tados, los  que  requieren  la  intervención  de  peritos, 
según  se  lia  dicho,  es  claro  que  la  sentencia  no 
debe  ejecutarse  simplemente  dando  posesión  de 
sus  fincas  a  los  dueños.  (Acuerdo  número  tí(37,  V. 
26,   1.-). 

Amparo  dk  pobreza.  72— Para  obtener  este  beneficio  es  nece- 
sario que  se  siga  un  juicio  separado  de  aquel  en 
que  tal  beneficio  ha  de  gozarse.  (Acuerdo  número 
13o,  II,  1,   2."). 

—  73 — Los  amparos  de  pobreza  concedidos  de  acuer- 

do con  las  leyes  de  los  extinguidos  Estados,  antes 
de  la  unificación  de  la  legislación,  no  subsisten  y 
dejaron  de  surtir  sus  efectos  desde  el  día  en  que 
empezó  á  regir  la  Ley  57  de  1887.  (Acuerdo  núme- 
ro 159,  II,  35,  1.*). 
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Amparo  de  pobreza.  74 —  En  los  juicios  sobre  amparo  de  pobre- 
za es  preciso  tener  por  parte  á  la  persona  con  quien 
el  demandante  va  á  litigar,  por  el  interés  que  tiene 
respecto  á  las  costas  de  que  está  eximido  el  ampa- 
rado por  pobre.  (III,  211,  2.a  y  242,  1.*). 

—  75 — En  los  juicios  sobre  amparo  de  pobreza  es  in- 
dispensable que  se  exprese  con  toda  precisión  el 
negocio  judicial  para  el  cual  se  pide  y  que  se  oiga 
á  las  personas  que  en  la  acción  civil  sostienen  ó 
pueden  sostener  derechos  contrarios.  (V,  28,  1.a). 

—  76 — Corresponde  á  los  Tribunales  Superiores  de 
Distrito,  no  &  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  co- 
nocer en  segunda  instancia  de  los  juicios  sobre 
amparo  de  pobreza  de  que  conocen  en  primera 
los  Jueces  de  Circuito.  La  disposición  contenida 
en  el  artículo  12  de  la  Ley  72  de  1890  sólo  se  apli- 
ca cuando  en  el  juicio  tenga  interés  directo  la 
Nación.  (VII,  21,  2.a). 

—  77 — El  conocimiento  en  segunda  instancia  de  esta 
clase  de  j  uicios  no  compete  á  la  Corte  Suprema, 
pues  no  puede  decirse  que  el  numeral  1.°  del  articu- 
lo 12  de  la  Ley  72  de  1890  sea  aplicable,  ya  que  el 
interés  de  la  Nación  en  esa  clase  de  negocios  no 
depende  de  que,  por  la  concesión  del  amparo,  deje 
de  percibir  el  impuesto  indirecto  por  el  uso  del 
papel  sellado  y  el  de  otras  formalidades  legales, 
sino  que  aquel  interés  depende  del  hecho  de  ser 
parte  en  el  juicio  en  que  se  entabla  demanda  de 
amparo.  (VIII,  142,  2.a;  IX,  128,  2.a;  383,  1.a). 

Véase  número  771. 

Anticresis.  78— Si  en  un  contrato  se  hace  constar  que  se  recibí 

una  suma  á  préstamo,  por  tiempo  determinado 
durante  el  cual  no  ganará  intereses,  y  se  estipul 
al  mismo  tiempo  que  para  el  pago  de  la  suma  se  cü 
en  empeño  una  finca  raíz,  por  el  mismo  plazo,  ta 
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Anticresis. 


Apelación. 


contrato  debe  reputarse  como  de  anticresis.  (XII, 
246,  l.'y  8.";  247,   1.»). 

79 — No  ee  necesita  escritura  publica  para  per- 
feccionar este  contrato.  (XII,  247,  L"). 

80 — En  el  caso  de  una  competencia  afirmativa 
entre  dos  Jueces,  si  el  que  ha  promovido  cede  en 
virtud  de  las  razones  expuestas  por  el  provocado, 
el  primero  no  puede  conceder  apelación  del  auto 
en  que  cede  en  la  competencia.  Para  que  el  re- 
curso sea  eficaz,  debe  interponerse  ante  el  Juez 
que  tiene  los  autos  en  su  poder.  (II,  20,  2.a). 

__  81 — La  disposición  del  artículo  1331  del  Código 

Judicial  es  especial,  al  paso  que  es  general  la  del 
artículo  164  de  la  Ley  57  de  1887.  Portante, 
cuando  se  concede  la  apelación  interpuesta  contra 
un  fallo  dictado  en  juicio  posesorio,  debe  remi- 
tirse al  Superior  copia  de  lo  conducente,  en  vez 
de  remitir  el  proceso  original  (1).  (II,  236,  2.»). 

—  82— En  materia  criminal  los  autos  de  suatan- 
ciación  no  son  apelables  (2).  (Acuerdo  número 
31»,  III,  178,  2/). 

135. 

—  S3 — La  concesión  del  recurso  de  apelación  en  loa 
dos  casos  que,  por  excepción,  señala  el  artículo 
886  del  Código  Judicial,  suspende  el  curso  del  ne- 
gocio principal,  y,  por  consiguiente,  la  jurisdic- 
ción del  Juez  en  todo  el  juicio.  (Acuerdo  número 
343,  III,  234,  1.»). 

—  84 — Los  Tribunales  Superiores  deben  emplear  el 
procedimiento  que  les  está  seflalado  para  la  segun- 
da instancia,  en  todos  los  juicios  en  que  les  co- 
rresponda conocer  por  recurso  de  apelación. 
Quedan  comprendidos  en  esta  resolución  loa  jui- 
cios de  comercio  que  van  en  apelación  al  Tribunal 

(1)  El  articQ'ol33i,  cítalo,  fce  derogado  porel  f38  de  1»  Ley  105  de  ¡880. 
(!)  Víanse  articulo)  III  a  133  de  la  Ley  105  de  1800—15,  le  y  28  de  la  Ley  169 
U  1B96. 
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de  Panamá,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 14  de  la  Ley  83  de  1888.  (Acuerdo  número 
455,  IV,  19,  1.a). 

Apelación.       85  —Si  un  Juez  inferior  concede  un  recurso  de 

apelación  en  un  efecto  contrario  á  aquel  en  que 
debe  hacerlo  conforme  á  la  ley,  el  Juez  superior, 
sin  embargo,  debe  entrar  á  conocer  del  recurso 
si  las  partes  no  reclaman;  no  puede,  por  consi- 
guiente, .  devolver  de  oficio  los  autos  y  prevenir 
al  inferior  que  conceda  el  recurso  en  el  efecto 
legal.  (Acuerdo  número  546,  IV,  162,  2.a). 

—  86— Para  el  efecto  délas  apelaciones  no  debe  to- 
marse la  palabra  juicio,  que  emplean  los  artícu- 
los 824  y  siguientes  del  Código  Judicial,  en  el 
sentido  estricto  que  da  á  esta  palabra  el  artículo 
254  del  mismo  Código;  porque,  de  hacerlo  así,  re- 
sultarían graves  dificultades  é  imposibilidad  de 
aplicar  otras  disposiciones  del  mencionado  Códi- 
go y  del  de  Organización  Judicial.  Así,  pues,  las 
providencias  que  recaigan  &  peticiones  hechas  en 
negocios  en  que  no  hay  todavía  controversia  ju- 
dicial, son  apelables,  siempre  que  respecto  de  ellas 
concurran  las  circunstancias  que  determinan  los 
artículos  885  y  886  del  Código  Judicial,  (Acuerdo 
número  641,  IV,  324,  2.a). 

—  87 — El  recurso  de  apelación  que  para  ante  la  Sala 
de  decisión  establece  el  artículo  88  del  Código  de 
Organización  Judicial,  no  tiene  cabida  en  aque- 
llos casos  en  que  el  sustanciador  decide  definiti- 
vamente y  sin  intervención  de  dicha  Sala  en 
segunda  instancia,  conforme  á  los  artículos  81  y 
83  del  mencionado  Código.  En  estos  asuntos,  r; 
en  ningún  otro,  hay  lugar  á  tercera  instancia 
(VI,  183,  1.a). 

—  88 — De  acuerdo  con  el  artículo  88  de  la  Ley  14' 
de  1888,  los  autos  interlocutorios  y  de  sustancia 
ción  que  profiera  el  Magistrado  sustanciador  y  qu 
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causen  gravamen  irreparable  por  la  sentencia 
deñnitiva,  cualquiera  que  sea  la  instancia,  son 
apelables  para  ante  el  Magistrado  ó  Magistrados 
que  forman  el  reBto  de  la  Sala  de  decisión;  y  los 
autos  interlocu torios  con  fuerza  de  sentencia  defi- 
nitiva son  apelables  para  ante  la  Corte  Suprema. 
(VII,  94,  1."). 

Apelación.  89— El  artículo  43  del  Código  de  Organización 
Judicial  autoriza  á  la  Corte  para  conocer  de  las 
apelaciones  que  se  concedan  contra  los  autos  eje- 
cutivos que  dictan  los  Recaudadores  de  rentas 
publicas  nacionales,  pero  no  de  loa  recursos  de 
alzada  que  se  otorguen  contra  los  demás  autos 
que  profieran  esos  empleados  fuera  de  juicio  eje- 
cutivo. (X,  101,  2.'). 

—  90— El  auto  que  decide  un  incidente  de  excepcio- 
nes dilatorias  es  apelable  en  el  efecto  suspensivo. 
(XI,  13T,  2.'). 

—  91 — La  sanción  que  establece  el  artículo  122  de  la 
Ley  105  de  1890  no  se  aplica  en  los  juicios  sobre 
suministros  y  expropiaciones.  (XI,  293,  2.*). 

—  92 — Debe  la  Corte  abstenerse  de  resolver  sobre  los 
recursos  de  apelación  que  para  ante  ella  se  otor- 
guen de  providencias  proferidas  por  los  Tribu- 
nales Superiores,  cuando  no  estén  firmadas  por 
los  Magistrados  que  compongan  la  Sala  de  deci- 
sión, sino  6ólo  por  el  sustanciador.  (XII,  42,  1.'). 

—  93 — El  recurso  de  apelación  que  se  interponga 
contra  un  auto  de  sustanciación  que  dicte  el  Ma- 
gistrado de  un  Tribunal  en  negocio  de  que  éste 
conoce  en  primera  instancia,  es  apelable  para 
aute  los  otros  dos  Magistrados  de  la  Sala — no  para 
ante  la  Corte — según  lo  dispone  el  artículo  88  del 
Código  de  Organización  Judicial.  (XII,165,  2.'; 
166,  1.'  y  167,  1/). 
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Apelación.  04 — Aunque  el  recurso  de  alzada  no  se  haya  sus- 
tanciado en  primera  instancia  en  los  términos 
que  indican  los  artículos  1903  del  Código  Judi- 
cial y  361  de  la  Ley  105  de  1890,  tal  informalidad 
□o  anula  lo  actuado ;  por  lo  cual  debe  resolverse 
en  el  fondo  dicha  apelación,  en  la  segunda  ins- 
tancia. (XII,  293,  2.'). 

Véanse  los  números  67, 128,130, 134, 136, 166,  341,406, 
608,  629,  630,  721,  797,  822,  827,  864,  855,  869,  945, 946, 
953,  1,044,  1,045,  1,047,  1,125,  1,165,  1,265,  1,289, 
1,302,  1,304, 1,320, 1,359,  1,376,  1,391. 

Aplicación  de  letes.  95 — Conforme  al  artículo  2ft  de  la  Ley 
153  de  1887,  todo  derecho  real  adquirido  bajo  el 
imperio  de  una  ley,  y  en  conformidad  con  ella, 
subsiste  bajo  el  imperio  de  otra ;  pero  en  cuanto 
á  su  ejercicio  y  cargas,  y  en  lo  tocante  á  su  extin- 
ción prevalecerán  las  disposiciones  de  la  ley  nue- 
va, la  cual  no  se  aplicará  á hechos  controvertidos, 
consumados  antes  de  su  vigencia.    (V,  3S8,  2.'). 

Apoderados.  96 — La  prohibición  de  ejercer  poderes  judicial  ó 
administrativamente,  comprende  á  Iob  Inspec- 
tores de  Instrucción  Pública,  Prefectos  de  Pro- 
vincia y  a  sus  Secretarios,  de  acuerdo  con  el  ar- 
tículo 327  del  Código  Judicial.  (Acuerdo  número 
226,  II,  258,  2.*). 

—  97 — Los  empleados  del  orden   judicial  y  del    Mi- 

nisterio Público  están  inhabilitados  para  el  ejer- 
cicio de  las  funciones  de  mandatarios,  apoderados, 
etc.  (artículo  216  del  Código  de  Organización), 
como  lo  está  la  persona  á  quien  por  su  edad  y 
sexo  se  le  prohibe  desempeñar  estos  cargos.  De 
manera  quo  el  funcionario  que  tenga  conoci- 
miento de  que  algún  individuo  desempeña  el 
cargo  de  Juez  ó  Agente  del  Ministerio  Público, 
no  debe  admitirlo  como  apoderado,  patrono  ó 
abogado  de  otro,    ni  tampoco   para  que   gestione 
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en  causa  propia.  Pero  respecto  de  esto  último 
debe  notificársele  la  demanda  ó  gestión  que  con- 
tra él  se  intente  y  los  autos  que  se  dicten  en  el 
juicio;  y  no  se  le  admitirán  las  solicitudes  que. 
haga  si  no  las  dirige  por  medio  de  apoderado. 
(Acuerdo  número  669,  V,  34,  2.'  y  35,  1."). 

Apoderados.  98 — Hay  ilegitimidad  en  la  personería  cuando  á 
un  apoderado  se  le  obliga — contra  su  voluntad — á 
ejercitar  su  poder.  No  porque  un  individuo  tenga 
poder  está  por  ese  solo  hecho  constreñido  á  ejer- 
citarlo. (V,  2S6,  1.'). 

—  99 — El  nombramiento  de  apoderado  para  repre- 
sentar á  un  Departamento  puede  tener  lugar  sólo 
en  casos  especiales  en  que  el  representante  nato 
de  éste  no  pueda  ejercer  esta  función  por  algúu 
motivo  determinado  en  la  ley  ;  por  ejemplo : 
cuando  el  litigio  sea  entre  la  Nación  y  el  Depar- 
tamento, caso  previsto  en  la  atribución  5."  del 
artículo  178  del  Código  de  Organización  Judicial 
y  en  otros  semejantes  (1).  (V,  399,  1.*). 

—  100 — Teniendo  los  Departamentos  su  represen- 
tante en  juicio,  que  lo  es  el  Fiscal  del  respectivo 
Tribunal,  conforme  al  artículo  179  del  Código  de 
Organización  Judicial,  no  pueden  nombrar  apode- 
rados especiales,  sino  en  casos  que  constituyen 
excepción;  por  ejemplo,  en  los  juicios  de  un  De- 
partamento con  la  Nación,  en  los  cuales  no  pue- 
den los  agentes  del  Ministerio  Público  representar 
á  ambas  partes.  (VI,  119,  1"). 

Véase  el  número  99  y  su  nota. 

—  101 — La  persona  á  quien  se  confiere  poder  para 
interponer  un  recurso  de  casación,  puede  fundarlo 
y  continuarlo  ante  la  Corte,  por  sf  misma  ó  por 
medio  de  sustituto.  El  apoderado  de  la  parte  con- 

(1)  Véame  lo»  artículos  13  de  la  Liy  105  de  1860,   2i  de  la   Ley  100  da  189i, 
e  la  Ley  50  de  IBtW,  y  el  12  do  la  Ley  IÜ9  de  18WÍ. 
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traria  á  la  recurrente,  puede  representar  á  su 
cliente,  sin  necesidad  de  nuevo  poder,  en  el  re- 
curso de  casación.  (VII,  269,  2.«). 

191. 

Apoderados.  102 — Es  un  error  el  que — aplicando  el  artículo  346 

del  Código  Judicial  que  permite  comparecer  en 
juicio  sin  poder  al  pariente  por  los  suyos — se 
admita  á  un  individuo  á  representar  á  una  socie- 
dad, sin  poder,  tan  sólo  porque  en  ella  haya  pa- 
rientes de  ese  individuo  ;  pues  una  sociedad,  que 
forma  una  persona  distinta  de  los  socios  indivi- 
dualmente considerados,  no  es  susceptible  del 
vínculo  de  parentesco,  el  cual  existe  únicamente 
entre  personas  naturales.  El  juicio  en  que  aqué- 
llo suceda  es  nulo  por  ilegitimidad  de  la  persone- 
ría. (VIII,  152,  l.í  y  2.»). 

—  103 — Los  Síndicos,  Procuradores  ó  Tesoreros  de 
las  sociedades  reconocidas  legalmente,  ó  la  per- 
sona que  las  presida  en  el  lugar  del  juicio,  pue- 
den constituir  apoderados  para  que  representen  & 
la  Corporación,  aunque  en  los  estatutos  de  ésta 
no  se  haya  conferido  de  una  manera  categórica 
á  tales  personas  la  facultad  de  otorgar  poderes. 
Los  artículos  316  y  317  del  Código  Judicial  esta- 
blecen que  las  demandas  contra  las  sociedades 
legítimas  deben  dirigirse  contra  las  personas  que, 
según  los  estatutos  sociales,  deban  tener  la  re- 
presentación de  la  sociedad,  y  que  tales  emplea- 
dos podrán  representar  á  la  comunidad  cuando 
ésta  tenga  que  comparecer  en  juicio.  De  donde 
se  deduce  que  la  ley  reconoce  á  tales  personas  el 
derecho  de  constituir  apoderados,  sin  considera- 
ción de  si  en  los  estatutos  se  les  da  categórica- 
mente la  facultad  de  conferir  poderes.  (IX,  53,  2.a) 

—  104— Si  un  apoderado,  sin  facultad  expresa,  in- 
terpone un  recurso  de  casación,  y  el  interesado 
ratifica  la  interposición,  pero  después  de  expira- 
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dos  los  treinta  días  que  señala  la  ley,  el  recurso 
no  debe  admitirse.  (XI,  173,  2.*). 

Apoderados.  105— No  puede  un  apoderado  sustituir  facultades 
que  no  tenga.  Así,  por  ejemplo,  si  en  el  memo- 
nal  de  sustitución  se  faculta  para  interponer  re- 
curso  de  casación,  no  puede  el  sustituto  interpo- 
nerlo, si  no  se  demuestra,  con  la  axhibición  del 
respectivo  poder,  que  'el  sustituyente  tiene  esa 
facultad.  (XI,  346,  1'). 

Véanse  números  191,  241,243,296,439,558,722,910, 
911,  995,  1,014,  1,097,  1,103, 1,360, 1,392, 1,403. 

Arbitrador.  108 — Si  un  arbitrador  no  está  conforme  con  la 
opinión  de  los  otros,  puede  salvar  su  voto,  del  pro- 
pio modo  que  lo  hacen  los  Magistrados ;  pero  si  no 
accede  á  firmar  la  respectiva  sentencia,  no  es  el 
caso  de  compelerlo  por  medio  de  apremios,  sino  el 
de  proceder  á  exigirle  la  competente  responsabili- 
dad. (Acuerdo  número  246,  II,  322,  1.'). 
Véanse  números  682,  1,196,  1,353. 

Arbitramento.  107 — La  decisión  de  juicios  en  que  la  Nación 
tiene  parte  no  puede  someterse  á  arbitros;  pues 
los  derechos  nacionales  están  excluidos  de  todo 
arbitramento.  (V,  29,  !.■;  30,  1.*). 

—  108 — Para  que  pueda  tener  lugar  un  juicio  de  ar- 
bitramento conforme  a  la  Ley  105  de  1890,  es  ne- 
cesario que  las  partes  hayan  otorgado  ú  otorguen 
una  escritura  ó  documento  en  los  términos  preve- 
nidos por  el  artículo  308  de  la  citada  Ley.  No  vale, 
en  consecuencia,  cualquiera  estipulación  sobre  ar- 
bitramento que  no  se  conforme  con  la  regla  apun- 
tada. (VII,  317,  1.";. 

—  109 — No  es  dado  a  los  particulares  sustraerse  á  la 
jurisdicción  que  corresponde  al  Poder  Público, 
creado  según  las  instituciones  políticas  como  un 
elemento  necesario  para  el  orden  social,  y  sólo  se 
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les  permite  someter  sus  cuestiones  á  arbitramento1 
cuando  la  ley  terminantemente  los  faculta,  por- 
que establece  la  institución  arbitral  con  tal  que  se 
llenen  los  requisitos  indispensables  que  la  misma 
ley  enumera,  con  el  fin  de  dar  validez  y  firmeza 
á  los  actos  y  decisiones  que  los  Arbitros  ejecutan  y 
pronuncian  (1).  (XI,  192,  I.»). 

Arrendamiento,  no. — El  articulo  19S7  del  Código  Civil,  al  ha- 
blar de  cualquiera  persona  á  quien  el  arrendador 
pueda  vedar  que  turbe  en  el  goce  de  la  posesión 
al  arrendatario,  no  se  refiere  sino  á  individuos 
particulares,  y  no  á  la  autoridad  pública,  cuyos 
actos  están  calificados  en  la  ley  como  imprevistos, 
ó  que  no  es  posible  resistir.  (VI,  125t  1^). 

11 1 — El  arrendador  no  tiene  obligación  de  pagar  al 
arrendatario  el  costo  de  las  reparaciones  hechas  en 
la  cosa  arrendada,  aunque  ellas  sean  indispensa- 
bles y  no  meramente  locativas,  cuando  el  menos- 
cabo que  se  repara  no  ocurre  después  de  celebrado 
el  contrato  y  durante  el  arrendamiento,  sino  que 
existe  de  un  modo  manifiesto  desde  antes  de  cons- 
tituirse aquél;  pues  en  tal  caso  se  supone  que  el 
arrendatario  quiso  la  cosa  en  el  estado  en  que  se 
encontraba  cuando  contrató,  estipulando  como 
más  le  conviniera.  (VIH,  77,  2.'). 
Véanse  números  280,  310,  387, 1,076. 

—  DE  servicios.    112 — Los  servicios  prestados  por 

una  enfermera  no  pueden  ser  clasificados  entre 
los  inmateriales  de  que  hablan  los  artículos  2063 
y  2144  del  Código  Civil,  porque  el  rasgo  caracte- 
rístico que  distingue  á  éstos  de  los  materiales  con- 
siste en  que  en  ellos  predomínala  inteligencia  so- 
bre la  obra  de  mano;  y  los  servicios  que  preste  una 

(l)  Bajo  la  vigencia  del  artlcalo  M  de  la  Ley  57  de  1887  no  m  poiiSa,  so  pena  de 
nulidad,  constituir  nn  tribunal  de  arbitramento  en  lo*  términos  en  que  lio;  lo  auto, 
rica  la  Ley  IOS  de  1890. 
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enfermera  no  pueden  ser  otros — fuera  de  los  rela- 
tivos á  dar  consuelos  al  enfermo  y  levantar  su 
parte  moral  (servicios  inapreciables  puesto  que  no 
obligan  sino  en  el  fuero  de  la  conciencia) — que 

ios  naturales,  con  la  aplicación  de  los  remedios 
y  el  cuidado  personal  del  enfermo,  en  los  cuales 
no  juega  papel  importante  la  inteligencia.  (IX, 

194,  2.»  y  195,  l.«). 
Yéaae  número  1,159. 

Arrendatario.  113 — El  arrendatario  de  una  renta  departa- 
mental tiene  derecho  al  pago  de  perjuicios,  de 
acuerdo  con  el  artículo  1987  del  Código  Civil, 
cuando,  en  virtud  de  disposiciones  de  una  Orde- 
nanza posterior  al  contrato,  se  disminuye  para 
¿1  el  producto  de  la  renta.  (XII,  139,  1.'). 
Véanse  números  101, 111,  1,370. 

Arresto.  114 — Notificada  á  un  individuo  la  pena  de  multa, 

si  no  la  paga,  el  empleado  ó  funcionario  que  la  im- 
puso debe  convertírsela  en  arresto,  aunque  el  pe- 
nado denuncie  bienes  para  el  pago.  (III,  30,  2.*). 

—  115 — La  pena  de  arresto,  cuando  se  ha  de  sufrir 

en  sustitución  de  la  de  multa,  puede  pasar  de 
cuatro  años,  de  acuerdo  con  el  artículo  67  del 
Código  Penal ;  pero  no  puede  exceder,  cualquiera 
que  sea  la  cuantía  de  la  multa,  de  veinticinco 
años,  de  conformidad  con  el  artículo  71  del  propio 
Código  (1).  (XI,  180,  2.'). 

Véanse  números  8,  38, 124,  336, 525,  526, 633,  760,  783, 
881,  942, 1,061, 1,105,  1,116, 1,128,  1,151, 1181. 

Articulaciones.  116 — En  los  juicios  de  naturaleza  breve  y  su- 
maria, como  son  los  ejecutivos,  no  pueden  tener 
cabida  toda  clase  de  articulaciones,  porque  son 
juicios  especiales  en  que  debe  aplicarse  con  todo 
rigor  el  procedimiento  que  la  ley  señala  para 
ellos.  (I,  271,  l.'j. 

{ 1 )  Esta  doctrina  ha  sido  refo:  mada  por  el  articn.o  5.*  de  la  ley  34  de  1894. 
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Articulaciones.  117 — No  pueden  los  Jueces  desechar  A  priori 

ninguna  articulación,  por  infundada  que  la  es- 
timen, sino  en  el  caso  de  que  se  refiera  á  puntos 
ya  decididos.  (Acuerdo  número  533,  IV,  137,  2,*). 

—  118 — En  el  caso  del  artículo  13  de  la  Ley  135  de 
1888  (204  de  la  Ley  105  de  1S90),  el  Juez  compe- 
tente para  conocer  de  la  articulación  es  el  que 
sigue  la  ejecución  aunque  el  juicio  sea  de  menor 
cuantía  y  el  objeto  cuya  exclusión  se  pide  valga 
más  de  $  300.  (Acuerdo  número  497,  IV,  91, 1.a). 

—  119 — No  puede  introducirse  articulación  en  un 
juicio  de  deslinde  cuando  se  ha  contradicho  el 
efectuado  por  el  Juez,  con  el  fin  de  que  se  le 
dé  eficacia  á  la  posesión  de  las  partes  en  las  por- 
ciones de  terreno  señaladas  por  los  límites  que 
provisionalmente  se  han  fijado.  El  remedio  que 
queda  á  la  parte  que  se  crea  perturbada  en  su  po- 
sesión, no  es  otro  que  el  de  promover  un  inter- 
dicto posesorio,  que  tiene  que  ser  un  juicio  ente- 
ramente distinto  del  de  deslinde.  (VI,  15,  2.*). 

Véanse  números  497,  506,  650,  1,313, 1421. 

Asambleas.    120 — La  facultad  que  tienen  las  Asambleas  para 

segregar  términos  municipales,  conforme  el  or- 
dinal 26  del  artículo  129  del  Código  Político  y  Mu- 
nicipal, está  restringida  por  disposiciones  del 
mismo  Código;  entre  ellas,  el  artículo  195;  de 
suerte  que  debe  precederse  en  vista  del  expe- 
diente que  el  Gobernador  del  respectivo  Depar- 
tamento pase  á  la  Asamblea,  con  el  informe  de 
que  habla  el  artículo  193.  (VI,  198,  2.a  ;  199,  2.»). 

—  121 — La  facultad  de  crear  y  suprimir  Municipios 
es  exclusiva  de  las  Asambleas  Departamentales, 
y  no  les  es  lícito  á  éstas  delegar  su  ejercicio  al 
Gobernador,  ni  á  otro  funcionario  ó  corporación 
pública.  (VI,  287,  1.a). 
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Asambleas.  122— Son  válidos  los  actos  de  las  Asambleas  en 
virtud  de  los  cuales  dispongan  de  alguna  renta  6 
bien  del  Departamento  en  beneficio  de  alguno  ó 
algunos  Municipios;  porque,  según  el  artículo 
169  del  Código  Político  y  Municipal,  toca  á las 
Asambleas,  no  sólo  la  organización,  recaudación 
y  manejo,  sino  también  la  inversión  de  los  bienes, 
rentas  y  contribuciones  departamentales.  (XII, 
171,  2.*  y  172,  l.«). 

—  123—  Puede  una  Asamblea  dictar  reglas  sobre  la 

administración  de  una  renta  que  ella  misma  baya 
cedido  en  beneficio  de  uu  Municipio.  (XII,  174,  2.*). 
Véanse  números  148,  393,  663,  689,  708,  731;,  733,  734, 
735,  937,  940,  948, 1,043, 1,363. 
Véase  Ordenanzas. 

Atentado  contra  la  libertad  individual.  124: — Es  responsa- 
ble de  este  delito  el  Agente  del  Ministerio  Pú- 
blico que  hace  reducir  a  prisión  ó  arresto  á 
una  persona,  pues  carece  de  autoridad  para  ello. 
(III,  94,  !.■). 
Véase  número  5. 

Atribuciones.  125 — El  Juez  que  aprehende  el  conocimiento  de 
un  negocio  judicial  para  el  cual  no  tiene  jurisdic- 
ción por  virtud  de  la  naturaleza  de  la  causa,  se 
escede  de  las  atribuciones  de  su  empleo,  y  se 
hace  responsable  de  acuerdo  con  el  artículo  454 
del  Código  Penal  (se  habla  del  Código  Nacional 
que  regia  en  el  año  de  1886,  que  corresponde  al 
artículo  565  del  que  hoy  rige).  (I,  63,  2.'). 
Véause  números  CS9,  784,  1218,  1307, 1423. 
Véase  Exceso  en  las  atribuciones. 

Luto.  126. — El  auto  en  que  se  declare  una  nulidad  y  se 

ordene  reponer  el  proceso,  debe  ser  firmado  sólo 
por  el  Magistrado  que  sustancie  la  causa  (1). 
(Acuerdo  número  248,  II,  345,  2.'). 


(1)  La  Lej  30de1S8a,  está  derogad*  en  ]n  p«rU  «n  qne  te  funda 


^ 
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Auto.  127 — Es  interlocu torio-no  de  pura  sustanciación- 

el  auto  por  el  cual  se  admite  una  tercera  persona  en 
el  juicio,  en  sostenimiento  de  la  causa  del  deman- 
dante ;  porque  la  introducción  de  un  tercer  conten- 
dor complica  6  altera  la  situación  de  las  partes  en 
el  debate  y  modifica  los  efectos  de  la  sentencia. 
(VI,  232,  l.«). 

—  128 — El  auto  en  que  se  admite  ó  niega  un  poder 
es  de  pura  sustanciación,  y  debe  ser  firmado  sola- 
mente por  el  Magistrado  sustanciador,  en  la  pri- 
mera instancia;  si  lo.  firman  todos  los  Magis- 
trados de  la  Sala  de  decisión,  aunque  se  cause 
gravamen  irreparable  por  la  sentencia  definitiva, 
esa  circunstancia  no  cambia  la  naturaleza  del  auto, 
ni  da  por  sí  sola  jurisdicción  á  la  Corte  para  co- 
nocer de  la  apelación  contra  él  interpuesta.  (XII, 
376,  1.»). 

—  129 — El  auto  que  contenga  un  mandamiento  de 
ejecución  dictado  por  un  Tribunal  Superior  en 
primera  instancia,  debe  llevar  la  firma  de  los  Ma- 
gistrados que  formen  la  Sala  de  decisión,  so  pena 
de  nulidad.  (XI,  324,  1.*). 

Véanse  números  6, 10,  80,  85, 90,  97, 154, 167, 231,  341, 
636,  667,  838,  869,  944,  953,  954,  957,  964,  968,  1,134, 
1,320, 1,376,  1,389,  1,422. 

—  de  detención.  130 — El  auto  en  que  un  funcio- 
nario de  instrucción  ordena  la  detención  del  sin- 
dicado, no  es  apelable.  (Acuerdo  número  77,  I, 
299,  1.»). 

—  de  proceder.  131  —  De  acuerdo  con  el  artículo 
1542  del  Código  Judicial  (artículo  345  de  la  Ley 
105  de  1890),  en  el  auto  de  enjuiciamiento  no  se 
han  de  determinar  las  disposiciones  legales  infrin- 
gidas ó  que  prevén  el  caso;  pero  esa  disposición  nr 
impide  que  el  Juez,  en  la  parte  motiva,  no  en  U¡ 
resolutiva  del  auto,  haga  mérito  de  alguna  ó  algu- 
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naa  disposiciones  penales.  El  auto  no  queda  enton- 
ces viciado,  ni  se  puede  dejar  de  dictar  sentencia 
por  no  aplicar  otras  leyes  distintas  de  las  que  se 
hablan  citado.  (I,  240,  1.'). 

Auto  de  proceder.  132. — Este  auto  puede  ser  reformado  ó  revo- 
cado por  el  Juez  que  lo  dictó  (artículo  1734  del  Có- 
digo Judicial,  355  déla  Ley  105  de  1890),  sin  que 
para  resolver  sobre  la  revocación  ó  reforma,  se 
puedan  admitir  y  calificar  pruebas  distintas  de  las 
que  hay  en  el  sumario.  (Acuerdo  número  648,  IV, 
387,  2.*). 

—  133 — No  hay  oposición  entre  el  articulo  1629  y  el 
1734  del  Código  Judicial.  El  primero  significa  que 
en  el  curso  del  juicio,  es  decir,  cuando  se  ha  eje- 
cutoriado el  auto  de  proceder,  no  se  puede  ya  so- 
breseer, y  la  causa  debe  terminar  precisamente 
por  sentencia.  El  segundo  habla  de  la  facultad  que 
tienen  los  Jueces  de  revocar  ó  reformar,  á  petición 
de  parte  legitima,  los  autos  ínterlocutorios  y  los 
de  sustanciación  que  dicten  en  las  causas  crimina- 
les, siempre  que  la  petición  se  haga  dentro  da  las 
cuarenta  y  ocho  horas  siguientes  á  la  notificación. 
üo  hay  motivo  para  excluir  de  esta  facultad  el 
auto  de  proceder,  sin  que  para  resolver  sobre  la 
revocación  Ó  reforma,  se  pueda  admitir  y  calificar 
pruebas  distintas  de  las  que  hay  en  el  sumario  (1). 
(Acuerdo  número  648,  V,  9,  1."  y  i.*). 

Véanse  números  12,  44, 245, 327,  348,  595,  1,005,  1,009, 
1,017,  1,275,  1,328. 

—  de  sustanciación.  134: — Los  que  profiera  el  Ma- 
gistrado sustanciador,  aun  cuando  causen  grava- 
men irreparable  por  la  sentencia  definitiva,  son 
apelables  para  ante  el  Magistrado  ó  Magistrados 
que  concurran  á  formar  la  Sala  de  decisión.  El  ar- 
tículo 88  del  Código  de  Organización  Judicial  no 


(I)  El  articulo  1734,  ciUdo,  eiti  nbrogwlo  por  el  85S  <t«  1»  Ley  105  di  1190. 


S&  JURISPRUDENCIA 

se  aplica  sólo  á  los  casos  en  que  los  Tribunales  co- 
nocen en  segunda  instancia.  (V,  343,  1.a). 

Auto  de  büstanciación.  135— En  materia  criminal  no  son  apela- 
bles estos  autos.  (V,  406,  1.a). 
Véanse  números  82,  88,  93,  127,  128,  1,287  á  1,290. 

—  ejecutivo.  136 — Cuando  se  persiga  en  juicio  eje- 
cutivo una  finca  hipotecada,  debe  designarse  en 
el  auto  de  ejecución  el  nombre  de  la  persona  que 
sea  poseedora  de  la  finca.  Si  así  no  se  procede,  no 
es  válida  la  notificación  que  luego  se  baga  de  tal 
auto  á  la  persona  que  posee  el  inmueble.  (I,  276, 

2/ y  277,  1.»). 

Véanse  números  89, 129,  686, 1,411. 

—  interlocutorio.  137  —  Los  de  esta  especie  que 
dicten  los  Tribunales  Superiores  de  Distrito  Judi- 
cial en  los  negocios  de  que  conozcan  en  primera 
instancia,  deben  ser  firmados  por  tres  Magistra- 
dos; los  que  dicten  en  negocios  de  segunda  instan- 
cia, sólo  debe  firmarlos  el  sustanciador  (1).  (XI, 

200,  2.a). 

Véanse  números  88,  127,379   399,  1,165,  1,287  á  1,290, 

1,331. 

—  para  mejor  proveer.  138— La  Corte  puede  dictar 
autos  para  mejor  proveer,  en  el  recurso  de  casa- 
ción (2).  (III,  196,  1.*). 

Avalúo  pericial.  139 — No  es  permitido  al  Juez  fijar  álos  peri- 
tos avaluadores  de  perjuicios  una  base  tal,  que 
destruya  la  libertad  de  los  peritos  y  fije  de  ante- 
mano los  perjuicios.  (III,  262,  2.R). 

—  140 — Para  la  estimación  de  perjuicios  el  avalúo 
pericial  no  hace  fe  cuando  el  dictamen  se  funda 
únicamente  en  datos  contenidos  en  las  pruebas 
del  juicio.  Debe  fundarse,  además,  en  los  propio? 
conocimientos  de  los  peritos  sobre  economía  y  es- 


(1)  Véase  ei  articulo  8.°  de  la  Ley  169  de  1896» 

(2)  Véase  el  artículo  83  de  la  Ley  169  de  1896,  que  modifloa  esta  doctrina. 
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tadística,  de  acuerdo  con  el  artículo  662  del  Códi- 
go Judicial  (1).  (V,  3,  I,*), 

Avalúo  pericial.  141 — Enlos  juicios  sobierescisión  del  contrato 
de  venta  por  lesión  enorme  no  influye  en  contra  de 
la  prueba  pericial  que  en  ellos  se  practique  la  cir- 
cunstancia de  que  en  una  ejecución  posterior  á 
la  venta  baya  sido  avaluada  la  finca  en  otro 
precio;  tales  avalúos  deben  referirse  á  la  época 
del  contrato  y  hacerse  en  el  mismo  juicio  de  rea- 
cisión,  con  intervención  de  las  partes.  (V,  276,  2.«). 

—  142 — En  la  tasación  de  perjuicios,  si  uno  de  los 

peritos  nombrados  por  las  partes  no  fija  cantidad 
ninguna,  porque  cree  que  no  se  ban  causado  per- 
juicios, y  el  otro  perito  y  el  tercero  en  discordia 
fijan  cantidades  diferentes,  el  Juez  debe  optar  por 
la  suma  menor;  pues  hay  duda  en  saber  si  se  toma 
el  medio  aritmético,  duda  que  debe  resolverse  en 
favor  del  demandado.  (V,  SSS,  2.'). 
Véanse  los  números  221,255,  444,  1,073,  1,074,  1,078» 
1,235. 

(1)  El  artículo  662,  citado,  está  subrogado  por  el  80  de  la  Ley  105  da  1880, 
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Baldíos.  143 — En  los  juicios  que  inicien  los  cultivadores  de 

tierras  baldías  comprendidas  dentro  de  los  liude- 
i  os  de  una  adjudicación  hecha  por  el  Gobierno, 
contra  los  adjudicatarios  délas  mismas  tierras,  no 
esta  interesada  la  Nación ;  es  un  asunto  entre  par- 
ticulares, y,  por  lo  mismo,  la  autoridad  competen- 
te para  conocer  de  la  demanda  respectiva  es  aquella 
que,  por  la  cuantía  del  aBunto  ó  por  la  ubicación 
de  las  tierras,  deba  conocer  conforme  al  derecho 
común.  Un  litigio  de  esta  clase  podrá  interesar  á 
la  Nación  en  caso  de  que  se  impugne  la  calidad 
de  baldíos  de  los  terrenos  en  la  oposición  que 
oportunamente  se  formalice  ó  que  se  pretenda 
comprender  en  la  entrega  de  bienes  de  la  Nación; 
y  en  un  evento  semejante  formalizará  la  deman- 
da, ó  citada  para  sanear  la  evicción,  deberá  cono- 
cer de  ella  el  Tribunal  competente  eu  estos  litigios. 
(IV,  224,  l.'y  2.';  V,  358,  1.'). 

„  544 — Si  en  la  adjudicación  de  tierras  baldías  se 

presentan  cultivadores  á  solicitar  que  se  excluya 
de  la  posesión  una  parte  de  terreno,  no  se  conside- 
ra á  la  Nación  como  parte;  porque  por  el  hecho  de 
pedirse  la  posesión  de  tierras  compradas  á  la  Na 
ción,  no  se  establece  acción  judicial  ninguna  con 
tra  ésta;  tampoco  los  cultivadores,  al  solicitar  lí 
exclusión  de  los  lotes  cultivados,  entablan  deman 
da  contra  la  misma^  ni  aun  contra  los  adjudica 
tarios.  (IV,  262,  2.'). 
Véase  el  número  152. 
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Banco  Nacional.  145 — Para  los  efectos  jurisdiccionales  debe 
reputarse  que  tiene  interés  la  Nación  en  los  nego- 
cios en  que  figure  como  litigante  el  Banco  Nacio- 
nal (1).  (I,  106,  2.»)- 

—  140.—  Los  créditos  del  Banco  Nacional  tienen  pre- 
lación  sobre  los  otros  créditos,  porque,  siendo  como 
sou,  créditos  del  Fisco,  se  deben  considerar  incluí- 
dos  en  el  ordinal  6.°  del  artículo  2495  del  Código 
Civil.  (2)  (I,  107,  2.'). 

—  147 — El  Banco  Nacional  y,  en  general,  la  Nación, 
no  están  exentos  de  suministrar  al  defensor  que  al 
demandado  se  nombre  en  juicio  en  que  sean 
demandantes,  lo  necesario  para  gastos  del  juicio. 
Este  debe  suspenderse  en  tanto  que  no  se  haga 
el  suministro,  como  en  el  caso  en  que  el  deman- 
dante sea  un  particular.  (II,  251,  2.'). 

Véanse  los  números  53,  457,  555,  605,  83C,  837,  934, 
1,121. 

Beneficencia.  145— Segúnlos  ordinales  8.° y  9.»  del  artículo  129 
del  Código  Político  y  Municipal,  las  Asambleas 
Departamentales  no  pueden  administrar  los  esta- 
blecimientos de  beneficencia  y  caridad  de  carác- 
ter privado,  sino  únicamente  trabajar  por  el  fo- 
mento de  ellos,  porque  la  administración  sólo  se 
les  concede  sobre  los  que  tienen  el  carácter  de 
públicos.  (V,  397,  2.*). 

Beneficio  de  inventario.  149 — No  obsta  á  este  beneficio  el  he- 
cho de  haber  sido  alguno  ó  algunos  declarados 
herederos  antes  de  la  formación  del  inventario 
con  tal  que,  par  otra,  parte  no  haya  constancia  de 
que  hicieran  actos  de  herederos.  (X,  3,  2.«). 

(1)  Las  doctriiiiis  referentes  al  BaniíO  Nacional  no  tienen  hoy  mis  que  un  interés 
íativo,  pies  la  Ley  Tú  de  1894  ordenó  la  liquidación  de  este  E.Ht¡it>]ec:  miento,  el  cual 
'  quediido  reducido  á  no»  simple  Oficina  de  emisión  bajo  la  dependencia  del  Minía- 
lo del  Tesoro. 

(■■)  El  artículo  14  de  la  Ley  63  de  1892  molifica  esta  doctrina  al  establecer  que 
prelaoión  del  Banco  >.  ■  la  del  numeral  1,°  del  articulo  2502  del  Código  Civil. 
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Bienes  desamortizados.  150  —  La  simple  inscripción  en  el  re- 
gistro de  Bienes  desamortizados  no  puede  cambiar 
la  naturaleza  de  los  bienes  ni  sujetarlos  a  condi- 
ciones distintas  de  las  establecidas  claramente 
por  las  leyes.  (T,  403,  2.»). 

—  públicos.  151 — Un  Municipio  puede,  por  medio 
de  su  Consejo  Municipal,  conceder  permiso  á  par- 
ticulares para  construir  galerías  en  una  plaza  pu- 
blica, sin  enajenar  el  suelo  en  que  se  haga  la  cons- 
trucción. Esta  facultad  se  desprende  del  artículo 
199  de  la  Constitución  y  del  inciso  11  del  artículo 
208  del  Código  Político  y  Municipal  (1).  (VII, 
120,  2.'). 

—  152— Las  porciones  de  tierras  baldías  que  se  desti- 
nan á  objetos  especiales,  como  plazas,  calles,  cami- 
nos, etc.,  dejan  de  estar  sometidas  al  derecho  co- 
mún, y  no  pueden  ocuparse  y  adquirirse  por  los 
medios  que  señala  la  ley  para  la  adquisición  de 
baldíos  en  general.  Se  bacen  bienes  de  uso  públi- 
co y  quedan  fuera  del  comerc¡o(2).  (XI,  312,  2.*). 
Véase  División  de  bienes  comunes. 

Buena  fe.  153 — Para  que  el  poseedor  pueda  ser  reputado  de 
buena  fe,  se  requiere  necesariamente  la  existen- 
cia de  un  título  constitutivo  ó  traslaticio  de  do- 
minio, esto  es,  la  prueba  de  una  relación  de  dere- 
cho de  las  que  confieren  originaria  ó  deiivati va- 
mente  la  propiedad  de  las  cosas,  en  virtud  de  la 
cual  el  poseedor  pueda  adquirir  fa  conciencia  de 
que  ha  recibido  la  cosa,  por  medios  legítimos,  do 
quien  tenía  facultad  de  enajenarla.  No  puede,  en 
consecuencia,  presumirse  poseedor  de  buena  fe  á. 
quien  no  muestra  título,  ó  sea  la  causa  ó  razón 
por  que  recibió  la  cosa.  (VI,  86,  2."). 
Véase  el  número  1,141. 


(1)  Víase,  ademis,  el  artícn'o  H80  da]  Código  Civil. 

(2)  Víame  loi  articulo»  3J1  ¡  3¿19  del  WdigoUmly  el  3*  de  la  Lev  48  de  188^ 
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Caducidad.  154 — Al  demandante  á  quien  se  dan  los  autos  en 
traslado  y  los  demora  por  más  de  un  año,  Bin  ha-  • 
cer  ninguna  gestión,  se  le  debe  aplicar  la  sanción . 
que  establece  el  artículo  54  de  la  Ley  105  de  1890, 
en  vez  de  la  que  indica  el  artículo  521  del  Código- 
Judicial  (1).  (XI,  271,  2.'). 

Calumnia.  155— Basta  que  aparezca  la  prueba  de  los  dichos  6 
conceptos  referentes  á  los  delitos  ó  actos  deshon- 
rosos imputados,  para  que  el  derecho  del  acusa- 
dor quede  establecido,  tocando  al  acusado  ejerci- 
tar también  sus  respectivos  derechos;  esto  es, 
pudiendo  en  el  curso  del  juicio  desvanecer  el  car- 
go. (III,  340,  l.'j  IV,  233,  1."). 

—  156 — Cuando  se  injuria  ó  calumnia  por  medio  de 

escrito  que  circula  en  distintos  Circuitos,  la  com- 
petencia de  los  Jueces  para  conocer  del  delito  se 
determina  de  acuerdo  con  los  artículos  228  y  229 
de  la  Ley  57  de  1887.  (Acuerdo  número  447, 
IV,  10,  1."). 

157 — No  constituye  delito  de  calumnia  la  simple 
afirmación  do  que  otras  personas  ó  la  voz  publica 
señala  al  supuesto  calumniado  como  autor  de  un 
delito  ó  de  un  hecho  deshonroso.  No  es  bastante 
que  uno  diga  que  de  otro  se  dice  que  es  asesino 
para  que  al  primero  se  le  pueda  condenar  como 
calumniador.  Para  que  hayu  calumnia  se  requiere 


o  2i  du  la  I.ey  100  de  1892,  que  rtformí  ti  54  de  la  Ley  105 
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la  afirmación  rotunda  de  un  hecho  que  sea  delito 
ó  cause  deshonra  al  calumniado  (1).  (VI,  24,  I.»). 

Calumnia.  153. — Para  la  apreciación  de  este  delito,  lo  mismo 
que  del  de  injuria,  es  necesario  atender  ,'¡  la  natu- 
raleza del  hecho  que  las  constituye,  según  el  al- 
cance moral  que  tal  hecho  tenga  en  el  sentir  de  las 
gentes  sensatas,  criterio  que  debe  guiar  al  Juez 
en  la  apreciación  del  mal  del  delito.  (IX,  240,  L,*; 
272,  1/  y  2.'). 

—  159— No  se  comete  este  delito  cuando  el  hecho 
imputado  es  meramente  hipotético  y  no  positivo, 
único  que  puede  calificarse  de  falso  ó  de  verdade- 
ro. (X,  47,  l.';216,  l.4). 

—  160— Para  que  exista  el  delito  de  calumnia  es  pre- 
ciso que  se  impute  al  ofendido  un  hecho  concreto 
criminoso  ó  deshonroso.  No  basta  una  imputación 
vaga  ó  muy  general,  como  si  se  dice  de  alguno 
que  es  ladrón  ó  falsario.  (XII,  64,  1.'). 

Véase  el  número  1,050. 

Capellanías.  101 — En  los  juicios  sobre  capellanías  no  tiene  hoy 
interés  la  Nación  sino  en  casos  excepcionales,  por- 
que el  artículo  1483  del  Código  Judicial  fue  dero- 
gado por  el  271  de  la  Ley  153  de  1887  (2).  (II, 
211,  1..;  y  333,  2."). 

—  162 — T>a  Corte  Suprema  no  tiene  hoy  jurisdicción 
para  conocer  en  estos  juicios.    (II,  333,  2.'). 

—  163— Como  es  obvio  que  en  las  capellanías  cuyo 
principal  se  ha  redimido  en  el  Tesoro  público, 
sólo  corresponde  al  Gobierno  la  obligación  de  pr 
gar  los  réditos  al  patrono  ó  capellán,  y  en  manei 
alguna  la  facultad  de  declarar  á  quién  toque  i 
derecho  de  gozarlos, — es  igualmente  claro  que  r 

(1J  Véase  el  «tlculo  28  de  U  Lay  51  de  1898,  «obre  pren«a. 
(2)  Derogado  por  el  323  de  la  L.-y  105  de  1830. 
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caen  bajo  la  jurisdicción  de  la  Corte  en  segunda 
instancia  las  controversias  entre  particulares  con- 
cernientes a  la  provisión  de  tales  capellanías,  por- 
que en  ello  no  se  mezcla  para  nada  el  interés  de 
la  Nación.  (VIII,  367,  2.'). 
Véanse  ntimeroB  150,  272, 1,135,  1,140. 

Cargador.  161 — El  mensajero  de  correos  no  se  reputa  carga- 
dor de  la  nave  que  conduce  aquéllos.  Es  un  em- 
pleado del  Gobierno  investido  de  carácter  militar, 
cuyas  funciones  se  limitan  á  custodiar  el  correo, 
sin  que  pueda  en  ningún  caso  figurar  como  dueño 
de  lo  que  el  correo  conduce  (Resolución  del  Poder 
Ejecutivo  de  7  de  Junio  de  1890.  Diario  Oficial 
Díunero  1,949).  Al  cargador  se  toma  por  dueño  de 
las  mercaderías  según  los  artículos  240,  288,  291 
y  otros  del  Código  de  Comercio  Marítimo.  (IV, 
146,  2.'). 

Casación.  165 — Cuando  haya  lugar  al  recurso  de  casación 
en  negocios  criminales  y  medien  para  ello  con- 
juntamente la  consulta  de  oficio  y  al  recurso  de 
la  parte,  la  primera  no  debe  impedir  el  último,  y 
aun  éste  es  preferente;  porque  la  consulta  de  oficio 
es  una  precaución  legal  ó  un  remedio  subsidiario, 
que  no  puede  empequeñecer  el  primordial  de  la 
parte  á  quien  la  sentencia  afecta.  (I,   249,   2.*). 

—  166 — De  acuerdo  con  la  Ley  61  de  1886  no  es  ad- 
misible el  recurso  de  casación  cuando  en  la  senten- 
cia recurrida  se  hayan  aplicado  leyes  de  los  anti- 
guos Estados  que  no  rijan  en  todo  el  país  (1). 
(I,  250,  2.»;  II,  339,  2.',  y  340,  2.'). 

168, 170, 171. 

—  1 67 — El  auto  en  que  se  niegue  un  recurso  de  casa- 
ción no  es  apelable.  El  recurso  que  queda  contra 


(!)  La  citada  disjoiicidn  está  reemplazada  por  o 
-y  16Bde  lf86. 


.  V&ue  articulo  !•  de  U 
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esa  negativa  no  esotro  que  el  de  ocurrir  á  la  Corte 
de  hecho.  (1)  (I,  346,2.'). 
Casación.        168 — No  tiene  cabida  este  recurso  cuando  en  la 
sentencia  del  Tribunal  respectivo  se  han  aplicado- 
leyes  que  sólo  fueron  seccionales.  (II,  51,  2.'). 

—  169 — En  materia  criminal  no  puede  tener  cabida 
el  recurso  de  casación,  cualquiera  que  sea  el  mo- 
tivo que  se  alegue,  sino  cuando  se  trata  de  alguno 
de  los  delitos  á  que  se  refiere  el  articulo  29  de  la 
Constitución.  (II,  111,  1.»). 

189 
— .  170 — No  puede  intentarse,  ni  menos  admitirse, 

según  lo  dispuesto  en  el  artículo  65  de  la  Ley  61 
de  1886,  recurso  de  casación  contra  sentencias  que 
se  hayan  proferido  de  acuerdo  con  la  legislación 
de  alguno  de  Iob  extinguidos  Estados  Soberanos. 
(II,  138,  1.»). 

—  171 — El  recurso  de  casación  no  debe  ser  admitido 
(bajo  la  vigencia  de  la  Ley  61  de  18S6)  sino  cuan- 
do en  las  decisiones  que  den  lugar  á  él  se  haga 
aplicación  de  la  legislación  unificada,  esto  es, 
cuando  dichas  decisiones  recaigan  sobre  actos  ó 
contratos  que  hayan  tenido  lugar  después  del 
veintidós  de  Julio  de  1887.  (II,  189,  1.';  202,  2.-). 

170 

—  172 — La  sentencia  por  la  cual  se  declaran  proba- 
das las  excepciones  propuestas  eu  juicio  ejecutivo, 
tiene  el  carácter  de  definitiva,  y.  en  consecuen- 
cia, hay  que  considerarla  comprendida  en  la  dis- 
posición del  articulo  36  del  Código  Judicial,  para 
admitir  respecto  de  ella  el  recurso  de  casación  (2). 
(Acuerdo  número  193,  II,  145,  2.';  Acuerdo  nú- 
mero 403,  III,  364,  1.';  V,   86,    l.11;  1.'  351,  1/). 

193,  201,  214,  265,  1,308,  1,310,  803. 


(1)  Véase  «rtírulo  54,  Ley  ICO  de  1892,  que  contiene  la  misma  doctrina. 
(2)  El  artículo  205  de  la  Ley  105  de  1890  no  da  tal  caríc-teriesta  cla'«  de  sen 
tenciaa,  por  !o  cual  la  doctrina  de  la  Corte  es  hoy  la  contraria.   Véanse  números  214 
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Casación.  173 — El  Tribunal  ante  quien  se  interpone  el  re- 
curso de  casación  puede  fijar  prudencialmente  el 
término  para  que  el  recurrente  asegure  las  costas 
del  recurso,  y  negar  éste  si  en  el  término  que  fija 
uo  se  aseguraren  dichas  costas  (1).  (IT,  221,  2."). 

—  174 — No  es  admisible  el  recurso  de  casación  que 
se  interponga  contra  decisiones  judiciales  que  no 
tengan  el  carácter  de  sentencias  definitivas.  (II, 
230,  2.«;235,  1.';  251,  1.'). 

—  175— No  es  admisible  el  recurso  de  casación  fun- 
dado en  que  el  Tribunal  haya  dictado  dos  resolu- 
ciones contradictorias,  si  no  lo  han  sido  bajo 
el  imperio  de  la  legislación  unificada.  ( II,  230, 
2,»;  235,  X.i¡  251,  1."). 

—  176 — Es  admisible  un  recurso  de  casación  cuando 
se  alegue  contra  la  sentencia  del  Tribunal  indebi- 
da apreciación  de  pruebas,  cuando  éstas  deban 
apreciarse  conforme  á  leyes  nacionales,  por  ha- 
berse producido  en  la  vigencia  de  éstas,  aunque 
las  disposiciones  sustantivas  aplicables  al  caso 
sean  distintas  de  las  de  la  legislación  unificada. 
(III,  196,  1.-). 

—  177 — En  un  juicio  ordinario  de  deslinde  debe  pre- 
ferirse el  título  inscrito  á  las  declaraciones  de  tes- 
tigos; en  consecuencia,  es  casable  por  error  de  de- 
recho en  la  apreciación  de  las  pruebas  la  sentencia 
que  deseche  el  título  y  se  funde  en  las  declara- 
ciones. (III,  197,  1.'). 

—  178 — El  artículo  375  del  Código  Judicial  se  puede 
invocar  para  todos  los  casos  comunes  que  ocurran, 
pero  no  para  el  recurso  de  casación,  que  es  espe- 
cial y  nuevo  en  nuestra  legislación,  y  se  rige  ne- 
cesariamente por  leyes  especiales.  (IV,  13,  2.a; 
V,  85,  2.',  y  192,  1."). 


(I )  Esto  baja  la  vigencia  de  la  L;y  SI  <le  1B8A,  derogada  ¡  no  rige  hoj  la  doc- 
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Casación.  179— No  se  admite  el  recurso  de  casación  contra 
sentencias  que  se  funden  en  las  leyes  de  Partidas, 
cuando  lo  dispuesto  en  éstas  no  es  idéntico  en 
esencia  á  las  leyes  nacionales  que  están  en  vigor. 
Así,  el  contrato  de  compraventa  de  bienes  raíces 
es  consensual  en  las  Partidas  y  solemne  en  la  le- 
gislación civil  actual;  por  consiguiente,  eu  este 
caso  hay  discrepancia  esencial  para  el  efecto  de 
la  casación  entre  estas  dos  legislaciones.  (IV,  ]  27, 
l.*;351,  1.";  V,  251,  2.'). 

—  180 — Antes  de  expedirse  la  Ley  135  de  1888,  la 
Corte  habla  establecido  en  varias  sentencias  que 
eran  inadmisibles  los  recursos  de  casación  inter- 
puestos contra  sentencias  que  se  fundar, i;,  en  las 
leyes  especiales  de  los  Estados  y  las  españolas  de 
Partidas,  por  cuanto  esas  leyes  no  tenían  el  carác- 
ter general  exigido  por  el  artículo  65  de  la  Ley  61 
de  1886.  Después  de  la  vigencia  de  la  mencionada 
Ley  135  y  en  vista  de  lo  que  dispone  el  artículo  19, 
la  Corte  tiene  que  examinar,  además,  si  las  leyes 
que  se  supone  violadas  y  que  han  debido  ser  el 
fundamento  de  la  sentencia,  son  idénticas  eu^sen- 
cia  á  las  nacionales  que  están  en  vigor,  supuesto 

.  que  el  fin  principal  de  la  casación  es  el  de  unifor- 
mar la  jurisprudencia  que  rige  en  la  República, 
después  de  establecida  en  ella  la  unidad  de  legis- 
lación. (IV,  127,  1.'). 

—  1S  i — La  Corte  no  puede  ocuparse  en  casación  sino 
de  las  causales  alegadas  en  el  escrito  en  que  se 
funde  el  recurso.  (IV,  131,  2.*;  V,  12,  2.'). 

186, 191. 

—  182— La  cita  de  una  ley  derogada  no  vicia  la  sen- 
tencia recurrida,  pues  la  Corte  ha  establecido  que 
no  es  caBable  una  sentencia  porque  el  Tribunal 
cite  ó  nó  ciertas  disposiciones  en  el  fallo,  sino  por- 
que se  hayan  violado  las  leyes  aplicables  al  caso 
controvertido.  (IV,  164,  1.*). 


DE   LA   CORTE   SUPREMA   DE   JUSTICIA  43 

Casación.  183 — Si  en  la  demanda  de  una  cantidad  de  dinero 
□o  se  mencionan  intereses,  éstos  no  se  computan 
en  la  cuantía  que  se  exige  para  que  sea  admisible 
el  recurso  de  casación.  (IV,  170,  2.»). 

—  184 — Como  los  recursos  de  casación  sólo  se  conce- 
den contra  las  sentencias  definitivas  délos  Tribu- 
nales, no  es  admisible  el  que  se  interpone  contra 
la  providencia  en  que  un  Tribunal  declara  nulo  un 
proceso  por  falta  de  jurisdicción  en  el  Juez  res- 
pectivo. (IV,  231,  l.«). 

185 — La  simple  divergencia  de  opiniones  entre  el 
Tribunal  y  la  Corte  acerca  de  la  apreciación  de 
una  prueba,  no  basta'para  que  pueda  casarse  una 
sentencia  por  error  de  hecho;  es  necesario  que  la 
equivocación  del  Tribunal  sea  evidente,  y  que  esta 
evidencia  resulte  de  documentos  ó  actos  auténti- 
cos. (IV,  268,  1.';  XI,  220,  1.'). 
605. 

—  186 — Aun  cuando  aparezca  una  causal  de  casa- 
ción, la  Corte  no  puede  tenerla  en  cuenta,  si  no 
se  ha  señalado  en  el  escrito  en  que  se  funda  el 
recurso.  (IV,  356,  1.*). 

181. 

—  187 — No  son  motivo  de  casación  las  omisiones  de 
una  sentencia  relativas  á  pretensiones  no  deduci- 
das oportunamente  en  el  pleito.  (IV,  357,  1.*). 

—  188 — No  es  casable  una  sentencia  por  no  contener 
declaración  alguna  sobre  pretensiones  no  deduci- 
das oportunamente  en  juicio.  (V,  12,  2.'). 

—  189 — La  Corte,  como  Tribunal  de  casación,  sólo 
conoce,  en  lo  criminal,  de  las  sentencias  que  se 
pronuncien  por  la  comisión  de  los  delitos  que  de- 
signa el  artículo  29  de  la  Constitución  ( excepto 
los  militares  de  que  habla  el  mismo  artículo),  pero 
cuando  aquéllos  sean  definidos  en  el  grado  máxi- 
mo de  giavedad.  (V,  30,  2.»;  55,  I.*). 
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Casación. 


190 — No  es  admisible  el  recurso  de  casación  con- 
tra las  providencias  que  ponen  fin  á  los  juicios 
posesorios,  porque  no  tienen  propiamente  el  carác- 
ter de  sentencias  definitivas,  pues  dejan  á  salvo 
el  derecho  para  litigar  en  juicio  ordinario.  (V, 
86,2.a;  50,  1.a). 

191 — El  recurso  de  casación  no  puede  interponer- 
se sino  por  la  misma  parte  ó  por  un  apoderado  es- 
pecial; por  consiguiente,  los  parientes  y  demás 
personas  de  que  habla  el  artículo  346  del  Código 
Judicial  no  pueden  interponerlo.  (V,  192,  1."). 
101,  222, 237,  1,103,  243. 

192 — Es  sentencia  definitiva  la  providencia  en  que 
la  Corte  declara  no  haber  lugar  á  recurso  de  ca- 
sación, ó  que  es  inadmisible  tal  recurso  (1).  (V, 
222,  1.*). 

193 — No  es  admisible  el  recurso  de  casación  con- 
tra la  providencia  que  declara  probadas  ó  nó  las 
excepciones  dilatorias  propuestas  en  juicio  ordi- 
nario, porque  tal  providencia  no  es  sentencia  de- 
finitiva sino  interlocutoria,  cualquiera  que  sea  el 
alcance  de  una  determinación  de  esta  clase  y  los 
efectos  que  deba  surtir,  puesto  que  ella  no  puede 
invocarse  en  otro  juicio  como  decisión  que  tenga 
efecto  de  cosa  juzgada,  ni  impide  el  ejercicio  de 
una  nueva  acción  ordinaria  sobre  lo  mismo.  (V, 

261,  2.a). 

172,  174. 

194 — No  es  casable  una  sentencia  por  motivo  de 
causal  de  nulidad  que  no  se  alega,  aunque  apa- 
rezca de  manifiesto  en  los  autos;  pero  si  la  sen- 
tencia se  casa  por  otras  causales,  y  entra  la  Corte 
á  dictar  el  fallo  qne  deba  sustituirla,  es  claro  que 
en   éste  debe  subsanar  el  error.    (V,    276,  2.a; 

316,  1.a). 

181. 


(1 )  Esta  doctrina  se  fundó  en  el  artículo  52  de  la  Ley  61  de  1886,  artículo  ya 
abrogado. 
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Casación,  195 — Es  casable  la  sentencia  dictada  en  un  juicio 
rescisorio  por  le3Íón  enorme  cuando  se  priva  al 
demandado,  por  omisión,  de  la  elección  facultati- 
va que  le  reconoce  el  articulo  1948  del  Código 
Civil.  (V,  276,  2.'). 

—  196 — En  loe  negocios  criminales  sujetos  al  recur- 
so de  casación,  la  Corte  no  tiene  que  examinar  si 
las  pruebas  que  sirvieron  para  formar  la  convic- 
ción del  Jurado  son  ó  nó  jurídicas,  supuesto  que 
él  estima  los  hechos  conforme  á  su  conciencia;  lo 
que  la  Corte  examina  únicamente  es  si  las  reso- 
luciones del  Jurado  son  contrarias  á  la  evidencia 
de  lo  que  del  mismo  proceso  aparece.  (VI,  35,  l.*). 

—  197 — No  puede  la  Corte  de  casación  revisar  el  ve- 
redicto del  Jurado,  porque  se  llegaría,  si  lo  hiciera, 
á  la  consecuencia  inevitable  da  la  redundancia  é 
inutilidad  del  Jurado  en  aquellos  casos  en  que  la 
ley  exige  su  concurso  de  un  modo  imperativo. 
(VI,  38,  1.'). 

—  198 — Los  recursos  de  casación  interpuestos  y  ad- 
mitidos durante  la  vigencia  de  una  ley  y  pendien- 
tes cuando  principia  á  regir  otra,  conforme  á  la 
cual  no  serían  admisibles,  deben  adelantarse  y 
decidirse  de  acuerdo  con  la  ley  antigua;  porque 
dejarlos  indecisos  equivaldría  á  declarar  ejecuto- 
riada una  sentencia  que  no  tenía  fuerza  obligato- 
ria; lo  que  vulneraría  en  cierto  modo  derechos 
adquiridos,  ó  haría  eficaces  obligaciones  no  decla- 
radas de  una  manera  firme.  (VI,  53,  1/;  VIII, 
368,  2."). 

224,  226. 

—  199— Si  de  acuerdo  con  las  leyes  vigentes  en  uno 
de  los  extinguidos  Estados  Soberanos  se  exigía 
para  la  prescripción  un  lapso  de  tiempo  distinto  del 
que  se  exige  en  las  leyes  ahora  vigentes,  no  puede 
tener  cabida  el  recurso  de  casación  tratándose  de 


46  /  JURISPRUDENCIA 

/ 

una  sentencia  en  que  se  hayan  aplicado  las  pri- 
meras dichas  leyes.  (VI,  J20,  1.'). 

Casación.  200 — Contra  las  sentencias  pronunciadas  bajo  el 
imperio  de  la  Ley  61  de  18S6,  pero  notificadas 
bajo  la  vigencia  de  la  Ley  105  de  1890,  no  puede 
interponerse  recurso  de  casación  de  acuerdo  con 
aquella  ley,  sino  de  conformidad  con  ésta.  (VI, 
149,  2.»). 

—  201— No  tiene  cabida  el  recurso  de  casación  con- 
tra una  sentencia  interlocutoria  en  que  se  haya 
declarado  probada  la  excepción  dilatoria  de  cosa 
juzgada,  cualquiera  que  sea  el  efecto  que  ese  fallo 
haya  de  producir.  (VI,  245,  2.'). 

172,  193. 

—  202 — En  materia  criminal  el  recurso  de  casación 
no  puede  referirse  sino  a  la  pena  capital.  La  Cor- 
te, no  obstante,  puede  suprimir  una  pena  que  se 
haya  impuesto  indebidamente,  6  que,  de  acuerdo 
con  los  principios  generales  de  derecho,  no  deba 
aplicarse.  (VI,  282,  1.»}. 

—  203 — Habiendo  demanda  principal  y  demanda  de 
reconvención,  no  basta  que  una  sola  de  ellas  refi- 
na las  condiciones  necesarias  para  que  tenga  ca- 
bida el  recurso  de  casación.  Este  no  puede  refe- 
rirse a  ambas  demandas,  si  las  dos  no  reúnen 
aquellas  condiciones.  (VI,  324,  1.*). 

—  204 — El  recurso  de  casación  no  puede  interponer- 
se de  palabra  en  el  acto  de  la  notificación  de  la 
sentencia;  y  si  así  lo  interpusiere  un  apoderado 
que  no  tuviera  facultad  especial  y  luego  se  le  con- 
confiere el  respectivo  poder,  no  puede  decirse  ra- 
tificada por  este  hecho  la  interposición  del  recur- 
so, ni  hay  lugar,  por  consiguiente,  á  suadmisión. 
(VI,  351,  l.*y2.'). 

191. 
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205 — Los  meros  fundamentos  ó  consideraciones 
de  una  sentencia  no  dan  derecho  á  interponer  re- 
curso de  casación  cuando  en  su  parte  resolutiva 
la  sentencia  es  legal ;  porque  una  sentencia  puede 
ser  legal  á  pesar  tle  apoyarse  en  fundamentos 
erróneos,  si  éstos  no  se  traducen  en  una  determi- 
nación que  en  consonancia  con  ellos  produzca  la 
violación  ó  el  desconocimiento  de  un  derecho.  (VI, 
354,  2.*;  359,  1.';  VII,  104,  2.»;  VIII,  311,  1.*). 
249,  260. 

206 — Determinada  la  cuantía  de  un  juicio  en  la 
demanda  en  cantidad  menor  de  la  que  señala  la 
ley  para  que  el  recurso  de  casación  pueda  tener 
cabida,  no  es  admisible  este  recurso,  cualquiera 
que  sean  las  pruebas  que  luego  resulten  sobre  ese 
punto  de  la  cuantía.  (VI,  387,  2.»). 

207 — La  estimación  de  la  cuantía  de  un  juicio 
para  los  efectos  del  recurso  de  casación,  corres- 
ponde siempre  al  demandante.  En  consecuencia, 
si  un  tercero  coadyuva  la  demanda  y  estima  el 
pleito  en  más  de  tres  mil  pesos,  dicho  recurso  no 
se  podrá  otorgar  si  el  demandante  estimó  el  jui- 
cio en  una  cantidad  menor.  (VII,  79,  l.4). 

208 — SÍ  el  que  interpone  un  recurso  de  casación 
no  lo  fuDda  en  los  términos  que  la  ley  señala,  no 
hay  lugar  á  que  la  Corte  haga  de  oficio  ninguna 
declaración,  y,  en  consecuencia,  es  el  caso  de  de- 
clarar desierto  el  recurso.  {VII,  79,  2.*). 

209 — El  Tribunal  sentenciador  ante  quien'se  in- 
terpone el  recurso  de  casación,  no  tiene  potestad 
para  examinar  si  concurren  todas  las  circunstan- 
cias necesarias  para  admitirlo;  sólo  debe  tener  en 
cuenta  la  cuantía  del  pleito,  y  si  el  recurso  lo  in- 
terpone persona  hábil  y  en  tiempo  oportuno.  (VII, 
104,  1.'). 


**\ 
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Casación.  210 — No  puede  alegarse  válidamente  la  tercera 
causal  de  casación  de  las  enumeradas  en  el  artícu- 
lo 369  de  la  Ley  105  de  1890,  sino  cuando  en  la 
última  instancia  del  juicio  se  ha  hecho  uso  del 
recurso  de  pedir  aclaratoria,  y  ha  quedado,  des- 
pués de  ejercitarse  ese  recurso,  contradictoria  la 
sentencia.  (VII,  124,  2.*). 

—  211 — No  pueden  ser  objeto  del  recurso  de  casación 
cuestiones  que  no  se  hayan  debatido  en  las  ins- 
tancias del  juicio.  (VII,  247,  1."). 

213,  248. 

—  212— Cuando  este  recurso  se  funda  en  la  nulidad 
de  un  documento  por  razón  de  la  clase  de  papel 
en  que  se  ha  extendido,  no  es  admisible  si  las  dis- 
posiciones aplicables  á  la  materia  no  son  idénticas 
en  esencia  á  la  ley  vigente  en  la  actualidad  sobre 
el  impuesto  de  papel  sellado.  (VII,  247,  1.';  IX, 
11,  2.'). 

—  213 — El  recurso  de  casación  no  puede  referirse  á 
puntos  que  no  hayan  sido  materia  de  discusión 
entre  las  partes,  en  ambas  instancias.  (VII,  247, 
2.»;  IX,  11,  2.»;  37,  1.";  43,  2/). 

211. 

—  214 — No  está  sujeta  á  casación,  bajo  el  imperio 
del  artículo  205  de  la  Ley  205  de  1890,  la  senten- 
cia que  se  dicte  en  un  juicio  ejecutivo,  la  cual  se 
puede  revisar  en  uno  ordinario,  puesto  que  eso 
funda  la  excepción  de  cosa  juzgada.  (VII,  398, 2.'). 

172. 

—  215  —No  es  casable  una  sentencia  en  que  se  resuel- 
van puntos  relativos  á  legislación  de  minas  en 
conformidad  con  los  principios  del  derecho  civil 
común,  aunque  hayan  debido  aplicarse  de  prefe- 
rencia las  disposiciones  especiales  de  la  materia, 
y  con  tal  que  los  principios  aplicados  no  estén  en 
pugna  con  las  disposiciones  especiales  sobre  mi- 
nas. (VIÍI,  4,  1?). 


, 
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Casación.  216 — Las  modificaciones  tendientes  á  la  mejor  in- 
teligencia del  fallo  de  primera  instancia  no  cons- 
tituyen contrariedad  entre  éste  y  el  que  es  ma- 
teria del  recurso  de  casación,  contrariedad  que 
era  preciso  existiera  para  que  el  recurso  pudiera 
prosperar,  según  el  artículo  366  de  la  Ley  105  de 
1890,  hoy  derogado.  (VIII,  23,  l.'J. 

—  217 — Al  recurso  de  casación  le  son  aplicables  las 
diaposiciones  generales  sobre  costas,  en  virtud  de 
que  no  hay  razón  suficiente  para  exceptuar  este 
caso  de  la  regla  sentada  por  el  articulo  864  del 
Código  Judicial,  que  establece  que  cuando  se  in- 
terponga algún  recurso,  la  condenación  en  costas 
recaerá  sobre  la  parte  que  lo  interpuso,  si  la  pro- 
videncia recurrida  es  confirmada  (1).  (VIII,  50, 1."). 

409. 

—  218 — No  habiendo  una  definición  legal  que  ex- 
prese lo  que  debe  entenderse  por  lo  principal  de 
un  pleito,  la  Corte  cree  que  lo  constituye  la  parte 
petitoria  de  la  demanda,  y  que  cuando  no  hay 
conformidad  en  las  sentencias  de  primera  y  de 
segunda  instancia  en  el  modo  de  resolverla,  hay 
lugar  á  admitir  el  recurso  de  casación  de  acuerdo 
con  el  articulo  366  de  la  Ley  105  de  1890  (2),  cir- 
cunstancia 3.'  (VIII,  77,  1.'). 

—  219 — Este  recurso  no  es  admisible  cuando  la 
cuantía  no  alcanza  á  la  fijada  por  la  ley  ó  cuando 
no  versa  sobre  asuntos  relativos  al  estado  civil  de 
la3  personas,  sin  que  pueda  alegarse  que  un  juicio 
en  que  ha  habido  necesidad  de  establecer  ó  fijar 
las  relaciones  de  familia  versa,  por  este  mero 
hecho,  sobre  dicho  estado  ;  si  tal  alegación  fue- 
ra fundada,  la  mayor  parte  de  los  pleitos  sobre 


(I)  La  misma  doctrina  ha  seguido  estableciendo  la  Oorte  tácitamente  en 
dan  las  sentencias  de  casación  en  las  cusios  no  ha  infirmado  la  sentencia  acusada  y 
condenado  en  eoataj  al  recurrente. 

(2j  Este  articulo  fue  derogado  por  el  fiB  de  la  Ley  1S9  de  1663  y  subrogado  por 
l.°  de  la  misma. 
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intereses  versarían  sobre  hechos  relativos  al  es- 
tado civil  de  las  personas,  ya  que  las  relaciones 
de  familia  son  una  de  las  causas  más  comunes 
de  los  derechos  reales  sobre  bienes.  (VIII,  88, 1.*). 

Casación.        220 — En  la  sustanciación  de  este  recurso  no  son 

estimables  pruebas  distintas  de  las  que  se  hayan 
pedido  y  producido  en  el  juicio.  (VIII,  99,  2.*). 

—  221— La  disposición  del  artículo  651  del  Código 
Judicial  que  ordena  que  siempre  que  haya  de  ha- 
cerse apreciación  ó  avalúo  en  las  causas  civiles  se 
nombren  peritos,  no  es  por  su  naturaleza,  ni  por 
la  del  Código  en  que  se  halla  consignada,  una  ley 
sustantiva  cuya  violación  dé  lugar  á  que  se  case 
una  sentencia  por  la  primera  de  las  causales  que 
establece  la  ley  que  regula  el  recurso  de  casación. 
(VIII,  158,  1/). 

—  222 — Este  recurso  no  puede  interponerse  por  per- 
sona que  no  tenga  poder  suficiente  para  ello, 
aunque  preste  voz  y  caución  por  el  interesado;  de 
modo  que  en  la  materia  especial^  de  casación  no 
puede  aplicarse  la  doctrina  del  artículo  345  del 
Código  Judicial.  (VIII,  171,  2.a;  IX,  298,  1.»). 

191,  203. 

—  223— El  fin  principal  del  recurso  de  casación  no  es 
el  de  enmendar  los  agravios  que  se  causen  con 
las  sentencias  de  los  Tribunales  de  Distrito  Ju- 
dicial, sino  el  de  uniformar  la  jurisprudencia  ; 
pero  debe  entenderse  que  ésta  es  la  que  se  refiere 
á  la  legislación  vigente,  no  á  la  española,  que  está 
abolida.  (VIII,  200,  2/). 

—  224— Para  fallar  el  recurso  de  casación  en  ma- 
teria criminal  han  de  tenerse  en  cuenta  las  cau- 
sales señaladas  por  la  ley  vigente  al  tiempo  en  qu< 
se  interpuso,  aunque  al  tiempo  de  fallar  existe 
otra  ley  que  suprima  alguna  de  aquellas  causa- 
les. (VIII,  218,  1.';  322,  1.»  y  2.»). 

226. 
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Casación.  225 — Para  los  efectos  de  la  admisión  de  este  re- 
curso, según  el  artículo  366  de  la  Ley  105  de  1890, 
circunstancia  3.»,  debía  entenderse  que  no  eran 
contrarias  entre  si  dos  sentencias  (la  de  primera 
y  la  de  segunda  instancia),  de  las  cuales  una  á  la 
vez  que  absolvía  al  demandado  declaraba  no  pro- 
badas las  excepciones  propuestas  por  él,  y  la  otra 
se  abstenía  de  bacer  tal  declaración  por  conside- 
rarla  inconducente,  puesto  que  se  desconocía  la 
acción  del  demandante  (1).  (VIII,  295,  2.'). 

—  226 — La  ley  bajo  cuyo  imperio  se  interpone  el  re- 
curso de  casación  debe  Ber  la  que  se  aplica  alfa- 
llar  el  mismo,  aunque  al  tiempo  de  dictar  sen- 
tencia haya  una  ley  nueva  que  cambie  las  con- 
diciones necesarias  para  que  sea  admisible.  Ta- 
les condiciones  pertenecen  por  excelencia  al  de- 
recho sustantivo,  porque  si  al  tiempo  de  interpo- 
nerse el  recurso  falta  una  de  esas  circunstancias, 
la  parte  favorecida  por  la  sentencia  acusada  ha 
adquirido  el  derecho  de  que  ella  entre  en  auto- 
ridad de  cosa  juzgada.  (VIII,  312,  2.';  328,  l.'j 
368,  2.'). 

108. 

—  227 — Los  Síndicos  en  los  juicios  de  concurso  de 
acreedores  están  facultados  para  interponer  re- 
curso de  casación,  porque  según  el  numeral  3."  del 
artículo  1164  del  Código  Judicial,  a  ellos  corres- 
ponde la  defensa  de  todos  los  derechos  del  con- 
curso, y  el  ejercicio  de  las  acciones  y  excepciones 
que  les  competan.  (VIII,  339,  1."). 

1,338. 

—  226 — Las  causales  de  nulidad  de  que  trata  el  ar- 
tículo 265  de  la  Ley  57  de  1887  no  dan  derecho 
para  interponer  el  recurso  de  casaciónen  materia 
criminal  (2).  (VIII,  403,  1."  y  2.'). 


(1)   Víwwal  undulo  I  •  ds  ULpy  189  de  1898. 

Ifi]   El  numeral  3.'  del  articulo  3.-  d«  Ib  L»j  181»  de  1U91  diipuue  lo  oobtrmrio. 
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Casación.        229 — No  es  suficiente  fundamento  de  la  causal 

que  consiste  en  no  haberse  fallado  en  consonancia 
con  las  pretensiones  de  las  partes,  el  no  haber  re- 
suelto el  Tribunal  acerca  de  las  excepciones  de  la 
parte  demandada,  si,  por  otro  lado,  se  ha  desco- 
nocido la  acción  del  demandante;  pues  la  sen- 
tencia absolutoria  deja  resueltos  implícitamente 
todos  los  puntos  controvertidos.  (IX,  12,  2.;*  lié, 
2.a;  282,  2*;  347,  2.»;  XI,  76,  1.*). 

280. 

—  230 — No  vale  como  causal  de  casación  la  que  se 
diga  tener  por  fundamento  el  no  haber  resuelto 
la  sentencia  recurrida  en  conformidad  con  las  pre- 
tensiones oportunamente  deducidas  por  las  partes, 
en  caso  de  que  en  el  fallo  recurrido  se  omita  el 
examen  de  las  objeciones  ó  argumentos  que  haya 
formulado  el  recurrente,  si  la  parte  dispositiva  de 
dicho  fallo  niega  ó  concede  lo  pedido  en  la  deman- 
da. Así,  cuando  declara  la  nulidad  que  aparece 
de  manifiesto  en  un  título  hipotecario,  no  tiene  el 
Juez  necesidad  de  fallar  sobre  si  fue  válida  ó  no 
la  hipoteca,  por  razón  de  la  persona  ó  personas 
que  la  constituyeron  ó  por  razón  de  los  bienes 
mismos  hipotecados.  (VIII,  61,  1.a;  IX,  27,  1.*). 

• 

—  231 — No  se  entiende  desierto  este  recurso  cuando 
la  parte  recurrente  ha  retenido  los  autos  por  más 
días  de  los  fijados  por  la  ley  para  fundarlo,  si 
consta  del  expediente  que  el  número  de  sus  fojas 
pasa  de  doscientas.  Es  aplicable,  pues,  á  la  trami- 
tación del  recurso  de  casación  lo  establecido  de 
una  manera  general  por  el  artículo  519  del  Código 
Judicial.  (IX,  34,  2.a;  296,  1.a). 

256  á  258. 

—  232 — Para  que  la  Corte  pueda  resolver  sobre  el  re- 
curso interpuesto  contra  una  sentencia  por  la 
causal  relativa  á  violación  de  leyes  sustantivas, 
es  preciso  que  el  recurrente,  al  fundar  el  recurso. 
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indique  las  disposiciones  legales  que  se  han  viola- 
do y  el  concepto  en  que  lo  han  sido;  y  no  basta, 
para  llenar  este  deber  legal,  la  cita  que  en  general 
se  haga  de  disposiciones  del  Código  Civil  por  títu- 
los ó  capítulos  sin  señalar  de  un  modo  concreto  el 
artículo  especial  que  se  supone  infringido  por  la 
sentencia  recurrida.  {IX,  122,  1.»;  XII,  302,  2.'). 
259,  264,  278,  605. 

Casación.  333 — La  que  ee  funda  en  error  en  la  apreciación 
de  las  pruebas  sólo  puede  dar  lugar  á  que  Be  infirme 
la  sentencia  materia  del  recurso,  en  el  caso  de  que 
su  parte  dispositiva  esté  en  desacuerdo  ó  en 
contradicción  flagrante  con  las  pruebas  sumi- 
nistradas, y  cuando  se  señale  por  el  recurrente  la 
disposición  legal  infringida.  (IX,  122,  2.';  338, 1.»; 
355,  1."  y  2/;  X,  83,  1.  . 
605. 

—  234 — Este  recurso  no  puede  admitirse  sino  contra 
sentencias  en  que  se  hayan  aplicado  leyes  nacio- 
nales en  vigor  después  de  la  vigencia  de  la  Ley  57 
de  1887  ó  las  de  los  extinguidos  Estados  cuando 
sean  idénticas  en  el  fondo  á  aquéllas.  No  están 
sujetas  á  casación  las  sentencias  que  se  funden 
en  leyes  españolas  que  no  rigieron  en  ninguno 
de  los  Estados  Soberanos,  aunque  la  identidad  de 
aquellas  leyes  con  las  nuevas  sea  evidente.  El  ar- 
tículo 366  déla  Ley  105  de  1890  no  da  lugar  a  otra 
decisión  (1).  (IX,  157, 1.';  228,  1.';  324,  l.1;  885, 
2.';X,  196,  2.";  XII,  305,  1.*). 

—  235 — Es  casable  la  sentencia  que  pone  fin  á  un 
juicio  de  cuentas,  cuando  no  se  ha  limitado  á  fa- 
llar en  consonancia  con  lo  que  exige  la  naturaleza 
misma  de  este  juicio,  es  decir,  cuando  no  se  ha 
contraído  á  resolver  acerca  de  la  cuantía  del  cré- 
dito y  del  débito  de  las  cuentas  discutidas;  en 

.'  de  la  Ley  169  da  1886,  que  confirma  la  doctrina  arriba 
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otros  téi  minos,  cuando  se  ha  salido  de  la  cuestión 
esencial:  quién  debe  á  quién  y  cuánto,  que  es  lo 
que,  según  la  doctrina  de  la  Corte,  constituye  esta 
clase  de  juicios  (I).  (IX,  164,  l.1;  323,  1.*)- 

Casación.  "  236 — No  puede  ser  objeto  de  la  consideración  de 
la  Corte  la  causal  que,  introduciéndose  con  el  nom- 
bre de  incompetencia  de  jurisdicción,  se  funde  en 
haber  revocado  el  Tribunal  la  sentencia  de  primera 
instancia  en  la  parte  consentida  por  la  persona  á 
quien  podía  perjudicar;  puesto  que  la  incompeten- 
cia de  jurisdicción  procede  de  haber  conocido  un 
Juez  de  negocios  que  no  le  están  atribuidos  y  que 
competen  á  otro,  mas  no  de  la  circunstancia  de 
fallar  contra  derecho  en  causas  que  le  correspon- 
den. Este  último  caso  darla  margen  á  alegar  otra 
causal,  la  de  violación  de  ley  sustantiva,  pero  de 
ningún  modo  la  de  incompetencia  de  jurisdicción ; 
pero  como  á  la  Corte  no  le  es  dado  enmendar  de 
oñcio  el  error  que  padezca  una  parte  al  formular 
su  recurso  contra  una  sentencia  lesiva  de  sus  de- 
rechos, no  puede  entrar  á  considerar  la  causal  in- 
troducida inconducentemente.  (IX,  246,  2.1;  X, 
322,  1/). 

—  237 — No  puede  interponer  y  sostener  por  sf  solo 
este  recurso  el  individuo  que  solamente  haya 
figurado  como  coadyuvante  en  las  instancias  del 
juicio;  serla  absurdo  lo  contrario,  porque  en  el  re- 
ferido recurso  deben  figurar  el  demandante  y  el 
demandado,  que  son  las  únicas  partes  que  pueden 
ser  condenadas  al  pago  de  las  costas  que  la  inter- 
posición de  aquél  ocasione.  (IX,  252,  1.'). 

—  233 — No  es  persona  hábil  para  interponer  este  re- 
curso el  Personero  municipal,  en  los  juicios  en  que 
sea  parte  el  Distrito  y  que  se  hayan  ventilado  en 


(1)  Véase  Juicio  da  Cuenta;  número  799, 


r 
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segunda  instancia  ante  el  Tribunal  Superior;pues  _ 
en  tal  caso  no  toca  al  Personero  la  representación 
sino  al  Fiscal  respectivo  ó  á  un  apoderado  expre- 
samente constituido  por  el  Distrito,  según  lo  or- 
denado por  el  numeral  4.e  del  artículo  179  de  la 
Ley  147  de  1888.  (IX,  254,  2.'). 

Casación.  239 — La  violación  legal  que  constituye  fundamen- 
to ó  causal  de  casación  puede  ser  positiva  ó  nega- 
tiva, según  el  artículo  366  de  la  Ley  105  de  1890 
{articulo  l."  de  la  Ley  169  de  1896,  inciso  2.a,  cir- 
cunstancia 1,'),  ya  consista  en  haber  interpre- 
tado ó  aplicado  indebidamente  una  ley,  ya 
en  no  haber  aplicado  al  caso  del  pleito  la 
que  le  era  pertinente.  De  modo  que  si  se  demues- 
tra que  debieron  haberse  aplicado  tales  ó  cuales 
disposiciones,  esta  demostración  traerá  consigo 
la  de  que  en  realidad  existe  la  1.'  de  las  causales 
señaladas  por  el  artículo  369  de  la  Ley  105  de 
1S90.  (IX,  277,  2."). 

—  240— La  violación  de  las  leyes  relativas  al  proce- 
dimiento y  ritualidad  de  los  juicios  no  puede 
invocarse  para  obtener  la  nulidad  de  un  fallo  por 
medio  de  este  recurso.  Concedido  éste  con  el  fin 
principal  de  uniformar  la  jurisprudencia  y  otor- 
gar á  los  particulares  un  remedio  extraordinario 
para  la  mayor  seguridad  de  sus  derechos,  como 
lo  expresa  la  ley  qw  lo  estableció,  las  disposicio- 
nes infringidas  deben  ser  aquéllas  que  conceden, 
niegan  ó  declaran  derechos,  esto  es,  las  leyes 
sustantivas.  (IX,  281,  2.'). 

—  241— No  puede  alegarse  como  fundamento  de  la 
causal  que  consiste  en  haber  habido  incompeten- 
cia de  jurisdicción  improrrogable  en  el  Tribunal 
sentenciador,  el  hecho  de  ser  ó  haber  sido  una  de 
las  partes  apoderado  judicial  de  uno  de  los  Magis- 
trado3  de  la  Sala  que  sentenció  (IX,  2S5,  2.*,  y 
286,  l.1). 
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,  Casación.        242— Cuando  la  demanda  se  ha  entablado  contra 

dos  6  más  personas  por  obligaciones  divisibles, 
aquéllas  no  pueden  interponer  separadamente  el 
recurso  de  casación  mientras  su  parte  en  el  juicio 
no  llegue  á  la  cuantía  exigida  por  la  ley,  y  aun- 
que el  importe  total  de  la  acción  pase  de  la  cuan- 
tía ó  llegue  á  ella.  (IX,  311,  2.a). 

—  243 — Para  que  sea  admisible  este  recurso  es  pre- 
ciso que  se  interponga  por  la  parte  misma  ó  por 
apoderado  expresamente  facultado  para  ello.  Ex- 
presamente, en  el  texto  legal  (artículo  51  de  la 
Ley  100  de  1892),  significa  que  el  poder  que  se 
confiera  para  interponer  el  recurso  de  casación  ha 

de  expresarlo  así.  (X,  4,  2.*). 

191. 

—  244 — Como  por  el  artículo  50  de  la  Ley  100  de 
de  1 892  (1)  se  hizo  extensivo  el  recurso  de  casación 
á  las  sentencias  que  se  pronuncien  en  los  juicios 
especiales  de  sucesión  por  causa  de  muerte,  cuan- 
do dichas  sentencias  pongan  fin  al  asunto,  ha  de 
entenderse  que  esta  clase  de  sentencias  está  com- 
prendida en  el  ordinal  4.°  del  artículo  81  del  Có- 
digo de  Organización  Judicial,  y,  por  consiguiente, 
deben  ser  dictadas  por  toda  la  Sala  de  decisión, 
conforme  al  artículo  83  del  mismo  Código  (2).  (X, 
50,  1/  y  2/). 

» 

—  245 — La  ley  no  incluye  entre  las  causales  de  ca- 
sación, en  materia  criminal,  las  que  consistan  en 
la  falta  de  notificación  del  auto  en  que  se  señale 
día  y  hora  para  verificar  el  sorteo  de  los  jurados, 
aun  cuando  no  hayan  asistido  los  defensores  y 
reos  por  falta  de  tal  notificación ;  ni  en  la  omisión 
que  en  el  auto  de  enjuiciamiento  y  en  la  senten- 
cia condenatoria  se  haya  incurrido,  no  expre- 
sar la  fecha  en  que  se  haya  cometido  el  delito. 
(X,  76,  2/). 


(1)  Derogado  por  el  69  de  la  Ley  169  de  1896.  Véase  el  artículo  l.«  de  esta  Ley. 

(2)  Véase  el  artículo  8.»  de  la  Jjey  169  de  1896,  que  confirma  y  amplia  esta  doctrina. 
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Casación.  246 — Es  preciso  que  la  infracción  legal  que  moti- 
va el  recurso,  tenga  relación  con  la  cuestión  liti- 
giosa, sujeta  materia  del  fallo,  y  no  basta  citar 
leyes  y  doctrinas  de  jurisprudencia  para  que 
puedan  tomarse  en  cuenta  al  decidirse  sobre  la 
casación,  si  ellas  no  se  refieren  á  laB  acciones  y 
excepciones  sobre  las  cuales  ha  versado  el  juicio. 
(X,  83,  l."¡  171,  2.-;  XII,  15,  1.'). 
211. 

—  247 — Este  recurso  no  tiene  por  objeto  la  revi- 
sión de  las  sentencias  de  los  Tribunales,  como  en  el 
de  apelación,  ni  el  examen  de  las  cuestiones  de 
hecho  que  en  ellas  se  hayan  dilucidado,  el  cual  se 
deja  á  la  apreciación  del  juzgador,  ni  menos  cali- 
ficar, en  todo  caso,  si  la  prueba  ha  sido  bien  ó  mal 
apreciada  por  la  Sala  sentenciadora.  (X,  83,  1.*). 

280,253,254. 

—  248 — La  apreciación  de  las  pruebas  de  toda  clase 
corresponde  al  Tribunal  sentenciador,  y  cuando 
versan  sobre  cuestiones  de  mero  hecho,  debe  es- 
tarse á  esa  misma  apreciación,  teniendo  por  cier- 
to lo  que  el  Tribunal  haya  declarado  existente,  ó 
bien,  dando  por  supuesto  que  no  ha  existido 
cuando  asi  lo  ha  resuelto,  á  no  ser  que  el  error 
sea  notorio  y  conste  de  documentos  auténticos 
que  obren  en  el  mismo  proceso.  (X,  171,  2.*). 

250. 

—  249 — Las  infracciones  de  la  ley  ó  de  la  doctrina 
legal,  que  son  la  base  y  el  motivo  determinante 
del  recurso,  no  deben  buscarse  en  la  parte  expo- 
sitiva de  la  sentencia  sino  en  la  que  resuelve  ó 
dispone  de  un  modo  obligatorio.  (X,  172,  1.'). 

205. 

—  250— La  apreciación  de  las  pruebas  corresponde 
al  Tribunal  sentenciador  y  esa  apreciación  debe 
respetarse  por  la  Corte  al  examinar  el  recurso  in- 
terpuesto, el  cual  no  se  dirige  a  la  revisifcn  del 
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pleito  ó  de  la  controversia  debatida  en  las  dos 
únicas  instancias  que  concede  la  ley  procedimen- 
tal;  ni  al  análisis  de  las  cuestiones  de  hecho  que 
en  el  juicio  se  hayan  dilucidado,  porque  el  recur- 
.  so  de  casación  tiene  solamente  por  objeto  exami- 
nar si,  dados  los  hechos  tales  como  los  haya  creído 
justificados  el  Tribunal,  ha  habido  en  la  aplica- 
ción del  derecho  alguna  violación  de  la  ley  sus- 
tantiva. (X,  189,  1."  y  2.'). 
254. 

Casación.  251— En  los  juicios  dobles,  es  decir,  en  aquellos 
en  que  además  de  la  acción  principal  se  establece 
reconvención  Ó  contrademanda,  es  necesario, 
para  que  el  recurso  de  casación  se  extienda  á 
ambas  acciones,  que  en  cada  una  de  ellas  con- 
curran las  circunstancias  exigidas  por  las  leyes. 
(X,  195,  L'ya.'j  XII,  213,  1."). 

—  252 — Es  doctrina  corriente  en  esta  materia  la  de 
que  cuando  un  Tribunal  prefiere  unas  pruebas  á 
otras,  siendo  todas  admisibles,  no  infiere  agravio 
á  las  partes,  y  mucho  menos  si  resul  ta  que  no 
desecha  ninguna,  sino  que  las  aprecia  todas  en 
general  sin  dar  la  preferencia  á  alguna  de  las 
producidas  determinadamente.  (X,  198,  2.",  y 
199  L"). 

—  253 — La  interpretación  del  sentido  de  una  cláu- 
sula testamentaria  hecha  por  el  Tribunal  senten- 
ciador es  punto  de  hecho  que  la  Corte  no  puede 
variar  sino  en  el  caso  de  que  sea  absolutamente 
contraria  á  la  evidencia.  (X,  203,  2.*). 

—  254 — Es  principio  de  derecho  que  cuando  la  ley 
deja  al  buen  juicio  del  juzgador  un  radio  de  ac- 
ción para  obrar  en  él,  según  sus  conocimientos 
jurídicos,  su  conciencia  y  lo  que  resulto  de  autos, 
á  nadie  le  es  dado  penetrar  en  el  arbitrio  de  ese 
juzgador,  ni  mucho  menos  infirmar  el  juicio  que 
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él  ha  formado  en  virtud  de  los  datos  y  de  la  cien- 
cia que  posee  ;  y,  por  consiguiente,  en  cuestiones 
de  hecho,  debe  respetarse  el  juicio  del  Tribunal, 
porque  la  ley  sobre  casación  no  le  da  á  la  Corte 
autoridad  para  inmiscuirse  en  la  parte  discrecio- 
nal del  Tribunal.  (X,  213,  1.'). 

255— Cuando  al  establecerse  una  demanda  se  fija 
la  cuantía  del  juicio  en  menoB  de  tres  mil  pesos 
(?  3000),  no  hay  lugar  á  recurso  de  casación  con- 
tra la  sentencia  de  última  instancia  que  en  el 
juicio  Be  dicte,  no  obstante  que  después  aparezca 
que  el  valor  del  pleito  excede  de  aquella  cantidad; 
y  en  el  mismo  caso  no  debe  el  Tribunal  ordenar  el 
avalúo  á  que  se  refiere  el  artículo  53  de  la  Ley 
100  de  1892.  (XI,  2,  1.';  295,  1.'). 

256 — No  es  necesario  que  se  funde  este  recurso 
dentro  de  los  treinta  días  que  para  interponerlo 
señala  la  ley.  Si  se  interpone  en  tiempo,  puede 
fundarse  posteriormente.  (XI,  12,  2.*). 
ÜC3,  1,387. 

257— Queda  desierto  el  recurso  de  casación  si  el 
recurrente  no  lo  funda  ante  la  Corte  Suprema  en 
el  término  del  traslado  de  que  habla  el  artículo  51 
de  la  Ley  100  de  1892  (1).  (XI,  14,  2.'). 
1,387. 

258 — El  hecho  de  no  fundar  el  recurso  en  el  tér- 
mino perentorio  de  la  ley,  debe  reputarse  como 
abandono  de  él,  porque  sin  esa  formalidad  es  im- 
posible para  la  Corte  dictar  su  decisión  de  acuer- 
do con  el  artículo  59  de  la  Ley  100  de  1892.  (XI, 
50,    1.»). 


(1)  El  recurso  Je  casación — dice  1»  Corte— 7*8  una  denmnda  que  debe  interpo- 
nerte en  tiempo  determinado  j  con  requisitos  especíeles,  de  la  cual  se  da  traslado  en 
l.'i  Corte  a  la  parte  contraria.  Si  «e  omiten  las  formas  esenciales  del  recurso  ó  se  trata 
de  llenarlas  fuera  del  término  legal,  el  recurrente,  por  su  omisión  ó  negligencia,  hace 
ineficaz  «1  remedio  i  que  quiso  ocurrir. 
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Casación.        259 — No  es  suficiente  fundamento  del  recurso  de 

casación  el  mencionar  las  leyes  violadas  en  la  sen- 
tencia recurrida,  sino  que  es  preciso  indicar  el 
concepto  en  que  han  sido  violadas,  y  las  disposi- 
ciones legales  aplicables  al  caso  del  pleito.  Si  de 
este  modo  no  se  funda  el  recurso,  no  queda  cum- 
plido el  precepto  del  artículo  51  de  la  Ley  100  de 
1892,  y  la  Corte  no  debe  resolver  sobre  él.  (XI, 

53,  1.»). 

232,  264. 

—  260 — Si  la  sentencia  que  fuere  objeto  de  este  re- 
curso es  legal  en  el  fondo,  aunque  contenga  erro- 
res de  apreciación  en  sus  considerandos,  no  hay 
lugar  á  casarla.  (IX,  122,  2.a;  XI,  123,  1.-). 

205. 

—  261 — El  favorecido  con  una  sentencia  no  puede 
interponer  contra  ella  recurso  de  casación,  por- 
que este  recurso,  lo  mismo  que  el  de  apelación, 
se  ha  establecido  como  remedio  contra  el  agravio 
que  pueda  causar  la  sentencia  á  una  parte,  y  no 
en  el  mero  interés  de  la  ley  respecto  de  los  parti- 
culares. (XI,  204,  2.a). 

—  262 — La  falta  de  las  formalidades  prescritas  por 
las  leyes  para  la  recepción  de  las  pruebas,  ha  sido 
considerada  por  la  Corte  como  causal  de  casación 
por  error  de  derecho.  (XI,  241,  2.a). 

—  263— Este  recurso  sólo  puede  fundarse,  ó  en  el 
escrito  por  medio  del  cual  se  interpone,  ó  ante  la 
Corte  dentro  de  los  diez  días  que  señala  el  artícu- 
lo 55  de  la  Ley  100  de  1892.  Fuera  de  esos  térmi- 
nos no  hay  ninguno  que  la  ley  considere  hábil 
para  fundar  la  casación.  (XI,  260,  1.a). 

256,  1,392. 

—  264— Si  en  el  escrito  destinado  á  fundar  el  recur- 
so de  casación  no  se  indican  las  leyes  violadas  por 
la  sentencia  recurrida  y  el  concepto  en  que  se 
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han  violado,    no  hay  lugar  á  considerar  el  recurso 
aunque  se  aleguen  muchas  razonesy  se  citen  mu- 
chas leyes.  (XI,  290,  1.»;  309,  2.'). 
259,  232. 

265— La  sentencia  en  que  se  declaran  no  proba- 
das las  excepciones  propuestas  en  un  juicio  eje- 
cutivo no  está  sujeta  al  recurso  de  casación.  (XI, 
29«,  1.'). 

172, 193. 

266— Es  improcedente,  para  el  efecto  de  la  casa- 
ción de  una  eentencia,  la  alegación  de  infraccio- 
nes de  leyes  que  el  mismo  recurrente  considera 
inaplicables.  (XII,  14,  2.'). 

207— Aunque  aparezca  justificada  una  excepción 
perentoria  que  el  Tribunal  sentenciador  no  haya 
reconocido,  la  Corte  no  puede  casar  por  ese  moti- 
vo la  sentencia,  si  la  excepción  no  ha  sido  alega- 
da oportunamente,  es  decir,  en  el  término  que 
señala  el  artículo  462  del  Código  Judicial  (1).  (XII, 
58,  1/y  2.'}. 

1,308. 

268 — No  puede  alegarse  casación  por  contener  la 
sentencia  recurrida  disposiciones  contradictorias 
ó  inconciliables,  sino  cuando  ante  el  Tribunal  sen- 
tenciador se  ha  pedido  previamente  aclaración  de 
la  sentencia.  (XII,  67,  2.'). 

269 — No  están  sujetas  á  este  recurso  las  senten- 
cias dictadas  en  juicios  sobre  división  de  predios 
rústicos.  (XII,  80,  2.'). 

270 — No  es  procedente  el  recurso  de  casación  cuan- 
do el  recurrente  ha  sido  favorecido  del  todo  con 
la  sentencia  recurrida,  porque  el  fallo  entonces 
no  le  infiere  ningún  agravio.  Así,  por  ejemplo,  si 


(1)  Víase  el  articulo  51  de  la  Ley  lo5  de  18BI3,  reformatorio  del  483,  aludo. 
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el  recurrente  alega  nulidad  del  fallo  por  no  ha- 
berse reconocido  una  excepción  alegada  por  él, 
no  es  el  caso  de  considerar  su  recurso  si  se  de- 
claró probada  otra  excepción  perentoria.  (XII, 
109,  2.«). 

280,  284. 

Casación.  271~Para  el  efecto  de  interponer  utilmente  el 
recurso  de  casación  es  necesario  que  la  parte  que 
quiere  hacer  valer  este  remedio  extraordinario 
haya  usado  en  el  juicio  de  todos  los  derechos  que 
la  ley  concede.  En  consecuencia,  si  se  trata  de 
partición  de  bienes  de  una  herencia,  y  el  interesado 
no  ha  hecho  sus  objeciones  cuando  se  le  ha  dado 
el  traslado  que  previene  el  artículo  1283  del  Có- 
digo Judicial,  no  podrá  después  aprovecharse  para 
ello  del  recurso  de  casación.  (XII,  130,  1.»). 

—  272 — No  tiene  cabida  el  recurso  de  casación  en  un 
juicio  sobre  capellanías  fundadas  en  el  siglo  pasa- 
do, porque  tanto  la  constitución  ó  fundación  de 
ellas,  como  su  goce,  deben  ceñirse  á  las  disposi- 
ciones de  la  legislación  española.  (XII,  149,  2.'). 

—  273 — No  es  admisible  el  recurso  de  casación  con- 
tra una  providencia  en  que  se  reconozca  á  un  in- 
dividuo como  heredero  de  otro  si  ella  Be  dicta  en 
juicio  sumario  de  sucesión.  (XII,  228,  2. "). 

—  274— Para  admitir  el  recurso  de  casación  en  jui- 
cios de  sucesión  es  necesario  que  se  hayan  hecho 
el  inventario  y  el  avalúo  de  los  bienes,  pues  de 
otro  modo  no  puede  conocerse  la  cuantía  de  la  he- 
rencia. (XII,  228,  2.»).  ' 

—  275 — No  es  procedente  el  recurso  de  casación  con- 
tra la  providencia  que  se  dicte  en  un  juicio  de  su- 
cesión por  la  cual  se  declare  no  haber  lugar  á 
reconocer  á  alguno  como  heredero;  pues  tal  provi- 
dencia no  pone  fin  al  asunto,  una  vez  que  el  juicio 
puede  y  debe  seguirse.  (XII,  22»*,  2.'). 
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Casación.  27t¡ — El  no  estar  completa  la  lista  de  Jurados,  por 
haber  muerto  algunos,  cuando  haya  de  verificarse 
un  sorteo,  y  el  no  hacerse  éste  a  la  hora  señalada, 
son  irregularidades  que  pueden  alegarse  ante  los 
Jueces  de  primera  ó  de  segunda  instancia,  pero 
no  como  motivo  de  casación.  {XII,  254,  2.»). 

—  277— No  es  admisible  un  recurso  de  casación  con- 
tra sentencia  que  se  funde  en  la  disposición  del 
artículo  1063  del  Código  Civil  de  Cundinamarca, 
respecto  de  herencias  deferidas  antes  del  1."  de 
Enero  de  1862,  porque  entre  este  articulo  y  el  85 
de  la  Ley  153  de  18S7,  vigente  hoy  sobre  la  mate- 
lia,  hay  absoluta  discrepancia  (1).  (XII,  282,  1." 
y  2.»,  y  283,  1."). 

—  278 — Como  el  recurso  de  casación  se  encamina 
principalmente  á  uniformar  la  jurisprudencia,  so- 
lamente es  exequible  cuando  contiene  una  cues- 
tión determinada  sobre  un  punto  concreto  definido 
por  la  ley;  porque  únicamente  así  es  como  puede 
considerarse  debidamente  planteado  un  problema 
jurídico,  y  darle,  por  vía  de  casación,  la  solución 
correspondiente.  (XII,  301,  2"). 

232. 

—  279 — La  disposición  del  artículo  S39  del  Código 
Judicial  es  puramente  adjetiva  ó  de  procedimien- 
to, no  sustantiva,  y  su  violación  no  puede  dar  en- 
trada al  recurso  de  casación.  (XII,  322,  1*). 


Oí  Efectivamente,  continlla.  la  Corte,  aunque  ambas  disposiciones  llaman  en  últi. 
mo  lugar  i  la  sucesión  intentad*,  al  Municipio  Je  la  veeindaddel  fluado,  la  disposición 
del  artículo  1Ú68  no  pudo  tener  aplicación  sino  de  aqnella  fecha  en  adelante,  en  firtud 
delDecretodel  Presidente  provisorio  de  la  Nueva  Granada,  de  B  de  Septiembrede  [601, 
Antes  del  l.0de  Enero  citado,  los  bienes  pertenecientes»  las  helenciasde  losque  morían 
abi atéstalo, sin  dejar  parientes  con  derecho  i  suceder,  pertenecían  al  Fisco,  es  decir,  a! 
Tesnro  nacional;  y  estaban  destinados  |  la  renta  ó  fondos  de  manumisión,  (Lejvsde  22 
de  Junio  de  1850  y  21  de  Mayo  de  1831).  De  manera,  pues,  que  las  herencias  abintes- 
Uto,  deferidas  bajo  !a  vigencia  tle  estas  leyes,  hasta  «1  31  de  Diciembre  de  1861,  no 
correspondían  a  los  Municipios  sino  í  la  Nación,  i  faltada  herederos  de  sangre,  y  uu 
que  se  defieren  hoy  en  el  mi amo  caso,  corresponden  i  loa  Municipios.  No  hay,  por  con. 
aiguiente,  identidad  esencial  entra  Uta  disposiciones  primeramente  citada*. 
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280 — El  motivo  de  casación  consistente  en  no  estar 
la  sentencia  en  consonancia  con  las  pretensiones 
deducidas  en  ¡a  demanda,  no  ocurre  cuando  se 
falla  contra  las  pretensiones  del  demandante. 
(XII,  322,2/;323,  l.";338,  2.';  371,  2.»;  y  373,  2.»). 

270. 
281 — La  causal  de  casación  consistente  en  tener 
la  sentencia  disposiciones  contradictorias  que  no 
se  concilian  con  el  cuerpo  de  la  misma,  es  impro- 
cedente cuando  la  Bentencia  se  contrae  á  absolver 
á  los  demandados,  pues  en  este  caso  no  puede  ha- 
ber disposiciones  contradictorias.    (XII,  373,  2.*). 

282 — No  puede  fundarse  la  primera  causal  de  ca- 
sación en  la  violación  de  disposiciones  procedi- 
mentales  (1).  (XII,  373,  2.»). 
283 — En  materia  de  casación  no  puede  alegarse, 
para  fundar  el  recurso,  la  infracción  de  leyes  so- 
bre extremos  que  no  ha  comprendido  la  sentencia, 
porque  no  fueron  objeto  de  la  demanda  ni  se  dis- 
cutieron en  el  juicio.  (XII,  386,  1.»). 

284 — El  recurrente  no  puede  apoyar  el  recurso  de 
casación  sino  en  aquello  en  que  el  fallo  del  Tribu- 
nal sea  contrario  á  sus  pretensiones,  y  no  en  lo 
que  le  sea  favorable.  (XII,  392,  1."). 
270. 

285 — La  casación  es  inadmisible  contra  las  senten- 
cias dictadas  por  solo  el  Magistrado  sustanciador, 
cuando  ellas,  por  su  naturaleza  definitiva,  deben 
proferirse  por  toda  la  Sala  de  decisión.  (XII, 
402,  2.'). 

Véanse,  además,  respecto  de  casación,  los  números  101, 
104,  105, 138,  315,  407,  408,  409,  411,  412,  414,  421,  422, 
176,  533,  600,  605,  606,  007,  610, 644  á  646,  716,  745, 758, 
303,971,1,021,1,083,1,098,  1,»»,  1,103,  1,166,  1,175, 
1,308,  1,310,  1,318,  1,323,  1,324,  1,333,  1,384,  1,385, 
1,386  á  1,388,  1,390,  1,392,  1,393  y  1,443. 


doctrina  (b  ta«gu¡do  por  la  Corte  cunndo  inlera  que  se  ha  alegada 
&  diitpoiioión  del  Código  Jadióla!  puramente  adjutira. 
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Caso  fortuito.  2S6 — Las  perturbaciones  de  los  revolucionario» 
que  impidan  á  una  persona  gozar  de  un  derecho, 
como  el  del  arrendamiento  de  rentas,  se  conside- 
ran como  caso  fortuito,  que  la  exime  de  la  obli- 
gación de  pagar  el  canon  ó  renta  mientras  dure  la 
perturbación  en  el  goce  de  la  cosa  arrendada. 
(V,  34»,  1.my2.»). 

—  287— Pebe  considerarse  como  caso  fortuito  ó  fuer- 
za mayor  el  acto  ejecutado  por  una  autoridad, 
sobre  todo  si  es  ilegal.  (VI,  124,  2.»). 

—  288 — Puede  renunciarse  éste  por  el  deudor.  (XI, 
56,  2.«). 

—  280 — Puede  alegarlo  fundadamente  el  deudor  que, 
por  orden  de  autoridad  competente  del  orden  ju- 
dicial, demora  el  pago  á  su  acreedor.  (XI,  349, 2.'). 
Véanse  loa  números  110,  693,  1,193. 

Causa.  290— La  Corte  Suprema  conoce  privativamente  de 

las  causas  pendientes  contra  los  Procuradores  ge- 
nerales de  los  extinguidos  Estados.  (Acuerdo  nú- 
mero 291,  III,  113,  2.'). 

—  291— Las  archivadas  antes  déla  vigencia  de  la  Ley 
132  de  1887,  por  delitos  de  maltratamientos  ó  he- 
ridas en  que  la  incapacidad  no  pasó  de  dos  días, 
no  pueden  continuarse  de  oficio.  (Acuerdo  número 
298.  III,  131,  1.'). 

—  292 — Cuando  habiéndose  seguido  causa  contra  dos 
ó  más  reos  por  delitos  de  que  conoce  el  Juez  Su- 
perior con  intervención  del  Jurado  y  después  del 
veredicto  de  éste  va  el  asunto  al  Tribunal,  quien 
lo  declara  notoriamente  injusto  respecto  de  uno  ó 
más  de  los  reos  y  confírmala  sentencia,  que  es  de 
muerte,  respecto  de  los  otros,  debe  sacarse  copia 
de  lo  conducente  para  que  el  Jurado  cumpla  su 
deber  en  cuanto  al  reo  ó  reos  con  relación  &  los 
cuales  se  declara  injusto  el  veredicto,  y  el  proceso 
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se  remitirá  original  k  la  Corte  para  que  se  surta 
la  apelación  ó  consulta  que  la  ley  ordena  respecto 
de  las  sentencias  en  que  se  impone  la  pena  capital. 
(Acuerdo  número  423,  III,  388,  2.'). 

Causa  ilícita.  293— Si  no  es  necesario  expresar  la  causa 
de  una  obligación  (Código-  Civil,  artículo  1524), 
la  ley  supone  en  todo  caso  la  existencia  de  la 
causa  real  y  lícita  de  ella;  probada,  pues,  la 
obligación,  está  probada  la  causa;  si  ésta  es  simu- 
lada, ó  si  es  ilícita,  la  prueba  de  estos  calificativos 
corresponde  á  quien  los  alega.  (V,  306,  1'). 
Véanse  loa  números  1,315,  1,348,  1,452. 
Véaae  Juicio  crímiiial  (Sumario). 

—  294  —  Es  ilícita  la  causa  de  una  obligación  en 

virtud  de  la  cual  una  de  las  partes  se  compro- 
mete, mediante  recompensa,  á  contribuir  con  su 
influencia  para  que  continúe  un  contrato,  contra- 
to que,  según  la  mente  de  los  particulares  contra- 
tantes, podía  reemplazarse  con  otro  más  ventajoso 
para  el  Erario  público;  pues  aunque  la  ley  no  obli- 
ga á  los  ciudadanos  á  promover  lo  que  interesa  al 
bien  social,  sí  es  contrario  al  orden  público  y  alas 
buenas  costumbres  el  hecho  de  que  los  particu- 
lares pacten,  con  miras  de  provecho,  al  ejercicio 
de  influencias  que  puedan  hacer  nugatorias  las 
leyes  fiscales,  cuando  éstas  prescriben  que  ciertos 
servicios  públicos  se  obtengan  á  virtud  de  licita- 
ción, para  el  efecto  de  conseguir  mayores  venta- 
jas en  los  contratos.  (VIII,  197,  1."  y  2.»). 

Causales  de  impedimento.  295— Son  causales  de  impedimento 
respecto  de  los  funcionarios  de  instrucción,  las 
que,  con  referencia  al  Juez  y  á  las  partea,  establece 
el  artículo  7+9  del  Código  Judicial;  entendiéndose 
al  efecto  como  partes,  tanto  el  sindicado  como  e. 
ofendido  (1).  (Acuerdo  número  424,  III,  3S9,  l.*j 
XII,  293,  2.'). 


(1)  Véase  el  arüculu  31  de  la.  Ley  105  de  i8flü. 
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Causales  de  impedimento.  293— La  causal  de  impedimento  de  que 
trata  el  numeral  18  del  artículo  749  del  Código 
Judicial,  no  puede  tener  lugar  cuando  el  Juez  no 
ha  podido  funcionar  ni  como  apoderado  ni  como 
patrono,  porque  la  naturaleza  del  negocio  recha- 
za la  intervención  de  esta  clase  de  Agentes  curia- 
les, ó  cuando  no  consta  que  fuera  tal  apoderado  ni 
tal  patrono  en  los  términos  de  los  artículos  322 
del  Código  Judicial  y  1S  de  la  Ley  105  de  1890. 
(XII,  293,  2.'). 

Vétvse  impedimento. 

Celebración  bel  juicio.  297 — Los  Jueces  de  Circuito  pueden 
señalar  nuevo  día  para  la  celebración  de  los  juicios 
de  su  competencia,  cuando,  por  cualquier  acciden- 
te no  imputable  á  las  partes,  deje  de  verificarse 
el  día  prefijado.  (Acuerdo  número  559,  IV,  197,  %.*). 
Véanse  los  números  305,  1,34S. 

Certificación.  298. — La  certificación  que  conforme  al  artículo 
033  del  Código  Judicial  debe  dar  el  Juez  ó  Magis- 
trado que  recibe  una  declaración,  no  se  expide 
sino  como  una  formalidad  necesaria  en  la  decla- 
ración, y,  por  consiguiente,  no  pueden  exigirse 
derechos  de  ninguna  clase  por  ella.  (Acuerdo  nú- 
mero 129,  I,  401,  2.'). 

—  299 — La  que,  conforme  al  artículo  633  del  Código 

Judicial,  deben  dar  los  Jueces  al  fin  de  cada 
declaración,  ha  de  ser  sólo  en  negocios  civiles, 
porque  la  ley  no  la  ha  ordenado  para  los  asuntos 
criminales.   (Acuerdo  número  185,  II,    122,   1.*). 

—  300— Tiene  valor    cuando    versa    sobre    hechos 

que  consten  en  el  archivo  de  las  oficinas  de 
los  empleados  que  la  expidan;  pero  cuando  se  re- 
fiere á  hechos  puramente  personales  no  tiene 
fuerza  probatoria.  (III,  l02j  l,1). 
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Certificación,  801 — Tanto  por  las  certificaciones,  como  por  loa 
informes  y  exposiciones  que  se  pidan  fuera  de  jui- 
cio, se  pagarán  los  derechos  fijados  por  el  articu- 
lo 195  del  Código  Judicial.  (Acuerdo  número  509, 
IV,  98,  I.";  Acuerdo  número  513,   IV,    105,    1.*). 

—  302 — No  hay  lugar  á  cobrar  derechos  por  los  in- 
formes, certificaciones,  etc.,  que  rindan  los  parti- 
culares y  en  los  cuales  intervengan  por  razóu  de 
su  empleo  los  Jueces  y  Secretarios.  (Acuerdo  nú- 
mero 513,  IV,  105,  2."). 

—  303— Al  apreciar  como  pruebas  principales  del 
estado  civil  las  certificaciones  que,  con  las  forma- 
lidades legales,  expídanlos  respectivos  Curas  pá- 
rrocos, conforme  al  artículo  22  de  la  Ley  57  de 
1887,  sobre  matrimonios  y  nacimientos,  el  Juez 
no  tiene  facultad  para  decidir  si  es  válido  ó  nulo 
el  sacramento  á  que  las  certificaciones  se  refieren. 
(IV,  164,  1."). 

—  304 — Las  expedidas  por  el  Registrador  de  instru- 
mentos públicos  son  documentos  auténticos  sufi- 
cientes para  probar  el  hecho  aseverado  por  el  Re- 
gistrador, aunque  no  contengan  copia  de  las  res- 
pectivas inscripciones.  (VIII,  341,  1.*). 

—  305 — El  certificado  de  un  Módico  que  no  tiene  ca- 
rácter oficial,  no  es  documento  auténtico  que  por 
si  solo  merezca  plena  fe.  (VIII,  360,  1.*). 
Véanse  loa  números  554,  617,  993,  1,051,  1,200,  1,208. 

Cesión.  ^06 — Cuando  el  crédito  que  se  cede  está  asegurado 

con  hipoteca,  y  la  cesión  se  verifica  por  medio  d 
escritura  pública,  el  registro  de  ésta  se  hace  en  ( 
lugar  donde  se  celebró  el  contrato  de  cesión,  aun 
que  sea  distinto  de  aquel  en  que  esté  ubicado  . 
bien  hipotecado;  pues  en  la  entrega  del  titulo  d. 
crédito  se  comprende  aquella  seguridad,  confo 
mealarticulol964delCódigoCivil.    (V,  203,  2.' 
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Cesión.  307 — Para  ceder  .un  crédito  hipotecario  no  hay 

necesidad  de  otorgar  escritura;  basta  la  entrega 
del  título  del  crédito  con  las  formalidades  que 
se  exigen  para  la  cesión  de  derechos  personales(l). 
Con  ella  entra  el  cesionario  en  el  goce  de  los  pri- 
vilegios, fianzas  é  hipotecas,  como  lo  dispone  el 
artículo  1964  del  Código  Civil.  (V,  203,  2.*). 

—  30$ — Cuando  ud  tercero  paga  una  contribución 
pública  contra  la  voluntad  del  deudor,  no  puede 
el  respectivo  Agente  Fiscal  ceder  la  acción  al  ter- 
cero en  virtud  del  artículo  1632  del  Código  Civil. 
Se  considera  que  no  hay  disposición  legal  alguna 
que  faculte  á  los  empleados  ejecutivos  para  ceder 
voluntariamente  las  acciones  que  corresponden 
á  las  entidades  que  representan,  y  antes  bien, 
parece  que  esa  facultad  no  se  aviene  con  la  índole 
de  la  jurisdicción  coactiva  que  tales  empleados 
pueden  ejercer.  (V,  351,  1."). 

■ —  309 — Mientras  no  se  realice  la  entrega  material 

del  título  en  que  consta  un  crédito  personal,  acce- 
da ó  no  á  él  garantía  hipotecaria,  en  el  cual  se 
haya  puesto  notade  traspaso  suscrita  por  el  dueño 
del  crédito  á  favor  del  comprador  ó  adquirente, 
por  cualquier  título,  ro  se  entenderá  perfeccio- 
nado el  contrato  de  cesión  de  créditos  personales 
de  que  habla  el  artículo  1 959  del  Código  Civil;  sin 
perjuicio  de  que  el  acuerdo  de  las  voluntades 
haya  dado  nacimiento  á  una  convención  diferen- 
te con  efectos  civiles,  si  por  lo  demás  se  han  lle- 
nado en  ella  las  condiciones  generales  para  la  va- 
lidez de  los  contratos.  (VII,  261,  2.»)- 

—  310—  Las  disposiciones  legales  referentes  á  la 
cesión  de  créditos  personales  no  son  aplicables  al 
traspaso  que  haga  un  arrendatario  de  los  dere- 
chos y  obligaciones  que  le  da  y  le  impone  el  con- 


(1)   Víase  el  Artículo  33  de  la  Ley  57  de  I88T. 
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trato  de  arriendo,  sea  que  el  traspaso  se  haga  por 
cesión  ó  por  subarriendo,  (XI,  149,  I.*). 

Cesión.  311 — La  cesión  de  un  crédito  personal  es  una  ven- 

ta. En  consecuencia,  si  aparece  que  el  cesionario 
no  ha  pagado  ningún  precio  y  que  la  cesión  sólo 
tiene  nor  objeto  que  el  cesionario  cobre  judicial- 
mente el  crédito  para  el  cedente,  no  existe  ya  el 
contrato  de  cesión,  sino  el  de  mandato.  Si,  en  ta- 
les condiciones,  sucede  que  el  cedente  y  el  cesio- 
nario concurren  al  juicio  en  que  se  hace  el  cobro, 
y  apela  el  último  de  la  sentencia  desfavorable, 
pero  no  apela  el  primero,  el  fallo  debe  estimarse 
ejecutoriado.  (XII,  115,  2.*;lltí,  l.'y  2."). 

—  312 — Al  cesionario  de  una  herencia  competen  los 
mismos  derechos  y  tiene  las  mismas  obligaciones 
que  el  cedente  de  ella,  supuesto  que  la  venta  no 
hace  sino  cambiar  la  persona  del  heredero,  aun- 
que no  se  transmitan  el  título  y  la  calidad  de  tal, 
por  ser  éstos  inherentes  á  la  persona.  (X,  3,  2.'). 
Véanse  los  urtmeros  994, 1,000, 1,025, 1,338  y  1349. 

Circulación  de  moneda  falsa.  313 — El  cuerpo  del  delito  de 
circulación  de  moneda  falsa  no  puede  considerar- 
se demostrado  sino  cuando  consta  que  la  circula- 
ción se  hace  con  conocimiento,  es  decir,  á  sabien- 
das de  que  la  moneda  es  falsa.  De  manera  que 
mientras  no  haya  plena  prueba  del  á  sabiendas, 
no  hay  lugar  á  proceder  criminalmente  contra 
persona  alguna.  (I,  23,  1.»  y  2.";  34,  2.'). 

—  314 — La  sola  circunstanciado  encontrar  monedas 
falsas  en  poder  de  un  individuo,  no  debe  consi- 
derarse como  la  prueba  de  que  éste  es  circulador 
de  tal  moneda.  (I,  34,  2.*). 

Coadyuvante-  315— Este  no  es  persona  hábil  para  interponer  el 
recurso  de  casación   por  si  sólo,  es  decir,    cuando 
el  coadyuvado  no  ha  interpuesto  tal  recurso.  (IX. 
252,  1.*). 
Véase  el  número  237. 
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Coadyuvar.  810— Nú  toda  persona  que  crea  ó  estime  que  las 
consecuencias  de  un  juicio  que  se  sigue  entre 
otras  pueden  afectar  de  algún  modo  sus  intereses, 
tieue  derecho  de  tomar  intervención  en  él  para 
coadyuvar  la  causa  de  alguna  de  las  partes.  Este 
derecho  no  lo  tienen  sino  aquellos  que,  por  dispo- 
sición especial  de  la  ley,  reciben  provecho  ó  per- 
juicio de  la  sentencia  sin  haber  sido  partes  en  el 
juicio.  (1)  (VI,  334,,  B.*). 
Véase  Damero  297. 

Comisiones.  317 —  Los  Jueces  de  Circuito  no  pueden  comisio- 
nar á  los  Municipales  diligencias  que  ellos  mismos 
puedan  practicar  en  la  cabecera  del  Circuito. 
(Acuerdo  número  261,  II,  402,  1.'). 

—  31S Las  conferidas  á  determinado  Juez  no  es- 
tán sujetas  á  repartimiento,  donde  hay  pluralidad 
de  Jueces.  (Acuerdo  numero  379,  III,  309,  1.'). 

—  319 — Cuando  una  autoridad  comisiona  á  otra  la 
práctica  de  alguna  diligencia,  el  auto  en  que  se 
ordena  la  comisión  es  el  auto  por  el  cual  se  en- 
tiende conferida  ésta,  sin  necesidad  de  nuevo  auto 
ó  diligencia  de  comisión.  (Acuerdo  número  432, 
III,  395,  2.*). 

Véase  el  número  64. 

Comisos.  320 — En  los  Departamentos   donde  existe  el  mo- 

nopolio de  aguardientes  son  exequibles  las  Orde- 
nanzas que  establecen  el  comiso  de  aquel  licor 
cuaudoscproducedecontrabando,  así  como  el  de 
las  vasijas  correspondientes.  Lo  mismo  se  aplica 
al  tráfico  de  tal  artículo  sin  la  guía  respectiva.  La 
Corto  estima  que  el  comiso  en  dichos  casos  no  es 
propiamente  una  pena,  sino  la  consecuencia  pre- 
cisa del  monopolio.  (IV,  5,  1.*). 


a  dertune  ln  Corte  de  nn  estudio  sobre  las  disposi 

■■¡'■..■'.¡i-  Judicial. 
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Comodato  precario.  321 — La  tenencia  del  inmueble  vendido 
concedida  al  vendedor  después  de  perfeccionado  el 
contrato,  en  virtud  de  tolerancia  del  comprador, 
debe  calificarse  como  un  comodato  premrio,  de 
acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  2,220 
del  Código  Civil.  (XI,  292,  1."). 

Compañía.  322— De  acuerdo  con  el  artículo  2094  del  Código 
Civil  y  el  283  del  Código  de  Comercio  de  Cundi- 
namarca(l),  una  compañía  anónima  puede  deter- 
minar las  reglas  que  mejor  le  parecieren  para  la  dis- 
tribucióndelas ganancias  ó  pérdidas  que  obtuvie- 
re ó  resultaren.  (VI,  211,  2.'  y  212,  1."). 
Véanse  los  números  649, 1,024,  1,093  y  1,115. 
Véase  Sociedad. 

Compensación.  323— Si  una  de  las  deudas  no  ha  sido  recono- 
cida, no  tiene  lugar  la  compensación   sino  desde 
que  se  dicte  sentencia  condenatoria,  que  es  cuan- 
do la  deuda  tiene  ya  el  carácter  de  exigible. 
(V,  141,  1/). 

Comp3t9noia.  324 — No  están  subordinados  los  Jueces  de  Cir- 
cuito á  los  Superiores  de  Distrito  Judicial.  El  in- 
mediato superior  de  unos  y  otros  es  el  respectivo 
Tribunal  Superior  de  Distrito.  En  tal  virtud,  si 
puede  haber  competencias  afirmativas  y  negati- 
vas entre  dichos  Jueces.  (Acuerdo  número  103, 
I,  354,  l.1;  V,  87,  1.»). 

—  325 — En  los  juicios  posesorios,   asi  como  en  los 

demás  juicios  sumarios,  lo  que  determina  ]a  com- 
petencia es  la  cuantía;  á  no  ser  que  por  la  natu- 
raleza del  negocio  no  pueda  fijarse  ésta,  porque 
en  tal  caso  la  competencia  del  negocio  es  sólo  del 
Juez  de  Circuito.  ( Acuerdo  número  256,  II, 
397,  1.-). 


(i  j  Correspondiente  al  507 del  Nacional. 
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Competencia.  326— En  las  causas  que  so  sigan  contra  emplea- 
dos y  funcionarios  públicos,  la  competencia  se 
fija  por  la  categoría  del  empleado  al  tiempo  en 
que  se  le  deba  enjuiciar,  aunque  el  delito  sea  pú- 
blico y  se  haya  cometido  antes  del  nombramien- 
to de  más  elevada  categoría,  y  aunque  el  delito 
sea  público  y  se  haya  cometido  en  el  ejercicio  de 
un  empleo  de  categoría  inferior.  Si  el  empleado 
ha  vuelto  á  pu  condición  de  particular,  se  atiende 
al  carácter  que  tenía  cuando  cometió  el  de- 
lito. (Acuerdo  número  350,  III,  234,  2.'). 
830. 

—  327— No  puede  proponerse  competencia  de  ningu- 
na clase  durante  la  instrucción  sumaria  en  nego- 
cios criminales;  pero  puede  provocarse  desde  que 
el  juicio  informativo  se  halla  en  estado  de  dictar 
auto  de  proceder.  (Acuerdo  número  425,  III, 
393,  2.';  IV,  55,  %."). 

—  32S — No  se  previene  en  el  conocimiento  de  una 
demanda  por  el  sólo  hecho  de  admitirla,  sino  por 
la  notificación  de  ella  al  demandado.  Por  tanto, 
no  puede  promoverse  competencia  mientras  no  se 
haya  hecho  tal  notificación.  (IV,  254,  2."). 

—  329— La  facultad  do  la  Corte  Suprema  para  cono- 
cer en  segunda  instancia  de  los  negocios  conten- 
ciosos en  que  figure  como  parte  la  Nación,  no  se 
extiende  á  los  negocios  criminales.  (V,  389,  2.*). 

—  330 — La  competencia  que  se  suscita  entre  el  Admi- 
nistrador de  una  Aduana  y  un  Juez  de  Circuito, 
en  una  causa  sobre  contrabando,  no  ha  de  ser  di- 
rimida por  la  Corte  Suprema  sino  por  el  Tribu- 
nal Superior  respectivo,  (VII,  136,2.»). 

—  331— Entre  las  atribuciones  legales  de  la  Corte 
Suprema  no  está  la  de  conocer  de  las  apelaciones 
que  se  interpongan  contra  los  autos  y  sentencias 
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que  dicten  ]ns  Juzgados  Municipales,  en  ningún 
caso,  aunque  se  trate  de  asuntos  correspondien- 
tes á  la  recaudación  de  rentas  nacionales.  Sólo 
cuandode  estos  asuntos  han  conocido  los  emplea- 
dos fiscales  con  jurisdicción  coactiva,  puede  ser 
competente  la  Corte  para  conocer  de  tales  apela- 
ciones. (VIII,  80,  2.*). 

Competencia.  332— La  tiene  la  Corte  Suprema  de  Justicia  para 
fallar  en  todo  el  asunto  cuando  conoce  de  nego- 
cios á  que  se  refiere  el  ordinal  4.°  del  articulo 
43  de  la  Ley  147  de  188S,  aun  en  el  caso  de  que 
en  la  demanda  se  haya  procedido  no  sólo  contra 
un  Departamento  sino  también  contra  un  Dis- 
trito, y  que  en  aquélla  se  pida  que  se  condene  á 
una  de  estas  entidades  ó  ambas  conjuntamente. 
Si  es  el  caso  de  declarar  probado  el  derecho  con- 
tra la  entidad  Departamental  únicamente,  la  Cor- 
te Suprema  no  puede  dejar  de  conocer  del  asun- 
to en  cuanto  al  Distrito  se  refiere,  para  declarar 
lo  libre  del  cargo  que  contra  él  se  enderece, 
pues  de  otro  modo  se  dividirla  la  continencia  de 
la  causa,  dejando  íi  salvo  algún  derecho  que  pos- 
teriormente podría  dar  lugar  á-  que  se  intentara 
alguna  acción  contra  la  entidad  Municipal.  (IX, 
20,  2.»). 

—  333 — Cuando  en  virtud  de  una  sentencia  condena- 

toria en  materia  penal  se  ha  reconocido  derecho  á 
la  Nación  para  ser  cubierta  de  alguna  cantidad  lí- 
quida, es  el  Juez  ordinario  y  no  el  Tribunal  de 
Distrito  quien  debe  seguir  conociendo  del  juicio 
civil  correspondiente  (1).  (IX,    32,  2.';  XI,  230, 

i-'yn 

(1)  "Puede  suceder,  dice  ¡a  Corte,  que  la  disposición  del  articulo  1 737  dei  Código 
Judicial  ae  HuinantH  aptres  tañen  be.  *-n  pagua  con  las  que  regl¡m  la  materia  de  juris- 
dicción y  competencia.  Asi,  cmndo  en  virtud  de  una  sentencia  condenatoria  en  ma- 
teria penal  se  ha  reconocido  derecho»  la  N'a.-ión  para  ser  cubierta  de  alguna  cantidad 
liquida,  parece  probable  que  nanea  el  Juez  ordinario  que  bajM  conocido  del  juicio 
criminal  quien  deba  seguir  el  juicio   civil   correspondiente,  sino  el  Tribunal  del  res. 
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Competencia.  334— La  competencia  que  provoque  un  Juez  or- 
dinario á  la  autoiitiad  militar  debe  sostenerla  el 
Comandante  del  respectivo  cuerpo,  si  no  Be  ha 
dictado  auto  de  eujuiciamiento,  y  no  un  Consejo 
de  Guerra  que  no  tkne  intervención  ninguna 
en  el  sumario.  (XI,  262,  2,*). 

335— Cuando  del  sumario  instruido  en  averigua- 
ción de  los  responsables  de  la  muerte  de  un  preso 
que  se  fuga,  no  resulta  cargo  alguno  contra  los 
individuos  de  la  Comisión  Militar  que  lo  custo- 
diaba, el  Juez  competente  para  decidir  del  mérito 
del  sumario  es  el  correspondiente  Juez  ordinario. 
(XII,  312,  1.*). 

Véanse,  loa   números  15,  49,  80,  143,  156,  417,  418,  435, 
538,  035,  G58,  661,  700,  77!t,  844,  845,  840,  850,  853,  883, 
015, 1,190,  1,202, 1,303  y  1,377. 
Véase  Jurisdicción. 

Cómputo.  330 — Para  el  cómputo  de  que  trata  el  articulo 
2024  del  Código  Judicial,  se  entenderá  que  cada 
día  de  arresto,  detención  ó  prisión  que  haya  su- 
frido el  reo,  equivale  á  un  día  de  la  pena  corpo- 
ral á  que  fuere  condenado  (1).  (Acuerdo  numero 
205,11,  193,  1.";  Acuerdo  número  208,  11,202,1.*). 

Concordato.  337 — De  acuerdo  con  el  artículo  22  del  Concorda- 
to, sólo  se  puede  reconocer  como  deuda  consoli- 
dada á  cargo  del  Tesoro  y  en  favor  de  estableci- 

pectivo  Distrito  Judicial,  cuando,  par  la  cuantíe,  de!  negocio,  íl  «fi  competente.  Sin 
embargo,  la  Corte  lia  establecido  en  rano  semejante  que  es  el  Juez  ordinario  y  no  el 
Tribunal  de  Distrito  quien  debe  seguir  co luciendo  del  negocio,  pues  no  obsta  para  esta 
■¡onclnsióii  la  cnnsiiie  ración  (le-  que  ivi-iy-piiml'  i  les  Tribuna  es  conocer  de  los  rugo, 
líos  contenciosos  en  que  tenga   parte  I»  Nncidn,   cuando  el  09   excedan  de  mil  p*  so*, 

arque  el  cara  de  que  se  trata  es  una  excepción  de  la  regla  general  que  se  reitere  4  los 
jegocios  civiles  comunes  que  se  pronuinvmi  ñ  favor  ó  en  contra  de  la  Nación,  T  n« 
¡otnprande  inciden Itsde  un  juicio  deque  conoce  otra  autoridad  non  plenitud  de  juris. 

icciín.  Ei  procedimiento  en  contrario  anuaria  lo  ac  tundo  por  incompetencia  de  jn- 

(1)  El  artículo  3624  del  Código  Judicial  ha  sido  reemplazado  por  et  363  de  la  Ley 
15  da  1890  j  por  el  75  de  la  Ley  100  de  1892.  Esté  último   articulo   confirma  la  doc- 
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Concurso. 


mientos  de  instrucción  y  beneficencia  regidos  por 
la  Iglesia,  el  valor  de  los  censos  redimidos  en  el 
Tesoro  y  de  los  bienes  desamortizados  que  haya 
sido  inscrito  en  cualquier  tiempo  en  la  deuda  pú- 
blica de  la  luición.  (XI,  213,  2.»). 

338 — El  concurso  especial  que  se  puede  abrir  á 
una  finca  hipotecada,  de  acuerdo  con  los  artícu- 
los 2499  del  Código  Civil  y  1212  del  Código  Judi- 
cial, no  puede  tener  lugar  sino  cuando  sobre  un 
mismo  inmueble  están  constituidas  diversas  hi- 
potecas á  favor  de  diversos  acreedores;  porque, 
en  la  significación  técnica  y  vulgar  de  la  voz 
concurso  va  envuelta  la  idea  de  pluralidad  de 
sujetos  ó  de  objetos,  y,  de  consiguiente,  la  exis- 
tencia de  un  concurso  de  acreedores  supone  nece- 
sariamente que  las  personas  que  concurren  ó 
pueden  concurrir  á  él  son  dos  ó  más  en  todo  caso. 
(VII,  205,  1.a). 

Véanse  los  números  24,  47,  223,  415, 496,  804,  808,  994, 
1,082,  1,121,  1,310  y  1,338. 


Condición. 


339 — Para  considerar  fallida  una  condición,  sea 
negativa  ó  positiva,  se  necesita  la  prueba  de  ser 
cierto  que  no  sucedió  el  hecho,  ó  que  no  se  veri- 
ficó un  acontecimiento  después  de  pasado  el 
tiempo  dentro  del  cual  debió  verificarse;  según 
se  deduce  del  artículo  1539  del  Código  Civil.  De 
consiguiente,  al  exigir  el  Juez  la  prueba  de  que 
no  se  verificó  el  hecho,  no  viola  el  artículo  543 
del  Código  Judicial.  (IV,  175,  1/). 

340— Si  en  una  promesa  de  compraventa  de  un 
inmueble  se  estipula  que  el  contrato  prometido  se 
perfeccionará  cuando  el  vendedor  consiga  los  docu- 
mentos en  que  constan  los  linderos  de  la  finca, 
tal  condición  es  nula  por  depender  de  la  mera 
voluntad  del  vendedor,  conforme  al  inciso  1.°  del 
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artículo  1544  del  Código  Civil  Tolimense  (1).  (IV, 

183,  1."). 

Condición.  341 — Es  válida  la  de  no  enajenar  u»  inmueble, 
que  se  deja  por  testamento,  en  plazo  cierto  y  de- 
terminado, siempre  que  ella  no  se  refiera  a  nin- 
guna porción  comprendida  en  la  legitima  rigoro- 
sa del  heredero.  (XI,  386,  2.'). 

~  resolutoria.  342 -Cuando  en  un  contrato  escrito 

se  estipula  expresamente  una  condición  resolu- 
toria, por  el  cumplimiento  de  ésta  el  contrato 
queda  resuelto  entre  las  partes  de  pleno  derecho, 
esto  es,  sin  necesidad  de  declaración  judicial,  sal- 
vas las  excepciones  que  para  casos  especiales  de- 
termina la  ley.  (VII,  243,  1.'). 

—  343 — La  estipulada  expresamente  por  los  contra- 
tantes resuelve  de  pleno  derecho  el  contrato  sin 
que  se  requiera  declaración  judicial.  El  artículo 
1546  del  Código  Civil  se  refiere  á  la  condición  re- 
solutoria tácita,   es  decir,  ala  que  envuelve  todo 

"  contrato  bilateral,  y  no  á  la  expresa,  ó  sea,  á  la 
que  libremente  hayan  estipulado  las  partes.  (VII, 
243,  1.';  VIII,  252,  2.4). 

Conferencia.  344 — La  que  tienen  los  jurados  no  puede  inte- 
rrumpirse, según  el  articulo  SÚ2  de  la  Ley  57  de 
1887;  y  si  el  Juez  de  derecho  la  interrumpe,  para 
continuarla  en  seguida,  se  hace  responsable  cri- 
minalmente. (II,  323,  1."). 

—  amioable.  345 — Notificada  la  demanda,  no  debe 
correr  el  término  del  traslado  para  contestarla 
sino  cuando  ha  tenido  lugar  la  conferencia  ami- 
gable. (Acuerdo  numero  461,  IV,  20,  2."). 

—  346 -Esta  no  es  una  formalidad  ó  garantía  re- 
nunciable  al  tenor  del  artículo  513  del  Código  Ju- 


(1)  Correspondiente  al  1535  del  Nacional, 
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dicial;  la  ley  la  ha  instituido  en  interés  de  la  so 
ciedad;  no  puede  prescindirse  de  ella,  y  el  Juez 
debe  hacer  uso  de  todos  los  recursos  legales  á  fin 
de  que  tal  formalidad  se  cumpla.  (Acuerdo  nú- 
mero 502,  IV,  203,  S.*;  Acuerdo  número  580,  IV, 
227,  2.'). 

Conferencia  amigable.  347 — La  falta  de  ésta  no  es  motivo  de 
nulidad  del  juicio.  (VII,  87,  2.'). 

Confesión.  318 — Cuando  uno  ó  más  reos  sindiquen  á  un  ter- 
cero en  su  confesión,  debe  continuar  el  juicio  y 
resolverse  por  el  Jurado  si  ellos  son  responsables 
de  los  cargos  deducidos  en  el  auto  de  proceder, 
sin  perjuicio  de  que  se  ordene  por  el  Juez  com- 
pulsar copia  de  lo  conducente  para  averiguar  la 
responsabilidad  de  los  nuevos  sindicados  que  re- - 
sulten  de  un  mismo  delito.  (Acuerdo  número 
487,  IV,  83,  2.'). 

—  349 — La  confesión  judicial  no  puede  admitirse 
como  prueba  de  hechos  contrarios  al  orden  físico, 
moral  ó  legal.  Así,  cuando  el  demandado  confie- 
sa que  una  sociedad  industrial  ha  funcionado  le- 
galmente,  el  Juez  no  podrá  declararlo  así,  si  en 
el  tiempo  en  que  se  dice  funcionó  dicha  socie- 
dad ella  no  podía  tener  existencia  por  ser  su  ob- 
jeto contrario  á  una  disposición  ejecutiva  con 
fuerza  de  ley.  (V,  347,  1.'). 

—  350 — Las  cartas  privadas  reconocidas  judicial- 
mente ó  que  han  de  tenerse  como  reconocidas, 
deben  considerarse  como  una  confesión  judicial  y 
nó  simplemente  como  una  confesión  extrajudi- 
cial,  á  pesar  de  la  disposición  del  artículo  561  del 
Código  de  procedimiento;  principio  que  fun- 
da la  Corte  en  los  artículos  1761  del  Código  Civil, 
691  y  693  del  Judicial.  (VI,  355,  2.a). 

—  351 — La  manifestación  que  haya  hecho  una  par- 
te de  un  hecho,  en  ocasión  en  que  éste  no  pueda 
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serle  perjudicial  sino  favorable,  no  debe  repu- 
tarse como  confesión  judicial  ni  producir  los  efec- 
tos probatorios  que  á  ésta  corresponden  general- 
mente. (VI,  356,  2.'). 

352 — Xo  sírvela  confesión  de  las  partes  para  pro- 
bar los  contratos  solemnes.  Así  pues,  aunque 
una  persona  confiese  haber  vendido  una  finca 
raíz,  no  debe  admitirse  como  existente  la  venta, 
si  falta  la  respectiva  escritura  pública  registra- 
da, pues  la  confesión  no  le  puede  dar  vida  á  lo 
que  no  ha  existido  á  los  ojos  de  la  ley,  porque 
sólo  se  confiesa  lo  que  ha  existido  antes.  (VII, 
285,  2.'). 

353 — La  confesión  no  tiene  valor  ninguno  para 
establecer  el  estado  civil  délas  personas;  la  ley- 
no  admite  á  este  respecto  sino  determinada  clase 
de  pruebas.  (VIII,  115,  1.';  116,  2.*). 

35-1-  La  que  se  haga  por  una  persona  afirmando  que 
recibió  la  cosa  ó  que  ejecutó  el  hecho  sobre  que 
versa  la  demanda,  pero  por  causa  diferente  de  la 
en  que  se  funda  el  litigio,  no  constituye  confesión 
divisible,  ni  tampoco  debe  considerarla  como  sim- 
ple; al  apre?iar  como  prueba  tal  confesión  no  ba 
de  tomarse  sólo  lo  favorable  al  demaudante.  (VIII, 
350,  1,'  y  2.-). 

355— Si  nna  persona  confiesa  haber  comprado  un 
inmueble  con  dinero  ajeno  y  con  intención  de 
adquirir  la  finca  para  el  dueño  del  dinero  sin  que 
tal  circuustancia  conste  en  el  acto  de  la  venta, 
la  confesión  no  significa  que  el  tercero  sea  dueño 
del  inmueble.  El  dominio  de  ésto  no  puede  trans- 
mitirse sino  por  medio  del  registro  de  un  acto  en 
que  conste  que  una  persona  se  desprende  de  aquél 
y  lo  transmite  á  otra  que,  directamente  ó  por  un 
representante,  manifiesta  intención  de  adquirirlo. 
(XI,  220,  1.»  y  2."). 
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Confesión.  356— La  confesión  ficta  (tacita)  que  resulta  de  no 
presentarse  un  individuo  á.  rendir  posiciones  pe- 
didas fuera  de  juicio,  no  puede  asimilarse  á  la 
confesión  judicial;  es  una  confesión  extrajudi- 
cial  y  no  presta  mérito  ejecutivo.  (XII,  36S,  2."). 

—  357 — No  puede  encontrarse  error  de  derecho  en 
la  apreciación  que  haga  el  Tribunal  de  ser  divisi- 
ble ó  indivisible  una  confesión  explicada;  pues 
puede  decirse  que  ha  quedado  á  la  interpretación 
ó  arbitrio  de  los  Jueces  la  calificación  de  que  el 
hecho  confesado  y  añadido  como  explicación  al 
hecho  principal,  sea  separable  ó  inseparable  de 
éste.  (XII,  370,  2.'). 

Véanse  los  números  529,  532,  604,  848,  1,167,  1,109  y 
1,335. 

Confeso.  353 — Cuando  según  la  ley  deba  tenerse  por  con- 

feso al  deudor  que  citado  no  compareciere,  toca 
á  éste  presentar  la  prueba  del  impedimento  que 
tuvo  para  ello,  pero  el  Juez  no  está  autorizado 
para  decretar  de  oficio  que  aquél  sea  oído  acerca 
del  impedimento.  (Acuerdo  numero  445,  III, 
412,  2.'). 

—  359— Entre  el  artículo  247  de  la  Ley  153  de  1887  (1 ) 
y  el  700  del  Código  Judicial  no  hay  contradicción 
ninguna,  pero  de  aquí  no  se  deduce  que  ambas 
puedan  aplicarse  al  caso  del  deudor  ausente;  pues 
el  que  declara  confeso  al  que  no  se  presenta  á  re- 
conocer un  documento,  exige  que  se  notifique 
personalmente  al  que  lo  firmó,  y  esto  supone  que 
está  presente.  (Acuerdo  número  409,  LTI,  370,  1."). 
Véase  el  u  Cunero  1,375. 

Conjueces.  360— No  tienen  los  conjueces  de  los  Tribunales 
Superiores  de  Distrito  Judicial,  bajo  la  vigencia 
de  la  Ley  61  de  1886,  derecho  á  ninguna  remune- 
ración (2).  (Acuerdo  número  50,  I,  257,  l.1). 


(1)  Subrogado  por  el  27  de  1»  Ley  105  de  1890. 

(2)  Hoy  la  tienen  por  «1  articulo  8.'  de  la  Lay  72  de  1890, 


, 
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Conjueces.  361 — Con  excepción  de  las  causas  en  que  loa  Con- 
jueces deben  conocer  con  el  carácter  de  tales,  em 
las  demás  pueden  obrar  como  defensores  ó  abo- 
gados. (Acuerdo  numero  72,  I,  287,  2.*). 

—  362 — En  los  casos  de  impedimento  ó  recusación)' 
de  alguno  de  los  Magistrados  de  los  Tribunales, 
para  formar  la  Sala  de  Acuerdo  que  decida  el 
punto,  es  preciso  llenar  la  plaza  del  recusado  ó  im- 
pedido con  el  respectivo  Conjuez.  (Acuerdo  nü.- 
mero  392,  III,  838,  l.'J. 

Véanse  los  números  682,  717,  725,  726,  981  y  1,392;:. 

Conocimiento  de  embarque.  363 — No  es  lo  mismo  el  conoci- 
miento de  embarque  que  la  planilla  de  correosa 
que  se  conducen  por  agua.  (IV,  146,  2.»). 

Consejo  de  guerra.  364— En  un  Consejo  de  Guerra  de  Oficia- 
les Generales  pueden  funcionar  oficiales  que  ten>- 
gan  el  grado  de  Sargentos  Mayores.  (I,  83,  l.«)_ 

—  365 — En  el  caso  de  que  un  juicio  militar  baya  de- 
seguirse  ante  un  Consejo  de  Guerra  de  Oficiales- 
Generales,  no  aparece  una  disposición  igual  á  la. 
del  artículo  1457  del  Código  Militar,  según  la  cuaE 
se  debe  ordenar  la  prórroga  del  término  para- 
la celebración  del  juicio,  cuando  haya  necesidad 
de  practicar  pruebas  fuera  del  lugar  donde  se  pro- 
cede, pedidas  por  el  reo  ó  su  defensor.  Mas,  por 
identidad  de  causas,  esa  disposición  ha  de  apli- 
carse á  los  juicios  expresados,  so  pena  de  nuli- 
dad. (II,  204,  1.*). 

—  366— Al  decir  el  articulo  1392  del  Código  Militar- 
que  el  Consejo  Be  compondrá  de  Generales,  Jefes 
Superiores  ó  por  lo  menos  iguales  en  categoría  al 
reo,  siempre  que  no  fuere  impracticable,  ha  que- 
rido expresar,  simplemente  que  se  procurará  que> 

• 
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los  vocales  del  Consejo,  escogidos  siempre  entre 
la  clase  de  Oficiales  Generales  ó  Jefes,  sean  su- 
periores en  categoría  al  reo,  ó  por  lo  menos  igua- 
les; porque  no  quiso  el  legislador  que  un  General 
fuera  juzgado  por  Coroneles  ú  Oficiales  de  menor 
graduación,  ni  un  Coronel  por  Sargentos  Mayores, 
etc.,  sino  en  caso  de  absoluta  necesidad.  Pero  de 
esto  á  dar  intervención  en  un  Consejo  de  Guerra 
.  de  Oficiales  Generales,  á  Oficiales  que  no  son  de 
esta  clase,  como  Capitanes,  Tenientes,  Alféreces, 
etc.,  hay  una  gran  diferencia,  y  la  ley  no  se  presta 
auna  interpretación  que  destruiría  la  organización 
esencial  de  este  Tribunal.  (III,  110,  2.*). 

Consejo  de  querrá.  367 — En  los  juicios  militares  los  Consejos 

de  Guerra  deciden  sobre  los  hechos  en  conciencia, 
á  semejanza  del  Jurado;  y  á  la  Corte  no  le  es  dado 
variar  la  calificación  que  hagan  respecto  á  la  cul- 
.  pabilidad  ó  inocencia  del  acusado,  puesto  que  la  ley 
ha  limitado  sus  funciones  á  revisar  el  fallo  para 
anularlo  si  se  ha  incurrido  en  alguna  de  las  cau- 
sales que  determinan  los  artículos  1534  y  1535  del 
Código  Militar  y  á  corregir  los  errores  de  dere- 
cho en  cuanto  á  la  aplicación  indebida  de  las 
penas  á  los  hechos  definidos  en  las  resoluciones. 
(X,  192,  1.*). 

Véanse  los  oúmeros  334,  464,  1,009,  1,015,  1,016,  1,057 
y  1452. 

—  municipal.  368 — Los  dignatarios  de  lo&  Consejos 

Municipales  son  funcionarios  públicos,  dada  la  de- 
finición que  de  éstos  contiene  el  artículo  5.°  del 
Código  Político  y  Municipal;  de  manera  que  con- 
forme al  ordinal  10  del  artículo  181  de  la  misma 
obra,  los  Prefectos  pueden,  en  caso  de  urgencia 
que  no  permita  aguardar  resolución  del  Goberna- 
dor, suspender  en  sus  funciones  &  los  Conseje- 
ros Municipales.  (IV,  216,  1/). 
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Consentimiento  tácito.  369 — Este  no  existe  por  el  simple 
silencio  de  la  persona  que  debe  prestarlo,  sin  la 
ejecución  de  un  acto  ó  hecho  que  revele  la  inten- 
ción oculta,  pues  en  jurisprudencia  el  que  calla  ni 
otorga  ni  niega.  (IX,  224,  2."). 
Véanse  los  números  623  y  1,350. 

Consignación.  370— La  principal  condición  para  que  la  con- 
signación sea  válida,  es  la  de  que  se  presente  al 
Juez  la  cantidad  que  se 'deba,  con  los  intereses 
vencidos,  si  los  hubiere,  y  los  demás  cargos  líqui- 
dos. (VI,  323,  1.'). 

—  371 — La  validez  de  la  consignación  no  queda  es- 

tablecida definitivamente  en  las  diligencias  que  se 
practican  para  hacerla,  las  cuales  son  meramente 
sumarias,  sino  que  es  preciso  que  se  ventile  en 
juicio  contradictorio,  en  el  cual  debe  comprobarse 
la  suficiencia  del  pago  verificado  por  consignación 
si  se  objetare  tal  suficiencia.  (VI,  323,  2'.), 
Véase  el  número  1,140. 

Constatación.  372— La  Constitución  de  la  República  no  tiene 
efecto  retroactivo  para  hechos  ejecutados  antes  de 
su  vigencia.  (IV,  391,  2.»). 

Véanse  los  números  12,  34,  63,  151, 169,  18ií,  447  á  449, 
783,  787,  792,  80»,  819,  87S,  876,  901,  922,  932,  1,031, 
1,033,  1,042,  1,052,  1,062,  1,080,  1,086, 1,245  y  1,445. 

Consultas.  373 — Las  que  se  hacían  á  la  Corte  debían  formu- 
larse de  una  manera  clara  y  precisa,  y  separada- 
mente para  cada  punto  dudoso.  (Acuerdo  núme- 
ro 112,  I,  369,  1.-). 

—  374 — Cuando  en  un  mismo  expediente  se  sobresee 
por  un  delito  y  se  abre  juicio  por  otro,  la  consul- 
ta del  sobreseimiento  debe  hacerse  después  de 
proferida  la  sentencia,  aunque  ésta  no  sea  con- 
sultable. (Acuerdo  número  602,  IV,  253,  1.*). 

—  376— Los  autos  en  que  se  ordena  cesar  un  proce- 
dimiento criminal,  por  cansa  de  proscripción,  son  " 
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consultables  en  los  mismos  casos  en  que  lo  son 
los  autos  de  sobreseimiento,  de  conformidad  coi» 
el  artículo  346  de  la  Ley  105  de  1890.  (VI,  96, 1.*). 

Consultas.      376— La  disposición  del  artículo  354  de  la  Ley  105 

de  1890  no  es  aplicable  á  los  juicios  de  responsa- 
bilidad, los  cuales,  para  el  efecto  de  la  consulta,  se- 
rigen  por  la  especial  contenida  en  el  artículo  1892 
del  Código  Judicial.  (VI,  231,  1.»;   318,  l.1)  (1). 

—  377 — Conforme  á  lo  prescrito  en  el  artículo  192T 
del  Código  Judicial,  contra  la  sentencia  que  dic- 
ten los  Tribunales  en  juicio  por  demoras,  no  hay 
más  recurso  que  el  de  queja,  y  por  lo  mismo  no 
son  consultables.  (VI,  336,  1/;  352,  2/). 

—  378 — No  es  consultable  el  auto  en  que  se  declara 
prescrita  una  acción  criminal  si  se  procede  por 
hecho  que  no  daría  lugar  á  la  aplicación  de  pena 
corporal.  Ese  auto  debe  equipararse  á  uno  de 
sobreseimiento.  (VII,  96,  2.1). 

—  379 — No  debe  hacerse  para  ante  el  respectivo  Su- 
perior la  de  un  auto  interlocutorio  en  que  se  anu- 
la una  parte  de  lo  actuado,  y  se  retrotrae  el  pro* 
cedimiento  del  juicio  ejecutivo  al  estado  de  noti- 
ficarse al  deudor  el  mandamiento  de  pago,  aun- 
que sea  dictado  en  juicio  en  que  tenga  interés  la 
Nación,  pues  tal  fallo  no  es  desfavorable  á  ésta. 
(IX,  63,  1.*). 

*~*  380 — Los  autos  de  sobreseimiento  en  negocios  que 

podrían  dar  lugar  á  juicios  de  responsabilidad  por 
los  trámites  extraordinarios,  no  están  sujetos  k 
consulta;  pero  sí  están  sujetas  á  ese  recurso  laa 
sentencias  definitivas  que  en  dichos  juicios  se 
dicten;  y  eso  porque  el  artículo  1892  del  Código 
Judicial  no  ha  sido  derogado  expresa  ni  tácita- 
mente por  el  67  de  la  Ley  100  de  1892.  (XII,  243, 
1.*;  244,  1.a). 
Vóause  los  números  165,  513,599,630,  1,134  y  1,274. 


(1)  Hoy  rige  para  el  cato  eJ  artículo  67  de  la  Ley  100  de  '892* 
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Contrabando.  381 — Para  que  sea  procedente  una  acción  rei- 
vindicatoría que  se  refiere  á  una  cosa  aprehendi- 
da como  contrabando,  es  preciso  que  so  reúnan 
en  el  reivindicador  las  condiciones  de  ser  legítimo 
dueño  de  la  cosa  reclamada  y  de  no  tener  ningu- 
na culpabilidad  en  el  delito  de  contrabando.  (I, 
396,  1/). 

—  382 — No  es  la  Corte  Suprema  sino  el  respectivo 
Tribunal  Superior,  quien  debe  conocer  en  segun- 
da instancia  de  las  causas  criminales  que  se  si- 
gan por  el  delito  de  contrabando.  (II,  180,  1.'). 

—  383 — La  Corte  es  incompetente  para  conocer  en 
segunda  instancia  de  los  juicios  criminales  por 
coatrabando,  por  no  existir  disposición  alguna  en 
el  Código  de  Organización  Judicial  que  dé  á  la 
Corte  esa  facultad.  (VII,  166,  l.«). 

Véanse  los  números  331  v  340. 

Contratos.  384 — Cuando  el  Gobierno  en  la  celebración  de  un 
contrato,  se  aparta  de  la  ley  que  para  ello  lo  auto- 
riza, introduciendo  modificaciones  sustanciales 
no  previstas  en  aquélla,  debe  someter  el  contrato  á 
la  aprobación  del  Congreso.  (IV,  4<>8.  2.'). 

—  385 — Los  que  celebreel  Gobierno  sin  autorización 
del  Congreso,  ó  sin  la  aprobación  posterior  de 
éste,  son  nulos;  ni  puede  el  Gobierno,  por  medio 
de  un  contrato,  disponer  que  á  lai  rentas  depar- 
tamentales se  les  dé  inversión  distinta  de  la  seña- 
lada en  las  leyes.  (VI,  127,  l.1). 

Véanse  los  números  171,  294,  342,  396,  570,  776,  891, 
900,  908,  926,  935,  941,  972,  978,  990,  903,  994,  995,  997 
A999,  1,007,1,011,1,013,  1,035,1,079,1,122,1,177,  1,215, 
1,233,  1,234  á  1,236,  1,238,  1,241,  1,258,  1,277,  1,278, 
1,335,  1,337,  1,426  y  1,446. 

Contrato  de  seguro.  386— El   contrato  de  seguro  en  asunto  de 
comercio  se  rige  por  las  disposiciones  especiales 
de  esta  materia.  (IV,  148,  1.'). 
Véase  el  número  1,349, 
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Contrato  solbmne.  887 — El  no  expresarse  en  el  documento  en 
que  se  hace  constar  un  contrato  que  ha  debido 
ser  solemne,  que  se  ha  cumplido  la  respectiva  so- 
lemnidad, no  es  motivo  para  que  se  declare  nula 
el  contrato.  Asi,  por  ejemplo,  si  se  trata  de  un 
arrendamiento  de  bienes  públicos,  que  ha  debido 
adjudicarse  mediante  licitación,  y  en  el  documento 
respectivo  no  se  dice  haberse  cumplido  esta  so- 
lemnidad de  la  licitación,  no  por  eso  se  ha  de  de- 
clarar nulo  el  arriendo.  (XI,  148,  2.*), 

388 — Lo  que  haya  dejado  de  expresarse  en  la  es- 
critura de  un  contrato  solemne,  siendo  cosa  esen- 
cial del  contrato,  no  puede  suplirse  con  declara- 
ciones de  las  partes  hechas  en  otra  forma.  (XII, 
316,  1.*). 

—  389 — En  los  contratos  solemnes,  como  el  de  com- 
praventa de  bienes  raíces,  no  puede  hacerse  sepa- 
ración entre  el  contrato  y  la  escritura,  porque  si 
no  se  ha  otorgado  ésta  conforme  &  la  ley,  aquél 
no  ha  tenido  existencia  jurídica.  (XII,  316,  1.'). 

391. 

—  390 — En  los  coutratos  solemnes,  el  convenio  de 
las  partes  no  puede  considerarse  separado  de  la 
solemnidad  misma  exigida  por  la  ley  para  su  exis- 
tencia, porque  si  no  se  han  llenado  los  requisitos 
de  forma  indispensables  para  la  constancia  legal 
del  contrato,    aquél  no  ha  existido,  y  las  declara- 

'  ciones  de  las  partes  relativas  &  él  que  no  se  hayan 
hecho  de  la  manera  prevenida  por  la  ley,  carecen 
en  absoluto  de  valor.  (XII,  316,  1.*). 

—  391 — No  debe  confundirse  un  contrato  solemne,  v. 
gr.  el  de  compraventa  de  bienes  raíces,  con  la  es- 
critura ó  instrumento  público  que  le  sirve  de 
prueba.  (XII,  317,  2.«). 

Véanse  los  números  362, 1,020  y  1,167. 


>en 
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Contribución.  392 — La  de  trabajo  personal  subsidiario  puede 
recaer  aun  sobre  los  empleados  públicos;  pero  no 
puede  considerarse  como  una  multa  convertible 
en  arresto  para  aquellos  individuos  que  no  pa- 
guen la  cuota  que  se  les  asigna.  (XI,  139,  2.a). 

—  393 — No  puede  una  Asamblea  Departamental  im- 
poner una  contribución,  como  la  de  trabajo  per- 
sonal subsidiario,  á  personas  que  no  sean  vecinas 
del  respectivo  Municipio,  por  el  solo  hecho  de  te- 
ner propiedades  territoriales  en  él;  porque  eso 
implicarla  el  establecimiento  de  un  nuevo  impues- 
to sobre  la  propiedad  raíz,  cosa  que  no  pueden 
hacer  las  Asambleas,  según  lo  previene  el  articulo 
162  del  Código  Político  y  Municipal,  sin  autoriza- 
ción del  Congreso.  (XII,  169,  2.«). 

Véanse  los  números  122,  608,  852  y  1,076. 

Copias.  394 — Las  copias  que  se  pidan  por  reos  rematados 

con  el  fin  de  solicitar  rebaja  de  pena,  no  causan  de- 
recho alguno.  (Acuerdo  número  593,  IV,  236, 1.'). 

—  395 — Las  copias  que  expiden  los  Notarios  han  de 
concordar,  para  que  produzcan  los  efectos  á  que 
están  destinadas,  con  los  instrumentos  originales 
de  que  deben  ser  un  fiel  traBUDto;  pues  si  contie- 
nen cosas  que  no  están  en  el  original,  especial- 
mente en  puntos  necesarios  para  la  eficacia  del 
instrumento,  Ó  si  en  ellas  hay  omisiones,  enmen- 
daturas,  etc.,  en  partes  sustanciales,  no  merecen 
fe  ni  pueden  llamarse  siquiera  copias.  (XII, 
316,  2.'). 

—  :ivt¡ — Las  copias  expedidas  por  el  Notario  hacen 
fe  en  cuanto  á  su  conformidad  con  los  originales 
mientras  no  resulte  lo  contrario,  sin  necesidad  do 
registro,  pues  una  de  las  funciones  del  Notario  es- 
expedir  copia  de  los  documentos  que  ante  él  pasen 
ó  que  custodia  en  su  protocolo,  y  la  ley  no  ha  dia- 
puesto que  esas  copias  carezcan  de  eficacia  para 
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juzgar  de  la  forma  y  validez  de  los  contratos  si 
no  llevan  la  nota  de  haberse  registrado  el  instru- 
mento. (XII,  317,  I.*). 

Véanse  los  números  304,  348,  454,  482,  508,  552,  554, 
577,  602,  1,045, 1,200,  1,201,  1.208,  1,212,  1,391,  1,401  y 
1,413. 

'fCoíregidores.  397 — Las  atribuciones,  jurisdicción  y  competen- 
cia de  los  Jueces  de  Distrito  Municipal  serán  las 
mismas  que  conforme  al  Código  Judicial  adopta- 
do correspondía  ejercer  &  los  Corregidores;  y  lo 
que  en  dicho  Código  se  dice  de  los  Prefectos  en 
relación  con  los  Corregidores,  se  entenderá  dicho 
respecto  de  los  Jueces  de  Circuito.  (Acuerdo  nú- 
mero 53,  I,  2ti5,  2.a)  (1). 

¿Correos.      398 — Los  contratistas  para  la  conducción  de  correos 

son  los  responsables  de  la  pérdida  de  encomien- 
das, cuando  haya  lugar  á  ello;  el  Gobierno,  por 
lo  general,  no  responde,  pero  sí  puede  coadyuvar 
la  acción  directa  que  el  dueño  de  ellas  tiene  con- 
tra el  responsable.  (IV,  145,  1.a). 
Véanse  los  números  164,  567  y  1,420. 

^Cosa  juzgada.  399 — La  disposición  del  artículo  831  del  Código 

Judicial,  se  refiere  á  las  sentencias  ejecutoriadas 
en  que  se  han  decidido  los  derechos  de  las  partes, 
pero  no  á  autos  puramente  interlocutorios.  (VI, 
255,  2.a). 

—  400 — Para  que  una  sentencia  definitiva  pueda 

fundar  la  excepción  de  cosa  juzgada  es  necesario 
que  haya  sido  debidamente  registrada.  (IX, 
276,  1.a). 

Véanse  los  números  193,  201,  226, 563,  636, 1,168, 1,313, 
1,318  y  1,323. 

bostas.  401— Para  la  tasación  y  aprobación  ó  improbación 

de  costas,  cuándo  se  trata  de  sentencias  interlocuto- 
rias,  rige  la  disposición  del  artículo  160  de  la  Ley 

m  i     ■   ■         ■ 

^(1)  Las  atribuciones  de  los  Jaeces  municipales  están  hoy  determinadas  en  el 
tíoale  122  Ley  147  de  1888  y  en  otras  posteriores. 
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57  de  1887  ;  en  los  demás  casos  debe  observarse 
lo  dispuesto  en  el  artículo  866  del  Código  Judi- 
cial y  en  el  ordinal  5."  del  artículo  75  del  Có- 
digo de  Organización  (1).  (Acuerdo  número  309, 
III,  162,  l.«). 

Costas.  402 — Si  la  tasación  se  ha  hecho  por  el  Magistrado, 

hace  parte  del  respectivo  auto  ó  sentencia;  y  si  la 
ha  hecho  el  Secretario,  el  Magistrado  la  debe  apro- 
bar ó  reformar  por  medio  de  un  auto.  De  consi- 
guiente, la  reclamación  sobre  la  tasación  no  puede 
hacerse  sino  antes  del  mismo  término  que  la  ley 
señala  para  pedir  la  reforma  de  un  auto  Ó  senten- 
cia. (Acuerdo  número  450,  IV,  17,  2.*}. 

—  403— El  Juez  competente  para  conocer  del  juicio 
ejecutivo  que  se  promueva  para  el  pago  de  cos- 
tas, es  el  mismo  Jaez  ó  Magistrado  á  quien  corres- 
ponde la  ejecución  de  la  sentencia,  según  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  868  del  Código  Judicial. 
(Acuerdo  número  490,  IV,  84,  l.«). 

—  404  — No  está  obligada  á  dar  fianza  de  costas  la 
mujer  que,  sin  estar  divorciada,  litiga  contra  el 
marido.  (IV,  110,  2.*). 

—  405 — Cuando  sea  necesario  hacer  efectivas  laB  cos- 
tas en  un  juicio  crimínala  cargo  del  reo,  se  tendrá 
en  cuenta,  para  apreciarlas,  el  arancel  fijado  por 
el  Título  8.°,  Libro  1.°  del  Código  Judicial,  en  los 
casos  que  tenga  aplicación.  Si  hubiere  acusador 
particular  deberán  estimarse  las  que  á  éste  se 
hayan  causado.  Eu  todo  caso,  la  tasación  debe 
hacerse  por  los  mismos  medios  que  en  loa  juicios 
civiles.  (Acuerdó  número  534,  IV,  138,  1."). 


(1)  El  artículo  160  Ja  la  Lny  57  citada,  ha  sido  derogado  por  la  Le;  IOS  de  1890. 
Véase  el  102  de  eata  Ley  que  adiciona  el  866  del  Código  Judicial.  Esta  ductrma  sobre 
costas  está  profundamente  modificada  por  el  artículo  18  de  la  Ley  169  de  18B8.  Eate 
-rtlculo  rBemplaiÚ  ni  38  de  la  Ley  100  d«  1892,  \ae  'a  Corte  juígá  may  inconveniente. 
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Costas.  406 — Puede  condenarse  en  segunda  instancia  al 

pago  de  las  costas  causadas  en  ambas,  aunque  el 
favorecido  con  la  sentencia  de  la  primera  no 
haya  apelado.   (VI,  61,  1.a). 

—  407—  La  decisión  sobre  costas  nada  tiene  que  ver 
con  lo  principal  del  pleito,  y.  por  consiguiente,  lo 
que  sobre  ellas  se  decida  no  puede  ser  motivo  de 
casación.  (VI;  234,  2.a,  y  235,  1.*). 

411,  414. 

—  408 — La  condenación  al  pago  de  costas  no  se 
hace  porque  se  solicite  por  las  partes  :  ese  es  un 
deber  de  los  Jueces,  que  no  pueden  dejar  de  cum- 
plir cuando  concurren  las  circunstancias  de  que 
habla  el  artículo  864  del  Código  Judicial.  Si  no 
cumplen  con  ese  deber,  ó  al  cumplirlo  quebran- 
tan la  ley,  ese  será  motivo  de  responsabilidad  ; 
pero  no  motivo  que  dé  lugar  á  la  casación.  (VI, 
235,  1.»). 

—  409  —La  disposición  del  artículo  864  del  Código  Ju- 
dicial, sobre  costas,  clara  y  terminante  como  es,  es 
aplicable,  sin  duda,  al  recurso  de  casación,  por- 
que no  hay  fundamento  legal  que  lo  exceptúe  de  la 
regla  general  consignada  en  la  disposición  citada. 
(VIII,  50,  1.-). 

217. 

—  410 — La  ley  que  debe  tenerse  en  cuenta  para  la 
regulación  de  las  costas  procesales  no  es  la  que 
rige  al  tiempo  en  que  se  ha  consolidado  el  derecho 
de  la  parte  favorecida  en  el  recurso,  lo  que  sucede 
cuando  ha  quedado  en  firme  el  auto  ó  sentencia 
en  que  se  hace  la  condenación,  sino  la  que  estaba 
en  vigor  en  la  fecha  en  que  se  dedujo  la  acción, 
se  hizo  valer  la  excepción  ó  se  interpuso  el  recur- 
so, porque  es  la  que  conocían  las  partes,  y  en  la 
cual  fundaron  sus  cálculos  para  obrar  en  el  juicio. 
(VIH,  360,  2/). 
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Costas.  411— El  recurso  de  casación  se  refiere  á  lo  princi- 

pal del  pleito  y  no  &  puntos  accesorios  como  las 
costas  del  juicio.  La  condenación  en  costas  por 
causa  de  temeridad  en  uno  de  los  litigantes  está 
sujeta  á  la  apreciación  soberana  del  Tribunal 
sentenciador,  7  no  se  limita  &  la  primera  instan- 
cia. (IX,  50,  2.";  XI,  221,  2."  ;  229,  1."). 
407,  414. 

—  412 — Una  vez  dictada  por  la  Corte  Suprema  la 

senteucia  que  infirma  la  que  ha  sido  sujeta  ma- 
teria del  recurso  de  casación,  y  notificada  á  las 
parte?,  putd¿  y  debe  considerarse  terminado  el 
expresado  recurso,  y  de  consiguiente  la  regula- 
ción de  costas  ha  de  comprender  los  gastos  0  cos- 
tos que  la  parte  favorecida  en  él  haya  verificado 
en  sostenimiento  de  sus  derechos,  hasta  la  notifi- 
cación del  fallo  respectivo.  Cualquiera  otro» 
gastos  que  se  hagan  para  llevar  á  efecto  la  regula- 
ción de  las  costas,  que  por  lo  mismo  son-inciertos 
ó  contingentes,  deben  ser  hechos  &  cargo  de  la 
respectiva  parte.  En  el  caso  de  se  que  cause  de- 
mora, por  cualquier  motivo  en  dictarse  el  fallo 
correspondiente  que  ponga  fin  al  recurso  de  ca- 
sación, los  días  de  demora  no  son  imputables  á. 
la  parte  condenada  al  pago  de  las  costas.  (IX, 
296,  1."). 

413 — En  el  auto  ó  sentencia  en  que  se  declare 
probada  en  parte  una  excepción  alegada  por  el 
ejecutado,  pero  sin  ordenar  que  cese  la  ejecución 
totalmente,  se  debe  condenar  en  costas  á  dicha 
parte.  (XI,  301,  1."). 

—  414 — La  condenación  en  cOBtas  no  puede  ser  ob- 

jeto del  recurso  de  casación,  toda  vez  que  la 
Corte  no  puede  revisar  lo  que  se  ha  fallado  con- 
forme a  la  conciencia  del  Tribunal.  (XII,  328, 1.*). 
Téanw  lo*  Dameros  74, 173,  217,  237, 1,285  y  1,294. 
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Créditos.  415 — No  es  bastante  que  el  concursado  reconozca, 
en  la  relación  que  presenta  al  Juez,  la  existencia 
de  un  crédito  para  que  éste  sea  reconocido  y  se 
ordene  pagar  en  la  sentencia  definitiva.  Necesí- 
tase, además,  que  el  acreedor  se  presente  al  juicio 
haciendo  valer  su  derecho  ;  porque,  de  un  lado, 
la  sentencia  sólo  puede  recaer  sobre  la  cosa,  can- 
tidad ó  hecho  demandado,  y,  por  otra  parte,  así 
se  deduce  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  11S7  del 
Código  Judicial.  (XI,  212,  l.m). 
Véanse  los  números  30,  47,  146,  306,307,  309,  311, 
1,052,  1,120,  1,121,   1,122,  1,132  y  1,140. 

Cuadrilla  de  malhechores.  416 — El  solo  delito  de  cuadrilla  de 
malhechores,  definido  en  el  artículo  221  del  Có- 
digo Penal  de  Cundinamarca  (248  del  Nacional), 
si  no  está  acompañado  de  alguno  de  los  mencio- 
nados en  el  artículo  1,561  del  Código  Judicial,  no 
priva  del  beneficio  de  excarcelación  (1).  (Acuerdo 
número  348,  III,  274,  2."). 

—  417 — Cuando  los  malhechores  en  cuadrilla  proce- 

dan ejecutando  asalto  contra  las  personas  ó  pro- 
piedades, el  conocimiento  del  delito  corresponde 
á  los  respectivos  Jueces  Superiores  de  Distrito  ¡  y 
cuando  los  cuadrilleros  sólo  incurran  en  los  de- 
más delitos  definidos  en  los  artículos  222,  223, 
225  y  226  del  Código  Penal  de  Cundinarmarca  (2), 
el  conocimiento  del  delito  corresponde  á  los  res- 
pectivos Jueces  de  Circuito,  siempre  que  el  delito 
de  simple  cuadrilla  no  envuelva  alguno  de  otra 
especie  de  los  atribuidos  á  los  Jueces  Superiores 
de  Distrito.  (Acuerdo  número  361,  III,  297,  2.'). 

Cuantía.  418— En  los  juicios  sobre  división  de  bienes  co 

muñes  debe  tenerse  en  consideración  el  vale 

(1)  El  artículo  1561  del  Código  Judicial  ha  ride  subrogado  por  -.-!  311  da  la  Le) 
105  de  1890. 

(2)  Víase  Capítulo  2.°,  Título   3.°,  Libro  2.0  del   Código  Penal,   y  artículo  í¡ 
Le j  U7  de  1688. 
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total  de  la  cosa  divisible  y  no  el  de  cada  una  d© 
laa  acciones  de  los  partícipes,  para  determinar 
—  por  razón  de  la  cuantía — la  competencia  del 
Juez.  (Acuerdo  número  420,  III,  387,  2.")  (1). 

419 — Lo  dispuesto  en  el  artículo  119  de  la  Ley  57 
de  1887  (4.tlde  la  Ley  105  de  1S90)  tiene  también 
cabida  en  juicios  especiales,  como  loe  posesorios. 
(Acuerdo  numero  422,  III,  388,  1.'). 

420—  Para  fijar  la  cuantía  ó  el  interés  del  pleito 
de  deslinde  no  debe  tenerse  en  cuenta  el  valor  de 
todo  el  predio,  sino  solamente  el  <ie  la  porción  de 
terreno  en  que  se  disputa  la  línea  divisoria.  (V, 
230,  2.»). 

519. 

421 — La  cuantía  del  pleito,  para  el  efecto  de  con- 
cederse el  recurso  de  casación,  debe  constar  por 
cualquiera  de  estos  tres  medios:  ó  por  el  valor  co- 
nocido de  la  cosa  que  se  controvierte;  ó  por  la  es- 
timación que  de  la  acción  hiciere  el  demandante 
en  el  libelo  de  demanda,  sin  contradicción  del  de- 
mandado; ó  por  la  estimación  que  hicieren  los 
peritos  en  los  casos  en  que  ella  es  admisible.  No 
debe  aceptarse,  pues,  la  alegación  de  que  las  cosas 
objeto  del  juicio  han  aumentado  de  valor,  por  muy 
largo  que  sea  el  trascurso  de  tiempo  entre  la  pri- 
mera demanda  y  la  interposición  del  recurso,  y 
por  natural  y  evidente  que  parezca  tal  aumento. 
Si  tal  doctrina  se  siguiese,  habría  de  aceptarse  la 
inversa:  que  cuando  los  bienes  objeto  del  juicio 
hubieran  disminuido  de  valor  por  causas  especia- 
les, ocurridas  después  de  incoada  una  demanda, 
no  podría  admitirse  el  recurso  interpuesto  por  con- 
siderarse que  la  cuantía  no  es  suficiente.  (VIII, 
15,  2.»  y  16,  1.';  IX,  126,  1.'  y  2.";  234,  1.";  453, 
2.";  X,  195,   1.*). 


(1)  Tcrtie  artículo  1 1S,  número  15,  Ley  H7  de  I 
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Cuantía. 


Cuartel. 


Cuentas. 


422 — Para  los  efectos  de  la  admisión  del  recurso 
de  casación  basta  que  la  cuantía  requerida  conste 
de  autos,  de  que  se  deduzca  que  el  valor  del  pleito 
excede  de  $  3, 000,  aunque,  para  efectos  de  la  com- 
petencia del  Juez  únicamente,  se  haya  estimado 
la  acción  en  cantidad  mayor  sólo  de  mil  pesos. 
(X,  2,  2.*;  138,  2.a). 

423 — Cuando  la  demanda  ó  el  litigio  no  versan 
sobre  cantidad  determinada  y  las  partes  han  fijado 
la  cuantía  en  menos  de  $  3,000  no  puede  admitir- 
se luego,  y  sólo  para  interponer  el  recurso  de  ca- 
sación, un  avalúo  ex  post  fado.  (X,  390,  2.a). 

424 — La  cuantía  de  un  pleito  es  la  fijada  por  el 
demandante,  sin  contradicción  del  demandado,  al 
instaurar  la  acción.  (XII,  390,  2a). 

Véanse  loe  números  7,  115,  118,  143,  183,  206  á  209, 
218,  219,  235,  242, 255,  274,  325,  474,  487,  533,  635,  656, 
798,  824,  827,  837,  851,  859,  862,  864,  870,  918,  1,069, 
1,082,  1,321  y  1,383. 

425— Según  el  artículo  1365  del  Código  Militar, 
son  delitos  militares  los  que  se  cometen  dentro  del 
cuartel,  aunque  por  su  naturaleza  sean  comunes. 
En  tal  artículo  la  voz  cuartel  no  debe  tomarse  en 
su  sentido  restringido  de  edificio  destinado  á,  la 
habitación  de  soldados,  sino  en  el  más  lato  y  más 
conforme  con  la  razón  y  el  objeto  de  esa  disposi- 
ción legal,  de  campamento  ó  estancia  de  un  Cuer- 
po cualquiera  del  Ejército.  (VIII,  64,  1.a). 

426 — Cuando  por  el  tutor  ó  curador  no  se  ha  lle- 
vado cuenta  pormenorizada  de  su  administración, 
no  pueden  los  Jueces  admitir  en  el  juicio  de  cuen- 
tas á  que  haya  lugar  ninguna  clase  de  pruebas 
supletorias  para  demostrar  los  actos  de  adminis- 
tración y  la  cuantía  de  los  saldos  resultantes.  S* 
el  curador  no  presenta  la  pormenorización  que  1( 
exige  la  ley  (artículo  504  del  Código  Civil),  n< 
queda  al  Juez  otro  camino  q w  aplicar  el  «rtíQUl" 
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M2  del  Código  citado,  que  designa  el  modo  de 
proceder  para  la  fijación  de  saldos  y  perjuicios  de 
la  cúratela.  (VIII,  212,  2.'  y  213,  1."). 

427 — Cuando  en  el  poder  con  que  obre  un  manda- 
tario en  un  juicio  de  cuentas  se  ha  conferido  á 
éste,  además  de  la  facultad  de  exigir  cuentas,  la 
de  cobrar  determinada  suma  á  una  misma  perso- 
na, en  la  sentencia  definitiva  que  ponga  fin  á  la 
ÍDstancía  no  ha  de  tenerse  en  consideración  esta 
última  facultad  del  apoderado  para  el  efecto  de 
variar  el  resultado  obtenido  en  el  arreglo  de  las 
cuentas,  cuando  en  la  demanda  sólo  se  ha  pedido 
este  arreglo  y  no  la  cantidad  determinada  de  la 
deuda.  (IX,  162, 1."  y  2.*). 

42S— La  expresión  "verdadera  cuenta  "  que  usa  el 
legislador  en  el  artículo  512  del  Código  Civil,  no 
está  tomada  como  sinónima  de  "  cuenta  exacta  " 
porque,  en  primer  1  ugar,  nadie  puede  saber  de  an- 
temano si  una  cuenta  es  verdadera  en  el  sentido  de 
que  no  adolezca  de  ningún  error;  esta  exactitud 
es  el  resultado  a  posteriori  de  su  comprobación; 
en  segundo  lugar,  si  asi  se  comprendiera  esa  dis- 
posición, ella  sería  demasiado  lesiva  contra  los 
guardadores;  y  por  último,  la  anteposición  del  ad- 
jetivo al  sustantivo  en  locuciones  como  esa,  se 
emplea  para  denotar  la  calificación  más  general. 
"Verdadera  cuenta"  significa,  pues,  en  la  acepción 
del  artículo  512  mencionado,  cuenta  que  sea  ó  pa- 
rezca tal;  cuenta  que  ofrezca  á  primera  vista  las 
condiciones  técnicas  de  una  verdadera  cuenta,  se- 
gún el  Uiccionario  de  la  lengua.  (IX,   164,  2.'). 

429 — La  acción  para  exigir  que  el  socio  adminis- 
trador  de  una  compañía  rinda  las  cuentas  de  su 
administración  no  puede  fundarse  únicamente  en 
el  mero  hecho  de  la  existencia  del  contrato  do  so- 
ciedad; porque  tal  acción,  según  el  artículo  2108 
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del  Código  Civil  sólo  tiene  cabida  en  el  caso  de  la 
sociedad  cuando  concurren  las  circunstancias  de 
que  allí  se  trata,  es  decir,  que  en  el  contrato  se 
hayan  sefialado  períodos  para  que  el  socio  admi- 
nistrador dé  cuenta  de  su  administración,  ó  que, 
á  falta  de  esta  designación,  haya  transcurrido  un 
año.  De  modo  que  para  que  una  demanda  en  que 
se  pidan  cuentas  á  un  socio  administrador  sea 
exequible,  es  necesario  que  se  funde  en  hechos 
diferentes  del  de  la  sola  existencia  del  contrato 
Bocial.  (IX,  246,  1»). 

Cuentas.  430 — En  la  demanda  en  que  se  pide  que  un  admi- 

nistrador de  una  Compañía  rinda  las  cuentas  fina- 
les por  razón  de  haber  terminado  la  sociedad  antes 
del  plazo  estipulado,  no  sólo  han  de  indicarse  los 
hechos  ó  motivos  por  los  cuales  la  sociedad  se  di- 
solvió, sino  que  también  se  ha  de  pedir  la  decla- 
ración de  haber  terminado  la  sociedad.  ( IX, 
246,  1.'). 

—  431— El  articulo  2106  del  Código  Civil  se  refiere 
sólo  á  las  cuentas  que  deben  rendirse  por  el  admi- 
nistrador de  una  Compañía  durante  el  giro  ordi- 
nario de  ella;  de  modo  que  tal  artículo  no  puede 
invocarse  como  fundamento  de  la  acción  de  cuen- 
tas en  el  caso  de  que  la  Sociedad  se  haya  disuelto 
ya;  para  tal  caso  el  artículo  pertinente  es  el  214 
del  Código  Civil,  según  el  cual,  disuelta  la  Com- 
pañía debe  procederse  á  la  división  de  los  objetos 
que  compongan  su  haber,  observando  las  reglas 
relativas  &  la  partición  de  los  bienes  hereditarios 
y  a.  las  obligaciones  entre  los  coherederos,  las  cua- 
les se  aplican  á  la  división  del  caudal  social  y  á  las 
obligaciones  entre  los  miembros  de  la  Sociedad 
disuelta.  (IX,  246,  1.'). 

—  432 — En  el  juicio  de  cuentas  del  que  fue  pupilo 
contra  su  guardador  no  impide  la  aprobación  de 
la  cuenta  de  este  último  la  circunstancia  de  que 
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no  sfi  reúnan  las  condiciones  de  que  habla  el  ar- 
tículo 504  del  Código  Civil.  En  dicho  juicio  se 
deben  aprobar  las  cuentas  presentadas  y  demos- 
tradas por  el  guardador,  si  el  demandante  no 
prueba  sus  objeciones.  (XI,  34,  2.'  y  35,  1."). 
Véanse  loa  uúroeros  445,  556,  572,  640,  798,  799,  834, 
958,  967  y  1,174. 

Cuentas  es  participación.  433— Este  contrato  (artículo  629 
del  Código  de  Comercio)  sólo  puede  ser  celebrado 
verbalmente  ó  sin  necesidad  de  escritura  por  los 
comerciantes,  en  cuyo  beneficio  lo  ha  establecido 
la  ley.  Los  que  celebren  individuos  no  comercian- 
tes no  tendrán  valor  sino  de  acuerdo  con  las  reglas 
generales  de  derecho.  (VII,  279,  1.*  y  2/j. 

Cuestionario.  434 — Si  en  el  que  se  presente  al  Jurado  no  están 
incluidas  toda»  las  circunstancias  materiales  y 
morales  del  delito,  no  hay  lugar,  bíii  embargo,  á 
anular  el  respectivo  fallo,  siempre  que  las  enu- 
meradas basten  á  determinar  el  delito.  Así,  por 
ejemplo,  si  se  trata  de  un  asesinato,  y  se  omite 
en  el  cuestionario  hablar  de  premeditación,  pero 
se  habla  de  alevosía,  traición,  descuido  ó  inde- 
fensión, no  hay  lugar  á  que  se  anule  el  fallo  con- 
denatorio por  tal  causa.  (XI,  172,  2.  ■  ¡  XII, 
81,  2.'). 
Véase  el  número  418. 

Culpa.  435  — En  todos  los  casos  sujetos  á  castigo  por  el 

Código  Penal,  sean  delitos  ó  culpas,  el  conoci- 
miento eu  primera  instancia  corresponde  al  Juez 
del  Circuito,  siempre  que  la  ley  no  atribuya  ex- 
presamente el  conocimiento  á  otra  autoridad. 
(Acuerdo  número  234,  II,  306,  J.*). 
Véanse  loa  niínierus  1,349  y  1,356. 

—  civil.  43(1 — En  esta  culpa  no  se  tiene  en  cuenta. 

la  voluntad  ni  la  malicia  en  la  ejecución  del  he- 
cho; lo  indispensable  es  el  daño  causado  á  otro  y 
la  indemnización  que  por  el  daño  se  debe.  (SU, 
263, 1.»). 
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Culpa,  437 — Culpa  civil  ó  cuasidelito  es  un  hecho  ejecu- 

tado* ó  nó  cou  voluntad  y  malicia,  que  ha  inferido- 
daño  á  otro,  quien  tiene  derecho  á  indemniza- 
ción. (XII,  2C8,  1.'). 

Curador.  43b — Cuando  se  proceda   criminalmente  contra 

un  menor  cuyo  guardador  ó  padre  no  puedan  ó- 
no  quieran  defenderlo,  se  nombrará  un  Curador 
ad  lífem  para  que  sirva  de  defensor  al  enjuiciado. 
(Acuerdo  número  273,  III, "50,  1.') 

—  439 — En  los  juicios  divisorios  de  bienes  comunes, 
para  qne  loa  interesados  menores  puedan  hacer 
reclamaciones,  se  les  debe  proveer  previamente 
de  Curador,  con  arreglo  á  las  leyes  comunes.  Si 
esto  no  se  hiciere,  el  administrador  representará, 
á  dichos  menores.  (Acuerdo  número  578,  IV, 
219,  2.'). 

—  44u — El  Curador  ad  litem  de  un  menor  no  puede 
constituir  apoderado  para  que  lo  represente  en  el 
juicio.  Su  carácter  es  enteramente  personal  y  no 
puede  delegarse  porque  resultaría  que  dejaría  de 
ser  Curador  para  transferir  sus  derechos  y  obli- 
gaciones á  otra  persona  que  uo  ha  sido  nombrada 
conforme  á  la  ley.  Debe,  pues,  representar  por 
sf  mismo  al  menor.  (Acuerdo  número  666,  V, 
26,  1."). 

—  441 — La  solicitud  de  recompensa  militar  no  es 
un  litigio  en  el  cual  haya  necesidad  de  que  los 
menores  que  no  se  encuentren  bajo  la  patria  po- 
testad ó  en  tutela  ó  curaduría  sean  representados 
por  un  Curador  ad  litem.  (VII,  336,  1.'). 

—  4*2 — Debe  nombrársele  un  Curador  ad  litem  al 
reo  que  manifieste  ser  menor  de  edad  en  su  de- 
claración indagatoria,  aunque  la  edad  no  se  de- 
muestre por  los  respectivos  medios  legales.  Si 
así  no  se  hiciere,  el  proceso  queda  viciado  de 
nulidad.  (XI,  66,  2.')- 

Véanse  los  números  699  y  782 — Véase  Guardador. 
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Daño.  443 — (1)  El  que  se  cause  en  las  propiedades  aje- 

nas, aunque  do  costituya  delito,  da  lugar  á  una¿ 
acción  de  perjuicios.  (Casación,  9  Diciembre  189¡y. 
XI,  227,  2.'). 
Véase  el  número  436. 

—  emergente.  444 — No  lo  hay  cuando  el  precio  del 

objeto  cubre  el  principal  y  los  costos,  aunque  no 
alcance  al  monto  del  avalúo.  (Sentencia,  21  Abril 
1890,  V,  4,  l.1). 

Décima  del  curador.  445— El  Curador  que,  aun  de  buena  fe  y 
aunque  contra  él  no  se  haya  deducido  cargo  al- 
guno doloso  en  el  juicio  de  la  administración, 
haya  dejado  de  llevar  la  cuenta  exacta  y  deta- 
llada que  le  exige  el  artículo  504  del  Código  Ci- 
vil, no  tiene  derecho  á  reclamar  la  décima  paite- 
de  los  frutos  que  la  ley  le  asigna  en  remuneración- 
de  su  trabajo  en  el  manejo  de  los  bienes  pupila- 
res  ;  y  esto  porque  la  liquidación  de  esa  décima 
depende  de  la  cuenta  que  el  Curador  presente  y 
no  podrá  deducirse  al  tanteo.  (Auto,  13  Abril 
1S93,  VIII,  216,  2."). 

Declaración.  446— Si  se  pide  durante  el  plenario,  en  juicio  cri- 
minal, la  declaración  del  cónyuge  y  parientes- de 
que  habla  el  articulo  1673  del  Código  Judicial 
contra  el  encausado,  no  se  admitirá,  porque  lo 
prohibe  este  mismo  artículo,  disposición  que  es 
prohibitiva  respecto  de  los  cuatro  grupos  en  ella. 

(1)  Da  eata  número  es  adelántese  indican  también  la  nata  raleza  del  fallo  y  1*. 

fecha  en  qne  se  proflriú. 
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indicados  y  especial  respecto  de  todas  aquellas 
que  ordenen  al  Juez  interrogar  en  el  plenario  á 
los  testigos  que  hayan  declarado  en  el  sumario. 
(Acuerdo  numero  524,  IV,  121,  2T). 

Declaración.  4*7 — Para  que  haya  violación  del  articulo  25  de 
la  Constitución,  es  preciso  que  conste  que  se  ha 
ohligado  al  sindicado  a  declarar  en  el  negocio  en 
que  se  le  interrogó;  la  prescripción  no  va  hasta  el 
punto  de  prohibir  que  se  reciba  el  testimonio  al 
interesado,  aunque  éste  se  preste  á  darlo  y  no  re- 
clame contra  la  prevención  en  que  se  )e  pide. 
(Sentencia,  26  Julio  1890,  V,  198,  2.»)- 
Vénnse  los  números  22,  Jf3, 18S,  208,  298,  299,  342,  343, 
613,  614,  684,  9U2,  970,  975,  978,  990,  993,  997,  998, 
999,  1,117,  1,177,  1,220,  1,234,  1,254  y  1,396. 

Declaratoria  de  confeso.  448— La  que  se  haga  por  el  Juez 
en  contra  de  un  individuo  que  haya  rehusado 
comparecer  á  contestar  un  interrogatorio  sobre 
hechos  personales  suyos  que  pueden  dar  lugar  á 
un  procedimiento  criminal,  no  es  violatoria  del 
articulo  25  de  la  Constitución,  ni  de  los  1533  y 
1536  (inciso  2.°)  del  Código  Judicial,  sino  cuando 
el  interrogatorio  versa  sobre  hechos  punibles  en  sf 
mismos  que  aparejen  responsabilidad  a  aquel  á 
quien  se  dirijan  las  preguntas.  De  modo  que  en 
el  caso  contrario  no  habrá  razón  para  seguir  jui- 
cio de  responsabilidad  al  Juez  que  haya  hecho  tal 
declaratoria.  (Auto,  11  Octubre  1893,  IX,  72,  1.'). 
Véase  Confeso. 

Decretos.  449— La  Corte  no  tiene  facultad  de  suspen- 
der los  Decretos  expedidos  por  las  autoridades 
administrativas  de  los  Departamentos,  porque 
esos  Decretos  no  son  las  Ordenanzas  que  puede 
suspender  la  Qorte  de  acuerdo  con  los  artículos 
183  y  185  de  la  Constitución.  (Acuerdo  número 
11,  I,  26,  1/j. 
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Defensor.  450 — No  es  aceptable  el  nombramiento  de  defen- 
sor que  el  encausado  haga  en  una  persona  que  se 
halle  encarcelada,  d.;  cualquier  modo  que  lo  esté. 
(Acuerdo  número  S17,  IV,  293,  !.•), 
Véanse  los  números  146,  3GL,  477,  088,  699,  724,  727, 
809,  952,  953,  954,  980,  1,017,  1,047  y  1,228. 

Delito.  451--TJn  hecho  considerado  como  punible  al  tiem- 

po de  ejecutarse,  deja  de  ser  delito  si  al  tiempo  del 
juicio  rige  uaá-ieyque  lo  permite.  Esta  doctrina  se 
funda  en  los  artículos  44.y  45  de  la  Ley  153  de  1887. 
(Sentencia,  3  Junio  l&ííl-,  VI,  142,  2.»  y  143,  1.'). 

—  452 — Tiene  el  carácter  de  crónico  el  delito  que 
consiste  en  la  indebida  retención  d¿  fondos  que 
deben  ser  consignados  eD  una  oficina  de  recau- 
dación. (Auto,   21  Septiembre  1894,  X,'64,   1."). 

—  453 — Para  que  haya  delito  criminal  es  indispen- 
sable voluntad  y  malicia  en  la  ejecución  del 
hecho;  se  castiga  el  acto  que  tiene  virtualidad  su- 
ficiente para  violar  la  ley,  aunque  no  se  haya 
causado  daño  á  otro,  y  no  siempre  hay  lugar  á 
indemnización.  Lo  contrario  sucede  en  la  culpa  ci- 
vil, para  apreciar  la  cual  no  se  tienen  en  cuenta  la 
voluntad  ni  la  malicia  en  la  ejecución  del  hecho; 
lo  indispensable  es  el  daño  causado  á  otro  y  lo 
que  por  el  daflo  se  debe.  {Casación,  11  Febiero 
1897,  XII,   2tiS,   1.'). 

—  454. — El  Juez  que  niega  la  expedición  de  copias 
de  sumarios  solicitadas  por  el  Fiscal  para  la  ave- 
riguación de  ciertos  delitos,  incurre  en  alguno  de 
los  delitos  definidos  en  el  Capítulo  5.°,  Titulo  10, 
Libro  2.°  del  Código  Penal,  y  no  en  alguno  de  los 
definidos  en  el  Capítulo  6.°  del  mismo  Titulo  y 
Libro.  (Auto,  30  Marzo  1897,  XII,  295,  2.'). 
Véanse  loa  números  3  A  5,  7  A.  14,  30,  39,  49,  50,  53,  68, 
68,  69,  169,  245,  292,  326,  374,  434,  523,  628,  747,  765, 
770,  812,  813,  817,  819,  823,  826,  829,  831,  857,  936, 
970,  982,  1,073  A  1,075,  1,078,  1,123,  1,211,  1,250,  1,263, 
1,264,  1  270,  1,273,  1,341,  1,356,  1,438  y  1,448. 
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BelitO  común.  455 — Aunque  una  persona  esté  revestida  de  ca- 
rácter público,  puede  cometer  delitos  ó  faltas  co- 
munes, no  obstante  que  el  móvil  de  ellos  haya 
sido  alguna  ofensa  á  la  autoridad,  ó  sea  consecuen  - 
cia  de  un  acto  de  ésta.  (Auto,  17  Marzo  1890, 
IV,  3i¡5,  1."). 

—  456 — En  los  cometidos  por  militares,   no  se  re- 

quiere, para  la  prisión  del.  reo,  que  medie  suspen- 
sión del  cargo  ::bá'st¡A;qu'e  el  Juez  lo  reclame  de  la 
autoridad  .-róilitar.    (Acuerdo  número   522,    IV, 
300,_.l.V-2>j.~ 
y-éifflátóe  números  425,  458,  466,  469,  839,  840  y  865. 


'  continuado.  457— El  Gerente  de  un  Banco  que 
emita  sin  autorización  legal,  en  distintas  ocasio- 
nes, es  responsable  de  un  delito  continuado,  y, 
por  consiguiente,  la  prescripción  de  tal  delito,  de 
acuerdo  con  el  artículo  96  del  Código  Penal,  no 
se  cuenta  sino  desde  el  último  acto  de  emisión. 
(Sentencia,  26  Octubre  1895,  XI,  103,  2.*). 
587,  1,147. 

militar.  458 — Los  delitos  comunes  cometidos  por 
un  militar  en  tiempo  de  paz  son  de  competencia  de 
la  jurisdicción  ordinaria.  Sólo  los  delitos  comunes 
de  los  militares  en  campaña  pertenecen  á  la  juris- 
dicción militar.  (Auto,  19  Octubre  1886, 1,  54,  2.') 
466. 

459 — El  contexto  del  articulo  136J>  del  Código  Mi- 
litar no  se  presta  para  deducir  que  es  suficiente 
el  hecho  de  que  un  miembro  del  Ejército  esté 
prestando  un  servicio  para  que  todos  los  delitos 
ejecutados  por  él,  durante  la  prestación  del  servi- 
cio, sean  de  carácter  militar;  lo  que  aquella  dis- 
posición exige  es  que  la  prestación  del  servicio 
sea  la  causa  eficiente  del  hecho  criminoso.  (Sen- 
tencia, 27  Agosto  1387,  I,  301,  !.■). 
465. 
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Delito  militar.  460 -Según  el  sentido  natural  del  artículo  1365 
del  Código  Militar,  para  que  un  delito  sea  militar 
es  preciso  que  el  que  lo  ejecute,  que  necesaria- 
mente debe  ser  militar,  infrinja  las  leyes  milita- 
res en  asuntos  del  servicio,  ó  que  lo  ejecute  dentro 
del  cuartel.  (Acuerdo  número  255,  II,  378,  2."; 
Auto,  30  Junio  1896,    XII,  196,  2."}. 


461 — No  son  de  esta  especie  los  cometidos  por  in- 
dividuos del  Ejército  cuando  desempeñan  funcio- 
nes de  policía  ó  como  auxiliares  de  ésta.  (Auto,  19 
Julio  1898,    III,  286,  2."). 

462 — Las  declaraciones  dadas  en  un  sumario  refe- 
rentes á  delitos  militares,  practicadas  por  autori- 
dades civiles,  conservan  su  fuerza  probatoria  en 
el  juicio  militar,  salvo  que  sean  infirmadas  legal- 
mente.    (Acuerdo   número  452,    IV,  18,  2.1).     ' 

463 — El  servicio  de  las  guardias  de  plaza  en  tiem- 
po de  paz  es  militar;  de  modo  que  los  delitos  que 
cometan  por  razón  de  ese  servicio  son  militares, 
como  el  que  comete  la  guardia  de  una  cárcel  mal- 
ti  atando  un  preso  rebelde.  (Auto,  29  Octubre 
1889,    IV,  69,  1."). 

464 — En  las  causas  que  se  siguen  por  estos  delitos 
en  los  lugares  donde  no  haya  Auditor,  la  falta  de 
éste  no  impídela  reunión  del  Consejo  de  Guerra  or- 
dinario, pero  debe  darse  cuenta  previa  al  Poder 
Ejecutivo.  (Acuerdo  número  554,    IV,  178,  1."). 

465 — Está  sujeto  á  la  jurisdicción  militar  el  ho- 
micidio que  se  comete  por  individuos  militares  en 
el  desempeño  de  una  comisión  de  carácter  militar. 
Asi,  el  soldado  que  en  la  calle  da  muerte  al  cabo 
que,  por  orden  superior,  lo  intima  y  conduce  al 
cuartel,  comete  un  delito  militar,  porque  la  vícti- 
ma recibe  la  muerte  en  cumplimiento  y  por  causa 
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de  una  orden  militar  y  con  ocasión  de  ésta.  (Auto, 
14  Marzo  1SB0,  IV,  334,  2.»;  Auto,  30  Junio  1891, 
XII,  196,  3.'). 

Delito  militar.  466 — No  basta  ser  militar,  para  gozar  del  fuero, 
cuando  se  trata  de  un  delito  común,  aunque  tal 
delito  se  cometa  en  campaña.  En  este  caso,  con- 
forme al  articulo  13*>6  del  Código  Militar,  puede 
ser  juzgado  el  delito  por  los  Jueces  ordinarios,  si 
así  lo  resuelve  el  Jefe  de  operaciones.  (Auto,  4 
Junio  1890,    V,  117,  2."). 

—  467 — No  es  delito  militar  el  homicidio  que  un  sol- 
dado perpetre  en  la  persona  de  otro  soldado,  si  el 
caso  no  ocurre  con  motivo  del  servicio  militar  ó- 
dentro  del  cuartel.  (Auto,  5Agosto  1891,  VI,  636, 
1.";   Auto,  21  Septiembre  1891,  VI,  327,  2.*  y  328, 

—  468— De  acuerdo  con  los  artículos  1553  y  1365  del 
Código  Militar,  no  ba  de  reputarse  como  delito 
sujeto  á  la  jurisdicción  militar,  el  de  un  individuo 
del  Ejército  que  falsifica  un  pasaporte  y  comete, 
por  tal  medio,  una  estafa.  El  hecho,  en  ese  caso, 
debe  ser  juzgado  por  los  jueces  ordinarios.  (Auto, 
20  Noviembre  1891,  VII,  8,  1.';  Auto,  30  Enero 
1892,  VII,  80,  2."). 

—  4i>9— Para  que  un  delito  sea  de  la  jurisdicción 
militar  es  preciso  que  esté  probado  plenamente  el 
carácter  militar  del  acusado  ;  y  si  el  delito  fuere 
de  naturaleza  común,  pero  cometido  en  tiempo  de 
guerra,  cesa  el  fuero  militar  con  el  restableci- 
miento de  la  paz.  (Auto,  9  Julio  1877,  XII, 
192,  2.°). 

—  470— No  es  delito  de  carácter  político,  sino  d© 
carácter  militar,  la  sublevación  de  un  cuerpo  en 
tiempo  de  guerra.  (Auto,  30  Octubre  1SS6,  I, 
70,  1."). 

Véanse  los  números  70,  183,  425,  1006,  1009,  1010,  1015» 
1017,  1057  y  139G. 
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Demanda.  471 — En  el  caso  de  oposición  á  im  deslinde  practi- 
cado, no  es  de  necesidad  que  el  escrito  en  que  se 
formula  la  oposición  Heve  todos  los  requisitos 
que  paralas  demandas  ordinarias  de  mayor  cuan- 
tía exige  el  artículo  932  del  Código  Judicial.  (Auto, 
2  Julio  1SS8,    II,  23tí,  ].'). 

—  47á — El  derecho  de  variar  la  demanda,  que  con- 
cede el  artículo  MS  del  Código  Judicial,  está  li- 
mitado por  el  mismo  artículo  á  aclararla,  corre- 
girla y  enmendarla;  y  por  esto  es  preciso  deducir 
que  tal  variación  no  puede  extenderse  hasta  el 
punto  de  convertir  una  acción  en  otra,  porque 
entonces  no  seria  ya  aclarar,  corregir  y  enmendar 
la  demanda  propuesta,  sino  proponer  una  nueva. 
Antes  de  la  contestación  de  la  demanda  sí  puede 
el  demandante  desistir  de  ella  para  proponer  una 
nueva,  pues  no  hay  disposición  legal  que  se  lo  im- 
pida. (Acuerdo  número  682,  V,   97,  2.';  8.*,  1.»). 

—  473 — Aunque  la  acción  establecida  contra  la  Na- 
ción no  tenga  por  objeto  exigir  de  ella  el  cumpli- 
miento directo  de  una  obligación  determinada, 
sino  obtener  una  declaración  expresa  de  que  el 
demandante  tiene  derechos  en  virtud  de  leyes  que 
lo  favorecen,  la  demanda  debe  contener  la  expre- 
sión de  que  ella  se  dirige  contra  la  entidad  nacional 
como  parte  demandada,  puesto  que,  no  pudiendo 
haber  controversia  ó  debate  judicial  sino  entre 
dos  partes,  es  necesario  mencionarlas.  La  deman- 
da que  no  lleve  ese  requisito  podrá  desecharse  por 
inepta.  (Auto,  2  Octubre  1592,    VIII,  48,2.-). 

Véanse  los  números  16,  19,  60,  143,  183,  203,  218,  242, 
255,  328,  345,  427,  429,  430,  486,  491,  515,  634,  647,  807 
849  y  858. 

—  de  reconvención.  474 — En  los  juicios  civiles  or- 
dinarios por  demandas  de  menor  cuantía  hay  lu- 
gar ala  reconvención,  la  cual  debe  seguir  los  trá- 


.106  JURISPRUDENCIA 

mites  de  la  demanda  principal.  (Acuerdo  número 
122,  I,  381,  I.'). 

Véíinse  loa  números   919,   1,002,    1,092,   1,204,    1,232, 
1,319,  1,321  y  ],330. 

Demanda  de  reconvención'.  475 — No  hay  demanda  ejecutiva 
de  reconvención.  En  consecuencia,  toda  demanda 
que  se  presente  en  la  formay  dentro  del  plazo  que 
señalan  los  artículos  947  y  943  del  Código  Judi- 
cial, es  ordinaria,  aun  cuando  el  actor  la  llame  eje- 
cutiva; pues  como  ordinaria  la  considera  la  ley 
al  señalar  el  curso  que  debe  dársele.  (Acuerdo 
número  576,  IV,  220,  2.'). 

—  476 — No    puede  admitirse   recurso  de   casación 

contra  el  fallo  que  recaiga  en  una  demanda  de 
reconvención  si  respecto  de  ésta  no  se  cumplen 
los  requisitos  de  que  habla  la  ley  como  necesarios 
para  la  admisión  de  dicho  curso,  aunque  sí  se 
cumplan  esos  requisitos  respecto  de  la  demanda 
principal.  (Casación,  16  Noviembre  1895,  XI, 
186,  l.«). 
Véanse  los  números  203  y  251. 

Demoras.  477 — Las  que  ocasionen  los  Jueces  Superiores, 
los  de  Circuito  y  los  Ejecutores,  serán  juzgadas 
por  los  Tribunales,  y  las  que  ocasionen  los  subal 
temos  de  estas  oficinas,  los  Fiscales  y  los  defen 
sores,  serán  juzgadas  por  el  respectivo  Juez, 
adoptando,  unos  y  otros,  el  procedimiento  deta 
liado  en  los  artículos  1926  y  1927  del  Código  Ju< 
dícial.  No  queda  contra  estos  fallos  otro  recurso 
que  el  de  queja.  La  manera  como  llegue  la  falta 
á  conocimiento  de  la  autoridad  que  debe  corre- 
girla, no  puede  cambiar  la  naturaleza  del  proce- 
dimiento. La  única  excepción  á  este  procedi- 
miento es  la  establecida  por  el  artículo  70  de  la 
Ley  100  de  1892.  (Acuerdo  número  181,  II,  99 
2.';  Auto,  20  Marzo  1889,  165,  2.';  Auto,  3  Oo- 
tubre  1896,  XII,  223,  1.»  y  2.*). 
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478 — Las  que  ocasionen  Jos  Fiscales  de  los  Juz- 
gados, las  juzgan  y  castigan  los  Tribunales,  y  las 
de  los  Fiscales  de  éstos,  la  Corte  Suprema. 
(Acuerdo  número  400,    1IT,  363,  2.*). 

479 — Para  castigar  las  demoras  en  que  incurran 
los  funcionarios  de  instrucción,  se  observará  por 
el  Juzgado  ó  Tribunal  competente  el  procedi- 
miento de  que  tratan  los  artículos  1926  y  1927 
del  Código  Judicial.  (Acuerdo  número  583,  IV, 
228,  2.'). 

48o — En  los  juicios  por  demoras  contra  los  em- 
pleados judiciales  se  procederá  como  se  dispone 
en  los  artículos  1926  y  1927  del  Código  Judicial. 
(Auto,  27  Febrero  1896,    XI,  328,  2."). 

481 — El  procedimiento  en  los  juicios  por  demoras 
contra  los  empleados  judiciales  es  el  que  deter- 
minan los  artículos  1926  y  1927  del  Código  Judi- 
cial, sea  que  la  averiguación  se  haga  de  oficio, 
por  acusación  ó  denuncia;  salvo  el  caso  á  que  se 
refiere  el  artículo  70  de  la  Ley  100  de  1892,  en  el 
cual  se  siguen  los  trámites  ordinarios.  (Auto,  3 
Octubre  1896,    XII,  223,  1.»  y  2.»). 

482— Para  inquirir  si  ha  habido  demora  por  parte 
de  los  funcionarios  del  orden  judicial,  no  es  de 
suyo  indispensable  tener  á  la  vista  el  expediente 
que  la  haya  sufrido,  Taasta  de  ordinario  tomar 
copia  de  las  piezas  conducentes,  las  cuales,  por 
lo  misnn  que  han  de  motivar  una  investigación 
criminal,  asumen  el  mismo  carácter  reservado 
que  tenía  el  proceso  original.  (Auto,  30  Junio 
1897,    XII,  4.08,  2.»). 

483  — Las  demoras  en  que  incurran  los  funciona- 
rios del  orden  judicial  no  se  averiguan  solamente 
teniendo  en  vista  los  procesos  respectivos,  ni  el 
hecho   de   ser   reservadas  las  actuaciones  suma- 
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rias  cierra  la  puerta  a  la  justicia  para  averiguar 
las  infracciones    legales   en    que   ellas   incurran. 
(Auto,  30  Junio  1897,  XII,  408,  2.1). 
Víanse  los  números  48,  154,  377,  412,  093  y  901. 

Denuncia  del  pleito.  484—  Aunque  el  artículo  1899  del  Có- 
digo Civil  halda  sólo  del  caso  eu  que  al  com- 
prador ee  le  demande  por  la  cosa  comprada,  no 
ha  de  entenderse  que  el  comprador  no  puede 
denunciar  el  pleito  cuando  obre  como  deman- 
dante. (Auto,  2  Julio  1888,    III,  236,  1/). 

—  485 — El  comprador  tiene  derecho  de  citar  al  ven- 
dedor para  que  comparezca  á  defenderle,  á  efecto 
de  recobrar  la  posesión  cuando  la  ha  perdido  sin 
su  culpa  y  tiene  que  presentarse  como  deman- 
dante en  el  juicio  correspondiente  (1).  (Auto,  19 
Noviembre  1899,   IV,  127,  2."). 

—  480 — El  ejercicio  del  derecho  de  denunciar  el 
pleito  al  vendedor  no  corresponde  sólo  al  deman- 
dado sino  también  al  demandante,  con  la  dife- 
rencia de  que  el  demandado  tiene  que  esperar  á 
que  se  le  corra  traslado  de  la  demanda  para  hacer 
la  denuncia,  de  acuerdo  con  el  artículo  951  del 
Código  Judicial  (2),  y  el  demandante,  en  los  casos 
previstos  por  el  artículo  1900  del  Código  Civil, 
puede  llamar  á  la  evicción  al  vendedor  desde  que 
entabla  la  demanda.  {Auto,  19  Noviembre  1889, 
IV,  t*¿7,  2,'). 

—  4t<7 — Atendidas  las  disposiciones  de  los  artícu- 
los 1899  del  Código  Civil,  147  y  148  de  la  Ley 
105  de  1890,  toda  denuncia  de  pleito  hecha 
por  el  comprador,  con  el  comprobante  exigido 
por  el  artículo  148  y  dentro  del  término  respec- 


{])  Articulo  1,«0  del  Código  Civil. 

l3j  Derugado  pur  el  33a  da  Ja  Ley  105  de  1894  >  subrogado;^  el  147  de  !( 
a  Ley. 
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tivo  señalado  por  el  147,  debe  admitirse  por  el 
Juez,  aunque  se  trate  de  un  juicio  de  menor 
cuantía  ó  de  un  juicio  especial.  (Auto,  9  Abril 
1892,    VII,  167,  1"). 

Denuncia  del  pleito.  488 — Esta  formalidad  no  es  necesaria 
cuando  en  el  negocio  que  la  motiva  ha  interveni- 
do desde  el  principio,  de  alguna  manera,  aquél  á 
quieu  debía  hacerse  saber  la  causa  de  la  evicción. 
(Casación,  28  Julio  1894,    X,  3,  2.»). 

—  489 — Puede  el  comprador  de  un  inmueble  denun- 

ciar un  pleito  que  se  le  promueva  sobre  una  ser- 
vidumbre continua  y  aparente,  como  la  de  acue- 
ducto que  lleva  aguas  á  lugares  comunes  y  letri- 
nas, aunque  en  el  título  respectivo  no  se  haya 
hablado  especialmente  de  tal  servidumbre,  porque 
esta  clase  de  servidumbre  puede  adquirirse  por 
prescripción,  sin  necesidad  de  título,  y  porque 
-ístando  de  manifiesto  no  tiene  el  vendedor  el  de- 
ber de  hacerlo  conocer  del  comprador.  (Auto,  8 
Febrero  1896— XI,  276,  2.';  Auto,  22  Febrero 
1896,  XI,  296,  2.'). 
Véanse  loa  números  1295  y  1296. 

Denuncio.  490 — Cuando  se  eleve  queja  ante  el  Agente  del 
Ministerio  Público  contra  un  empleado  por  fal- 
tas en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  debe  acom 
pañarse  la  prueba  que  haga  verosímil  el  hecho 
sobre  que  se  quiere  se  exija  de  oficio  la  responsa 
bilidad  legal;  pues  de  lo  contrario  se  eludirla  el 
mandato  del  artículo  1824  del  Código  Judicial, 
denunciando  ante  tales  Agentes  los  delitos  'le  res 
ponsabilidad  de  los  empleados  públicos  (1).  (Sen 
tencia,  2  Mayo  1890,  V,  28,  2.*;  Auto,  3  Mayo 
1890,  V,  38,  2."). 
Véanselos  números  11,  16,  772,  1,086,  1,087  y  1,156. 

(1)  E!  articulo  1821,  que  te  cita,  fie  derogado  par  el  365  de  la  Ley  105  de  1B9Q 
j  mbrogado  por  el  3~>*  de  I*  miima  Ley, 
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Departamento.  491 — De  la  demanda  en  que  figure  un  Depar- 
tamento conoce  en  primera  instancia  un  Juez  de 
Circuito,  y  representa  al  Departamento  el  Fiscal 
del  mismo  Circuito.  En  segunda  instancia  conoce 
el  respectivo  Tribunal  Superior, y  representa*! De-' 
partamento  el  Fiscal  del  mismo  Tribunal  (1). 
(Acuerdo  número  167,  II,  42,  1.a). 

—  492— 'Estos  no  han  asumido,  conforme  á  la  Cons- 
titución y  &  las  leyes  actuales,  la  representación 
ni  la  responsabilidad  contraída  por  los  extingui- 
dos Estados  Soberanos  en  su  calidad  de  entidades 
soberanas  ni  en  lo  que  se  refería  á  legislar  sobre 
materias  civil  y  comercial.  Por  tanto,  ellos  no  son 
responsables,  desde  la  fecha  de  la  unificación  na- 
cional, por  los  perjuicios  que  puedan  provenir  & 
los  particulares  en  virtud  de  la  cesación  de  sobe- 
ranía de  que  antes  gozaban  tales  entidades.  (Sen- 
tencia, 27  Junio  1894,    IX,  381,  2.a). 

—  493 — Estas  entidades  políticas  pueden  ser  deman- 
dadas. (Auto,  12  Mayo  1896— XI,  335,  1.*). 

Véanse  los  números  99,  100,  320,  332,  534,  573,  581, 
591,  732,  841,  849,  851,  852,  870,  940,  1,035,  1,080, 
1,097,  1,15*  y  1,377. 

Depositario.  494 — Conforme  al  artículo  378  del  Código  Judi- 
cial, la  orden  de  retención  de  bienes  embargados 
comunicada  al  tenedor  de  ellos  constituye  á  éste 
en  depositario  con  las  obligaciones  legales;  y  no 
puede  rechazar  tal  orden,  so  pena  de  responder 
por  desobediencia,  alegando,  por  ejemplo,  que  los 
bienes  son  de  una  compañía  cuyas  instrucciones 
debe  oír.  (Auto,  12  Diciembre  1889,  IV,  190,  1.*). 

—  495 — La  negativa  de  un  depositario  á  prestar  el 
juramento  necesario  para  entrar  en  el  ejercicio  do 
su  cargo,  debe  tomarse  en  el  sentido  de  no  querer 
desempeñar  éste;  y  en  consecuencia,  elJuezdela 


(1)  Esta  doctrina  está  ya  abrogada. 
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causa   procederá  á  nombrar  nuevo  depositario. 
(Auto,  14  Diciembre  1890,  XII,  259,  2.'). 
"Véase  el  número  1040. 

Depósito.  490 — No  puede  procederse  en  los  juicios  de  con- 
curso de  acreedores  con  el  dinero  producido  por 
el  remate  de  alguno  ó  algunos  bienes  como  eu  el 
artículo  245  de  la  Ley  105  de  1890  se  dispone. 
Esta  disposición  sólo  se  aplica  ó  se  debe  aplicar 
á  los  juicios  ejecutivos.  (Auto,   11  Agosto  1892, 

VII,  349,  1.'). 

—  497 — No  es  necesario  que  los  bienes  embargados 

en  una  ejecución  hayan  sido  depositados  con  las 
formalidades  legales  para  que  pueda  proponerse 
la  articulación  de  que  habla  el  artículo  204  de 
la  Ley  105  de  1890,  pues  basta  para  ejercitar  el 
derecho  que  tal  disposición  concede,  que  el  em- 
pleado ejecutor  haya  decretado  el  embargo  de 
ellos,  que  en  cumplimiento  de  ese  Decreto  haya 
dado  aviso  al  Registrador  respectivo  y  que  éste 
haya  inscrito  ó  sentado  en  el  libro  correspondien- 
te el  embargo  mencionado.  (Auto,  30  Mayo  1893, 

VIII,  312,  X.»). 


498 — Cuando  al  hacerse  el  inventario  de  r. 
mortuoriales  hayan  de  depositarse  éstos,  por  llegar 
el  caso  previsto  en  el  artículo  256  de  la  Ley  105 
de  1890,  tal  depósito  se  efectuará  sólo  respecto 
de  los  bienes  de  propiedad  particular  y  exclusiva 
del  finado,  y  no  de  los  que  están  eu  comunidad 
con  los  de  otras  personas,  los  cuales  se  reputan  en 
este  caso  como  terceras  y  no  puede,  en  conse- 
cuencia, privárseles  del  uso  y  administración  de 
la  cosa  mientras  esté  en  indivisión.  Si  los  comu- 
neros no  se  avinieren  en  el  uso  y  administración 
de  Ja  cosa,  nombrarán  un  administrador,  como 
lo  dispone  el  artículo  16  do  la  Ley  95  de  1890. 
(Auto,  2  Octubre  1896,  XII,  224,  1."  y  2."). 


Depósito. 


Derechos. 
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499 — Hecho  un  depósito  en  una  sociedad  colec- 
tiva, no  hay  lugar  á  proceder  criminalmente 
contra  todos  los  socios  de  ella  por  la  no  restitu- 
ción, sino  sólo  contra  el  que  resulte  culpable, 
porque  las  personas  jurídicas  no  son  responsables 
criminalmente.  (Auto,  13  Octubre  1896,  XII, 
12*,  2.'). 

500 — El  depósito  de  dinero  que  gana  interés  se 
considera  como  contrato  de  mutuo.    (Sentencia, 
11  Marzo  1897,  XII,  285,  1.'). 
Véanse  los  números  11,  691,  947  y  1,408. 


501— Los  derechos  de  que  habla  el  artículo  195  del 
Código  Judicial,  son  sólo  para  los  empleados  del 
Poder  Judicial,  pues  el  Coligo  citado  no  se  ocupa 
eu  negocios  políticos  y  administrativos.  (Acuer- 
do número  161,  II,  36,  1.'). 

502 — Los  derechos  que  se  causen  según  el  aran- 
cel legal  á  favor  de  los  peritos  en  la  formación  de 
inventarios  de  oficio,  deben  ser  cubiertos  por  la 
respectiva  mortuoria.  (Acuerdo  número  606,  IV, 
283,  2.'). 
Véanse  los  números  298,  301,  302,  394,  991  y  1,209 

adquiridos.  503 — Sonaquellos  que  hacen  parte  de 
nuestro  patrimonio  y  que  están  fuera  del  alcance 
del  hecho  de  un  tercero ;  como  por  ejemplo,  el 
que  uno  tiene  para  recogerlos  bienes  de  una  per- 
sona que  ha  muerto  y  que  válidamennte  nos  ha 
instituido  herederos  en  su  testamento;  ó,  en  otros 
términos,  es  el  que  se  nos  presenta  como  algo 
que  se  intima  con  nosotros;  que  está  sujeto  á 
nuestra  dominación  y  que  forma  parte  de  nues- 
tro haber.  (Auto,  11  Julio  1893,  VIII,  360,  2.'). 
Véanse  los  mtincros  95,  198,  914,  929,  1,035  y  1,279. 

hereditarios.  504— El  comprador  de  los  derechos 
que  á  una  persona  corresponden  en  la  sucesión 
de  otra,  sólo  se  hace  dueño  de  los  derechos  here- 
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ditarios,  pero  no  de  lo  que  al  vendedor  correa- 
ponda  á  titulo  de  gananciales  en  la  sociedad  con 
yuyal  que  haya  tenido  con  el  difunto,  porque  eso 
es  cosa  muy  diversa  de  aquélla.  (Casación,  31 
AgostolSül,  VI,  2&J»,  2."). 

Derechos  iiereditaüios  503  —El  comprador  de  ¿tarechoi  heredi- 
tarios, ó  de  los  que  correspondan  al  cónyuge  so- 
breviviente no  puede  reivindicar  una  cosa  deter- 
minada que  estime  comprendida  en  esos  derechos, 
sin  que  se  haga  la  respectiva  liquidación  y  se  le 
adjudique  la  cosa  de  que  se  trata.  (Cas.i-  ion,  7  No-  ' 
vienibre  1396,   XII,  100,  1."). 

Desembargo.  506 — La  articulación  (le  desembargo  (irtículo  20-t 
de  la  Ley  105  de  189n)  tiene  el  carácter  de  una 
verdadera  oposición  excluyen  te,  porque  el  Origen 
de  ella  es  el  dominio  que  uu  tercero  pretende  te- 
ner en  los  bienes  embargados  que  reclama  como 
sujos  y  el  efecto  es  excluir  esos  bienes  de  la  eje- 
cución. En  consecuencia,  los  empleados  con  ju- 
risdicción coactiva  no  pueden  decidir  esas  articu- 
laciones, sino  que  deben  pasarlas  al  Juez  ó  Tri- 
bunal respectivo  (1).  (Auto,  10  Octubre  1891,  VI, 
88S,  B"). 
Véanse  los  números  24,  ,131  y  091. 

Desglose.  507—  No  puede  hacerse  el  de  un  documento  proto- 
colizado, para  averiguar  su  falsedad.  (Acuerdo 
numero  307,  III,  H6,  1."). 

—  SOS  —  En  los  casos  en  que  se  verifique  debe  dejarse 

copia  de  los  documentos  respectivos  a  costa  del 
interesado,  aunque  se  trate  de  juicios  archivados. 
(Acuerdo  número  105,  IV,  3±,  ¡i."). 

desistimiento.  5>i0  —  St?gún  el  inciso  segundo  del  articulo  137» 
del  Código  Civil  de  Cundinamarca  (1870  del  Na- 
cional), el  comprador  puede  desistir  del  contrato 

(1)  Véase  el  artículo  1102  del  Código  Judicial, 
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de  compraventa  faltando  una  parte  considerable 
de  la  cosa.  Asi,  si  se  compra  una  finca  raíz  como 
cuerpo  cierto  destinada  &  determinado  cultivo, 
declarándose  en  el  contrato  que  hay  una  planta- 
ción de  tantas  matas  y  algunos  otros  accesorios 
y  no  resultan  éstos  y  la  plantación  sólo  alcanza  á 
las  dos  terceras  partes  de  lo  declarado,  tiene  de- 
recho el  comprador  de  desistir.  (Sentencia,  1 1  Di- 
ciembre 1889,  IV,  183,  1.a). 

Desistimiento.  510 — Cuando  en  la  segunda  instancia  se  desiste 

del  pleito,  la  sentencia  dictada  en  la  primera  que- 
da sin  valor  alguno,  ya  con  respecto  &  las  partes, 
ya  relativamente  á  terceros.  (Casación,  25  Sep- 
tiembre 1890,  V,  282,  1/). 

—  511 — El  de  un  juicio  de  ejecución  en  que  se  hayan* 
embargado  bienes  raíces  produce  ipso  jure  la  can- 
celación de  la  nota  de  embargo  en  el  Libro  de  re- 
gistro respectivo.  (Casación,  2  Abril  1894,  IX,. 
258,  2.a  y  259,  1.a). 

—  512 — El  desistimiento  condicional  no  es  otra  cosa, 
que  una  especie  de  transacción  que  se  propone  al 
demandado  para  que  éste  convenga  en  que  el  de- 
mandante se  aparte  de  la  acción,  demanda  ó  que- 
rella que  ya  tenía  intentada,  con  cierta  condición» 
De  aquí  que  los  Agentes  del  Ministerio  Público- 
no  tengan  facultad  para  convenir,  sin  la  debida 
autorización,  en  un  desistimiento  condicional,  del 
mismo  modo  que  le  es  prohibido  transigir  los  plei- 
tos en  que  intervengan,  sin  especial  autorización 
del  Gobierno  ó  de  la  entidad  representada.  Auto, 
10  Diciembre  de  1892,  X,  23T,  2.a). 

—  513 — El  auto  ó  sentencia  que  decreta  un  desisti- 
miento hecho  por  Agcite  del  Ministerio  Public* 
de  juicio  seguido  por  ¿1  como  representante  de  la 
Nación,  debe  consultarse  con  el  respectivo  Supe 
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rior  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  articulo  35 
de  la  Ley  100  de  1892.  (Sentencia,  28  Julio  1896,, 
XII,  39,  2.*). 
Véause  loB  números  472,  584  y  1,378. 

Deslinde.  514 — De  conformidad  con  el  articulo  1313  del  Có- 
digo Judicial  (1),  no  es  preciso  que  el  Juez  decrete 
la  aprobación  del  deslinde  y  disponga  dar  posesión 
en  la  parte  de  el  que  no  se  ha  contradicho,  porque 
la  ley  hace  uso  de  la  expresión  "sin  perjuicio  de 
que  el  deslinde  practicado  se  apruebe,"  lo  cual  da 
á  entender  que  esto  no  debe  hacerse  de  oficio  sino- 
á  solicitud  de  la  parte  que  demandó  el  deslinde. 
(Auto,  17  Noviembre  1890,  V,  344,  1.*). 

—  515— La  contradicción  al  deslinde  practicado  se 
ventila  conforme  al  artículo  1313  del  Código  Ju- 
dicial, reformado  por  el  30  de  la  Ley  30  de  1888 
(272  de  la  Ley  105  de  1890),  como  juicio  ordinario; 
pero  ni  este  articulo  ni  ninguna  otra  disposición 
legal  ha  establecido,  de  una  manera  terminante, 
que  la  oposición  ó  contradicción  al  deslinde  debe 
tener  necesariamente  todos  los  requisitos  de  una 
demanda  ordinaria.  La  oposición  da  lugar,  es  cier- 
to, á  un  juicio  ordinario;  ma*¡  la  controversia  no 
está  limitada  y  circunscrita  á  dos  línea?,  la  fijada 
en  la  diligencia  preparatoria  y  la  que  señala  el 
opositor,  porque  puede  haber  otras  intermedias  c 
puede  Buceder  también  que  los  predios  no  sean 
colindantes  ó  que  no  sean  dueños  ó  usufructuarios 
de  ellos  los  que  figuran  en  el  juicio.  (Auto,  16  Di- 
cimbre  1890,  V,  373,  2.*;  Sentencia,  23  Febrero 
1892,  VII,  105,  2/). 

—  516— En  la  demanda  en  que  se  promueva  un  jui- 
rlo  de  deslinde  no  es  deber  del  demandante  indi- 
car la  línea  divisoria;  ella  debe  deducirse  de  los 
documentos  y  demás  pruebas  que  se  presenten. 
(Auiu,  1 .  Diciembre  1890,  V,  373,  2.»). 


(1)  Derogado  por  el  338  de  1»  Ley  105  de  1891  y  «abrogado  por  el  272  de  1». 
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Deslinde.  517 — En  el  juicio  especial  de  deslinde  no  se  cali- 
fican a  priori  los  documentos  6  pruebas  en  que 
se  funda  el  derecho  del  demandante  ó  el  del  de- 
mandado. El  mérito  de  los  comprobantes  que  las 
partes  aduzcan  para  sostener  sus  intereses,  se  es- 
tima de  una  manera  sumaria  al  practicar  la  dili- 
gencia de  deslinde  de  que  habla  el  artículo  1310 
del  Código  Judicial,  que  previene  que  en  dicho 
acto  presenten  los  dueños  los  títulos  de  propiedad. 
(Auto,  9  Noviembre  1894,  X,  144,  1.a). 

—  518 — En  los  juicios  especiales  de  deslinde  no 
constituye  excepción  dilatoria  la  que  se  funde 
en  circunstancias  que  priven  de  acción  al  deman- 
dante, como  no  tener  la  posesión  del  predio  de  que 
se  dice  dueño  ó  no  colindar  su  heredad  con  los 
predios  de  los  demandados,  tales  puntos,  que 
atañen  al  fondo  mismo  del  derecho  de  las  partes, 
no  puede  ser  objeto  de  excepciones  de  aquella 
clase;  y  la  oportunidad  de  decidirlos  es  al  verifi- 
carse la  diligencia  previa  de  deslinde,  que  nada 
decide  en  firme,  puesto  que  á  las  partes  queda 
expedita  la  vía  ordinaria  para  reclamar  los  dere- 
chos que  puedan  tener.  (Auto,  9  Noviembre  1894, 
X,  144,  2.*) 

—  519 — Los  juicios  de  deslinde  no  pueden  tener  por 
objeto  una  disputa  sobre  propiedad,  sino  sólo  es- 
tablecer la  línea  divisoria  de  dos  heredades  ve- 
cinas. (Casación,  24  Septiembre  1895,  XI,  75, 
2.»  y  76,  1.a). 

—  520 — En  los  juicios  de  deslinde  y  amojonamiento 
no  son  aplicables  las  disposiciones  sustantivas 
que  reglan  la  reivindicación,  porque  aunque  es 
cierto  que  en  los  juicios  de  deslinde  puede  ence 
rrarse,  como  base  necesaria,  una  cuestión  de  do 
minio,  no  por  eso   la  acción  que  se  intenta  e. 
la  reivindicatoría  sino  la  que  reconoce  el  artícu! 
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900  del  Código  Civil,  la  cual  no  varía  aunque  va- 
ríe la  índole  dol  juicio.  (Casación,  30  Marzo 
1897,    XII,  325,  2.'). 

Véanse  Ion  números  71,  119,  177,  42(1,  471,  800  &  802, 
927  y  1,107. 

Despojo.  521 — Con  las  fincas  raíces  se  puede  cometer  des- 

pojo, pero  no  hurto.  (Auto,  28  Mayo  1890,   V, 
110,  1».). 
Véanse  los  nú  ni  ero*  711  y  845. 

Detención.  522 — Sindicada  y  detenida  una  persona  por  un 
delito  cualquiera,  ante  un  Juez  de  Circuito  y 
luego  mandada  detener  por  un  Juez  Superior  de 

Distrito,  debe  quedar  detenida  ante  este  último. 
(Acuerdo  número  454,  IV,  19,  1."). 

—  523— Si  la  actuación  ha  sido  una  misma  por  dos 
delitos  diferentes,  que  han  dado  lugar  á  la  deten- 
ción del  sindicado,  teniendo  esta  detención  oí  ca- 
rácter de  común  por  ambos,  en  la  sentencia  con- 
denatoria que  se  dicte  por  cualquiera  de  los  dos, 
debe  computarse  todo  el  tiempo  de  la  detención 
del  mismo  sindicado.  (Acuerdo  número  477,  IV, 
57,  2.°). 

Véanse  los  números  632  y  742. 

—  arbitraria.  524 — No  debe  considerarse  como 
equivalente  de  una  detención  arbitraria,  para  los 
efectos  penales,  el  hecho  de  exigir  fianza  de  cár- 
cel segura  á  un  procesado  contra  quien  no  deba 
ordenarse  prisión.  (Sentencia,  17  Diciembre  1887, 
II,  45,  2.'). 

—  525 — El  delito  de  detención  arbitiaria,  de  que 
habla  el  numeral  3.°  del  artículo  527  del  Código 
Penal,  se  comete  aun  en  los  casos  en  que  el  arres- 
to no  se  haya  llevado  á  efecto  por  haberse  con- 
vertido en  multa.  (Sentencia,  25  Mayo  1897, 
XII,  365,  2.'). 
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Detenidos.  526 — Aunque  la  Resolución  número  9,618  del  Mi- 
nistro de  Justicia  faculta  a  los  Prefectos  y  Al- 
caldes para  cambiar  el  lugar  del  arresto  de  los 
detenidos  que  no  merezcan  excarcelación  con 
ñanza,  cambio  que  se  hará  mediante  las  debidas 
seguridades  y  precauciones,  tal  facultad  no  debe 
extenderse  hasta  conceder  a  un  detenido  enfermo 
el  beneficio  de  excarcelación  con  fianza.  (XII, 
264,  2.*). 
Véanse  los  números  447  y  450. 

Deudas  hereditarias.  527  —  Cuando  en  la  participación  de 
bienes  hereditarios  se  forma  un  lote  para  el  pago 
de  las  deudas  hereditarias,  tal  lote  se  adjudica  á 
uno  ó  más  de  los  herederos  que  se  encargan  de 
satisfacer  dichas  deudas.  (Casación,  6  Febrero 
1892,   VII,  84,  1.').- 

—  528— Los  artículos  1393  y  1344  del  Código  Civil, 

que  tratan  respectivamente  de  la  obligación  en 
que  esta  el  partidor  de  formar  un  lote  ó  hijuela 
para  el  pago  de  las  deudas,  del  deber  en  que  está 
el  albacea  de  exigir  la  formación  de  aquel  lote  y 
de  la  responsabilidad  de  éste  ó  de  los  herederos 
para  con  los  acreedores  en  caso  de  omisión  de 
[!'  aquella  diligencia,  suponen  la  existencia  de  deu- 

i1  das  incontrovertibles,  unánime  y  legítimamente 

S',  reconocidas  ó  plenamente  probadas,  y  no  deudas 

»  que  son  materia  de  litigio  (l).   (Casación,  30  No- 

J  viembre  1894,  X,  204,  !.■). 

£  _  529 — Son  de  esta  clase  las  deudas  confesadas  por 

K  el  testador  en  su  testamento  y  respecto  de  las 

x  cuales  haya  un  principio  de  prueba  por  escrito;  y, 

í  por  tanto,  deben  necesariamente  incluirse  en  el 

'-*  inventario  para  el  efecto  de  señalar  bienes  para  su 

i  pago  sin  necesidad  de  ocurrir  al  reconocimiento 

["  expreso  y  unánime  de  los  coasignatarios.  (Casa- 

£•  ción,  30  Noviembre  1894,  X,  204,  l.m). 


<1>  Vfeue  al  articulo  37  da  la  Ley  153  de  1887. 
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^Deudas  hereditarias.  530 — No  puede  el  partidor  de  bienes  de  E 
una  sucesión  adjudicar  un  inmueble  para  el  pago 
de  deudas,  habiendo  menores  interesados.  El  in- 
mueble, en  ese  caso,  debe  rematarse,  y  el  remate 
debe  hacerse  antes  de  aprobar  la  partición.  (Casa- 
ción, 3  Septiembre  1895,  XI,  51,  2.'  y  52,  1.*). 
Véanse  los  námeros  40  y  1,003. 

—  testamentarias.  531 — Las  que  equivalen  á  lega- 
dos por  no  existir  acerca  de  las  confesadas  por  el 
testador  un  principio  de  prueba  por  escrito,  no  ga- 
nan intereses,  y  la  obligación  de  los  herederos  res- 
pecto de  ellos  es  la  misma  que  respecto  de  los  le- 
gados que  el  testador  ha  mandado  pagar.  (Casa- 
ción, 30  Noviembre  1894,  X,  204,  1.'). 

—  532 — Son  de  esta  clase  las  confesadas  por  el  testa- 
dor en  el  testamento  y  acerca  de  las  cuales  no  se 
presente  un  principio  de  prueba  por  escrito:  equi- 
valen á  legados  gratuitos  {artículo  1191  del  Códi- 
go Civil);  y  como  tales  no  se  incluyen  en  el  inven- 
tario, del  mismo  modo  que  no  se  incluyen  los  le- 
gados comunes  ni  laB  mejoras.  (Casación,  30  No- 
viembre 1894,  X,  204,  1.'}. 

Dictamen  pericial.  533 — En  consonancia  con  la  doctrina  sen- 
tada en  lo  relativo  á  la  apreciación  de  la  cuantía 
del  negocio  para  el  efecto  de  la  casación,  la  Corte 
Suprema  puede  desestimar  el  dictamen  de  los  pe- 
ritos que  con   posterioridad   á  la  iniciación  del 
pleito  se  hayan  nombrado  para  apreciar  la  cuan- 
tía, cuando  en  tal   dictamen  se  ha  tenido  en  con- 
sideración el  aumento  de  valor  de  las  cosas  sobre  , 
que  versa  el  juicio.    (Auto,   28  Septiembre  1892, 
VIII,  16,  2.»). 
Véanse  los  omneroa  139  á  142,  610,  760  y  1,173. 

Directores  de  instrucción  pública.  534 — El  inciso  l-*»  díiM*    '.-; 
tículo  43  de  la  Ley  147   de   1888,  no  se    V^r^ 
mencionar,  entre  los  empleados  á  quienes   *a.C<*^ 


^ 
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debe  juzgar  en  segunda  instancia,  á  los  Directo^ 
res  generales  6  Superiores  de  Instrucción  Pública 
en  los  Departamentos,  sino  á  cualesquiera  Direc- 
tores de  Instrucción  que  ejercieran  ó  hubieran 
ejercido  sus  funciones  en  una  sección  de  los  mis- 
mos Departamentos,  porque  la  aludida  disposi- 
ción no  emplea  la  frase  de  los  Departamentos, 
caso  en  el  cual  sí  habría  necesidad  de  establecer 
diferencia  por  razón  de  la  importancia  y  extensión 
de  las  funciones  délos  Directores,  ó  de  los  emplea- 
dos que  con  distinta  denominación  los  reemplaza- 
ran, sino  que  hace  uso  de  la  frase  en  los  Departa- 
mentos, con  la  cual  se  comprenden  los  generales  y 
los  seccionales  ó  provinciales.  (Auto,  26  Julio 
1893,  VIII,  392,  2.a). 

División  de  bienes  comunes (1).  535 — En  los  juicios  sobre  divi- 
sión de  predios  rústicos  no  hay  lugar  á  oposición, 
salvo  el  caso  á  que  se  refiere  el  artículo  82  de  la 
Ley  30  de  1888;  pero  en  los  demás  juicios  sobre 
división  de  otros  bienes  comunes,  sí  hay  lugar  á 
la  oposición  determinada  en  el  Código  Judicial. 
(Acuerdo  número  292,  III,  129,  2.a). 

—  536— Cuando  la  masa  común  que  se  desea  dividir 
se  compone  de  bienes  muebles  y  de  raíces  urbaüos 
y  rústicos,  se  siguen  dos  juicios,  uno  para  los  pre- 
dios rústicos  y  otro  para  los  demás  bienes  comu- 
nes, aplicando  en  el  primero  la  Ley  30  de  188S  y 
en  el  segundo  el  Código  Judicial.  (Acuerdo  nú- 
mero 310,  III,  162,  2.'). 

—  537 — Cuando  un  comunero,  en  ejercicio  del  dere- 
cho que  reconoce  el  artículo  2234  del  Código  Civil, 
solicita  la  venta  de  la  cosa  común,  para  notificar 

la  demanda  se  observa  el  artículo  934  y  siguien- 
tes del  Código  Judicial,  y  para  el  caso  de  oposi- 
ción de  alguno  ó  algunos  de  los  condueños,  se 


'  (1)  Véame  los  artículos  36  a  38  de  la  Ley  169  de  1896  que  reforman  la  Ley  3fr 

0e  1868. 
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aplica  el  articulo  1297  del  mismo  Código,  salvo 
cuando  se  trata  de  predios  rústicos,  para  los  cua- 
les hay  que  tener  en  cuenta  la  Ley  30  de  1888  (1). 
(Acuerdo  numero  514,  IV,  106,  1."). 

División  de  bienes  comunbs.  538 — La  jurisdicción  que  el  ar- 
tículo 38  de  la  Ley  30  de  1888,  confiere  á  los  Jue- 
ces de  Circuito  en  los  juicios  sobre  división  de 
predios  rústicos  comunes,  es  privativa;  por  con- 
siguiente, los  Jueces  Municipales  no  tienen  com- 
petencia en  esta  clase  de  juicios.  La  Ley  30  e» 
especial  y  prevalece  sobre  el  ordinal  2.°  del  artícu- 
lo 122  del  Código  de  Organización  Judicial  (1). 
(Acuerdo  numera  519,  IV,  107,  1.';  Acuerdo  nú- 
mero 658,  V,  19,  1."). 

—  539  -Aunque  el  articulo  1334  del  Código  Civil  da 
preferencia  á  la  venta,  para  poner  fin  á  una  co- 
munidad, siendo  la  cosa  común  una  habitación,  se 
puede  optar,  sin  embargo,  por  la  división  si  la  pi- 
den las  dos  terceras  partes  de  los  comuneros. 
(Auto,  30  Noviembre  1889,  IV,  142,  2.*). 

—  540— Por  el  contexto  de  los  artículos  53,  54  y  78 
de  la  Ley  30  de  1888,  se  colige  que  los  agrimenso- 
res al  tiempo  de  efectuar  en  el  terreno  la  división 
practicada  en  el  plano,  van  entregando  á  cada  in- 
teresado y  en  su  defecto  al  administrador,  la  por- 
ción que  á  cada  uno  corresponde;  y  en  señal  de 
esa  entrega  es  como  éstos  ponen  los  mojones  que 
limitan  la  parte  adjudicada,  sin  que  obste  el  que 
más  tarde  pueda  dárseles  posesión  judicial,  como 
lo  determina  la  ley  para  idénticos  casos,  por  el 
Juez  que  ha  intervenido  en  ella;  de  suerte  que  el 
Juez  que  ha  decretado  la  división  es  el  que  debe 
dar  la  posesión  á  cada  interesado  que  la  solicite, 
en  vista  de  la  cartilla  de  adjudicación  y  de  la  sen- 
tencia aprobatoria  dada  por  el  Tribunal  de  árbi- 
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tros.  (Acuerdo  número  573,  IV,  219,  2.';  Acuerdo 
número  690,  V,  130,  1.*). 

División  de  bienes  comunes.  541 — Practicada  la  división  en  el 
plano  y  realizada  en  el  terreno,  los  arbitros  pro- 
nuncian sentencia  aprobatoria.  Tal  sentencia  debe 
registrarse  con  arreglo  al  número  2.°  del  artículo 
2652  del  Código  Civil.  Para  que  se  registre  una 
sentencia  no  hay  necesidad  de  que  el  Juez  ó  los 
arbitros  lo  ordenen.  El  registro  en  la  generalidad 
de  los  casos  queda  al  interés  particular  el  hacerlo, 
y  por  eso  están  sujetos  los  interesados  por  la  ley 
á  pena  pecuniaria  por  hacerlo  fuera  de  tiempo ; 
no  se  puede,  pues,  ordenar  por  la  autoridad  sino 
cuando  la  ley  lo  ordena  expresamente.  (Acuerdo 
número  573,  IV,  219,  2.»  y  220,  1.a). 

—  542— Si  el  día  señalado  para  la  reunión  de  la  Junta 
no  concurre  sino  un  comunero,  y  éste  tiene  la  ma- 
yoría de  votos,  según  el  cómputo  legal,  puede 
hacer  los  nombramientos  que  competen  á  la  Jun- 
ta; si  los  que  concurren  no  constituyen  mayoría 
de  votos,  puede  señalarse  nuevo  día  para  la  reu- 
nión de  la  Junta,  llenando  las  formalidades  del 
primer  señalamiento;  ei  en  la  nueva  reunión  no 
hay  mayoría,  la  minoría  hará  los  nombramientos, 
por  presumirse  que  los  demás  interesados  defiereu 
á  su  opinión.  (Acuerdo  número  592.  IV,  236,  1."). 

—  543 — Si  pendiente  uq  juicio  de  división  de  un  pre- 
dio rústico  común,  ira  comunero  emprende  nue- 
vas labores  y  ensancha  sus  antiguas  fundaciones 
contra  la  prohibición  que  para  esto  establece  el 
artículo  84  de  la  Ley  30  de  1888,  los  reclamos  á 
que  esto  diere  lugar  por  parte  de  los  otros  condue- 
ños, se  sustanciarán  y  decidirán  en  los  mismos 
términos  que,  para  las  demás  articulaciones  que 
ocurran  en  dicho  juicio,  establece  el  artículo  58 
de  la  misma  Ley;  articulaciones  que  se  promove- 
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rán  ante    quien  esté  conociendo  del  juicio  (1). 
(Acuerdo  número  605,  IV,  276,  1.'). 

División  ue  biexes  comunes.  544  —  Si  habiéndose  deman- 
dado por  un  individuo  la  división  de  un  predio 
rústico  común,  los  demás  interesados  no  concu- 
rren ni  presentan  sus  títulos,  después  de  surtida 
la  notificación  por  edictos,  debe  entenderse  que 
quieren  permanecer  en  comunidad  ;  y  en  tal  caso 
se  aplica  el  artículo  82  de  la  Ley  30  de  1888. 
(Acuerdo  número  620,  IV,  299,  2.*). 

—  545— En  la  primera  reunión  de  la  Junta  general 
de  comuneros  debe  darse  cumplimiento  al  artícu- 
lo 47  de  la  Ley  30  de  1888;  para  lo  cual  debe  el 
Juez  saber  previamente  las  cuotas  que  correspon- 
den a  cada  comunero,  por  los  títulos  que  éstos 
le  hayan  presentado.  (Acuerdo  número  630,  IV, 
307,  2.'). 

—  546— Si  en  los  juicios  divisorios  de  predios  comu- 
nes ocurriere  empate  en  la  elección  de  los  emplea- 
dos ele  que  trata  el  artículo  44  de  la  Ley  30  de 
18S8,  el  Juez  hará  que  se  repita  la  votación,  y  si 
resultare  todavía  empate,  procederá  a  cambiar 
tales  empleados  de  entre  los  individuos  entre 
quienes  haya  habido  empate.  (Acuerdo  número 
640,  IV,  324,  1.'). 

—  547— En  estos  juicios  no  hay  lugar  á  la  oposi- 
ción de  que  habla  el  artículo  1,297  del  Código  Ju* 
dicial,  cuando  no  es  parte  la  Nación.  Siendo  par- 
te ésta  se  siguen  los  trámites  generales  señala- 
dos en  el  Capítulo  4.°,  Título  11,  Libro  2.°  del 
Código  citado  y  no  el  especial  que  para  la  di' 
visión  de  tales  bienes  señala  la  Ley  30  de  1888  (2). 
(Auto,  30  Abril  1890,  V,  30,  1.*). 

(I)  Vían  el  artículo  36  án  U  Ley  169  de  1896, 
(2)  Téngase  en  cueuta  lo  dispunto  poiteriorme&te   por  «1  artículo  S6  d»  la  Lej 
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División  de  bienes  comunes.  548 —Cuando  en  el  juicio  de  divi- 
sión de  estos  bienes  es  parte  la  Nación,  no  se  apli 
ca  la  Ley  30  de  1888  en  la  sección  que  trata  de  di- 
visión de  predios  rústicos  entre  particulares:  1.a 
Porque  esa  ley  da  jurisdicción  privativa  á  los  Jue- 
ces de  Circuito  para  conocer  del  asunto,  y  al  Tri- 
bunal de  arbitros  para  resolver  todas  las  cuestio- 
nes que  se  susciten  en  él,  y  los  derechos  nacio- 
nales están  sustraídos  de  esa  jurisdicción  y  excluí- 
dos  de  todo  arbitramento  (1) ;  y  2.°  Porque  ni  el 
Tribunal  ni  la  Corte  pueden  hacer  aplicación  de 
esa  ley  que  quedó  en  la  parte  mencionada  atri- 
buida exclusivamente  á  los  Jueces  de  Circuito* 
(Auto,  30  Abril  189Q,  IV,  30,  1.»). 

Véanse  los  números  45  y  418 — Partición. 

Divorcio.        549 — Si   el   matrimonio  es   puramente  civil,   es 

competente  para  conocer  del  juicio  de  divorcio  la 
autoridad  civil.  Si  es  católico,  no  tiene  esta  ju- 
risdicción, y,  por  lo  mismo,  su  sentencia  no  pue- 
de tener  efectos  civiles  respecto  de  este  último 
matrimonio.  (Casación,  14  Febrero  1890,  IV, 
268,  Ia). 

Véase  el  n amero  915. 

Documentos.  550 — Los  documentos  en  que  consta  que  un  ban- 
co ha  abierto  un  crédito  limitado  á  una  persona^, 
no  traen  aparejada  ejecución,  por  falta  de  can- 
tidad  líquida.  (Auto,  3  Octubre  1888,  II,  332,  2.a), 

1,408,  1,409. 

—  551— La  presentación  de  un  documento  que  se 

aduce  como  prueba  no  puede  hacerse  fuera  del 
tiempo  oportuno,  porque  sería  absurdo  que  la 
presentación  extemporánea  fuera  válida  para  la 
parte  que  la  ejercita  y  que  la  parte  contra  quien 


(1)  Nótese  que  este  auto  se  dictó  cuando  aún  no  se  había  expedido  la  Ley  72  de 
1890,  que  da  jurisdicción  &  los  Jueces  de  Circuito  para  conocer  en  primera  instancia 
de  algunos  asuntos  contenciosos  en  que  tenga  parte  la  Nación,  cuando  su  interés  no 
exceda  de  $  1,000  (artículo  12,  hoy  derogado;. 
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se  hubiese  presentado  el  documento  no  pudiese 
tacharlo  Ú  objetarlo.  En  consecuencia,  la  opor- 
tunidad de  la  taclia  de  que  habla  el  articulo  601 
del  Código  Judicial,  depende  de  la  oportunidad 
de  la  presentación  del  documento.  (Casación,  30 
Junio  i8ítl,  VI,  1¡)0,  1.»}. 

Documentos.  552 — Los  que  se  llevan  al  protocolo  de  un  Nota- 
rio no  deben  forzosamente  incluirse  en  la  escri- 
tura original  ó  matriz.  Es  bastante  que  se  proto- 
colice con  ella  y  que  se  incluyan  luego  en  la  copia 
que  se  expida,  que  es  la  que  se  registra  y  la  que 
sirve  de  titulo  del  respectivo  derecho.  (Casación, 
9  Noviembre  1895,  XI,  171,  1.»). 

—  553— Una  escritura  pública  de  venta  de  inmuebles 
sin  registrar  no  puede  considerarse  en  juicio,  de 
acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  1760  del 
Código  Civil,  como  documento  privado.  (Casa- 
ción, 26  Febrero  1896,   XI,  299,  1.*). 

Véanse  los  númerus  19,  31,  IOS,  212,  3*7,  5''7,  570,  tíno, 
tíIO,  BtíÜ,  762,  80t,  89(1,  020,  1,020,  1,037,  1,083,  1,164, 
1,178,  1,209,  1,210,  1,211,  1,214,  1,217,  1,334,  1,404, 
l,40ü,  1,108,  1,409,  1,414  y  1,429. 

—  auténticos.  554 — El  certificado  ó  la  copia  que 
expidan  los  funcionarios  ó  empleados  competen- 
tes, tiene  la  calidad  de  documento  auténtico 
mientras  no  se  demuestre  la  suplantación  de 
ellos,  y  ésta  no  puede  lógicamente  deducirse  del 
hecho  de  no  aparecer  después  el  original  Ó  expe- 
diente de  donde  se  han  tomado.  (Casación,  6 
Marzo  1890,  IV,  340,  2.'). 

555 — Los  que  forman  el  archivodel  Banco  Nacio- 
nal y  aquellos  quefueren  firmados  por  los  emplea- 
dos de  él,  en  razón  de  bus  funciones,  son  auténti- 
cos por  ser  de  personas  reconocidas  como  emplea- 
dos públicos.  (Auto  30,  Abrü  1895,  X,  281,  1.'). 
Véanse  los  números  185,  30Z,  663,  940  y  1,200. 
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Documentos  privados.  556— La  falta  de  alguna  formalidad 
en  el  registro  de  un  documento  privado,  como  la 
firma  de  los  contratantes  (articulo  l.\  Ley  34 
de  1887),  lo  hace  nulo  de  nulidad  absoluta  como 
instrumento  registrado ;  y  para  que  preste  mé- 
rito ejecutivo  se  necesita  que  el  deudor  lo  reco- 
nozca judicialmente,  como  si  no  se  hubiera  lle- 
vado al  registro.  (Casación,  13  Diciembre  1890, 
V,  370,  2.*). 

—  557 — Como  entre  esta  clase  de  pruebas  deben 
clasificarse  las  piezas  escritas  que  presente  un 
mandatario,  y  en  general  toda  persona  que  deba 
rendir  cuentas  (piezas  que  estarán,  por  lo  regu- 
lar, firmadas  por  personas  que  no  figuren  como 
partes  en  el  juicio  de  cuentas),  para  justificar  las 
partidas  de  éstas  serán  aplicables  las  disposicio- 
nes de  los  artículos  693  y  694  del  Código  Judi- 
cial, relativas  &  la  prueba  de  documentos  priva- 
dos.   Casación,  16  Noviembre  1894,  X,  155,  1.'). 

—  558 — Debe  tenerse  por  reconocido  y  considerarse 
como  plena  prueba  un  documento  privado  que  no 
se  objeta  ó  redarguye  de  falso  por  la  persona  con- 
tra quieu  se  aduce,  siendo  ésta  heredera  de  quien 
lo  firmó.  El  reconocimiento  tácito  puede  hacerse 
no  sólo  por  el  apoderado  de  la  parte,  sino  también 
por  un  curador,  si  fuere  éste  el  representante  de 
la  parte.  ( Casación,  12  Diciembre  1895,  XI, 
236,  1.'). 

Véanse  los  números  350,  609, 1,158  y  1,179. 

—  públicos.  559 — Se  presume  que  un  hecho  que 
consta  en  documentos  públicos  auténticos  no  es 
desconocido  de  nadie.  (Casación,  7  Noviembre 
1890,  V,  332,  1."). 

Véanse  los  números  663,  1,051,  1,426  y  1,434. 

Dolo.  560— El  artículo  137  del  Código  Civil  de  Bolívar 

dice  que  dolo  "es  toda  especie  de  astucia,  trampa, 
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maquinación  ó  artificio  empleado  con  el  propósito 
de  inferir  injuria  á  la  persona  ó  propiedad  de  otro"; 
el  63  del  Código  Civil- Nacional  lo  define  así:  "  El 
dolo  consiste  en  la  intención  positiva  de  inferir 
injuria  a  la  persona  ó  propiedad  de  otro."  Parala 
Corte  estas  definiciones  son  idénticas  en  esencia; 
Be  diferencian  en  que  la  una  expresa  los  hechos 
que  sirven  para  descubrir  y  comprobar  la  inten- 
ción de  inferir  injuria  7  la  otra  las  supone,  por 
cuanto  sin  esos  hechos  externos  no  podra  descu- 
brirse la  intención.  (Casación,  7  Noviembre  1390, 
V,  331,  1.*). 

561— El  que  se  comete  por  el  vendedor  de  un  in  - 
mueble  hipotecado,  ocultando  maliciosamente  la 
hipoteca,  sólo  puede  afectar  de  nulidad  relativa 
el  contrato  de  compraventa.  (Casación,  11  Fe- 
brero 1897,  XII,  268,  2.*). 
Véase  el  número  1,433. 
.  562 — La  interpretación  del  numeral  14  del  artí- 
culo 1067  del  Código  Civil,  no  debe  hacerse  exten- 
siva a  casos  en  que  no  sea  enteramente  manifiesta 
la  relación  de  dependencia  entre  amo  7  doméstico. 
Para  que  esta  relación  sea  evidente,  es  preciso  que 
haya  cambio  de  servicios  personales  de  que  se 
valga  y  aproveche  el  amo,  por  los  alimentos  y 
por  cierto  salario  que  obtenga  el  criado.  Si  esto 
no  se  entendiera  así,  resultarla  que  el  numero  de 
personas  que  pudieran  servir  de  testigos  en  los 
testamentos  solemnes  quedaría  muy  restringido, 
pues  que  en  la  sociedad  el  cambio  constante  7  la 
constante  sucesión  de  relaciones  mutuas  entre 
los  asociados  hace  que  ninguno  de  éstos  goce  de 
completa  7  verdadera  independencia.  (Casación, 
31  Agosto  1893,  IX,  12,  1."  7  2.*). 
Véase  el  nómero  752. 

563 — La  sentencia  en  que  se  declara  que  no  es 
fundada  una  tercería  excluyente,  no  reconoce 
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dominio  sobre  la  cosa  disputada  en  favor  del  eje- 
cutado. Esa  sentencia  es  meramente  absolutoria, 
é  insuficiente,  por  lo  mismo,  para  conferir  dere- 
chos que  puedan  hacerse  efectivos  por  medio  de 
una  acción;  y  sólo  sirve  para  fundarla  excepción 
de  cosa  juzgada,  que  se  podría  oponer  al  terce- 
rista, mas  no  á  una  persona  distinta.  (Casación, 
12  Octubre  1891,  VI,  378,  2.*;    379,  l.'j. 

Dominio.  564 — No  lo  transfieren  á  los  acreedores  heredita- 
rios los  actos  de  partición  en  que  se  les  haya  adju- 
dicado parte  de  la  herencia,  cuando,  habiendo 
menores  entre  los  herederos,  no  han  sido  debida- 
mente representados.  (Casación,  20  Abril  1894, 
IX,  284,  l.'y  2.*). 

—  565 — Puede  estimarse  como  plena  prueba  del  do- 

minio la  cartilla  ó  hijuela  formada  en  un  juicio 
de  sucesión,  sin  que  el  que  exhibe  esa  prueba 
deba  probar  su  respectivo  estado  civil,  porque 
las  cuestiones  referentes  á  éste  debieron  venti- 
larse en  el  juicio  de  sucesión.  (Casación,  27  No- 
viembre 1896,  XII,  110,  2.'). 

VóanBe  los  números  26,  519,  520,  873,  902,  903,  922, 
923,  1,213,  1,220  y  1,239. 

Donación.  566— La  providencia  judicial,  por  medio  de  la  cual 
se  autoriza  una  donación  que  deba  insinuarse,  no 
es  sentencia  definitiva.  En  consecuencia,  puede 
firmarla  el  Juez  con  mndia  firma.  (Casación,  9 
Noviembre  1895,  XI,  170,  2.*). 


w^ 
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Ejecución.  5(37— Una  resolución  del  Administrador  general 
de  Correos,  en  que  se  condene  á  un  Mensajero  á 
pagar  una  encomienda  consistente  en  suma  de 
dinero,  no  presta  mérito  ejecutivo;  pues  tal  reso- 
lución no  es  una  sentencia  ordinaria  en  que  se 
condene  al  Mensajero  después  de  ser  oído  y  ven- 
cido en  juicio.  (Auto,  5  Julio  1889,  III,  278, 
1/  y  2/}. 

—  56S— No  le  es  dado  al  Juez  inquirir  si  los  recono- 
cimientos de  que  habla  el  número  2.°  del  artículo 
1096  del  Código  Judicial,  están  bien  ó  mal  hechos; 
basta  que  se  hayan  practicado  por  quien  puede  y 
debe  hacerlo,  y  que  expresen  cantidad  determi- 
nada á  favor  del  Fisco.  (Auto,  19  Julio  1889,  III, 
292,  2.»). 

—  569— No  puede  precederse  á  ella  por  los  emplea- 
dos con  jurisdicción  coactiva,  cuando  se  funde 
sólo  en  un  oficio  coman  y  ordinario  en  que  se  or- 
dene que  se  cobre  de  un  deudor  del  Erario  deter- 
minada suma,  porque  tal  oficio  no  presta  mérito 
ejecutivo,  aunque  sea  dirigido  por  un  empleado 
fiscal;  es  necesario  que  conste  el  comprobante  de 
la  deuda  que  se  quiere  hacer  efectiva,  por  ejem- 
plo, en  forma  de  alcance  deducido  contra  un  em- 
pleado de  manejo.  (Auto,  22  Mayo  1893,  VIII, 
287,  l."J. 

3,0*1,  1,412. 

—  570 — Para  proceder  á  ella  por  jurisdicción  coac- 
tiva cuando  las  obligaciones  del  deudor  para  con 
el  Erario  tienen  su  origen  en  un  contrato  cele- 
brado por  el  Gobierno,  se  requiere  indispensable- 
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mente  el  documento  en  que  conste  el  contrato, 
porque  es  sólo  de  éste  de  donde  se  derivan  los  de- 
rechos y  obligaciones  de  cada  una  de  las  partes, 
y  el  juicio  ejecutivo  por  su  naturaleza  requiere 
una  prueba  plena  y  preconstituida.  Una  simple 
liquidación  de  cuentas  á  cargo  del  deudor  sin  que 
á  ellas  se  acompañen  los  comprobantes  y  los  con- 
tratos fuente  de  la  obligación,  no  es  una  prueba 
de  la  existencia  de  ésta  y  el  juicio  que  en  tan 
débil  fundamento  se  apoye  está  minado  por  su 
base.  (Sentencia,  6  Junio  1893,   VIII,    306,  2.'). 

Ejecución.  571 — Para  fundarla  por  jurisdicción  coactivabas- 
tan  los  reconocimientos  hechos  por  los  recaudado- 
res á  cargo  de  los  deudores  por  rentas  ó  contribu- 
ciones, porque  la  obligación  de  los  particulares  en 
tal  caeo  no  se  contrae  por  voluntad  de  ellos,  sino 
por  ministerio  de  la  ley.  Pero  no  puede  afirmarse 
lo  mismo  cuando  la  ejecución  tenga  por  objeto 
hacer  efectivas  las  obligaciones  contraídas  por  me- 
dio de  contratos  celebrados  con  el  Gobierno,  caso 
en  el  cual  tiene  que  fundarse  aquélla  en  el  mismo 
documento  que  contiene  la  obligación.  (Senten- 
cia, 6  Junio  1893,  VIII,  307,  1."). 
1,401. 

—  572 — La  que  se  dirija  contra  empleados  de  manejo 
para  hacer  efectivos  los  saldos  en  favor  del  Era- 
rio debe  fundarse  en  el  alcance  definitivo  de- 
ducido contra  el  responsable,  previo  un  juicio  de 
cuentas  en  que  él  haya  sido  parte;  sin  lo  cual  no 
habrá  mérito  ejecutivo  en  el  documento  que  sirva 
de  base  á  la  ejecución.  (Auto,  29  Mayo  1893, 
VIII,  326,  2.'). 

—  573 — Puede  entablarse  contra  los  Departamentos 
y  contra  los  Distritos.  Sólo  la  Nación  goza  del 
privilegio  de  no  poder  ser  ejecutada;  pero  la  ley 
no  lo  ha  extendido  á  aquellas  entidades.  (Auto. 
9  Septiembre  1893,  IX,  23,  2.*). 


\ 
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Ejecución.  574 — No  puede  entablarse  ejecución  contra  los 
responsables  del  Erario  por  multas  impuestas  por 
autoridad  competente,  haciendo  uso  de  la  facul- 
tad coactiva,  siu  que  previamente  se  haya  decla- 
rado al  deudor  incurso  eli  la  multa  y  notificádole 
el  auto  en  que  tal  declaración  se  haga.  Sin  estas 
condiciones  no  puede  considerarse  que  la  diligen- 
cia respectiva  sirva  de  recaudo  ejecutivo,  tal  como 
*  lo  declara  el  numeral  3.°  del  artículo  1006  del  Có- 

digo Judicial.  (Auto,  1  Septiembre  1S93,  IX,  22, 
2.';  Auto,  25  Enero  1894,  IX,  176,  2.'). 
Véanse  Juicio  y  Título  ejecutivo. 

—  de  las  sentencias.  575 — Las  sentencias  que  dicte 
la  Corte  Suprema  sobre  anulación  de  ordenanzas 
deben  tener  su  ejecución  desde  que  sean  conoci- 
das oficialmente  por  las  autoridades  á  quienes  co- 
rresponde su  cumplimiento,  entendiéndose  tam- 
bién por  conocimiento  oficial  el  hecho  de  reci- 
birse la  Gaceta  Judicial  en  donde  se  hallan  publi- 
cadas. (Acuerdo  número  317,  III,  178,  2.'). 

—  576 — Es  al  Juez  de  primera  instancia  á  quien  co- 
rresponde, en  todo  caso,  la  ejecución  de  la  senten- 
cia definitiva,  conforme  lo  dispone  el  artículo 
868  del  Código  Judicial;  y  el  interesado  no  puede 
promover  la  ejecución  de  la  sentencia  ante  un 
Juez  diverso  en  juicio  distinto.  (Acuerdo  número 
495,  IV,  90,  2.";  Acuerdo  número  522,  IV,  114,  1.») 


577 — No  hay  necesidad  de  compulsar  copia  de  la 
sentencia  para  su  ejecución.  (Acuerdo  número 
495,  IV,  90,  2.'). 

578 — Por  regla  general,  la  ejecución  de  una  sen- 
tencia de  que  ha  conocido  un  Tribuual  en  primera 
instancia,  debe  corresponder  á  toda  la  Sala  de 
decisión,  conforme  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
868  y  1737  del  Código  Judicial;  pero  como  la  eje- 
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cución  de  una  sentencia  envuelve  múltiples  ob- 
jetos, y  de  ella  pueden  surgir  juicios  ejecutivos 
ú  ordinarios,  cuando  esto  suceda,  los  Tribunales 
deben  sujetarse  a  las  reglas  que  establece  el  Có- 
digo Judicial,  para  la  sustanciación  de  los  juicios 
de  que  conocen  en  primera  instancia.  (Acuerdo 
número  024,  IV,  301,  1.-). 
Véanse  los  números  67  y  71. 

4 

Ejecutoria.  579 — Aunque  según  el  artículo  828  del  Código  Ju- 
dicial (98  de  la  Ley  105  de  1890),  cuando  se  pida 
que  se  declare  ejecutoriada  una  sentencia,  el  Juez 
debe  hacerlo  concitación  de  la  partecontraria,  en 
los  casos  en  que  ésta  no  existe,  como  en  los  asun- 
tos de  jurisdicción  voluntaria,  es  claro  que  debe 
prescindirse  de  la  formalidad  de  la  citación. 
(Acuerdo  número  696,  V,  153,  1.*). 

—  580 — Debe  aplicarse  la  disposición  del  artículo 

122  de  la  Ley  105  de  1890  cuando  el  recurrente 
deja  pasar  el  término  de  que  habla  e)  artículo  sin 
suministrar  papel  suficiente  para  la  actuación, 
no  obstante  que  la  parte  contraria  sí  lo  baya  su- 
ministrado. (Auto,  30  Octubre  1891,  VI,  403, 
2.'). 

Ejército  Nacional.  581  — Los  Departamentos  carecen  de  facul- 
tad para  organizar  y  sostener  por  su  cuenta  fuer- 
za pública  militar,  no  solamente  de  línea  ó  perma- 
nente, sino  también  de  milicias;  de  manera  que 
los  cuerpos  que  ellos  organicen  no  pueden  tener 
otro  objeto  que  el  de  prestar  el  servicio  local  de 
seguridad  y  vigilancia,  ó  sea,  el  servicio  de 
policía,  sin  que  esto  se  oponga  á  quo  tales  cuer- 
pos se  organicen  militarmente  en  lo  que  concier- 
ne á  su  disciplina  y  á  su  parte  mecánica  y  eco- 
nómica; y  de  aquí  se  deduce  que  los  individuos 
de  esos  cuerpos  no  pueden  estar  sometidos,   iva- 
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pecto  á  loa  hechos  punibles  que  ejecuten,  al  fuero 
militar  sino  al  común  (1).  (Auto,  3  Mayo  1889, 
III,  206,  2.'). 

Embargo.  582— El  artículo  376  del  Código  Judicial  está  en 
contradicción  con  el  1675  del  Civil.  Debe  prefe- 
rirse el  último,  y,  en  consecuencia,  no  se  puede 
embargar  sino  la  tercera  parte  del  sueldo  de  un 
empleado.  ( Sentencia,  20  Octubre  1888,  II, 
334,   1.'). 

—  585 — Corresponde  declarar  que  un  embargo  es 
nulo  de  acuerdo  con  el  artículo  201  de  la  Ley  105 
de  1890,  al  Juez  que  sigue  la  ejecución  en  virtud 
de  jurisdicción  coactiva,  porque  tal  declaratoria 
debe  considerarse  como  diligencia  ejecutiva.  (Au- 
to, 8  Abril  1892,  VIL  192,  1.'). 

—  584 — El  de  una  finca  raíz  en  un  juicio  ejecutivo 
queda  cancelado  de  derecho  desde  la  fecha  de  la 
admisión  del  desistimiento  de  la  ejecución  y  del 
consiguiente  desembargo  de  bienes,  aunque  no 
haya  sido  expresamente  cancelada  la  nota  de  re- 
gistro respectiva.  (Casación,  2  Abril  1894,  IX, 
259,  l.'y2.'). 

Véanse  loa  niuneroa  497,  5IÍ,  620,  091,  856,  974,993, 
1,001,  1,201,  1,202,  1,213  y  1,347. 

Embriaguez  habitual.  5S5— La  interpretación  racional  y  ju- 
rídica de  las  disposiciones  relativas  á  la  estima- 
ción de  la  prueba  testimonial,  en  caso  de  que  se 
trate  de  averiguar  el  delito  de  mala  conducta  de 
un  empleado  por  embriaguez  habitual,  exige,  pol- 
la naturaleza  misma  de  los  hechos,  que  la  costum- 
bre se  acredite  con  testigos  que  depongan  acerca 
de  ella;  la  repetición  de  los  actos  que  la  constitu- 
yen no  es  otra  cosa  que  la  razón  dül  dicho  del  tes- 
tigo, y  debe  aceptarse  el  testimonio  como  sufi- 
ciente, mientras  no  se  desvirtúe  put  algún  medio 

(I)  Coiu-epto  de1U?rccur»dor  general,  acogido  por  I»  Corle. 
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legal.  l)e  modo  que  no  es  necesario  que  cada  a^to 
de  los  que  deben  constituir  el  hábito  vicioso  se 
pruebe  de  nuevo  con  dos  testigos,  por  la  sola  con- 
sideración de  que  no  se  sabe  si  el  hecho  que  pre- 
senció el  uno  sería  el  mismo  presenciado  por  el 
otro.  Semejante  rigorismo  en  la  apreciación  déla 
prueba  conducirla  poco  menos  que  á  la  impuni 
dad.  (Sentencia,  5  Mayo  1893,  VIII,  277,  1/). 

Emisiones  ilegales.  5S6— Las  que  se  hagan  en  virtud  de  erro- 
res en  la  inteligencia  de  una  disposición  legal, 
no  implican  responsabilidad  criminal.  (Auto,  30 
Abril  1895,  X,  27S,  2.')- 

—  587 — Estas  constituyen  un  solo  delito  que  tiene 
el  carácter  de  continuado;  y  para  el  efecto  de  la 
prescripción  debe  contarse  el  plazo  de  ella  desde 
que  se  ha  verificado  el  último  acto  de  las  consti- 
tutivas del  delito.  (  Auto,  30  Abril  1895,  X, 
278,  9.*). 

457  y  G95. 

Empleado  público.  588— Paraquelos maltratamientos  deobra 
puedan  decirse  inferidos  á  un  empleado  publico, 
es  necesario  que  é.ste  se  halle  en  actual  ejercicio 
de  sus  funciones,  ó  que  la  agresión  se  le  haga  por 
razón  de  ellas.  Si  se  le  maltrata  cuando  obra  como 
simple  particular,  el  caso  varía  de  aspecto  jurí- 
dico. (Auto,  0  Octubre  1886,  I,  35,  2.1). 

—  589 — En  los  hechos  punibles  ejecutados  por  em- 
pleados públicos,  se  procede  de  oficio  cuando  los 
descubre  algún  empleado  al  ejercitar  sus  funcio- 
nes. Si  se  procede  por  denuncia,  es  preciso  que  el 
denunciante  presente  la  prueba  sumaria  de  los 
hechos  que  relata.  (Acuerdo  número  382,  IV, 
330,  2.»). 

Véanse  loa  números  1,  2,  8,  9,  39,  5.1,  9G,  320,  392, 
555,  585,  G94,  713,   1,250,  1,272  y  1,350. 


I 
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Empleo  militar.  590— En  caso  de  guerra  no  son  formalidades 
indispensables  para  ejercer  un  empleo  militar,  el 
despacho  y  la  posesión;  por  consiguiente,  el  indi- 
viduo que  sin  ellos  sirve  en  el  Ejército  como  mili- 
tar, goza  del  fuero  respectivo.  (Auto,  4  Junio  1890, 
V,  117,  8Í). 
Véase  el  numero  164. 

Empréstitos.  591 — No  es  de  cargo  de  los  Departamentos  el 
pago  de  las  exacciones  y  empréstitos  decretados 
por  los  extinguidos  Estados  Soberanos  eu  la  gue- 
rra de  1S85.  (Sentencia,  21  Octubre  1S96,  XII, 
121,  1.'). 
Véase  el  iiíunero  1,038. 

Enajenación  forzosa.  592 — No  se  aplica  á  los  casos  de  ena- 
jenación forzosa  el  artículo  773  del  Código  Civil 
de  Cundinamarca  (757  del  Nacional),  porque  en- 
tonces quedarla  enteramente  á  voluntad  de  los 
herederos  el  pago  de  las  deudas  de  la  sucesión. 
Bastaría,  en  efecto,  que  ellos  no  obtuvieran  el  de- 
creto judicial  que  les  confiriera  la  posesión  efec- 
tiva de  los  bienes,  ó  que  no  lo  hicieran  registrar, 
para  impedir  el  cjerricio  de  las  acciones  de  los 
acreedores  á  fin  de  hacerse  pagar  con  los  bienes  he- 
reditarios. (Casación,  6  Marzo  1890,  IV,  342,  1.*). 

Encargos  secretos.  593 — La  prohibición  contenida  en  el  ar- 
tículo 1370  del  Código  Civiles  relativa  sólo  al 
testador  que  no  puede  disponer  libremente  de 
todos  sus  bienes.  (Casación,  19  Noviembre  1839, 
IV,  118,  2*.). 

—  594— Si  el  testador  destina  el  producto  de  un  in- 

mueble para  que  su  albacea  cumpla  un  encargo 
secreto,  y  fallece  el  albacea  sin  vender  el  inmue- 
ble, hay  imposibilidad  absoluta  de  cumplir  el  en- 
cargo, y  el  inmueble  será  entonces  de  los  herede- 
ros. (Casación,  14  Diciembre  1805,  XI,  254,  1.'). 


136  JUKISPRUPESOIA 

Enjuiciamiento.  595 — Por  un  solo  hecho  no  se  puede  deducir 
á  la  vez  dos  cargos,  sino  eu  los  casos  en  que  ter- 
minantemente lo  prevenga  Ja  ley.  (Auto,  10  Julio 
1896,  XII,  48,  9.'). 

Véanse  los  números  326,  334,  1,129,  1,312,  1-365.  1,366 
y  1,374.  Auto  de  proceder. 

Enmendaduras.  596— No  son  suficiente  causal  de  nulidad  las 
enmendaduras  hechas  en  la  diligencia  de  sorteo 
de  Jurados,  cuando  no  han  sido  salvadas,  siempre 
que  no  dejen  incertidumbre  acerca  de  los  designa- 
dos. (Casación,  19  Abril  1890,  IV,  396,  2.'). 

Entrega.  597 — Las  acciones  que  dan  los  artículos  188S  y 
1889  del  .Código  Civil  para  obtener  la  entrega  de 
la  cosa  comprada,  espiran,  de  acuerdo  con  el  ar- 
ticulo 1890  del  mismo  Código,  si  el  comprador 
deja  pasar  un  año  sin  ejercitarlas.  (Casación,  22 
Noviembre  1896,  XI,  196,  1."). 

Error.  598 — Si  se  demuestra  que  se  ha  incurrido  en  error 

en  la  persona  de  un  individuo  condenado  á  una 
pena,  el  fallo  condenatorio  y  el  procedimiento  que 
a  él  dio  lugar  deben  reputarse  baldíos  y  sin  efec- 
to. La  nulidad  debe  declararse  de  oficio  por  el 
Juez  que  dictóla  sentencia  condenatoria.  (Acuer- 
do número  1S8,  II,  123,  1.'). 

—  599 — No  es  responsable  el  Juez  que  por  error  con- 
sulta una  sentencia  con  el  Superior,  cuando  ella 
no  es  consultable.  (Auto,  21  Junio  1890,  V, 
143,  2.'). 

—  600 — So  comete  error  de  derecho  por  un  Tribunal, 
y  es  casable  la  sentencia  respectiva,  cuando,  no 
presentándose  un  documento  cuya  exhibición  se 
ha  pedido,  conforme  al  articulo  391  del  Código 
Judicial,  se  da  al  hecho  que  con  tal  documento 
quería  probarse  mayor  fuerza  ó  extensión  proba- 
toria que  la  que  se  propuso  darle  la  parte  intere- 
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sada  en  la  exhibición,  fundándose  el  Tribunal 
únicamente  en  la  declaratoria  de  dar  por  probado 

el  hecho,  conforme  al  mismo  artículo.  (Casación, 
12  Mayo  1800,  V,  91,  l.ly2,«). 

601 — Hay  error  do  derecho  en  la  apreciación  de 
la  prueba  cuando,  con  fundamento  en  una  senten- 
cia dictada  en  juicio  entre  dos  personas,  se  le  da 
fuerza  á  esa  sentencia  en  posterior  litigio  con  un 
tercero,  en  oposición  con  el  principio  de  derecho 
consignado  en  el  artículo  8-16  del  Código  Judicial. 
(Casación,  3  Julio  1891,  VI,  202,  1.'  y  2.'). 

602 — Hay  error  de  derecho  en  la  apreciación  de 
una  prueba  cuando  se  da  valor  á  una  escritura 
publica  cuya  copia  uo  se  ha  tomado  del  original 
sino  de  otra  copia  anterior.    (Casación,    3  Julio 

1891,  VI,  202,  2.'). 

603 — Hay  error  de  derecho  en  la  apreciación  de 
una  prueba  cuando  ésta  se  ha  practicado  sin  laa 
formalidades  legales  necesarias.  Por  ejemplo,  no 
es  estimable  una  prueba  pericial  si  el  auto  en  que 
se  haya  hecho  el  nombramiento  de  peritos  no  se 
ha  notificado  debidamente.   (Casación,    16  Mayo 

1892,  Vn,  219,  1.'). 

604— Hay  error  de  derecho  en  la  apreciación  de 
una  prueba  cuando  se  califica  dedividua  una  con- 
fesión de  naturaleza  indivisible.  (Casación,  31 
Mayo  1SÍ*2,  VII,  252,   l.-). 

605 — Para  que  en  el  recurso  de  casación  haya  lu- 
gar á  infirmar  el  fallo  recurrido,  por  error  en  la 
apreciación  de  las  pruebas,  es  necesario  que  la 
parte  dispositiva  de  la  sentencia  esté  en  contra- 
dicción flagrante  con  las  pinebas  presentadas  por 
las  partes,  y  se  necesita,  además,  señalar  la  dis- 
posición que  haya  sido  infringida  en  virtud  de  la 
apreciación  errónea.    (Casación,    24   Noviembro 
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1893  (1),  IX,  122,  2.*;  Casación,  9  Febrero  1894, 
IX,  1S6,  2.';  Casación,  27  Febrero  1894,  IX,  219, 
1,*;  Casación,  10  Mayo  1895,  X,  322,  2/). 
233. 

606 — No  69  admisible  como  motivo  de  casación 
un  error  de  derecho  que  se  f  onda  en  uno  de  hecho, 
es  decir,  en  una  errónea  apreciación  de  pruebas. 
Débese,  en  tal  caso,  alegar  el  error  de  hecho  como 
apoyo  do  la  casación  según  lo  previene  el  inciso 
1."  del  artículo  369  de  la  Ley  105  de  1890.  (Casa- 
ción, 22  Noviembre  1895,  XI,  195,  2.»). 

607— Si  en  una  sentencia  se  incurre  en  error  de 
hecho  ó  de  derecho,  tales  errores  son  motivo  de 
casación,  pero  no  son  causa  de  nulidad  de  la  sen- 
tencia.   (Casación,  27,  Marzo  1897,  XII,  322,  2.'). 

608 — El  error  en  que  incurre  un  Juez  al  calificar 
los  delitos  en  un  grado  distinto  del  que  les  corres- 
ponde y  deja  de  aplicar  la  pena  adicional  de  que 
trata  el  artículo  206  del  Código  Penal,  no  lo  cons- 
tituye delincuente  al  tenor  del  articulo  539  del 
mismo  Código,  cuando  se  trate  de  una  senten- 
cia apelable  y  apelada.  (Auto,  23  Abril  1897,  XII, 
336,  1.a). 

609 — El  hecho  consistente  en  no  apreciar  el  Tribu- 
nal que  la  nota  do  No  corre,  suscrita  por  el  acree- 
dor y  puesta  al  respaldo  de  un  documento  privado 
indica  cancelación  de  éste,  no  constituye  error  de 
derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  por  cuanto 
la  le}r  no  determina  que  de  esa  manera  se  haga 
precisamente  la  cancelación  do  los  documentos 
privados  para  que  pueda  decirse  que  se  ha  falta- 
do &  un  precepto  legal  (1).  (Casación,  2  Junio  1897, 
Xll,  362,   l.»). 
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(1)  Un  Mnjislrudrí  p>; 
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Error.  610 — En  la  estimación  de  la  prueba  pericial  no 

cabe  alegar  error  ríe  hecho  para  fundar  un  recur- 
so de  casación,  una  vez  que  los  Jueces  y  Magis- 
trados tienen  latitud  para  determinar  su  fuerza 
probatoria,  fundados  en  los  demás  elementosp  ro- 
batorios  que  suministra  el  expediente,  y  en  las 
razones  con  que  sustenten  los  peritos  el  dictamen. 
(Casación,  26  Julio  1897,  XII,  398,  1.'). 
Véanse  los  números  177,  185,  248,  262,  357,  367,  586, 
067,745,  752,  758,  803,  969,  982,  1,010,  1,241,1,248, 
1,250  1,209,  1,271  y  1,326. 

—  numérico.    611 — Es  perfectamente  claro  que  el 

error  numérico  ft  que  se  refiere  la  ley  es  el  que  re- 
sulte de  Ja  operación  aritmética  que  se  haya  prac- 
ticado, sin  variar  ó  alterar  los  elementos  numéri- 
cos de  que  se  ha  compuesto  ó  que  han  servido 
para  practicarla;  es  decir,  que  sin  alterar  los  ele- 
mentos numéricos,  el  resultado  sea  otro  diferente: 
habrá,  pues,  error  numérico  en  la  suma  diez  y 
nueve  formada  de  los  sumandos  diez,  seis  y  cua- 
tro; pero  no  lo  habrá  si  de  esos  mismos  sumandos 
so  forma  ú  obtiene  la  suma  veinte,  y  nadie  podría 
sostener  que  sin  alterar  esos  sumandos  puede  co- 
meterse error  numérico,  ó  que  fuera  posible  obte 
ner  una  suma  distinta.  (Auto,  19  Noviembre 
1805,  XI,  179,  1."). 
VéaHe.  el  número  040. 

"Escritos  irrespetuosos.  012  —  Cuando  los  Secretarios  de  los 
Juzgados  no  han  cumplido  con  el  deber  de  devol- 
ver los  escritos  irrespetuosos  que  presenten  los  li- 
tigantes, es  aplicable  el  artículo  141  de  la  Ley  61 
de  1SS6  (1);  en  los  demás,  lo  será  el  inciso  6.°  del 
artículo  115  de  la  Ley  147  de  1888.  (Acuerdo  nú- 
mero 355,  III,  2S1,  2.';  Acuerdo  número  419,  III, 
387,  l.'y  2°). 
V&mso  los  ni'iuH-ros  0,  7.S4  y  785. 


(1)  Derogado  por  «1  230  de  la  Ley  1*7  de  1B8B. 
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Escritura  pública.  613 — Las  declaraciones  hechas  en  una  es- 
critura pública  admiten  pruebas  eu  contrario  res- 
pecto de  los  otorgantes,  pero  no  respecto  de  ter- 
ceros que  han  derivado  derechos  á  virtud  de 
declaraciones  hechas  por  otros  en  instrumento 
publico.  Esta  doctrina  la  deduce  la  Corte  de  las 
disposiciones  de  los  artículos  1761,  1764,  1765, 
1766,  1769  y  1934  del  Código  Civil  (I).  (Casación, 
27  Noviembre  1891,  VI,  355,  1.'). 

—  614— Contra  las  declaraciones  hechas  en  ella  pue- 
den oponerse  indicios  comprobados  (1).  (Casa- 
ción, 30  Junio  1S93,  VIII,  340,  l.1). 

—  615— Un  contrato  de  compraventa  de  una  finca 
raíz  es  absolutamente  nulo,  de  acuerdo  con  el  ar- 
tículo 1741  del  Código  Civil,  cuando  en  la  respec- 
tiva escritura  pública  se  omite  la  expresión  de 
linderos  de  la  finca  que  es  objeto  del  contrato. 
(Casación,  10  Marzo  1896,  XI,  259,  i.*). 

896,  897,  898  y  1434. 

—  616 — No  son  escrituras  públicas  los  comproban- 
tes, documentos  ó  piezas  que  se  insertan  eu  el 
protocolo,  porque  éstos  no  reúnen  la  condición  in- 
dispensable de  haberse  otorgado  ante  el  Notario; 
ni  por  el  hecho  de  la  protocolización  adquieren 
mayor  fuerza  Ó  firmeza  que  la  que  originariamen- 
te tenían  (2).  (Casación  2  Abril  1S97,  XII,  315,  2.'). 

896,  898. 
Véanse  los  nfimeroa  79,  306,  389,  391,  553,   602,  763, 
893,  894,  896  A  898,   981,   1,258,  1,335,    1,336,    1,346, 
1,399  y  1,403. 

Estadí  civil.  617— Para  admitir  las  pruebas  supletorias  del  es- 
tado civil  de  las  personas,  es  preciso  que  se  dé  una 
demostración  completa  de  la  falta  de  las  pruebas 
principales.  Así,  por  ejemplo,   no  es  bastante  un 

(1)  Ud  Mugistrailo  m!v<S  id  vut«. 

(2)  Du»  Magistrnilus  salvaron  su  voto. 
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certificado  de  un  Párroco  en  que  conste  que  no 
halló  una  partida  de  bautismo,  sino  que  debe  agre 
garse  la  demostración  do  que  el  bautismo  se  hizo 
en  la  iglesia  que  administra  el  certificante.  (Sen- 
tencia, 31  Octubre  1891,  VI,  402,  Sí.'). 


Estado  civil.  618— Las  leyes  que  modifican  la  capacidad  de  las 
personas  para  la  adquisición  del  estado  civil,  en 
sentido  favorable  a  esa  capacidad,  ó  sea  quitando 
ó  aboliendo  las  restricciones  onerosas  que  para 
adquirirlo  exigía  una  ley  anterior,  obran  retroac- 
tivamente en  beneficio  de  aquella  capacidad,  de 
tal  manera  que,  por  efecto  de  la  nueva  ley,  puede 
una  persona  que  era  incapaz  para  adquirir  el  es- 
tado de  que  se  trata,  hacerse  capaz  de  él.  {Ca- 
sación, 25  Abril  1893,  VIII,  262,  2.'). 

—  619— El  de  hijo  natural  se  constituye  con  respec- 

to á  la  madre  por  medio  de  la  prueba  de  la  simple 
maternidad  y  no  requiere  el  reconocimiento  es- 
preso por  testamento  ó  por  escritura  pública.  Tal 
es  el  alcance  del  artículo  7.°,  inciso  2.°  de  la  Ley 
57  de  1887.  (Casación,  25  Abril  1893,  VIII, 
262,   2.»). 

Véase  la  nota(l}. 

Véanse  los  números  219,  303,  353,  563,  697,  886,  1,168, 

1,169   y    1,171. 

Estados  soberanos.  620 — Las  autoridades  judiciales  de  un  Es- 
tado, durante  el  régimen  federal  de  1863,  tuvie- 
ron jurisdicción  perfecta  y  plena  para  ordenar  el 
embargo  y  la  venta  en  remate  publico  de  uua  finca 
raíz  ubicada  en  otro  Estado,  cuando  tales  autori- 
dades procedían  en  juicio  ejecutivo  de  su  exclu- 
siva competencia,  nacido  de  obligación  personal, 


^IJ  Va  Magistrado  salvd  iu  vutQ. 
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contraída  en  territorio  de  su  jurisdicción,  por  una 
persona  domiciliada  en  el  mismo  (1).  (Casación,  30 
Octubre  1&93,  IX,  76,  -I."  y  2."). 
Véanse  los  números  170,  171,'  199,  234,  492,  591,  632, 
832,  922,  9U9,  1,064,  1,119  y  1,191. 

Estafa.  621 — No  incurren  en  el  delito  de  estafa  los  emplea- 

dos de  una  oficina  que  cobran  el  sueldo  correspon- 
diente á  todos,  aunque  no  hayan  servido  todos, 
sí  esto  ha  ocurrido  por  convenio  entre  ellos,  de 
manera  que  los  unos  hayan  suplido  el  trabajo  de 
los  otros.  Pero  sí  puede  haber  entonces  una  false- 
dad en  la  nómina  respectiva.  (Sentencia,  8  Junio, 
I,  219,  2.'). 
Véase  el  número  709. 

Estampillas.  622 — Deben  ir  en  papel  sellado  de  3.1  clase  y  con 
estampillas  de  la  misma  clase  las  sentencias  áque 
se  refiere  el  ordinal  18  del  artículo  5.°  del  Decreto 
sobre  Timbre  nacional  (2).  (Acuerdo  número  100, 

I,  245,  2.";  Acuerdo  número  113,  I,  368,2";  Acuer- 
do número  154,  II,  25,  2.';  Acuerdo  número  165, 

II,  37,  1/). 

Estipulación  por  otro.  623— La  estipulación  para  un  tercero, 
autorizada  por  el  artículo  1506  del  Código  Civil, 
no  exige  para  su  validez  el  consentimiento  de  la 
persona  para  quien  se  estipula,  manifestado  en 
el  mismo  contrato.  Tal  consentimiento  ha  de  ser 
posterior  al  contrato,  y  puede  ser  tácito.  (Casa- 
ción,  14  Diciembre  1S95,  XI,  244,  1^). 

Estupro.  624— Según  el  articulo  1S7  de  la  Ley  153  de  18S7, 

no  puede  proeederse  de  oficio  en  las  causas  que  se 
sigan  por  el  delito  de  estupro,  sino  á  virtud  de  ins- 
tancia, ó  sea  acusación  particular  de  la  persona 


(1)  Así  lo  resolvió  la  Corte,  interpretando  las  disposiciones  constitucionales  tí- 
gentes  en  1?63  ■  I88H. 

(2)  tae  Deoreto  fue  derogado  por  el  articulo  ¡>7  de  la  Ley  110  de  1SS8,  orgánica, 
¿el  impuesto  de  papel  sellado  y  Timbre  nacional, 
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ofendida  6  de  sus  padres  (1);  y  la  prueba  del  pa- 
rentesco del  acusador  con  la  ofendida  debe  darla 
aquél.  (Acuerdo  numero  14!>,  II,  19,  1.'). 
Véase  el  número  G26— Véase  Rapto. 

Excarcelación.  625 — El  artículo  15(!l  del  Código  Judicial  (2) 
(edición  de!8ST)  no  excluye  del  beneficio  de  excar- 
celación á  los  reos  de  heridas  comunes  ó  que  no 
sean  inferidas  a  funcionarios  públicos.  (Acuerdo 
numero  61,  I,  273,  2.*;  Acuerdo  número  76,  I, 
298,  2.'). 

—  62fi — No  pueden  ser  excarcelados  con  fianza  los 
sindicados  del  delito  de  forzamiento  de  mujer  ó 
estupro,  definido  eu  el  artículo  525  del  Código  Pe- 
nal Nacional  de  1873  (3).  (Acuerdo  número  115,  I, 
377,  2.m). 

—  627 — No  puede  el  Juez  conceder  este  beneficio  & 
los  reos  de  delitos  que  á  él  no  dan  lugar,  ni  aun 
por  causa  de  enfermedad  grave  (3).  (Acuerdo  nú- 
mero U6,  II,  181,  1.»). 

—  628 — No  puede  otorgarse  el  beneficio  de  excarce- 
lación con  fianza  sino  cuando  se  proceda  por  los 
delitos  que  no  estáu  enumerados  en  el  artículo 
1561  del  Código  Judicial,  ó  cuando,  a  pesar  de 
tratarse  de  tales  delitos,  se  haya  dictado  auto  de 
sobreseimiento  ó  sentencia  absolutoria  en  la  pri- 
mera instancia.  (Acuerdo  número  156,  II,  26,  1.'). 

—  629 — Es  apelable  el  auto  en  que  se  niega  el  bene- 
ficio de  excarcelación  confianza.  (Acuerdo  núme- 
ro 194,  II,  146,   2."}. 

—  630 — No  se  puede  poner  en  libertad  aun  reo  con- 
denado en  la  primera  instancia,  aun  cuando  haya 
cumplido  en  la  prisión  el  tiempo  de  la  condena 


(1)  El  articulo  187  de  la  Ley  citada  *e  derogó  por  el  31  de  [a  Le;  30  de  1888. 
Hoy  rige  en  el  particular  el  artículo  66  de  la  Ley  100  de  188i,  según  el  cual  pueda 
DnMOfUrM  de  oficio  eu  esta  claie  de  delitas,  como  en  los  de  ra[)to  y  violencia. 

(2)  Derogado  p  r  el  3H5  de  la  Ley  105  de  18110  y  subrogado  por  el  341  de  la  misma. 

(3)  Véase  el  articulo  683  del  Cudigu  Fu  ático  de  1880,  si  185  de  la  Ley  153  de  1887 
Y  «1  341  (Le  la  L-y  105  de  1880, 
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primitiva,  mientras  esté  pendiente  la  causa,  por 
apelación  ó  por  consulta.  (Acuerdo  número  230, 
II,  289,   2.*). 

Excarcelación.  631 — Para  saber  si  debe  concederse  á  uu  sindi- 
cado de  homicidio,  puedo  el  funcionario  de  ins- 
trucción entrar  á  examinar  si  el  hecho  fue  invo. 
luntario.  (Acuerdo  número  603,  IV,  253,  1.*). 

—  t»32-Así  como  los  funcionarios  de  instrucción 
tienen  el  deber  de  decretar  la  detención  do  los  sin- 
dicados cuando  se  reúnan  las  condiciones  necesa- 
rias, pueden  también  ordenar  que  f>e  ponga  en 
libertad,  con  fianza  ó  sin  ella,  según  los  casos,  á 
los  mismos  sindicados.  (Sentencia  de  18  de  Sep- 
tiembre 1891.  VI,  319,  2.'). 

—  633 — Si  el  funcionario  de  instrucción  tiene,  como 
es  indudable,  el  deber  ineludible  de  arrestar  ó 
detener  en  la  cárcel  á  cualquier  sindicado  de  la 
comisión  de  un  delito  que  tenga  señalada  pena 
corporal,  siempre  que  contra  él  exista  la  prueba 
exigida  por  la  ley;  correlativa  de  este  deber  es  la 
facultad  de  decretar  la  libertad  con  fianza  ó  sin 
ella,  según  el  caso,  del  sindicado,  si  las  pruebas 
que  contra  él  había  se  desvanecen,  principalmen- 
te cuando  ellas  consisten  en  indicios.  (Auto  de 
30  de  Enero  de  1892,  VII,  72,  l.1). 

Véanse  los  números  14,  410,  526  y  1448. 

Excepciones.  634— El  incidente  de  excepciones  dilatorias  inte- 
rrumpe el  curso  del  juicio.  El  demandado  no 
debe  contestar  la  demauda  mientras  esté  pen- 
diente este  incidente.  (Acuerdo  número  216,  II, 
219.  1.'). 

—  635 — Del  incidente  de  excepciones  á  que  den  lu- 
gar 103  juicios  ejecutivos  por  jurisdicción  coacti- 
va, sobre  rentas  Departamentales,  es  competente 
para  conocer  el  juez  del  respectivo  Circuito,   sea 


de  la  coute  slt;'.]-:ma  hv:  justicia 


cual  fuere  la  cuantía.  (Acuerdo  número  378,  III, 
308,  2.';  Auto,  19  Octubre  1889,  IV,  44,  2.'). 

Excepciones.  636— El  auto  eu  que  se  declaran  probadas  ó  nó 
las  excepciones  dilatorias  propuestas  en  juicio 
ordinario,  es  sentencia  interlocutoria,  cualquiera 
que  sea  el  alcance  de  una  determinación  de  esta 
clase  y  los  efectos  que  deba  surtir,  puesto  que 
ella  no  puede  invocarse  en  otro  juicio  como  ex- 
cepción que  tenga  efecto  de  cosa  juzgada,  ni 
impide  el  ejercicio  de  una  acción  ordinaria  sobre 
lo  mismo.  (Auto,  9  Septiembre,  1890,  V,  261,  2.»). 

—  637 — No  tiene  cabida  en  los  juicios  ejecutivos  la 
disposición  del  artículo  138  de  la  Ley  57  de  1887 
(51  de  la  Ley  105  de  1890).  {Casación,  7  Abril 
1891,  VI,   54,  1/). 

—  638 — La  disposición  del  artículo  51  de  la  Ley 
105  de  1890,  según  la  cual  el  Juez  debe  recono- 
cer las  excepciones  perentorias  que  encuentie 
justificadas,  aunque  no  se  hayan  alegado,  no  es 
aplicable  en  las  ejecuciones  que  los  empleados  de 
recaudación  de  rentas  y  contribuciones  libren 
contra  los  respectivos  deudores.  (Sentencia,  2  Sep- 
tiembre 1892,  VII,  379,   2.a). 

—  639 — Los  hechos  que  constituyen  una  excepción 
dilatoria  -  pertenecen  esencialmente  ala  legisla- 
ción adjetiva  ó  derecho  procedimental,  el  cual  se 
aplica  al  proceso,  como  lo  dispone  el  artículo  40 
de  la  Ley  ]53  de  1887,  en  el  estado  en  que  lo 
halla.  Supóngase,  por  ejemplo,  el  caso  de  una 
excepción  dilatoria  por  incompetencia  de  juris- 
dicción, fundada  en  la  cuantía  del  pleito  y  cierta 
cuando  se  propuso;  si  al  tiempo  de  fallar,  una 
nueva  ley  hubiera  hecho  yá  competente  al  Juez 
por  razón  de  esa  misma  cuantía,  la  excepción 
debería  desecharse.  (Auto,  17  Mayo  18'J3,  VIII, 
287.  1.'). 

10 
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Excepción.  640. — La  de  error  de  cuenta  no  se  limita  á  sim- 
ples errores  aritméticos  ó  de  cálculo,  que  en 
cualquier  tiempo  pueden  corregirse,  sino  que  se 
extiende  también  á  la  inclusión  en  la  cuenta  de 
partidas  indebidas  ó  respecto  de  las  cuales  no  re- 
sulte claramente  la  obligación  de  pagarlas  de  al- 
guno de  los  actos  ó  documentos  que  aparejan 
ejecución  en  los  casos  comunes  ó  en  los  especia- 
les de  la  jurisdicción  coactiva.  (Sentencia,  ti  Ju- 
nio 1BS3,  VIII,  306,  2.'). 

—  641 — Las  á  que  se  refiere  el  artículo  51  de  la 
Ley  105  de  1890  no  pueden  ser  otras  que  las 
permitidas  por  la  ley  sustantiva;  así,  la  de  nuli- 
dad absoluta  no  puede  ser  alegada,  ni  menos  re- 
conocida por  el  Juez  de  oficio,  cuando  el  excep- 
cionante  ¡.rocedió  á  sabiendas  en  el  acto  ó  con- 
tratonulo  (artículo  15  de  la  Ley  95  de  1S90). 
(Casación,  30  Junio  1893,  VIII,  341,  !.-)■ 

—  642 — No  hay  necesidad  de  fallar  sobre  las  excep- 
ciones perentorias  propuestas  por  el  demandado, 
cuando  se  declara  absuelto  á  éste  de  la  acción 
instaurada  contra  él,  puesto  que  teniendo  por  ob- 
jeto la  excepción  destruir  la  acción,  desde  el  mo- 
mento en  que  ésta  se  desconoce,  es  innecesario 
examinar  si  las  excepciones  resultan  ó  no  proba- 
das.   (Auto,  30  Septiembre  1893,  IX,  51,  ].'). 

—  643 — La  falta  de  personalidad  de  los  litigantes, 
en  cuanto  se  refiere  á  su  incapacidad  absoluta  ó 
relativa  para  comparecer  en  juicio,  es  la  única 
que  puede  ser  objeto  de  una  excepción  dilatoria 
de  ilegitimidad  de  la  personería,  si  dice  relación 
con  el  demandante,  ó  de  inepta  demanda  si  se 
trata  del  demandado  ;  porque  sólo  en  ese  caso  se 
puede  suspender  ó  mejorar  el  procedimiento  sin 
oponerse  á  lo  sustancial  de  la  acción  ;  pueB  si  la 
excepción  tiende  en  alguna  manera  á  extinguir 
la  acción  ó  desvirtuar  el  derecho  que   el  actor 
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quiere  hacer  valer  contra  el  demandado,  tiene 
indudablemente  el  carácter  de  perentoria  y  habrá 
que  decidirla  en  la  sentencia  definitiva.  (Auto,  14 
Octubre  1895,   XI,  135,  2."  y  136,  l.«). 

Excepción.  644— Si  en  la  sentencia  se  declara  probada  la  ac- 
ción, debe  entenderse  fallada  implícitamente  la 
excepción  que  se  le  haya  opuesto.  El  no  fallarse 
expresamente  sobre  la  última  no  es  razón  para 
concluir  que  110  se  sentenció  sobre  todos  los  pun- 
tos que  fueron  objeto  de  la  controversia,  y  no  es 
ese,  por  tanto,  un  motivo  de  casación.  (Casación, 
16  Noviembre  1895,  XI,  186,  2.'). 

—  645— De  acuerdo  con  la  parte  final  del  inciso  2." 
del  artículo  369  de  la  Ley  105  de  1890(1),  no  pue- 
den servir  de  materia  de  casación  otras  excepcio- 
nes que  las  que  el  demandado  haya  opuesto  en 
oportunidad  y  alegado  en  el  debate  para  destruir 
la  acción  incoada  por  el  demandante.  (Casación,  25 
Noviembre  1895,  XI,  192,2."). 

—  646 — En  un  juicio  ejecutivo  no  puede  declararse 
probada  una  excepción,  ni  ordenarla  casación  del 
juicio  en  virtud  de  ella,  si  la  excepción  no  se 
opone  en  el  período  que  señala  la  ley.  (Auto,  20 
Febrero  1896,  XI,  295,  1.*). 

—  647 — Son  actos  independientes  el  de  proponer 
excepciones  dilatorias  en  juicio,  y  el  de  dar  con- 
testación á  la  demanda.  De  modo  que  es  incorrec- 
to alegar  en  un  mismo  escrito  tales  excepciones 
y  contestar  la  demanda.  (Auto,  10  Diciembre 
1S9G,  XII,  147,  1.'). 

Véanse  los  números  90,  193,  201,  225,  lilti,  263,  267, 
413,  518,  803,  870,  995,  996,  1,011,  1,089,  1,136,  1,137 
1,139,  1,145,  1,304  á  1,306,  1,308,  1,310,  1,313,  1,323 
y  1,337. 

a  Le;  IOS  de  188J  y  remplazólo  [iur  el  nunl.ral  2.»  del 
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Exceso  en  las  atribuciones.  648— El  funcionario  que  en  el 
cumplimiento  de  sus  atribuciones  legales  prescin- 
de de  algún  requisito  necesario,  como  en  el  caso 
en  que  debiendo  hacer  un  nombramiento  de  una 
terna,  prescinde  de  ésta,  es  responsable  por  ex- 
tralimitación  en  sus  facultades  legales.  (Senten- 
cia, 10  Mayo  1889,  III,  189,  l.«). 
Véanse  los  números  125,  694  y  1,014. 

Exhibición  649 — Siempre  que  en  juicio  contra  un  comerciante 
ó  compañía  de  comercio  se  pida  exhibición  de  li- 
bros, los  Jueces  deben  obrar  de  acuerdo  con  lo 
que  disponen  los  artículos  56  y  57  del  Código  de 
Comercio.  (Auto,   2  Agosto  1838,  II,  269,    1.*). 

—  650— No  tiene  valor  la  declaratoria  de  dar  por 

probado  el  hecho  contenido  en  el  documento  cuya 
exhibición  se  pide,  en  virtud  del  artículo  391  del 
Código  Judicial,  sin  sustanciar  la  respectiva  ar- 
ticulación, como  lo  prescribe  el  mismo  artículo. 
(Casación,  12  Mayo  1890,  V,  91,  1.'). 
Véase  el  número  600. 

Expectativas.  651— Las  llamadas  en  la  ley  simples  expectati- 
vas (artículo  17  de  la  Ley  163  de  1887)  son  es- 
peranzas débiles  que  uno  se  ha  formado  de  llegar 
á  adquirir  derechos  que  pueden  ser  destraídos  por 
la  voluntad,  esencialmente  mudable,  delquequie- 
re  conferirlos;  tal  es,  verbi  gratia,  la  esperanza 
que  concibe  el  legatario  de  recibir  la  cosa  legada 
á  la  época  de  la  muerte  de  la  persona  que  lo  hace, 
si  ésta  ha  persistido  en  la  voluntad  de  agraciar  á 
aquél.  (Auto,  11  Julio  1893,  VIII,  360,  2.'). 

Expropia-OionflS-  652  —Aun  cuando  no  se  observo  la  ley  que 
define  los  motivos  graves  de  utilidad  pública,  y  á 
los  cuales  debe  acomodarse  el  mandamiento  ju- 
dicial, la  expropiación  es  legítima  si  los  interesa- 
dos la  consienten  y  aceptan.  (Sentencia,  27  Junio 
1889,  III,  250,  2.*). 
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Expropiaciones.  053— No  pueden  las  Asambleas  Departamen- 
tales ordenar  expropiaciones  forzosas,  ni  definir  ó 
calificarlos  motivos  de  Utilidad  pública,  facultad 
que  es  privativa  del  legislador  nacional,  conforme 
al  artículo  32  de  la  Constitución.  (Auto,  10  Oc- 
tubre 1*90,  V,  302,  2.»). 

Expropiación.  654— Cuando  la  Nación  ü  otra  entidad  pública 
necesita  turnar  ú  ocupar  la  propiedad  de  un  par- 
ticular para  alguna  obra  ó  empresa  de  utilidad 
publica,  en  los  caaos  definidos  por  las  leyes,  debe 
promover  ante  el  Poder  Judicial  el  correspondien- 
te juicio  de  expropiación,  y  decretada  ésta,  fija- 
da la  cuantía  de  la  indemnización  y  pagado  el 
propietario,  puede  disponerse  del  objeto  que  se  re- 
quería. Si  así  no  se  procede,  el  propietario  cuya 
propiedad  se  ocupe  puede  recobrarla  cuando  quie- 
ra, pero  no  pedir  su  valor.  (Sentencia,  17  Mayo 
1892,  VII,  220,  1.'). 

—  655 — El  procedimiento  fijado  en  la  Ley  104  de 
1892  (artículos  16  á  19)  para  expropiar  un  terreno 
que  se  destina  á  una  carrilera,  no  constituye,  en 
sentido  legil,  un  juicio  de  expropiación,  ya  que 
ese  procedimiento  se  limita  á  decretarla  expro- 
piación una  vez  presentada  lasolieitud  fiscal  y  á 
notificar  ese  decreto  al  propietario.  (Auto,  6  Abril 
1897,  XII,  335,  1.a). 

—  656 — Aunque,  según  la  ley,  á  los  Tribunales  Su- 
periores compete  conocer  en  los  juicios  de  expro- 
piación en  primera  ó  segunda  instancia,  según  la 
cuantía,  y  á  la  Corte,  en  segunda,  por  él  interés 
que  la  Nación  tenga  en  el  asunto,  dichas  disposicio- 
nes se  refieren  al  juicio  común  de  expropiación 
que  reglamentan  el  Capítulo  IX,  Titulo  XI,  Li- 
bro 2.u  del  Código  Judicial,  y  las  Leyes  56  y  119 
de  1890,  pero  no  al  juicio  especialí.Himo  de  expro- 
piación de  zonas  do  terreno  para  ferrocarriles. 
{Auto,  6  Abril,  1 397  XII,  335,  1."). 

Véanse  los  nfiíneroa  740, 1,0S0  y  1,132. 
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Extradición.  657  — No  corresponde  á  la  Corte  Suprema,  sino 
á  los  Tribunales  Superiores,  aprobar  ó  improbar 

las  determinaciones  de  los  Jueces  de  Circuito,  en 
materia  de  extradición  de  reos.  (Auto  12  Septiem- 
bre 1895,  XI,  84,  l'.). 

Extranjeros.  658—  Los  negocios  contenciosos  en  que  interven- 
gan, no  están  sometidos  a  jurisdicción  especial, 
sino  á  las  reglas  generales  sobre  competencia. 
(Acuerdo  numero  151,  II,  19,  2.*). 

—  659— Los  defectos  de   un  sistema  de   Gobierno 

como  el  federal  existente  en  Colombia  hasta  18S6 
— que  impidan  al  Poder  Ejecutivo  de  la  Nación 
reprimir  eficazmente  los  atentados  cometidos  en 
las  secciones  contra  los  extranjeros,  no  deben 
servir  de  excusa  para  privará  éstos  de  las  garan- 
tías á  que  tienen  derecho.  Si  esas  garantías  se 
vulneran  por  los  mismos  funcionarios  públicos 
que  deben  hacerlas  eficaces,  y  si  esto  sucede  obe- 
deciendo á  órdenes  de  una  autoridad  superior 
como  lo  era  el  Gobierno  de'  Distrito  capital  y  del 
Departamento  de  Panamá,  la  equidad  exige  que 
á  la  Nación  se  declare  obligada  á  reparar  el  daño 
ocasionado  por  agentes  suyos,  ya  que  sería  iluso- 
ria la  responsabilidad  civil  que  pudiera  deman- 
darse de  los  empleados  delincuentes.  (Sentencia, 
22  Octubre  1S96,  XI,  356,  2",  357,  1.')- 
Véanse  los  números  740  v   933. 
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Fallo.  660— El  dictado  por  un  Tribunal  Superior  de  Dis- 

trito Judicial  en  negocios  de  que  conoce  en  pri- 
mera instancia,  debe  firmarse  por  tres  Magistra- 
dos de  conformidad  con  lo  dispuesto  por  el  arti- 
culo 83  del  Código  de  Organización  Judicial,  y 
como  este  requisito  es  indispensable  para  que  exis- 
ta uu  falio  de  primera  instancia  que  pueda  ser 
revisado  por  la  Corte  en  segunda,  son  uulos  los 
fallos  proferidos  y  firmados  sólo  por  un  Magistra- 
do. (Auto,  7  Septiembre  1383,  IX,  56,  1.'). 
Véase  Sentencia. 

Falsedad.  Otí  1 — Los  juicios  de  responsabilidad  á  que  puedan 
ser  llamados  los  funcionarios  públicos,  por  false- 
dad que  se  les  impute  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones, no  son  de  la  competencia  de  los  Jueces  Su- 
periores de  Distrito,  sino  de  loa  Tribunales  y  Jue- 
ces á  quienes  la  ley  ha  llamado  á  conocer  de  esos 
juicios.  (Acuerdo  número  1S4,  II,  181,  y.*). 

—  6l¡2— La  falsedad  en  un  documento  público  ó  pri- 
vado, uo  consiste  en  que  sea  verdadero  6  no  lo 
que  eil  él  se  expresa,  sino  eu  que  sea  alterado  el 
documento  mismo.  (Auto,  20  Agosto  1S92,  VII, 
352,  I."). 

—  663— Para  que  este  delito  exista  respecto  do  do- 
cumentos públicos  ó  auténticos,  es  necesario  que 
haya  cambio  ó  alteración  fraudulenta  de  su  con- 
tenido á  lin  de  desfigurar  la  verdad  de  éste.  Por 
tanto,  no  puede  imputarse  tal  delito  á  los  funcio- 
narios que  en  sus  actos  auténticos  afirman  cosas 
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que  no  son  exactas,  cuando  en  ello  han  procedido 
por  ligereza  ó  inadvertencia.  (Auto,  23  Mayo 
1893,  VIII,  296,  1.'). 

Falsedad,  664 — La  raspadura  que  hace  el  Juez  de  una  fecha 
alterada,  puesta  por  el  notificado  de  una  diligen- 
cia que  tuvo  lugar  en  tiempo  anterior,  no  consti- 
tuye delito  de  falsedad.  (Auto,  1.°  Octubre  1895, 
XI,  92,  2.»). 

—  665 — Es  punible  no  solamente  cuando  con  ella  Be 
cause  perjuicio  á tercero,  sino  también  cuando  no 
se  causa  tal  perjuicio.  (Sentencia,  26  Octubre  1895, 

XI,  110,  1."). 

—  666 — No  constituyen  delito  de  falsedad  las  enmien- 
das ó  adulteraciones  que  se  hagan  en  una  provi- 
dencia ó  diligencia  judicial,  antes  de  ñrmarla  loa 
respectivos   funcionarios.    (Auto,    6  Junio    1896, 

XII,  43,  l.1). 

—  667 — Las  enmendaduras  ó  alteraciones  que  haga 
el  Juez  en  las  palabras  de  un  auto  para  co- 
rregir un  error  involuntario,  no  constituyen  deli- 
to de  falsedad,  aunque  el  procedimiento  peca  por 
incorrecto.  (Auto,  22  Julio  1897,  XII,  384,  2.-). 
Véanse  loa  números  507,  621,  468,  871,  949,  950  y  1372. 

Falsificación  de  bii,lete3.  668— El  que  imitare  un  billete  de 
banco,  pero  de  manera  que  la  imitación  no  sea 
completa,  sino  que  se  refiera  á  urja  parte  del  docu- 
mento falsificado,  como  si  se  imita  una  de  las  ca- 
ras ó  lados  del  billete,  dejando  en  blanco  la  otra, 
no  es  responsable  sino  de  tentativa  de  falsificación. 
(Sentencia,  10  Noviembre  1886.  I,  75,  2."). 
Vciiuse  los  números  837  y  871. 

Falta  de  cdmh,imiento  de  sus  deberes.  669— Se  hace  reo  de 
este  delito  el  Juez  que  se  deniegue  obstinadamen- 
te á  conocer  en  un  asunto  de  su  competencia, 
pues  no  habiendo  una  disposición  terminante,  es 
aplicable  el  artículo  528  del  Código  Penal,  que 
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trata  de  los  funcionarios  y  empleados  públicos 
que  faltan  a  alguno  ó  algunos  de  sus  deberes. 
No  ha  de  aplicarse  al  caso  la  disposición  del  ar- 
ticulo 516  del  mismo  Código,  porque  tal  artículo 
sólo  se  refiere  al  caso  de  resistencia  á  ejecutar  ó  á 
cumplir  una  orden  ó  ley  especial  que  se  le  comu- 
ñique  directamente  por  una  autoridad,  y  no  el  de 
falta  de  cumplimiento  de  leyes  generales  que 
obligan  sin  necesidad  de  comunicación  previa  y 
especial.  (Auto,  18  Julio  1S93,  VIII,  382,  2.")- 
Véuae  ni  numero  6S2. 

Ferrocarril.  670 — Es  responsable  civilmente  el  dueño  de  un 
ferrocarril  de  los  perjuicios  y  daños  que  causen 

las  locomotoras  en  propiedades  particulares.  (Sen- 
tencia, 3  Agosto  1892,  VII,  339,  2.'). 
Véase  el  número  656. 

Fianza.  671 — El  fiador  que  no  se  ha  obligado  solidaria- 

mente, goza  del  beneficio  de  excusión,  en  virtud 
del  cual  tiene  derecho  á  que  se  persiga  primero 
al  deudor  priucipal.  (Auto,  27  Febrero  1896,  XI, 
271,  l.«). 
Véanse  los  números  920,  1,363,  1402,  1,406  y  1,414. 

Fianza  dr  cárcel  672 — La  disposición  del  articulo  218  del  Códi- 
go de  Organización  Judicial  sólo  se  aplica  cuando 
la  multa  de  que  habla  se  impone  como  castigo  ó 
pena  correccional,  pero  no  cuando  es  exigida 
por  virtud  de  una  obligación  civil,  como  la  que 
contrae  el  fiador  de  excarcelación.  (Auto,  19  Fe- 
brero 1892,  VII,  141,  2.'). 

—  673 — El  excarcelado  bajo  fianza  puede  gozar  del 
beneficio  de  la  libertad,  bajo  tal  garantía,  hasta 
que  termine  la  última  instancia  del  juicio,  no 
obstante  que  el  fallo  de  primer  grado  sea  conde- 
natorio.  (Acuerdo  número  146,  II,  18,  1.*), 

—  C74  — La  fianza  de  que  tratan  los  artículos  1560  y 
1564  del  Código  Judicial  puede  ser  decretada  por 
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el  Tribunal  y  otorgada  ante  él  cuando  por  cual- 
quier circunstancia  no  se  haya  pedido  la  excarce- 
lación ú  otorgado  la  fianza  en  primera  instancia. 
(Acuerdo  número  245,  II.  321,  '£."). 
Véanse  los  iiííiiimob  524,  626,  628,  829,  941,  1150,  1,228, 
1,410,  3,411  y  1,448. 

COSTAS.  675 — La  fianza  de  costas,  de  que  tra- 
ta el  artículo  ICI  de  la  Ley  57  de  lSS7(I)puede  pe- 
dirse y  otorgarse  en  segunda  instancia  cuando  no 
se  haya  hecho  valer  ese  derecho  en  la  primera. 
(Acuerdo  númoro  244,  II,  231,  2.*). 

(376 — Si  un  juicio  de  tercería  se  suspende  por  fal- 
ta de  prestación  de  fianza  de  costas,  la  ejecución 
debe  seguir  bu  curso  sobre  los  bienes  reclamados 
por  el  tercerista,  llevando  el  juicio  hasta  el  re- 
mate. (Acuerdo  número  3itG,  III,  346,  1."). 

de  manejo.  677 — El  Código  Fiscal  de  la  Nación 
considera  en  el  Título  1.°  del  Libro  3.°  la  palabra 
fianz;t  como  ¡sinónima  de  seguridad,  que  puede 
ser  personal  ó  hipotecaria.  Y  si  al  individuo  que 
se  obliga  personalmente  á  responder  por  los  cau- 
dales públicos  que  maneje  aquél  á  quien  fía,  se  le 
reconoce  el  derecho  de  apelar,  con  mucho  mayor 
razón  hay  que  reconocerle  igual  derecho  á  quien 
asegure  de  un  modo  más  eficaz,  como  sucede  con 
la  hipoteca,  el  manejo  de  esos  caudales  públicos, 
puesto  que  con  la  abolición  de  la  prisión  por  deu- 
das, la  obligación  personal  sólo  da  al  acreedor  el 
derecho  de  perseguir  su  ejecución  sobre  los  bienes 
del  deudor.  (Auto,  23  Febrero  1893,   VIII,  15,1.*). 

de  saneamiento.  678 — El  hecho  de  no  prestarla 
no  suspende  el  juicio  ejecutivo  ni  induce  á  nulidad. 
(Acuerdo  número  547,  IV,  163,  1.'). 

079— Para  constituir  legalmente  esta  fianza  basta 
una  diligencia   firraiula  por  el  fiador  ante  el  Juez 

Víanse  el  103  de  esta  Ley  y  el  i9du   IftlGB 
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y  su  Secretario,  autorizada  por  éstos.  [Acuerdo 
número  549,  IV,  169). 
Fianza  de  saneamiento.  608— Los  artículos  1080  del  Código  Ju- 
dicial y  353  de  la  Ley  158 de  ls87  (1)  subsisten  con- 
juntamente, sin  que  éste  último  derogue  ni  refor- 
me al  primero.  (Acuerdo  número  3ü4,  IV,194,  1.'). 

Firmi.  6SL  — El   hecho  de  que  una  providencia  judicial 

no  lleve  la  firma  entera  del  Juez  ó  Magistrado, 
aunque  sea  de  las  que  deben  llevar  esaformalidad, 
no  induce  nulidad  déla  providencia.  Habrá  lu- 
gar, cuando  más,  á  que  se  considere  responsable 
al  empleado  que  no  firmó  como  debía.  (Auto,  9 
Noviembre  1887,  I,  374,  2.»). 

—  682 — Si  un  Magistrado  se  niega  á  firmar  una  sen- 
tencia, lo  único  que  puede  hacerse  es  exigirle 
responsabilidad  por  falta  al  cumplimiento  de  su 
deber;  pero  no  se  le  puede  compeler  á  que  firme, 
ní  puede  llamarse  al  Magistrado  suplente,  ni  sor- 
tearse Conjuez  para  suplir  esa  firma.  (Acuer- 
do número  85,  I,  32L,  2,";  Acuerdo  número  246, 
II,  322,  !.•)  (2). 

—  683 — Los  funcionarios  del  orden  judicial  pueden 
firmar  con  media  firma  aquellas  providencias  ten- 
dientes á  determinar  el  curso  y  reglamentación 
de  los  negocios;  y  con  firma  entera  todas  las  de- 
más. (Acuerdo  número  550,  IV,  169,  2.";  Auto, 
94  Octubre  1892,  VIII,  40.  2.*). 

—  684— Las  diligencias  del  sumario  deben  autori- 
zarse con  la  firma  de  las  personas  que  en  ellas  in- 
tervengan; si  se  trata  de  declaraciones  del  sindi- 
cado, de  testigos  ó  de  peritos,  deben  autorizarse 
por  un  testigo  cuando  el  exponente  no  saho  fir- 
mar, sin  que  esto  implique  violación  de  la  reserva 
del  sumario.  (Acuerdo  número  643,  IV,  325,  1.'). 


(]}   AíiibisartlouloB  han  sido  derogídoi  por  la  Irfy  105  de   I8B0.  Tiaie  el  I 
de  esta  Ley. 

(2)  Doctrina  derogado  por  el  nrtlcalo  49,  número  12  déla  Ley  1  +  7  de  1868. 
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Firma,  6S5 — Cuando  la  sentencia  que  dicte  un  Tribunal 

no  está  suscrita  con  firma  entera  por  todos  los 
Magistrado1,  debe  considerarse  como  no  fallado 
el  respectivo  asunto.  (Auto,  14  Octubre  1892, 
VIII,  40,  2.1). 

—  686— Los  autos  interlocutorios  que  dicten  los  Tri- 
bunales en  los  negocios  de  que  conocen  en  prime- 
ra instancia,  deben  ser  firmados  por  los  tres  Ma- 
gistrados que  formen  la  respectiva  Sala.  Si  los 
firma  uno  solo,  son  nulos  por  incompetencia  de 
jurisdicción. -Esta  es  la  inteligencia  que  se  ha 
dado  en  muchas  decisiones  al  artículo  88  del  Có- 
digo de  Organización  Judicial.  (Auto,  24  Sep- 
tiembre 1895,  XI,  82,  1/). 

Véanse  loa  níímeroe  33,  92,  106,  126, 128,  129,  137,  556, 
657,  506,  660,  606,  725.  950,  968.1,242,  1,244.  1,251  y 
1,357. 

Fiscales.  687 — Una  vez  posesionado  el  Fiscal  suplente  pue- 

de intervenir  en  todos  los  asuntos  en  que  sea  preci- 
so reemplazar  al  principal,  sin  necesidad  de  nueva 
posesión,  ni  de  hacer  constar  en  los  expedientes 
que  se  ha  prestado  el  juramento  constitucional, 
mientras  no  cambie  el  nombramiento.  (Acuerdo 
número  431,  III,  395,  2.'). 

—  68S— En  éstos  no  es  causal  de  impedimento  el  pa- 
rentesco con  el  defensor  del  reo.  (Acuerdo  núme- 
ro 505,  IV,  204,  2.'). 

—  OSí) — No  tienen  éstos  otras  atribuciones  que  las 
que  expresamente  les  han  señalado  las  leyes.  Ca- 
recen de  facultad  las  Asambleas  Departamenta- 
les para  señalarles  funciones  á  dichos  empleados. 
(Auto,  11  Marzo  1896,  XI,  332,  2.*). 

Véase  Agentes  del  Ministerio  Pública. 

Franquicia  telicgiíáfica.   690— Está  vigente  el  articulo  136  de 
la  Ley  61  de  1SS6,  sobre  franquicia  telegráfica  á 
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los  empleados  del  Poder  Judicial,  á  pesar  del  De- 
creto nttmero  205  de  24  Febrero  de  1888,  emana- 
do del  Poder  Ejecutivo  (1).  (Acuerdo  numero  197, 
II,  135,  3.'). 

Frutos.  691— Los  que  produzca  una  finca  embargada  y 

depositada  durante  el  depósito,  pertenecen  a  la 
persona  en  cuyo  favor  se  decrete  el  desembargo 
de  la  finca.  (Casación,  30  Noviembre  1395,  XI, 
222,  I*), 

Véanse  loa  números  1,095,  1,233, 1,240,  1,294, 1,317  y 
1,321. 

Fuero  militar.  692 — La  ley  no  ha  querido  someter  al  fuero  mi- 
litar Bino  aquellos  asuntos  que  son  inherentes  a 
él,  ó  que  consistan  en  la  infracción  de  las  leyes 
especiales  del  ramo,  ó  á  los  actos  cometidos  con 
ocasión  del  servicio,  ó  dentro  de  loscuarteles;  pero 
en  manera  alguna  á  los  que  no  tienen  estricta- 
mente los  caracteres  expresados  y  que  están  so- 
metidos al  derecho  común.  (Auto,  5  Junio  1894, 
IX,  383,2.»). 
Véanse  Iob  uumeroa  334,  400,  581,  590,  832,  857  y  868. 

Fuerza  mayor  ó  caso  fortuito.  693— El  deudor  á  quien  se  le 
ordena  por  una  autoridad  judicial  que  retenga 
en  su  poder  la  cantidad  que  debe  á  su  acreedor, 
puede  alegar  contra  éste  fuerza  mayor  ó  caso  for- 
tuito, y  no  está  sujeto  al  pago  de  intereses  de 
demora.  (Auto,  14  Diciembre  1895,  XI,  247,  2.*). 
Véase  Caso  fortuito. 

Funciones.  694 — No  pueden  los  empleados  públicos  delegar 
sus  funciones  a  otras  autoridades  ó  funcionarios, 
y  si  lo  hacen,  deben  ser  castigados  por  haberse 
excedido  en  las  atribuciones  de  su  empleo.  (Auto, 
19  Enero  18S7,  I,  131,  2.m). 
Véanse  los  números  53  y  1,356. 


,a  83  de  13  de  Mino  de  !888  v  96  de  7  de  AUril  del  mis- 
ino aSo  lOactta  Judicial  número  12,  píjfiími  158  y  15BJ. 
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Gerente.  695—  El  Gerente  del  Banco  Nacional  que  emita 

y  tenga  en  circulación  una  cantidad  de  billetes 
mayor  que  la  permitida  por  la  ley,  debe  sufrir  la 
peua  que  indica  el  artículo  855  del  Código  Penal, 
sin  que  pueda  disculparse  alegando  que  en  dicho 
Banco  hay  una  Junta  que  decrétalas  emisioneB(I). 
(Sentencia,  26  Octubre  1895,  XI,  103,  1.=). 
Véanse  los  números  53,  457  y  695. 
Véase  la  nota  del  número  145. 

Guardadores.  696 — Cuando  hay  menores  sin  representante 
legal  en  el  juicio  de  sucesión  por  causa  de  muer- 
te, no  es  preciso  proveerlos  previamente  de  guar- 
dador general  para  el  efecto  de  practicar  el  in- 
ventario; hasta  que  se  les  nombre  ó  que  ellos 
nombren,  según  el  caso,  un  curador  ad  litem. 
Este  curador  es  especial  y  se  da  precisamente  al 
menor  que,  por  no  tener  guardador  geueral,  no 
tiene  quien  lo  represente  en  un  juicio.  (Acuerdo 
número  544,  IV,  612,  1."). 

Véanse  loa  números  426,  428,  432,  445,  558,  782,  955, 
967, 1,006,  1,067,  1,091  y  1180. 

(I)  Venia  la  Loy  34  de  1-89,  que  derogó  este  artículo. 
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Heredero.  697 — Un  testamento  auténtico  y  solemne,  que 
dube  registrarse,  y  acompañado  de  la  prueba  de  la 
defunción  del  testador,  acredita  por  sí  solo  la  con- 
dición de  heredero,  mas  no  el  estado  civil,  el  cual 
hay  que  acreditar  respecto  de  los  coasiguatarios 
y  de  los  partícipes  en  la  sucesión.  (Acuerdo  nú- 
mero 385,   III,  332,  1..) 

—  698— Las  accciones  del  heredero  no  pueden  ejer- 

citarse sin  comprobar  el  carácter  de  tal.  (Casa 
ción,  19   Julio    1694,  X,  25,  2.") 

Véanse  loa  números  22,  23,  24,  27,  29,  55,  149,  273,  341 
528,  531,  558,  716,  795,  806,  987,  992,  1,053,  1,103, 
1,108,  1,110,  1,373,  y  1,416. 

Herencia  yacente.  6[)¡í. — En  loa  juicios  sobre  petición    de  he 
rencia,  declarada  yacente,  no  hay  otro  demand; 
do  que  la  herencia  misma,  á  la   cual  representa 
y  defiende  el  Ministerio  Publico,  conforme  al   ar- 
tículo 1,254   del  Código  Judicial,   y   hasta   cierto 
punto,  los  curadores  de  la  misma.    No  hay,  pue 
necesidad   de  nombrar  defensor  á    demandad' 
desconocidos.    (Casación,  i  Diciembre  1889,    IV, 
164,   2.'). 

Heridas.  700 — En  el  caso    de  heridas   recíprocas   el   Juez 

que  conozca  de  las  do  mayor  gravedad  es  compe- 
tente para  conocer  también  y  conjuntamente  de 
las  de  menos  gravedad  ;  ya  para  no  dividir  la  con- 
tinencia de  la  causa,  como  también  porque  se 
trata  de  un  mismo  delito  que  ha  originado  un  mis- 
mo pivceso,    en  el  cual  no  se   investigan  hechos 
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diversos  sino  uno  solo.  Lo  mismo  se  aplica  res- 
pecto del  hurto.  (Acuerdo  numero  91,  I,  329,  2.' ; 
Acuerdo  número  51o,  IV,  lOtí,  l.«). 

Heridas.  701 — Los  casos  á  que  se  refieren  los  artículos  506, 

517  y  518  del  Código  Penal  adoptado  (el  de  Cun- 
dinamarca  de  1858)  son  los  que  están  sometidos 
&  la  jurisdicción  de  los  Jueces  Municipales.  En 
los  demás  delitos  de  heridas,  la  jurisdicción  toca 
á  los  jueces  de  Circuito  (1).  Acuerdo  número  106, 
I,  354,  2.'). 

—  702 — Son  heridas  comunes  las  que  no  se  han  in- 
ferido á  funcionarios  públicos.  (Acuerdo  número 
156,  II,  26,  1.»). 

Véanse  loa  números  291,  625,  741,  778,1,191,  1,193 
y  1,374. 

Hijos  naturales— 703— El  artículo  22  de  la  Ley  57  de  1887,  no 
se  aplica  al  reconocí  miento  de  hijos  naturales  por- 
que este  acto  está  sometido  á  formalidades  espe- 
ciales de  las  cuales  no  se  puede  prescindir  ;  por 
tanto,  los  reconocimientos  hechos  ante  el  Cura 
Párroco  no  tienen  valor  alguno.  (Casación,  4  Ju- 
nio 1890,  V,  163,  2.»). 
Veáse  el  número  619. 
1,179 

Hijuela-  704 — Esta  no  constituye  por  sí  sola  un  título  de 

propiedad  distinto  de  los  que  hubiera  tenido  el 
causante  en  una  sucesión.  Por  tanto,  ella  no  trans- 
fiere el  dominio  de  bienes  que  no  hayan  sido  de 
propiedad  del  de  cujus,  ni  da  al  adjudicatario  los 
derechos  consiguientes.  (Casación,  16  Junio  1894, 
IX,  372,  1.*). 

—  705 — No  es  necesario  que  el  partidor  forme  tan- 
tas hijuelas  para  un  mismo  adjudicatario  cuantos 
derechos  distintos  correspondan  á  éste  en  la  suce- 
sión. En  una  sola  hijuela  se  pueden  comprender 
todas  las  asignaciones  que  á  una  sola  persona  co- 


(I)   Véase  «1  articulo  14  de  la  Ley  72  d 
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rrespondan.  (Casación,  23  Mayo  1896,  XII,  18,  3.') 
Véanse  loa  números  528,  5GI,  565,  1053  y  1206. 

Hipotsca.  706— So  extingue  el  derecho  real  de  hipoteca  por 
el  hecho  do  que  la  frica  hipotecada  llegue  á  ser 
propiedad  del  acreedor  hipotecario.  (Capación,  29 
Njsieinbre  18i»ü,  XI,  L9t¡l,  a."). 

—  7ü7— 8i  en  parte  de  un  terreno  hipotecado  se  edi- 

fica una  casa,  ésta  queda  sujeta  al  gravamen  hi- 
potecario; y  no  se  extingue  la  hipoteca  por  el  he- 
cho de  que  alguno  de  los  poseedores  de  paito  del 
inmuehle  pague  la  deuda,  porque  en  ese  caso  el 
que  hace  el  psgO  queda  subrogado  en  los  derechos 
del  acreedor.  (Sentencia,  88  Noviembre  1895,  XI, 
208,  I.1). 

Véiinac  lo»  njhiWM  309,  307,  808,  338,  ssi,  B35,  009, 
101»,    10S5,  1120,    1121,1122,  1203,  1205,    1215yl433. 

Hospitales.  TOS — De  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo 
129  (ordinales  8.a  y  9.°)  de  la  Ley  941  de  1SS8  y 
en  el  artículo  050  del  Código  Civil,  no  pueden  las 
Asambleas  Departamentales  conferir  &  los  Go- 
biernos de  los  Departamentos  la  Administración 
superior  de  los  Hospitales,  casas  de  Beneficencia 
fundadas  por  particulares,  por  el  solo  hecho  de 
que  hayan  recibido  auxilio  del  Tesoro  Público. 
(Auto,  3  Junio  1389,   VI,  144,  1.'). 

Hurto-  709 — Toca  a  la  policía  conocer,  en  general,  según 

el  artículo  2U7  de  la  Ley  153  de  1887,  de  todo  hur- 
to ó  estafa  de  cosas  cuyo  valor  no  exceda  de  siete 
pesos,  y  aun  de  I03  que  pasen  de  esa  suma,  si  se 
trata  de  una  sola  cabeza  de  ganado  menor. 
(Acuerdo  número  ll)3,  I,  353,  2.';  Acuerdo  iiú- 
niero  178,  III,  51,  1.*). 

11 
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Hurto.  710 — El  conocimiento  de  laa  causas  de  hurto  de 

menor  cuantía  no  deja  de  corresponder  á  la  poli- 
cía aun  cuando  sean  varios  los  hurtos  7  ascien- 
dan á  más  de  veinte  pesos  la  suma  de  todos  ellos. 
(Acuerdo  número  416,  III,  386,  2.'). 

—  711 — Con  las  fincas  raíces  se  puede  cometer  des- 

pojo, pero  no  hurto.    (Auto,    28  Mayo  1890,  V, 
110,  1.'). 
Véanse  los  números  521,  700,  1187  y  1415. 
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Identidad.  712 — Negada  la  identidad  déla  persona  del  de- 
mandante, á  éste  corresponde  dar  la  prueba  de 
ella,  por  ser  un  hecho  personal  suyo,  que  no  debe 
ni  puede  probar  el  demandado.  (Auto,  17  Octu- 
bro  1890,  V,  327,  2.'). 

Ignorancia.  713— La  ignorancia  de  la  ley  no  excusa  á  los  em- 
pleados públicos  en  el  desempeño  do  sus  funcio- 
nes, aunque  aleguen  no  tener  voluntad  y  malicia 
en  bu  violación,  pues  las  leyes  suponen  que  el 
que  acepta  y  desempeña  un  destino  debe  sabor 
cuáles  son  los  deberes  que  tiene  que  cumplir. 
(Sentencia,  16  Julio  1888,  II,  250,  J.»;  sentencia, 
5  Enero,  1889,  III,  42,  2.'  y  sentencia,  G  Septiem- 
bre, IR,  8.°,  III,  40*.  2.'). 

—  714— A  un  Juez  ó  Magistrado  no  le  es  lícito  ale- 

gar ignorancia  de  que  una  ley  so  ha  promulgado, 
para  eludir  la  responsabilidad  que  le  acarrea  la 
violación  de  esa  ley.  (Auto,  1S  Julio  1888,  II, 
254,  2.*). 

Ilegitimidad.  7i5 — Los  herederos  y  demás  personas  interesa- 
das pueden  oponer  al  hijo  que  les  disputa  sus  de- 
rechos la  excepción  de  ilegitimidad,  si  están  en 
posesión  ef  ecti  va  de  los  bienes  del  supuesto  padre, 
de  acuerdo  con  el  artículo  221  del  Código  Civil; 
entendiéndose,  para  tal  efecto,  por  posesión  efec- 
tiva, la  que  consista  en  la  ocupación  material  de 
los  respectivos  bienes.  (Casación,  22  Octubre  1896, 
XII,  104,  2.*). 
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-Ilegitimidad.  7 1 6— El  motivo  de  casación  consistente  en  no  ha- 
ber anulado  el  Tribunal  el  proceso  por  ilegitimidad 
de  la  personería  del  demandante,  no  es  funda- 
do cuando  la  objeción  Be  refiere  a  la  personería 
sustantiva  del  actor,  la  cual  no  se  halla  compren- 
dida en  ninguno  de  los  casos  de  ilegitimidad  de 
quo  trata  la  Ley  100  do  1892,  en  pu  articulo  25. 
(Casación,  £t  Abril  1S97,  XII,  346,  2.'). 
Véase  el  número  613. 

Impedimento.  717  —En  el  caso  de  impedimenta  del  Magistrado 
que  conoce  do  un  asunto  nomo  Tribunal  unitario, 
su  reemplazo  se  tonvirá  en  turno  de  los  otros 
Magistrados;  si  el  impedido  fuere  alguno  de  loa 
que  componen  la  Sala  plural,  el  turno  se  verifica- 
rá de  entie  loa  que  hayan  quedado  libres,  y  en 
último  caso  se  sorteará  Conjuez.  Esta  regla  so 
aplica  también  cuando  la  S.ila  de  decisión  no  es 
unitaria.  (Acuerdo  número  78,  I,  299,  1.*;  Acuer- 
do número  232,  II,  388,  1.'  y  2.'). 

—  718 — En  el  caso  previsto  en  el  artículo  753  del 

Código  Judicial,  cuando  haya  má3  de  un  Juzga- 
do en  el  Circuito  en  el  despacho  de  lo  civil  ó  de 
lo  criminal,  debe  seguir  conociendo  del  pleito  ó 
causa  el  Juez  a  quien  le  corresponda  eu  turno, 
según  el  orden  numérico  de  los  Juzgados.  (Acuer- 
do número  98,  I,  331,  2.'). 

—  719 — Iíeconóconse  como  causales  de  impedimen- 

to en  los  funcionarios  de  instrucción  para  iniciar 
y  adelantar  un  sumario,  las  quo,  con  referen- 
cia al  Juez  y  á  las  partes,  establece  el  artículo 
719  del  Código  Judicial,  entendiéndose  por  par- 
tes tanto  el  sindicado  como  el  ofendido.  Esta 
regla  se  aplica  también  á  los  Jueces  de  Circuito 
y  á  sus  Secretarios.  (Acuerdo  número  424,  III, 
389,  1.':  Acuerdo  número  434,  III,  396,  !.•). 
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Impedimento.  720 — En  casos  de  impedimento  del  funcionario 
de  instrucción  debe  expresarse  en  el  sumario  y 
pasarse  al  funcionario  que  deba  reemplazarlo; 
pero  si  el  impedimento  manifestado  no  fuere  cier- 
to ó  legal,  el  funcionario  que  se  declaró  impe- 
dido será  responsable  conforme  al  Código  Penal. 
{Acuerdo  número  424,  III,  389,  1,*;  Acuerdo  nu- 
mero 434,  III,  396,  l.«). 

—  721 — En  cuanto  á  la  sustanciación  de  los  impedi- 

mentos de  los  Agentes  del  Ministerio  Público, 
no  hay  otra  que  la  que  establecen  los  artículos 
184  y  185  del  Código  de  Organización  Judicial. 
Expuesto  el  impedimento  por  el  respectivo  Agen- 
te ó  por  la  parte  contraria,  el  Juez  ó  Tribunal 
que  conozca  del  negocio  declarará  si  es  ó  no  legal 
el  impedimento  manifestado;  si  lo  primero,  lla- 
mará al  suplente  que  debe  reemplazarlo;  si  lo  se- 
gundo, ordenará  que  continúe  funcionando.  En 
uno  y  otro  caso  la  parte  contraria  puede  hacer 
uso  del  derecho  de  apelar  que  concede  el  artículo 
702  del  Código  Judicial.  Pero  este  mismo  derecho 
de  apelar  no  lo  tiene  el  Fiscal  suplente.  (Acuerdo- 
número  446,  IV,  9,  2.»). 


722 — Aun  cuando  un  apoderado  sea  pariente  en 
el  cuarto  grado  de  consanguinidad  con  el  Juez  de 
la  causa,  éste  no  se  halla  en  el  caso  de  declararse 
impedido,  8Í  aparece  que  dicho  apoderado  ha  sus- 
tituido el  poder-  (Acuerdo  número  453,  IV,  20,  1.*). 

723— En  el  caso  del  artículo  6'24  del  Código  Judi- 
cial, los  impedimentos  que  por  cualquier  causa 
oponga  un  testigo,  fuera  de  la  de  enfermedad, 
para  que  se  le  reciba  la  declaración  en  su  casa,  toca 
á  los  Jueces  y  Magistrados  calificarlos.  (Acuerdo- 
número  478,  IV,  58,  1."). 
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Impedimento.  724 —El  defensor  no  tiene  en  los  procesos  crimi- 
nales, para  los  efectos  del  artículo  183  de  la  Ley 
147  de  1333,  el  mismo  interés  directo  que  bu  de- 
fendido. (Acuerdo  numero  5135,  IV,  204,  2."). 

—  725 — Citadas  las  partes  para  sentencia  y  verifica- 
da la  audiencia  en  negocios  en  que  un  Conjue» 
haya  reemplazado  á  un  Magistrado  impedid  >,  si 
sucede  que  éste  se  retira  del  Tribunal  por  renun- 
cia, el  Magistrado  que  ocupe  el  puesto  recupera 
el  conocimiento  del  negocio  y  debe  firmar  la  sen- 
tencia. (Acuerdo  número  570,  IV,  212,  1."). 

—  726 — El  nuevo  Magistrado  que  entra  en  reempla- 
zo del  Conjuez,  en  el  caso  de  la  doctrina  anterior, 
es  recusable,  y  debe  antes  de  fallar,  manifestar  los 
impedimentos  que  tenga;  pero  como  la  recusa- 
ción no  puede  proponerse  siuo  dentro  de  las  vein- 
ticuatro horas  después  de  hecha  la  citación  para 
sentencia  definitiva,  para  que  la  parte  á  quien 
interese  pueda  hacer  uso  de  ese  derecho,  deberá 

,  ponerse  eu  conocimiento  de  las  partes  el  cambio 

de  personal,  quedando  por  este  solo  hecho  n  tro- 
traído  el  procedimiento  al  estado  de  proponer  la 
recusación.  (Acuerdo  número  57>>,  IV,  212,    1.*). 

—  727 — No  puede  rechazarse  el  nombramiento  de  un 
defensor  eu  causa  criminal,  alegando  que  existe 
motivo  legal  de  impedimento  entre  el  defensor  y 
el  Juez,  como  ser  parientes  dentro  del  cuarto 
grado  civil  de  consanguinidad  ó  segundo  de  afi- 
nidad. (Acuerdo  numero  614,  IV,  292,  1/). 

fiSS 

—  72d — No  ea  potestativo  de  los  Jueces  separarse 
del  conocimiento  de  los  asuntos  que  están  á  su 
cargo  por  causa  de  impedimento.  Su  separación 
tiene  que  ser  precedida  de  la  tramitación  señala- 
da en  los  artículos  753  del  Código  Judicial  y  IV 
de  la  Ley  135  de  1833  (87  de  la  Ley  105  de  1890}. 
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La  omisión  de  las  formalidades  allí  prescritas 
hace  viciosa  la  separación  del  Juez  y  el  individuo 
que  hubiera  de  reemplazarlo  no  adquiere  juris- 
dicción.  (Acuerdo  número  661,  V,  20,  l.'). 

Impedimento,  729 — El  Juez  debe  dar  cumplimiento  á  lo  pres- 
crito en  el  artículo  752  del  Código  Judicial,  cuan- 
do concurran  en  él  alguno  ó  algunos  de  los  im- 
pedimentos que  el  mismo  Código  expresa.  Do 
modo  que  en  los  juicios  ordinarios  puede  hacer 
conocer  legamente  la  parte  respectiva  un  impe- 
dimento aun  antes  de  notificar  la  demanda  al 
demandado,  y  en  los  juícíob  ejecutivos  aun  antes 
de  notificar  el  mandamiento  ejecutivo.  (Acuerdo 
número  679,  V,  81,  2.*). 

—  730 — No  lo  constituye,  respecto  de  un  Juez  para 
conocer  de  un  negocio  civil  ó  criminal,  el  hecho 
de  haber  emitido  concepto  sobre  el  mismo  asunto 
con  el  carácter  de  Agente  del  Ministerio  Público. 
En  efecto,  los  empleados  del  Ministerio  Público 
no  se  muevuu  en  sus  dictAmenes  por  los  intereses 
particulares  sino  por  intereses  de  la  sociedad  ó  de 
la  entidad  que  representan.  (Auto,  II  Septiem- 
bre 1893,  IX,  ¿0,  l.1;  Auto,  27  Enero  1896,  XI, 
270,  2/). 

1,268  " 

—  731 — En  los  procesos  militares  no  es  causal  de 
impedimento  de  un  vocal  de  Consejo  de  guerra 
el  haber  figurado  en  la  misma  causa  como  fun- 
cionario de  instrucción.  (Auto,  27  Agosto  1894, 
X,  III,  2/). 

Véanse,  los  números  57,  295,  290,  35S,  688,  789,  8S8, 
J,292,  1,382  y   1,424. 

Impuesto.        732 — Subsiste  el  impuesto  sobre  las  mortuorias 

.  establecido  por  las  leyes  de  algunos  extinguidos 

Estados  Soberanos;  pero  como  el  Código  Judicial 
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y  las  leyes  nuevas  no  establecen  el  modo  de  co- 
brarlo, á  las  Asambleas  Departamentales  toca,  en 
ejercicio  de  la  facultad  que  les  confiere  el  nume- 
ral 5.°  del  artículo  4."  de  la  Ley  14  de  1857,  y  en 
defecto  de  ellas  a  los  Gobernadores  de  los  Depar- 
tamentos, en  uso  de  la  atribución  que  les  da  el 
artículo  C.°  de  la  misma  Ley,  determinar  el  modo 
de  hacer  el  cobro  de  tal  impuesto.  (Acuerdo  nú- 
mero 128,  I,  39*,  2,"). 

Impuesto.  733  — De  acuerdo  con  el  artículo  161  de  la  Ley  149 
de  1888,  pueden  las  Asambleas  Departamentales 
establecer  impuestos  á  cargo  de  los  comerciantes, 
prestamistas,  médicos,  abogados  y  otras  personas 
que  ejerzan  profesiones.  (Auto,  15  Junio  1891, 
VI,  558,  1.'). 

—  734 — No  pueden  las  Asambleas  establecer  impues- 
tos nuevos  sin  autorización  del  Congreso.  (Auto, 
12  Diciembre  1895,  XI,  224,  1.»). 

—  735 —  No  es  lícito  á  las  Asambleas  Departamentales 
disponer  que  no  se  puedan  hacer  transacciones  so- 
bre fincas  raíces,  en  tanto  que  los  contratantes  no 
estén  á  paz  y  salvo  con  el  Tesoro  Público,  por  los 
impuestos  que  á  esas  fincas  correspondan.  Ad- 
mitir lo  contrario,  sería  como  admitir  que  las 
Asambleas  pueden  imponer  limitaciones  al  domi- 
nio particular,  y  eso  es  inadinisihle.  (Auto,  80 
Noviembre  1896,  XII,  157,  2.'). 

—  736 — Los  Municipios  que  tengan  mataderos  pro- 
pios pueden  establecer  impuestos  sobre  ellos. 
(Auto,  24  Septiembre  1806,  XII,  228,  1.";  Auto, 
22  Octubre  1S96.  XII,  228,  l.«). 

Véanse  el  número  1352. 


Incendio.  737 — En  los  casos  en  que  el  delito  que  se  persi- 
gue es  de  daño  en  propiedad  ajena,  por  conse- 
cuencia de  incendio,  como  en   el   previsto  por  el 
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artículo  6i>9  del  Código  Penal  (de  Cundinamarca), 
el  conocimiento  corresponde  al  Juez  del  Circuito 
según  el  inciso  18  del  artículo  113  de  la  Ley  147 
de  1888.  (Acuerdo  número  33S,  III,  362,  I.*  y  2.'). 

Incompetencia  r>K  jurisdicción.  739 — No  la  hay  cuando  un 
Juez  de  segunda  instancia  conoce  de  aquellos  pun- 
tos de  la  sentencia  de  primera  que  han  BÍdo  con- 
sentidos por  las  partes  á  quien  podían  perjudicar 
y  en  los  cuales  bb  ha  surtido  la  ejecutoria.  (Casa- 
ción, 12  Marzo  1894,  IX,  246,  2.1). 
Véante  los  números  236,  241,  333,  383,  686,  86(i,  084 
y  1015. 

Indemnización.  739 — No  tiene  obligación  de  darla  el  Gobierno 
por  los  daflos  causados  en  una  guerra,  cuando  ta- 
les daños  resultan  necesariamente  de  las  opera- 
ciones de  guerra,  los  cuales  se  consideran  por  el 
Derecho  de  Gentes  como  casos  ó  accidentes  for- 
tuitos, y  se  equiparan  á  los  que  causaría  un  in 
cendio  por  rayo,  una  inundación,  etc.  (Senten- 
cia, 29  Mayo  1893,  VIII,  302,  2.'). 

—  740 — Los  extranjeros  que  permanecen  neutra- 
les en  las  contiendas  civiles  que  tienen  lugar 
en  el  país,  tienen  derecho  á  ser  indemnizados  por 
las  expropiaciones  que  el  Gobierno  ejecute.  (Sen- 
tencia, 11  Marzo  1897,  XII,  284.  2,»  y  285,  1  »). 
Véanse  tos  números  436,  43(,  453,  654  y  860. 

Indicios.  741 — Es  indicio  grave  acerca  de  la  culpabilidad  el 

hecho  de  que  inmediatamente  después  de  un  al- 
tercado aparezca  herido  uno  de  los  altercantes, 
habiendo  estado  sano  antes  del  altercado.  (Auto, 
22  Abril  1890,  V,  8,  2.';  sentencia  3  Diciembre, 
1590,  V,  356,  2.*) 

—  742 — No  se  puede  detener  a  un  sindicado  con  sólo 
la  prueba  de  indicios,  sino  cuando  éstos  son  gra- 
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ves,  y  se  han  apreciado  conforme*  la  ley.  (Sen- 
tencia, 34  Abril  1890,  V,  13,  1.») 

Indicios.  "43 — La  apreciación  de  los  indicios,  de  su  mayor 

ó  menor  gravedad  y  de  sus  relaciones  entre  si, 
es  una  operación  de  la  inteligencia  y  de  la  con 
ciencia  del  Juez,  que  no  está  ni  puede  estar  su 
geta  á  reglas  determinadas,  y  un  error  de  apre- 
dación  no  puede  elevarse  á  la  categoría  de  viola- 
ción voluntaria  y  maliciosa  de  las  leyes  sobre  prue- 
ba.  (Sentencia,  19  Noviembre,  1500,  V,  342,  1."). 

—  744— En  la  apreciación  de  la  prueba  de  indicios 
los  Jueces  tienen  completa  libertad  y  soberanía 
en  el  sentido  de  que  sólo  á  ellos  corresponde  re- 
solver la  cuestión  de  saber  basta  qué  punto  el 
elemento  conocido  hace  verosímil  la  existencia 
de  tal  ó  cual  causa  desconocida,  cuestión  que  por 
su  naturaleza  está  subordinada  á  las  luces  de  la 
razón.  Esa  libre  apreciación  délos  juzgadores  está 
sin  embargo  limitada  por  las  disposiciones  lega- 
les que  exigen  determinadas  condiciones  en  la 
prueba  de  indicios,  tales  como  la  de  que  los  hechos 
en  que  se  funda  estén  plenamente  probados,  que 
sean  entre  al  diversos  y  que  siendo  vehementes, 
conduzcan  todos  á  demostrar  una  misma  cosa. 
(Sentencia,  15  Marzo  1893,  VIII,  206,  1.'). 

—  745 — Una  mala  apreciación  de  la  prueba  de  indi- 
cios no  constituye  el  error  de  hecho  de  que  habla  la 
ley  como  motivo  de  casación.  (Casación,  30  No- 
viembre 181)5,  XI,  221,  1.'). 

Véanso  toa  números  614,  1258  y  133G. 

Indígenas  74fi — No  están  exentos  los  indígenas  del  uso  de 
papel  sellado,  bajo  la  vigencia  del  Decreto  núme- 
ro 480,  de  5  de  Agosto  de  188G  y  de  la  Ley  3.*  de 
20  de  Enero  de  1887.  (Acuerdo  número  93,  I, 
3S0,  1.'). 
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Indulto.  747 — Lo  hay  de  loa  delitos  cometidos  bajo  el  im- 

perio de  leyes  penales  cuyas  disposiciones  no  fue- 
ron reproducirlas  en  el  Código  Penal  vigente. 
(Auto,  28  Mayo  1*90,  V,  109,  2.'). 

Industria.  748 — El  hecho  de  que  se  graven  en  una  Ordenan- 
za los  productos  de  una  industria  ya  establecida 
y  que  antes  no  lo  estaban,  no  es  por  sí  solo  lesivo 
de  los  derechos  de  los  que  la  ejercen,  si  ese  ira- 
puesto  se  ha  establecido  en  virtud  de  faculta- 
des que  para  ello  conceden  las  leyes.  (Auto,  30 
Septiembre  1891,  VI,  342,  I.'). 

Inepta  demanda.  749 — Es  inepta  la  demanda  sobre  un  bien  rala 
cuando  no  se  señalan  sus  linderos.  (Auto,  8  Agos- 
to, 188»,  III,  335,   l.»¡  Auto,   17  Octubre  1890, 
V,   327,  9."). 
Véanse  los  números  473,  6*3 y  1028. 

Infracciones  de  la  lky.  J50 — Estas  infracciones  no  se  casti- 
gan tan  solo  porque  causen  perjuicios.   (Senten- 
cil,  11  Diciembre  1890>  V,  36G,  1.*). 
Véanse  los  números  fi42  y  1149. 

Inhabilidad.  T51 — La  que,  para  recibir  legados,  ha  establecido 

la  ley  en  el  Ministro  eclesiástico  que  oiga  en  con- 
fesión al  testador  durante  la  última  enfermedad 
de  éste,  se  extiende  al  caso  en  que  el  legado  con- 
sista en  el  derecho  de  habitar  por  determinado 
tiempo  en  una  casa  de  la  suc?síón.  (Casación,  23 
Abril  IS93,  VIII,  263,   1.'). 

—  de  LOS  TESTioos.  752 — Las  declaraciones  del  Tri- 

bunal en  la  sentencia  de  segunda  instancia  res- 
pecto del  hecho  de  ser  un  testigo  del  testamento 
dependiente  ó  doméstico  del  testador  constituyen 
apreciación  de  la  prueba,  apreciación  que  no  pue- 
de ser  vanada  por  la  Corte  sino  en  el  caso  en  que 
haya  error  de  derecho  ó  de  hecho,  y  que  este  ül- 
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timo  resulte  de  documentos  ó  actos  auténticos 
que  demuestren  equivocación  evidente  del  Tri- 
bunal. (Casación,  6  Abril  1895,  X,  315,  1."). 

Injurias.  753 — Para  calificar  las  injurias  hay  que  tener  en 

cuenta  las  ideas  y  costumbres  del  lugar  en  que  se 
hayan  irrogado.  Y  no  toca  al  Juez  hacer  de  oficio 
tal  calificación.  (Auto,  9  Agosto  1889,  III,  340,  l.1) 

—  764 — No  se  impone  pena  por  injurias  recíprocas, 
aun  cuando  uno  de  los  injuriados  sea  un  funcio- 
nario publico.  (Auto,  3  Septiembre  1889,  III, 
389,  2."). 

—  755 — Los  Superiores  y  autoridades  legítimas  no  co- 
meten injuria  cuando,  usando  de  sus  facultades, 
reconvienen,  reprenden  ó  tachan  á  sus  subalter- 
nos por  los  delitos,  culpas,  faltas,  excesos  ó  vi- 
cios en  que  incurran,  con  arreglo  al  artículo  585 
del  Código  Penal.  (Auto,  11  Noviembre  1889, 
IV,  102,  1.'). 

—  756— Si  todo  concepto  mortificante  ó  displicente 
para  el  amor  propio,  pero  que  no  envuelve  la 
afirmación  de  uu  hecho  inequívoco,  verdadera- 
mente lesivo  de  la  honra,  fuera  admitido  á-  una 
acusación  de  injuria  para  ser  castigado  conforme  al 
Código  Penal,  habría  que  suponer  que  el  legisla- 
dor había  tenido  la  pretensión  de  darle  á  la  socie- 
dad civil  y  política  la  austeridad  de  un  claustro, 
lo  cual  es  inadmisible;  sería  privar  a  esa  misma 
sociedad  de  cierto  grado  de  virilidad  inseparable 
de  su  existencia;  todas  estas  ofensas,  todas  estas 
mortificaciones  á  que  el  hombre  está  sujeto  en  la 
vida  civil,  salen  del  dominio  del  Código  Penal 
para  caer  en  el  de  la  opinión.  (Auto,  7  Marzo 
1894.  IX,  240,  1."  Auto,  29  Marzo  1894,  IX,  273, 
i.'  y  2.-). 

Véanse  lo»  números  156,  158  y  1050. 
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Injusticia  notoria.  757-  Los  Tribunales  Superiores  de  Distrito 
bóIo  pueden  declarar  de  oficio  la  injusticia  de  loa 
veredictos  en  los  casos  expresamente  determina- 
dos en  la  última  parte  del  artículo  316  de  la  Ley 
57  de  1887,  (Acuerdo   número   253,  H,  363,  1.a). 

—  758— El  recurso  de  injusticia  notoria  contra  las 

sentencias  en  que  se  api  ir-a  la  pena  capital,  ee,  en 
esencia,  lo  mismo  que  el  recurso  de  casación  por 
error  evidente  del  juzgador  en  la  apreciación  de 
las  pruebas.  Pero  no  puede  declararse  aquella  in- 
justicia, ni  casarse  la  sentencia  poique  la  Corte 
no  encuentre  suficientes  las  pruebas  que  obren  en 
el  proceso,  las  cuales  lian  podido  ser  apreciadas 
soberanamente  por  el  Jurado.  Es  preciso,  para 
que  Be  pueda  decretar  la  casación  ó  declarar  la 
injusticia  del  fallo,  que  haya  hechos  positivos, 
demostrados  en  el  proceso,  contrarios  á  la  reso- 
lución del  Jurado.  El  no  estar,  por  ejemplo,  técni- 
camente demostrado  el  cuerpo  del  delito,  no  seri 
motivo  en  que  se  pueda  fundar  ninguno  de  di- 
chos recursos.  (Sentencia,  31  Marzo  1891,  VI,  38, 
l.-y2.-). 

—  759 — Hay  injusticia  notoria  en  el  veredicto  de  un 

Jurado  que  declara  autor  principal  de  un  homi- 
cidio al  ordenador  0  instigador  del  delito,  bajo  la 
vigencia  de  loa  artículos  91  y  92  del  Código  Penal 
do  Cundlnamarca  expedido  en  el  año  de  1S58. 
(Sentencia,  11  Noviembre  1391,  VII,  3,  2.1). 
Véanse  \oa  uámeros  202,  SIS,  13U2,  1439,  1440,  1443 
y  UU. 

Inmunidad.  760 — A  pesar  de  la  inmunidad  de  que  gozan  los 
miembros  de  los  Consejos,  Juntas  y  Jurados  Elec- 
torales, pueden  ser  competidos  con  multas  para 
que  cumplan  sus  deberes  eu  la  debida  oportuni- 
dad y  conminados  con  arresto  por  el  mismo  mo- 
tivo ó  cuando  no  pagan  la  multa.  (Sentencia, 
3  Julio,  18S9,  III,  268,  1.'). 
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Inmunidad.  761 — Si  hay  necesidad  de  averiguar  la  conducta 
oficial  ó  privada  de  un  miembro  del  Congreso, 
observada  antes  del  tiempo  en  que  principia  la 
inmunidad,  las  autoridades  judiciales  competen- 
tes están  6d  el  deber  de  iniciar  ó  continuar  la  in- 
vestigación do  loa  hechos  criminosos  hasta  que 
de  la  instrucción  sumaria  resulte  que  hay  ó  no 
mérito  para  proceder;  no  siendo  permitido  apre- 
miar ni  citar  al  sindicado  mientras  se  instru- 
ye el  juicio  informativo  ó  sumario.  Si  éste  no 
arroja  mérito  para  abrir  causa  por  cualquiera  de 
ios  trámites  respectivos,  las  autoridades  judicia- 
les deben  sobreseer  en  el  procedimiento  y  man- 
dar que  se  archive  lo  actuado.  Mas,  si  por  el  con- 
trario, el  sumario  ofrece  mérito  suficiente  para 
llamar  á  juicio  á  la  persoua  de  que  se  trate,  las 
mismas  autoridades  están  también  en  el  debar 
de  decretar  esto  y  solicitar  y  obtener  el  permiso  de 
la  respectiva  Cámara  para  seguir  la  cau  a.  Mien- 
tras dicho  permiso  no  se  obtiene  todo  procedi- 
miento debe  suspenderse  (1).  (Auto,  4  Diciembre 
1890,  V,  360,  2.*). 

Inscripción.-  762— Para  saber  si  édta  se  ha  hecho  dentro  del 
término  perentorio  fijado  por  la  ley,  no  se  ha  de 
considerar  la  fecha  de  la  presentación  del  docu- 
mento registradle  ante  el  respectivo  Registrador, 
eino  aquélla  en  que  efectivamente  se  hizo  la  ano- 
tación. De  otro  modo  ee  contraría  la  intención  de 
la  ley  al  ordenar  la  inscripción  de  títulos  dentro 
de  términos  precisos;  pues  si  lo  que  hubiere  de 
constituir  el  derecho  de  un  interesado  á  que  se  le 
registre  un  instrumento  fuera  sólo  el  hecho  de 
presentarlo  al  Registrador  antes   de   expirar  el 


e  admite  la  doctrina  d»  que  no  se  debe  iniciar  ni  eeguir  la  Instrucción 
íue  estuviere  comenzada,  porque  el  sindicado  está  gozando  de  inmuni- 
dad, j ninas  llegarla  el  caso  de  pedir  y  obtener  el  permiso  de  la  respectiva  Cá- 
mara, como  lo  preacribe  el  mismo  articulo  IOT. 
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plazo  fijado  para  efectuar  el  registro,  esta  impor- 
tante diligencia  tendría  mi  término  indefinido,  o 
más  bien,  ya  no  tendría  término.  Por  otra  parte, 
nada  ha  dispuesto  la  ley  sobre  la  fijación  de  la 
fecha  precisa  de  la  presentación  del  documento 
registrante,  cosa  que  sería  necesaria  si  tal  fecha 
fuera  la  determinante  del  registro.  (Casación, 
22  Septiembre  1K93,  IX,  2<!,  2.*). 
Véase  el  número  150. 

Inserción.  763 — No  es  lo  mismo  la  inserción  de  una  pieza  en 
el  protocolo  que  la  inserción  de  ella  misma  en  el 
iustrumento.  Se  inserta  un  documento  en  el  pro- 
tocolo cuando  se  agrega  á  él,  es  decir,  cuando  se 
une  al  Libro  que  lleva  ese  nombre  y  viene  á  for- 
mar alguna  ó  algunas  de  sus  fojas.  Se  inserta  un 
documento  en  una  escritura  cuando  se  copia  6 
traslada  de  modo  que  queda  haciendo  parte  de 
ella,  que  su  contenido  se  lea  en  el  original  de  Ja 
escritura  y  quede,  por  tanto,  autorizado  con  las 
firmas  de  los  otorgantes,  de  loa  testigos  y  el 
Notario.  (Casación,  2  Abril  1807,  XII,  317,  I.'). 
Véase  el  número  8»6 

Inspección  ocular.  7fí4 — La  inspección  ocular  que  deba  ha- 
cer un  Tribunal  debe  practicarse,  por  regla  ge- 
neral, por  el  Magistrado  substanciador;  sin  per- 
juicio de  que  si  una  de  las  partes  ó  ambas  solici- 
tan que  la  inspección  se  verifique  por  el  Tribunal 
entero,  se  haga  así.  (Acuerdo  número  123,  I, 
403,  1.*). 

—  765 — Sólo  cuando  se  trate  de  inspección  ocular 

para  examinar  los  rastros  de  un  delito  y  estable- 
cer la  prueba  de  él  y  de  sus  autores,  pueden  los 
Jueces  de  Circuito,  en  lo  criminal,  salir  del  lugar 
de  su  residencia  y  funcionar  en  Municipios  dis- 
tintos, dentro  de  su  jurisdicción.  En  los  demás 
casos  deben  proceder  por  medio  de  comisionados. 
(Auto  número  354,  III,  276,  l.1). 
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Inspección  ocular.  T«J6 — Cuando  concurren  peritoB,  no  es  nece- 
sario que  su  dictamen  vaya  en  el  cuerpo  de  la  di- 
ligencia que  manda  extender  el  artículo  732  del 
Código  Judicial.  La  locución  de  todo,  empleada 
por  dicho  artículo,  Be  refiere  sólo  á  la  relación  de 
los  hechos  que  han  pasado  en  presencia  del  Juez, 
del  Secretario  y  de  los  testigos  ó  peritos.  (Casa- 
cióo,  27  Octubre  1890,  V,  31t¡,  1.'). 

—  7(¡7 — En  materia  criminal  el  funcionario  de  ins- 

trucción puede  decretar  la  inspección  de  los  li- 
bros y  archivo  de  las  oficinas  públicas,  sin  in- 
currir en  responsabilidad.  (Casación,  6  Febrero 
1892,  VIII,  82,  2.". 
Véase  el  número  1027. 

Inspectores  de  policía.  768— Estos  empleados  son  funcionarios 
de  instrucción  bajo  la  inspección  y  dependencia 
del  respectivo  Alcalde.  (Acuerdo  número  676,  V, 
50,  8.'). 

Instrucción  pública.  769 — De  acuerdo  con  la  Ley  126  de 
1890,  pueden  las  Asambleas  departamentales  ex- 
pedir ordenanzas  para  reglamentar  la  instruc- 
ción secundaria  y  universitaria,  pero  tales  orde- 
nanzas deben  someterse  á  la  aprobación  del  Go- 
bierno, en  cuanto  se  refieren  á  las  Universidades 
(Auto,  Sil  Octubre  1895,  XI  151,  1.'  y  2.») 
Wasi'  el  número  940. 

Instrucción  de  sumarios.  770—  Tanto  los  Jueces  de  Circuito 
en  lo  criminal,  en  su  respectiva  jurisdicción, 
como  los  Jueces  Superiores  de  Distrito,  ejercen 
á  prevención,  la  función  de  instruir  sumarios 
para  la  averiguación  de  los  delitos  cuyo  conoci- 
miento esté  atribuido  &  estos  últimos.  (Auto 
número  300,  III,  132,  1/). 
Véase  el  número  761. 
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Interés  en  el  juicio.  771— El  interés  de  3a  Nación  de  que  habla 
la  Ley  72  de  1890  en  el  ordinal  4.  *  del  artículo  12, 
al  atribuir  á  la  Corte  Suprema  el  conocimiento 
en  segunda  instancia  de  los  juicios  de  amparo  de 
pobreza,  do  consiste  en  el  daño  ó  provecho  que  á 
la  Nación  resulte  por  razón  del  uso  ó  negativa 
de  las  franquicias  objeto  del  amparo,  sino  del 
hecho  de  figurar  ella  como  parte  en  el  pleito  ó 
pleitos  para  los  cuales  se  solicita  el  beDeficio. 
(Auto,  2  Diciembre  1893,  IX,  128,  2.'  Auto;  25 
Juuio  1894,  383,  1.*). 

772 — La  víctima  deuuaciante  es  parte  interesada 
en  el  asunto  y  su  dicho  carece,  por  consiguiente, 
de  valor  jurídico.  (Auto,  20  Marzo  1897,  XII, 
259,  1.»). 

Véanse  loa  n&meros  12,  28,  74,  76,  7T,  144,  145,161, 
316,    724,    850,    931,    1,000,    1,373    y   1,422. 

Intereses.  773— Tanto  el  Código  de  Cundinamarca  (incisos 
3,"  y  i.°  del  artículo  1626)  como  el  Código  Civil 
Nacional  (inciso  3.°,  articulo  1617),  establecen  la 
regla  invariable  de  que  faltando  convención  ex- 
presa, y  aun  sin  faltar  ésta,  Jos  intereses  atrasa- 
dos no  produceu  intereses.  (Casación,  3  Agosto 
1889,  III,  325,  2.»). 

774 — El  Decreto  Ejecutivo  llamado  de  interregno 
de  26  de  Abril  do  1886,  concedió  el  derecho  de  no 
pagar  sino  el  seis-  por  ciento  durante  la  guerra 
pero  no  dijo  que  se  devolviera  lo  pagado  en  exce- 
so de  esa  rata.  (Sentencia,  31  Agosto  1889,  III, 
373,  1.'). 

—  775— La  ley  no  reconoce  intereses  sobre  los  per- 

juicios siuo  ea  el  caso  en  que  por  sentencia  ó 
contratóse  fijen  en  cantidad  determinada  y  haya 
mora  en  el  pago.  (Sentencia,  11  Diciembre  1895, 
XI,  223,  2."). 

Véanse  los   números  78,   183,   531,   693,  906  y  1,233. 
13 


JURISPRUDENCIA 


irse  en  un 


Interpretación.  776— Loa  contratos  deban  interpretarse 

sentido  racional  y  justo,  conforme  á  la  intención 
presunta  de  las  partes  y  al  objeto  que  contem- 
plaban al  celebrarlos,  sin  dar  cabida  á  amplificacio- 
nes ó  exageraciones  que  están  fuera  del  orden 
lógico  y  natural  de  las  cosas.  (Sentencia,  9  Abril 
1897,  XII,  334,  I.1). 

Véanae  los  números  662,  584,  820,  875,  1,007,  1,056, 
1,117,   1,134,    1,256,   1,260,   1,269  y  1,451. 

Intérpretes.  777 — El  nombramiento  de  intérpretes  y  la  dili- 
gencia que  con  su  intervención  se  practica,  es 
una  prueba,  ya  sea  que  tenga  lugar  en  juicio  ó 
fuera  de  él,  ó  en  el  término  probatorio,  antes 
ó  después.  (Acuerdo  número  511,  IV,  98,  .*). 
Véanse  los  números  783  á  786. 

Invalidez.  778 — No  debe  considerarse  como  invalidez  abso- 
luta, para  efectos  de  recompensas  militares,  sino 
el  caso  de  verdadera  mutilación  del  respectivo 
miembro,  aunque,  por  otra  parte,  éste  se  halle 
inutilizado  por  causa  de  la  herida.  (Sentencia, 
23  Enero  1892,  VII,  73,  2.';  Sentencia,  3o  Enero 
1892,  74,  2.»). 

Inventarió.  779 — Las  acciones  que  se  intenten  solicitando  el 
inventario  de  bienes  que  por  olvido,  imposibili- 
dad ó  ignorancia  dejaron  de  incluirse  en  el  inven- 
tario general  por  eausa  de  sucesión,  deben  seguir 
en  su  tramitación  el  procedimiento  detallado  para 
el  inventario  general.  Si  se  trata  de  ocultación 
la  acción  supone  juicio  ordinario.  La  división 
entre  los  partícipes  de  los  bienes  pertenecientes 
al  inventario  adicional,  se  verifica  en  la  forma  de 
partición  de  bienes  mortuoriales.  El  Juez  compe- 
tente para  conocer  del  incidente  de  inventario 
adicional,  es  el  mismo  que  ha  conocido  en  el  jui- 
cio de  sucesión  fenecido  ó  por  fenecer.  (Acuerdo 
número  308,  III,  1(51,  2.*). 
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Inventario.  780— Cuando  en  las  mortuorias  ae  practican  in- 
ventarios de  oficio  en  papel  común,  para  el  efec- 
to de  recaudar  lo  que  se  debe  á  las  rentas,  no  pue- 
den los  interesados  aprovecharse  de  esos  inventa- 
rios para  demandar  la  partición ;  tienen  que 
solicitar  la  formación  de  inventarios  en  papel  se- 
llado. (Acuerdo  números  629,  IV,  302,  i,*), 

—  781 — No  hay  necesidad  de  protocolizar  los  inven- 
tarios que  se  practiquen  de  oficio,  por  cuanto  la 
disposición  del  artículo  1270  del  Código  Judicial 
es  referente  á  los  inventarios  que  sirven  para 
el  juicio  de  sucesión  por  causa  de  muerte  (1). 
(Acuerdo  número  629,    IV,    302,  1.*). 

—  782— La  obligación  de  formarlo  que  tiene  el  tu- 
tor ó  curador  según  el  articulo  468  del  Código  Ci- 
vil no  es  tal  mientras  no  haya  sido  deferido  el 
cargo,  aunque  efectivamente  aquél  haya  entrado 
en  la  Administración  de  los  bienes  del  pupilo  ; 
pues  tal  disposición  legal  dice  que  el  inventario 
debe  formarse  en  los  noventa  días  subsiguientes 
al  discernimiento,  lo  que  supone  que  debe  prece- 
der esta  formalidad.  (Casación,  11  Diciembre  1893, 
IX,  146,  1.»). 

Véauae  loa  números  149,  274,  498,  502,  529,  532,   696, 
852,   1,052,   1,111,   1,162,  1,163  y  1,199. 

Irrespetos.  783—  El  artículo  27  déla  Constitución,  que  per- 
mite castigar  con  multa  ó  arresto  los  irrespetos,  y 
sin  previo  juicio,  no  autoriza  al  funcionario  para 

proceder  sin   oír  al   penado  en   forma   alguna. 

(Auto,  1.°  Abril  1889,  III,  172,  2.* ;  Sentencia,  22 

Enero  1890,  IV,  214,   2/). 

784— La  facultad  que  otorga  el   artículo  75   del 

Código  de  Organización  Judicial  en   su   numeral 
7.°  no  se  refiere  á  los  escritos  irrespetuosos  diri- 


(1)  V¿ue  Bl  articulo  3S  de  la  Ley  95  <!«  1800. 
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gidos  al  Tribunal  en  el  negocio  de  que  conoce, 
porque  este  es  un  caso  especial  (1)  Tampoco  se  re- 
fiere á  los  irrespetos  por  medio  de  la  prensa,  por- 
que el  castigo  de  estas  faltas  está  atribuido  al  Go- 
bierno por  el  artículo  2.°  del  Decreto  número  151 
de  1.8 S 8  (2).  De  manera  que  la  atribución  del 
citado  ordinal  7."  no  puede  ejercitarse  en  ninguno 
de  los  dos  casos  especiales  mencionados,  sino  en 
todos  los  otros  que  puedan  tener  lugar.  (Acuerdo 
números  686,  V,  113,  2/  y  114,  1.»). 

Irrespetos.  "85 — No  se  considera  como  irrespetuoso  un  escri- 
to, que  aisladamente  puede  serlo,  cuando  se  re- 
fiere á  un  auto  en  que  se  ha  usado  de  un  lenguaje 
apasionado,  impropio  de  los  encargados  de  admi- 
nistrar justicia.  (Auto,  8  Noviembre  1890,  V, 
336,  2."). 

—  786— Las  autoridades  tienen  facultad  de  castigar 

corrección  al  mente  á  los  que  les  falten  al  respeto, 
sin  fórmula  de  juicio  ;  y  la  ley  deja  á  su  cri- 
terio la  calificacióu  de  la  falta  ;  bien  que  suje- 
tándolos á  su  vez  al  castigo  si  se  exceden  en  la 
corrección.  (Auto,  27  Noviembre  1889,  IV,  143, 
{Sentencia,  10  Noviembre  1890,  1.",  V,  340,  2.'). 
Véanse  los  números  6,  7, 13  y  1,061. 
Véase  Escritos  irrespetuosos. 

J  (Artículo).  7S7 — El  artículo  J,  transitorio  déla  Constitución, 
no  puede  entenderse  en  el  sentido  de  que  en  to- 
dos los  casos  se  deban  castigar  con  la  pena  de 
muerte,  de  acuerdo  con  el  Código  Penal  de  Cun- 
dinamarca  (de  1858),  los  delitos  á  que  se  refiere 
el  artículo  29  de  la  Constitución,  sino  una  vez  de- 
finidos loa  casos  más  graves  de  que  habla  dicho 
artículo.  (Sentencia,  23  Marzo  1SS8,  II,  115,    1/ 

7J¿% 

(l)  Víate  el  Acuerdo  número  419,  t.  III,  p..387. 

(2(  La  Ley  51  da  1898  -obre  prensil,  vigould  boy,  deroga  todas  las  disposiciones  lí- 
gales referente  ú  uta  iDuicria,  ouD  excepciuu  <lu  las  contenidas  en  el  Wdigo  Penal 
Véase  el  Acuerdo  número  88,  t  I,  p.  s-- 
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Jueces.  788 — Los  Jueces  Superiores  no  pueden  hacer  uso 

de  la  facultad  concedida  por  el  artículo  137  del 
Código  de  Organización  Judicial  para  imponerles 
multas  á  los  Jueces  de  Circuito  ;  porque  éstos 
obran  independientemente  de  aquéllos;  no  Bon 
subalternos  suyos,  excepto  en  la  instrucción  de 
sumarios;  ni  incurran  respecto  de  los  Jueces  Supe- 
riores en  violación  de  los  artículos  337  y  388  del  Có- 
digo Penal  de  Cundinamarca  adoptado.  (Acuerdo 
número  103,  I,  353,  2.*  y  354,  1,"  ;  Acuerdo  nú- 
mero 321,  III,  179,  2.' ;  Auto,  23  Mayo  1890,  V, 
87,  l.m;  Auto,  24  Enero  1891,  V,  390,  2.»  y 
391,  l.1). 

—  739 — Cuando  se  trate  de  impedimentos  ó  recusa- 
ciones de  Jueces  Superiores,  si  éstos  son  únicos, 
conocerán  y  decidirán  de  este  incidente  los  su- 
plentes por  su  orden.  Si  fueren  dos  ó  más  los  Jue- 
ces Superiores,  conocerá  el  que  «ga  en  turno. 
(Acuerdo  número  102,  I,  342,  1."). 

—  790 — La  disposición  del  artículo  4.°  de  la  Ley  46 
de  1S87,  contiene  un  error  que  debe  corregirse 
sustituyendo  la  locución  Jueces  de  Distrito  por 
la  expresión  Jueces  de  Circuito  (\).  (Acuerdo  nú- 
mero 129,  I,  401,  2."). 

—  701 — Los  Jueces  Municipales  serán  nombrados 
por  el  respectivo  Juez  de  Circuito  en  lo  Civil. 
Cuando  haya  más  de  uno  de  esta  clase,  el  nom- 
bramiento se  hará  por  el  Juez  primero  ;  y  donde 
no  haya  más  que  uno  solo,  que  conozca  de  nego- 
cios civiles  y  criminales,  él  nombrará  todos  los 
Jueces  Municipales  (íi).  (Acuerdo  número  191,  II, 
137,  1.-). 


(1)  El  articulo  citado  fue  derogado  por  el  '230  de  la  ley  1Í7  de  1888.  Véase  la  Ley 
3B  de  1898. 

(2j  Estrt  doctrina  es  de  fecha  anteriur  ñ  la  Ley  100  de  1892,  cuyo  artículo  Batribu- 
ya  tito*  nombramientos  h!  Consejo  Municipal,  con  Aprobación  del  Prefecto.  Actual- 
mente  estos  nombramientos  curreeponden  al  Jutz  1."  del  Circuito  de  terna*  que  na- 
aran  los  Consejos  Municipales  (Articulo  3  de  la  Ley  3S  delSBS). 
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Jueces.  792 — Si  una  ley  nueva  establece  un  procedimiento 

distinto  para  hacer  el  nombramiento  de  Jueces,  los 
existentes,  nombrados  de  modo  diferente  de 
acuerdo  con  la  Ley  anterior,  uo  pueden  ser  priva- 
dos de  su  empleo,  sin  que  se  viole  el  artículo  160 
de  la  Constitución.  (Acuerdo  número  196,  II, 
147,  1.*), 

—  793 — La  palabra  Juez  que  emplea  el  artículo  861 
del  Código  Judicial,  debe  entenderse  en  sentido 
general,  y  comprende,  por  consiguiente,  á  los 
Magistrados  que  conocen  de  la  causa.  (Acuerdo 
número  247,  II,  322,  2.»). 

—  794 — El  Juez  que  diere  lugar  á  una  causal  de  nu- 
lidad en  un  proceso  criminal  debe  ser  castigado 
con  las  penas  que  señala  el  artículo  538  del  Código 

Penal  vigente.  (Sentencia,  28  Enero  1892,  VII, 
70,  1.*). 

—  795 — Estos  no  representan  á  los  herederos  en  el 
caso  de  adjudicación  en  una  partición  de  heren- 
cia ;  por  tanto  el  Juez  no  es  el  tradente  de  las  co- 
sas adjudicadas,  como  sucede,  por  disposición  ex- 
presa de  la  ley,  en  el  caso  de  las  ventas  forzadas 
que  se  hacen  por  ministerio  de  la  justicia  ;  la  mi- 
sión del  Juez  en  la  diligencia  de  partición  y  ad- 
judicación de  bienes  hereditarios  es  la  de  aprobar 
simplemente  lo  que  han  hecho  los  herederos,  y 
éstos  son  los  que,  como  dueños  y  poseedores  de 
los  bienes,  hacen  la  tradición.  (Casación,  20  Abril 
1894,  IX,  284,  2.*). 

—  79f — El  Juez  que  tiene  alguna  participación  en  el 
ejercicio  de  la  abogacía  incurre  en  la  pena  que 
señala  el  artículo  512  del  Código  Penal;  y  consti- 
tuye tal  participación  el  hecho  de  redactar  un  bo- 
rrador para  una  diligencia  judicial,  mediante  re- 
tribución. (Auto,  19  Noviembre  1895,  XI,  278,  1.' 
y  2.')- 
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Jueces.  797 — El  Juez  que  negare   la   apelación   del   auto 

apelable,  no  es  punible  de  acuerdo  con  el  artículo 
515  del  Código  Penal,   sino  de  acuerdo  con  el  528. 
(Sentencia,  29  Febrero  de  1896,  XI,  320,  2.*). 
Véanse  las  referencias  del  índice  sobre  Jueces. 

Juicio  de  cuentas.  798 — A  los  Jueces  de  Circuito  les  está  atri- 
buido portel  artículo  113  del  Código  de  Organiza- 
ción Judicial,  el  conocimiento  de  los  juicios  so- 
.  bre  cuentas.  General  como  es  esta  disposición, 
ella  comprende  todo  lo  concerniente  al  juicio, 
sin  consideración  á  la  cuantía,  y  si  él  da  por 
resultado  un  fallo  sobre  cantidad  que  no  alcance 
á  trescientos  pesos,  la  ejecución  corresponde  al 
Juez  que  lo  dictó,  en  virtud  de  lo  dispuesto  por 
el  artículo  868  del  Código  Judicial.  (Acuerdo  nú- 
377,  III,  308,  1.»). 

—  799 — La  naturaleza  de  este  juicio  so  determina 
claramente  si  se  considera  que  tiene  lugar  des- 
de el  momento  en  que  dos  ó  más  personas,  que 
tienen  cuentas  pendientes  sobre  cuyos  elemen- 
tos aritméticos,  y  por  tanto,  sobre  cuyos  resul- 
tados están  en  desacuerdo,  ocurren  al  fallo  de 
la  justicia;  este  fallo,  que  constituye  el  acuerdo 
que  no  pudo  haber  entre  las  partes,  debe  concluir 
por  donde  habría  concluido  el  acuerdo  amigable 
de  aquéllos,  el  cual  se  reduciría  á  fijar  el  monto 
del  crédito,  del  débito  y  del  saldo  entre  uno  y 
otro.  No  puede,  pues,  buscarse  otro  objeto  en  un 
juicio  de  cuentas,  sino  el  de  saber  quién  debe  á 

1  quién  y  cuánto.  (Casación,  16  Diciembre  1893, 
IX,  164,  1.';  Casación,  9  Mayo  1894,  IX,  323,  1.'; 
Casación,  25  Noviembre  1895,  XI,  191,  1.'). 

Véanse  los  números  235  y  834. 

—  de  deslinde.  800— No  existe  contradicción  entre 
el  artículo  1313  del  Código  Judicial  (edición  de 
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1887)  (1)  y  los  artículos  542,  543  y  275  del  mismo. 
Si  hubiere  contradicción  provendría  de  haberse 
dado  el  carácter  de  demandante  á  quien  solicita 
el  deslinde  y  de  demandado  á  quien  lo  contradice, 
cosa  que  sólo  al  legislador  le  es  permitido  variar. 
(Acuerdo  número  75,  I,  298,  2.'). 

Juicio  de  deslinde.  SOI — Ed  losjuiciosdedesliude la  prueba  prin- 
cipal y  la  que  debe  tenerse  de  preferencia  en  cuen- 
ta, es  aquella  que  se  deriva  de  los  títulos  adqui- 
sitivos de  la  propiedad,  que  establezcan  el  sitio, 
la  extensión  y  el  límite  ;  porque  estos  juicios  no 
deben  confundirse  con  los  de  reivindicación  del 
dominio  de  un  predio,  en  los  cuales  el  campo  de 
acción  es  más  lato.  Es  por  esto  por  lo  que  el  ar- 
tículo 1310  del  Código  Judicial  ordena  que  el  Juez 
oyendo  á  los  peritos  y  teniendo  á  la  vista  los  tí- 
tulos, señale  los  linderos  ;  y  es  por  eso  por  lo  que 
el  artículo  1314  ordena  que  en  el  juicio  ordinario 
de  contradicción  no  puedan  hacerse  valer  otros 
documentos  que  los  presentados  en  el  juicio  espe- 
cial de  deslinde,  á  menos  que  la  parte  jure  que 
no  tuvo  conocimiento  de  tales  documentos  du- 
rante el  juicio  especial.  (Casación,  22  Junio  1S89, 
ILT,  196,  2.*). 

—  802 — La  oposición  á  la  diligencia  sumaria  de  des- 

linde da  lugar  á  au  juicio  ordinario,  en  el  cual 
se  va  á  decidir  por  sentencia  definitiva  cuál  ee  la 
línea  divisoria  de  los  predios,  ó  si  ha  habido  ó  no 
lugar  á  la  acción  de  deslinde  ;  pues  no  está  limi- 
tada y  circunscrita  la  controversia  á  dos  líneas, 
la  fijada  en  la  diligencia  preparatoria  y  la  que 
señala  el  opositor,  porque  puede  haber  otras  inter- 
medias; ó  puede  suceder  también  que  los  predios 
no  sean  colindantes,  ó  que  no  sean  dueños  ó  usu- 
fructuarios de  ellas  los  que  figuran  en  el  juicio. 
(Sentencia,  23  Febrero  1892,  VII,  105,  2.»). 
Véase  deslinde. 

(1}  Bate  artículo  fue  subrogado  par  d  272  de  la  Ley  105  de  1S90. 


1 
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Juicio  ejecutivo.  803  —  No  tiene  en  ningún  caso  el  carác- 
ter de  ordinario,  y  contra  lo  resuelto  en  él 
queda  el  remedio  de  la  vía  ordinaria,  aun  en  el 
caso  de  que  se  declaren  probadas  ó  no  las  excep- 
ciones propuestas.  Asi,  pues,  no  debe  concederse 
recurso  de  casación  contra  lo  resuelto  en  juicio 
ejecutivo.  (Auto,  19  Septiembre  1893,  IX,  63,  2."). 
VéanBe  Iob  números  1,318  y  1,320. 

—  804 — Este  juicio  pierde  su  carácter  y  cambia  su 
naturaleza  cuando  se  acumula  al  universal  de 
concurso  de  acreedores,  el  cual  tiene  su  tramita- 
ción propia,  distinta  de  la  del  juicio  ejecutivo. 
(Auto,  20  Febrero  1897,  XII,  2S6,  2.'). 

Véanse  los  números  24,  47,  54,  116,  136,  172,  214,  265, 
403,  496,  497,  511,  583,  584,  620,  635,  637,  638,  646,  076, 
678,  729,  808,  836,  838,  841,  856,  862,  870,  942,  966,  975, 
988,  1,012,  1,039,  1,040,  1,082,  1,153,  1,178,  1,201, 
1,224,  1,304,  a  1,306,  1,313,  1,347,  1,375  á  1,-178, 1,404 
y  1,412 

—  posesorios.  805 — En  los  juicios  posesorios  no  se 
puede  resolver  nada  sobre  el  dominio  de  la  finca 
á  que  ae  refiere  la  posesión  disputada.  (Auto,  3 
Agosto  1888,  II,  270,  1.'). 

Véanse  los  números  81,  190  y  325. 

—  de  sucesión.  806 — El  juicio  de  partición  de  bie- 
nes de  una  herencia  se  sigue  sólo  entre  los  coa- 
signatarios  ó  herederos  para  el  efecto  de  deslin- 
dar y  declarar  sus  derechos;  los  acreedores  here- 
ditarios no  Bon  parte  en  dicho  juicio,  y  sólo  se 
les  admite  hacer  ciertas  reclamaciones  para  el 
efecto  de  precaver  sus  derechos  ó  para  que  se  les 
reconozcan  sin  necesidad  de  otro  juicio.  Pero  si 
esos  derechos  son  disputados  por  alguno  á  algu- 
nos de  los  coasignatarios,  tienen  necesidad  de 
ocurrir  á.  la  justicia  para  que  en  juicio  especial 
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ee  decida  del  derecho  de  las  partes,  como  habrían 
tenido  que  hacerlo  coa  la  persona  de  cuya  suce- 
sión se  trata,  durante  su  vida.    (Auto,  15  Enero 
1890,  IV,  232,  l.1). 
27 

Juicio  de  sucesión.  807  —  En  el  juicio  de  sucesión  no  hay 
demanda,  ni  contestación,  ni  pruebas,  porque 
la  ley  ha  querido  que  en  él  sólo  se  decidan 
cuestiones  de  puro  derecho  ó  de  hechos  incontro- 
vertibles ;  todo  lo  que  salga  de  estos  limites  debe 
ser  materia  de  un  juicio  especial.  (Auto,  15  Ene- 
ro 1890,  IV,  232,  l.1). 
Véase  aucetión. 

Junta  de  acreedores.  808 — Cuando  no  se  verifique  la  Junta 
de  acreedores,  en  un  juicio  de  concurso,  el  día 
señalado  por  el  Juez,  éste  debe  señalar  otro 
día,  pero  sin  exceder,  parala  nueva  convocación, 
del  máximum  de  cuarenta  días  determinados  por 
el  artículo  1151  del  Código  Judicial.  (Acuerdo 
número  146,  II,  18,  1.'). 

Jurado.  809 — El  nuevo   procedimiento  adoptado  por  la 

Ley  57  de  1887,  que  suprime  el  juicio  por  juradoB 
en  los  negocios  criminales  que  son  de  la  compe- 
tencia de  los  Jueces  de  Circuito,  debe  ser  practi- 
cado sin  excepción,  porque  así  lo  previene  dicha 
Ley,  y  en  nada  se  opone  a  las  garantías  otorga- 
das por  el  artículo  20  de  la  Constitución.  (Acuer- 
do número  55,1,  259,2.";  Acuerdo  número  54, 
1,266,  1."); 

—  810 — En  los  Distritos  Judiciales  donde  haya  dos 

Juzgados  Superiores  se  dividirá  la  lista  de  desig- 
nados para  Jurados  en  dos  partes  iguales,  de 
modo  que  cada  Juez  tenga  á  su  disposición,  co  n 
separación  é  independencia  del  otro,  una  lista 
propia  para  los  sorteos  que  ocurran  en  su  Juz 
gado.  (Acuerdo  numero  65,  I,  274,  2.*). 
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811—  Ningún  individuo  puede  ser  obligado  á  des- 
empeñar el  cargo  de  Jurado  en  un  mismo  mes 
por  más  de  una  vez,  según  lo  dispuesto  por  el 
artículo  24ti  de  la  Ley  57  de  1887.  (Acuerdo  nú- 
mero 155,  II,  25,  2.'). 

812 — Si  el  Jurado  encuentra  en  su  conciencia  que 
se  ha  cometido  un  delito  específicamente  distinto 
del  que  el  Juez  señala  en  la  primera  de  las 
cuestiones  que  propone,  de  acuerdo  con  el  artí- 
culo 296  de  la  Ley  57  de  1887,  debe  resolverlo 
así,  en  conformidad  con  el  308  déla  misma  Ley, 
y  el  Juez  en  ese  caso  debe  dictar  sentencia  de 
acuerdo  con  el  veredicto  y  aplicar  la  pena  res- 
pectiva (1)  (Acuerdo  número  213,  II,  218,  1.*). 
817 

813— Cuando  un  Jurado  declara  que  se  ha  come- 
tido un  delito,  del  cual  no  toca  conocer  al  Juez 
Superior,  el  Tribunal  ó  Juez  á  quien  corresponda 
el  conocimiento  debe  proceder  libremente  W  la 
apreciación  del  hecho,  esto  es,  sin  que  lo  ligue 
el  veredicto  del  Jurado,  conforme  al  mérito  del 
sumario  y  de  acuerdo  con  lo  que  disponen  los 
artículos  1627  y  1628  del  Código  Judicial  (2) 
(Acuerdo  numero  353,  III,  J75,  2/). 

814 — La  sesión  del  Jurado  de  acusación  debe  ser 
pública,  pero  el  sindicado  no  puede  intervenir  en 
el  debate  por  no  podérsele  considerar  como  parte 
sino  cuando  se  dicta  el  auto  de  proceder  respec- 
tivo. (Acuerdo  número  500,  IV,  01,  2.'). 

815 — No  hay  disposición  que  imponga  al  Juez  el 
deber  de  hacer  concurrir  á  los  sindicados  ante  el 
Jurado  de  acusación  á  oír  la  lectura  del  expe- 
diente, y,  por  consiguiente,   no  puede  resolverse 


(1)  I/w  artículo!  286  y  308  citado»  fueron  derogados  por  la  Ley  100  de  1682.  Vían. 
m  lot  artlunlos  *7  i  51  de  la  Ley  169  de  1888. 

(Z)  V«*m  el  articulo  345  de  la  Ley  IOS  de  1880. 
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que  ellos  deben  oír  esa  lectura.  (Acuerdo  núme- 
ro 503,  IV,  92,  l."). 

Jurado.  816 — Los  sindicados  no  pueden  ser  introducidos 

ante  el  Jurado  para  ser  interrogados,  aun  cuando 
éste  lo  exija,  porque  su  resolución  debe  fundarse 
en  lo  actuado  y  nada  más,  ya  que  ella  no  hace 
sino  decidir  del  mérito  del  sumario.  (Acuerdo 
número  503,  IV,  92,  1.»). 

—  817 — En  el  caso  de  que  un  Jurado  de  calificación 
resuelva  que  se  ha  cometido  un  delito  distinto  de 
aquel  á  que  se  refieren  las  cuestiones  sometidas 
á  su  decisión,  el  Juez  de  derecho  respectivo  (que 
no  sea  el  Superior  de  Distrito  Judicial)  puede  re- 
solver lo  conveniente,  sin  necesidad  de  ceñirse 
estrictamente  á  la  declaración  del  Jurado.  Si 
éste,  pues,  sefiaía  como  infringido  un  artículo 
penal  que  se  refiere,  por  ejemplo,  al   delito  de 

'i— -  heridas,  y  en  esa  virtud  el  juicio  pasa  á  conoci- 

miento de  un  Juez  de  Circuito,  éste  puede  con- 
denar por  infracción  de  un  artículo  distinto  del 
señalado  por  el  Jurado.  Asi  ha  de  resolverse  la 
cuestión  de  acuerdo  con  el  artículo  258  de  la  Ley 
57  de  1887,  el  cual,  aunque  se  refiera  al  Jura- 
do de  acusación,  puede  aplicarse  por  analogía. 
(Auto,  13  Marzo  1891;  VI,  24,  2.»). 

—  818 — Si  el  Jurado  puede  apreciar  en  conciencia 
las  pruebas  del  proceso  sobre  los  hechos  principa- 
les, también  puede  apreciar  de  la  misma  manera 
las  que  se  refieren  alas  circunstancias  agravantes, 
pues  no  hay  ley  ninguna  que  se  lo  prohiba  ó  que 
haga  diferencia  de  criterio.  De  modo  que  cuando 
no  habiendo  constancia  en  el  proceso  acerca  de 
las  circunstancias  agravantes  del  delito,  el  Jura- 
do haya  dictado  su  veredicto  en  el  sentido  de  re- 
conocer tales  circunstancias,  no  podrá  tacharse 
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de  evidentemente  injusta  su  decisión  por  ese  solo 
hecho.  (Seuteucía,  7  Febrero  1S93,  VIII,  138,  2/). 

Jurado.  819 — Pretender  que  el  Jurado  declare,  extrali- 

mitandola  Ley  100  de  1892,  que  el  delito  alcanzó 
el  grado  máximo  de  delincuencia  de  que  ha- 
bla la  Constitución  para  imponer  la  pena  capi- 
tal, en  desvirtuar  la  institución  del  Jurado  y 
obligar  á  éste  á  ejercer  las  funciones  de  Juez  de 
derecho,  que  es  el  único  que  debe  aplicar  la  ley 
penal  á  los  hechos  calificados  por  aquél.  (Sen- 
tencia, 3  de  Abril  1897,  XII,  307,  2.«). 
1069 

—  820 — Cuando  el  Jurado  se  limita  á  resolver  con 

la  palabra  sí  la  seguuda  cuestióu  propuesta  por  el 
Juez  cou  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  79 
•  de  la  Ley  100  de  1892,  no  se  puede  sostener  con 

fundamento  legal  que  el  Jurado  no  haya  declarado 
culpable  al  acusado  en  grado  máximum,  porque 
las  diaposiciones  de  la  ley  sobre  el  particular  son 
perfectamente  claras,  sin  permitir  otra  interpre- 
tación. (Casación,  24  Mayo  1S97,  XII,  G63,  2.»). 

1,059 
Véanse  los  números  31, 196,  245,  276,  292,  344, 348,  434, 
596,  758,  823,  879,  971,  984,  99G,  1,059, 1,125,  1171,  1243, 
1,299,  1,300, 1,302, 1,348  y  1,439  i  1,445. 

Juramenta  821 — La  omisión  por  parte  del  Juez  de  recibir  el 
juramento  sobre  los  perjuicios  que  el  pupilo  pue- 
de pedir  á  su  guardador,  de  conformidad  con  el 
artículo  512  del  Código  Civil,  no  es  obstáculo  para 
que  se  reconozca  el  derecho  del  pupilo,  si  la  esti- 
mación se  ha  hecho  y  se  ha  ofrecido  el  juramen- 
to. Este  se  paede  recibir  posteriormente.  (Auto, 
30  Noviembre  1891;  VI,  31,  2.'). 

ixisdicción.  822 — Si  un  Juez  Municipal  actúa  como  funcio- 
nario de  instrucción,  sus  resoluciones  son  apela- 
bles para  ante  el  respectivo  Juez  de  Circuito. 
Pero  si  el  funcionario  de  Instrucción  es  un  Pre- 
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fecto  de  Provincia,  sus  resoluciones  son  apela- 
ciones para  ante  el  inmediato  superior,  en  el  or- 
den judicial,  del  respectivo  Juez  de  Circuito. 
(Auto  12  Octubre  1886,  I,  31,  2.'). 

Jurisdicción.  823 — En  todo  caso  en  que  ocurra  lo  previsto  en 
el  articulo  103  de  la  Ley  61  de  1886  (1),  conocerá 
exclusivamente  el  Juez  Superior  del  Distrito, 
siempre  con  la  intervención  del  Jurado,  resol- 
viéndose de  todos  los  delitos  de  unos  mismos 
reos  en  la  actuación  respectiva.  (Acuerdo  número 
55,  I,  259,  2.»). 

—  824 — Desde  el  dfa  en  que  entró  en  vigencia  la 
Ley  57  de  1887,  ningún   Juez   Municipal  tiene 

jurisdicción  para  conocer  en  demandas  cuyo 
valor  sea  o  exceda  de  trescientos  pesos,  y  los 
expedientes  relativos  á  juicios  cuyo  interés  sea  ó 
exceda  de  esta  suma,  deben  pasar  al  respectivo 
Juez  de  Circuito  para  que  siga  conociendo  (2). 
(Acuerdo  número  56,  I,  266,  2.*). 

—  825 — No  la  tienen  los  Jueces  de  Circuito,  desde  la 
vigencia  de  las  Leyes  61  de  1886,  143  y  153  de 
1887,  que  intervenir  en  ninguna  causa  atribuida 
al  conocimiento  de  los  Jueces  Superiores,  cual- 
quiera que  haya  sido  la  fecha  de  la  iniciación  del 
negocio  y  el  estado  en  que  se  encuentre.  (Acuer- 
do número  84,  I,  314,  1."). 

826 — Tanto  en  los  Juzgados  Superiores  de  Distri- 
to, como  en  los  Juzgados  de  Circuito,  cuando 
concurran  en  un  reo  delitos  de  mayor  y  de  me- 
nor graduación,  conoce  de  todos  el  Juez  que  de- 
cide acerca  del  mas  grave.  (Acuerdo  número  91, 
I,  329,  2.'). 


(1)  Site  arüculoeiti  reemplazado  por  el  6  de  la  Ley  72  de  1890, 

(2)  Vtaw  ei  articulo  13  de  la  Ley  TI  de  L&BO, 
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Jurisdicción.  827  —  Lob  negocios  que  «ran  antes  de  mayor 
cuantía  y  son  ahora  de  cuantía  menor  y  están  en 
apelacióu  en  los  Tribunales,  si  fueron  fallados 
antes  de  la  vigencia  déla  Ley  57  de  1S87,  son  d» 
la  competencia  del  superior  á  quien  correspondía 
,  conocer  de  la  apelación  del  fallo  de  primera  ins- 

tancia, según  ]a  legislación  vigente  al  tiempo  en 
que  recayó  la  decisión.  {Acuerdo  numero  92,  I, 
329,  2.";  Acuerdo  número  130,  I,  402,  1.'). 

—  828 — En  el  caso  previsto  en  el  artículo  753  del 
Código  Judicial  (edición  de  1887),  cuando  haya 
más  de  un  Juzgado  de  Circuito  en  el  despacho 
de  lo  civil  ó  de  lo  criminal,  debe  seguir  conociendo 
del  pleito  ó  causa  el  Juez  á  quien  le  corresponda 
en  turno,  según  el  orden  numérico  de  los  Juzga- 
dos. (Acuerdo  número  98,  I,  331,  2.'). 

—  829— Según  los  artículos  103  y  104  del  Código 
Judicial,  los  Jueces  Superiores  conocen  de  todos 
los  delitos  que  aparezcan  comprobados  respecto 
de  unos  mismos  individuos  en  una  misma  actua- 
ción, con  tal  de  que  alguno  de  tales  delitos  le 
esté  atribuido;  pero  eso  no  autoriza  á  un  Juez 
de  Circuito  ó  Municipal  para  remitir  al  Juez  Su- 
perior un  expediente  en  que  figura  como  pro- 
cesado una  persona  á  quien  este  Juez  esté  juzgan- 
do. (Acuerdo  número  103,  I,  353,  2.*). 

—  830 — La  Corte  Suprema  nacional  tiene  jurisdic- 
ción privativa  para  conocer  en  segunda  instan- 
cia de  todos  los  negocios  contenciosos  que  se  re- 
fieran á  bienes,  rentas  ó  cualesquiera  otros  dere- 
chos de  la  Hacienda  de  la  República,  decididos 
en  primera  instancia  por  los  Juzgados  de  Cir- 
cuito, sean  quienes  fueren  los  individuos  ó  enti- 
dades que  figuren  como  contrapartes  en  los  ex- 
presados litigios  (1).  (Acuerdo  número  151,11, 
19,  2.'). 


(1)  Z*  doctrint,  d«  Muerdo  con  Jm  leyci  »ig«ntei  hoy,  ei  diitiaU, 
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Jurisdicción.  831 — Cuando  en  un  mismo  proceso  aparezcan 
dos  ó  mas  delitos  cometidos  por  un  mismo  indi- 
viduo, en  diferentes  épocas,  para  uno  ó  más  de 
los  cuales  sea  competente  un  Juez  de  Circuito, 
y  para  otros  6  mas  de  los  cuales,  lo  sea  un  Juez 
Municipal,  será  competente  el  primero  pa,ra  co- 
nocer de  todos  ellos;  pero  si  uno  6  más  de  los 
hechos  que  resulten  comprobados  en  tal  proceso 
no  puede  ser  estimado  sino  como  una  violación  de 
las  leyes  de  Policía,  el  Juez  hará  compulsar  copia 
de  lo  conducente  y  la  pasará  al  empleado  del 
Eamo,  para  la  determinación  que  corresponda. 
(Acuerdo  número  209,  II,  209,  2.'). 

—  832 — Las  disposiciones  del  Código  Militar  de  la 
Nación  no  se  pueden  aplicar  para  el  castigo  de 
individuos  que  delinquieron  como  miembros  de 
las  milicias  de  los  extinguidos  Estados  Sobera- 
nos. Esos  individuos  serán  juzgados  hoy  por  los 
Jueces  ordinarios.  (Acuerdo  número  221 ,  II, 
234,  l,'). 

—  833 — Tiene  jurisdicción  la  Corte  para  conocer  de 
los  juicios  de  responsabilidad  contra  el  Goberna- 
dor del  Departamento  de  Panamá,  bajo  la  vigen- 
cia del  Decreto  número  858  de  12  Diciembre  de 
1885.  (Auto  20  Septiembre  1888,  II,  325,  1.*). 

—  834— El  Juez  que  pronunció  la  sentencia  que  se 
trata  de  ejecutar,  es  competente  para  conocer 
del  juicio  de  cuentas  de  que  halda  el  articulo  874 
del  Código  Judicial.  (Acuerdo  número  281,  IH, 
82,  2.'). 

—  835 — Siendo  de  naturaleza  especial  la  jurisdic- 
ción que  se  ejerce  cuando  se  trata  de  un  juicio 
de  responsabilidad  contra  un  empleado  público,  y 
de  carácter  ordinario  la  que  se  ejerce  al  juzgar 
á  un  particular  por  un  delito  común,  se  sigue  que 
al  tratarso  de  un  sumario  relativo  á  un  particu- 
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lar  y  también  A  un  empleado  por  un  mismo  de- 
lito, la  jurisdicción  que  se  ejerce  respecto  al  uno 
es  distinta  á  la  (jfvfi  se  ejerce  respecto  al  otro 
y  deben  formam;  tíos  protesos  diferente.;.  (Acuer- 
do número  Sá6,  IÍI,  I7í>,  L»¡  Senti-ticia,  22  Octu- 
bre 1807,  XII,  2-Ü.i,  1.*  y  2.*). 

Jurisdicción.  838 — Toca  á  los  Tribunales  Superiores  do  Distrito 
conocer  en  I,"  instancia  de  los  juicios  ejecutivos 
en  qiu;  figme  corno  parte  el  Banco  Nacional. 
(Acuerdo  número  3132,  III,  1!)5,  2.'). 

—  $37 — Los  Jueces  Superiores  de  Distrito  son  com- 
petentes para  conocer  de  las  causas  por  circula- 
ción de  billetes  falsos  del  Banco  Nacional  (1). 
(Acuerdo  número  337,  III,  218,  1.'). 

—  838 — Loa  Jueces  de  Circuito  ó  el  Tribunal  Supe- 
rior, según  la  cuantía  del  negocio,  son  los  fun- 
cionarios que  deben  conocer  en  segunda  instan- 
cia de  los  autos  pronunciados  por  empleados  con 
jurisdicción  coactiva  en  asuntos  ejecutivos  con- 
cernientes á  rentas  municipales.  (Acuerdo  nú- 
mero 341,  III,  233,  2.'). 

—  S39— Cuando  se  sigue  causa  crimina]  por  delito 
común  contra  algún  individuo  que  al  tiempo  de 
ser  llamado  á  juicio  ejerza  algún  destino  de  los 
designados  en  los  incisos  1."  y  2."  del  artículo  40, 
de  la  Ley  147  de  1888,  el  juzgamiento  corresponde 
á  la  Coríe  en  atención  á  la  calidad  del  puesto  que 
el  encaus^'u  desempeña,  al  decoro  mismo  del 
país  y  á  las  precauciones  consiguientes  para  que. 
el  juzgamiento  sea  efectivo,  y  esto  aun  cuando 
el  delito  fuera  cometido  eu  otra  época  y  cou  el 
carácter  de  simple  particular,  ó  en  otro  destino. 
(Acuerdo  número  350,  III,  234,  2.'). 

326 

Véate  RrUculo  9B,  I*j  UT  de  1BU. 
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Jurisdicción.  8¿0— Én  las  causas  seguidas  por  delitos  comunes 
contra  alguno  de  los  empleados  designados  en  el 
numeral  I."  del  artículo  43  dala  Ley  147  de  1S88, 
los  Tribunales  son  competentes  en  primera  ins- 
tancia y  la  Corte,  eií  segunda,  si  cuando  se  abre 
el  juicio  el  encausado  desempeña  el  destino  quo 
le  da  fuero  especial,  de  conformidad  con  la  doc- 
trina anteriormente  expuesta.  (Acuerdo  número 
35U,  III,  835,  1.'). 

_  841 — En  los  juicios  ejecutivos  de  los  Departa- 

mentos contra  los  particulares  en  que  la  jurisdic- 
ción en  primera  instancia  corresponde  á  un  Juez 
de  Circuito,  no  tiene  la  Corte  Suprema  jurisdic- 
ción como  Tribunal  de  segunda  instancia  (1). 
(Auto,  19  Octubre  18SS,  IV,  44,  2.*;  Auto,  23 
Julio  1S¡>5,  XI,  7,  2.*). 

__  842— Cuando  se  procede  por  el  delito  de  golpea 

ó  maltratamientos  de  obra,  causados  á  un  fun- 
cionario público,  aunque  ellos  no  produzcan  in- 
capacidad ninguna  para  trabajar,  el  conocimien- 
to corresponde  á  tos  Jueces  de  Circuito.  (Acuerdo 
número  550,  IV,  i  90,  1.'). 

S43— Tocando  á  los  Jueces  de  Circuito  de  confor- 
midad con  el  ordinal  19  del  artículo  113  de  la 
Ley  147  de  18S7,  conocer  de  los  juicios  de  nulidad 
de  las  sentencias  que  dicten,  es  claro  que,  corno 
la  sentencia  va  en  apelación  al  Tribunal  Superior 
de  Distrito,  después  de  fallado  por  el  Juez  del 
Circuito  respectivo,  toca  á  éste  conocer  en  pri- 
mera instancia  del  juicio  de  nulidad  que  se  in- 
tente contra  la  sentencia  de  segunda  y  últi 
instancia  dictada  por  el  Tribunal.  (Acuerdo  i 
mero  561,  IV,  IOS,  1.'). 

(I)  La  Oírte  h«  mvlirtcado  esta  doctrina  en  otras  decisiones  al  conocer  en  eegu 
insUnoii  en  juicios  ejecutivo"  da  estaclmí,  duque  DM  conocido  en  primer»  loi 
banales  ea  el  articulo  de  exctpck'neB. 
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Jurisdicción.  844-No  puede  sancionar  la  Corto,  en  virtud  de 
las  leyes  actuales  (las  de  1S9U),  la  practica  do  que 
un  demandado  pueda  inhibirse  de  comparecer 
ante  el  Juez  que  lo  ha  citado,  n¡  de  que  otro 
promueva  competencia  al  Juez  que  ha  prevenido 
cuando  la  jurisdicción  es  pronogable.  (Senten- 
cia, 13  Febrero  IS90,  IV,  259,  2.'). 

—  815— Los  Jueces  Munitipales  no  son  competen- 
tes para  conocer  do  los  delitos  consignados  en  los 
artículos  684  y  eso  del  Código  Penal,  por  asig- 
narse en  ellos  pena  corporal;  pero  si  son  compe- 
tentes para  conocer  de  los  hechos  de  fuerzo  y 
violencia  en  las  propiedades  y  despojo,  compren- 
didos en  los  artículos  681  á  (191  de  la  misma 
obra  (l).(Acuerdo  número  (¡72,  V,  35,  2.').' 

—  846— Cuando  existen  varios  Tribunales  en  un 
Departamento,  el  competente  para  conocer 'en 
los  juicios  en  los  cuales  esté  interesado  el  Tesoro 
del  Departamento,  es  el  residente  en  la  capital, 
conforme  al  numeral  2."  del  articulo  7S  de  la  Ley 
147  de  1S88,  disposición  que  se  aplica  siempre  y 
no  sólo  cuando  haya  duda  sobre  cuál  de  dichos 
Tribunales  es  el  competente  en  tales  negocios 
(Auto,  29  Abril  I.S90,  V,  54,  2.'). 

—  847— Cuando  haya  duda  acerca  del  lugar  donde 
se  cometió  el  delito  de  robo  de  encomiendas,  el 
Juez  competente  i  or  razón  del  lugar  es  el  que 
primero  previno  en  el  conocimiento.  (Auto  25 
Julio  1890,  V,  214,  2.'). 

—  84S-Para  fijar  el  ponto  donde  el  hecho  punible 
se  cometió,  y  determinarla  competencia  del  Juez, 
no  basta  la  sola  confesión  del  sindicado;  del.e  ha- 
ber en  la  actuación  algún  dato  que  la  haga  vero- 

i]  El  «uní  ...  d.i  mu  m  d.1  OWí.  d.  Org,„,„c¡in  j„d¡,M  „  M 
,d,r. ,.(.  tatriu,  h.  .¡do  ,dic¡on.d.  „,  ,i  „„,.„,„  „  d,  „  r.j  „  j,  1M4 
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símil,  pueB  de  lo  contrario  podría  llegar  el  resul- 
tado de  que  el  sindicado  Caerá  quien  determinara 
la  jurisdicción  por  razón  del  lugar,  con  sólo  se- 
ñalar á  su  arbitrio  el  punto  que  él  quisiera  como 
lugar  donde  ¡se  había  cometido  el  delito.  (Auto, 
2S  Julio  1890,  Y,  314,  ü.B). 

Jurisdicción-  S49-  Debe  reptrtarse,  para  el  efecto  de  fija: 

jurisdicción  en  un  juicio,  que  ia  Nación  ó  un 
Departamento  tienen  interés  en  el  pleito,  aunque 
contra  ellos  no  se  dirija  la  demanda,  por  el  he- 
cho de  que  la  entidad  demandada  sea  una  Com- 
pañía anónima  de  la  cual  sean  accionistas  aqué- 
lla ó  éste.  (Auto,  4  Abril  1891,  "VI,  77,  1.'). 

—  850 — No  es  competente  la  Corte  para  conocer  del 
recurso  de  apelación  que  se  interponga  contra  el 
auto  de  un  Juez  do  Circuito,  en  el  cual  se  impon- 
ga una  multa,  porque  no  debe  considerarse  que 
en  ello  tenga  interés  la  Nación.  El  interés  de 
ésta  empieza,  y  con  ól  la  competencia  de  la  Cor- 
sé, cuando  se  trata  de  hacer  efectiva  Ja  multa 
por  la  vía  ejecutiva.  (Auto,  14  Abril  1881,  VI, 
78,  2.*). 

—  351 — Al  disponer  el  artículo  12  de  la  Ley  72  de 
¡890  que  en  lo  sucesivo  los  Jueces  de  Circuito 
conocerán  en  primera  instancia  de  los  juicios 
entre  I03  Gobiernos  de  los  Departamentos  y  los 
particulares,  cuando  el  interés  de  la  acción  no 
pase  de  rail  pesos,  no  quiso  el  Legislador  hacer 
competente  á  la  Corte  Suprema  para  la  segunda 
instancia  en  loa  mismos  juicios.  (Auto,  12  Jui 
1891,  VI,  150,  !."). 

—  652 — En  un   juicio  sobre  inclusión   de  bienes. 
los  inventarios  de  una  mortuoria,  no  puede 
cirse  que  tiene  ínteres  el  respectivo  Dcpartam 
to  por  el  impuesto  que  en  su  favor  se  ha  de  liq 
dar.    La  cuestión   versa  entonces  sobre  der*"*1 


DE   LA   COKTE    SUPREMA   DE   JUSTICIA 


civiles  de  particulares;  una  vez  que  ee  liquide  el 
impuesto  correspondiente  es  cuando  aparece  el 
interés  del  respectivo  Departamento.  (Auto,  29 
Julio  1891,  IV,  845,  l.m). 

Jurisdicción.  F53 — La  Corte  no  tiene  jurisdicción  para  decidir 
competencias  do  jurisdicción  que  se  susciten  en- 
tre autoridades  civiles  y  autoiidades  eclesiásti- 
cas.  (Auto,  20  Octubre  1891,  VI,  380,  1.). 

—  854— Cuando  se  lia  dictado  una  providencia  en 
un  juicio  y  se  apela  de  ella  á  tiempo  de  que  una 
ley  nueva  atribuye  el  conocimiento  del  negocio 
á  otra  autoridad,  debo  revisar  la  providencia  en 
segunda  instancia  el  inmediato  superior  del  em- 
pleado á  quien  toque  el  negocio  por  virtud  de  la 
ley  nueva,  aunque  eso  superior  sea  el  mismo  que 
dictó  la  providencia  apelada.  La  irregularidad 
que  entonces  puede  haber  es  obra  de  la  ley.  (Au- 
to, 25  Noviembre  1891,  VII,  16,  l.m). 

—  855 — Dictada  una  providencia  judicial  é  inter- 
puesto recurso  de  apelación  contra  ella  a  tiempo 
de  que  una  ley  nueva  atribuye  el  conocimiento 
del  uegocio  á  otra  autoridad,  debe  conocer  del 
recurso  el  funcionario  ó  corporación  competente 
de  acuerdo  con  la  nueva  ley.  Así,  las  Providen- 
cias dictadas  por  Jueces  de  Circuito  antes  de  la 
vigencia  del  artículo  12,  inciso  2.°  de  la  Ley  72 
de  1891,  son  apelables  para  ante  la  Corte  Supre- 
ma, eu  vez  de  serlo  para  ante  el  respectivo  Tri- 
bunal de  Distrito  Judicial,  porque  se  consideran 
entonces  como  si  hubieran  sido  dictadas  por  éste 
en  primera  instancia.  (Auto,  9  Enero  1892,  VII, 
55,   2.*).  ' 

—  856 — El  empleado  que  obra  con  jurisdicción  coac- 

tiva es  el  competente  para  decidir  ei  un  embargo 
es  nulo  de  acuerdo  con  el  artículo  201  de  la  Ley 
105  de  1890,  porque  esa  decisión  es  referente  á  la 
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preparación  de  las  diligencias  ejecutivas.  (Auto, 
8  Abril  18í»2,  VII,  192,  !.■;  Auto,  12  Junio  1896. 
XII,  164,  2.»). 

Jurisdicción.  857— Son  de  la  jurisdicción  ordinaria  y  uo  de  la 
militar  los  delitos  cometidos  por  individuos  que, 
aunque  en  armas  en  defensa  del  Gobierno,  no 
estén  debidamente  incorporados  en  el  Ejército 
de  éste.  (Auto,  17  Agosto  1SIÍ2,  VII,  350,  2.'). 
920 

—  858 — Si  una  demanda  donde  se  intentan  acciones 
contra  la  Nación  y  contra  particulares  conjunta- 
mente es  corregida  y  modificada,  en  uso  del  de- 
recho que  para  ello  tiene  e]  demandante,  en  el 
sentido  de  excluir  la  acción  contra  la  entidad 
nacional,  el  Juez  ó  Tribunal  ante  quien  Be  debía 
ventilar  el  negocio,  por  razón  de  la  especialidad 
de  la  jurisdicción,  deja  de  ser  competente,  y  el 
juicio  debe  seguirse  ante  el  Juez  ordinario  en  los 
pleitos  entre  particulares.  (Auto,  6  Octubre  1892, 
VIII,  32,  1.'). 

—  859 — La  de  la  Corte,  en  lo  que  se  refiere  á  la 
apelación  de  actos  ejecutivos,  está  limitada,  sin 
distinción  de  cuantía,  por  el  inciso  G.°  del  arti- 
culo 43  de  la  Ley  147  de  1S88,  al  caso  en  que  ta- 
les autos  hayan  sido  dictados  por  "Recaudadores 
de  rentas  públicas  nacionales.  En  esa  regla  no 
están  comprendidos  les  autos  dictados  por  Re- 
caudadores provinciales  en  asuntos  de  deudas 
cuyo  importe  no  haya  de  entrar  en  los  fondos 
nacionales.  (Auto,  27  Noviembre  1S94,X,  207,2.*). 

—  860 — Para  aplicar  la  disposición  del  Código  Ju 
dicial,  según  la  cual  el  Juez  que  dicte  una  Ben 
tencia  le  corresponde  la  ejecución  de  ella,  aui 
en  lo  relativo  &  indemnizaciones  debidas  por  de 
lito,  hay  que,. considerar  previamente  si  para  lí 
ejecución  do  se  requiere  antes  una  liquidado" 
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caso  en  el  cual  el  asunto  caería  bajo  la  jurisdic- 
ción ordinaria  y  puramente  civil.  (Auto,  7  Junio 
181)5,  X,  364,  8.*). 

Jurisdicción.  861— Cuando  en  una  controversia  jurídica  se 
ventilan  algunas  de  las  estipulaciones  acordadas  en 
un  contrato  celebrado,  por  el  Poder  Ejecutivo  na- 
cional y  un  particular,  no  es  indispensable  que 
la  controversia  se  suscite  entre  las  partes  contra- 
tantes, acercado  la  inteligencia  ó  del  cumplimien- 
to de  ellas,  para  que  corresponda  á  la  Corte  Su- 
prema el  conocimiento  del  juicio  en  una  sola  ins- 
tancia, con  jurisdicción  privativa.  (Auto,  3  Agos- 
to 1895,  XI,  22,  i.»j  Auto,  2  Octubre   1895,  XI, 

h,  2.*). 

—  $02 — El  conocimiento  de  las  cuestiones  de  dere- 
cbo  que  ocurran  en  juicios  ejecutivos  seguidos 
por  empleados  nacionales  ele  Hacienda,  si  la  cuan- 
tía del  negocio  no  excede  de  rail  pesos,  corres- 
ponde al  Juez  del  Circuito  en  donde  resida  el  res- 
pectivo empleado  de  Hacienda  (1).  (Auto,  8 
Agosto  1885,  XI,  31,  2"/). 

•  —  863— Para  establecer  la  que  corresponde  á  la  Cor- 

te en  los  juicios  contra  los  empleados  públicos, 
es  necesario  que  se  demuestre  el  carácter  de  és- 
tos.  (Auto,  22  Agosto  1895,  XI,  44*2.'). 

—  S04— En  caso  de  duda  sobre  la  cuantía  de  un  ne- 
gocio en  el  cual  tenga  interés  la  Nación,  debe 
resolverla  el  Tribunal  Superior  respectivo  en  quien 
reside  naturalmente  la  jurisdicción  para  la  pri- 
mera instancia  de  esos  juicios  y  no  el  Juez  de 
Circuito,  en  quien  (al  jurisdicción  no  resido  sino 
excepcionalmente.  (Auto,  21  Junio  1891,  XI, 
138,  1.'). 

Véase  la  nota  del  número  anterior. 

(1)  Doctrina  variada  por  el  artículo  7.*  de  la  Ley  169  de  1896. 
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Jurisdicción,  8t¡5— Sí  un  Juez  de  Circuito  eB  enjuiciado  por  un 

delito  común  y  deja  luego  de  sor  Juez,  el  Tribu- 
nal Superior  pierde  la  jiii  isdiicióu  que  tenía  para 
conocer  du  la  causa  (1).  (Auto,  25  Octubre  1S95, 
XI,  167,  1.'). 

—  SüG — Toda  sentencia  debe  ejecutarse  por  el  Juez 
que  la  baya  dictado  en  primera  instancia.  Si  así 
no  se  hace,  la  actuación  respectiva  será  nula  por 
incompetencia  de  jurisdicción.  (Auto,  18  Diciem- 
bre 1S95,  XI,  230,  2.'). 

576 

—  8ü7— No  tiene  facultad  un  empleado  con  jurisdic- 
ción coactiva  para  declarar  terminado  un  juicio 
ejecutivo,  aunque  se  le  dé  la  prueba  evidente  de 
una  excepción  percuto  lia.  Tal  declaración  sólo  pue- 
de hacerla  el  Juez  ordinario  competente.  (-Auto, 
5  Febrero  1806,  XI,  272,  1.'). 

—  SGS — Corresponde  á  la  autoridad  militar  el  cono- 
cimiento del  juicio  seguido  contra  un  militar  por 
delito  cometido  dentro  de  un  establecimiento  de 
castigo,  en  donde  el  militar  esté  de  guardia. 
(Sentencia,  24  Julio    1S96,  XII,  40,  2.*). 

—  SCO— Otorgada  una  apelación  en  el  efecto  suspen- 
sivo y  ejecutoriado  el  auto  respectivo  se  suspende 
toda  jurisdicción  ante  el  Juez.  Si,  pues,  en  tal 
caso,  tratándose  de  negocio  criminal  se  hace 
nombramiento  de  defensor  y  se  acepta  el  nom- 
bramiento y  se  le  da  posesión  al  nombrado,  el 
juicio  es  nulo  y  debe  reputarse  que  el  reo  que- 
dó sin  defensor.  (Casación,  4  Julio  1896,  XI 
49,  2.»). 


1 


(1)  H«  trataba  de  apelación  de  un  anta  de  enjaiciHC 
caso.en  que  ií  «a  compélante  «I  Tribunal,  ai  al  tiempo  ei 
«imario,  et  actuado  ejercía  la*  funcione*  de  Juez. 
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Jurisdicción.  670— Del  incidente  de  excepciones  en  un  juicio 
ejecutivo  seguido  por  un  Departamento  contra 
un  particular,  si  la  cuautfa  es  de  más  de  rail 
pesos,  conoce  eu  primera  instancia  un  Tribunal 
Superior,  y  eu  segunda,  la  Corte  Suprema.  Si  la 
cuantía  es  menor  de  mil  pesos,  el  conocimiento 
toca,  en  primera  instancia,  á  un  Juez  de  Circui- 
to, y  en  segunda  á  un  Tribunal  Superior  (1). 
(Auto,  6  Febrero  1890,  XII,  56,  2.'). 
Sil 

_  S71 — Tratándose  del  delito  de  falsedad  6  de  fal- 

sificación, sin  que  ee  sepa  el  lugar  donde  se  ha 
usado  el  documento,  corresponde  el  conocimiento 
del  asunto  al  Juez  del  lugar  en  donde  se  haya 
usado  el  documento  falso,  y  no  al  del  lugar  donde 
aparezca  fechado  el  documento.  (Auto,  24  Ju- 
lio 181)15,  XII,  11)7,  1.-). 

Véanse  los  números  39,  42,  4S,  59,83,109,  125,128, 
145,  lffii,  184,  333,  440,  538,  54*,  549,  OJO,  701,  728,  933, 
9(!0,  1,185,  1,447  y  1,428;  y  las  referencias  del  íudice 
sobre  Jurisdicción  coactiva. 
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Legados.  872 — Cuando  un  testador  ordena  eO  su  téstame 

to  que  so  entreguen  á  una  persona  ] 
una  t^asa  para  que  habite  en  ella  por  tiempo  de- 
terminado, debe  considerase  tal  disposición  como 
un  legado  de  derecho  de  habitación.  {Casación, 
•25  Abril  1893,  VIII,  263j  1.*). 

—  a¡73 — Antes  do  deducirse  del  caudal  hereditario 

los  legados  ó  donaciones  que  hubiere  hecho  el 
testador,  deben  hacerse  las  deducciones  de  que 
habla  el  aitículo  1016  del  Código  Civil.  Los  lega- 
dos ó  donaciones  por  razón  de  mejoras  cuando 
hay  descendientes  legítimos,  so  deducen  de  la 
cuarta  de  mejoras  ó  de  la  cuarta  de  libre  disposi- 
ción, según  el  caso,  de  acuerdo  con  el  artículo 
1242  del  Código  Civil,  y  observando  lo  que  pre- 
viene el  124-3  del  mismo.  (Casación  3,  Ley  1895, 
XI,  51,  2.'). 
VéiiiiMfi  loa  números  751,  895,  y  1,198. 

Letras  OB    cambio.   874 — Cuaudo   so  giran   letras   ;\  favor  del 
Tesoro  para  el  pago  de  derechos  de  Aduana,  se 
consideran  las  letras  como   libranzas,    puea  el 
Gobierno  en  este  caso  no  es  comerciante;  en  con- 
secuencia, si  no  se  pagan  &  los  tres  días  de  su 
presentación    deben   remitirse  á   la  Aduana  re 
pectiva  para  su  cobro,  sin  que  baya  necesid 
del  protesto,  ni  de  los  demás  requisitos  exigid 
por  las  leyes  comerciales  (1).    (Sentencia,  22  K, 
viemhre,  1889,  IV,  130,  2."). 
Véase  el  número  1,405. 


(1)  Véante  articulo!  US  y  185  del  Código  Fitc&l. 


, 
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Ley  inconstitucional.  S75 — No  lo  está  atribuido  al  Poder  Ju- 
dicial la  interpretación  general  y  auténtica  de  la 
Constitución  ó  de  las  leyes,  ni  lees  permitido 
dejar  de  observar  éstas  porque  las  juzgue  con- 
trarias á  la  Constitución  (1).  (^Casación,  14  Sep- 
tiembre 1889,  III,  403,  1.'). 
Víase  el  número  747. 

—  penal.  íS7ti — No  es  el  caso  de  aplicar  el  articulo 
2(J  de  la  Constitución,  en  virtud  del  cual,  en  ma- 
teria penal  debe  permitirse  la  ley  permisiva  ó 
favorable,  cuando  la  ley  penal  vigente  al  tiempo 
del  juicio  dispone  lo  mismo  que  disponía  al  tiem- 
po de  cometerse  el  delito.  (Auto,  2S  Octubre  1887, 
I,  S30,   I.'). 

(Véase  el  número  747). 

Ley  posterior.  877 — Si  una  persona  figura  en  un  juicio  con 
el  carácter  de  demandante,  y  luego,  de  acuerdo 
con  la  ley  posterior,  pudiera  tomar  el  carácter 
de  demandado,  siempre  conservará  en  primitiva 
posición,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
40  de  la  Le)  153  de  1837.  (Casación,  3  Abril  1891, 
VI,  60,  2.°). 

—  878 — No  puede  decirse  que  el  articulo  10S3  del 
Código  Civil,  por  baber  sido  reproducido  en  la  Ley 
95  de  1890  con  ligera  modificación,  es  posterior 
al  1119  del  Código  citado,  porque  la  doctrina  con- 
tenida en  uno  y  otro,  respecto  á  la  declaración 
de  nulidad  en  general  de  los  testamentos  donde 
se  omite  alguna  formalidad  legal,  es  exactamen- 
te igual  en  ambos  textos,  y  el  objeto  evidente  del 
artículo  11  de  la  Ley  95  de  1890,  es  sólo  corregir 
el  error  que  se  había  incurrido  en  el  artículo  1083 
del  Código  Civil  al  citar  el  inciso  5."  del  articulo 
1080,  eu  vezdel  4  °  (Casación,  6  Abril  1895,  X, 
314,  2.") 

(1)  Véaie  articulo  8  da  I»  tfíj  153  de  I8B7. 
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Ley  procedí mental.  879 — Los  inicios  criminales  que  estaban 
pendientes  al  tiempo  de  suprimirla  ley  el  jui- 
cio por  jurados,  en  las  causas  seguidas  ante  los 
Jueces  de  Circuito,  debieron  sujetarse  en  todo  al 
procedimiento  señalado  para  los  Jueces  de  De- 
recho. En  consecuencia,  aúneme  ya,  de  acuerdo 
con  la  legislación  anterior,  hubiera  corrido  el  tér- 
mino de  prueba,  el  Juez,  en  el  auto  en  el  cual  se- 
ñalase día  para  audiencia,  debió  también  otorgar 
nuevo  término  probatorio  (1).  (Acuerdo  número 
70,  I,  289,  &*;  Acuerdo  número  94,  I,  330,  1.*) 
Véantelos  números,  170,  2-10,282,039,792,854,855, 
1,113,  1,134, 1,237,  1,379,  y  1,432. 

Ley  sustantiva.  880 — El  articula  1082  del  Código  Judicial  con- 
tiene una  disposición  de  carácter  sustantivo  en 
cuanto  desconoce  ó  limita  el  ejercicio  de  una  ac- 
ción, es  dei.ir,  en  cuanto  no  permite  alegar  sino 
ciertas  causas  como  suficientes  para  que  un  re- 
mate se  anule.  Esa  disposición  es,  además,  de 
aplicación  preferente  á  las  contenidas  en  el  Códi- 
go Civil,  las  cuales  se  refieren  á  la  tradición  y 
ve*ita  forzadas.  (Casaciones,  3  Julio  1896,  XII, 
14,   l.1) 

Véanse  loa  números  20,  176,  226,  232,  240,  520,  041,  995, 
1,134,  1,318,  1,379  y  1,450. 

Libertad  individual.  8S1 — Atenta  contra  ella  el  funcionario 
que  hace  reducir  A  prisión,  en  calidad  de  deteni- 
do, á  un  sindicado,  cuando  no  aparece  contra  él 
sino  un  solo  indicio  no  necesario  y  sin  estar  este 
plenamente  probado.  El  funcionario  es  responsa- 
ble en  virtud  de  la  presunción  establecida  en 
inciso  2.*  del  artículo  2025  del  Código  Judicii 
(Sentencia,  24  Abril  1890,  V,  13,  l.')- 

fl\  Aquí  bue  U  Corle  aplieicion  del  irtfculo  «    a*  I..  Lev  líí  ¿t  166? 
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Licencia.  '  8S2— Las  ucencias  para  enajenar  bienes  raicea 
Je  mujeres  casadas  debe  decidiilas  el  Juez  con 
la  sola  vista  de  las  pruebas  qttfl  se  le  presenten. 
(Acuerdo  número  130,  II,  3,  1.»). 

—  8S3 — Eí  competente  para  conceder  licencia  de 
venta  de  bienes  raíces  de  una  mujer  casada,  el 
Juez  del  domicilio  del  maiido;  pem  en  el  caso  de 
que  marido  y  mujer  esíeu  domiciliados  en  el 
extranjero,  puede  cnuvderse  la  licencia  par  el 
Juez  del  lugar  de  la  ubicación  de  los  bienes. 
(Acuerdo  uúmero  453,  IV,   1S.  2.*). 

—  884— Cuando  en  la  licencia  judicial  para  enaje- 
nar 6  hipotecar  un  inmueble  no  se  expresan  los 
Hndero3  de  este,  no  es  nulo  por  tal  motivo  el  con- 
trato de  venta  ó  hipoteca — si  se  determina  el  in- 
mueble en  el  instrumento  respectivo — y  siempre 
que  aparezca  de  las  circunstancias  que  el  inmue- 
ble es  el  mismo.  (Casación,    6    Marzo  1890,  IV, 

'     340,  2."). 

—  SSñ—  Comprobada  la  causa  para  enajenar  ó  hipo- 
tecar un  inmueble  de  mujer  casada,  y  expedida 
la  licencia  por  el  Juez  competente  á  solicitud  de 
parto  legitima,  no  se  puede  después  solicitar  la 
nulidad  de  la  enajenación  ó  hipotecación,  alegan- 
do que  la  causa  para  ello  no  era  justificativa. 
Casación,  6  Marzo  1890,   IV,  341,  1.»). 

—  886— Para  obtener  licencia  judicial  de  enajena- 
ción de  bienes  de  mujer  casada  debe  comprobar- 
se el  estado  civil  do  la  solicitante  y  la  clase  de 
bienes  que  se  pretende  enajenar.  (Auto,  24  Abril 
189u,   V,  23,  !.■). 

Viíuuse  los  números  1,   2,  97!),   I,2li8  y  1,354. 

Licitación.      887 — Aunque  no  baya  competencia  éntrelos  com- 
pradores no  poro.,u  puede  decirse  que  un  remate 
se  verifica  sin  licitación,  (Sentencia,  23  Noviem- 
bre 18S9,  IV,  131,  2.«). 
Véiue  el  número  387. 
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Linderos. 


S88 — El  licitadov  en  un  remate  no  es  parte  en  el 
juicio;  por  tanto,  si  se  presenta  como  tal  licitador 
un  pariente  do  aquellos  de  quienes  habla~el  ar- 
tículo 749  del  Código  Judicial,  no  es  ese  motivo 
para  que  el  Juez  se  declare  impedido.  (Auto  nu- 
mero (178,  V,  65,  S"). 
Véase  el  número  1,024. 

.  B89— El  inciso  3.°  del  artículo  129  del  Código  Po- 
lítico y  Municipal  prevalece  sobre  el  articulo  5." 
de  la  Ley  8  de  ISSS.  (Sentencia,  2S  Febrero  1S90, 
IV,  318,  l.«) 

890 — Es  valida  la  ordenanza  de  una  Asamblea 
por  Ja  cual  se  establezca  un  impuesto  sobre  la  in- 
troducción de  licores  de  un  Municipio  a.  otro,  eu 
el  caso  de  que  la  renta  se  administre,  no  por  el 
sistema  de  monopolio,  sino  por  el  de  patentes. 
(Auto,  17  Mayo  1897,  XII,  172,  i'.»;  173,  I,'y3«) 
Véanse  los  números  320,   937,    1,043  y  1,080 

891 — No  pueden  las  Asambleas  Departamentales 
variar  los  límites  délas  Provincias,  ni  segregar  un 
Municipio  de  una  Provincia  para  agregarlo  á 
otra.  No  puede  hacerse  eso,  sino  el  Congreso  por 
medio  de  leyes.  (Auto,  5  Febrero  1093,  VII,  78,2.'). 

892— No  pueden  las  Asambleas  Departamenta- 
les disponer  la  variación  de  límites  de  los  Muni- 
cipios, sin  que  se  llenen  las  formalidades  délos 
artículos  188,  190,  IH,  193  y  194  del  Código  Po- 
lítico y  Municipal.  (Auto,  19  Junio  1897,  XII, 
183,  2.-). 
Véasi'  el  número  119. 

893 — No  puede  darsn  preferencia  en  un  juicio  á 
la  prueba  de  testigos  acerva  de  los  linderos  de  un 
inmueble,  desatendiendo,  por  otra  parte,  lo  qu° 
sobre  el  particular  contenga  una  escritura  públ. 
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ca.   En  tal  caso  so  incurre  en  error  de  derecha  en 

la  apreciación  do  las  pruebas.  (Casación,  2  Julio 

1880,  V,   105,  2.1). 

Véanse  loa  nííiiimw  1,10 1  y  1,300. 

Linderos,  894 — En  loa  casos  en  que  se  haga  mención  en 
una  escritura  pública  de  un  inmueble,  sin  que 
del  contrato  haya  de  provenir  inmediatamente 
la  alteración  del  dominio,  y  ésta  dependa  de  un 
acto  ó  contrato  posterior,  no  habrá  necesidad  do 
fijar  los  linderos  de  ese  inmueble,  para  que  se  en- 
tienda válidamente  celebrado  el  contrato.  (Casa- 
ción, Abril    189?,  VII,  17S,  1.a  y  2.'). 

—  S95 — Para  la  validez  de  I09  legados  de  cosas  que 

se  acostumbra  determinar  por  linderos,  no  es  ne- 
cesario tal  manera  de  determinación,  con  tal  que, 
por  otra  parte,  conste  en  el  testamento  el  modo 
como  pueda  determinarse  claramente  la  cosa  le- 
gada. De  suerte  que  en  materia  de  legados  y  otras 
asignaciones  testamentarias,  deben  seguirse  las 
disposiciones  especiales  de  los  artículos  l,  126, 
t  1,173,  1,174  y  1,17»  del  Código  Civil,  y  no  las  re- 
glas generales  sobre  lo  que  deben  contener  los  ac- 
tos que  pasan  ante  Notario.  (Auto,  10  Abril  1893, 
VIII,  272,  2"). 

—  69(5— Al    manifestar  lo¿  contratantes,  en  una  es- 

critura publica  de  compraventa  de  un  inmueble, 
que  los  linderos  de  la  finca  son  los  especificados  en 
un  documento  (verbigracia  un  certificado  del  Re- 
gistrador de  instrumentos  públicos  que  se  agrega  al 
protocolo  siu  insertarse  en  la  escritura  matriz,  no 
satisfacen  las  exigencias  de  la  ley,  la  cual  requiere 
que  en  las  eseri  turas  públicas  donde  se  trate  prin- 
cipal ó  accesoriamente  de  inmuebles,  se  ponga 
constancia  de  sus  linderos.  Estos  documentos,  in- 
sertos en  el  protocolo,  no  son,  efectivamente, 
escrituras  públicas,  ni  adquieren  por  la  inserción 
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mayor  firmeza  de  la  que  antes  tenían.  (Casación, 
2  Abril  1898,  XII,  315,  2.'). 

Linderos.  897— La  determinaeión   en  la  escritura  del  con- 

trato de  los  linderos  dfl  la  ropa  raíz  vendida,  es 
requisito  ó  formalidad  indispensable  pan)  la  vali- 
dez del  instrumento:  la  falta  de  esa,  determina- 
ción lo  anula  absolutamente.  (Capación,  2  Abril 
■       1807,  XII,  315,  2.*}. 

—  898 — La  inscripción  en  el  Registro  do  instrumen- 

tos públicos  de  los  linderos  de  una  finca  raíz,  jun- 
to con  la  escritura  pública  do  compraventa,  en  la 
cual  faltaban  estos  linderos,  no  es  suficiente  para 
subsanar  la  falta  capital  de  que  adolece  la  verda- 
dera y  auténtica  escritura  destinada  á  hacer  cons- 
tar el  contrato,  porque  el  registro  no  ha  sido  ins- 
tituido para  suplir  ó  subsanar  los  defectos  de  los 
documentos  sujetos  á  él,  sino  para  darles  publi- 
cidad y  mayor  autenticidad  y  seguridad.  (Casa- 
ción, 2  Abril  1697,   XII,  31B,  2.'). 

— ■  899— La  designación  de  los  linderos  de  las  fincas 

raices  que  se  venden  ó  rematan  en  pública  subas- 
ta es  un  requisito  indispensable  para  la  validez 
de  esos  actos,  y  no  puede  darse  por  subsanada  la 
omisión  con  haberse  determinado  los  linderos  del 
inmueble  rematado  en  loa  regones7  preparatorios, 
porque  los  regones  son  cosa  distinta  de  la  dili- 
gencia de  remate,  que  es  la  que  expresa  el  con- 
trato. (Casación,  2  Abril  1897,  XII,  816,  2."). 
Véanse  lopin niñeros  143,  340,  615,  749,  801,803,884, 
010,  1,122.'!  y  I,4l'0. 

Lucro  cesaste.  900 — No  probándose  las  causas  reales  de 
la  ganancia  futura,  debe  determinarse  el  lucro 
cesante,  tomando  como  base  la  utilidad  media 
que  el  contratista  derivaba  en  el  tiempo  que  dis- 
frutó del  contrato.  (Sentencia,  21  Abril  1S90, 
V,  3,  2.*). 
Véase  el  número  1,380. 
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Mala  conducta.  901  —  En  el  caso  especial  de  mala  conducta 
de  un  funcionario  judicial  por  largas  demo- 
ras, la  üuica  pena  que  puede  imponerse  al 
acusado  es  la  destitución  ó  pérdida  del  empleo, 
por  la  referencia  que  el  artículo  70  de  la  Ley  100 
de  1S92  hace  á  los  artículos  147  y  160  de  la  Cons- 
titución, que  tratan  de  los  casos  en  que  los  Ma- 
gistrados de  la  Corte  Suprema  y  de  los  Tribuna- 
les y  los  Jueces  pueden  ser  depuestos  de  sus 
empleos.  (Sentencia,  lo  Diciembre  1S95,  XII, 
150,  l.«). 

Mala  fe.  902 — Aun  suponiendo  la  mala  fe  del  primer  com- 
■  prador,  no  hay  razón  para  creer  que  la  pose- 
sión que  procede  de  la  venta  hecha  por  él,  aun- 
que sucede  inmediatamente  y  sin  intervalo  ala 
anterior,  uo  reúne  los  requisitos  que  la  ley  exige 
para  ganar  por  prescripción  el  dominio,  y  antes 
bien,  si  ella  emana  de  un  justo  título,  es  decir, 
de  un  titulo  que  transfiere  la  propiedad  y  dura 
el  tiempo  requerido  por  el  articulo  252S  del  Có- 
digo Civil,  la  declaración  hecha  por  el  Juez  y  el 
Tribunal  sobre  prescripción  es  perfectamente  ju- 
rídica. (Casación,  19  Septiembre  1895,  XI,  74,  2.*). 

—  903 — La  hay  en  el  que  compra  un  inmueble,  si 

en  la  misma  escritura  de  compraventa  declara  el 
vendedor  algo  que  demuestre  que  él  no  es  el 
dueño  de  la  cosa.  Tal  comprador  no  puede  en- 
tonces ganar  el  dominio  por  prescripción  ordina- 
ria. (Casación,  15  Mayo  1896,  XI,  403,  1.'). 

Malicia.  904— La  malicia  en  los  delitos  la  presume  la  ley, 

sin  que  sea  necesario  probarla  en  el  juicio.  {Sen- 
tencia 17  Septiembre  1890,  V,  269,    1.'). 

14 
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Mandamiento  ejecutivo.  905— Aunque  el  artículo  1027  del 
Código  Judicial  exige  que  el  Juez  en  el  acto  de 
la  notificación  del  mandamiento  ejecutivo  re- 
quiera de  pago  al  deudor,  le  exija  la  presenta- 
ción de  bienes,  etc.,  tal  disposición  no  prohibe 
que  la  notificación  se  haga  en  diligencia  separada; 
aunque  éste  sea  un  procedimiento  anómalo  y 
ofrezca  inconvenientes  no  acarrea  nulidad  en  el 
juicio    (Auto,  1*  Febrero  1890,  IV,  263,  1.'). 

Véanse  ios  números  308,  T69,  958,  988,  1186,  1402, 
1404  y  1407. 

Mandatario.  906— El  mandatario  que  ha  empleado  fondos  del 
mandante  en  provecho  propio,  está  obligado  á 
pagar  intereses,  conforme  al  artículo  2182  del 
Código  Civil,  aun  cuando  el  mandarte  haya  con- 
sentido en  el  empleo  de  dichos  fondos;  pues  no  se 
presume  gratuidad  en  tal  consentimiento.  (Casa- 
ción, 3  Agosto  1889,  III,  325,  1.*). 

907 Tiene  derecho  el  mandatario  de  acuerdo  con 

los  artículos  2,446  y  2,450  del  Código  Civil,  para 
retener  el  valor  de  su  remuneración  délos  dineros 
que  cobre  á  nombre  del  mandante,  siu  necesidad 
de  entablar  juicio  para  que  se  le  reconozcan. 
(Auto,  14  Agosto  1691,  VI,  271,  1.'). 

<Hjs — No  puedo  atribuirse  tal  carácter  á  una  per- 
sona que  ejecuta  actos  ó  contratos,  en  relaciones 
mercantiles  con  otro  ú  otros  individuos  en  cuyo 
favor  puedan  redundar  aquellos  negocios,  mien- 
tras no  aparezca  de  modo  evidente  que  aquélla 
ha  obrado  por  cuenta  y  en  representación  de  los 
otros  y  eu  tanto  quo  no  exista  documento  ó  es- 
crito de  que  pueda  deducirse  rectamente  que  hu- 
bo un  verdadero  mandato.  (Casación,  30  Octubre 
1893,  IX,  91,  1.*). 
Véase  el  número  557,  y  apoderado. 
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Mandato.  909— Si  en  un  poder  se  confiere  facultad  al  man- 
datario para  hipotecar,  y  él,  además  de  gravar 
con  hipoteca  un  inmueble  del  mandante,  lo  obliga 
personalmente,  será  válida  la  obligación  real,  pero 
no  la  personal.  (Sentencia,  4  Julio  1888,  II, 
242,  2.»). 

—  9J  0— No  hay  disposición  legal  que  prevenga  como 
único  medio  de  determinar  un  inmueble,  para  el 
efecto  de  venderlo  por  cuenta  de  un  mandatario, 
la  especificación  de  linderos.  En  consecuencia, 
no  es  nula  la  venta  de  un  inmueble  que  hace  un 
mandatario  ó  apoderado,  aunque  en  el  poder  no  se 
expresen  los  linderos,  si,  por  otra  parte,  por  los 
términos  del  mandato  se  conoce  el  inmueble  á 
que  se  refiere.  (Casación,  29  Abril  1892,  VII, 
191,  2."). 

—  911 — Un  poder  en  que  se  faculta  al  apoderado, 
en  general,  para  vender  los  bienes  relees  que  al 
poderdante  correspondan  en  una  mortuoria,  debe 
considerarse  con  la  especialidad  requerida  por  la 
ley  y  con  la  especificación  necesaria  para  el  ejer- 
cicio dol  mandato.  (Casación,  2S  Febrero  1896, 
XI,  317,  2.'). 

Véase  el  número  311. 

Manos  muertas.  912— Do  acuerdo  con  los  artículos  1064  del 
Código  Fiscal  y  3."  de  la  Ley  51  de  18ti7,  debe  en- 
tenderse que  la  responsabilidad  del  Gobierno 
para  con  los  rematadores  de  los  bienes  de  manos 
muertas  quedó  comprometida;  pero  no  que  todos 
los  bienes  que  el  mismo  Gobierno  vendiera  se  tu- 
vieran como  comprendidos  en  la  desamortización 
y  sus  dueños  destituidos  de  todo  derecho,  aun- 
que demostraran  ¡a  anterioridad  de  él,  couforme 
á  las  leyes.  (Sentencia,  10  Diciembre  1886,  I, 
llti,  1.'). 
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Matrimonio.  013 — La  disposición  del  artículo  19  de  la  Ley  57 
de  1837  debe  entenderse  sólo  respecto  de  los  ma- 
trimonios católicos  que,  al  tiempo  de  su  celebra- 
ción, no  eran  civilmente  válidos  de  acuerdo  con 
la  respectiva  legislación.  (Casación,  2  Noviera 
bre  18S8,  II,  370,  2."  y  371,   1."). 

—  914 — Las  leyes  retroactivas  sobre  esta  materia, 
no  pueden  tener  efecto  relativamente  á  los  he- 
chos cumplidos,  sino  sólo  respecto  de  los  pendien- 
tes. Por  grandes  qu<j  sean  las  razones  morales  de 
reparación  y  de  equidad  que  se  tuvieron  en  cuen- 
ta para  establecer  el  principio  de  la  retroactivi- 
dad  en  favor  de  matrimonios  católicos,  no  debe 
olvidarse  que,  por  la  naturaleza  misma  de  tal 
principio,  él  no  alcanza  nunca  los  hecho*  cum- 
plidos, ni  á  mudar  en  favor  de  las  personas  los 
derechos  que  ya  hacen  parte  del  patrimonio  de 
otras;  pues  de  otro  modo  la  reparación  dada  por 
la  ley  sería  ella  misma  un  monstruoso  atentado 
y  fuente  de  alarma  y  de  inseguridad.  (Sentencia, 
14  Septiembre  18S0,  III,  403,  1.»;  Casación,  14 
Jtilio  1890,  V,  187,  1.';  Casación,  20  Abril  1894, 
IX,  291,  1."  y  2.*;  Casación,  2  Abril  1894,  IX, 
301,  l.*|  Casación,  ?.  Diciembre  1S94,  X,  222,  !.■). 
Véase  Retroactividad. 

—  915 — El  Juez  competente  para  conocer  del  juicio 
sobre  nulidad  de  un  matrimonio  puramente  civil 
ó  sobre  el  divorcio,  es  el  del  respectivo  Circuito, 
aunque  los  cónyuges  sean  católicos;  el  Juez  no 
tiene  por  qué  preguntar  cuáles  son  las  creencias 
de  éstos.  (Acuerdo  número  464,  IV,  34). 

0J  tí — La  partida  de  matrimonio  celebrado  confor- 
me al  rito  católico  debe  extenderse  en  los  libros 
déla  parroquia  de  la  vecindad  de  los  contrayen- 
tes, aun  en  el  caso  de  que  la  celebración  de  aquél 
haya  tenido  lugar  en  otra,    con  permiso  del  pá- 
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rroco  respectivo  ó  del  ordinario,  partida  que  se 
sienta  tan  luego  como  el  párroco  propio  tenga  no- 
ticia oficial  de  haberse  celebrado  el  matrimonio. 
(Casación,  30  Septiembre  1893,  IX,  59,  l.4). 
Véanse  los  números  303,  ¿49,  1,051,  1,066,  1,278,  y 
1,281. 

Mejoras,  917 — Las  mejoras  que  so  hagan  en  un  inmueble 

por  un  partícipe  no  son  una  anexidad  que  per- 
tenezca á  todos  los  partícipes  sino  al  que  las 
hizo,  conforme  al  artículo  2391  del  Código  Civil. 
Si  no  fuera  así,  las  disputas  de  los  comuneros  ha- 
rían imposible  la  existencia  del  cuasi  contrato  de 
comunidad;  pues  en  manos  de  cada  copartícipe 
estaría  apoderarse  por  vías  de  hecho  de  lo  que 
fuera  fruto  de  trabajo  ajeno.  (Casación,  24  Ju- 
nio 1890,  V,  170,  1."). 
Véase  el  número  21. 


Menor  cuantía.  918 — La  disposición  del  artículo  990  del  Códi- 
go Judicial  es  especial  para  el  juicio  ordinario  de 
menor  cuantía;  y  no  le  es  aplicable  á  éste,  por 
haber  incompatibilidad,  la  disposición  del  artícu- 
lo 940  que  es  propia  del  juicio  ordinario  de  ma- 
yor cuantía.  (Acuerdo  numero  568,  IV,  211,  2.*). 

Menores.  919 — No  es  nulo  el  juicio  en  que  es  parte  uq  me- 
nor púber,  si  sólo  se  ha  notificado  á  su  padre 
ó  representante  legal  la  demanda  y  se  han  se- 
guido entendiéndose  con  este  las  demás  diligen- 
cias del  juicio.  (Casación,  tí  Marzo  1890,  IV, 
341,  2.'). 

Véanse  loa  números  55,    441,    530,    561,    696,    919,955, 
956,  1,003,  1,067  y  1091. 

Mensajero.  920. — Puede  exigirse  responsabilidad  civil,  pol- 
la vía  efectiva,  al  fiador  de  un  mensajero  que 
deja  de  entregar  alguna  de  las  encomiendas  que 
conduce,  sin  que  sea  necesario  que  previamente 
E6  declare  en  juicio  la  responsabilidad  del  Tesoro 
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público  ó  la  responsabilidad  criminal  del  mensa- 
jero. (Auto,  30  Septiembre  1886,  I,  18,  1.a). 

Millas^  921 — No  puede  decirse  que  haya  interés  para  la 

Nación  en  un  juicio  en  que  hay  disputa  sobre 
derechos  de  minas  entre  particulares.  (Auto,  13 
Diciembre  1887,  II,  31,  1.a). 

—  922— El  inciso  2.°  del  artículo  202  de  la  Consti- 
tución no  trata  de  las  minas  que  pertenecían  á  los 
antiguos  Estados  de  la  Unión  Colombiana,  en 
virtud  del  dominio  eminente  que  tenían  confor- 
me á  los  principios  del  derecho  de  gentes,  sino  de 
aquellos  de  que  eran  dueños  como  entidades  pu- 
ramente civiles,  con  arreglo  al  derecho  civil  priva- 
do. (Casación,  8  Octubre  1892,  VIII,  26,  2.*). 

—  923— lia  restricción  que  el  inciso  3.°  del  artículo 
5.o  del  Código  de  Minas,  pone  al  derecho  conce- 
dido á  toda  persona  para  adquirir  el  dominio  de 
las  minas  denunciables  de  propiedad  nacional,  al 
tenor  del  mismo  Código,  no  faculta  al  dueño  del 
terreno  en  que  se  encuentren  tales  minas  para  opo- 
nerse á  qus  se  dé  posesión  de  éstas  á  sus  prime- 
ros descubridores,  ni  á  que  se  midan  y  se  fije  su 
extensión  en  conformidad  á  lo  que  sobre  estos 
puntos  disponen  las  leyes,  ni  pueden  surtir  más 
efectos  que  los  que  determinan  expresamente  en 
dicho  enciso.  (Casación,  8  Octubre  1892,  VIII, 
27,  1.a;  30,  2.a). 

—  924  —Lo  dispuesto  por  el  artículo  9  de  la  Ley  38  de 
87,  por  la  cual  se  adopta  el  Código  de  Minas  del  ex- 
tinguido Estado  de  Antioquia,  no  debe  entender- 
se sino  tratándose  de  minas  de  filón,  denunciables 
según  el  mismo  Código  y  las  demás  leyes  sobre 
la  materia.  (Casación,  8  Octubre  1892,  VIII,  27, 
2.a  y  28,  1.a;  30,  2.a). 

—  925 — Las  indicaciones  que  haga  el  descubridor  de 
una  mina  denunciable  y  que  se  anoten  en  la  di- 
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ligencía  de  aviso  del  descubrimiento  de  que  tra- 
tan los  artículos  8  á  10  del  Código  de  Minas  acer- 
ca de  la  fracción  6  localidad  y  el  punto  preciso 
donde  está  situada  la  mina,  aunque  por  ellas  que- 
de completamente  demarcado  dicho  punto  ó  lo- 
calidad, no  surte  otro  efecto  que  el  de  señalar  el 
lugar  de  la  situación  de  la  mina,  de  modo  que  no 
pueda  confundirse  con  otra,  pero  no  envuelven 
restiicción,  ni  limitación  alguna  para  el  efecto 
de  medir  y  adjudicar  la  mina,  con  la  extensióu  y 
en  la  dirección  que  debe  tener  conforme  al  Có- 
digo citado  y  á  las  demás  leyes  sobre  la  materia. 
{Casación,  S  Octubre  1SBB,  VIII,  29,  1.'  y  SO,  2.'). 

92fí — Los  documentos  y  contratos  á  que  se  da  la 
denominación  de  títulos  en  el  inciso  2.°  del  artí- 
culo 70  del  Código  de  Minas,  á  que  se  refiere  el 
78  del  mismo,  son  solamente  aquellos  en  que  el 
objeto  de  las  respectivas  obligaciones  sea  una  iris- 
ma  de  las  deuunciables  legalmente.  (Casación,  8 
Octubre  1892,  VIII,  29,  2.a;  30,  2.1). 

927 — La  oposición  del  dueño  de  mina  colindante, 
en  el  caso  del  articulo  65  del  Código  de  Minas, 
no  puede  dar  lugar  a  un  juicio  de  deslinde,  del 
cual  no  deba  prescindirse  para  seguir  un  juicio 
ordinario  sin  que  se  haya  surtido  el  deslindo  pre- 
paratorio. (Casación,  24  Febrero  1893,  VIII, 
182,   1."). 

92S — La  nulidad  de  que  puede  adolecer  el  título 
de  una  mina,  según  el  numeral  7.°  del  articulo 
!'4  del  Código  de  la  materia,  que  se  refiere  al  caso 
en  que  no  hayan  sido  citados  los  colindantes,  due- 
ños fi  denunciantes  de  minas  adyacentes,  uo  sur- 
te otro  efecto,  según  el  artículo  1:0  del  mismo 
Código,  que  el  derecho  en  el  colindante  no  citado 
para  recuperar  la  parte  de  su  mina  de  que  inde- 
bidamente pueda  haber  sido  desposeído.  (Casa- 
ción, 24  Febrero  1893,  VIII,  191,  2."  y  182,  1.*). 
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Minas.  929 — En  la  diligencia  de  posesión  de  minas  que 

se  haya  verificado  con  posterioridad  á  la  fecha 
de  la  vigencia  del  Código  Nacional,  deben  obser- 
varse todas  Jas  formalidades  que  éste  prescribe, 
aunque  la  mina  de  que  se  trata  haya  sido  denun- 
ciada anteriormente,  de  acuerdo  con  las  leyes  so- 
bre la  materia  en  los  Estados  soberanos,  y  no 
puede  afirmarse  que  el  denuncio  anterior  consti- 
tuye en  este  caso  un  derecho  adquirido  para  el 
efecto  de  exigir  que  debe  continuar  aplicándose 
en  todo  la  ley  bajo  cuyo  imperio  se  hizo  el  denun- 
cio, con  presciudencia  de  las  disposiciones  del 
Código  Nacional.  (Casación,  24  Febrero  1893, 
VIII,  ISO,  2."  y  182,  l.'J. 
Véase  el  níímtro  215. 

Ministerio  público  930 — No  es  preciso  que  los  empleados  del 
Ministerio  público  acrediten  su  carácter  oficial  en 
todos  los  negocios  en  que  intervengan.  Es  bas- 
tante que  su  carácter  de  empleado  sea  notorio  y 
que  de  su  nombramiento  haya  constancia  oficial 
y  auténtica.   (Acuerdo    número    136,   II,  2,    1.*). 

—  931 — No  es  correcto  que  el  Fiscal  de  un  Tribunal 
comisione  directamente  á  un  Fiscal  de  Circuito, 
correspondiente  á  otro  Distrito  Judicial,  y  que 
no  puede,  por  consiguiente,  considerarse  en  ri- 
gor comosubalteno  suyo.  (Auto,  10  Septiembre 
1890,  V,  262,  1/). 

—  032 — Los  empleados  del  Ministerio  Públicoparti- 
cipan  no  sólo  del  carácter  de  funcionarios  del  orden 
judicial  sino  también  del  administrativo,  ya  por- 
que así  lo  dice  expresamente  el  artículo  143  de  la 
Constitución,  ya  porque  conforme  al  142  de  la 
misma,  el  Ministerio  Público  se  ejerce  bajo  la  su- 
prema dirección  del  Gobierno,  ya,  en  fin,  porque 
de  acuerdo  con  esas  disposiciones,  entre  las  dife- 
rentes funciones  que  e)  Código  Político  y  Muni- 
cipal señala  á,  los  varios  funcionarios  de  dicho  Mi- 
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nisterio,  se  encuentran  muchas  que  eon 
mente  administrativas.  En  consecuencia,  á  ellos 
es  perfectamente  aplicable  el  artículo  318  de  di- 
cho Código.  (Auto,  18  Septiembre  1890,  V,  304,  l.'J. 
Véase  Agente  drl  íifininterio  público. 

Ministros  diplomáticos.  933— La  Corte  Suprema  no  tiene  ju- 
risdicción, generalmente,  para  conocer  de  un 
negocio  judicial  en  que  tengan  interés  los  Minis- 
tros Diplomáticos  de  naciones  extranjeras  acre- 
ditados ante  el  Gobierno  de  Colombia.  (Auto,  20 
Febrero  1896,  XI,  216,  1.-). 

Moneda-  934 — El  articulo  15  de  la  Ley  87  de  18S6  dispuso 

que  continuaran  con  el  carácter  de  moneda  legal 
del  país  y  de  forzoso  recibo  los  billetes  del  Banco 
Nacional,  subsistiendo  la  prohibición  de  estipu- 
lar cualquiera  otra  especie  de  moneda  en  los  con- 
tratos al  contado  ó  á  plazo;  pero  como  tal  prohi- 
bición no  había  existido  anteriormente,  pues  no 
puede  citarse  acto  alguno  que  la  contenga  y  como 
en  estoB  casos  no  bastan  simples  inducciones  sino 
preceptos  claros  y  expresos,  esa  disposición  no 
puede  tener  efecto  sino  para  lo  futuro.  (Sentencia, 
4  Julio   1888,  II,  242,  !."). 

—  935 — Un  contrato  en  el  cual  se  baya  estipulado 
que  el  pago  de  una  cantidad  se  haga  en  monedas 
á  la  ley  de  novecientos  y  ochocientos  treinta  y 
cinco  milésimos,  bajo  la  vigencia  de  las  leyes  y 
decretos  anteriores  á  la  Ley  87  de  1886,  no  puede 
decirse  que  esté  afectado  de  nulidad  por  objeto 
ilícito.  (Sentencia,  4  Julio  1888,  II,  241,  2.*  y 
242,  1.'). 

Véase  el  número  1,435. 

—  falsa.  936 — No  es  necesario  para  que  pueda  decir- 
se demostrado  el  cuerpo  del  delito  de  circulación 
de  moneda  falsa  que  se  aprehendan  y  reconozcan 
las  falsas  monedas;    porque   según  el  artículo 
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1,490  del  Código  Judicial,  cuando  los  hechos  pu- 
nibles no  dejas  sen.il  ni  rastro,  su  perpetración 
cou  los  testigos  que  los  vieron  cometer  ó  supie- 
ron de  otro  modo  fidedigno  que  se  cometió,  y  con 
los  hechos  y  documentos  que  tiendan  al  mismo 
fin.   [AutO,  5  Octubre  1886,  I,  80,  2.'). 

Monopolio.  987 — Pueden  las  Asambleas  Departamentales,  de 
acuerdo  cou  el  ordinal  31  del  articulo  129  del  Có- 
digo Político  y  Municipal,  monopolizar  la  produc- 
ción, introducción  y  venta  de  licores  embriagan- 
tes y  para  el  efecto  de  ese  monopolio,  se  puede 
considerar  como  comprendidos  en  él,  no  solamen- 
te los  compuestos  de  la  calía  sino  tamhiéu  el  li- 
cor que  se  destile  de  otras  materias  sacarinas 
distintas.  (Auto,  19  Junio  1891,  VI,  199,  L-). 

1,080 
Véanse  los  números  320,  890  y  1,342. 

Multas-  933 — Los  efectos  cuyo  importe  se  ha  mandado 

aplicar  como  multa,  según  el  artículo  1,737  del 
Código  Judicial,  debe  realizarlos  el  Juez  que  pro- 
nunció la  sentencia  de  primera  instancia  y  remi 
tir  el  valor  al  respectivo  empleado  do  Hacienda. 
(Acuerdo  número  336,  III,  332.). 

—  939  — No  hay  tramitación  especial  en  los  casos  en 
que  deben  imponerse  por  lo  que  resulte  del  pro- 
ceso.   (Acuerdo  número  ;>S7,  IV,  299,  2.»). 

—  940 — Siendo  las  rentas  de  Instrucción  Pública 
primaria  de  cargo  de  los  Departamentos,  el  ramo 
de  multas  hace  parte  do  dichas  rentas,  con  la  apli- 
cación que  les  hayan  dado  las  Asambleas  Depar- 
tamentales, de  conformidad  con  el  artículo  57  de 
la  Ley  89  de  1S8S.  (Auto,  27  Enero  1891,  V, 
398,  1.'). 

—  941 — La  disposición  del  artículo  21S  de  la  Ley 
147  de  18SS,  esaplicablí-  á  las  multas  que  se  im- 
ponen por  vía  de  apremio  ó  pena,  ó  por  contra- 
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vención  á  las  leyes  ú  órdenes  de  las  autoridades; 
pero  no  lo  es  a  las  que  emanan  de  la  violación  de 
un  contrato  ó  falta  de  cumplimiento  de  una  obli- 
gación civil  con  cláusula  penal;  y  este  último  es 
el  carácter  que  tiene  la  responsabilidad  que  vo- 
luntariamente contrae  el  que  se  constituye  fiador 
de  un  procesado  para  presentarlo  al  Juez  cuando 
se  lo  exija.  (Auto,  19  Junio  1891,  VI,  200,  1.'; 
Auto,  16  Julio  de  1891,  VI,  232,  l.';  Auto,  29 
Agosto  1891,  VI,  294,  2.'). 

942 — Las  que  se  imponen  por  vía  de  pena  correc- 
cional no  se  pueden  exigir  ejecutivamente  por 
el  respectivo  empleado  de  Hacienda,  sino  que, 
de  acuerdo  con  el  artículo  218  de  la  Ley  147  de 
1888,  si  no  se  pagan  á  los  tres  días  de  notificadas 
se  convierten  eu  arresto  por  el  empleado  que  las 
haya  impuesto,  pues  de  otra  suerte,  perderían  su 
eficacia  y  el  carácter  que  revisten.  (Auto,  11 
Mayo  1892,  VII,  206,  2.';  Auto,   4  Marzo  1893, 

VIII,  200,  2.';  Auto  11  Julio  1893,  VIII,  352,  2.*; 
Sentencia,  22  Agosto  1893,  VIII,  405,  2?;  Auto, 
27  Marzo  1894,  IX,  260,   1/;  Auto,  11  Abril  1894 

IX,  272,  1.'). 

943— Contra  la  imposición  de  ellas  por  vía  de 
pena  correccional  no  queda  á  los  multados  otro 
remedio  que  el  de  reclamar  aute  el  mismo  Juez 
que  las  decretó.  (Auto,  24  Febrero  1893,  VIII, 
406,  1."). 

944— Para  que  el  importe  de  éstas  sea  exigible 
ejecutivamente,  es  necesario  que  se  haya  dicta- 
do y  notificado  al  responsable  el  auto  respectivo 
en  el  cual  se  decLara  incurso  en  la  multa.  (Auto, 
7  Septiembre  1893,  IX,  22,  2.*;  Auto,  25  Enero, 
1894,  IX,  176,  2.'). 

945— El  individuo  á  quien  se  le  impone  una 
multa  tiene  derecho  de  reclamar  contra  ella  y 
puede  también  apelar  del  auto  en  que  se  decida 
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bu  reclamo.  Sin  que  la  providencia  que  impone 
la  multa  esté  ejecutoriada,  ella  no  constituye  un 
título  ejecutivo.  (Auto,  3  Agosto  1895, XI,  21,  1.'). 

—  946 — De  la  imposición  de  una  multa  puede  recla- 

mar el  multado,  ó  ante  el  mismo  funcionario  que 
la  impone  ó  ante  el  inmediato  superior,  pero  no 
por  medio  del  recurso  de  alzada.  (Auto,  14  No- 
viembre 1895,  XI,  1T6,  2.*). 

Véanse  los  números  7,  10,  13,  114,  115,  39^,525,  574, 
700,  783,  788,  850,  957,  1,048,  1,055,  1,061,  1,075, 
1,116,  1,288,  1,410  y   1,411. 

MlltUO.  947 — Cuando  se  coloca  una  suma  en  un  Banco, 

ganando  interés  y  con  plazo  fijo,   el  contrato  es 
de  mutuo,  y  no  da  depósito.  (Casación,  5  Mayo 
1890,  V,  43,  2.'). 
Véanse  los  números  500,  1,186  y   1,203. 
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Navegación.  94S— No  es  potestativo  de  las  Asambleas  Depar- 
tamentales disponer  nada  sobre  la  navegación 
de  los  ríos  nacionales,  porque  ni  especial  ni  ge- 
neralmente se  les  ha  delegado  esa  facultad. 
(Auto,  28  Mayo  1897,  XII,  181,  1/). 

Nómina.  949— Una  nómina  es  un  documento  oficial,  y  si 

en  ella  se  incurre  en  alguna  falsedad,  de  ésta  son 
responsables  los  empleados  que  intervienen  en 
su  formación.  (Sentencia,  8  Junio  1887,  I, 
219,  l.«). 

—  950— El  Secretario  que  firma  una  nómina  es  res- 
ponsable, como  autor  principal,  de  las  falseda- 
des que  en  ella  se  hagan,  y  el  Jefe  Superior  de  la 
oficina  que  le  pone  al  documento  el  visto  bueno, 
es  responsable  de  la  falsedad  como  cómplice. 
(Sentencia,  8  Junio  1887,  I,  219,  2'). 

Vóuse  el  número  621- 

Notificación-  951— No  se  pueden  notificar  las  providencias  ju- 
diciales en  días  feriados  ó  de  vacaciones,  y  si  Be 
notifican,  el  acto  queda  viciado  de  nulidad.  (Sen- 
tencia, 10  Noviembre  1887,  I,  37',  2.';  Sentencia, 
8  Junio  1888,  II,  220,  2.«). 
962 

—  952— Las  sentencias  pronunciadas  en  causas  cri- 
minales por  los  Jueces  del  Circuito  y  los  Munici- 
pales, deben  notificarse  a  los  reos,  ó  á  sus  defen- 
Boies,cuando  aquéllos  estén  excarcelados.  (Acuer- 
do numero  146,  II,  18,  1.*;  Acuerdo  número  369, 
III,  806,  lí). 
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Notificación.  953 — Al  reo  ausente  no  hay  necesidad  de  notifi- 
carle el  auto  en  que  se  concede  apelación  de  la 
sentencia  definitiva;  69  bastante  que  esa  provi- 
dencia se  notifique  al  respectivo  defensor.  (Acuer- 
do número  176,  II,  98,  1.'). 

—  954 — La  del  auto  en  que  se  abra  la  causa  á  prue- 
ba, debe  hacerse  al  reo  y  al  defensor,  y  la  noti- 
ficación hecha  á  este  último  solamente  no  suple 
la  que  debió  hacerse  al  reo  sino  en  el  caso  de  que 
éste  se  halle  excarcelado.  De  modo  que  será  nulo 
un  proceso  por  falta  de  la  notificación  al  reo, 
aunqueel  defensor  haya  producido  pruebas.  (Sen- 
tencia, 24  Noviembre  1888,  III,  3,  2.°;  Casación, 
25  Octubre  1894,  X,    115,    2.»). 

—  955— Se  puede  apremiar  al  curador  de  un  menor 
encausado  para  que  concurra  á  la  cárcel  á  pre- 
senciar la  notificación  que  debe  hacerse  al  reo, 
cuando  éste  no  pueda  presentarse  en  la  Secretaría 
respectiva.  (Acuerdo  número  525,  IV,   122,   1.*). 

—  956 — Si  en  un  juicio  de  división  de  bienes  comu- 
nes hay  menores  y  están  ausentes  en  el  sentido 
del  artículo  39  de  la  Ley  30  de  1SSS,  quedan  no- 
tificados del  decreto  judicial  que  manda  practicar 
la  división  de  un  predio  rústico  por  medio  de  los 
edictos  como  en  cualquier  otro  caso  en  que  la  ley 
ordena  hacer  las  notificaciones  y  emplazamientos 
por  este  medio.  (Acuerdo  número  573,  II,  219,  2.1). 

—  957 — Es  indispensable  la  notificación  del  auto  que 
manda  hacer  efectiva  una  multa,  supuestu  que 
hay  derecho  para  reclamar  de  él,  y  la  falta  de  tal 
notificación  no  solamente  priva  á  la  parte  de  ese 
derecho,  sino  que,  conforme  á  la  ley,  no  puede 
producir  efecto  alguno.  (Auto,  18  Octubre  1890, 
V,  312,  2.»;  Auto,  13  Noviembre  1890,  V,  343,  1."; 
Auto,  20  Noviembre  1890,  V,  350,  2.). 
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Notificación.  958 — La  del  alcance  deducido  en  contra  de  un 
responsable  del  Fisco,  es  necesaria  para  que  el 
mandamiento  de  pago  que  se  expida  por  el  fun- 
cionario competente  preste  mérito  ejecutivo,  en 
conformidad  con  el  numeral  1."  del  artículo  1096 
del  Código  Judicial,  y  en  consonancia  coa  el  ar- 
tículo 72  de  la  Ley  146  de  1883.  Aunque  es 
cierto  que  conforme  al  numeral  citado  del  artícu- 
lo 1096  del  Código  Judicial,  "  los  alcances  defini- 
tivos deducidos  contra  los  responsables  del  Erario 
por  la  Oficina  general  de  Cuentas,  ó  por  cuales- 
quiera otros  empleados  con  funciones  análogas 
reconocidas  por  la  ley"  prestan  mérito  ejecutivo, 
también  lo  es  que  tales  funcionarios  deben,  de 
acuerdo  con  la  citada  Ley  146  de  18S8,  seguir  un 
juicio  de  cuentas  para  que  el  alcance  sea  definiti- 
vo, carácter  que  deja  de  tener  desde  que  falta  la 
notificación  al  responsable.  (Auto,  23  Agosto  1893, 
IX,  13,  1."). 

—  959  —La  notificación  de  que  habla  el  artículo  135 
de  la  Ley  105  de  1S90,  debe  hacerse  con  los  ar- 
tículos 25  a  27  de  la  misma.  (Casación,  10  Agos- 
to 1894,  X,  19,  2.'). 

—  960 — No  pueden  tacharse  de  irregulares  las  que 
se  hagan  por  medio  de  diligencia  en  que  no  cons- 
ten los  nombres  de  los  notificados,  ni  los  testigos 
que  firmen  a  ruego  de  ellos  expresen  el  nombre 
de  la  persona  á  cuyo  ruego  firma.  (Casación,  26 
Septiembre  1894,  X,  74,  1."). 

—  861 — Las  que  se  hagan  á  un  Agente  del  Ministe- 
rio Público  en  forma  distinta  de  la  prevenida  en 
la  ley,  no  dan  lugar  á  que  se  anule  lo  que  se  actué 
posteriormente  en  el  respectivo  juicio.  (Auto,  27 
Julio  1895,  XI,  16,  2.»)- 

—  962— Son  nulas  las  que  te  hagan  en  días  en  que 
los  términos  legales  no  estén  corriendo,  por  ejem- 
plo, en  los  días  feriados.  (Auto,  21  Marzo  1896, 
XI,  342,  2.'). 
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Notificación.  963— Es  indebido  hacer  al  reo  notificaciones  por 
edicto,  porque  estando  preso,  las  notificaciones 
deben  ser  personales  para  que  surtan  el  efecto  re- 
querido por  la  ley,  pues  no  pudiendo  el  reo  con- 
currir al  Juzgado  ó  Tribunal,  es  completamente 
inútil  la  notificación  por  edicto.  (Casación,  24 
Mayo  1897,  XII,  348,  %*), 

—  964 — El  procedimiento  indicado  por  el  artículo  44 
de  la  Ley  105  de  1890,  no  es  aplicable  en  las  noti- 
ficaciones que  se  hagan  á  un  individuo  para  que 
comparezca  á  absolver  posiciones  pedidas  fuera 
de  juicio:  las  reglas  del  citado  artículo  sólo  deben 
seguirse  cuando  hay  juicio.  Si  se  piden  posiciones 
antes  de  junio,  el  procedimiento  para  notificar  el 
auto  que  las  manda  absolver  es  el  indicado  en  el 
artículo  28  de  la  misma  ley.  (Auto,  28  Mayo 
1807,  XII,  367,  2."  y  368,  l;*), 

—  965 — La  notificación  es  el  acto  de  hacer  saber  ju- 
rídicamente a  un  individuo  un  mandato  judicial, 
para  que  la  omisión  de  lo  que  se  le  manda  ó  el 
abandono  en  la  defensa  de  su  derecho  le  apareje 
perjuicio.  (Auto,  28  Mayo  1Ü07,  XII,  368,  1.»). 

—  966 — La  disposición  del  artículo  30  de  la  Ley  105 
de  1890,  sobre  notificación  personal,  es  aplicable 
solamente  á  los  juicios  civiles,  y  no  tienen  cabida 
tratándose  de  la  notificación  del  auto  en  que  se 
abre  el  juicio  criminal  por  los  trámites  ordina- 
rios. (Auto,  30  Junio  1897,  XII,  392,  1.»). 

Véanse  )o§  números  10,  97,  136,  21)4,  215.  328,  315, 
412,  537,  544,  571,  Ü03,  729,  905,  919,  912,  941,  1,002 
1,005,  1,01)9,  1,017,  1,204,  1,228,  1,251,  1,301,  1,303, 
1,306,  1,347,  1,384,  1,385,  1,338,  1,391,  1,410,  1,421 
y   1,422. 

Novación.  967 — Si  un  expupilo  transa  con  su  exguardador 
lo  referente  á  las  cuentas  que  el  último  debe  ren- 
dir al  primero,  y  do  la  trausaccióu   resulta  que  el 
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guardador  debe  pagar  una  suma  al  pupilo,  se  ope- 
ra entonces  una  novación,  de  acuerdo  con  el  ar- 
tículo 1905  del  Código  Civil,  y  quedan  libres,  de 
conformidad  con  el  articulo  1704  del  mismo  Có- 
digo, los  codeudores  solidarios  ó  subsidiarios. 
(Casación,  30  Septiembre  1896,  XII,  91,  1/  y  8.'). 

Nulidad.  968 — Es  nulo  el  auto  de  un  Tribunal  Superior 
que  no  aparece  con  las  firmas  de  los  Magistrados 
que,  de  acuerdo  con  la  ley,  han  debido  suscribirlo. 
(Auto,  14  Octubre  18S7,  I,  340,  2."). 

—  969— Hay  un  error  en  el  articulo  1745  del  Código 
Judicial,  el  cual  debe  entenderse  de  modo  que  en 
su  primera  parte  se  refiera  á  la  jurisdicción  pro- 
rrogarle y  en  la  segunda  á  la  no  prorrogable  (1). 
(Acuerdo  número  131,  I,  402,  2.*). 

—  970— En  el  caso  del  segundo  miembro  del  artículo 
313  de  la  Ley  57  de  1887,  el  Tribunal  Superior 
debe  antes  de  fallar  sobre  el  fondo  del  negocio, 
declarar  las  nulidades  que  advierta  en  el  proceso, 
de  oficio,  sí  el  delito  es  de  aquellos  en  que  así  se 
procede,  ó  á  petición  de  parte  en  el  caso  contra- 
rio. (Acuerdo  número  157,  II,  34,  I.'). 

—  971 — Es  motivo  de  nulidad  de  un  juicio  criminal 
el  hecho  de  haber  figurado  en  la  lista  de  designa- 
dos preseutada  á  las  partes  una  persona  que  no  sea 
tal  designado,  aunque  esa  persona  haya  sido  ta- 
chada por  una  de  las  partes  y  no  llegue  á  desem- 

I  penar  el  cargo  de  Jurado;  y  la  Corte  Suprema, 

como  Tribunal  de  Casación,  puede  anular  por  esa 
causa  el  juicio.  (Casación,  19  Noviembre  1888,  II, 
404,  2.' y  405,  1.'). 

(1)  El  articulo  citado dice  en  ID  inciso  primero:  »I«  excepción  da  incompeten- 
cia de  jurisdicción,  cu*ndo  ésta,  no  es  prorrogaba,  no  podrá  proponerse  al  reo  «ino 
en  U  confesión  ó  veinticuatro  horas  después.  Bi  uo  ei  prorrogable,  podrá  proponerse 
eu  cualquier  tiempo," 

15 
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Nulidad.  972— No  puotle  la  Nación   invocar  la  nulidad  ab- 

poluta  eu  los  contratos  celebrados  por  el  Gobierno. 
(Sentencia,  22  Marzo  1889,  III,  141,  1.'). 

—  973 — Podía  un  Juez  declarar  de  oficio  la  nulidad 
absoluta  de  un  acto  ejecutado  autes  de  la  vigen- 
cia de  la  Ley  153  de  1887  (artículo  90),  ■  haciendo 
tal  declaratoria  después  de  regir  esta  Ley  1). 
(Sentencia,  26  Julio  1889,  III,  316,  2.*) 

—  974- — La  venta  de  un  bien  embargado  adolece  de 
nulidad  absoluta  porque  en  ella  hay  objeto  ilíci- 
to. (Sentencia,  26  Julio  1889,  III,  316,  2.";  Casa- 
ción, 30  Junio  1893,  VIII,   340,  l.'y  2.*). 

—  975 — La  declaración  de  nulidad  de  un  juicio  eje- 
cutivo no  acarrea  la  nulidad  del  remate  verifica- 
do en  él,  cuando  el  rematador  ha  cumplido  con  lo 
de  su  cargo.  La  anulación  del  remate  en  este  caso 
debe  solicitarse  en  juicio  distinto  del  ejecutivo. 
(Acuerdo  número  401,  III,  369,  2.*). 

—  976— Siempre  que  se  promueva  juicio  sobre  nuli- 
dad de  una  sentencia  dada  con  intervención  del 
Ministerio  Público,  se  citará,  al  respectivo  fiscal 
como  parte  demandadora  sin  perjuicio  de  hacerlo 
á  las  personas  que  deban  figurar  en  la  misma  ca- 
lidad de  demandadoras.  (Aouerdo  número  486, 
IV,  83,  1.'). 

—  977— El  ejercicio  de  una  acción  admitida  por  el 
Juez  y  terminada  por  sentencia  no  es  un  acto  de 
aquellos  de  que  trata  el  artículo  6.°  del  Código 
Civil  que  son  nulos  si  se  ejecutan  contra  expre- 
sa prohibición  de  la  ley;  pues  ésta  misma  ha  de- 
terminado las  causales  de  nulidad  en  los  juicios 
y  el  modo  y  tiempo  de  alegarlos.  (Casación,  6 
Marzo  1890,  IV,  341,  2."). 

1,022 
V4ue  el  artíuulo  15  de  la  Le;  »5  de  1890. 


> 
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Nulidad.  978 — Es  absurdo  declarar  nulo  un  acto  6  contrato, 

cuando  ya  las  partes  lo  han  rescindido:  tal  de- 
claratoria produciría  apenas  el  efecto  de  resta- 
blecer las  cosas  al  estado  que  tenían  antes,  que 
es  precisamente  lo  que  las  partes  han  hecho  en 
el  contrato  de  rescisión.  (Sentencia,  5  Mayo 
1890,  V,  53,  1.*). 

—  979 — Es  nula  la  venta  de  bienes  raíces  de  mujer 
casada  cuando  falta  el  requisito  de  la  licencia  ju- 
dicial. (Casación,  18  Agosto  1890,  V,  229,  Ia). 

—  980 — El  juicio  en  que  se  nombra  defensor  de 
ausentes,  es  nulo  si  á  éste  no  se  discierne  el  cargo. 
(Auto,  Septiembre  1890,  V,  261,  1.a). 

—  981— La  declaratoria  de  nulidad  de  un  proceso  no 
comprende  las  escrituras  públicas  otorgadas  con 
las  formalidades  legales,  porque  propiamente  ha- 
blando ellas  no  constituyen  actuación.  Las  leyes 
han  establecido  causales  determinadas  de  la  nu- 
lidad de  las  escrituras  públicas,  y  no  hay  disposi- 
ción legal  que  establezca  como  causal  de  nulidad 
la  de  hacer  parte  de  un  proceso  que  se  anula. 
(Auto,  14  Octubre  1890,  V,  304,  2.*). 

1,020 

—  982 — No  hay  nulidad  por  equivocación  en  la  de- 
nominación genérica  del  delito  en  el  hecho  de 
enjuiciar  por  asesinato  en  vez  de  homicidio,  aun 
cuando  el  homicidio  cometido  por  alguno  de  los 
enjuiciados  sea  de  la  especie  llamada  parricidio, 
porque  el  parricidio  puede  quedar  comprendido 
en  el  asesinato  cuando  se  comete  con  las  circuns- 
tancias de  que  habla  el  caso  2.°  del  artículo  219  de 
la  Ley  153  de  1887.  (Casación,  13  Marzo  1891 
VI,  34,  2/). 

—  983 — La  nulidad  de  un  acto  de  partición  de  bie- 
nes de  una  sociedad  ó  de  una  comunidad  puede 
pedirse,  á  pesar  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
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1750  del  Código  Civil,  por  cualquiera  de  loa  que 
en  el  acto  hayan  intervenido,  porque  en  rigor  no 
se  puede  considerar  que  los  actos  de  uno  de  loe 
socios  sean  actos  de  la  sociedad.  Por  lo  demás,  se 
puede  pedir  la  nulidad  de  las  particiones  aunque 
éstas  hayan  sido  aprobadas  por  los  coasignata- 
rios.   (Casación,  3  Junio  1891,  VI,  138,  1.*). 

984 — No  es  anulable  un  juicio  criminal  en  que 
interviene  el  Jurado  por  el  hecho  de  que  des- 
empeñen el  cargo  de  Jueces  de  hecho  indivi- 
duos que  al  tiempo  de  fallar  estén  en  el  caso 
de  haber  expirado  el  periodo  de  la  lista  de  desig- 
nados que  había  al  tiempo  del  sorteo,  y  mucho 
menos  si  dichos  Jueces  figuran  en  la  lista  siguien- 
te al  tiempo  de  la  celebración  del  juicio.  Igual 
cosa  sucede  respecto  de  un  juicio  en  que  figure  un 
Conjuez,  que  empiece  á  conocer  del  asunto  en 
el  año  de  su  elección,  pero  que  sea  elegido  para 
el  siguiente,  en  el  cual  se  dicta  la  sentencia.  No 
hay  en  tal  caso  incompetencia  de  jurisdicción. 
(Casación,  21  Agosto  1891,  VI,  275,  1.'  y  276  1.'; 
Casación,  31  Marzo  1897,  XII,  290,  l.'y2.') 

985 — Hay  nulidad  por  falta  de  personería  en  un 
juicio  en  que  la  Nación  ha  sido  representada  por 
un  apoderado  especial,  porque  los  representantes 
de  esa  entidad  en  los  casos  comunes  no  pueden 
ser  otros  que  los  agentes  del  Ministerio  Público. 
(Sentencia,  3)  Octubre  1891,  VI,  407,  1.*). 

986 — El  hecho  de  concurrir  como  miembro  del  Ju- 
rado de  calificación  un  funcionario  público,  cons- 
tituye una  de  las  irregularidades  de  que  habla  el 
artículo  26(¡  de  la  ley  57  de  1887,  pero  no  una  nu- 
lidad por  cuanto  no  está  determinada  esta  causal 
entre  las  que  establece  dicha  ley.  (Casación,  H 
Noviembre  1891,  Vil,  4,  1.'). 


r 

Nulidad. 


DE  LA  CORTE  SUPREMA  DB  JUSTICIA 


987 — La  omisión  de  los  actos  y  diligencias  prevé 
nidas  en  los  artículos  1,341,  1,342  y  1,393  del  Có- 
digo Civil  no  da  acción  a  los  acreedores  heredita- 
rios para  pedir  la  nulidad  ó  rescisión  de  los  actos 
judiciales  de  partición  de  que  trata  el  artículo 
1,405  del  citado  Código;  este  artículo  no  se  refte- 
ie  sino  á  los  herederos  según  se  deduce  del  título 
que  trata  de  la  partición.  (Casación,  6  Febrero 
1892,  VII,  85,  1."). 

288 — Es  nulo  un  juicio  ejecutivo  por  ilegitimi- 
dad de  la  personería  del  demandado,  si  tratán- 
dose de  hacer  efectivo  un  gravamen  sobre  una 
finca  raíz  no  se  libra  el  mandamiento  ejecutivo 
contra  el  actual  poseedor  del  inmueble,  atendido 
la  que  dice  el  artículo  1022  del  Código  Civil. 
(Auto,  6  Febrero  1892,  VII,  87,  1.'), 

989 — Una  nulidad  que  afecta  una  primera  tran- 
sacción no  se  conserva  en  todas  las  sucesivas  ni  la 
mala  fe  de  un  poseedor  pasa  á  los  poseedores  sub- 
siguientes. Si  así  no  fuera  no  habría  prescripción 
posible  y  quedaría  sin  efecto  el  articulo  753  del  Có- 
digo Civil.  (Casación,  29  Abril  1S92,  VII,  191,  1.»)- 

090 — La  nulidad  absoluta  no  sera  declarada  de 
(ificio  cuando  no  aparece  do  manifiesto  en  el  acto 
<i  contrato  nulo;  pero  bien  puedo  desestimarse  un 
contrato  por  inexistente,  cuando  al  fallar  apa- 
rezca de  las  pruebas  que  han  obrado  en  el  juicio 
i]iie  el  contrato  no  se  perfeccionó  jurídicamente. 
(Casación,  15  Junio  1S92,  VII,  861,  2.»). 

991  —  La  nulidad  producida  por  la  falta  del  pago 
de  los  derechos  de  registro  no  tiene  el  carácter 
de  nulidad  absoluta,  puesto  que  ese  vicio  puede 
sanearse  por  medio  del  pago  que  se  haga  poste- 
riormente y  mediante  el  registro  del  instrumen- 
to. (Casación,  2b  Febrero  1893,  VIII,  183,  2.*  y 
184,  l.«). 
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Nulidad.  992— No  la  hay  en  la  enajenación   que  un  here- 

dero haga  de  una  cosa  de  la  sucesión,  cuando  por 
la  partición  se  ha  adjudicado  la  misma  cosa  á  otro 
coasignatario,  pues  para  este  caso  la  ley  señala 
otro  efecto  que  el  de  la  nulidad,  y  se  puede  pro- 
ceder como  en  el  caso  de  venta  de  cosa  ajena. 
(Casación,  29  Mayo  1893,  VIII,  300,  1.'). 

—  993 — La  nulidad  absoluta  de  que,  por  ilicitud, 
adolece  el  contrato  de  venta  de  un  inmueble  que 
se  halle  embargado,  debe  ser  declarada  de  oficio 
por  el  Juez,  aunque  no  aparezca  de  manifiesto  en 
el  documento  que  contiene  el  contrato,  con  tal  que 
su  existencia  no  pueda  revocarse  á  duda  en  pre- 
sencia de  la  certificación  del  Registrador  que  acre- 
dita el  embargo  del  inmueble  al  tiempo  de  la  ena- 
jenación. (Casación,  30  Junio  1893,  VIII,  840,  1." 
y  2.'). 

—  994— La  nulidad  absoluta  puede  ser  alegada  por  el 
síndico  de  un  concurso  respecto  de  los  actos  y  con- 
tratos del  concursado,  aunque  éste  haya  procedi- 
do á  sabiendas  del  vicio  que  los  invalidaba,  por- 
que el  síndico  no  representa  sólo  al  deudor,  sino 
los  intereses  del  mismo  concurso,  es  decir,  los  de 
los  acreedores,  que  deben  ser  pagados  con  los  bie- 
nes comprendidos  on  la  cesión.  (Casación,  30  Ju- 
nio 1893,  VIII,  340,  2."). 

—  995— La  prohibición  que  el  artículo  15  de  la  Ley 
95  de  1890  contiene  respecto  del  que  ha  celebrado 
á  sabiendas  un  contrato  nulo,  no  es  incompatible 
con  la  disposición  del  articulo  51  de  la  Ley  105  del 
mismo  año,  porque  este  artículo  se  refiere  razo- 
nablemente sólo  á  aquellas  nulidades  que  la  parte 
tiene  derecho  de  alegar  y  que  no  ha  propuesto 
dentro  de  ciertos  términos.  Tal  disposición  habla 
únicamente  de  excepciones  reconocidas  por  la  ley 

sustantiva  y  que  pueden  aprovechar  ó  servir  de 


DE 'LA  CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA  231 

defensa  á  una  parte.  (Capación,  30  Junio  1893, 
VIII,  341,  1/). 

1,011 

Nulidad.  996 — Para  declarar  no  probada  la  excepción  de 

nulidad  de  una  partición,  no  es  razón  suficiente 
el  que  no  figuren  como  partes  en  el  juicio  todos 
loa  que  intervinieron  en  el  acto  de  la  partición, 
cuando  la  excepción  se  aduce  por  terceros  intere- 
sados contra  la  validez  de  la  partición  aprobada 
por  sentencia  ejecutoriada.  (Casación,  29  Julio 
1893,  VIII,  391,  2.'). 

—  í'97 — La  declaración  que  el  Juez  debe  hacer  cuan- 
do la  nulidad  aparece  da  manifiesto  en  el  acto  ó 
contrato,  no  puede  tener  cabida  sino  en  los  casos 
en  que  tal  declaración  no  ha  sido  pedida  por  quien 
celebró  el  contrato  á  sabiendas  del  vicio  que  lo 
invalidaba,  y  no  ha  de  alegarse  que  si  al  deman- 
dante le  está  prohibido  pedir  aquella  declaración, 
el  Juez  debe  hacerla  de  oficio;  pues  interpretan- 
do de  este  modo  la  ley,  la  sanción  que  ella  se  pro- 
puso imponer  al  que  la  viola  á  sabiendas  podría 
hacerse  nugatoria  en  todos  los  casos,  puesto  que 
(¡1  Juez  tendría  que  decir  que  el  demandante  ca- 
n-cía de  acción  para  pedir  la  nulidad,  y  sin  em- 
bargo, deolararla  de  oficio,  por  aparecer  de  mani- 
fiesto en  el  acto  ó  contrato.  (Casación,  17  Agos- 
to 1893,  IX,  2,  l.«y  2."). 
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—  998 -La  declaración  do  que  habla  el  artículo  15 
de  la  Ley  95  de  1390,  no  significa  precisamente 
que  en  la  parte  dispositiva  de  la  seutencia  se  pro- 
nuncie sobre  una  nulidad  que  no  ha  sido  ni  po- 
dido ser  demandada,  sino  que  el  Juez  no  puede 
utorgar  ningún  valora  un  acto  ó  contrato  afecta- 
do manifiestamente  do  nulidad  absoluta,  para  el 
efecto  de  declarar  derechos  ú  obligaciones  que 
emanan  de  él;  sin  que  para  ello  sea  necesario  que 
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alguna  de  las  partes  haya  pedido  la  declaración 
do  nulidad.  (Casación,  17  Agosto  1893,  IX,  2,  2.*). 

Nulidad.  999— No  basta  que  sea  nulo  un  contrato  para  que 

pueda  declararse  la  nulidad  á  solicitud  de  cual- 
quiera persona.  Es  necesario,  además,  que  quien 
entable  la  acción  tenga  interés  en  la  declaratoria, 
aunque  no  sea  parte  en  el  acto  ó  contrato  (1). 
Ese  interés  no  puede  provenir  sino  de  que  la  per- 
sona que  alega  la  nulidad  puede  ser  lesionada  ó 
sufrir  algún  perjuicio  si  no  se  hace  la  declaración 
deesa  misma  nulidad.  (Casación,  17  Agosto  1893, 
IX,  2,  2.*;  Casación,  13  Julio  1896,  XII,  13,  1.»). 

—  1000 — No  tiene  derecho  de  alegar  la  nulidad  de 
una  promesa  de  contrato  anterior,  por  carecer  del 
interés  requerido  por  el  artículo  15  de  la  Ley  95 
de  1890,  el  cesionario  posterior  de  los  mismos  bie- 
nes sobre  que  versara  aquélla,  pues  los  derechos  de 
dichos  cesionarios  en  nada  so  afectau  por  la  exis- 
tencia de  tal  estipulación  que  por  su  naturale- 
za sólo  da  acción  personal  contra  quien  prome- 
tió, y  no  real  sobre  los  bienes  que  fueron  objeto 
de  ella.  (Casación,  17  Agosto  1S93,  IX,  2,  2.*). 

—  1001— Antes  de  la  vigencia  del  artículo  201  de  la 
Ley  105  de  1890,  que  declara  nulo  ipsojure  el 
embargo  de  una  finca  que  ya  lo  estaba  en  el  mis- 
mo ó  en  distinto  juicio,  no  podría  alegarse  la  nu- 
lidad por  objeto  ilícito  de  un  embargo  y  rema- 
te en  tales  condiciones,  porque  el  objeto  ilícito  de 
que  habla  el  artículo  1741  del  Código  Civil  no 
tiene  cabida  sino  en  cuanto  las  enajenaciones  de 
bienes  embargados  se  hacen  por  los  particulares, 
y  no  cuando  son  autorizadas  por  un  Juez  que  de- 
creta el  embargo  de  cosas  ya  embargadas,  aunque 
los  juicios  no  se  acumulen.  (Casación,  28  Noviem- 
bre 1893,  IX,    114,  1.»). 

Articulo  15,  Ley  95  de  1890. 


DE  LA   CORTE   8UPREMA  DE  JUSTICIA  23 

Nulidad.  1M2 — La  que  proviene  de  no  haber  notificado  la 
dsmanda  á  uno  de  los  demandados,  no  tiene  ca- 
bida en  el  caso  de  que  la  demanda  ha  sido  refor- 
mada por  el  demandante  en  el  sentido  de  dirigirla 
contra  otras  personas  distintas  del  primer  deman- 
dado y  con  exclusión  de  éste.  Si  la  reforma  se 
acepta  y  se  dirige  contra  los  nuevamente  deman- 
dados, la  falta  de  notificación  al  primero  no  cons- 
tituye nulidad  en  el  proceso.  (Casación,  24  No- 
viembre 1893,  IX,  122,  1.'). 

—  1003— La  hay  absoluta  en  la  adjudicación  de  bie- 
ues  inmuebles  al  albacea  en  pago  de  deudas  here- 
ditarias cuando  el  heredero  es  un  menor.  (Casa- 
ción, 20  Abril  1894,  IX,  285,  l1). 

—  1004— Para  alegar  la  nulidad  de  una  sentenciaen 
juicio  ordinario  no  reconocen  nuestras  leyes  más 
que  dos  causales:  la  de  que  habla  el  artículo  890 
del  Código  Judicial,  reconocida  a  quienes,  sin  ha- 
ber sido  partes  en  el  juicio,  salgan  perjudicados 
con  la  sentencia;  y  aquella  á  que  se  refiere  el  ar- 
ticulo 131  de  la  Ley  105  de  1890,  en  el  caso  de  que 
la  sentencia  que  no  exprese  claramente  los  dere- 
chos que  de  ella  deban  resultar  a  las  partes.  (Ca- 
sación, 30  Abril  1894,  IX,  316,  2.';  Casación,  27 
Marzo  1897,  XII,  322,  2/). 

—  1005 — En  los  juicios  criminales  no  constituye  nu- 
lidad la  falta  de  notificación  del  auto  de  proceder 
al  Fiscal.  (Casación,  3  Septiembre  1894,  X,  44, 1.»). 

1,016 

—  1006 — No  es  causa  de  nulidad  en  los  procesos  mi- 
litares el  haberse  omitido  el  nombramiento  de  cu- 
rador ad  titem,  cuando  esta  omisión  do  apareja 
ningún  agravio  al  reo,  por  ejemplo,  cuando  ha 
obtenido  un  fallo  absolutorio.  (Sentencia,  31  Oc- 
tubre 1894,  X,  134,  1.'). 
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Nulidad.  1007 — Tratándose  de  leyes   que  establecen   una 

pena  civil,  cual  es  la  declaración  de  nulidad  de  un 
acto  ó  contrato  por  falta  de  alguna  formalidad  á 
que  debió  sujetarse,  la  interpretación  de  la  ley 
dudosa  no  debe  ser  extensiva  sino  restrictiva,  y 
no  habiendo  absoluta  certeza  acerca  de  la  inten- 
ción de  la  ley,  debe  entenderse  en  el  sentido  que 
mejor  cuadre  con  la  razón  natural  y  que  respete 
más  la  voluntad  presunta  del  legislador.  (Senten- 
cia, 31  Octubre  1804,  X,  314,  2.'). 

—  1008 — Es  relativa  y  no  absoluta  la  nulidad  en  que 
se  incurre  vendiendo  bienes  raíces  de  mujer  casa- 
da sin  autorización  judicial.  Por  tanto,  el  compra- 
dor de  esos  bienes  puede  ganarlos  por  prescripción- 
ordinaria.  (Casación,  3  Agosto  1893,  XI,  19,  1.*). 

—  1009 — No  se  anula  un  proceso  militar  aunque  no 
fie  notifique  al  reo  el  auto  de  proceder  y  el  de  con- 
vocación del  Consejo  do  Guerra,  si  el  reo  con- 
curre á  los  actos  del  juicio  y  su  defensa  es  com- 
pleta. (Sentencia,  4  Septiembre  1505,  XI,  56,  1.»). 

—  1010 — No  es  causal  de  nulidad  de  un  proceso  mi- 
litar el  haberse  incurrido  en  error  al  aplicarla' 
pena,  sino  que  la  Corte  puede  corregir  el  yerro. 
(Sentencia,  28  Septiembre  1S95,  XI,  90,  1.»). 

—  1011 — La  nulidad  de  qne  adolezca  un  contrato 
por  causa  de  simulación  no  puede  ser  alegada  por 
ninguno  de  los  contratantes.  (Casación,  é  Diciem- 
bre 1895,  XI,  204,  2/). 

—  1012— No  se  anula  un  juicio  ejecutivo  porque  so 
omita  el  cumplimiento  de  la  formalidad  á  que  ye 
refiere  el  ordinal  3."  del  artículo  1027  del  Código 
Judicial.  En  cualquier  tiempo  se  puede  subsa- 
nar tal  omisión.  (Auto,  17  Diciembre  1895,  XI, 
248,  2.'). 
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1013 — La  de  un  acto  6  contrato  puede  ser  válida- 
mente "alegada  por  los  eausahabientes  de  quien  ha 
ejecutado  el  acto  ó  contrato  nulo,  porque  la  prohi- 
bición de  alegar  la  nulidad  absoluta  en  ciertos  ca- 
sos es  una  pena  civil  que  no  recae  sino  sobre  la 
persona  que  por  si  misma  ha  ejecutado  el  acto 
nulo  á  sabiendas.  (Casación,  10  Marzo  1896,  XI, 
259,  1.»). 

1,011 

1014 — La  nulidad  proveniente  de  extralimitación 
de  funciones  de  un  apoderado  no  as  absoluta;  es 
sólo  relativa.  (Casación,  28  Febrero  1896,  XI, 
318,  2."). 

1015 — La  hay  por  incompetencia  de  jurisdicción 
en  un  juicio  militar  en  que  uno  de  los  miembros 
del  respectivo  Consejo  de  Guerra  desempeña  á  la 
vez  un  cargo  judicial  ordinario.  (Casación,  28 
Mayo  1896,  XI,  408,  I."). 

1016 — La  no  notificación  del  auto  de  proceder  al 
defensor  del  reo  en  un  proceso  militar  no  constitu- 
ye nulidad  que  deba  declararse,  siempre  que  la 
sentencia  sea  absolutoria.  (Casación,  23  Julio 
1896,  XII,  37,  1."). 

1017— Es  nula  una  sentencia  proferida  por  un 
Consejo  de  Guerra,  si  no  lleva  la  firma  del  Audi- 
tor de  Guerra  y  del  Secretario  del  Consejo.  (Sen- 
tencia, 11  Agosto  1896,  XII,  61,  1.'), 

1018— La  prohibición  de  que  habla  el  artículo  303 
del  Código  Civil  no  implica  la  incapacidad  abso- 
luta del  padre  para  disponer  de  los  bienes  del  hijo; 
y  si  dispone  de  ellos  bíii  llenar  los  requisitos  que 
ese  artículo  exige,  la  venta  estará  afectada,  cuan- 
do má?,  de  nulidad  relativa.  (Casación,  9  Noviem- 
bre 1896,  XII,  loi,  2.'). 

1019— Sólo  puede  haber  nulidad  relativa  en  el 
contrato  de  compraventa  de  un  inmueble  hipóte- 
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cado,  cuando  el  vendedor  oculta  maliciosamente 
la  hipoteca  al  comprador.  (Casación,  11  Febrero 
1897,  XII,  288,  2.'). 

Nulidad.  1020 — Cuando  existe  motivo  legal  de  nulidad  de 

un  contrato  solemne  (compraventa  de  bienes  raí- 
ces, es  el  caso),  la  nulidad  afecta  tanto  al  contra- 
to como  la  escritura  destinada  á  perfeccionarlo, 
porque  no  se  pueda  separar  el  uno  de  la  otra. 
(Casación,  2  Abril  1897,  XII,  318,  l.1). 

—  1021 — Cuando  en  el  recurso  de  casación  se  tratado 
demostrarla  nulidad  de  una  sentencia,  el  deman- 
dante debe  contraerse  a  demostrar  que  la  senten- 
cia acusada  de  nulidad  está  comprendida  en  algu- 
nas de  las  causales  que  las  leyes  han  establecido 
como  motivo  de  nulidad.  (Casación,  27  Marzo 
1897,  XII,  322,  2.'). 

—  1022 — La  nulidad  de  que   trata  la  disposición  del 

artículo  6.°  del  Código  Civil,  se  refiere  a  los  actos 
ejecutados  por  los  particulares  en  el  ejercicio  de 
sus  derechos  civiles.  (Casación,  27  Marzo  1897, 
XII,  323,  1."). 

—  1023— Las  nulidades  de  un  juicio  por  falta  de  pro- 
cedimiento deben  ser  alegadas  en  el  mismo  juicio  y 
lio  son  materia  de  acciones  separadas  después  de 
terminado.  (Casación,  6  Julio  1897,  XII,  402,  1.*). 

Véanse  loa  números  59,  94,  102,  108,  12C,  129,  184, 
194,  212,  228,  233,  240,  340,  347,  305,  385,  3S7,  434, 
442,  550,  561,  583,  590,  598,  607,  615,  660,  678,  681, 
686,  716,  794,  843,  856,  S6G,  S69,  878,  880,  884,  897, 
905,  910,  915,  919,  928,  935,  951,  961,  962,  1,031,  1,032, 
1,035,  1,016,  1,091,  1,096,  1,126,  1,158,  1,185,  1,197, 
1,207,  1,209,  ljÜlO,  1,215,  1,217,  1,222,  1,224,  1,234, 
1,258,  1,233,  1,293,  1,315,  1,330,  1,335,  1,336,  1,333, 
1,348,  1,394,  1,434,  1,435  y  1,452. 
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Objeto  Hierro.  102± — No  lo  hay  en  la  formación  do  una  compa- 
ñía que  tenga  por  objeto  evitar  la  concurrencia 
de  gran  número  de  licitadores  en  el  remate  de  una 
renta  pública,  pero  si  esa  compañía  prometiere 
algo  á  un  licitador  porque  se  retire  de  la  licita- 
ción, en  tal  pacto  sí  hay  objeto  ilícito.  (Casación, 
28  Abril  1896,  XI,  383,  2.'). 
Véanse  los  «limeros  935,  984,  993  y  1,133. 

Obligaciones  facultativas.  1025 — Estas  no  son  tales  sino  en 
virtud  del  poder  que  el  deudor  tiene  para  pagar 
una  cosa  con  otra  que  se  designe;  de  consiguien- 
te, la  obligación  no  es  facultativa  desde  el  mo- 
mento en  que  no  está  en  la  posibilidad  del  deudor 
el  entregar  una  cosa  por  otra.  (Casación,  8  Oc- 
tubre 1890,  V,  305,  2.»). 

Obra  nueva.  1026— En- la  demanda  de  obra  nueva  no  se  debe 
cambiar  la  persona  del  demandado  porque  éste 
manifieste  no  ser  dueño  de  la  construcción.  Es 
preciso,  pues,  que  se  pruebe  legalmente  quién  es 
el  dueño  ó  por  orden  de  quién  se  construye.  (Auto, 
2  Octubre  1890,  V,  287,  I.'). 

—  1027— En  el  juicio  sobre  demolición  de  una  obra 

nueva  debe  preferirse  la  prueba  pericial  y  la  ins- 
pección ocular  a  las  declaraciones  de  testigos,  ocu- 
rriendo ambas,  pues  aquellas  son  las  requeridas 
para  el  caso;  y  además  los  peritos  están  en  mejor 
situación   por  sus  conocimientos  de  apreciar  la 

.    •  obra.  (Auto,  16  Diciembre  1890,  V,  388,  1.'). 

Oposición,  al  deslinde.  1028— No  es  inepta  la  oposición  al  des- 
linde porque  le  falten  los  requisitos  que  señala  el 
articulo  289  del  Código  Judicial.  (Sentencia,  23 
Febrero  1892,  VH,  IOS,  2,') 
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Ordenanzas.  1029 — Los  Tribunales  del  Distrito  pueden  cono- 
cer, llegado  el  caso,  de  las  cuestiones  sobre  sus- 
pensión de  Ordenanzas  departamentales,  cuando 
los  agraciados  sean  las  Municipalidades.  (Acuer- 
do número  259,  II,  379,  2."). 

—  1030 — Las  Ordenanzas  de  las  Asambleas  departa- 
mentales no  pueden  ser  suspendidas  ni  anuladas 
por  inconveniencia,  sino  por  ilegalidad.  (Senten- 
cia, 17  Julio  1889,  III,   285,  1.»). 

—  103L — La  facultad  que  á  la  Corte  ha  sido  conferi- 
da por  el  Legislador  para  suspender  6  anular  los 
actos  de  las  Asambleas,  no  tiene  por  objeto  sino 
evitar  perturbaciones  en  el  orden  político  y  admi- 
nistrativo establecido  de  antemano,  ó  amparar 
los  intereses  particulares;  mas  nunca  fijar  la 
inteligencia  de  la  ley  ó  de  la  Constitución  en  esaa 
materias,  cosa  que  incumbe  al  legislador  mismo. 
Por  tanto,  la  Corte  no  tiene  que  resolver  acerca 
de  las  Ordenanzas  derogadas  posteriormente  á  la 
demanda  de  suspensión  ó  anulación  de  ellas,  pues 
tal  resolución  no  tendría  objeto  legal  ninguno. 
(Auto,  11  Noviembre  1892,  VIII,  S8,  1.*  y  2.»). 

—  1032 — Las  que  habiendo  sido  aprobadas  por  el 
Congreso  no  sean  lesivas  de  derechos  civiles  no 
están  sometidas  al  examen  de  los  Tribunales  ni 
de  la  Corte  Suprema,  aunque  se  aleguen  que  son 
violatorias  de  las  leyes  generales,  pues  en  tal  caso 
es  al  Congreso  á  quien  corresponde  resolver  en 
último  término  sobre  su  validez  ó  nulidad.  (Auto, 
4  Mayo  1893,  VIII,  28(1,  2.'). 

1033 — Por  razón  de  violación  del  artículo  31  de 

la  Constitución  sólo  puede  pedirse  la  suspensión 
de  una  Ordenanza  por  las  personas  lesionadas 
con  ella;  el  Ministerio  Público  no  puede  solici- 
tar esa  suspensión.  (Auto,  28  Febrero  1896,  XI, 
323,  2.'). 
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Ordenanzas.  1034 — Declarada  sin  valor  ninguno  por  el  Con- 
greso una  ordenanza  departamental,  no  hay  lu- 
gar á  que  el  Poder  Judicial  resuelva  si  es  el  caso 
do  suspenderla,  porque  falta  entonces  la  sujeta 
materia  de  la  decisión.  (Auto,  Septiembre  13 
1895r  XI,  78,  1.'). 

—  1035— Eb  nula  la  ordenanza  en  que  se  ordena 

privar  á  un  individuo  ó  compafita  de  un  derecho 
adquirido  por  un  contrato  celebrado  con  un  De- 
partamento. La  cesación  de  derechos  de  esa  espe- 
cie quien  debe  decretarla  es  el  Poder  Judicial. 
(Auto,  22  Abril  1897,  XII,  170,  1.'  y  2.'). 
VéatiBe  los  números  113,  320,  449,  748,  890,  1,042 
y  1,367 
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Pagarés  1036 — Lns  pagarés  no  necesitan  aceptación  ex- 

presa del  acreedor.  (Casación,  29  Marzo  1890,  V, 
12  1.'). 

—  1037 — Para  que  un  documento  tenga  el  carácter 
de  pagaré  á  la  orden,  es  necesario  que  en  él  se  ex- 
presen las  circunstancias  enumeradas  en  el  articu- 
lo 904  del  Código  de  Comercio,  aunque  no  las  con- 
tenga en  el  mismo  orden  que  dicho  artículo;  pues 
lo  que  constituye  esencialmente  el  pagaré  de  co- 
mercio no  es  el  estar  vaciado  en  el  mismo  molde 
del  artículo  904  citado,  diño  el  contener  las  cir- 
cunstancias en  él  puntualizadas.  (Casación,  9  Fe- 
brero 1894,  IX,  186,  2.'). 

Pago-  1038 — Cuando  un  individuo  paga  por  otro  un  em- 

préstito forzoso,  decretado  por  el  Gobierno,  se 
subroga  en  los  derechos  de  esta  entidad,  como 
acreedor,  para  cobrar  el  valor  del  empréstito  a  la 
persona  por  quien  pagó,  mas  no  al  contrario,  no 
subroga  en  los  derechos  de  esta  persona  para  co- 
brar al  Gobierno  el  empréstito  pagado.  (Senten- 
cia, 20  Septiembre  1S87,  IV,  2,  1.'). 

—  1039 — En  una  ejecución  no  puede  alegarse  el  pago 
de  la  deuda  sin  introducir  la  respectiva  articula- 
ción. (Auto,  2  Octubre  1890,  V,  303,  2.')- 

—  1040 — No  es  pago  la  consignación  de  dinero  que 
hace  el  ejecutado  á  quien  se  le  intima  la  ejecu- 
ción, para  que  se  embargue  y  se  deposite  mien- 
tras dure  el  juicio;  pues  si  lo  fuera,  se  entregarían 
los  bienes  al  acreedor  y  no  al  depositario.  (Casa- 
ción, 7  Abril  1891,  VI,  54,  I»), 
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Pago.  1041 — El  ejecutado  que   hubiere  propuesto  arti- 

culación de  pago,  de  acueido  con  el  articulo  193 
de  la  Ley  57  de  18b7  (203  de  la  Ley  105  de  1890),  y 
no  hubiere  alcanzado  buen  éxito,  puede,  sin  em- 
bargo, alegar  la  misma  excepción  e«  el  término 
que  corresponde.  (Auto,  2  Abril  1S9I,  VI,  68,  1.'). 
Véanse  los  números  114,  289,  308,  707,  042,  991, 
1,052,  1,209,   1,313  y  1,352. 

Panamá.  1 042 — Puede  el  Tribunal  Superior  del  Distrito  Ju- 

dicial de  Panamá,  á  pesar  del  artículo  201  de  la 
Constitución,  suspender  por  las  causas  legales  co- 
munes, las  ordenanzas  de  la  Asamblea  de  este 
Departamento,  lo  cual  no  daña  las  facultades  es- 
peciales del  Gobierno.  (Sentencia,  28  Octubre 
1891,  VI,  394,   1."). 

—  1043 — A   pesar  de  haberse  declarado  francos  la 

mayor  parte  de  los  puertos  de  Panamá,  la  Asam- 
blea de  este  Departamento  puede  gravar  en  pro- 
vecho de  su  tesoro  la  producción,  introducción  y 
venta  de  licores  embriagantes.  (Auto,  26  Septiem- 
bre 1895,  XI,  83,  2.'). 
Véase  el  numero  833. 

Papel.  1044 — En  la  generalidad  de  los  casos  y  en  toda 

actuación  se  debe  proceder  como  dicen  los  artícu- 
los 140  á  143  de  la  Ley  57  de  1887;  pero  si  un  ex- 
pediente se  remite  á  un  Juzgado  ó  Tribunal,  por 
vía  de  apelación,  sin  ir  acompañado  del  papel  ne- 
cesario, y  pasaren  treinta  días  sin  que  se  sumi- 
nistre, tendrá  lugar  lo  dispuesto  en  el  artículo 
168  de  la  misma  Ley,  ó  sea,  la  declaración  de 
quedar  ejecutoriada  la  providencia  apelada  (1). 
(Acuerdo,  número  101,  I,  345,  2/). 


(1)  Lob  HTti'uloü   citmlns   fuero»   derogados  por  el  artículo  338  da  Im  Ley  105 da 
íeSO.  Víaie  «I  artiiulo  122  de  ett*  Ley. 
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Papel.  1045— Las   copias  que  por  virtud  de  apelación 

concedida  cu  el  efecto  devolutivo,  deben  compul- 
sarse en  las  demandas  cuyo  interés,  en  su  acción 
principal,  no  exceda  de  cien  pesos,  deben  esten- 
derse en  papel  común  (1).  (Acuerdo  número  256, 
II,  379,  1/  2.*). 
Véati8e  los  números  212,  550  y  780. 

—  sellado.  1046 — No  es  nula  una  actuación  judi- 
cial porque  no  ee  haya  empleado  en  ella  el  papel 
sellado  que  exige  la  ley  (2).  (Auto,  5  Septiembre 
1887,  I,  311,  1."). 

1,043 

—  1047 — Si  se  sigue  causa  criminal  de  cualquiera 
clase  y  el  procebado  ó  su  defeusor  tiene  que  inter- 
poner recurso  de  hecho  para  obtener  justicia,  en 
defecto  de  apelación,  sus  pedi.iu-íiitos  preparato- 
rios del  recurso,  así  como  las  copias  que  se  le  han 
de  compulsar,  no  deben  extenderse  en  papel  se- 
llado siuo  en  común.  (Auto,  31  Octubre  1887, 
I,  365,   2."). 

—  1048 — El  hecho  de  quo  un  empleado  judicial  ac- 
túe en  papel  común,  debiendo  actuar  en  papel 
sellado,  no  da  lugar  á  juicio  de  responsabilidad, 
sino  sólo  á  la  imposición  de  una  multa,  de  acuer- 
do con  lo  que  enseña  el  Decreto  número  480  de 
1886  (3).  (Auto,  2  Julio  1888,  II,  24S,  2.»;  Sen- 
tencia, 8  Febrero  1897,  XII,  269,  l.«). 

—  1049  — Las  contravenciones  á.  la  Ley  sobre  papel 
sellado  no  dan  lugar  á  juicio  de  responsabilidad. 
(Auto,  27  Noviembre  1889,  IV,  143,  1.'). 

(!)  VÉaieel  numeral  7*  del  aitíeuLo  8  de  la  Ley  110  de  1888. 

(2)  Eita  dootrina  está  da  «cusrdj  con  el  articulo  31  (inciso  2.°)  de  la  Ley  Ht 
de  1898. 

(3)  Vinosa  loa  artículos  40  y  41  dd  la  L;y  110  de  1838. 
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Papel  sellado.  1050 — La  solicitud  que  se  haga  á  los  Jueces  para 
que  reciban  informaciones  sumarias  con  el  objeto 
de  iniciar  juicios  de  calumnias  é  injurias  contra 
algún  particular,  deben  hacerse  en  papel  sellado; 
pues  aquí  no  se  trata  de  las  diligencias  sumarias  á 
que  se  refiere  el  numeral  9  del  artículo  7o  de  la  Ley 
110  de  1888,  ni  es  el  caso  del  ordinal  17  del  mis* 
mo  artículo  y  ley.  (Auto,  19  Mayo  1897,  XII, 
344,  2.*). 
Véanse  loa  námeroB  77,  622,  745,  780  y  1,127. 

Párrocos.  IOM — Por  el  hecho  de  dar  valor  de  pruebas  á  las 
certificaciones  de  los  Sacerdotes  párrocos  sobre  na- 
cimientos, matrimonios  y  defunciones,  no  deben 
considerarse  aquellos  como  funcionarios  públicos, 
nitales  certificaciones  como  instrumentos  públi- 
cos. (Casación,  4  Junio  1890,  V,  163,  2.»). 
Véanse  los  nümeros  303,  617,  703,  751  y  916. 

Partición.  10/82 — Si  en  los  inventarios  de  una  sucesión  se  ha 
comprendido  un  crédito  pasivo  y  se  objeta  antes 
de  la  partición,  no  debe  incluirse  en  éste  con  el 
objeto  de  señalar  bienes  para  el  pago.  (Auto,  15 
Enero  1890,  IV,  231,  2.»). 

—  1053 — Al  liquidarse  una  mortuoria,  si  debe  liqui- 

darse á  la  vez  una  sociedad  conyugal,  es  necesa- 
rio que  se  exprese  qué  bienes  se  adjudican  al  cón- 
yuge vivo  y  cuáles  á  los  herederos  del  muerto,  y 
hacer  luego  la  distribución  de  los  últimos  entre 
éstos.  Sí  así  no  se  hace,  la  respectiva  hijuela  no 
es  titulo  suficiente  de  propiedad  para  los  herede- 
ros. Tal  es  el  modo  como  ha  de  entenderse  el  ar- 
tículo 1398  del  Código  Civil.  (Casación,  9  Marzo 
1892,  VII,  127,  2.*). 

Véanse  loa  números  22,  27,  28,  55,  62,  269,  271,  431, 
43!),  527,  530,  564,  705,  780,  795,  806,  983,  992,  996, 
997,  956,  1,112,  1,162,  1,163,  1,196,  1,206,  1,267,  1,212, 
1,237,  1,304,  1,308,  1,332,  1,353,  1,410,  y  1,432. 
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Patria  potestad.  1054 — La  patria  potestad  que  confiere  á  la 
madre  el  artículo  58  de  la  Ley  153  de  1887,  á  fal- 
ta del  padre,  se  refiere  no  solamente  á  los  hijos 
cuyos  padres  mueran  después  de  la  expedición  de 
dicha  ley,  sino  también  á  aquellos  cuyos  padres 
hayan  muerto  antes.  Así  lia  de  entenderse  el  ci- 
tado artículo,  de  acuerdo  con  lo  que  prescribe  el 
20  de  la  misma  ley.  (Auto,  9  Abril  1892,  VII, 
165,  2.»). 
Véase  el  número  441. 

pena  1055 — Por  una  sola   violación  de  la  ley  no  deben 

imponerse  dos  penas,  á  no  ser  que  así  es  determi- 
ne expresamente  por  la  misma  ley.  En  conse- 
cuencia, si  á  un  empleado  inferior  le  impone  el 
superior  una  multa  porque  deja  de  cumplir  un 
deber,  no  se  le  puede  penar  en  juicio  por  la  mis- 
ma  falta.  (Sentencia,    19  Junio   1891,  VI,  176, 

i.'). 

1,066. 

—  1056 — No  hay  lugar  á  la  acumulación  de  penas 
en  el  caso  de  tratarse  de  un  solo  hecho  criminal, 
porque  no  es  correcta  interpretación  de  la  ley,  dar 
dos  ó  más  denominaciones  jurídicas  diferentes  á 
un  mismo  hecho  punible  para  los  efectos  del  cas- 
tigo.   (Sentencia,  6  Agosto  1S91,  VI,    253,  1."). 

—  1057 — En  los  casos  en  que  el  Código  Militar  impo- 
ne la  pena  de  cierto  número  de  años  de  reclusión  ó 
presidio,  debe  imponerse  al  reo  la  pena  de  reclu- 
sión en  lugar  de  la  de'presidio,  cuando  aparezca  que 
no  hay  motivo  para  calificar  el  delito  en  primer 
grado,  de  acuerdo  con  la  doctrina  del  artículo 
129  del  Código  Penal,  por  ser  ésta  menor  según 
la  clasificación  legal.  En  los  demás  casos  quedí 
á  juicio  del  Consejo  de  Guerra  ó  de  la  Corte,  er 
su  caso,  determinar  cuál  de  las  dos  ha  de  impo- 
nerse en  atención  á  ios  hechos  que  dieren  lugai 
a  la  causa.  (Sentencia,    13  Octubre  1892,  VIII 
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40,  2.';  Sentencia,  7  Noviembre  1892,  VIII,  87, 
1.a;  Sentencia,  8  Marzo  1895,  X,  306,  1.a;  Senten- 
cia, 31  Mayo  1897,  XII,  351,  2.a). 

Véanse  los  números  8,  13,  38,  46,  49,  154,  202,  320,  336, 
633,  754,  794,  796,  845,  941,  1,007,  1,010,  1,013,  1,075, 
1,128,  1,130  á  1,133  y  1,312. 

Pena  capital.  1058 — No  puede  imponérsela  pena  capital  en  los 

casos  á  que  se  refiere  el  artículo  29  de  la  Consti- 
tución sino  después  de  expedida  la  Ley  57  de  1887, 
que  fue  la  primera  que  vino  á  definir  los  casos 
más  graves,  merecedores  de  dicha  pena.  (Senten- 
cia, 26  Octubre  1888,  II,  362,  2.a). 

—  1059 — Cuando  el  Jurado  declare  que  el  homicidio 
se  ha  cometido  con  alguna  de  las  circunstancias 
de  alevosía,  á  traición  ó  sobreseguro,  ha  llegado 
el  caso  del  artículo  598  del  Código  Penal,  el  cual 
declara  que  al  asesinato  en  sus  casos  más  graves 
corresponde  la  pena  capital,  y  el  Juez  debe  impo- 
nerla, aun  cuando  el  Jurado  no  hubiere  expresa- 
do que  el  delito  alcanzó  los  caracteres  de  mayor 
gravedad.  (Sentencia,  3  Abril  1897,  XII,  307,  2.a). 

819,  820. 
Véauee  los  números  66,  202,  292,  758,  787,  819  y  1,442. 

—  correccional.  1060 — No  puede  estimarse  modifi- 
cado ó  corregido  el  artículo  93  de  la  Ley  57  de 
1887,  por  la  atribución  7.a  del  artículo  75,  5.a  del 
artículo  100,  6/  del  115,  y  5.a  del  122  del  Código 
de  Organización  Judicial,  porque  el  primero  con- 
signa la  facultad  de  apremiar  para  que  se  cumplan 
las  providencias  judiciales,  mientras  que  las  últi- 
mas dan  la  facultad  de  castigar  con  penas  correc- 
cionales. Por  el  primero  se  establece  el  medio  coer- 
citivo de  que  la  autoridad  judicial  puede  valerse 
para  obligar  al  cumplimiento  de  sus  órdenes,  por 
las  segundas,  la  sanción  penal  con  que  puede  cas- 
tigarse la  falta  ya  cometida.  (Acuerdo  número 
541,  IV,  154,  l.*). 
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Pena  CORKECCtonal.  1001 — Los  Juñces  no  pueden  imponerlas 
penas  correecionaKs  de  multas  ó  ai  reatos  cuando 
se  les  desobedece  ó  falta  al  respeto,  sino  sujetán- 
dose al  procedimiento  que  señala  la  ley.  (Senteu- 
cia,  22  Enero  ISflO,  IV,  214,  2.'  y  215  1.*;  Senten- 
cia, 2o  Mayo  1S9?,  XII,  365,  2.»). 
5,     793,    796 

—  1062 — Debe  preferirse,  por  especial,  la  disposición 
del  inciso  1.°  del  artículo  27  de  la  Constitución,  & 
la  del  artículo  '247  del  Código  Político  y  Munici- 
pal. (Sentencia,  16  Julio  1891,  VI,  231,  8,*). 
Vémiae   los   números  5,942  y  943. 

Pensiones.  1063 — Todas  las  leyes  sobre  pensiones  llevan  vir- 
tualmente  la  condición  de  no  contar  el  agraciado 
con  el  auxilio  de  ningún  deudo  que  tenga  el  deber 
de  asegurar  su  subsistencia.  (Sentencia,  8  Marzo 
1887,  I,  154,  2.'). 

—  1064 — De  acuerdo  con  la  Ley  84  de  1890  no  se 
pueden  conceder  pensiones  militares  ó  recompen- 
sas á  los  deudos  de  personas  que  hayan  muerto 
en  guerras  locales  ó  de  los  extinguidos  Estados 
Soberanos.  Las  gracias  que  otorga  esa  ley  han 
de  ser  por  servicios  prestados  en  guerras  naciona- 
les. (Sentencia,  19  JN'oviembre  1691,  VII,  5,  2.'). 

—  1065 — Las  pensiones  y  recompensas  por  servicios 
prestados  á  la  República  son  esencialmente  per- 
sonales, y  por  lo  mismo  intrasmisibles  según  las 
reglas  del  derecho  común.  (Acuerdo  número  853, 
XII,  378,  1.*). 

Perdón.  1066— El  artículo  lSSdela  Ley  153  de  1887   no 

establece  como  única  causa  de  perdón  por  viola- 
ción de  mujer  el  matrimonio  subsiguiente,  sino 
que  éste  es  el  único  caso  en  que  se  presume,  pre- 
sunción que  debe  basarse  en  el  acta  déla  celebra- 
ción del  matrimonio.  El  perdón  expreso  puede 
ser  impulsado  por  causas  varias;  no  necesita  de 
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más  pruebas  que  la  manifestación  de  la  ofendida 
hecha  ante  el  Juez,  y  parece  que  no  tiene  necesi- 
dad de  expresar  el  móvil  del  perdón.  (Acuerdo  nu- 
mero 421,  III,  387;  Acuerdo  numero  520,  IV, 
113,  2.'). 

perdón.  1067— En  caso  de  perdón  por  violación  ó  rapto, 

no  hay  disposición  legal  que  exija  la  asistencia 
del  padre  ó  madre  do  tutor  ó  curador  para  otor- 
gar el  perdón,  cuando  la  ofendida  es  menor  de 
edad;  pero  por  analogía  y  dada  la  importancia  del 
acto,  deben  aplicarse  las  disposiciones  procedi- 
mentales  civiles  que  reglan  la  comparecencia  en 
juicio  de  los  menores  de  edad.  (Acuerdo  número 
520,  IV,  113,  2.'). 

Peritos.  1068—  El  cargo  de  perito  eu  juicio  civil  no  es  de 

forsosa  sino  de  voluntaria  aceptación.  (Auto,  23 
Noviembre  1887,  I,  405,  l.1). 

—  1069 — Los  peritos  valuadores  de  perjuicios  á  que 
se  refiere  el  artículo  113  de  la  Ley  57  de  1887, 
deben  ser  nonibrados  de  acuerdo  con  las  reglas 
generales  contenidas  en  el  Código  Judicial.  Si  las 
partes  nombraren  persouas  incapaces  de  hacer  la 
apreciación,  el  Juez  podrá  nombrar  los  peritos  de 
oficio,  según  la  doctrina  de  los  artículos  654  y  60 1 
del  misino  Código.  En  todo  caso  el  Juez  debe  fijar 
la  cuantía  de  los  perjuicios,  procurándose  los  da- 
tos necesarios  para  la  fijación.  (Acuerdo  número 
147,    II,  18,  2.). 

1,072,   1,078 

—  1070 — No  pueden  los  Jueces  obligar  á  los  emplea- 
dos de  otras  oficinas  á  desempeñar  el  cargo  de  pe- 
ritos (1).  (Acuerdo  número  457,  IV,  19-,  2."J. 

—  1071 — De  que  el  articulo  334  de  la  Ley  105  de 
1S0O  diga  que  "  todo  individuo  vecino  del  lugar 


(1)   Vártie  el  nrHonlo  337  dsl  Código  Político  y  Mnnieipali 
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debe  prestar  el  auxilio  que  se  le  exija  parala 
pronta  administración  de  justicia,"  no  se  sigue  que 
para  ser  perito  se  necesita  sólo  la  vecindad,  aun- 
que, por  otra  parte,  sea  el  individuo  menor  de 
edad  ó  mayor  de  sesenta  años.  Para  loa  peritos 
rigen  otras  disposiciones  especiales  que  no  que- 
dan modificadas  por  una  tan  general  como  la  del 
artículo  citado:  se  requiere  especialmente  su  sufi- 
ciencia. Aunque  el  mismo  artículo  habla  de  peri- 
tos es  sólo  para  indicar  el  modo  de  apremiarlos. 
(Acuerdo  número  7ú0,  V,  754). 

Peritos.  1072 — Los  Jueces  y  Tribunales  sólo  pueden  reem- 

plazar los  peritos  nombrados  por  las  partes  en  el 
caso  en  que  los  peritos  se  excusen,  ó  cuando  no 
den  su  exposición  dentro  del  término  que  se  les 
señala,  ó  si  el  dictamen  se  diere  de  una  manera 
vaga  ó  indeterminada.  (Auto,  3í  Octubre  1895, 
XI,  163,  2.'). 

Vé.nise  loa  Humeros  71,  503,  603,  610,  766,  1,027, 
1,077,   1,173,  1,353  y  amlúo  perieial. 

Perjuicios.  1073— Lo  dispuesto  por  el  artículo  1 L3  de  la  Ley 
57  de  18S7  es  imperativo,  y  debe  cumplirse  en 
todo  caso,  aun  tratándose  de  delitos  contra  el  pu- 
dor que  no  hayan  causado  enfermedad  en  el  ofen- 
dido, y  aun  cuando  en  muchos  casos  pueda  ser 
difícil  la  apreciación  pericial  de  los  perjuicios. 
(Acuerdo  número  55,  I,  259,  1.»  y  2.';  Acuerdo 
número  147,  II,  18,  2.') 

—  1074 — Al  abrirse  causa  por  tentativa  de  un  delito 
debe  cumplirse  lo  prevenido  en  el  artículo  113  de 
la  Ley  57  de  1S87,  sobre  estimación  pericial  de 
los  perjuicios  causados  al  ofendido,  porque  la  ten- 
tativa no  está  exenta  por  su  naturaleza  de  causar 
tales  perjuicios.  (Acuerdo  número  110, 1,  361,  2.m). 

—  1075 — La  indemnización  de  perjuicios  de  que 
trata  el  artículo  113  de  la  Ley  57  de  1887  debe  te- 
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11er  lugar  en  todo  caso,  y  por  consiguiente  es  una 
sanción  distinta  de  las  penas  señaladas  al  delito 
en  el  Código  Penal;  de  lo  cual  resulta  que,  llegado 
el  caso,  puede  haber  lugar  á  multa  y  a  perjuicios. 
(Acuerdo  número  186,  II,  122,  1."). 

Perjuicios.  1076— Si  una  entidad  jurídica,  como  el  Estado, 
sin  el  concurso  de  la  parte  con  quien  ha  contrata- 
do, altera  las  liases  bajo  las  cuales  arrendó  una 
renta  ó  contribución,  modificando  la  renta  ó  esta- 
bleciendo un  gravamen  mayor  en  perjuicio  del 
arrendatario,  está  obligada  á  indemnizar  los  per- 
juicios que  á  este  se  le  causen  con  la  violación  del 
contrato.  (Sentencia,  6  Abril  1888,  II,  125,  2.»; 
Sentencia,  24  Octubre  1895,  XI,  149,  l.1;  Senten- 
cia, 11  Diciembre  1895,  XI,  223,  2.'). 

—  1077 — Si  en  un  juicio  se  demuestra  la  obligación 
de  pagar  perjuicios  y  hubiere  datos  para  la  esti- 
mación de  éstos,  se  fijarán  después  de  la  senten- 
cia condenatoria  por  medio  de  peritos.  Nohabien- 
do  tales  datos,  se  remitirá  á  las  partes  á  un  jui- 
cio distinto,  de  acuerdo  con  el  artículo  840  del 
Código  Judicial.  (Sentencia,  14  Septiembre  1688, 
II,  3"2,  1.";  Sentencia,  11  Diciembre  1895,  XI, 
223,  1.'). 

—  107S— Cuando  el  juzgamiento  de  varios  responsa- 
bles de  un  mismo  delito  no  es  simultáneo,  tanto 
en  el  primero  como  en  el  segundo  juicio,  debe  dar- 
se cumplimiento  al  artículo  113  de  la  Ley  57  de 
1887,  haciendo  por  peritos  el  avalúo,  de  confor- 
midad con  el  Acuerdo  número  147.  Sí  el  avalúo 
hecho  en  el  segundo  juicio  resultare  diferente  del 
efectuado  en  el  primero,  el  Juez  tendrá  que  re- 
solver sobre  el  monto  de  la  responsabilidad  de  los 
reos  para  no  romperla  solidaridad  que  establece 
el  artículo  70  del  Código  Penal.  (Acuerdo  número 
636,  IV,  316,  1.'). 
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Perjuicios-  1"79 — El  que  contrata  con  el  Gobierno  en  virtud 
de  una  ley  que  autoriza  para  ello  á  esta  entidad, 
tiene  derecho  á  pedir  indemnización  de  perjuicios 
si  posteriormente  se  deroga  la  ley  y  se  pone  asi 
término  al  contrato.  (Sentencia,  21  Abril  1890, 
V,  2,  l.«). 

—  10S0 — No  tienen  derecho  los  particulares  á  recla- 
mar perjuicios  del  Gobierno  de  un  Departamento 
por  el  establecimiento  del  monopolio  de  la  pro- 
ducción y  venta  de  licores,  por  el  simple  hecho 
de  que  los  particulares  reclamantes  tengan  esta- 
blecimientos donde  se  hagan  dichas  producciones 
y  ventas.  Se  podría  r aclamar  perjuicios,  de  acuer- 
do con  los  artículos  31  y  32  de  la  Constitución, 
en  caso  de  expropiación,  pero  no  en  aquellos  en 
que  sólo  hay  lucro  cesante.  (Auto,  2  Septiembre 
1S92,  VII,  384,  2. s;  Sentencia,  31  Agosto  1892, 
VII,  366,  2/). 

—  1081 — La  sentencia  en  que  se  declara  la  obliga- 
ción abstracta  de  pagar  perjuicios  no  puede  eje- 
cutarse directamente,  sino  mediante  un  juicio 
previo  en  el  cual,  con  todas  las  formalidades  del 
juicio  ordinario,  se  fije  la  cantidad  precisa  á  que 
ascienden,  según  las  pruebas  presentadas  por  las 
partes.  Si  do  tales  pruebas  no  resulta  la  compro- 
bación de  tales  cantidades  de  los  perjuicios,  nada 
se  deberá  por  éstos,  aunque  se  haya  declarado  en 
abstracto  la  obligación  de  pagarlos.  (Casación,  14 
Noviembre  1802,  VIII,  60,  2/). 

—  10S2 — La  cuantía  de  los  perjuicios  que  debe  pa- 
gar el  deudor  si  acreedor  no  se  determina  por  el 
juramento  del  ultimo.  El  artículo  1018  del  Códi- 
go Judicial,  sólo  es  aplicable  en  los  juicios  ejecu- 
tivos, los  cuales  pierden  su  carácter  y  cambian  su 
naturaleza  «uando  se  acumulan  al  juicio  univer- 
sal de  concurso  de  acreedores  que  tiene  su  trami- 
tación especial,    distinta  de  la  señalada  para  los 
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ejecutivos.  (Sentencia,  23  Noviembre  1S95,  SI, 
208,  1.*). 
,       YfciiiBe  loa  números  113,  139,  140,  142,  426,  443,  492, 
760,  775,  8J1,  905,  9119,  1,069,  1,159,  1,180,  1,341,  1,321, 
1,349  y  1,428. 

Perjurio.  10-3— La  existencia  del  perjurio,  en  el  caso  del 

articulo  454  del  Código  Judicial,  declarada  por  el 
Tribunal,  no  puede  ser  desconocida  por  la  Corte 
de  Casación,  sino  en  el  caso  de  que  sea  contraria 
á  documentos  ó  actos  auténticos  que  obren  en  el 
proceso.  (Casación,  27  Noviembre  1891,  VI,  350, 
2.\  358,  2.»). 

—  10S4 — La  disposición  del  articulo  454  del  Código 
Judicial  puede  aplicarse  aunque  no  haya  recaído 
sentencia  en  lo  criminal  que  declare  la  existencia 
del  perjurio;  porque  el  juicio  criminal  para  la  im- 
posición de  la  pena  es  cosa  separada  y  distinta  del 
civil  en  que  se  aplica  a  una  de  las  partes  la  san- 
ción de  perder  el  pleito  por  su  falta  de  respeto  á,  la 
vfidad.  (Casación,  27  Noviembre  1891,  VI,  G57, 
1.';  358,  2.'). 

—  10S5 — El  artículo  454  del  Código  Judicial  no  auto- 
riza para  acoger  una  acción  ilegal  aunque  se  com- 
pruebe el  perjurio  de  una  de  las  partes.  Sería  ab- 
surdo é  inadmisible  aceptar  la  validez  de  una  hi- 
poteca no  registrada  ó  de  nna  compraventa  entre 
cónyuges,  por  más  que  alguna  parte  se  hubiese 
perjurado.  (Casación,  27  Noviembre  1891,  VI, 
357,  2."  y  358,  1.';  358  2.'). 

—  10S6 — No  puede  exigirse  responsabilidad  legal  á 
quien  en  denuncio  ó  declaración  jurados  falta  á. 
la  verdad  sobre  hechos  que  pueden  perjudicarle, 
porque  de  lo  contrario  se  violaría  el  artículo  25 
de  la  Constitución,  el  cual  preceptúa,  que  en  ma- 
teria criminal,  correccional  ó  de  policía,  nadie 
puede  ser  obligado  á  declarar  contra  sí  mismo  ó 
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contra  sus  parientes  dentro  del  cuarto  grado  civil 
de  consanguinidad  ó  segundo  da  afinidad.  (Auto, 
28  Septiembre  1893,  IX,  40,  2.'). 

Perjurio.  1087 — La  no  comprobación  del  hecho  denunciado 
no  constituye  perjurio,  aunque  el  denunciante 
sea  uu  particular  y  haya  jurado  su  denuncio; 
pues  el  que  denuncia  un  hecho  no  se  obliga  jamás 
á  probarla  verdad  de  sus  aserciones.  (Auto,  18  Ma- 
yo 1895,  X,  339,  1.'). 

- —  1038 — Es  al  Tribunal  sentenciadory  no  á  la  Corte 

de  Casación  á  quien  corresponde  apreciar  si  una 
de  las  partes  se  ha  perjurado,  y  si  es,  por  consi- 
guiente, aplicable  la  sanción  que  establece  el  ar- 
tículo 454  del  Código  Judicial.  (Casación,  16  No- 
viembre 1895,  XI,  1888,  1.";  Casación,  27  Febre- 
ro 1896,  XI, 308,  l.*  y  2.';  Casación,  9  Noviembre 
1S96,  XII,  102,  2."). 
Véase  <>1  número  1,2S6. 

Personería.  10S9 — Desde  el  momento  que  se  alegan  excepcio- 
nes ante  un  empleado  que  procede  con  jurisdic- 
ción coactiva  y  toma  conocimiento  de  ellas  el 
Juez  ordinario,  no  puede  representar  la  causa 
nacional,  sino  el  respectivo  Agente  del  Ministerio 
público.  Si  interviene  como  parte  el  empleado  que 
ejerce  la  jurisdicción  coactiva,  su  personería  será 
ilegítima.    (Auto,  29  Julio  1887,  I,  271  I.'  y  2."). 

—  1090 — Basta  para  reconocer  personería  suficiente 

en  los  Agentes  del  Ministerio  público  que  haya 
constancia  oficial  ó  publicación  auténtica  del 
nombramiento  y  posesión  de  tales  empleados. 
(Acuerdo  número  136,  II,  2,  1.";  VIII,  167,  2.'). 


1091— No  hay  ilegitimidad  de  la  personería,  y 
por  consiguiente,  no  es  el  caso  de  anular  un  pro- 
ceso criminal  por  el  hecho  de  que  el  reo  menor  de 
edad,  cuyo  padre  no  esté  preseute,  sea  represen- 
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tado  por  un  curador  ad  litem.  que  él  nombre  ó 

que  e]  Juez  designe.  (Casación,    13  Marzo  1891, 
VI,  34,  2.'). 

Personería.  1092 — Cuando  se  entable  una  demanda  contra 
una  persona  como  representante  de  otra,  natural 
ó  jurídica,  debe  presentarse  el  comprobante  res- 
pectivo de  la  personería  del  demandado;  pues  es 
á  todas  luces  injurídico,  ocasionado  á  causar  per- 
juicios indebidos  a  terceros  y  nulidades  en  los 
proceso",  el  admitir  una  demanda  y  especialmen- 
te trabar  una  ejecución  contra  una  persona  que 
no  ñgura  como  obligada  en  el  título  ejecutivo, 
sin  otro  fundamento  que  la  aseveración  del  de- 
mandante. (Casación,  7  Abril  1881,  VI,  53,  2.»). 

—  1093 — Tiene  personería  para  representar  en  juicio 
á  una  compañía  de  comercio,  cualquiera  de  sus 
socios,  cuando  todos  ellos  tienen  el  uso  de  la  ra- 
zón ó  firma  social,  aunque,  por  otra  parte,  la 
administración  de  los  negocios  sociales  esté  divi- 
dida entre  ellos.  Y  si  la  Compañía  ha  expirado 
y  no  tiene  liquidador  especial,  á  cualquiera  de 
los  socios  se  le  puede  demandar  para  que,  en 
nombre  de  la  Compañía,  comparezca  en  juicio. 
(Casación,  14  Julio  1890,  VI,  228,  1.»). 

—  1094 — No  puede  considerarse  como  ilegítima  la 
personería  de  una  entidad  política  porque  se  le 
desconozca  el  derecho  que  demanda.  Semejante 
cuestión  no  puede  debatirse  en  un  mero  incidente 
dilatorio,  sino  que  ha  de  resolverse  en  la  senten- 
cia definitiva.  (Auto,  24  Septiembre  1891,  VI, 
333,  1."). 

—  1095 — La  tiene  el  marido  para  demandar  en  nom- 
bre propio  sobre  frutos  de  bienes  que  sean  pro- 
piedad exclusiva  de  su  mujer.  (Casación,  9  Di- 
ciembre 1395,  XI,  228,  !.■). 
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personería.  1096— No  obstante  lo  dispuesto  en  el  Acuerdo 
número  510  de  !a  Corte,  cuando  se  demanda  al 
hijo  en  la  persona  del  padre  y  éste  no  niega  su 
calidad  de  tal  y  asume  la  representación,  no  pue- 
de anularse  el  juicio  por  ilegitimidad  en  la  per- 
sonería, aunque  con  la  demanda  no  se  haya  pre- 
sentado el  comprobante  respectivo.  (Casación 
18  Septiembre  1396,  XII,  82,  2.*). 
Véanse  los  números  98,  102,  805,  995,  98S  y  1103. 

parsonero.  1097 — Los  Personeros  Municipales  pueden  llevar 
la  voz  del  Ministerio  Público  ante  los  Jueces  de 
Circuito,  demandando  y  defendiendo  los  intereses 
del  Municipio,  y  deben  hacerlo  por  sí,  ó  bien  un 
apoderado,  por  incompatibilidad,  cuando  en  el 
negocio  tenga  parte  además  la  Nación  ó  el  De- 
partamento. (Acuerdo  númeioGüT,  V,  1S,  2."). 

1098 — Este  empleado  no  es  hábil  para  interponer 

•  el  recurso  de  casación  contra  sentencias  dictadas 

en  juicios  en  que  sea  parte  el  Distrito  respectivo 
y  que  se  haya  fallado  en  segunda  instancia  por 
el  Tribunal  Superior,  pues  dicho  empleado  no 
tiene  la  representación  en  esa  clase  de  juicios; 
ella  corresponde  al  Fiscal  del  Tribunal  ó  á  un 
apoderado  constituido  expresamente  por  el  Dis- 
trito, según  aparece  del  numeral  4."  del  artículo 
179  de  la  Ley  147  de  1888.  (Sentencia,  27  Marzo 
1894,  IX,  254,  2.m). 
Véase  el  número  238. 


petición  de  herencia.  1099— La  acción  de  petición  de  heren- 
cia no  es  de  jurisdicción  voluntaria,  pues  debe 
ejercitarse  ante  el  Juez  respectivo,  que  es  el  de- 
signado en  el  inciso  2."  áel  artículo  lrt2  del  Có- 
digo de  Organización  Judicial.  (Acuerdo  número 
4S0,  IV,  20(  2.*). 
Véanse  los  números  22,  23,  27,  099  y  1168. 
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Poder.  1100— El  poder  general  para  plietos  no  basta  para 

recurrir  en  casación;  se  necesita  para  esto  poder 
especial  y  expreso.  (Auto,  28  Mayo  de  1890,  V, 
85,  2,';  Auto,  lY  Julio  1890,  V,  192,  1."). 
191 

—  1101 — LaB  palabras  juicio  y  pleito  que  emplean 
loe  artículos  328  y  otros  del  Código  Judicial,  que 
tratan  de  poderes  especiales,  no  pueden  tomarse 
en  el  sentido  estricto  de  controversia  ó  contienda 
entre  partes,  que  debe  ser  fallada  por  el  Juez, 
sino  en  el  significado  genérico  de  negocio  ó  asun- 
to sometido  á  la  decisión  del  Poder  Judicial,  por- 
que :-i  se  entendiesen  estas  palabras  en  el  sentido 
limitado  de  la  definición  que  da  el  artículo  254  del 
Código  citado,  resultarían  absurdos  ó  anomalías 
inconciliables  con  el  objeto  manifiesto  de  la  ley. 
(Acuerdo  número  692,  V,  130,  2.*). 

—  1102 — Los  poderes  que  se  confieren  para  asuntos 
de  jurisdicción  voluntaria,  pueden  otorgarse  por 
medio  de  un  memorial  dirigido  al  Juez  que  cono- 
ce  ó  haya  de  conocer  del  negocio,  en  la  forma 
determinada  en  el  artículo  390  del  Código  Judi- 
cial. (Acuerdo  numero  692,  V,  131,  l.1). 

—  3 103— El  conferido  por  los  herederos  para  inter- 
poner el  recurso  de  casación,  no  da  personería 
suficiente  para  este  objeto  al  apoderado,  si  no  se 
presenta  también  el  documento  respectivo  para 
probar  el  carácter  de  herederos  con  que  han  obra- 
do los  poderdantes.  (Casación,  21  Abril  1894,  IX, 
315,  1.";  Casación,  19  Julio  1894,  X,  25,  2.*). 
Véai  se  los  números  64,  96,  98,  101  á  103,  222,  213, 
427,  722,  909  á  911,  1349,  1360  y  1403. 

Policía.  1104 — Por  motivos  de  orden  y  seguridad,  los  em- 

pleados de  policía  pueden  arrestar  aun  á  los  fun- 
cionarios públicos  de  la  más  alta  graduación. 
(Auto,  26  Septiembre  1389,  IV,  15,  X."). 
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policía.  1105 — A  la  policía  está  sujeta  toda  clase  de  per- 

sonas; ella  lo  abarca  todo,  procede  sumariamente 
y  se  separa  de  las  fórmulas  comunes  de  los  en- 
juiciamientos, especialmente  cuando  procede  de 
una  manera  preventiva,  porque  si  así  no  fuera, 
su  miaí&n  no  sólo  seria  ineficaz  y  tardía,  sino 
inútil  y  hasta  ridicula.  (Auto,  26  Septiembre 
1889,  IV,  1.»). 
Véanse  los  números  461,  70!),  710  y  831. 

porción  CONYUGAL.  1106 — Aunque  haya  descendientes  legíti- 
mos, si  el  cónyuge  snpérstite  es  instituido  here- 
dero, tiene  derecho  uo  sólo  á  porción  conyugal 
sino  á  mayor  cuota  de  la  herencia,  y  en  ese  caso 
el  sobrante  do  la  porción  conyugal  se  imputará, 
de  acuerdo  con  el  artículo  1237  del  Código  Civil, 
á  la  cuarta  de  libre  disposición.  (Casación,  3  Sep- 
tiembre 1895,  XI,  51,  2."). 
Véase  el  número  1,198. 

Posesión.  1107 — Si  en  un  juicio  ordinario  de  deslinde,  una 
parte  pretende  probar  que  ha  estado  en  posesión 
.  i  de  la  parte  de  terreno  disputada,  por  medio  de 
;  declaraciones  testimoniales,  y  la  otra  pretende 
probar  lo  mismo  con  título  inscrito,  debe  prevale- 
cer la  prueba  del  título  inscrito.  (Sentencia,  22  ju- 
nio 18S9,  III,  197,  1.*). 

—  1108 — Comprobado  que  el  causante  de  una  suce- 
sión estaba  en  posesión  de  una  casa,  debe  supo- 
nerse que  su  heredero  es  dueño  de  ella,  mientras 
no  se  pruebe  lo  contrario,  según  el  inciso  2.°  del 
artículo  7G2  del  Código  Civil,  (Casación,  21  Oc- 
tubre 1890,  V,  311,  1."). 

—  I  1109 — Por  el  registro  se  adquiere  la  posesión  legal 
j  délos  inmuebles;  en  consecuencia,  quieu  presente 
I      un  título  debidamente  registrado,   se  considera 

como  tercer  poseedor  en  el  caso  prescrito  por  el 
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artículo  871  del  Código  Judicial  de  Cundinamar- 
ca  (1031  del  Nacional,  189  y  siguientes  de  la 
Ley  105  de  1890),  y  puede  hacer  uso  del  derecho 
que  en  tal  artículo  se  confiere.  (Auto,  3  Diciem- 
bre 1890,  V,  3tí7,  1.»).  y" 

Posesión.  1 HO — La  de  la  herencia  se  transmite  al  heredero 
por  virtud  de  la  muerte  del  causante.  Cuando, 
pues,  el  testador  habla  de  la  condición  de  que  su 
heredero  entre  en  posesión  de  la  herencia,  tal 
condición  se  estimará  cumplida  por  el  solo  hecho 
de  que  el  segundo  sobreviva  al  primero.  (Casa- 
ción, 14  Diciembre  1895,  XI,  252,  1."). 

—  11  ti — El  poseedor  de  una  cosa  que  se  incluye  en 
el  inventario  de  una  mortuoria,  tiene  derecho  a 
excluirla,  aunque  á  la  sucesión  competa  alguna 
acción  en  cuya  virtud  la  cosa  pudiera  aumentar 
su  caudal.  Porque  la  posesión  no  puede  quitarse 
por  el  simple  medio  de  un  inventario  sino  que  el 
pretendido  dueño  debe  ejecutar  la  acción  de  rei- 
vindicación ó  de  dominio,  que  es  la  pertinente 
para  el  caso.  (Casación,  2  Septiembre  189tf,  XII, 
TU,  1.'). 

—  1112— El  decreto  que  confiere  la  posesión  efec- 
tiva de  la  herencia  de  que  habla  el  articulo  757 
del  Código  Civil,  es  cosa  muy  distinta  de  la  sen- 
tencia que  aprueba  la  partición  6  pone  fin  al  jui- 
cio mortuorio.  En  nuestra  legislación  procedí- 
m en tal  no  se  dice  cual  ha  du  ser  el  decreto  que 
da  dicha  posesión  efectiva,  como  se  dice  en  la 
legislación  chilena,  de  donde  está  tomado  el  re- 
ferido artículo  757.  (Casación,  22  Ootubre  1890, 
XII,  104,  2.'). 

Véanse  los  números  22,  71, 110,  119,  144,  485,  540,  920, 
9Si,  929  y  1373. 

—  efectiva.  1113— De  la  circunstancia  de  no  exis- 
tir en  la  legislación  colombiana  la  institución  de 

17 
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posesión  efectiva  déla  herencia,  tal  como  la  reco- 
noce el  Código  de  Chile,  no  fe  infiere  que  loa  dere- 
chos que  el  Código  de  Colombia  reconoce  no  exis- 
ten, pues  si  esa  hubiera  sido  la  intención  del  Le- 
gislador, no  hubiera  dado  cabida  á  acciones  ó 
derechos  tales  como  la  excepción  de  ilegitimidad 
del  hijo,  que  concede  expresamente  á  los  herederos 
ó  interesados  que  han  entrado  en  posesión  efec- 
tiva de  los  bienes  hereditarios  sin  contradicción 
del  que  se  pretende  hijo  legítimo  y  heredero  for- 
zoso del  testador.  (Casación,  22  Octubre  1896, 
XII,  104,  2.'). 

Posesión.  1114 — En  el  inciso  2.  "del  artículo  221  del  Código 
Civil  se  trata  de  la  posesión,  no  como  un  simple 
derecho  á  ella  reconocido  en  una  resolución  del 
Juez,  sino  de  la  que  va  acompañada  de  la  tenen- 
cia material,  que  unida  al  ánimo  de  señor,  prove- 
niente de  un  título  de  dominio,  como  la  delación 
de  la  herencia,  constituye  lo  que  efectivamente  se 
tiene  por  posesión,  esto  es,  el  animusyél  corpus. 
(Casación,  22  Octubre  1896,404,  XII,  2."). 
Véanse  los  número  592,  715  y  1,216, 

Posiciones.  1X15— El  liquidador  de  una  compañía  colectiva 
de  comercio,  puede  absolver  posiciones  según  el 
articulo  339  del  Código  Judicial,  pues  él  es  re- 
presentante de  la  sociedad  en  juicio,  ya  como  ac- 
tor, ya  como  demandado,  lo  que  no  impide  que 
los  socios  también  absuelvan  posiciones.  (Acuer- 
do número  399,  III,  363,  !.■). 


1116 — Al  individuo  que  citado  á  absolver  posicio- 
nes, se  negare  á  absolverlas,  ha  de  aplicarse  la 
sanción  que  establece  el  artículo  459  del  Código  Ju- 
dicial, pero  no  se  le  puede  apremiar  con  arrestos 
ó  multas.  (Autos,  31  Julio  1896,  XII,  198,  1.*). 
Véanse  los  náruerds  356  y  964. 


r 
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Precio. 


1117 — El  afirmar  en  la  escritura  de  venta  que  se 
ha  pagado  el  precio,  es  prueba  que  no  admite  otra 
en  contrario,  en  perjuicio  de  terceros;  pero  sí  la 
admite  en  relación  con  los  otorgantes.  Así  debe 
interpretarse  el  artículo  1934  del  Código  Civil. 
(Casación,  27  Noviembre  1891,  VI,  358,  2*). 
Véanse  los  números  141,  444,  1233,  1,294  y  1,436. 

rústicos.  1118— Los  predios  rústicos  no  se  distinguen 
de  los  urbanos  por  razón  del  lugar  en  que  es- 
tán situados,  sino  por  el  uso  que  de  unos  y  otros 
se  hace.  Un  solar,  pues,  situado  dentro  de  poblado 
es  predio  rústico.  (Casación,  22  Noviembre  1895, 
XI,  196,  1.-). 

Véanse  los  números  269,  535,  536  á  538,  543,  544,  956 
y  1,353. 


Prefectos. 


Prelación. 


Prelación. 


1119 — Es  competente  la  Corte  para  conocer  en 
segunda  instancia  los  juicios  de  responsabilidad 
que  se  sigan  contra  los  Prefectos  de  Provincia  ó 
Departamento  de  los  extinguidos  Estados  Sobera- 
nos, de  acuerdo  con  la  Ley  61  de  1886  (1).  (Auto, 
11  Abril  1887,  I,  172,  2.a;  Sentencia,  8  Junio 
1887,  I,  217,  2a). 

Véanse  los  números  368,  397,  526  y  822. 

1120 — Habiendo  créditos  hipotecarios  y  créditos 
de  primera  clase,  siempre  ha  de  disponerse  en  la 
sentencia  de  prelación  que  con  el  producto  de  los 
bienes  hipotecados  se  paguen  los  créditos  que  tie- 
nen preferencia  sobre  los  hipotecarios,  á  no  ser 
que  haya  otros  bienes  que  se  puedan  destinar  al 
pago  de  dichos  créditos  privilegiados.  Así  .ha  de 
entenderse  el  artículo  2500  del  Código  Civil.  (Sen- 
tencia, 5  Enero  1888,  II,  60,  1.a). 

1121 — Las  disposiciones  administrativas  que  con- 
cedieron privilegios  especiales  al  Banco  Nacional, 


(1)  Véase  el  artículo  230  de  la  Ley  147  de  1883,  que  deroga  vario  articulo! 
de  esta  ley. 
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Prelación. 


en  cuanto  á  sus  créditos  en  concurso  de  acreedores, 
no  tienen  la  intención  de  dar  á  tales  créditos  prela- 
ción sobre  los  hipotecarios;  según  sanos  principios 
de  jurisprudencia,  los  privilegios  del  Fisco  no  han 
ido  tan  lejos  que  priven  sobre  las  hipotecas.  (Sen- 
tencia, 26  Febrero  1894,  IX,  223,  2.«). 

1122 — Las  disposiciones  del  Código  Civil  que  tra- 
tan de  la  prelación  de  créditos  se  refieren  á  los 
casos  comunes;  pero  ellas  no  se  oponen,  en  mane- 
ra alguna,  á  los  contratos  en  que  los  acreedores 
y  el  deudor  determinan  el  orden  en  que  deben 
satisfacerse  los  créditos  llegado  el  caso  de  que 
haya  que  hacer  efectivo  el  derecho  hipotecario. 
(Casación,  11  Mayo  1896,  XI,  396,  1.a).  . 

Véase  el  número  146. 

Premeditación.  1123 — La  circunstancia  de  haberse  formado 

el  designio  de  cometer  el  delito  en  persona  inde- 
terminada, no  excluye  la  premeditación.  (Sen- 
tencia, 22  Octubre  1892,  VIII,  49,  2.a). 


Prenda- 


Prensa. 


1124 — Si  en  un  contrato  sobre  construcción  de  una 
obra  se  estipula  que  el  empresario  pagará  al  ar- 
tífice constructor  el  valor  de  cada  porción  entre- 
gada de  la  obra,  deduciendo  un  tanto  por  ciento 
de  ese  valor,  que  será  retenido  hasta  la  conclu- 
sión del  trabajo  como  garantía  del  cumplimiento 
del  contrato,  tal  estipulación  constituye  un  con- 
trato de  prenda  y  no  una  cláusula  penal.  (Casa- 
ción, 25  Noviembre  1895,  XI,  201  á  20é). 

1125 — En  los  juicios  de  imprenta  no  hay  lugar  á 
recurso  de  apelación,  cuando  interviene  el  jurado. 
Lo  dispuesto  en  el  artículo  48  del  Decreto  sobre 
la  materia,  sólo  tiene  lugar  cuando  se  trata  del 
inciso  1.°,  caso  1.°  del  artículo  2.°  (1).  (Acuerdo  nú- 
mero 82,  I,  313,  2.a). 


(1)  La  Ley  157  de  1896,  sobre  prensa,  reglamentó  la  materia;  el  artículo  79  da- 
rogó  todas  las  disposiciones  que  le  fueron  contrarias.  Hoy  rige  la  Ley  (1  de  1891. 
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Prensa.  1136 — En  caso  de  notarse  nulidad  en  loe  juicios 

sobre  prensa,  deben  aplicarse  las  reglas  genera- 
les de  procedimiento  en  materia  criminal.  (Acuer- 
do número  82,  I,  313,  2.»). 

—  1137— En  la  actuación  de  los  juicios  sobre  prensa 
debe  emplearse  papel  sellado  de  primera  clase, 
de  conformidad  con  el  inciso  11  del  artículo  3  del 
Decreto  sobre  papel  sellado  y  timbre  nacional  (1). 
(Acuerdo  número  82,  I,  313,  2.»). 

—  11S8 — Los  delitos  por  abuso  de  prensa  no  tienen 
señalada  pena  corporal;  por  consiguiente  no  hay 
lugar  á  suspensión.  Tampoco  hay  lugar  á  arresto 
ó  detención  provisional.  Sólo  en  el  caso  del  artí- 
culo 11  del  Decreto  Ejecutivo  de  5  de  Noviembre 
de  18S6,puede  imponerse  confín  amiento,  circuns- 
tancia que  no  puede  conocerse  sino  después  de 
dictada  la  sentencia  (2).  (Acuerdo  número  88, 
I,  322,  2."). 

Prescripción.  1 129— En  materia  criminal  no  debe  ordenarse  la 
cesación  del  procedimiento  por  prescripción  cuan- 
do no  aparecen  elementos  para  enjuiciar  ó  conde- 
nar. Lo  procedente  en  caso  de  faltar  tales  ele- 
meatos,  es  sobreseer  ó  absolver.  (Auto,  28  Octubre 
1887,  I,  350,  2.'). 

—  1130 — Puede  declararse  de  oficio,  en  el  sumario, 
llegado  el  caso,  la  prescripción  déla  pena.  (Acuer- 
do número  160,  II,  35,  2.»). 

—  1131 — El  Fiscal  puede  alegar  como  excepción  en 
favor  del  procesado  la  prescripción  de  la  pena, 
para  evitar  la  prosecución  de  un  juicio  baldío. 
(Acuerdo  número  160,  II,  35,  2."). 


(1}     V, ■:,,:.:    '.,    1  ,:■  J    1 1  0  d»   1818. 

(3)  Víase  Ib  Ley  51  de  1808,  cobre  prenM. 


\ 
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Prescripción.  1132 — Los  créditos  contra  el  Gobierno  por  expro- 
piaciones y  suministros  en  la  guerra  de  1860  6 
1863,  no  pueden  decirse  extinguidos  por  prescrip- 
ción, desde  que  en  las  Leyes  44  de  1886  y  36  de 
1888,  se  reconocieron  esos  eréditos,  lo  cual  es  re- 
conocimiento de  la  deuda  por  el  deudor,  que  in- 
terrumpe la  prescripción.  (Sentencia,  25  Junio 
1888,  II,  228,  1.a). 

—  1 133— Si  al  dictar  sentencia  en  segunda  instancia 
en  asunto  criminal  se  ha  cumplido  el  tiempo  para 
la  prescripción  de  la  pena,  debe  declararse  pres- 
crita. (Sentencia,  14  Septiembre  1889, 111,404,  2.a). 

—  1134 — No  hay  ley  expresa  que  disponga  que  ha- 
ya de  consultarse  el  auto  en  que  se  declara  pres- 
crita una  acción  penal.  Se  consultan  siempre  esta 
clase  de  autos  y  por  analogía,  asimilándolos  á  los 
que  deciden  una  excepción  que  por  su  naturaleza 
termina  el  curso  de  la  causa,  según  el  artículo 
1747  del  Código  Civil ;  pero  como  los  Jueces  pueden 
en  la  aplicación  de  las  leyes  á  casos  particulares 
interpretarlas  por  vía  de  doctrina,  no  incurren  en 
responsabilidad  sino  cuando  la  decisión  va  contra 
ley  adjetiva  ó  sustantiva  expresa  y  terminante, 
y  por  eso,  si  un  Juez  no  consultare  el  auto  en  que 
declara  aquella  prescripción,  no  incurre  en  res- 
ponsabilidad. (Sentencia,  2  Octubre  1889,  IV, 
28,  2.a). 

—  '  1135— La  prescripción  de  los  réditos  de  censos 
redimidos,  se  cuenta  desde  que  el  acreedor  ha  sido 
declarado  patrono  ó  capellán  de  la  fundación.  Tal 
prescripción  es  de  diez  años,  según  el  artículo  1287 
del  Código  Fiscal.  (Sentencia,  19  Octubre  1889, 
IV,  59,  1.a). 

1136 — La  prescripción  como  excepción  puede  ale- 
garse en  cualquier  estado  de  juicio.  (Casación,  26 
Jttttió  1890,  V,  148*  1/), 


\ 
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Presoripción.  1137— Propuesta  y  alegada  la  prescripción  en  / 

cualquier  tiempo  durante  el  juicio,  no  se  priva  á  '] 

la  parte  contraria  del  derecho  de  probar   contra  ''-, 

ella;  pues  esto  es  aplicable  á  las  demás  excepcio-  . 

nes,  las  cuales  sin  proponerlas  ni  alegarlas  pueden  ; 

declararse  de  oficio.    (Casación,   26  Junio  1890,  ),' 
V,  14B,  1.').                                                     ^_^J¿ 

1 138 — Los  términos  alegar  y  proponer  de  que  usa  1 
el  artículo  138  de  la  Ley  57  de  1887  (51  de  la  Ley 
105  de  1890),  no  están  definidos  expresamente  en     \ 
la  Ley  para  determinados  efectos,  y  en  el  lengua- 
je común  ellos  no  expresan  esencialmente  idea      1 
distinta,de  tal  manera  que  pueda  decirsequeseex- 
cluyaa.  Así,  no  puede  dudarse  que  quien  alega  en        i 
juicio  una  prescripción   no   hace  otra  cosa  que       .; 
proponerla.  El  Código  sólo  exige,  á  quien  quiera 
aprovecharse  de  la  prescripción,   que  la  alegue 
únicamente.  (Casación,  26  Junio   1890,    V,    148, 

».*).  . ■-- 

—  1 139— La  prescripción  no  se  propone  en  juiciocorao  M 
acción  sino  como  excepción.  (Sentencia,  29  Agos-  i 
to  1890,  V,  250,  2.°;  Casación,  27  Octubre  1890,  j 
V,  316,  1.a).  .    ^-- —  J 

—  1140— La  prescripción  de  un  crédito  contra  el 
Tesoro  público,  procedente  de  una  capellanía,  no 
se  cuenta  sino  desde  la  fecha  de  la  sentencia  que 

declara  al  acreedor  patrono  ó  capellán.  Asi  apli- 
ca la  Corte  el  artículo  1287  del  Código  Fiscal. 
(Sentencia,  24  Marzo  1S92,  VII,  148,  2.*). 

—  1141— La  expresión  lapso  de  tiempo  empleada  en 
el  articulo  1871  del  Código  Civil,  debe  tomarse 
COtUO  equivalente  de  la  palabra  prescripción,  j  ' 
no  puede  sostenerse  que  se  refiere  sólo  á  la  extraor- 
dinaria. En  consecuencia,  eu  el  caso  de  venta  de 
cosa  ajena,  puede  alegarse  por  el  comprador  la 
prescripción  ordinaria,  si  para  ésta  concurren  los 
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demás  requisitos  legales.  (Casación,  29  Abiil  1892, 
VII,  I  Sil,  l.'). 

Prescripción.  1 1 42 — La  acción  resolutoria  conferida  por  el  ar- 
ticulo 1540  del  Código  Civil,  prescribe  conforme  á 
las  reglas  generales  y  no  en  el  cuatrienio  que  la 
ley  fija  para  la  prescripción  de  algunas  acciones 
rescisorias.  (Casación,  22  Agosto  1S94,  X,  83,  l.1). 

—  1143— La  ordinaria  se  interrumpe  en  favor  de  la 
mujer  casada.  (Casación,  13  Septiembre  1895,  XI, 
61,  2.1). 

—  ü  1144— Para  la  extraordinaria  no  se  necesitaba, 
según  las  leyes  de  Partida,  ni  buena  fe  ni  justo 
título.  (Casación,  13  Septiembre  1895,  XI,  61,  2.*). 

1145— Puede  proponerse  en  juicio  la  positiva  ó 
liberativa  como  acción  ó  como  excepción;  pero, 
alegada  de  este  ultimo  modo,  no  es  forzoso  que 
la  sentencia  reconozca  ningún  derecho  positivo 
al  demandado.  (Casación,  ls  Octubre  1895,  XI, 
123,  1.'). 

—  1146 — Absuelto  el  demandado,  no  se  necesita  fa- 
llar sobre  la  prescripción  alegada  en  juicio.  (Ca- 
sación, 18  Octubre  1895,  XI,  123,  1.'). 

—  1147 — En  los  delitos  continuados  la  materia  de 
penalidad  consiste  en  la  prolongación  del  acto 
culpable,  durante  un  tiempo  más  ó  menos  largo, 
no  en  el  primer  elemento  de  ejecución  del  delito. 
En  esos  casos,  pues,  la  fecha  inicial  de  la  pres- 
cripción ha  de  ser  la  del  día  en  que  el  delito  con- 
cluya.  (Auto,  24  Junio  1896,  XII,  1S3,  1.»). 

457,  587. 
Véanne  los  números  22,  25,  199,   375,   378,    457,    587, 
597,   9Ü2,   003,  089,  1,008,  1,108,   1,311,  1,333  y  1,373. 

Presunción.  1 148 — La  establecida  por  el  artículo  2025  del  Có- 
digo Judicial,  relativa  a  la   circunstancia  de  pro- 
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ceder  á  sabiendas  los  funcionarios  públicos,   no 
excluye  necesariamente  las    circunstancias  que 
puedan  disminuir  la  gravedad  del  hecho  punible. 
(Sentencia,  30  Marzo  1894,  IX,  260,  1.a). 
Véanse  los  números  904  y  1066. 

Prevaricato.  1149— Este  delito  no  puede  considerarse  come- 
tido en  una  sentencia,  siuo  cuando  se  reúnen  es- 
j  tas  dos  condiciones:  1.*,  que  el  fallo  sea  contrario 

á  la  ley  expresa,  y  2.a,  que  el  juzgador  al  infrin- 
gir la  ley  lo  haya  hecho  impulsado  por  eHnterés, 
ó  por  afecto  ó  desafecto  á  alguna  de  las  partes  li- 
tigantes. (Auto,  10  Diciembre  1892,  VIII,  112, 
2.";  Auto,  7  Abril  1893,  VIII,  232,  2.a). 

Prisión  del  procesado.  1150— Cuando  en  un  Juzgado  se  manda 

reducir  á  prisión  á  un  individuo  sin  beneficio  de 

■  fianza  carcelera,   y  en  otro  se  hace  igual  cosa, 

contra  la  misma  persona  y  se  reclama  al  reo,  si 
no  es  el  caso  de  acumulación  de  que  habla  el  ar- 
tículo 1505  del  Código  J  udicial,  el  Juez  que  prime- 
ro dictó  la  orden  de  prisión  debe  proseguir  en  el 
conocimiento  del  juicio  y  abstenerse  de  remitir  el 
reo  al  otro  Juez;  pero  terminada  la  causa  lo  remi- 
tirá con  las  seguridades  del  caso.  (Acuerdo  nú- 

+  mero  391,  III,  338,  1.a). 

Prisión  del  procesado.  1151 — El  Juez  que  ordene  la  prisión 

ó  arresto  de  un  reo  detenido  ó  preso  por  orden 
de  otra  autoridad,  debe  dar  á  ésta  el  aviso  del 
caso  para  evitar  que  pueda  ser  puesto  en  liber- 
tad y  eludir  la  orden  de  prisión.  (Acuerdo  número 
391,  III,  338,  l.«). 

Véase  Detención. 

Privilegios.    1152— No  son  gratuitos  los  privilegios  en  que  se 

impone  al  agraciado  la  obligación  de  construir, 
instalar  y  conservar  la  obra  material  de  que  son 
objeto.  (Sentencia,  22  Abrü   1890,  IV,  408,   l.1) 
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privilegios.  1153— Todos  los  que  el  artículo  1491  del  Código 
Judicial  confiere  á  la  Nación  en  cuanto  al  proce- 
dimiento, no  pueden  hacerse  extensivos  por  ana- 
logía á  los  Departamentos.  En  consecuencia,  un 
Departamento  puede  ser  ejecutado.  (Auto,  24 
Octubre  1895,  XI,  152,  1.'). 
Véase  el  «limero  1121. 

procedimiento.  1154— Habiendo  diferencia  sustancial  entre 
el  procedimiento  ordinario  y  el  extraordinario, 
es  claro  que  cuando  la  ley  habla  del  primero,  de- 
ben quedar  excluidos  los  demás  procedimientos 
de  naturaleza  distinta.  (Acuerdo  número  192, 
n,  138,  1.*). 

—  1155— Cuando  los  juicios  de  cuyo  procedimiento 
se  duda  están  clasificados  entre  los  especiales,  y 
Ja  ley  manda  adoptar  el  ordinario,  la  decisión 
definitiva  debe  corresponder  á  tres  Magistrados. 
(Acuerdo  numero  192,  II,  138,  l.1). 

—  115(5 — En  las  causas  por  violación  ó  rapto  ejecu- 
tado con  miras  torpes,  se  puede  proceder  á  vir- 
tud de  simple  denuncio  de  la  ofendida  ó  de  cier- 
tos parientes.  La  prueba  del  parentesco  ó  del 
carácter  con  que  se  denuncia  debe  pedirse  de 
oficio  ó  á  solicitud  del  Ministerio  Público.  (Acuer- 
do número  149,  II,  19,  1."}. 

—  1157— El  procedimiento  de  oficio  no  puede  tener 
lugar  sino  después  de  instruido  el  sumario,  como 
lo  da  á  entender  el  artículo  1789  del  Código  Ju- 
dicial. Por  tanto,  la  sola  instrucción  del  suma- 
rio no  acarrea  responsabilidad,  si  la  investiga- 
ción no  coutiene  actos  lesivos  de  derechos,  como 
seria  el  de  ordenar  la  detención  del  sindicado  ú 
otros  semejantes.  (Auto,  27  Noviembre  18.37,  IV, 
143,  1."). 

Véanse  los  números  16,  43,  51,  52,  81,  116,  480,  481, 
514,  589,  824,  655,  726,  753,  779,  939,  964,  970,  1,023, 
1,105,  1,136  y  1157. 
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11 58 — Si  se  celebra  por  escritura  privada  un  con- 
trato que  tiene  por  objeto  una  finca  raíz,  y  al 
que  las  partes  consideran  de  compraventa,  pues 
dice  el  vendedor  que  da  en  venta  y  se  fija  época 
para  elevarlo  á  escritura  pública,  tal  contrato  es 
nulo  como  venta,  pero  vale  como  promesa  de 
venta,  aun  cuando  no  se  empleen  expresiones 
que  indiquen  prometimiento,  con  tal  de  que,  por 
otra  parte,  aparezcan  los  requisitos  exigidos  por 
el  articulo  89  de  la  Ley  153  de  1887,  para  el  valor 
de  la  promesa.  (Sentencia,  11  Diciembre  1889, 
IV,  182,  2.*  y  183,  I.";  Sentencia,  3  Julio  1893, 
VIII,  347,  2."). 

—  1159 — De  acuerdo  con  el  artículo  1507  del  Código 
Civil,  quien  promete  por  otro,  no  responde  de  la 
obligación  prometida,  caso  de  no  ratificar  el  ter- 
cero, sino  de  daños  y  perjuicios.  Así,  si  en  un 
contrato  de  arrendamiento  de  servicios  se  pro- 
mete el  pago  del  precio  por  un  tercero  y  éste  no 
ratifica,  no  puede  demandarse  al  promitente  por 
dicho  precio;  hay  que  demaudarlo  por  perjuicios. 
(Casación,  18  Diciembre  1890,  V,  386,  2."). 

—  1180 — La  promesa  de  venta  no  confiere  derechos 
reales  sobre  Ja  cosa  ú  objeto  prometido,  sino  sim- 
ple acción  personal  contra  el  que  prometió  en 
caso  de  no  cumplir  lo  pactado.  (Casación,  17  Agos- 
to 1893,  IX,  2,  2t). 

Véanse  los  números  1,000,  1,429  y  340. 

Promulgación.  1161 — Para  averiguar  cómo  se  han  de  pro- 
mulgarlos Acuerdos  de  la  Corte  Suprema  expe- 
didos en  virtud  de  la  atribución  dada  por  el  artí- 
culo 116  de  la  Ley  57  de  1887,  se  debe  tener  en 
cuenta  lo  que  dispone  el  artículo  12  del  Código 
Civil  (1)  y  considerarse  que  para  el  efecto  de  la 

( I )  Eit*  nrt.frulo  h,  tido  reempiaimlo  por  el  6*  de  la  Ley  14B  de  1888 ,  el  cual 
no  habí*  d«  Diaria  Oficial  tino  de  periódico  oficial. 
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promulgación,  Gaceta  Judicial  es  lo  mismo  que 
Diario  Oficial.  (Acuerdo  número  215,  II,  218,  2'). 

Protocolización.  1162— Conforme  á  los  artículos  1270  y  1291 
del  Código  Judicial,  debeu  protocolizarse  origina- 
les tanto  los  ¡aventarios  como  la  partición  &  que  dé 
lugar  un  juicio  de  sucesión,  sin  que  haya  contra- 
riedad entre  estas  dos  disposiciones  y  el  artículo 
2607  del  Código  Civil.porque  este  artículo,  aparte 
de  tener  un  carácter  general,  se  refiere  sólo  á  la 
protocolización  decretada  á  solicitud  de  parte. 
(Acuerdo  número  181,  V,  97,  2.'). 

—  H63 — Cuanto  a  las  piezas,  incidentes  ó  juicios 
que  del>an  protocolizarse  junto  con  los  inventa- 
rios y  la  partición,  tal  formalidad  debe  referirse 
únicamente  á  todas  aquellas  actuaciones  que  se 
siguen  bajo  una  sola  cuerda,  según  la  primera 
parte,  numeral  2.°,  artículo  162  del  Código  de  Or- 
ganización Judicial.  (Acuerdo  número  681,  V, 
97,  2.'). 

Véanse  los  números  552,  C16,  703,  781,  896,  1,209 
y  1212. 

prueba.  1164— La  doctrina  del  artículo  683   de   Código 

Judicial,  no  es  absoluta  y  general  y  sólo  tiene 
aplicación  en  el  caso  especial  eu  que  se  pretenda 
probar  con  testigos  un  hecho  que  debe  constar 
por  documentos  ó  pruebas  escritas  preestablecidas 
por  las  leyes.  (Auto,  25  Abril  1885,  II,  156,  2."). 

—  1165 — Para  decidir  el  recurso  de  apelación  por 
auto  interlocutorio,  el  Superior  no  puede  tener 
en  cuenta  otra  cosa  que  la  acusación  de  la  pri- 
mera instancia.  Cualesquiera  pruebas  que  se  pre- 
senten con  posterioridad  habrán  de  ser  desecha- 
das. (Auto,  7  Agosto  1S97,  VI,  255,  1.°). 

—  1166 — De  acuerdo  con  el  articulo  4-5  del  Código 
de  Comercio,  el  Juez  puede  estimar,  según  las 
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circunstancias,  la  prueba  que  necesite  de  los  li- 
bros de  un  comerciante,  si  la  contraparte  no  ha 
exhibido  los  suyos.  La  apreciación  que  un  Tribu- 
nal de  segunda  instancia  haga  en  ese  caso,  es 
soberana,  y  el  fallo,  por  tanto,  no  se  podrá  casar 
con  fundamentos  en  una  mala  apreciación.  (Ca- 
sación, 14  Julio  1891,  VI,  228,  2.*). 

Prueba.  1167— El  artículo  (a  de  la  Ley  153  de  1887  no 

4  significa  que  los  contratos  que  valgan  más  de 

quinientos  pesos  son  solemnes.  Hay  diferencia 
entre  la  naturaleza  de  un  contrato  y  la  prueba 
del  mismo:  á  lo  último  se  refiere  dicho  artículo. 
Es,  pues,  un  error  anular  un  contrato  por  falta 
de  la  prueba  escrita,  si  el  contrato  no  es  solemne. 
El  artículo  91 ,  citado,  no  excluye  sino  la  prueba 
testimonial;  no  habría  motivo  para  rechazar,  por 
>  ejemplo,  la  prueba  de  confesión  judicial.    (Casa- 

ción, 18  Febrero  1892,  VII,  92,  1.*). 

—  1168 — En  un  juicio  ordinario  de  petición  de  he- 

rencia no  debe  apreciarse,  como  prueba  del  paren- 
tesco que  debe  establecerse,  la  sentencia  dictada 
en  un  juicio  sumario  de  declaratoria  de  herede- 
ros; la  cual,  aunque  ejecutoriada,  no  funda  la 
excepción  de  cosa  juzgada.  Con  tanto  mayor 
razón  si  se  tiene  en  cuenta  que  en  el  juicio  sobre 
petición  de  herencia  lo  que  se  disputa  es  el  título 
que  á  heredar  se  tenga,  hayase  ó  no  declarado  la 
existencia  de  ese  título  en  el  demandado.  El 
juicio  ordinario  en  que  se  intenta  la  acción  de 
petición  de  herencia  con  exclusión  del  que  ya 
tiene  sentencia  obtenida  sumariamente,  va  enca- 
minado directamente  &  invalidar  esa  sentencia. 
De  manera  que  si  ésta  fuese  plena  prueba,  se  in- 
curriría en  petición  de  principio.  (Casación,  16  Ju- 
lio 1892,  Vni,  1U,  2.*). 

—  1169— Respecto  de  las  admisibles  en  materia  de 

estado  civil  de  las  personas,  la  ley  ha  reglamen- 
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tado  la  materia  de  modoespecialísimo.  La  prueba 
de  confesión  ha  sido  excluida  de  esa  tarifa.  (Ca- 
sación, 16  Julio  1892,  VIII,  115,  1.'). 

Prueba.  1170— La  carga  de  la  prueba  incumbe  á  quien 

afirma  un  hecho  que  tiende  á  cambiar  el  statuo 
quo  de  las  cosas,  no  al  que  niega  tal  hecho.  Por 
tanto,  cuando  uno  de  los  hechos  en  que  se  funda 
una  demanda  es  negativo  en  absoluto  y  el  deman- 
dado no  lo  acepta,  debe  corresponder  ¡Y-  éste  la 
prueba  de  él  y  no  al  demandante,  es  decir,  el  de- 
mandado tendrá  que  probar  los  hechos  afirmati- 
vos que  excluyen  al  negativo.  (Casación,  16  Julio 
1892,  VIII,  115,1.'). 

—  1171 — Para  la  apreciación  de  las  relaciones  que 
dependen  del  estado  civil,  cuando  la  fijación  de 
tales  relaciones  se  requiere  para  determinar  la  es- 
pecie de  un  homicidio,  por  ejemplo,  para  resolver 
que  hay  parricidio,  el  Jurado  no  tiene  que  some- 
terse á  las  pruebas  precisas  y  necesarias  de  aquel 
eátado,  sino  que  está  en  plena  libertad  en  materia 
de  pruebas  en  este  punto,  como  en  todos  los  de- 
más. De  otro  modo  quedaría  desvirtuada  la  insti- 
tución del  Jurado  si,  por  ejemplo,  para  apreciar 
la  relación  de  cónyuge,  de  padre  ó  de  hermano, 
etc.,  hubiera  necesidad  de  que  en  los  autos  del 
proceso  obraran  las  correspondientes  partidas, 
compulsadas  conforme  ala  ley.  (Casación,  2  Mar- 
zo 1804,  IX,  22$,  1.»). 

—  1172 — Cuando  sirvan  como  tales  los  testos  de  las 
leyes  mismas,  sean  éstas  de  la  clase  que  fueren, 
no  hay  necesidad  de  presentarlas  al  juicio  con  las 
formalidades  ordinarias,  ni  están  sometidas  al  ré- 
gimen común  de  las  pruebas,  porque  los  Jueces 
están  obligados  á  conocer  tales  actos,  los  cuales 
emanan  del  poder  público,  y  tienen  el  deber  de 
cumplirlos  y  de  ejecutarlos  en  lo  que  les  concier- 
na. (Sentencia,  10  Marzo  1894,  IX,  235,  3/). 
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Prueba.  1173 — No  puede  estimarse  la  exposición  pericial 

como  prueba  fundamental  del  dominio.  La  prue- 
ba de  peritos  nunca  puede  tener  ese  valor.  (Casa- 
ción, 7  Diciembre  1894,  X,  229,  1.»). 

—  1174 — El  que  hace  objeciones  á  una  cuenta  pre- 
sentada á  virtud  de  demanda  suya,  tiene  el  deber 
de  dar  la  prueba  de  sus  objeciones,  si  en  algún 
modo  aparece  demostrada  la  cuenta.  (Casación, 
14  Agosto  1895,  XI,  35,  1.a). 

—  1 175— Los  Tribunales  sentenciadores  tienen  potes- 
tad soberana  en  lo  relativo  á  la  apreciación  de  las 
pruebas,  y  la  Corte  no  puede  casar  los  respectivos 
fallos  porque  considere  mal  estimadas  las  que 
obren  en  el  proceso.  (Casación,  24  Septiembre 
1895,  XI,  75,  2.»  y  76  l.1;  Sentencia,  23  Noviem- 
bre 1895,  XI,  205,  1/). 

—  1176 — No  es  necesaria  la  prueba  escrita  ó  un  prin- 
cipio de  prueba  por  escrito  para  comprobar  la  si- 
mulación de  un  contrato,  aunque  éste  valga  más 
de  quinientos  pesos.  Puede  admitirse  la  testimo- 
nial. (Casación,  30  Noviembre  1895,  XI,  221, 1.a). 

—  1177— La  de  simulación  de  un  contrato  se  funda 
generalmente,  más  que  en  las  declaraciones  de 
las  partes,  en  hechos  que  la  dejan  comprender, 
como  el  seguir  disfrutando  el  vendedor  de  lo  que 
aparentemente  ha  vendido;  la  falta  de  medios  pe- 
cuniarios en  el  comprador;  el  interés  de  colocar 
los  bienes  en  otras  manos  para  hacer  nugatorias 
las  acciones  de  terceros,  etc.  (Casación,  30  No- 
viembre 1895,  XI,  221,  1/). 

—  1178 — Son  estimables  como  tales  los  documentos 
que  figuren  en  un  proceso,  aunque  la  parte  á  quien 
aprovechen  no  los  haya  invocado  en  su  favor. 
Así,  por  ejemplo,  en  un  juicio  de  tercería  se  pue- 
den apreciar  todos  los  documentos  que  obren  ya 
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en  el  juicio  ejecutivo,  no  obstante  que  de  ellos  no 
hagan  uso  expresamente  los  litigantes.  (Casación, 
26  Noviembre  1886,  XII,  108,  1."  y  2.1). 

Prueba.  1179 — Las  afirmaciones  hechas  en  una  carta  pri- 

vada por  un  individuo  de  los  que  más  tarde  figu- 
ran como  partes  litigantes  en  un  juieio,  no  pue- 
den considerarse  corno  pruebas  de  un  hecho,  sino 
en  cuanto  la  parte  contraria  les  preste  su  asenti- 
miento, pero  no  en  cuanto  las  niegue  ó  impugne. 
(Casación,  31  Marzo  1897,  XII,  302,  1.»). 
Véanse  los  números  170,  185,  220,  233,  247,  250, 
251,  3U0,  313,  33»,  338,  3(!5,  420,  490,  516,  517, 
5119,  531,  558,  olio,  601  a  005,  619,  624,  633,  768, 
SOI,  818,  893,  904,  954,  1,051,  1081,  1,117,  1,137, 
1,156,    1,270,    1,336,    1,337,    1,333,    1,399    y  1,445. 

Pupilo.  USO — La  acción  que  á  éste  concede  el  articulo 

5 12  del  Código  Civil,  no  presupone  necesariamente 
que  el  pupilo  haya  sufrido  perjuicio  en  la  admi- 
nistración de  sus  bienes  por  el  curador.  Para  con- 
cederla basta  que  el  tutor  ó  curador  no  haya  pre- 
sentado la  cuenta  diaria,  exacta  y  detallada,  en 
conformidad  con  el  artículo  504  del  Código  Civil. 
(Casación,  Iti  Julio  1S92,  VIII,  210,  2.'). 
Véanse  las  números    820   y  970. 
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Rapto.  1181 — El  delito  de  rapto  con  miras  torpea  ó  sin 

ellas  de  que  tratan  los  artículos  5-23,  525  y  siguien- 
tes del  Código  Penal  de  Cundinamarca,  quedó 
comprendido  en  el  estupro  á  que  aluden  el  artículo 
102  de  la  Ley  61  de  1880  y  el  185  de  la  Ley  153 
da  1887;  por  consiguiente,  está  incluido  en  la  ex- 
cepción que  determina  el  artículo  15«1  del  Código 
Judicial,  y  por  tanto  no  puede  el  Juez  Superior, 
ttatáudose  de  rapto  seguido  de  abuso  deshonesto, 
hacer  cesar  el  arresto  ó  prisión  del  sindicado  de 
este  delito  (I)  (Acuerdo  número  264,  III,  34,  1.*). 

—  1182 — No  hay  rapto  de  una  mujer  casada  cuando 
ésta  abandona  voluntariamente  su  hogar  para  irse 
con  otro  hombre,  pues  el  artículo  533  del  Código 
Penal  de  Cundinamarca,  de  1858,  requiere,  para 
que  se  cometa  este  delito,  que  la  mujer  haya  sido 
robada  al  marido  para  abusar  de  ella  (2).  (Auto, 
1T  Julio  1889,  III,  302,  2.'). 

—  1183 — No  es  responsable  de  rapto  el  que  huye  con 
una  mujer  mayor  de  edad,  consintiéndolo  ella, 
aunque  sea  con  fin  ilícito.  (Auto,  9  Septiembre 
1890,  V,  272,  1."). 


(t)  E!  articulo  1561  del  Código  Judicial  citada  fue  derogado  por  el  Sel  de  la 
Ley  105  de  1B90,  j  subrogado  por  «1  341  de  la  misma  Ley,  el  cual  exctuje  tarabiín  al 
eitapro  del  beneficio  de  excareelaeidn. 

<2)  Víante  la  artículo»  8S2,   88G  7  S94  del  Crfdigo  Fonal  rigente. 
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Rapto.  I*8* — Para  que  exista  el  delito  de  rapto  es  nece- 

sario que  la  mujer  robada  haya  sido  sacada  por  el 
raptor  de  la  casa  en  que  viva;   siu  ese  elemento  no 
hay  delito.  (Auto,  8  Agosto  1891,  VI,  256,  1.'). 
Véanse  loa  números  1,067  y   1,156. 

Ratificación.  1185 — La  ratificación  expresa  de  lo  actuado  en 
un  juicio  nulo  por  falta  de  jurisdicción  en  el  Ma- 
gistrado ó  Juez  que  ha  conocido  del  negocio,  no 
puede  hacerse  por  el  Agente  del  Ministerio  Públi- 
co que  haya  intervenido  en  aquél,  aunque  sea  con 
el  carácter  de  demandante.  La  ratificación  así  he- 
cha se  considera  sin  valor.  (Auto,  6  Marzo  1S93, 
VIH,  207,  2.»)- 

—  1186— La  de  un  contrato  de  mutuo  puede  hacerse 

no  sólo  por  el  hecho  del  pago,    sino  también  por 
otros,  como  sería  el  de  no  objetar  el  mandamien- 
to ejecutivo  que  se  libre  contra  el  mutuario.  (Sen- 
tencia, 6  Mayo  1896,  XI,  372,  1.»). 
Véanse  los   números  204,   1,159,   1,396  y   1,400. 

Rebaja.  11S7 —  Para  otorgar  la  rebaja  á  que  se  refiere  el 

artículo  584  del  Código  Penal  (1),  se  necesita  la 
reunión  de  dos  circunstancias:  que  el  reo  sea  po- 
bre indigente,  y  que  el  valor  de  lo  hurtado  no  es- 
ceda de  cuatro  pesos.  (Sentencia,  4  Octubre  18S6, 
I,  2f,  2.»). 
Véase  el  número  394. 

Recaudo  ejecutivo.  1 188 — La  liquidación  que  haga  el  respecti- 
vo empleado  de  Hacienda  contra  los  que  deban 
responder  por  los  gastos  de  un  alumno  becado,  no 
es  de  los  actos  ó  documentos  que  aparejan  ejecu- 
ción, porque  no  puede  considerarse  como  alcance 
definitivo,  ni  como  copia  de  reconocimiento,  al 
tenor  de  los  ordinales  1."  y  2."  del  artículo  1096 
del  Código  Judicial.  La  cuenta  formulada  no  es 
bastante  para  determinar  la  suma  que  debe  co- 


tí) He  habla  del  Oúdige  Nacional  vigente  en  el  año  de  1888. 
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brarse  ejecutivamente,  sino  cuando  constan  del 
expediente  ciertos  antecedentes  que  son  necesa- 
rios.   (Auto,  2  Noviembre  1896,   XII,  238,    2.»; 
Auto,  7  Diciembre  1896,  XII,  259,  l.1). 
Véanse  los  números  1,407  y  1,414. 

Recompensa.  1189 — De  acuerdo  con  el  artículo  11  de  la  Ley 

84  de  1890,  que  concede  recompensa  unitaria  álbs 
deudos  de  los  militares  que  hayan  muerto  en  de- 
fensa de  los  principios  que  informan  las  actuales 
instituciones,  no  se  puede  otorgar  esa  gracia  á  los 
deudos  de  militares  muertos  en  contiendas  de  ca- 
rácter puramente  local.  (Sentencia,  3  Junio  1891, 
VI,  139,  2.*;  Sentencia,  18  Junio  1891, VI,  172,  1.a) 

—  1190 — No  hay  lugar  á  recompensa  militar  por 
servicios  prestados  en  guerras  de  carácter  local, 
y  no  nacional.  (Sentencia,  6  Agosto  1891,  VI, 
251,  2.a). 

—  1191— No  hay  lugar  á  recompensa  militar  por  he- 
ridas que  se  hayan  recibido  en  guerras  locales,  es 
decir,  en  las  de  los  antiguos  Estados  Soberanos, 
cualquiera  que  haya  sido  la  causa  defendida  por 
el  reclamante.  (Sentencia,  J 1  Enero  1892,  VII, 
5C,  2.a;  Sentencia,  25  Enero  1892,  VII,  59,  2.a). 

—  1192 — La  Corte  Suprema  no  tiene  atribución  al- 
guna para  ordenar  que  se  le  pague  la  pensión  á 
un  agraciado,  cuando  de  hecho  ó  por  motivo  de 
habérsele  borrado  del  escalafón  militar,  se  le  sus- 
pende por  el  Gobierno  el  pago  de  ella.  (Sentencia, 
13  Septiembre  1895,  X,  62,  2.»). 

—  1193 — Cuando  se  pruebe  la  invalidez  proveniente 
de  heridas,  debe  decretarse  la  recompensa  solici- 
tada, aun  en  el  caso  de  que  la  herida  ó  heridas 
hayan  sido  causadas  por  accidente  fortuito,  con 
tal,  eso  sí,  que  hayan  sido  recibidas  en  actos  del 
servicio  ó  por  razón  de  él.  (Sentencia,  28  Julio 
1894,  X,  126,  1.a  y  2.a). 
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demás  requisitos  legales.  (Casación,  29  Abril  1892, 
VII,  18D,  1.'). 

prescripció:i.  1142 — La  acción  resolutoria  conferida  por  el  ar- 
tículo 1540  del  Código  Civil,  prescribe  conforme  & 
las  reglas  generales  y  no  en  el  cuatrienio  que  la 
ley  fija  para  la  prescripción  de  algunas  acciones 
rescisorias.  (Casación,  22  Agosto  1S94.X,  83,  1/). 

—  1(43— La  ordinaria  se  interrumpe  en  favor  de  la 

mujer  casada.  (Casación,  13  Septiembre  1595,  XI, 
_B1,  2.'). 


1144— Pava  la  extraordinaria  no  se  necesitaba, 
eegün  las  leyes  de  Partida,  ni  buena  fe  ni  justo 
título.  (Casación,  13  Septiembre  1895,  XI,  61,  2.»). 

1145- Puede  proponerse  en  juicio  la  positiva  ó 
liberativa  como  acción  ó  como  excepción;  pero, 
alegada  de  este  último  modo,  no  es  forzoso  que 
la  sentencia  reconozca  ningún  derecho  positivo 
al  demandado.  (Casación,  18  Octubre  1895,  XI, 
123,  1.*). 

—  1(46 — Absuelto  el  demandado,  no  se  necesita  fa- 
llar sobre  la  prescripción  alegada  en  juicio.  (Ca- 
sación, 18  Octubre  1895,  XI,  123,  1.*). 

—  1147 — En  los  delitos  continuados  la  materia  de 
penalidad  consiste  en  la  prolongación  del  acto 
culpable,  durante  un  tiempo  más  ó  menos  largo, 
no  en  el  primer  elemento  de  ejecución  del  delito. 
.En  esos  casos,  pues,  la  fecha  inicial  de  la  pres- 
cripción ha  de  ser  la  del  día  en  que  el  delito  con- 
cluya. (Auto,  24  Junio  1896,  XII,  188,  l.»)- 

457,  587. 
Véanse  los  números  22,  25,  199,   375,   378,    457,    587, 
597,   902,   903,  9H9,  1,008,  1,198,   1,311,  1,333  y  1,373. 

Presunción.  H48 — La  establecida  por  el  articulo  2025  del  Có- 
digo Judicial,  relativa  á  la   circunstancia  de  pro- 
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ceder  á.  sabiendas  los  funcionarios  públicos,   no 
excluye  necesariamente  Jas    circunstancias  que 
puedan  disminuir  la  gravedad  del  hecho  punible. 
(Sentencia,  30  Marzo  1894,  IX,  260,  1.»). 
VéHuse  los  ihiiuiton  94)4  y  1066. 

Prevaricato.  1  I4í> — Este  delito  no  puede  considerarse  come- 
tido en  una  sentencia,  sino  cuando  se  reúnen  es- 
ta.-? dos  condiciones:  I.',  que  el  fallo  sea  contrario 
á  la  ley  expresa,  y  2.',  que  el  juzgador  al  infrin- 
gir la  ley  lo  haya  hecho  impulsado  por  el-interés, 
ó  por  afecto  ó  desafecto  á  alguna  de  las  partes  li- 
tigante?. (Auto,  10  Diciembre  1892,  VIII,  112, 
2.";  Auto,  7  Abril  1893,  VIII,  232,  2.'). 

Prisióa  del  procesado.  1150—  Cuando  en  un  Juzgado  se  manda 
reducir  á  prisión  á  un  individuo  sin  beneficio  de 
fianza  carcelera,  y  en  otro  se  hace  igual  cosa, 
contra  la  misma  persona  y  se  reclama  al  reo,  si 
no  es  el  caso  de  acumulación  de  que  habla  el  ar- 
tículo 1 505  del  Código  J  udicial,  el  Juez  que  prime- 
ro dictó  la  orden  de  prisión  debe  proseguir  en  el 
conocimiento  del  juicio  y  abstenerse  de  remitir  el 
reo  al  otro  Juez;  pero  terminada  la  causa  lo  remi- 
tirá con  las  seguridades  del  caso.  (Acuerdo  nú- 
mero 391,  III,  338,  I."). 

Prisión  del  procesado.  1151 — El  Juez  que  ordene  la  prisión 
ó  arresto  de  un  reo  detenido  ó  preso  por  orden 
de  otra  autoridad,  debe  dar  a  ésta  el  aviso  del 
caso  para  evitar  que  pueda  ser  puesto  en  liber- 
tad y  eludir  la  orden  de  prisión.  (Acuerdo  número 
391,  III,  338,  1."). 
Véase  Detención. 

Privilegios.  1 152  —  No  son  gratuitos  los  privilegios  en  que  Be 
impone  al  agraciado  la  obligación  de  construir, 
instalar  y  conservar  la  obra  material  de  que  son 
objeto.  (Sentencia,  22  Abril   1890,  IV,  408,   1.') 
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bai-go  se  exigen  por  el  artículo  3Ü  de  la  Ley  57  de 
1887,  con  la  sota  variación  que  nxige  la  natura- 
leza de  la  diligencia.  (Acuerdo  número  213,  II, 

227,  1.'). 

Registro.  1 203— La  escritura  en  que  se  hace  constar  un  con- 
trato de  mutuo  asegurado  con  hipoteca,  queda 
registrada  por  el  solo  hecho  de  la  anotación  eii 
el  Libro  de  hipotecas.  No  hay  necesidad  de  ha- 
cerlo también  en  el  Libio  2.°,  porque  el  contrato 
de  mutuo  no  es  de  aquellos  que  por  su  naturaleza 
están  sujetos  á  la  formalidad  del  registro.  (Casa- 
ción, 26  Febrero  ltí90,  IV,  309,  2.!  y  310  1.';  Ca- 
sación, 6  Marzo  1S»0,  IV,  341,  1.»;  Sentencia,  27 
Marzo  1890,  IV,  350,  2.*). 

—  1204 — La  disposición  del  artículo  15  de  la  Ley  30 
de  1888  no  modifica  la  del  artículo  42  de  la  Ley  57 
de  1887,  en  cuanto  eu  éste  se  previene  que  el  avi- 
6o  á  la  Oficina  de  Registro  debe  darse  luego  que 
se  haya  notificado  la  demanda.  (Acuerdo  número 
646,  IV,  363,  l.'y  2."), 

—  1205 — La  cesión  de  un  crédito  asegurado  con  hi- 
poteca anotada  no  necesita  anotarse  de  nuevo  por 
razón  de  ésta,  pues  lo  que  se  cede  es  la  acción 
principal  ó  sea  el  derecho  á  percibir  y  cobrar  el 
dinero,  cosa  mueble;  y  á  esta  acción  ó  derecho 
personal,  principal,  sigue  la  seguridad  hipoteca- 
ria.  (Casación,  17  Julio  18Ü0,  V,  203,  2."). 

—  1206 — El  registro  de  la  sentencia  aprobatoria  de 
la  partición  de  una  sucesión,  basta;  no  hay  nece- 
sidad de  registrar  cada  una  de  las  hijuelas  de  ad- 
judicación, comoquiera  que  la  partición  registra- 
da comprende  aquéllas.  Y  no  se  diga  que  por  tra- 
tarse de  bienes  raíces  las  cartillas  de  adjudicación 
están  comprendidas  entre  los  actos  mencionados 
en  los  numerales  l.°y  2. °  (del  artículo  2712  del  Có- 
digo Civil  de  Antioquia),  y  que,  por  consiguiente, 
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deben  registrarse,  porque  la  disposición  del  nume- 
ral 7."  (t>.°  del  artículo  2652  del  Código  Civil  L'a- 
cional)  es  especial  para  la  partición,  y  por  consi- 
guiente de  preferente  aplicación  sobre  las  demás 
disposiciones  generales,  pues  de  lo  contrario  tal 
disposición  seria  inútil.  (Casación,  21  Octubre 
18ÍÍ0,  V,  310,  1."). 

Registro.  1207 — No  es  causa  de  invalidación  del  registro  de 
la  sentencia  aprobatoria  de  la  partición  de  una 
sucesión,  el  que  se  haga  en  el  Libro  2.'  y  no  en 
el  V*  (Casación/  91  Octubre  1890,   V,  310,  2.'). 

—  1203—  El  registro  de  un  instrumento  sujeto  á  esa 
formalidad  debe  acreditarse  con  la  nota  que  al 
píe  de  ¡acopia  de  la  escritura  ponga  el  Registra- 
dor, y  no  con  certificación  separada  que  éste  rin- 
da. (Casación,  10  Septiembre  1891,  VI,  387,  I.'). 

—  1209 — La  falta  de  pago  de  los  derechos  de  regis- 
tro correspondientes  hacen  que  sean  nulos  los  do- 
cumentos que  se  protocolicen  ante  Notario  y  las 
esciituras  que  ante  él  se  otorguen.  Pero  esta  san- 
ción no  iiene  el  carácter  general  de  las  nulidades 
absolutas,  sino  únicamente  el  de  hacer  que  los  do- 
cumentos en  que  se  ha  omitido  el  pago  de  aquel 
impuesto  carezcan  de  fuerza  legal  mientras  no  se 
efectúe  el  pago;  tales  documentos  debeu  estimar- 
se como  no  otorgados,  pero  este  efecto,  semejante 
al  de  la  nulidad  absoluta,  puede  subsanarse  pa- 
gando el  derecho  correspondiente,  doble  ó  senci- 
llo, según  el  caso,  y  haciendo  registrar  el  instru- 
mento. (Casación,  28  Febrero  1893,  VIII,  183,  2.» 
y  1S4,  i,*). 

—  1210— £1  solo  hecho  de  registrarse  un  instrumen- 
to no  \ti  da  ningún  valor  al  que  esté  afectado  de 
un  vicio  por  falta  de  alguna  formalidad  esencial. 
Si  el  documento  es  nulo,  el   registro  también  lo 
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será  en  cuanto  de  nada  servirá  éste  para  dar  fuer 
za  &  aquél.  (Casación,  28  Febrero  1893,  VIII, 
184,  1.-). 

Registro.  /Í1211 — El  registro  ha  sido  establecido,  entre  otroa 
I  /  objetos,  con  el  de  dar  mayores  garantías  de  auten- 
I  ticidad  y  seguridad  á  los  títulos,  actos  y  docu- 
/'  mentos  que  deben  registrarse,  haciendo  interve- 
íj  nir  en  su  guarda  y  confección  un  número  mayor 
/)  de  funcionarios  y  precaviéndolos  de  los  peligros  á 
1 1  que  quedarían  expuestos  si  la  constancia  de  tales 
actos  sólo  existiera  en  una  sota  oñcina.  (Casación, 
28  Febrero  1893,  VIII,  18±,  i.';  Casación,  2  Abril 
1897,  XII,  317,  l.«). 
1,217 

1212— Las  copias  de  protocolización  de  documen- 
tos que  han  sido  registrados,  autorizadas  por  los 
Notarios,  como  las  sentencias  aprobatorias  de  las 
particiones  de  bienes  en  los  juicios  de  sucesión, 
no  necesitan  presentarse  al  Registrador  para  que 
este  empleado  certifique  haber  sido  registrados  los 
documentos,  cuando  en  la  copia  misma  se  ha  in- 
cluido la  nota  de  inscripción  de  ellos.  (Casación, 
28  Septiembre  1893,  IX,  36,  1."). 

1213— El  registro  de  embargo  de  una  finca  raíz 
no  debe  hacerse  en  el  Libro  de  Registro  número 
1.°,  porque  el  decreto  de  embargo  no  está  en  nin- 
guno de  los  casos  previstos  por  el  ordinal  1.°  del 
artículo  2641  del  Código  Civil.  Por  el  hecho  de 
embargarse  una  finca  raíz  no  se  traslada,  modifi- 
ca, grava  ni  se  limita  su  dominio.  El  embargo  no 
se  enumera  entre  los  modos  de  limitar  el  domi- 
nio, según  el  artículo  793  del  mismo  Código.  (Ca- 
sación, 30  Octubre  1893,  IX,  76,  2.'). 

1214 — La  falta  del  registro  en  documentos  suje- 
tos &  esta  formalidad,   produce  el  efecto  de  que 


.1 
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no  baga  fe  en  juicio  y  ante  las  autoridades.  Lo 
mismo  sucede  cuando  se  ha  hecho  el  registro,  pero 
no  en  la  Oficina  que  corresponda.  (Casación,  26 
Febrero  1896,  XI,  299,  l.«). 

Registro.  1215 — Ningún  contrato  se  anula  for  falta  de  re- 
gistro del  respectivo  titulo,  excepto  el  contrato  de 
hipoteca,  porque  esta  formalidad  puede  cumplirse 
en  cualquier  tiempo,  excepto  el  registro  de  hi- 
poteca. (Casación,    13  Julio  1896,  XII,  15,  2."). 

—  1216— El  decreto  de  posesión  efectiva  de  que  tra- 
ta el  artículo  757  del  Código  Civil  no  figura  entre 
Job  actos  sujetos  al  registro ;  ni  en  el  Código 
Judicial  ni  en  ninguna  otra  ley  que  regle  la  ma- 
teria del  juicio  de  sucesión  se  ha  prevenido  que 
se  dicte  providencia  semejante,  y  así,  los  juicios 
de  esta  clase  se  inician,  siguen  y  terminan  sin  que 
recaiga  en  ellos  el  decreto  de  posesión  efectiva, 
ni  otro  análogo  que  esté  sujeto  á  la  formalidad 
del  registro.  (Casación,  22  Octubre  1896,  XII, 
101,  1.»). 

—  1217 — Un  documento  sujeto  al  registro  no  es  nulo' 
sólo  porque  no  haya  sido  registrado  ó  porque  no 
lleve  al  pie  la  nota  del  registro,  pues  el  objeto  de 
éste  es  sólo  servir  para  darle  mayor  publicidad  y 
autenticidad,  y  en  ninguna  manera  la  falta  de  la 
nota  del  registro  puede  impedir  el  que  se  aprecie 
y  decida  si  el  documento  tiene  6  no  la  forma  ex- 
terna requerida  por  la  ley  para  que  pueda  ser  re- 
gistrado ó  producir  efectos.  (Casación,  2  Abril 
1897,  XII,  317,  1.').  \ 
Véanse  los  números  55,  150,  306,  355,  396,  400,  497, 
511,  541,  552,  553,  556,  584,  762,  898,  901,  1,109, 
1,315,  1,344  y   1,426. 

Reglamento.  1218— El  Juez  que  dicte  disposiciones  reglamen- 
tarias de  su  oficina  que  sean  ó  puedan  ser  opues- 
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tas  á  los  preceptos  legales,  es  reo  de  exceso  en  el 
•jercicio  ríe  sus  atribuciones.  (Sentencia,  22  Sep- 
tiembre 1891,  VI,  331,  2.'). 
Véi'se  el  número  1,355. 

Reincidencia.  1219 — No  es  bastante  que  se  pruebe  que  un  acu- 
Bado  ha  cometido  anteriores  delitos  para  que  se  le 
castigue  como  reincidente;  es  necesario  que  haya 
sido  condenado  por  tales  delitos  anteriores.  (Sen- 
tencia, 20  Marzo  1S96,  XI,  352,  2.»). 
Véanse  los  números  3S1,  505    y  801. 

Reivindicación.  1220 — La  petición  6  demanda  do  entrega  ó 
restitución  de  la  cosa  que  pretende  reivindicarse 
implícala  acción  de  dominio  del  demandante  so- 
bre la  cosa;  y  a  la  inversa,  la  declaración  de  per- 
tcnecerle  el  dominio  envuelve  la  orden  de  entrega 
por  el  poseedor  al  dueño  reconocido.  (Sentencia, 
6  Septiembre  1888,  III,  397,  2."). 
Véanse  los  números  1,111,  1317,  1,436  y  acción  reivin- 
dicatoría. 

Remate.  1221- -No  puede  verificarse  el  remate  después  de 

la  hora  señalada  cu  el  artículo  10(i6  del  Código 
Judicial  (1),  mas  si  al  cerrarla  sesión  hubiere  pu- 
jas y  repujas,  el  Juez  debe  suspender  el  remate, 
llegada  la  hora,  y  señalar  otro  día  para  continuar- 
lo, haciéndolo  saber  á  las  partes  y  al  público.  Así 
se  evitan  fraudes  y  perjuicios  á  éstas.  (Acuerdo 
número  662,  V,  20,  1.'). 

—  1222 — El  de  cosa  ajena  no  es  nulo,  salvo  los  de- 

rechos del  dueño.  Ha  do  aplicarse  la  regla  d*>l  ar- 
ticulo 1871  del  Código  Civil,  que  tratado  la  ven- 
ta de  cosa  ajena,  y  el  remate  es  una  venta  que  sólo 
se  diferencia  de  las  otras  por  razón  de  los  requi- 
sitos especiales  y  la  persona  del  tradente.  (Casa- 
ción, 14  Diciembre  IS'-K;  XI,  235,  1.»). 

(1 J  Reformado  por  el  articulo  16  de  la  Le;  100  de  IBS!. 
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Remate,  1223 — La  diligencia  en  que  se  hace  constar  el  re- 

ñíate de  una  fleca  rafa  (lebé  expresar  los  linderos 
de  ésta,  so  pena  de  nulidad.  (Casación,  15  Mayo 
1896,  XI,  401,  l.*y  2.»). 

—  1224 — El  remate  que  fie  hace  en  un  juicio  ejecu- 

tivo no  se  puede  anular  por  el  hecho  de  que  el  eje- 
cutado no  sea  dueño  de  ta  cosa  rematada.  Las  so- 
las causas  de  nulidad  de  tal  remate  son  las  á  que 
se  refiere  el  artículo  1082  del  Código  Judicial. 
(Casación,  13  Julio  1899,  XII,  -14,  2.'). 
Véanse  los  números  496,  530,  6:20,  676,  880,  887, 
883,    S99,  975,  1,001,   1,024,  1,201,  1,305,  1,346  y  1,437. 

Remoción.  1225 — El  móvil  que  determine  al  Juezá  remover 
á  un  Secretario  es  siempre  subjetivo  y  entera- 
mente personal;  y  cualquiera  que  él  sea  es  siem- 
pre legal,  puesto  que  la  ley  ha  dejado  el  hecho  á 
la  voluntad  libre  del  Juez.  (Auto,  26  Abril  1890, 
V,  23,  2.'). 

Rentas  municipales.  1226 — Estas  no  cambian  del  carácter  de 
municipales  por  el  hecho  de  tomar  el  Gobierno 
nacional  á  su  cargo  la  administración  y  organiza- 
ción del  servicio  á  que  se  destinan,  y  se  encargue 
al  mismo  tiempo  de  recaudarlas.  (Auto,  30  Euero 
1*90,  IV,  240,  2.'). 
Véase  el  numero  838. 

Renuncia  del  empleo.  1227— Se  considera  la  admisión  de  ésta 
como  análoga  al  caso  de  terminación  del  período, 
para  aplicar  el  artículo  212  del  Código  de  Organi- 
zación Judicial.  (Auto,  18  Septiembre  1890,  V, 
304,  1.'). 
Véase  el  número  725. 

Reo  excarcelado.  1228—  El  reo  excarcelado  con  fianza  no  ha 
de  estar  presente  en  el  juicio  después  que  se  le 
notifique  el  auto  de  proceder,  sino  representado 
por  su  defensor.  (Acuerdo  número  140,  II,  18,  1.'). 
Véanse  los  números  952  y  954 — Véase  índice:  reo. 
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Repartimiento.  1229 — Los  sumarios,  lo  mismo  que  los  juicios, 
están  sujetos  a  repartimiento  en  donde  haya  va- 
rios Jueces  que  deban  conocer  de  negocios  crimi- 
nales. (Auto,  16  Noviembre  1886,  I,  87,  8.»). 

—  1230 — Una  vez  repartidos  los  negocios  judiciales 
entre  los  varios  Jueces  de  un  mismo  Circuito, 
cada  uno  de  ellos  debe  continuar  hasta  el  fin  en 
el  conocimiento  de  los  que  le  hayan  tocado,  aun- 
que una  nue»a  ley  sobre  jurisdicción  atribuya  el 
conocimiento  de  algunos  á  otros  de  dichos  Jueces. 
Si  la  nueva  ley  dice,  por  ejemplo,  que  el  Juez  de 
una  mortuoria  debe  conocer  de  todos  los  pleitos 
con  ésta  relacionados,  no  ha  de  deshacerse,  por 
eso,  lo  que  con  el  repartimiento  se  había  hecho. 
(Acuerdo  número  116,  I,  378,  l.B). 

Rapresentición.  1231 — La  manera  de  representar  el  marido  á 
la  mujer  en  juicio,  es  presentándose  por  sí  mismo. 
(Acuerdo  número  433,  III,  896,  1.'}. 
Véutiw  los  números  103,  238,  439,  441,  492,  696, 
7!>5,  919,  985,  994,  1,089,  1,091,  1,092,  1,090,  1,228, 
1,233,    1,'238,    1,344,    1,347    y   1437. 

Representante.  1 232— Siempre  que  se  demande  á  una  persona 
como  re  p  rey  fin  tan  te  legal  de  otra,  debe  acompa- 
ñarse á  la  demanda  el  comprobante  del  carácter 
representativo  con  que  se  la  demanda.  (Acuerdo 
número  510,  IV,  98,  2.1). 

Rescisión.  1233 — En  caso  de  rescisión  de  un  contrato  de  com- 
praventa es  perfecto  el  derecho  que  el  vendedor 
tiene  á  que  re  le  restituya  la  cosa  vendida  con  sus 
frutos,  mediante  el  pago  ó  devolución  que  debe 
hacer  del  precio  que  recibió  y  de  sus  intereses. 
(Casación,  25  Septiembre  1890,  V,  276,  1.»). 

—  1234 — La  sentencia  en  que  se  declare  rescindido 
un  contrato  debe  contener  declaración  expresa  de 
la  restitución  á  que  tiene  derecho  el  demandado, 
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ó  sea  de  los  derechos  que  le  correspondan,  aunque 
éste  no  demande  la  declaración  de  ellos;  pues  él 
no  pide  sino  la  absolución  cuando  no  conviene  en 
lo  que  solicita  el  demandante,  y  es  a  todas  luces 
injurídica  la  opinión  de  que  el  reo  tenga  que  soli- 
citar, por  vía  de  reconvención,  la  declaración  ex- 
presa de  los  derechos  que  le  competen  en  el  caso 
de  que  llegue  á  decidirse  que  el  demandante  ha 
justificado  la  acción  de  nulidad  ó  rescisión.  (Ca- 
sación, 25  Septiembre  1890,  V,  ¿76,  1.'). 

Rescisión.  1235— No  obsta  para  rescindir  un  contrato,  por 
lesión  enorme,  el  que  se  ofrezca  mayor  suma  por 
la  cosa  en  el  tiempo  del  juicio;  pues  esto  no  prue- 
ba que  eii  la  fecha  del  contrato  valiera  más  del 
avaluó  pericial  ó  de  la  suma  ofrecida  posterior- 
mente (1).  (Casación,  25  Septiembre  1890,  V, 
276.  2.*). 

—  1236 — Entre  la  rescisión  y  la  resolución  de  un 

contrato  hay  mucha  diferencia:  la  rescisión  siem- 
pre es  causada  por  un  vicio  ó  defecto,  siempre  es 
pena  ó  sanción  de  la  ley.  Al  contrario,  la  resolu- 
ción no  importa  en  todo  caso  una  sanción,  y  pue- 
de ser  materia  de  estipulaciones  lícitas  y  validas; 
la  rescisión,  judicialmente  pronunciada,  da  ac- 
ción reivindicatoría  contra  terceros  poseedores, 
al  paso  que  la  resolución  por  no  haberse  pagado 
el  precio  no  da  este  derecho  al  vendedor  sino  en 
conformidad  con  los  artículos  1518  del  Código  Ci- 
vil. (Casación,  22  Agosto  1894,  X,  83,  l.»J. 

1,238 
Véanse  los  números  25,   141,   195,  978  y   1,238. 

Resguardos.  1237— En  la  división  de  resguardos  de  indígenas 
son  las  leyes  de  procedimientos  nacionales  las  que 
deben  aplicarse.  (Acuerdo  número  49,  I,  241,  2.*). 

Hi  E*ta  doctrina  «*  conforme  con  el   principio  consagrado  en  el  articulo  17ÍS 
del  Código  Civil  j  en  el  638  del  Üúdigo  Judicial. 
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Resolución.  1238 — La  resolución  de  un  contrato  es  cosa  muy 
distinta  de  la  rescisión  del  mismo  por  nulidad: 
la  primera  supone  título  perfectamente  válido, 
que  se  in  valid  a  por  causa  aob  re  vi  viente;  la  segun- 
da supone  la  inexistencia  jurídica,  ó  la  existencia 
viciosa,  por  lo  menos  del  contrato,  por  falta  de 
requisitos  legales.  (Casación,  1!)  Septiembre  1896, 
XII,  67,  2.*). 

—  1239— La  acción  resolutoria  de  un  contrato  de 
venta  mediante  el  cual  se  ha  hecho  la  tradición 
de  una  cosa,  no  es  real  sino  personal,  de  acuerdo 
con  el  artículo  750  del  Código  Civil,  Balvo  que  el 
vendedor  se  haya  reservado  el  dominio  hasta  el 
pago  ó  hasta  el  cumplimiento  de  una.  condición. 
(Casación,  19  Septiembre  1896,  XII,  68,  1.'). 

—  1240 — Los  frutos  que  se  deben  en  el  caso  de  reso- 
lución de  una  venta,  si  la  condición  resolutoria 
no  ha  sido  expresa,  sino  la  tácita  de  que  habla  el 
artículo  1546  del  Código  Civil,  son  solamente  los 
producidos  por  la  cosa  después  del  fallo  judicial 
que  decreta  la  resolución,  porque  antes  de  él  el 
comprador  debe  ser  considerado  como  dueño  y 
poseedor.    (Casación,    19  Septiembre  1898,    XII, 

68,  2.*). 

—  1241— Puede  pedirse  indemnización  de  perjuicios 
en  el  caso  de  no  cumplimiento  de  un  contrato  bi- 
lateral, cualquiera  que  sea  la  acción  que  se  elija  de 
las  dos  que  otorga  el  articulo  1546  del  Código  Ci- 
vil, en  el  cual  falta  una  coma,  por  error  tipográfi- 
co. (Casación,  19  Septiembre  1896,  XII,  68,    2.'; 

69,  l.«). 

Véanse  los  uúmeros  342,  343  y  1,236. 

Responsabilidad.  1242— Las  causas  de  responsabilidad  que  se 
siguen  por  los  trámites  extraordinarios  no  que- 
dan comprendidas  en  la  disposición  del  inciso  2." 
del  articulo  13  de  la  Ley  30  de  1888  (derogado), 
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pues  allí  se  trata  expresamente  de  juicios  segui- 
dos por  ¡os  trámites  ordinarios.  Las  sentencias 
definitivas  que  en  estos  juicios  se  dicten  serán  fir- 
madas por  tres  Magistrados.  (Acuerdo  número 
192,  II,  138,  l.«). 

Responsabilidad.  1243 — No  puede  inhibirse  de  responsabili- 
dad el  Juez  que  viola  una  ley  en  la  práctica  de 
una  diligencia  que  por  su  naturaleza  no  puede  ser 
apelada,  como  un  sorteo  de  Jurado,  alegando  que 
las  partes  s»  conformaron  ó  Di)  reclamaron,  y  que 
él  no  obró  maliciosamente.  (Sentencia,  19  Sep- 
tiembre 1888,  II,  308,   I.»>. 

—  1241 — Es  responsable  el  Magistrado  que  se  niegue 
á  firmar  una  providencia,  aunque  esté  en  des- 
acuerdo con  la  mayoría.  (Sentencia,  2S  Febrero 
1869,  III,  102,  2.'). 

—  1245— No  es  admisible  el  principio  de  que  la  res- 
ponsabilidad de  un  hecho  violatorio  de  la  Cons- 
titución ó  de  la  ley,  ejecutado  por  un  empleado 
inferior,  á  sabiendas,  pueda  desaparecer  porque 
posteriormente  y  sin  más  prueba  que  la  manifes- 
tación del  superior,  éste  lo  tome  á.  su  cargo  y 
quiera  asumir  la  responsabilidad.  (Sentencia,  17 
Mayo  1888,  III,  119,  1.*). 

—  1246 — En  cuanto  al  procedimiento  que  debe  se- 
guirse en  los  juicios  de  responsabilidad  contra  los 
empleados  de  que  tratan  los  artículos  40  (nume- 
rales 1."  y  2."),  43  (numeral  1.°)  y  113  (numaral 
16)  del  Código  de  Organización  Judicial,  no  pue- 
de ser  otro  que  el  establecido  en  el  Código  Judi- 
cial. (Acuerdo  número  350,  III,  235,  1.'). 

—  1247 — El  funcionario  que  deje  do  cumplir  alguna 
formalidad  ordenada  por  la  ley,  es  responsable  é 
infringe  el  artículo  390  del  Código  Penal  de  Cuu- 
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dinamarca  (de  1858),  aunque  de  tal  omisión  no  re- 
sulte la  nulidad  del  proceso  de  que  conoce.  (Auto, 
11  Junio  1889,  III,  246,  2.';  17  Junio  1889,  III, 
254,  1.'). 

Responsabilidad.  1248— No  es  responsable  nn  Juez  que  ha  co- 
metido faltas  ó  equivocaciones  en  los  juicios,  cuan- 
do son  subsanadas  en  la  segunda  instancia.  La  ley 
no  impone  pena  á  loa  Jueces  de  primera  instancia 
por  tales  faltas  ó  equivocaciones,  sino  sólo  en  los 
casos  en  que  sus  fallos  se  hayan  ejecutoriado. 
(Sentencia,  23  Agosto  1889,  III,  356,  1.*;  Senten- 
cia, 13  Diciembre  1889,  IV,  189,  2.»;  Sentencia, 
17  Abril  1890,  IV,  388,  l.1). 

—  1249— Es  responsable  el  funcionario  que  dicte  sen- 
tencia de  la  cual  resulta  la  libertad  de  un  reo,  si 
no  comunica  por  telégrafo,  llegado  el  caso,  que  Be 
ponga  al  reo  inmediatamente  en  libertad.  (Auto, 
31  Agosto  1889,  III,   381,  2.'). 

—  1250 — No  incurre  en  responsabilidad  el  empleado 
público  que  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  con- 
forme al  artículo  15  U  del  Código  Judieial,  no  pro- 
mueva la  averiguación  de  un  delito,  siempre  que 
los  hechos  materia  de  laaveriguación  no  estén  su- 
ficientemente comprobados.  (Auto,  7  Octubre 
1889,  IV,  38,  1.';  Auto,  27  Noviembre  1889,  IV, 
134,  l.«;  Auto,  18  Enero  1890,  IV,  216,  2.*;  Auto, 
10  Febrero  1890,  IV,  264,  2.'). 

—  1251 — No  es  responsable  la  parte  que  no  quiera 
firmar  una  notificación.  El  Secretario  dará  sólo 
cumplimiento  á  los  artículos  435  y  1596  del  Códi- 
go Judicial.  (Auto,  4  Noviembre  1 889,  IV,  86,  2.-). 

—  1252 — Aparejan  responsabilidad  las  faltas  que  co- 
metan los  Jueces  en  el  procedimiento  y  sustan- 
ciación  de  los  procesos,  aunque  no  sean  motivo  do 


DE  LA  CORTE  SUPREMA   DE  JÜ9TICIA  889 

nulidad.  (Sentencia,  11  Diciembre  1889,  IV,  185, 
1.';  Sentencia,  13  Diciembre  1889,  IV,  188,  i*). 

Responsabilidad.  1253 — No  es  responsable  un  empleado  que 
ejerce  funciones  de  que  no  carece  absolutamente. 
Así,  no  incurrirá  en  ella  el  Fiscal  de  un  Tribunal 
que  ee  dirige  directamente  á  un  Juez  de  Circuito 
pidiendo  la  interdicción  de  un  demente,  en  lugar 
de  hacerlo  por  conducto  del  respectivo  Fiscal  del 
Circuito.  (Auto,  13  Diciembre  1889,  IV,  191,  2.»). 

—  1254 — El  simple  hecho  de  declarar  contra  sí  mis- 
mo un  sindicado,  no  hace  responsable  al  Juez  que 
autoriza  la  declaración,  cuando  no  ha  habido  de 
bu  parte  intimidación  ni  apremio.  (Sentencia,  25 
Enero  IS'JO,  IV,  223,  2.'). 

—  1255— Antes  de  fenecerse  una  causa  criminal  no 
se  puado  seguir  juicio  de  responsabilidad  con- 
tra los  funcionarios  públicos  que  en  ella  han  in- 
tervenido, y  con  motivo  de  su  intervención  j 
cuando  no  puede  conocerse  aún  si  ha  habido  cul- 
pa en  ellos.  (Auto,  19  Abril   1890,  IV,  399,  2.'}. 

—  1256 -Cuando  se  comete  error  en  la  interpreta- 
ción y  aplicación  de  una  disposición  legal,  siendo 
dudoso  su  alcance,  no  se  incurre  en  responsabili- 
dad. (Auto,  5  Mayo  139o,  V,  37,  2.«;  Auto,  6 
Agosto  1890,  V,  215,  2.';  Sentencia,  17  Septiem- 
bre 1890,  V,  26S,  1.";  Sentencia,  30  Octubre  1890, 
V,  320,  2.'J. 
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—  1557— Es  responsable  el  Administrador  de  una 
Aduana  que  por  negligencia  ó  descuido  da  lugar 
á  la  pérdida  de  mercancías  depositadas  en  los  al- 
macenes de  la  Aduana  (1).  (Auto,  4  Noviembre 
1891,  VII,  32,  1.'). 


(1)  L'apitulo  l.\  Titulo  1.a,  Libro  9.'  del  Uidigu  Pen 
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Responsabilidad.  1258 — No  incurre  en  responsabilidad  elJuez 
6  Magistrado  que  declare  nulo  por  simulación  un 
contrato  extendido  en  escritura  pública,  apoyán- 
dose en  indicios  ó  en  declaraciones  de  testigos. 
(Auto,  8  Marzo  1892,  VTI,  158  1."  y  2.'). 

—  1259 — Es  responsable  el  Juezó  Magistrado  de  se- 
gunda instancia  si  en  ésta  revoca  la  sentencia  de 
primera  y  devuelve  el  expediente  al  Juez  a  quo, 
alegando  que  no  se  falló  sobre  lo  pedido,  ó  sea, 
sobre  las  acciones  y  excepciones  deducidas  en  el 
juicio  (2).    (Auto,  23  Marzo  1892,  VII,  159,  2.'). 

—  1260 — Habiendo  duda  acerca  de  la  recta  inteli- 
gencia de  un  texto  legal,  no  puede  incurrir  en 
responsabilidad  el  Juez  que  la  entiende  en  bu  sen- 
tido extrictamente  literal,  aunque  haya  podero- 
sas razones  para  interpretarlo  en  sentido  contra- 
rio. (Sentencia,  6  Abril  1892,  VII,  163,  l.'). 


1261 — Incurre  en  ella  el  Juez  que,  sin  haber  apre- 
hendido legalmente  el  conocimiento  de  un  nego- 
cio criminal,  interviene  oficiosamente  en  la  for- 
mación del  sumario  que  esté  á  cargo  de  otro  fun- 
cionario de  instrucción,  impidiéndole  sus  funcio- 
nes propiaB,  con  el  objeto,  por  ejemplo,  de  resol- 
ver si  hay  motivos  de  excarcelación  del  sindica- 
do, cosa  que  no  puede  hacer  sin  que  entre  á  co- 
nocer de  todo  el  asunto.  El  Juez  que  sea  Jefe  de 
los  funcionarios  de  instrucción  de  una  circuns- 
cripción judicial,  podrá  pedir  á  aquéllos  que  le 
remitan  los  informativos  eu  la  foma  legal,  per 
de  ningún  modo  intervenir  de  modo  extraoi 
dinario ;  por  más  que  se  alegue  que  tal  intei 
vención  sólo  tuvo  por  objeto  la  salvaguardia  d 
una  garantía  constitucional,  pues  para  mantf 
ner  á  salvo  estos  derechos,  los  empleados  públ 


13)  Vtua  al  articulo  29,  L*y  169  de  181 
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eos  deben  proceder  de  conformidad  con  los  trá- 
mites legales.  (Sentencia,  18  Octubre  1892,  VIII, 
43,  2.'y  44,    1.'). 

Responsabilidad.  1262 — El  mero  hecho  de  sostener  una  com- 
petencia afirmativa,  no  constituye  responsable  de 
arrogación  ó  usurpación  de  jurisdicción  al  funcio- 
nario que  la  sostiene,  mientras  no  se  declare  por 
quien  deba  dirimirla  que  aquél  procedió  temera- 
riamente. (Sentencia,  18  Octubre  1892,  VIII, 
45,   2.*J. 

—  1263— Para  apreciar  la  en  que  incurran  los  em- 
pleados judiciales  por  razón  de  contratos  con  las 
partes  litigantes  ó  procesadas,  debe  averiguarse 
si  concurren  las  circunstancias  requeridas  por  el 
artículo  correspondiente  de  la  ley  penal  (t),  para 
que  haya  culpabilidad.  Si  falta  cualquiera  de  esa3 
tres  circunstancias  no  hay  delito.  (Auto,  28  No- 
viembre 1892,  VIII,  111,  2.'). 

—  1261—  La  circunstancia  de  d  sabiendas,  conque 
se  ha  cometido  el  delito,  ha  de  probarse  en  loa 
juicios  de  responsabilidad,  ouando  ella  se  refiera 
á  puntos  de  hecho  y  no  de  derecho.  Así  lo  exigen 
los  textos  del  artículo  358  del  Código  Penal  y  del 
inciso  2."  del  artículo  2,025  del  Código  Judicial. 
(Auto,  14  Diciembre  1892,  VIII,  120,  2.'). 

—  1265— No  es  responsable  un  Juez  por  no  haber 
hecho  condenación  en  costas,  en  un  juicio  en  que 
conoce  á  virtud  de  apelación,  cuando  la  parte  en 
cuyo  favor  ha  debido  hacerse  la  condenación  en 
costas  no  ha  figurado  en  el  recurso,  ni  ha  hecho 
ninguna  gestión  ni  gasto.  En  tal  caso  hay  ausen- 
cia de  materia  sobre  la  cual  pudiera  recaerla  con- 
denación en  costas.  (Sentencia,  13  Febrero  1893, 
VIII,  151,  2.'). 

(I)  Artículo  318  del  Código  Penal  de  C-uivüu.tJi  uv.t   509  del  Nacional  de  1691. 
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Responsabilidad.  1266 — Incurre  en  ella  el  empleado  judicial 
que  se  retira  de  su  empleo  sin  que  haya  entrado  á 
reemplazarlo  otra  persona,  aunque  se  haya  reti- 
rado en  uao  de  licencia.  (Sentencia,  17  Julio  1893, 
VIII,  359,  2.'). 

—  1267 — Debe  dejarse  á  salvo  el  derecho  de  hacerla 
efectiva,  cuaudo  en  los  juicios  contra  los  emplea- 
dos de  manejo  se  dicte  auto  en  que  se  declare  la 
cesación  del  procedimiento  en  cuauto ala  respon- 
sabilidad penal,  por  razón  de  lo  establecido  en  el 
articulo  92  del  Código  Penal.  (Auto,  2  Septiem- 
bre 1893,  IX,  24,  1.'). 

—  1268 — No  incurre  en  ella  el  Agente  del  Ministe- 
rio Público,  que  entra  á  conocer  como  Juez  en 
juicio,  después  de  que  ha  emitido  concepto  en  el 
mismo  asunto  con  el  carácter  de  Fiscal.  (Auto, 
11  Septiembre  1893,  IX,  40,  l."). 

—  1269 — Para  exigirla  á  un  Juez  por  el  cargo  de 
aplicación  errónea  de  la  ley,  es  necesario  que  el 
error  sea  tan  manifiesto,  tan  palpable,  que  él  mis- 
mo lleve  en  sí  la  prueba  de  la  voluntaria  y  mali- 
ciosa violación  de  la  ley;  pero  desde  el  momento 
en  que  el  precepto  legal,  que  se  dice  violado,  ad- 
mite alguna  latitud  en  su  interpretación  ó  sea 
susceptible  de  varia  inteligencia,  ó  que  el  caso  & 
ciue  se  aplique  no  cuadre  exactamente  con  las 
palabras  de  la  ley,  el  criterio  del  Juez  puede 
oscilar  dentro  de  esa  interpretación  sin  sujeción 
&  una  responsabilidad  criminal.  (Auto,'  29  Mar- 
zo 1894,  IX,  972,  2.'). 
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—  1270 — No  es  responsable  el  funcionario  que  :> 
auxilia  un  exhorto,  enviando  partes  originales  e 
expedientes  que  están  á  su  cargo,  aunque  lo  ex  a 
autoridad  competente  para  probar  un  delito;  pi  s 
los  procesos  de  los  juicios  deben  conservarse  ■  - 
ginales.  Si  no  hay  disposición  expresa  á  este  i    - 
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pecto,  tal  conclusión  se  deduce  del  espíritu  gene- 
ral de  la  legislación,  porque  existen  muchas  dis- 
posiciones legales,  que  dicen  que  cuando  se  nece- 
site comprobar  hechos  que  consten  en  actuacio- 
nes judiciales,  las  piezas  pertinentes  deben  ex- 
pedirse en  copia  auténtica  (1);  y  porque  en  mate- 
ria de  desglose,  la  facultad  concedida  &  los  jueces 
para  concederlo  es  meramente  potestativa  (2). 
(Sentencia,  9  Marzo  de  1894,  IX,  237,  l.«). 

Responsabilidad.  1871— No  puede  exigirse  aun  Juez  por  el  car- 
go de  violación  de  ley  expresa  cuando  incurre  en 
errores  de  apreciación  en  la  exposición  de  razones 
en  la  parte  motiva  de  la  sentencia,  y  mientras 
tal  violación  no  aparezca  de  haber  fallado  en  la 
paite  resolutiva  (única  que  tiene  carácter  obli- 
gatorio) contra  ley  expresa  y  terminante  (3). 
(Auto,  18  Julio  1894,  IX,  408,  1  "  y  2.'). 

—  1272 — Si  un   emplsado  público  ha  de  ser  llamado 

á  juicio  por  los  trámites  ordinarios,  y  á  la  vez  es 
responsable  por  cargo  que  dé  lugar  á  un  juicio 
extraordinario,  debe  seguirse  un  solo  juicio  por 
la  vía  ordinaria.  (Sentencia,  26  Octubre  1895, 
XI,  107  2.'). 

1273 — En  virtud  del  principio  de  que  todas  las 
naciones  deben  protección  á  sus  habitantes,  na- 
cionales y  extranjaros,  si  bien  es  cierto  que  un 
Estado,  como  persona  jurídica,  no  es  susceptible 
ríe  responsabilidad  penal,  sí  está  obligado  á  laB  re- 
paraciones civiles  por  los  daños  que  resultan  de 


:  OMigO  -ludicÍMlt  28  de  1*  Ley  10*  da  1893;  S02,  á 

i2)  Articulo»  723  y  726  del  Código  Judicial,  y  335  déla  Ley  105  de  1890. 

ifl)  Rita  doctrina  re  Imita  rn  cnimonanciacon  la  Rentada  por  la  Corte  en  materia 
(■«nación;  ente  recurso  no  puede  fundarse  •  n  lo*  errores  de  apreciación  en  las  consi- 
i-aaiojiei  abstractas  de  la  parte  motiva  de  una  sentencia,  si  por  otra  parle,  la  sen. 
■íia  acatada  ci  legal. 
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un  delito  imputable  á  bus  funcionarios  públicos, 
cuando  no  es  posible  que  éstos  los  resarzan  con 
sus  bienes,  y  cuando  la  ejecución  del  hecho  puni- 
ble emana  de  órdenes  de  autoridades  superiores 
que  representan  á  la  nación  misma.  (Sentencia, 
22  Octubre  1896,  XI,  356,  I.1). 

Responsabilidad.  1274— Incurre  en  responsabilidad  el  Juez  que 
omite  elevar  a  consulta  una  sentencia  que  esté  su- 
jeta á  esa  formalidad.  (Auto,  20  Noviembre  1S96, 
XII,   245,  1,"  y  2/). 

—  1275 — El    funcionario   que  por  olvido  omitiere 

mandar  reducir  á  prisión  al  sindicado,  contra 
quien  ha  dictado  auto  de  proceder,  cae  bajo  la  san- 
ción del  artículo  528  del  Código  Penal  y  del 
540  íbidem,  siempre  que  sea  el  caso  de  proveer 
esa  medida.  (Sentencia,  15  Febrero  1897,  XII, 
287,  2.»  y  288,   1.*). 

Véauae  los  números  1,  2,39,48,58,61,68,106,124,125, 
344,  3T6,  379,  398,  408,  448,  492,  586,  599,  608,  648, 
659,  661,  670,  682,  720,  767,  833,  835l  887,  920,  949, 
950,  958,  1,048,  1,049,  1,078,  1,086,  1119,  1,134,  1,157, 
1,183,  1,273,  1,289,  1312,  1,345,  1,347,  1,364,  1,427, 
1,448,  1,449  y  1,451. 

Restituciones.  1276—  Según  la  primera  parto  del  articulo  1,753 
del  Código  Civil  de  Cundinamarca  (1745  del  Nacio- 
nal), hay  contratos  de  incapaces  en  que  se  llenan 
las  formalidades  legales,  y  esto  no  puede  conce- 
birse sino  en  el  caso  en  que  intervienen  sus  guar- 
dadores y  obtienen  la  correspondiente  autoriza- 
ción judicial.  De  modo  que  no  es  un  obstáculo 
parn  que  los  incapaces  gocen  del  beneficio  que  les 
esta  acordado  por  el  artículo  1,755  (1,747  del  na- 
cional) el  que  el  contrato  nulo  haya  sido  cele- 
brado por  el  respectivo  guardador,  es  decir,  nulo 
por  las  causas  á  que  se  refiere  la  última  parte  del 
inciso  1."  del  artículo  1753,  citado.  (Casación,  3! 
Octubre  1890,  V,  325,  2.'). 
Véase  el  número  1,294. 


DE   LA    CORTE   SÜPKKMA   DE   JUSTICIA  295 

Retroactividad.  1277— El  articulo  56  de  la  Ley  57  de  1887  no 
aféctalos  contratos  celebrados  antes  de  su  vigen- 
cia (1).  (Sentencia,  31  Agosto  1889,  III,  373,  1.*). 

—  1278— El  efecto  retroactivo  de  las  leyes  sobre  va- 
lidez del  matrimonio  católico  alcanza  a  los  con- 
tratos celebrados  entre  sí  por  los  cónyuges.  Así, 
si  antes  de  la  vigencia  de  tales  leyes,  cónyuges 
casados  sólo  católicamente  celebraron  entre  si  un 
contrato  de  compraventa,  este  contrato  es  nulo. 
(Sentencia,  14  Septiembre  1889,  III,  403,  ].*). 

—  1279 — El  efecto  retroactivo  de  la  ley  no  alcanza 
los  hechos  cumplidos  ni  puede  variaren  favor  de 
otras  personas  los  derechos  adquiridos  ya  por  ter- 
ceros. (Sentencia,  14  Septiembre  1889,  III,  403, 
1.*;  Casación,  14  Julio  1890,  V,  187,  l.«;  Casación, 
20  Abril  1894,  IX,  £91,  1.';  Casación,  24  Abril 
1S94,  IX,  301,  1,*¡  Casación,  3  Diciembre  1894, 
X,  222,  1.'). 

—  1280 — LaB  prescripciones  del  derecho  sobre  la  no 
retroactividad  de  la  ley  se  aplicarán  por  los  jue- 
ces en  los  casos  comunes,  pero  cuando  la  ley  mis- 
ma determina  su  efecto,  no  les  es  lícito  sobrepo- 
nerse al  mandato  del  legislador.  (Sentencia,  14 
Septiembre  1889,  Lü,  403,  2.'). 

—  1281 — La  concedida  por  las  leyes  vigentes  á  los 
matrimonios  católicos  celebrados  en  cualquier 
tiempo  en  el  país,  no  sólo  comprendo  las  obliga- 
ciones naturales  que  nacen  del  vínculo  religioso, 
üino  todos  los  demás  órdenes  de  hechos  que  se  ori- 
ginan del  contrato  y  que  miran  á  las  relaciones 
domésticas  y  á  las  obligaciones  y  derechos  que 
producen.  (Casación,  23  Mayo  1896,  XII,  19,  2."). 
Véanse  loa  uainoroa  378,  '451 ,  C18  y  914. 

(1)  Artículos  l.°y  5.°  de  la  Ley  77  de  IB90. 
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Revisión.  1282— El  recurso  de  revisión  no  se  iuterpone  ante 
el  Juez  ó  Tribunal  inferior,  sino  directamente 
ante  la  Corte.  (Auto,  4  Marzo  1889,  III,  149,  1.*; 
Auto,  11  Junio  1889,  III,  246,  1."). 

1283 — Una  vez  condenado  un  individuo  por  sen 
tencia  definitiva,  y  que  se  halle  sufriendo  la  pena 
respectiva,  no  puede  tener  cabida  ninguna  nuli- 
dad, por  el  hecho  de  descubrirse  y  comprobarse 
que  otro  fue  quien  cometió  el  delito  porque  ha 
sido  condenado  aquél.  Loque  debe  hacerse  es  ade- 
lantar el  juicio  contra  el  verdadero  culpado,  y  si 
la  sentencia  que  se  pronuncie  es  contradictoria  ú 
opuesta  á  la  primeramente  proferida,  puede  en- 
tablarse el  recurso  de  revisión.  (Acuerdo  número 
674,  V,  49,  2.*), 

—  1284— El  recurso  de  revisión  sólo  tiene  cabida 
respecto  de  sentencias  definitivas  ejecutoriadas; 
pues  aunque  el  artículo  396  de  la  Ley  105  de  1890 
sólo  habla  de  sentencia  ejecutoriada,  el  contexto 
de  dicho  artículo,  puesto  en  relación  con  el  de  los 
artículos  399  y  406  de  la  misma  ley,  da  á  enten- 
der que  se  trata  no  de  cualquier  sentencia,  sino 
únicamente  do  la  sentencia  definitiva.  (Auto,  2 
Noviembre  1892,  VIII,  S<\  l.«). 

—  1285 — La  enumeración  hecha  en  el  artículo  397 
de  la  Ley  105  de  1890  es  limitativa  y  no  simple- 
mente enunciativa,  tanto  por  indicarlo  así  el  uso 
del  artículo  definido  al  expresar  los  casos  de  revi- 
sión, como  porque,  tratándose  de  un  recurso  ex- 
traordinario, los  casos  en  que  puede  interponerse 
tienen  que  ser  claramente  detallados.  La  solicitud 
de  revisión  es  inadmisible  cuando  se  funda  en 
otras  circunstancias  de  las  previstas  por  la  ley. 
(Auto,  29  Noviembre  1892,  VIII,  126,  2.*). 

—  1286 — No  puede  admitirse  como  causal  propiadel 
recurso  de  revisión  la  que  se  funde  en  el  hecho  de 
que  los  testigos  cuyos  testimonios  se  tuvieron  en 
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cuenta  en  la  sentencia  recurrida  son  perjuros;  es 
preciso  probar  que  su  testimonio  en  la  causa  de 
que  se  trata  ha  sido  declarado  falso  y  penado  el 
testigo  por  sentencia  ejecutoriada.  (Auto,  36  Sep- 
tiembre 1894,  X,  71,  2.'). 
VéaiiM  números  197,  247,  250,  6G0,  997,   1,287  y  1,427. 

Revocación.  1287— El  Juez  que  revoca  ó  reforma  un  auto  no 
puede  revisar  aquel  en  que  ha  decretado  la  revoca- 
ción ó  la  reforma.  Por  esto  la  ley  ha  establecido 
otros  recursos  de  que  laa  partes  pueden  hacer  uso. 
(Auto,  6  Octubre  1891,  VI,  352,  l.«). 

—  1288 — La  solicitud  de  revocación  del  auto  por  el 
cual  se  condena  en  multas  á  un  empleado,  por  lo 
que  resulta  del  proceso,  equivale  á  la  reclamación 
de  que  trata  el  articulo  223  del  Código  Judicial,  y 
el  Juez  debe  sustanciarla  en  los  términos  allí  in- 
dicados. (Sentencia,  8  Mayo  1887,    XII,  328,  2.'). 

—  1289 — Si  un  Juez  á  quien  se  le  ha  solicitado  la  re- 
vocatoria de  un  auto  se  limita  sólo  a  conceder  la 
apelación  quo  en  subsidio  se  haya  interpuesto,  so 
entiendo  que  niega  tácitamente  la  revocación  y 
no  incurre  eu  responsabilidad.  (Auto,  21  Sep- 
tiembre 1889,  IV,  6,  1.'). 

—  1290 — La  de  ua  auto  interlocutorio  ó  de  sustan- 
ciación  no  puede  decretarse  de  oficio.  (Acuerdo 
número  483,  IV,  82,  1.'). 

Véase  el  número  1,259. 

Robo  de  encomiendas.  1291 — Cuando  esto  delito  ■'■.órnete  un  men- 
sajero, su  comisión  empieza  en  el  lugar  donde 
extrae  el  pliego  respectivo  y  lo  rompe,  y  es  con- 
sumado en  donde  debe  entregarlo  y  en  efecto  no 
lo  entrega.  (Auto,  8  Agosto  1S90,  V,  214,  2."). 
Véanselo»  números  847 _¿y   920. 
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Sala  db  Acuerdo.  1292-  Para  decidir  en  Sala  de  Acuerdo  los  in- 
cidentes sobre  impedimentos  ó  recusaciones  de  los 
Magistrados  de  los  Tribunales,  debe  llenarse  la 
plaza  dol  Magistrado  que  manifiesta  el  impedi- 
mento ó  es  recusado,  con  el  respectivo  Conjuez. 
(Acuerdo  número  392,  III,  338,  1.a). 
Véanse  números  3G2,    1,423  y   1,424. 

Salvamento  de  votos.  1293— Los  salvamentos  de  votos  de  los 
Magistrados  deben  extenderse  no  sólo  en  el  expe- 
diente, á  continuación  de  la  sentencia,  sino  tam- 
bién en  el  libro  especial  que  para  ese  efecto  debe 
llevarse  en  la  respectiva  Secretaría.  (Acuerdo  nu- 
mero 138,  II,  2,  2.»)- 
Véase  voto. 

Saneamiento.  12í)4 — El  saueamiento  por  evicción  debe  com- 
prender: Ja  restitución  del  precio  de  la  cosa  evic- 
ta;  la  de  lus  costas  legales  del  contrato  de  venta 
que  hubieren  sido  satisfechas  por  el  comprador; 
la  del  valor  de  los  frutos  que  el  comprador  hu- 
biere sido  obligad»  á  restituir  al  dueño ;  las 
costas  que  el  comprador  hubiere  sufrido  á  conse- 
cuencia y  por  efecto  de  la  demanda,  y  el  aumento 
de  valor  que  haya  tomado  la  cosa  evicta  en  poder 
del  comprador,  aun  por  causas  naturales  ópor 
el  mero  transcurso  del  tiempo  (1).  (Casación,  28 
Julio  1894,  X,  4,  1."). 

—  1808 — La  admisión  de  la  denuncia  de  un  pleito 

íil  vendedor  de  una  cosa,  y  el  seguimiento  del  jui- 
cie  con  el  vendedor  mismo,  no  significa  para  éste 

(I)  Artículo  109*  del  Código  dril. 
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la  necesidad  de  sanear  la  evicción  al  comprador. 
Es  en  juicio  posterior  al  promovido  por  éste  ó 
contra  ente  cuando  se  debe  discutii'  la  obligación 
del  saneamiento.  (Sentencia,  24  Julio  1895,  XI, 
6,  2.'). 

Saneamiento.  1296— Al  comprador  no  le  basta  denunciar  al 
vendedor  el  pleito  que  se  le  promueva  sobre  la  cosa 
comprada  para  tener  contra  é«te  acción  de  sanea- 
miento. No  respondo  «1  vendedor  de  la  eviccióa 
de  la  cosa,  sino  cuando  es  realmente  citado  á  de- 
fenderla en  el  respectivo  juicio.  (Sentencia,  21 
Julio  1895,  XI,  267,  2.'). 

—  1297— La  Nación  e.-itá  obligada  al  saneamiento  de 

las  ventas  de  bienes  desamortizados,  no  sólo  en  vir- 
tud do  las  leyes  generales,  sino  también  en  virtud 
de  disposiciones  esp<  diales  incorporadas  en  el  Códi- 
go Fiscal,  entre  otras,  el  artículo  10G4  de  dicho 
Código.  (Sentencia,  9  Junio  1896,  XII,  21,  2.*). 
Véaofiu  los  números  143,  67SA6SO. 


Senador.  1298— Es  nula  la  elección  para  Senador  que  recaiga 

en  la  persona  de  un  Administrador  Departamen- 
tal de  hacienda  nacional,  porque  es  empleado  con 
jurisdicción.  (Auto,  3  Agosto  1895,  XII,  64,  2."). 

Sentencia.  1299— El  fallo  por  el  cual  el  Juez  de  derecho  de- 
clara terminado  un  procedimiento  criminal  en 
virtud  de  veredicto  absolutorio  del  Jurado,  es  una 
verdadora  sentencia  definitiva.  (Acuerdo  número 
52,  I,  258,  l."j. 

_  1300— El  artículo  328  de  la  Ley  57   de  1887,   se 

refiere  sólo  á  las  sentencias  que  se  pronuncien 
en  los  juicios  en  que  interviene  el  jurado,  y  no 
puede  tener  apUeadún  á  los  casos  que  determina 
el  articulo  1724  del  Código  Judicial.  (Acuotdo 
número  145,  I,  3S1,  2.'). 
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1301— Las  sentencias  criminales  que  dicten  los 
Jueces  de  Circuito,  deben  ser  notificadas  perso- 
nalmente á  los  defensores  de  los  reos,  en  caso  de 
ausencia  de  éstos.  El  caso  previsto  en  el  artículo 
338  de  la  Ley  57  de  1887,  sólo  se  refiere  á  los  fa- 
llos que  dicten  los  Jueces  Superiores  de  Distrito 
Judicial.  (Acuerdo  número  146,  II,  18,  1,"). 

l  302—  Si  la  sentencia  del  Juez  es  conforme  en 
todo  con  el  veredicto  absolutorio  del  Jurado,  y  lo 
manda  ejecutar,  no  es  consultable  ;  pero  sí  debe 
ser  consultada  con  el  Tribunal  Superior,  si  en  ella 
se  declara  notoriamente  injusto  el  veredicto,  de 
acuerdo  con  el  artículo  313  de  la  Ley  57  de  188T,  y 
es  apelable  si  tiene  porobjeto  reponer  el  proceso  por 
causa  de  nulidad,  6' manda  que  el  jurado  se  ajus- 
te á  formalidades  omitidas  ó  defectuosamente 
practicadas.  (Acuerdo  número  157,  II,  34, 1."). 

1303— Las  sentencias  que  se  dicten  en  juicios  es- 
peciales se  deben  notificar  del  propio  modo  que 
se  notifican  las  que  recaen  en  juicios  ordinarios, 
poique  la  ley  no  hace  diferencia  para  tal  efecto 
<■iit.iv  ellas;  y  definitivas  son  las  unas  y  las  otras. 
(Acuerdo  número  166,  II,  37,  1.'). 


1304 — La  apelación  de  una  sentencia  de  excep- 
ciones en  juicio  ejecutivo,  y  la  de  una  sentencia 
aprobatoria  de  partición  en  un  juicio  mortuorio, 
deben  substanciarse  como  las  apelaciones  de  autos 
interlocutorios.  (Acuerdo  número,  171,  II,  90, 1".). 

1305 — La  sentencia  de  pregón  y  remate  en  juicio 
ejecutivo,  cuando  no  se  han  puesto  excepciones, 
no  es  definitiva,  y  debe  notificarse  como  cualquifr 
auto  iuterlocutorio;  no  debe,  pues,  declararse  de 
niodo  expreso  la  ejecutoria.  (Acuerdo  número 
193,  II,  145,  2/). 
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Bncia.  1306 — Si  la  sentencia  declara  probadas  las  excep- 
ciones que  alegó  el  ejecutado  en  juicio  ejecutivo, 
es  definitiva;  se  notifica  como  éstas,  y  en  gene- 
ral, debo  sujetarse  á  las  mismas  condiciones.  Si 
declara  inadmisibles  ó  no  probadas  las  excepcio- 
nes, y  manda  adelantar  el  juicio,  no  es  definitiva. 
(Acuerdo  numero  193,  II,  136,  8.'). 
1308 

—  1307 — La  sentencia  que  aprueba  la  partición  de 
los  bienes  de  una  mortuoria,  es  definitiva;  pues 
pone  fin  al  juicio  sucesorio.  (Acuerdo  número 
193,  II,  145,  2.*). 

—  1308 — Las  sentencias  de  excepciones  tienen  el  ca- 
rácter de  definitivas,  porque  el  artículo  81  de  la 
Ley  147  de  1888  las  coloca  entre  las  de  esta  clase,  y 
eu  el  83  se  dispone  que  se  fallen  por  la  Sala  de  De- 
cisión. Por  consiguiente,  las  sentencias  de  excep- 
ciones están  sujetas  á  recurso  de  casación  (1). 
(Auto,  12  Octubre  1889,  IV,  54,  2.';  Auto,  23  Mayo 
1890,  V,  86,  !„■;  Sentencia,  1."  Septiembre  1890, 
V,  351,  t.*), 

1,310 

—  1309 — No  aprovecha  ni  perjudica  una  sentencia 
sino  sólo  respecto  de  las  acciones  intentadas  á 
quien  se  ha  hecho  parte  en  el  juicio  respectivo, 
defendiendo  la  acción  que  le  convenga,  pero  n»la 
suya  propia  que  no  es  objeto  del  juicio;  tal  sen- 
tencia deja  á  salvo  el  derecho  de  ventilarla  eu 
juicio  separado.  (Casación,  4  Diciembre  1889,  IV, 
164,  ».*). 

—  1310 — Hay  lugar  á  recurso  de  casación  contraías 
sentencias  que  deciden  las  excepciones  propuestas 
en  juicio  ejecutivo,  porque  estas  sentencias  seasi- 
milan  á  las  que  se  profieren  en  juicio  ordinario, 
no  sólo  porque  tienen  fuerza  de  cosa  juzgada,  sino 

(1)  EiU  doctrina  está   modificada  por  el  articulo  ¡05  de  la  Ley  105  de  1890, 
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también  porque  el  artículo  SI,  inciso  4.°  del  Có- 
digo de  Organización  Judicial,  las  coloca  en  una 
misma  categoría  con  las  de  juicio  ordinario  y  con- 
curso de  acreedores,  y  el  artículo  83  del  mismo 
Código  exige  que  sean  proferidas  por  la  Sala  de 
Decisión  (1).  (Sentencia,  27  Marzo  1890,  IV,  356, 
l.1;  Auto,  23  Mayo  1S90,  V,  86,  l.«J. 

Sontencia.  1311 — La  sentencia  que  ordena  cesar  el  procedi- 
miento criminal  por  prescripción  de  la  pena  ó  de 
la  acción  criminal,  es  interlocutoria;  y  consulta- 
ble en  los  casos  á  que  ae  refiere  el  artículo  1747 
del  Código  Judicial.  Su  repartimiento  y  decisión 
en  el  Tribunal  debe  hacerse  como  lo  ordena  el  ar- 
tículo 80  del  Código  de  Organización  Judicial, 
para  los  negocios  que  constituyen  el  grupo  2."  de 
los  enumerados  en  este  mismo  artículo.  (Acuerdo 
número  651,  IV,  404). 

—  1312 — Si  se  llamaba  á  juicio  de  responsabili- 
dad á  un  individuo  por  violación  de  determinado 
precepto  de  la  ley,  cuando  el  llamamiento  á  jui- 
cio no  se  hacía  por  el  delito  en  general,  y  esta  ley 
estaba  derogad.i  cuando  se  cometió  el  delito,  aun- 
que sustituida  por  otra,  por  más  que  el  cargo  apa- 
rezca bien  comprobado  no  puede  condenarse  al 
enjuiciado,  en  virtud  del  principio  de  que  la  sen- 
tencia debe  recaer  sobre  los  cargos  por  los  cuales 
se  lia  declarado  con  lugar  á  seguimiento  de  causa. 
(Sentencia,  9  Marzo  1S91,  VI,  32,  2?). 

—  1313 — Eutre  la  decisión  que  se  dicta  en  una  arti- 
culación de  pago  de  aquellas  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo 193  de  la  Ley  57  de  1SS7  (2),  y  la  decisión 
que  recae  en  un  juicio  de  excepciones  perentorias 

fl)  El  ■tttralgftQS  de  la  D»J  106  de  1S90  rn>  d.i  ¡.i  fuerzi  de  cusa  juzgad»  a  las 
■enteticiai  profüricUi  en  juicios  ^notitn ;  la  doctrina  eüi,  puei,  tácitamente  dero- 
gada. Li  doctrina  cintraría  ea  rwj  la  viente. 

(2)  Artículo  203  da  la  Ley  105  de  1890. 
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opuestas  en  una  ejecución,  de  conformidad  con 
el  artículo  1053  del  Código  Judicial,  hay  la  mis- 
ma diferencia  que  la  que  existe  entre  una  senten- 
cia interlocutoria  y  una  definitiva  ;  y  sobre  todo 
hay  la  diferencia  de  que  la  primera  de  dichas  dos 
decisiones  no  ha  tenido  nunca,  según  la  ley,  fuerza 
de  cosa  juzgada,  mientras  que  si  podía  tenerla  la 
segunda  antes  de  que  el  artículo  1087  del  Código 
Judicial  fuese  reformado  por  el  205  déla  Ley  105 
de  1890.  (Auto,  3  Abril  1391,  VI,  76,  2.*). 

13U — Debe  considerarse  como  sentencia  ejecuto- 
riada la  de  segunda  instancia  que  pone  término  á 
un  juicio  sumario,  no  obstante  que  puede  revisar- 
se luego  en  juicio  ordinario.  En  consecuencia,  el 
Magistrado  que  dicta  una  sentencia  de  aquella  es- 
pecie contra  ley  expresa,  debe  considerarse  como 
punible,  de  acuerdo  con  el  artículo  453  del  Código 
Penal  de  1858.  (Sentencia,  24  Febrero  1  93,  VII, 
117,  1.'). 

1315 — Las  sentencias  que  se  aduzcan  como  prue- 
bas en  un  juicio  pueden  ser  estimadas  por  los 
Jueces  tales  como  figuren  en  la  causa,  con  tal 
que  estén  debidamente  registradas,  sin  entrar  á 
examinar  si  están  basadas  ó  no  en  ley,  sisón  ó  no 
nulas;  porque  las  ejecutoriadas,  aducidas  como 
pruebas  en  uua  causa  y  traídas  al  expediente  con 
las  formalidades  exigidas  en  el  Capítulo  VII,  Li- 
bro 2.°  del  Código  Judicial,  y  que  no  han  sido  ta- 
chadas de  falsas  ó  de  nulas,  son  inviolables  y  de- 
ben respetarse  y  cumplirse  su  texto  y  su  forma. 
(Casación,  22  Marzo  1S93,  VIII,  221,  2.*). 

1316 — La  regla  de  que  la  sentencia  definitiva,  ó 
con  fuerza  de  definitiva,  debe  recaer  sobre  la  coaa, 
la  cantidad  ó  el  hecho  demandado,  pero  nada  más 
que  sobre  eso,  tiene  cabida  también  en  los  juicios 
sobre  recompensas  militares,    los  cuales  son  de 
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competencia'especialísiraa  de  la  Corte  Suprema. 
Así,  cuando  se  pida  recompensa  por  servicios  pres- 
tados por  un  soldado  raso,  aunque  de  las  pruebas 
aparezca  que  el  tal  llevaba  el  grado  de  Teniente, 
no  ha  de  decretarse  la  recompensa  proporcional 
á  este  grado,  Bino  la  que  corresponde  a  un  solda- 
do raso.  (Sentencia,  10  Octubre  1893,  IX,  61,  2.»). 

Sentencia.  1317 — En  la  que  pone  fin  a  un  juicio  d3  tercería 
excluyente,  en  el  cual  Be  niega  la  acción  del  ter- 
cerista sobre  la  finca  reclamada,  no  debe  fallarse 
como  en  loi  juicios  comunes  de  reivindicación,  de- 
clarando al  ejecutado  en  el  juicio  principal  dueño 
del  inmueble  y  mandando  que  éste  le  sea  entre- 
gado; tampoco  deben  hacerse  declaraciones  sobre 
mejoras  y  frutos,  ni  hay  por  qué  decir  quién  es  el 
poseedor,  ó  si  lo  en  de  buena  ó  de  mala  fe.  El  ca- 
rácter de  demandado  que  tiene  el  ejecutado  en  el 
juicio  principal  implica  el  que  no  pueda  hacerse 
en  su  favor  declaración  de  un  dei-echo  activo. 
(Casación,  30  Octubre  1893,  IX,  77,  2.'). 

—  1318 — La  disposición  del  artículo  831  del  Código 
Judicial  es  sustantiva  y  no  adjetiva,  puesto  que 
por  ella  se  reconoce  la  fuerza  de  las  sentencias  j 
se  eBtablece  que  éstai  fundan  la  excepción  de  cosa 
juzgada,  constituyendo  así  un  derecho  en  favor 
de  la  persona  ó  personas  favorecidas.  De  suerte 
que  la  violación  ó  la  mala  interpretación  de  esa 
disposición  funda  legalmente  el  recurso  de  casa- 
ción. (Casación,  30  Octubre  1893,  IX,  107,  1."). 

—  1319 — No  es  lícito  á  los  jueces  fundarla  en  hechos 
no  formulados  en  la  demanda,  aunque  en  el  cur- 
so del  juicio  aparezcan  comprobados,  porque  esto 
equivaldría  á  juzgar  al  demandado  sobre  cargos 
respecto  de  los  cuales  no  ha  sido  llamado  á  juicio. 
(Casación,  2  Marzo  1891,  IX,  246,  1.'). 
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Sentencia.  1320— La  que  se  dicta  en  el  caso  del  articulo  521 
del  Código  Judicial,  a  virtud  de  haberse  denegado 
á  devolver  los  autos  la  parte  á  quien  se  entregan, 
es  una  sentencia  definitiva,  pues  se  dicta  con  ci- 
tacióu  de  las  partes  y  en  ella  puede  condenarse  á 
una  ú  otra,  eegún  el  caso,  sin  que  quede  otro  re- 
curso que  el  de  apelación  para  ante  el  inmediato 
superior.  (Casación,  2  Marzo  189+,  IX,  276,  1.*). 

—  1321 — Si  en  una  demanda  se  pide  una  cantidad 
líquida  por  frutos,  mejoras,  perjuicios,  etc.,  y  en 
el  juicio  no  se  demuestra  la  cuantía  respectiva, 
la  sentencia,  sin  embargo,  podrá  contener  la  con- 
denación al  pago,  dejando  al  favorecido  el  dere- 
cho de  fijar  dicha  cuan  tía  enjuicio  separado.  (Ca- 
sación, 29  Julio  1895,  XI,  13,  2."  y  U,  1.'). 

—  1322— La  providencia  en  donde  se  declara  ejecu- 
toriado un  fallo  de  primera  instancia  por  el  moti- 
vo previsto  en  el  artículo  122  de  la  Ley  105  de 
1890,  no  es  sentencia  definitiva,  de  acuerdo  con 
la  definición  que  da  el  artículo  824  del  Código  Ju 
dicial,  y,  por  tanto,  dicha  providencia  no  está  su- 
jeta al  recurso  de  casación.  (Auto,  lflAgosto  1895, 
XI,  44,  1.';  Casación,  6  Septiembre  1895,  XI, 
52,  l."). 

—  1323— Si  el  juzgador  encuentra  demostrada  una 
excepción  perentoria,  como  la  de  cosa  juzgada, 
puede  limitar  el  fallo  á  declararla,  sin  resolver 
nada  expresamente  sobre  la  accióu  del  demandan- 
te, y  en  tal  caso  la  sentencia  no  es  casable  por  la 
causal  2.*  del  artículo  369  de  la  Ley  105  de  1890. 
(Casación,  7  Septiembre  1895,  XI,  53,  2.'). 

—  1324— La  de  primera  instancia  queda  ejecutoria- 
da para  la  parte  que  no  apela  de  ella;  de  manera 
que  si  luego  interpone  recurso  de  casación  esa 
misma  parte  contra  el  fallo  de  segunda  instancia, 
la  Corte  no  puede  altfrar  nada  de  lo  que  fue  con- 
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sentido  tácitamente  de  la  primera  sentencia.  (Ca- 
sación, 13  Septiembre  1895,  XI,  61,  2.°). 

Sentencia.  1325 — No  es  definitiva  sino  interlocutoria,  y  por 
consiguiente  no  puede  ser  objeto  de  casación,  la 
providencia  que  declara  no  haber  lugar  á  aplicar 
la  sanción  del  artículo  521  del  Código  Judicial. 
(Auto,  27  Marzo  1896,  XI,  348,  l.1). 

—  1326 — El  error  en  que  se  incurra  en  la  pronuncia- 
da en  juicio  criminal,  sobre  la  disposición  penal 
aplicable,  no  es  motivo  de  casación  si  se  ha  apli- 
cado la  misma  pi_Mia  que,  no  habiendo  existido  el 
error,  habría  sido  aplicada.  (Casación,  8  Abril 
1896,  XI,  351,  2.*). 

—  1327 — El  caso  determinado  en  el  artículo  540  del 
Código  Penal,  ocurre  cuando  la  sentencia,  sin  ser 
definitiva,  no  causa  ejecutoria,  pero  se  ha  ejecu- 
toriado por  omisión  de  Jas  partes  y  se  profiere 
contra  una  ley  expresa  y  terminante.  (Sentencia, 
15  Febrero  1S97,  XII,  287,  2."). 

—  132S — No  puede  dictarse  sentencia  sobre  un  car- 
go distiuto  de  aquel  que  se  fe  hace  al  sindicado  en 
el  auto  de  proceder.  (Sentencia,  15  Febrero  1897, 
XII,  288,  1."). 

—  1329— La  sentencia  absolutoria  no  confiere  dere- 
chos activos  ni  declara  obligaciones.  (Casación, 
27  Marzo  1897,  XII,  323,  1.'). 

—  1330 — Si  en  Ja  demanda  se  solicita  la  declaración 
de  nulidad  de  un  testamento,  la  sentencia  que, 
después  de  reconocer  que  uo  hay  motivo  para  de- 
cretar esa  nulidad,  lo  declara  válido,  traspasa  los 
límites  fijados  por  la  ley  y  resuelve  sobre  puntos 
que  no  son  objeto  de  la  demanda;  porque  no  es 
exactamente  lo  mismo  declararque  uu  acto  no  es 
nulo  ó  absolver  al  demandado,  que  declarar  váli- 
do ese  mismo  acto:  lo  primero  os  una  declaración 


^\ 


DE   LA   COSTE   SUPREMA   DE   JUSTICIA  307 

negativa,  la  cual  sólo  sirve  para  fundar  la  excep- 
ción de  cosa  juzgada;  lo  segundo  es  el  reconoci- 
miento de  un  derecho,  el  cual  da  origen  á  la  ac- 
ción y  á  la  excepción.  (Casación,  10  Junio  1897, 
XII,  375,  1.-). 

Sentencia.  1331 — La  disposición  del  artículo  131  de  la  Ley 
105  de  1 890,  no  se  refiere  Bino  &  las  sentencias  de- 
finitivas y  de  ningún  modo  á  autos  interlocuto- 
rioa,  contra  los  cuales  señala  la  ley  otra  clase  de 
remedios  para  el  caso  de  que  no  tengan  funda- 
mento legal  suficiente.  (Casación,  6  Julio  1897, 
XII,  402,  1.'). 

—  1332 — Las  sentencias  definitivas  de  segunda  ins- 

tancia pronunciadas  en  los  juicios  de  sucesión  por 
causa  de  muerte,  son,  para  los  efectos  del  artícu- 
lo !.°  de  la  Ley  169  de  1896,  las  que,  observadas 
las  prescripciones  de  la  Sección  5.',  Capítulo  3.°, 
Libro  2.°  del  Código  Judicial,  aprueban  la  parti- 
ción, supuesto  que  soq  las  que  ponen  término  al 
juicio.  (Auto,  3  Julio  1897,  XII,  402,  2.'). 

Véanse  los  uúmeroa  0,  8,  14,  67,  71,  S8,  127,  128, 
131,  133,  131,  135,  16(3,  168,  170,  174,  177,  179, 
180,  292,  374,  377,  379,  399,  400,  402,  412,  413, 
415,  427,  510,  523,  541,  549,  563,  566,  579, 
601,  608,  622,  623,  043,  644,  685,  738,  758,  831 
843,  860,  860,  952,  976,  977,  984,  996,  998,  1,00*] 
1,016,  1,017,  1,077,  1,081,  1,084,  1,094,  1,120,  1,129* 
1,133,  1,145,  1,149,  1,168,  1,206,  1,207,  1,212,  1,234¡ 
1,242,  1,259,  1,271,  1,274,  1,283,  1,333,  1,336,  1,337. 
1,384,  1,385,  1,393,  1,439  v  1,449.  Véase,  artemáa,  Ca- 
tarían. 

íervidumbres.  1333— Las  leyes  de  partidas  admiten  que  las 
servidumbres  discontinuas  pueden  adquirirse  por 
el  uso  ógoce  por  tiempo  inmemorial  (L.  15,  P.  3.m), 
al  contrario  do  lo  que  sucede  en  la  legislación  ac- 
tual ;  de  manera  que  una  sentencia  fundada  en 
aquellas  leyes  no  está  sujeta  al  recurso  de  can- 
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ción,  porque  hay  á  este  respecto  discordancia  en- 
tre las  dos  legislaciones.  (Casación,  10  Diciembre 
1889,  IV,;i81,  2.' y  182,  1.'). 

Servidumbres,  1334 — Jíl  título  constitutivo  de  una  servidum- 
bre voluntaria  pueda  suplirse,  á  falta  del  instru- 
mento público  respectivo,  por  el  reconocimiento 
expreso  del  dueño  del  predio  sirviente,  según  lo 
establecido  en  el  artículo  954  del  Código  Civil  de 
Antioquia,  igual  al  940  del  nacional.  (Casación, 
19  Abril  1890,  IV,  397,  2.«). 
Véase  el  número  489. 

Simulación.  133fi — Están  afectados  de  nulidad  absoluta  los  con- 
tratos simulados.  Puede  probarse  la  simulación, 
aunque  el  contrato  conste  en  escritura  pública, 
por  medio  de  la  prueba  de  confesión  judicial;  pero 
esa  prueba  no  puede  perjudicar  á  terceros,  para 
quienes  debe  considerarse  siempre  como  irrevo- 
cable lo  consignado  en  la  escritura.  (Casación,  27 
Koviembre  1891,  VI,  358,  2.';  Sentencia,  8  Marzo 
1892,  VII,  158,  1.*). 

—  1336 — Es  válida  y  no  viola  ley  alguna  la  senten- 

cia que,  apoyada  en  pruebas  testimonial  y  de  in- 
dicios, daclara  nulo  un  contrato  simulado  que 
consta  por  escritura  pública.  En  efecto,  las  prue- 
bas conducentes  á  establecer  la  simulación  de  un 
contrato  extendido  en  escritura  pública  y  la  de- 
claración de  la  nulidad  del  mismo  no  son  asuntos 
de  disposiciones  legales  expresas  y  terminantes 
que  puedan  aplicarse  á  todos  los  cases  que  sean 
objeto  de  controversia  y  decisión  de  los  Tribuna- 
les acerca  de  este  importante  punto,  y  que  no  ha- 
yan dado  lugar  á  dudas  fundadas  sobre  la  verda- 
dera inteligencia  y  debida  aplicación  de  Iob  prin 
cipios  y  preceptos  á  tal  objeto  pertinentes.  (Sen 
tencia,  8  Mayo  1892,  VII,   158,  1.'). 
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Simulación.  1337 — Puede  declararse  en  la  sentencia  la  simu- 
lación de  un  título  aunque  ella  no  se  haya  alegado 
como  excepción,  porque  hay  diferencia  esencial 
entre  declarar  probada  una  excepción  perentoria 
y  desconocer  la  fuerza  de  un  título  aducido  por 
una  de  las  partes,  por  haber  je  probado  la  no  exis- 
tencia del  contrato  que  se  alega  como  medio  ad- 
quisitivo del  derecho.  Esto  ultimo  puede  hacerse 
sin  necesidad  de  que  Be  alegue  formalmente  una 
excepción  que  no  puede  proponer  el  demandante. 
(Casación,  30  Noviembre  1895,  XI,  220,  2.*). 
Véanse  los  números  1,011,   1,176,   1,177  y  1.25R. 

Sindico.  1333 — El  de  uu  concurso  de  acreedores  no  repre- 

senta' sólo  al  concursado  sino  Iob  intereses  del 
concurso,  es  decir,  loa  de  los  acreedores  que  de- 
ben ser  pagados  con  los  hienes  comprendidos  en 
la  cesión  y  al  concursado  mismo;  pero  el  interés 
de  éste  no  puede  perjudicar  á  los  acreedores.  De 
modo  que  teniendo  un  interés  evidente  el  con- 
curso, entidad  distinta  dpi  deudor,  no  puede  ne- 
garse al  síndico  oi  á  los  acreedores  el  derecho  de 
invocar  la  nulidad  de  los  actos  y  contratos  en  que 
intervino  el  concursado.  (Casación,  30  Juuio  1893, 
VIII,  340,  1.'). 
Véanse  los  números  103,  227  y  994. 

Sirviente.  1339 — Para  que  á  una  persona  se  le  juzgue  por 
un  testigo  como  sirvientede  otra,  y  tal  juicio  me- 
rezca que  se  le  repute  con  fuerza  legal,  es  menes- 
ter que  el  testigo  diga  al  mismo  tiempo  en  qué 
clase  de  oficio  se  ocupa  esa  persona.  (Casación, 
28  Septiembre  1893,  IX,  37,  2.'). 

Sobreseimiento.  13±0—  Como  la  reserva  en  negocios  criminales 
se  refiere  á  la  instrucción  del  sumario,  el  cual 
termina  con  el  auto  de  sobreseimiento,  Bin  per- 
juicio de  seguir  la  causa  en  cualquier  tiempo  en 
que  se  presenten  nuevas  pruebas,  dicho  auto  pue- 
de publicarse.  (Acuerdo  numero  502,  IV,  92). 
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Sobreseimiento.  1341 — Cuando  se  instruye  sumario  por  dos  6 
más  delitos,  y  se  sobresee  en  i:no,  si  es  el  caso  de 
consultar  el  auto  de  sobreseimiento,  no  debe  ha- 
cerse sino  cuando  se  dicte  sentencia  definitiva  por 
el  cargo  ó  cargos  que  dieron  lugar  á  proceder. 
(Acuerdo  número  602,  IV,  253). 
Véanse  los  números  133,  374,  379  y   1,129. 

Sociedad.  1342—  Cuando  se  prohibe  ó  monopoliza  la  indus- 
tria sobre  que  versan  las  operaciones  de  una  so- 
ciedad, ésta  ya  no  tiene  objeto  y  queda  disuelta 
de  conformidad  con  el  artículo  2168  del  Código 
Civil  de  Cundinamarca,  por  la  extinción  de  la  cosa 
ó  cosas  sobre  que  versaba  su  industria  (1).  (Sen- 
tencia, 15  Noviembre  1S90,  V,  346,  2.»). 

—  1343 — Las  civiles  y  comerciales  no  tienen  necesi- 
dad de  ser  reconocidas  por  el  Gobierno  para  existir 
legalmente.  (Auto,  21  Octubre  1892,  VIII,  48, 1.*). 

—  1344 — Disuelta  una  sociedad,  si  se  hubiere  adju- 
dicado un  inmueble  á  alguno  de  los  socios,  y  la 
respectiva  escritura  no  hubiere  sido  registrada  en 
el  competente  lugar,  debe  reputarse  ilíquida  la 
compañía  en  cuanto  a  ese  inmueble,  y,  por  consi- 
guiente, el  respectivo  liquidador  puede  represen- 
tar á  la  Compañía  en  juicio  sobre  dicho  inmue- 
ble. (Auto,  19  Noviembre  1895,  XI,  178,  2.'). 

—  1345— Si  la  sociedad  no  se  ha  constituido  legal- 
mente y  sólo  existe  de  hecho,  los  socios  responden 
individuahnentt;  de  las  acciones  do  terceros.  (Sen- 
tencia, 20  Marzo  I89ti,  XI,  331,  2.»). 

—  1346— La  que  so  forma  para  el  remate  de  una  ren- 
ta pública  y  se  disuelve  en  seguida  subrematando 
privadamente  la  misma  renta,  no  es  sociedad  de 
comercio,  y  puede  constituirse,  en  consecuencia, 
sin  necesidad  do  escritura  pública.  (Sentencia)  2i 
Marzo  1896,  XI,  384,  1.»). 

(1)  En  armonía  con  ti  artículo  2128  del  Código  Civil  Nacional. 
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Sociedad.  1347— Aun  cuando  en  las  sociedades  comerciales 
colectivas  todos  los  socios  son  responsables  soli- 
dariamente de  las  obligaciones  contraídas  por  la 
sociedad,  en  loa  juicios  ejecutivos  seguidos  con- 
tra éstas  no  pueden  embargarse  los  bienes  parti- 
culares de  alguno  de  los  socios  sin  previo  requeri- 
miento, supuesto  que  la  sociedad  no  representa  al 
socio  en  su  carácter  individual;  de  suerte  que  no 
habiéndose  demandado  a  éste  ni  notifkádosele 
por  consiguiente  el  auto  de  pago,  no  puede,  por 
este  solo  motivo,  ser  eficaz  contra  él  el  embargo 
de  la  finca  de  que  es  poseedor  regular.  {Auto,  20 
Mayo  1897,  XII,  34S,  l.«;  Auto,  30  Mayo  1897, 
XII,  3S4,  I.'). 

Véanse  loa  números  102,   103,   420,   430,  431,  400,  983. 
1,115,   1,355  y   1,415. 

Sorteo.  134S — Cuando  sea  necesario  repetir  el  sorteo  de 

jurados  para  fallar  en  una  causa,  porque  los  pri- 
meramente sorteados  hayan  concluido  su  periodo 
antes  de  celebrarse  el  juicio,  el  nuevo  acto  debe 
ser  igual  en  todo  al  primero,  esto  es,  deben  sor- 
tearse los  mismos  designados  y  las  partes  pueden 
tachar  cuino  en  el  sorteo  primero,  porque  no  se 
trata  ya  de  un  simple  reemplazo.  Si  así  no  se  pro- 
code,  queda  un  vicio  de  nulidad  en  el  proceso. 
(Sentencia,  8  Junio  18S8,  II,  '¿'20,  ti.*). 
VóatiHB  los  números  245,  270,  59t¡,  717,  310,  984  y 
1 ,243. 

Subrogación.  1349— El  asegurador  que  paga  al  asegurado  el 
valor  de  la  cosa  asegurada,  se  subroga  en  los  de- 
rechos de  éste,  por  miuisterio  de  la  ley,  para  re- 
cuperar esa  muma  cosa  ó  sus  restos,  ó  para  ejer- 
cer contra  quifii  haya  lugar  las  acciones  corres- 
pondientes sobre  indemnización  del  perjuicio  pro- 
veniente de  culpa  en  la  pérdida.  Una  vez  pagado 
el  seguro,  el  asegurado  no  puede  ejercitar  dichas 
.acciones  ó  reclamar  la  cosa,  sino  con  poder  del 
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asegurador  ó  por  cesión  que  éste  le  haga.  (Sen- 
tencia. 30  Noviembre  1«89,  IV,  147,  2.'  y  148,  l.*J 
Sentencia,  2  Diciembre  1889,  IV,  156,  2.'). 

Subrogación.  1350— El  consentimiento  tácito  en  el  caso  del  or- 
dinal 5.°  del  articulo  1668  del  Código  Civil,  no 
existe  por  el  simple  silencio  déla  persona  que 
debe  prestarlo:  se  necesita  la  ejecución  de  un  he- 
cho que  revele  la  intención  oculta,  pues  eo  dere- 
cho el  que  calla  ni  otorga  ni  niega.  (Sentencia, 
26  Febrero  1894,  IX,  224,  2.*). 

—  1351— Los  casos  de  subrogación  determinados  ex- 
presamente por  la  ley,  no  pueden  extenderse  á 
otros,  por  analogía;  puea  en  materia  de  subroga- 
ción hay  una  especie  de  ficción  de  derecho  que 
consiste  en  dar  por  vigente  una  deuda  que  en  rea- 
lidad de  verdad  se  ha  extinguido,  mediante  el 
pago  hecho  por  un  tercero  al  acreedor,  y  sabido  es 
que  tales  ficciones  deben  interpretarse  restrictiva- 
mente. (Sentencia,  26  Febrero  1894,  IX,  224,  2.*). 

—  1352— El  comunero  que  paga  íntegramente  los 
puestos  fiscales  con  que  está,  gravada  la  cosa  co- 
mún, no  se  subroga  en  los  derechos  del  Fisco  res- 
pecto de  los  otros  comuneros,  cuando  éstoB  no 
han  consentido  expresa  ó  tácitamente  en  el  pago. 
(Sentencia,  26  Febrero  1894,  IX,  224,  2.'). 
Véuse  loa  números  707  y   1,038. 

Sueldo.  1353— En  los  juicios  sobre  partición  de  predios 

rústicos,  bajo  el  imperio  de  la  Ley  30  de  1888, 
el  Juez  podía  señalar  sueldo  al  Secretario  que  ac 
tuaba  como  tal  en  ellos,  de  la  misma  manera  que 
lo  hacía  respecto  de  los  arbitros.  (Acuerdo  nümi 
ro  430,  III,  395). 

—  1354— Durante  los  cinco  días  por  los  cuales  se  '. 
puede  conceder  licencia  á  uu  Magistrado  de  * 
Corte,  en  un  mes,  para  que  deje  de  concurrir 
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Despacho,  debe  gozar  de  su  sueldo,  según  opinión 
de  la  misma  Corte.  (Sentencia,  17  Febrero  1892, 
VII,  90,  2.'). 

Sueldo.  1355 — Cuando  en  la  escritura  de  asociación  de  una 

compañía  regular  colectiva  se  guarda  silencio  so- 
bre sueldos  de  los  socios,  es  porque  no  se  recono- 
ce derecho  para  exigirlos,  ya  que  en  esa  clase  de 
sociedades  es  de  la  naturaleza  del  contrato  quo 
todos  los  socios  administren;  pero  no  sucede  lo 
mismo  en  las  compañías  anónimas,  porque  no  es 
de  la  naturaleza  de  ellas  que  los  accionistas  pres- 
ten servicios  permaueutes,  á  menos  que  sus  esta- 
tutos y  reglamentos  dispongan  otra  cosa.  (Casa- 
ción, 21  Noviembre  1894,  X,  172,  I.»). 

Sumario.  1356 — Lo  dispuesto  en  el  artículo  1511  del  Código 
Judicial,  debe  cumplirse  aunque  se  trate  de  deli- 
tos ó  culpas  ejecutados  por  empleados  ó  funciona- 
rios públicos  en  ejercicio  de  sus  funciones.  (Acuer- 
do número  382,  III,  330,  2/). 

—  1357 — Cuando  los  sindicados,  peritos  ó  testigos  no 

saben  ó  no  pueden  ñrmarlas  diligencias,  se  aplica 
por  analogía  lo  dispuesto  para  casos  semejantes 
en  el  procedimiento  civil.  Por  consiguiente,  de- 
ben observarse  las  disposiciones  de  los  artículos 
632  y  645  del  Código  Judicial,  sin  que  la  aplica- 
ción de  éstos  quite  al  sumario  el  carácter  de  re- 
servado que  debe  tener,  conforme  al  artículo  1547 
ibídem  y  al  225  de  la  Ley  57  de  1887,  pues  esa  re- 
serva no  se  refiere  á  que  el  testigo  guarde  secreto 
de  lo  que  ha  declarado,  ni  tiene  más  efectos  que 
los  expresados  en  las  citadas  disposiciones.  (Acuer- 
do número  643,  IV,  324). 

Véanse  los  uúmcros  35,  37  á  39,  42,  44,  50  á  52,  58, 
61,  132,  133,  334,  335,  454,  433,  684,  719,720,  816, 
835,  1,120,  1,292,  1.252,  1,261,  1,270,  1,302,  1,340, 
1,341,  1.348,     1,374,   1,396,   1,445,  1.447   y   1,452. 
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Suministros,  empréstitos  y  expropiaciones.  1358 — Debe  ad- 
mitirse que  e¡  artículo  14  de  la  Ley  44  de  1886  ha 
tenido  por  objeto  principal  abrir  una  puerta  á  la 
reparación  de  injusticias  de  que  fueion  víctimas 
personas  que  so  perjudicaron  en  sus  propiedades 
en  la  guerra  de  1860  á  1863.  (Sentencia,  14  Di- 
ciembre 18S7,  II,  29,  1.*). 

—  1359— En  negocios  sobre  suministros,  empréstitos 

y  expropiaciones,  puede  la  Corte,  de  acuerdo  con 
los  artículos  9  y  19  de  la  Ley  44  de  1SS6,  recono- 
cer al  reclamante,  aunque  no  el,  sino  el  represen- 
tante del  Fisco,  haya  apelado  de  lo  resuelto  por 
la  Comisión  de  Suministros,  derechos  que  ésta  no 
le  baya  reconocido.  (Sentencia,  27  Abril  1888,  II, 
161,  2.»  y  162,  l.«). 
Véiiuse  los  números   filíl,   ii52   á  656,   740  y   1,132. 


Suplentes.  1360—  Los  de  los  empleados  del  orden  judicial  no 
están  comprendidos,  mientras  que  no  ejerzan  el 
empleo,  en  la  prohibición  de  ejercer  poderes  ó 
abogar  en  negocios  judiciales,  á  que  se  refiere  el 
articulo  95  de  la  Ley  57  de  1887.  (Acuerdo  núme- 
ro 93,  I,  330,  1.'). 

—  1361— Cuando  los  suplentes  de  los  empleados  ju- 
diciales reemplazan  á  los  principales  en  casos  de 
faltas  accidentales  no  tienen  derecho  á  ninguna 
remuneración.    (Acuerdo  número   93,  1,  330,  2.'). 

—  13C2— En  los  Circuitos  en  que  haya  un  solo  Juez 
los  suplentes  de  que  habla  el  artículo  3."  de  la 
Ley  46  de  1887,  deben  reemplazar,  en  el  orden  de 
bu  nombramiento,  al  Juez  principal  en  los  casos 
de  falta  accidental  de  éste.  (Acuerdo  número  99, 
I,  337,  !.•). 

_  13(13— No  es  competente  la  Corte  Suprema  para 

proponer  ternas  para  el  nombramiento  de  suplen- 
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tes  do  Magistrados  de  los  Tribunales  Superiores 
de  Distrito  Judicial  (1).  (Acuerdo  uúmero  124,  I, 
381,  2.-). 

Suplentes.  1364 — El  de  un  Juez  de  Circuito  no  puede  ejercer 
el  empleo  de  Juez,  sin  ser  llamado  á  él  por  la  res- 
pectiva autoridad  política.  De  otro  modo,  aunque 
alegue  falta  de  intención  maliciosa,  incurre  en 
responsabilidad.  (Auto,  9  Noviembre  1895,  XI, 
176,  1"). 
Véanse  loa  números  721  y  789. 

Suspensión,  1365— En  el  caso  del  artículo  1884  del  Código  Ju- 
dicial, la  autoridad  que  decreta  la  suspensión  del 
empleo  es  la  misma  que  dicta  el  auto  de  enjuicia- 
miento, porque  en  éste  queda  comprondida  aqué- 
lla. El  articulo  1885  ibidem  no  tiene  hoy  la  apli- 
cación que  tenía  antes,  porque  era  referente  al 
2026,  que  en  la  actual  organización  política  ha 
quedado  ineficaz.  El  1885  apenas  puede  referirse 
hoy  á  los  casos  que  ocurran  según  el  artículo  97 
de  la  Constitución.    (Acuerdo  número  350,111, 

234,  a.»). 

—  1366 — Para  llenar  la  vacante,  en  el  caso  de  sus- 
pensión do  un  funcionario  publico,  por  virtud  del 
artículo  1384  del  Código  Judicial,  basta  que  el 
Juez  que  declaro  con  lugar  á  seguimiento  de  cau- 
sa contra  el  funcionario,  dé  aviso  inmediatamente, 
con  copia  legalizada  do  su  resolución,  á  la  autori- 
dad que  deba  llamar  al  suplente.  (Acuerdo  núme- 
ro 404,  III,  884,  2."). 

Véanse  los  núniuroa  34,  42,  44,  83,  147,  076,  678, 
761,868,  1,029,  1,030,  1,081,  1,033,  1,034,  1,128,  1,370, 
1,381  y  1,382. 

—  DE  ordenanzas.  1367 — Los Tribunales  Superiores 
y  la  Corte  Suprema  no  pueden  ejercer  la  atribu- 
ción que  les  señalan  los  ordinales  2.°  del  artículo 

(1)  Víssb  el  artículo  9  de  la  Ley  41  de  1892. 
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417  y  1."  de]  75  del  Código  Político  y  Municipal, 
sobre  suspensión  de  las  Ordenanzas  de  las  Asam- 
bleas Departamentales,  cuando  esté  pendiente  la 
ejecución  de  dichas  Ordenanzas  por  haberse  so- 
metido á  la  aprobación  del  Congreso.  (Auto,  22 
Agosto  1895,  XI,  44,  1.'). 
Véase  Orde ñamas. 

Sustitución  de  deudor.  1368 — Cuando  una  persona  se  hace 
único  responsable  de  las  obligaciones  de  otro,  aun 
cuando  se  uso  en  el  documento  de  la  fórmula  de 
la  fianza,  lo  que  en  realidad  se  estipula  es  la  sus- 
titución del  nuevo  deudor  al  primero.  Pero  esta 
sustitución  no  entraña  novación  si  no  la  declaran 
las  partes  ó  no  aparece  indubitablemente  esta  in- 
tención; de  otra  suerte  las  dos  obligaciones  se  mi- 
raiáu  como  coexistentes.  (Auto,  26  Marzo  1897, 
XII,  305,  2.'). 

Sustracción.  1369— No  incurre  en  delito  el  Secretario  que  per- 
mite á  una  parte  retirar  un  memorial  suyo  que 
no  está  todavía  al  despacho.  (Auto,  6  Junio  1896, 
XII,  43,  1.'). 
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Tacha.  1370— No  es  tacha  legal  de  un  testigo  el  ser  éste 

arrendatario  del  interesado  en  la  declaración.  (Ca- 
sación, 28  Septiembre  1893,  IX,    37,  3.*). 

—  1371  —Los  testigos  llamados  para  tachar  otros  de- 

ben dar  razón  de  cómo  tienen  conocimiento  de  lo 
que  afirman  y  de  los  hechos  constitutivos  de  la 
tacha.  Así  en  la  tacha  por  imparcialidad  no  debe 
darse  fuerza  legal  á  las  declaraciones  del  testigo 
que  tacha  otro,  si  afirma  simplemente  que  entre  el 
testigo  tachado  7  la  parte  interesada  hay  relación 
de  amo  y  criado  ó  en  general  de  dependencia  sin 
estar  los  hechos  concretos  que  constituyen  esa  re- 
lación. (Casación,  28  Septiembre  1893,  IX,  37,  2T). 
Yéanse  los  números  1,315,  y  1,318. 

Telegrama.  1372—  No  hay  falsedad  en  el  hecho  de  dirigir  un 
telegrama  anónimo  que  se  refiera  á  hechos  falsos, 
pero  si  la  hay  ó  puede  haberla  en  dejar  un  nom- 
bre supuesto  en  la  oficina  en  donde  Be  introduce 
el  telegrama.  (Auto,  7  Febrero  1887,  I,  155,  2.'). 
Véase  el  número  1,349. 

Tenencia  1373 — La  mera  ocupación  ó  la  tenencia  de  un  co- 
heredero en  nombre  de  todos  no  constituye  ver- 
dadera posesión,  porque  posee  por  sí  y  por  los 
otros  herederos,  y  no  sirve,  por  consiguiente,  de 
fundamento  contra  los  demás  interesados  y  par- 
tícipes para  ganar  por  proscripción  el  dominio  de 
un  inmueble  perteneciente  á  la  comunidad.  (Ca- 
sación, 13  Julio  1895,  X,  403,  2.'). 
Véanse  loa  números  321  y  1,114, 
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Tentativa  de  homicidio.  1 374— Cuando  á  pesar  de  aparecer  en 
un  sumario  que  ha  existido  el  designio  de  come- 
ter un  asesinato,  manifestado  por  un  acto  este- 
lior  que  ha  causado  herida,  si  no  puede  someter- 
se á  juicio  por  la  tentativa  de  homicidio,  al  debe 
necesariameute  declararse  el  enjuiciamiento  por 
el  delito  de  heridas.  (Auto,  24  Febrero  1890,  IV, 
2S9,  1.-). 

Tercería.  J  375 — En  los  casos  de  tercería  en  juicios  ejecuti- 

vos no  tiene  lugar  la  declaratoria  de  confeso 
de  que  habla  el  artículo  940  (hoy  derogado)  del 
Código  Judicial;  ni  hay  obligación  de  contestar 
al  traslado  que  ordena  el  artículo  201  de  la  Ley 
57  de  1887,  como  se  coutesta  la  demanda  en  jui- 
cios ordinarios.  El  traslado  dicho  sólo  tiene  por 
objeto  que  las  partes  se  impongan  de  la  tercería 
admitida  y  sus  comprobantes,  ó  que  puedan  ma- 
nifestar su  conformidad  con  las  pretensiones  del 
opositor,  y  en  caso  de  que  no  haya  esto  último, 
debe  abrirse  el  juic;o  á  prueba,  y  de  allí  en  ade- 
lante se  observará  la  trarritación  del  juicio  or- 
dinario. (Acuerdo  número  190,  II,  130,  1.*). 

—  1376 — Cuando  se  conceda  recurso  de  apelación 
contra  el  auto  que  niega  ó  rechaza  una  tercería 
excluyente,  no  se  suspende  el  juicio  ejecutivo. 
(Acuerdo  número  237,  II,  307,  1."). 

—  1377 — El  respectivo  Tribunal  Superior  del  Distrito 
Judicial  es  el  competente  para  conocer  en  prime- 
ra instancia  de  las  tercerías  que  so  introduzcan 
en  juicio  ejecutivo  en  que  sea  parte  un  Departa- 
mento. (Acuerdo  número  655,  V,  10,  1.'). 

—  137S — Cuando  se  ha  decretado  el  desistimiento 
de  una  ejecución  en  que  se  ventila  también  una 
tercería  excluyente,  ésta  termina  con  aquélla 
y  no  puede  continuarse  como  tal  tercería.  La  dis- 
posición del   artículo   222  de  la  Ley  57  de  1887 
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(hoy  240  de  la  Ley  105  de  1800)  se  refiere  sólo  á 
las  tercerías  coadyuvantes  y  no  puede  extender- 
se á  las  excluyentes.  (Casación,  24  Abril  1894, 
IX,  300,    L"). 

Tercería.       1379— En  una  demanda  de  tercería  excluyente  el 

tercerista  es  demandante  según  las  leyes  adjeti- 
vas, pero  la  ley  sustantiva  le  señala,  si  está  en  po- 
sesión de  la  cosa  que  procura  excluir,  la  posesión 
contraria,  es  decir,  la  de  demandados.  (Casación, 
30  Noviembre  1895,  XI,  220,  2.a). 
Véause  los  números  563,  C76,  1,178,  1,317  y  1373. 

Términos.  13S0—  Los  términos  de  horas  no  se  interrumpen, 
sino  que  corren  durante  las  horas  de  la  noche. 
(Acuerdo,  número  103,  I,  353,  2.'). 

—  1381 — Se  suspenden  ó  no  corren  los  términos 
judiciales  cuando  por  cualquier  causa  se  cierra  el 
despache.  (Acuerdo  número  163,  II,  36,  1.'). 

—  1382 — Cuando  el  Juez  principal  se  ausente  con  el 
Secretario  de  la  cabecera  del  Circuito  ó  Distrito  se 
suspenden  los  términos  en  el  juicio  deque  está  co- 
nociendo el  Juez  suplente,  por  impedimento  ó  re- 
cusación del  principal,  mientras  dure  la  ausencia 
del  Secretario.  (Acuerdo  numero  253,  II,  377,2.»). 

—  1383 — En  la  segunda  instancia  de  los  juicios  or- 
dinarios de  menor  cuantía  no  se  puede  conceder 
términos  extraordinarios  para  practicar  pruebas 
fuera  del  lugar  del  juicio.  (Acuerdo  número  411, 
III,  370,  2.'). 

—  1384 — El  término  para  interponer  el  recurso  de  ca- 
sación contra  una  sentencia  de  la  cual  se  ha  pedi- 
do aclaración,  puede  contarse  desde  la  fecha  en 
que  se  notifique  la  aclaración,  la  cual  hace  parte 
integrante  de  la  sentencia.  (Casación,  6  Septiem- 
bre 1889,  III,  397,   2."  y  398  1."), 

—  1385  —El  pedimento  de  aclaración  de  ana  senten- 
cia no  suspendo  los  efectos  de  la  notificación,  ni 
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altera  el  término  hábil  que  las  partea  tienen  para 
interponer  el  recurso  de  casación  (1).  (Sentencia, 
17  Septiembre  1890,  V,  274,  2.»)- 
1,393 

Términos.  1386 — Del  término  para  introducir  el  recurso  de 
casación,  se  deben  deducir  los  días  feriados  en  vir- 
tud del  artículo  508  del  Código  Judicial  y  del  64 
de  la  Ley  149  de  1888.  (Sentencia,  31  Octubre 
1890,  V,  324,  2."). 

—  1387— El  término  que  seOala  el  artículo  377  de  la 
Ley  105  de  1890  para  designar  por  escrito  la  cau- 
sal ó  causales  en  que  el  recurrente  funda  la  in- 
terposición del  tecurso,  ó  para  hacer  las  aplica- 
ciones que  estime  convenientes,  si  ya  se  hubiese 
designado  alguna  causal,  es  perentorio  y  fatal;  de 
modo  que  si  dentro  de  él  no  se  le  hace  la  desig- 
nación ó  ampliación  con  la  precisión  debida,  la 
Corte  debe  proceder  inmediatamente  á  declararlo 
desierto;  lo  cual  se  entiende  si  ante  el  Tribunal  y 
en  el  plazo  que  señala  el  artículo  373  déla  ley  ci- 
tada, no  se  ha  hecho  la  respectiva  designación  de 
I03  fundamentos  del  recurso.  {Auto,  30  Noviem- 
bre 1891,  VII,  31  1."). 

—  1388 — El  término  para  interponer  un  recurso  con- 
tra una  providencia  judicial,  el  recurso  de  casa- 
ción, por  ejemplo,  no  se  cuenta  sino  desde  que  que- 
da cumplida  la  respectiva  notificación.  Si  el  re- 
curso se  interpone  antes,  debe  negarse  su  admi- 
sión y  estimarse  como  si  no  se  hubiera  interter- 
puesto.  (Auto,  24  Noviembre  1891,  VII,  15,  1.'; 
Auto,  30  Noviembre  1891,  VII,  30,  2.';  Casación, 
12  Junio  1891,  VI,  169,  2.*). 


(1)  De  cita  doctrina,  y  de  la  anterior  ie  deduce  qoe  i  la  eenteneia  no  ha  lido 
aclarada  por  «I  Tribunal,  que  ei  lo  que  aaontece  ordirmriHuiente,  la  tolioitad  da 
aalaraoidD  na  impende  al  término  para  interponer  el  recurso  du  nasaairin. 
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Términos.  1389— El  del  traslado  no  empieza  á  correr  &  la 
parte,  Bino  desde  la  entrega  del  expediente  cuando 
se  ha  omitido  hacer  la  advertencia  de  que  habla  el 
artículo  I.»  de  la  Ley  105  de  1890,  porque  esa  ad- 
vertencia tiene  por  objeto  enterar  á  la  parte  de 
que  tiene  loa  autos  a  su  disposición;  y  si  no  se  le 
hace,  debe  entenderse,  legalmente  hablando,  que 
ella  no  sabe  cuándo  puede  sacar  aquélloi  de  la 
Secretaría.  La  ley,  con  razón  ó  sin  ella,  ha  que- 
rido que  no  baste  en  estos  casos  una  disposición 
general  sobre  cómputo  de  términos  y  ha  exigido 
que  el  Secretario  advierta  al  interesado  que  está 
el  proceso  á  su  disposición.  (Auto,  16  Septiembre 
W9Ü,  VIII,  12,  3.'). 

—  1390 — Guando  ocurre  duda  acerca  del  vencimien- 
to ó  la  subsistencia  del  término  que  la  ley  otorga 
para  la  ampliación  del  recurso  de  casación,  debe 
resolverse  en  el  sentido  de  no  declarar  caducado 
el  derecho  de  las  partes  á  que  bo  les  oiga  y  venza 
por  los  medios  ordinarios.  (Auto,  16  Septiembre 
1892,  VIII,  12,  2.'). 

—  1391 — En  la  condición  tercera  del  artículo  005 
del  Código  Judicial  va  envuelta  la  del  término 
dentro  del  cual  se  ha  de  pedir  la  copia  necesaria 
para  ocurrir  de  hecho,  según  el  articulo  899  del 
mismo  Código,  término  que  uo  Be  extenderá  más 
allá  de  las  veinticuatro  horas  siguientes  á  la  no- 
tificación del  auto  en  que  se  negó  la  apelación. 
(Auto,  16  Noviembre  1892,  VIII,  95,  1.»;  Auto, 
27  Enero  1897,  XII,  260,  1.*). 

1392 — El  señalado  por  la  ley  para  fundar  ó  am- 
pliar el  recurso  de  casación,  empieza  á  correr 
desde  el  dia  en  que  el  expediente  queda  á  dispo- 
sición de  la  parte  interesada,  tenga  ó  no  apode- 
rado constituido.  (Casación,  22  Septiembre  1893, 
IX,  26,  l.«). 

21 


JUBD-PRCDEyciA 


Termino».  I3'-3— El  que  fíala  ley  para  interponer  recurso 
de  capación,  no  se  &us¡*-nde  por  el  hecho  de  pedir 
aclaración  de  la  sentencia.  (Casación,  5  Mayo 
!?&«,  XL  378,  1.'). 

1,355 

Véame  1"«  Harneros  173,  256  A  253,  263,  267,  343, 
5*),  762,  «79,  962,  1,641,  1,072  j  1,422. 

Testamento.  1 304 — No  es  nulo  un  testamento  abierto  porque 
en  el  acto  de  otorgarlo  no  sea  leído  por  uno  de  los 
testigos  instrumental--  sino  por  persona  extraña, 
con  tal  que  ésta  sea  de  la  confianza  del  otorgaute 
y  que  queden  los  testigos  enterados  de  lo  que  el 
testador  deseaba  y  disponía.  Satisfecha  la  condi- 
ción esencial  consignada  en  el  artículo  1072  del 
Código  Civil  las  demás  circunstancias  que  debe 
tener  el  testamento  abierto  son  accesorias,  y  una 
de  ellas  es  la  de  que  la  lectura  del  testamento  se 
haga  por  uno  de  los  testigos.  (Casación,  27  Sep- 
tiembre 1890,  V,  289,  2.'). 

Véanse  los  uúmeros  62,  253,  529,  531,  532,  697,  752, 
872,  878,  895  y  1,330. 

Testigos.  1395 — Siendo  la  edad  de   un    testigo  muy   corta 

cuando  ocurrieron  los  hechos  sobre  que  declara, 
su  testimonio  puede  rechazarse  aunque  sea  mayor 
ó  hábil  al  tiempo  de  declarar.  Debe  tenerse  en  cuen- 
ta la  mayor  ó  menor  complejidad  del  hecho  sobre 
que  depone,  como  por  ejemplo,  cuál  era  el  precio 
corriente  de  una  casa  en  la  época  á  que  se  refie- 
ro au  deposición.  (Sentencia,  i  Marzo  1889,  III, 
108,  l.'j  Sentencia,  6  Junio  1889,   III,  236,  2.»). 

—  1396 — Las  declaraciones  dadas  en  los  sumarios  re 

fereutes  á  delitos  militares,   levantados  ó  inicia 
dos  dichos  sumarios  por  autoridad  civil,  no  nec< 
sitan  do  ratificación  ante  las  autoridades  milit 
res;   conservan  toda  la  fuerza  que   les  es  propí 
sin  perjuicio  de  que  la  pierdan  si  fueren  infirm 
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das  oportunamente,  de  conformidad  con  él  ar- 
tículo 263  de  la  Ley  57  de  1887.  (Acuerdo  núme- 
ro 425,  IV,  18,  2.a). 

Testigos.  1397 — La  ley  no  señala  ninguna  remuneración  & 
los  testigos  actuarios  de  que  habla  el  articulo  19 
de  la  Ley  30  de  1888  (1);  pero,  como  tampoco  les 
impone  la  obligación  de  desempeñar  gratuitamen- 
te el  cargo,  deja  el  arreglo  de  la  remuneración  á 
la  voluntad  de  los  interesados  y  de  los  testigos. 
(Acuerdo  numero  545,  IV,  162). 

—  1398 — No  es  motivo  para  sospechar  de  la  veraci- 
dad de  los  testigos  el  que  sus  declaraciones  sean 
muy  uniformes.  (Sentencia,  21  Abril  1890,  V,  41, 
2.';  Sentencia,  17  Noviembre  1890,  V,  348,   1.*). 

—  1399 — No  puede  emplearse  la  prueba  de  testigoa 
para  variar  el  contenido  do  una  escritura  á  pre- 
texto de  haberse  sufrido  error  en  la  determina- 
ción del  objeto,  en  los  nombres  de  las  personas  ó 
en  la  designación  de  las  cautidades.  Tal  prueba 
es  uu  auxiliar  de  la  de  documentos  públicos  para 
completar  lo  deficiente  ó  para  determinar  lo  que 
es  vago;  pero  jamás  puede  emplearse  para  alterar 
lo  escrito.   (Casación,  2  Julio  1890,  V,  165,   2.*). 

—  1400— Las  declaraciones  de  testigos  recibidas  fue- 
ra de  juicio  y  ratificadas  en  el  término  de  prueba, 
no  pierden  su  valor  probatorio  por  el  hecho  de  ha- 
berse decretado  y  no  conseguido  una  ratificación 
á  pedimento  de  la  parte  á  quien  perjudicaban.  Si 
tal  doctrina,  que  no  tiene  apoyo  en  la  ley,  hubie- 
ra de  prevalecer,  nada  Bería  más  sencillo  en  la  li- 
tis que  invalidar  las  pruebas  de  la  parte  contraria. 
(Casación,  8  Octubre  139'),  V,  306,  2.»  y  307,  1.»). 
Véanse  lo»  números  32,  177,  446,  536,  684,  733,  893, 
930,  960,  1,027,  1,107,  1,104,  1,176,  1,258,  1,286,  1336, 
1,339,  1,357,  1,370  y  1,371. 


(1)  Artículo  252  da  la  Le;  ios  d«  1830. 


394  JURISPRUDENCIA 

Titulo  ejecutivo.  1401 — Prestan  mérito  ejecutivo  las  copias  de 
loe  reconocimientos  hechoi  por  los  recaudadores 
á  cargo  de  loa  deudores  al  Fisco  por  rentas  y  con- 
tribuciones, según  lo  disponed  ordinal  2.»  del  ar- 
ticulo 1007  del  Código  Judicial,  pero  no  es  título 
ejecutivo  una  liquidación  que  haga  un  empleado 
de  Hacienda  nacional,  aunque  proceda  por  orden 
del  Gobierno,  si  él  mismo  no  es  el  respectivo  re- 
caudador de  que  habla  la  ley.  (Auto,  16  Febrero 
1887, 1,  149,  2.';  Auto,  17  Febrero  1887, 1,  14»,  2."). 
569 

—  1402 — Con  las  constancias  que  haya  en  los  li- 
bros del  Administrador  de  una  Aduana,  sobre  que 
un  introductor  es  deudor  del  Fisco  por  cierta  can- 
tidad, no  puede  librarse  ejecución  contra  el  fiador 
ó  los  fiadores  de  ese  introductor.  Esos  asientos  de 
reconocimiento  pueden  ser  título  ejecutivo  con- 
tra el  introductor,  pero  no  contra  sus  fiadores,  si 
éstos  han  contraído  su  obligación  en  documentos 
separados.  (Auto,  12  Agosto  1887,  I,  284,  2.'  y 
285,  1.*). 

—  1403— Una  escritura  pública  en  que  aparece  una 
persona  obligando  a  otra  como  su  apoderado,  no 
deja  de  ser  título  ejecutivo  contra  el  representado 
por  el  hecho  de  que  al  poder  no  esté  inserto  en  la 
escritura.  Esta  objeción  debe  alegarse  á  su  tiem- 
po. (Auto,  15  Octubre  1887,  I,  342,  2.*). 

—  1404 — Cuando  el  instrumento  con  que  se  entabla 
una  ejecución  está  revestido  de  todas  las  condi- 
ciones exigidas  por  los  artículos  1,008  y  1,012  del 
Código  Judicial,  el  Juez  no  puede  negar  el  man- 
damiento ejecutivo.  (Auto,  15  Octubre  1887,  I, 
342,  2.'). 

1,407 

—  1405 — No  se  puede  considerar  como  título  ejecu- 
tivo una  letra  de  cambio,  con  la  sola  consideración 
de  lo  que  dispone  el  artículo  1014  del  Código  Ju- 


r~ 
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dicial,  sino  que  es  preciso  tomar  en  cuenta  lo  que 
Be  dispone  en  el  artículo  1,010  del  propio  Código 
(hoy  179  de  la  Ley  105  de  1890),  es  decir,  que  se 
debe  atender  &  lo  que  para  cada  caso  dispone  el 
Código  de  Comercio.  (Auto,  22  Noviembre  1887, 

I,  397,  l.'). 

Titulo  ejecutivo.  1406 — El  documento  reconocido  judicialmen 
te,  en  que  consta  que  una  peraona  se  obliga  como 
fiadora  solidaria  de  otra  por  derechos  de  Aduana, 
es  título  ejecutivo  contra  el  ñador.  (Auto,  17  Di- 
ciembre  1887,    11,52,   l.';Auto,  16  Enero  1888, 

II,  75,  2.*). 

—  1407-  Si  del  título  que  se  presenta  como  recaudo 
ejecutivo  aparece  una  obligación  expresa,  clara 
y  de  plazo  vencido,  elJuez  debe  librarla  ejecución 
sin  que  tenga  que  examinar  si  el  contrato  adole- 
ce de  algún  vicio  intrínseco  que  lo  haga  ineficaz. 
(Auto,  2  Junio  1888,  II,  210,  2.'  y  211,  1.*). 

—  1408 — Un  recibo  en  que  conste  el  depósito  de  una 
cantidad  en  un  Banco  no  es  documento  que  pres- 
te mérito  ejecutivo  si  no  contiene  los  términos  y 
condiciones  del  depósito,  á  pesar  de  lo  dispuesto 
en  el  artículo  51  de  la  Ley  57  de  1887,  pues  por 
el  solo  hecho  de  ser  un  documento  valido  por  ra- 
zón del  papel  en  que  está  extendido,  la  ley  no  le 
da  el  carácter  de  título  ejecutivo.  (Sentencia,  14 
Noviembre  1888,  II,  394,  l."  y  2.»). 

—  1409 — Un  documento  en  que  conste  que  á  un  in- 
dividuo se  la  abre  un  crédito  flotante  limitado 
hasta  cierta  cantidad,  no  puede  considerarse  por 
sí  solo  como  título  ejecutivo,  si  no  aparece  en  él 
la  deuda  liquida  de  que  habla  el  artículo  1012  del 
Código  Judicial,  ni  consta  que  se  haya  recibido 
toda  ó  parte  de  la  suma  por  la  cual  se  abrió  el  cré- 
dito. (Auto,  3  Octubre  1888,  II,  332,  2."). 

550 
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Titulo  ejecutivo.  1410 — No  es  titulo  ejecutivo  el  auto  en  que  se 
declara  incurso  eu  una  multa  á  un  fiador  de  cárcel 
Begura,  en  tanto  que  no  se  notifique  y  ejecutorié 
la  providencia.  (Auto,  21  Septiembre  1891,  VI, 
827,  S.'J. 

—  1411 — Lo  es  el  auto  ejecutoriado  en  que  se  decla- 
ra incurso  en  una  multa  á  un  fiador  de  cárcel  se- 
gura por  la  no  presentación  de  su  fiado.  (Auto,  1.° 
Octubre  1895,  XI,  92,  1.*). 

—  1412— Para  las  ejecuciones  que  se  siguen  por  em- 
pleados con  jurisdicción  coactiva,  no  sólo  es  título 
ejecutivo  la  copia  de  que  habla  el  ordinal  2."  del 
artículo  1096  del  Código  Judicial,  sino  también, 
con  mayor  razón,  el  respectivo  original.  (Auto,  7 
Octubre  1895,  XI,  111,  2.'). 

—  1413 — La  copia  de  una  orden  de  pago  por  una 
cantidad  mayor  que  la  debida,  no  es  título  ejecu- 
tivo contra  la  persona  á  quien  se  haya  pagado  el 
exceso.  (Auto,  5  Noviembre  1895,   XI,  166,  I.»). 

—  1414 — Un  documento  suscrito  por  una  persona  que 
se  obliga  como  fiador  de  un  alumno  becado  en  un 
establecimiento  público,  no  es  título  ejecutivo 
contra  el  fiador,  porque  no  expresa  cantidad  líqui- 
da; ni  es  tampoco  suficiente  recaudo  ejecutivo 
contra  tal  fiador  la  liquidación  que  haga,  en  el  caso 
expresado,  un  Administrador  Departamental  de 
Hacienda  nacional.  (Auto,  2  Noviembre  1896, 
XII,  238,  2.'). 

VéaDse  los  números  550,  556,  567,  569,  570,  571,  572, 
574,  640,  944  y  945. 

—  de  acciones.  1415— Aunque  el  poseedor  anterior 
de  un  título  al  portador  que  le  ha  sido  hurtado  ó 
robado,  pruebe  la  sustracción  ó  el  robo,  no  puede 
obligar  á  la  sociedad  ó  compañía  á  que  le  pague 
los  dividendos  ó  utilidades  á  que  tendría  derech 


DE   M    COIÍTK    SUTIIEMA   DK   JUSTICIA  327 

como  accionista.  Al  reconocimiento  del  derecho 
del  accionista  debe  preceder  la  discusión  sobre  la 
pérdida  de  los  títulos  sobre  el  dominio  de  ellos. 
(Casación,  23  Julio  1897,  XII,  37,  2.'). 

Tradición.  1410  — El  heredero  que  vende  un  inmueble  antes 
do  haberse  hecho  la  partición,  so  reputa  haber  he- 
cho la  tradición  desde  la  venta,  si  luego  le  es  ad- 
judicado el  mismo  inmueble,  según  lo  dispuesto 
en  el  artícenlo  1875  del  Código  Civil  (1).  (Casación, 
18  Septiembre  1896,  XII,  85,  1.»). 
Véanse  los  números  55, 307,  30fl,  31U,  795,  1,239  y  1,437. 

Traición.  1417— Tío  existo  el  delito  de  traición  cuando  se 
ayuda  á  una  nación  extranjera  que  causa  agresio- 
nes á  la  patria,  si  á  esa  nación  no  se  ha  decla- 
rado la  guerra.  (Sentencia,  16  Octubre  1886,  I, 
44,  2.'). 
Véase  el  numero  1,059. 

Transacción.  1418 — No  pueden  terminarse  por  medio  de  aveni- 
miento amigable  los  juicios  en  quu  esté  interesa- 
da la  Nación,  si  el  Agente  del  Ministerio  público, 
que  tiene  la  representación  de  ésta,  no  está  auto- 
rizado especialmente  para  transigir.  (Auto,  4  Abril 
1891,  VI,  77,  l."). 

—  1419 — La  especificación  de  bienes  de  que  habla  el 

aparte  2."  del  artículo  2471  del  Código  Civil,  no 
ha  de  consistir  precisamente  en  determinar  uno 
á  uno  los  bienes  que  han  de  ser  materia  de  la  tran- 
sacción. Es  bastante  una  especificación  en  tér- 
tninos generales.  (Casación,  2S  Febrero  1896,  XI, 
318,  1.'). 
Véaae  el  numero  967. 

Transporte-  1420  — TC1  contrato  de  transporte  de  correos  se  rige 
por  la  ley  común  civil  y  no  por  el  Código  de  Co- 
mercio ;   así  sucede  tambióu   con  la  conducción 
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de  tropas,  elementos  de  guerra  y  otros  objetos, 
aunque  la  conducción  se  haga  en  buques  y  el  aca- 
rreador sea  empresario  de  transportes  ;  pues  en 
tal  contrato  el  Gobierno  no  es  comerciante  y  no 
son  mercaderías  las  encomiendas.  (Casación,  30 
Noviembre  18S9,  IV,  U6,  2.»;  Casación,  2  Di- 
ciembre 1889,  IV,  156,  1."). 

Traslado.  1421 — El  traslado  de  las  articulaciones  en  juicios 
civiles  puede  notificarse  por  edicto  cuando  la  par- 
te no  concurra  a  la  Secretarla  en  el  término  fija- 
do en  el  artículo  416  del  Código  Judicial.  (Acuer- 
do número  469,  IV,  35,  1."). 

—  1422 — De  acuerdo  con  el  artículo  1.°  de  la  Ley  105 
de  1800,  no  queda  legalmente  surtido  un  traslado 
si  no  se  expresa  en  la  respectiva  notificación  que 
los  autos  quedau  ó  se  ponen  á  disposición  de  la 
parte  ó  partes.  Omitida  tal  expresión,  el  término 
del  traslado  no  corre  realmente  sino  desde  que  el 
interesado  usa  de  él.  (Auto,  3  Septiembre  1892, 
VII,  398,  1.'). 

Véanse  Ion  números  51,  52,  61,  154,  271,  345,  486, 
1,375  y  14». 

Tribunales  superiores.  1423— En  Sala  de  Acuerdo  deben  los 
Tribunales  Superiores  de  Distrito  Judicial  ejer- 
cer las  atribuciones  que  les  señalan  los  ordinales 
I,*,  2.",  3.°  y  4.'  del  artículo  8.°  de  la  Ley  143  de 

1887,  derogada  hoy  y  reemplazada  por  la  147  de 

1888.  Las  atribuciones  á  quB  se  refieren  los  ordi- 
nales 5.°  á  12  inclusive,  de  dichos  artículos,  las 
ejercerán  en  Sala  de  tres  Magistrados;  pero  ha- 
brá en  todo  caso  un  Magistrado  sustanciado!-. 
(Acuerdo  número  66,  I,  275,  1.'). 

—  1424 — Si  uno  de  los  Magistrados  de  una  Sala  Sen- 
tenciadora, cuando  el  Tribunal  consta  de  cuatro 
miembros,  estuviere  impedido,  completará  la  Sala 


DE   LA   CORTE   SUPREMA   DE   JUSTICIA  329 

el  cuarto  Magistrado  del  Tribunal;  no  estando  éste 
dividido  en  dos  Salas,  el  cuarto,  el  quinto  y  el  sex- 
to entrarán,  respectivamente,  ¿completar  la  Sala 
sentenciadora  en  los  casoí  necesarios.  (Acuerdo 
número  78,  I,  299,  1.'). 

Véanse  los  números  87,  76,  8i,  92,  129,  134,  137,  143, 
168,  173,  175,  324,  330,  360,  377,  382,  402,  477, 
478,  491,  S78,  000,  658,  057,  6C0,  661,  686,  721,  752,  757, 
764,  788,  789,  836,  840,  843,  848,  804,  865,  870,  1,02!), 
1,933,  1,072,  1,088,  1,098,  1,175,  1,268, 125»,  1,367  1,377, 
3    1,442. 

Troqueles.  1425  —No  es  delito  la  fabricación  de  troqueles  7 
otros  instrumentos  que  se  emplean  para  la  fabri- 
cación de  monedas,  sino  en  el  caso  de  que  sola  y 
exclusivamente  sirvan  para  ese  efecto.  (Senten- 
cia, 29  Noviembre  1886,  I,  10,  2.'). 
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TTsufruotO.  1426— No  obstante  que  la  constitución  del  usu- 
fructo que  recaiga  sobre  inmuebles,  por  acto  en- 
tre vivos,  no  vale  si  no  se  otorga  por  instrumen- 
to público  inscrito,  según  lo  dispone  el  articu- 
lo 826  del  Código  Civil,  el  Gobierno  puede,  por 
medio  de  un  contrato  que  eleve  á  la  categoría  de 
ley,  constituir  derechos  de  usufructo  sobre  los  bie- 
nes raíces,  aunque  no  conste  por  instrumento  pú- 
blico registrado.  (Sentencia,  30  Enero  1892,  VII, 
70,  2.a). 

Véase  el  número  5L5. 

Usurpación.  1427 — Es  responsable  por  usurpación  de  jurisdic- 
ción el  Juez  que  revisa  una  sentencia  dictada  por 
un  Juez  inferior,  de  la  cual  no  se  haya  apelado, 
no  siendo,  por  otra  parte,  consultable.  (Auto,  2 1 
Junio  1890,  V,  143,  2.a). 

—  1428 — Es  punible  la  usurpación  de  jurisdicción, 

aunque  se  alegue  que  ella  no  ha  ocasionado  per- 
juicio, sea  ó  no  fundada  la  alegación.  (Sentencia, 
14  Diciembre  188»,  IV,  189,  1.a). 
Véase  el  número  1,262. 
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1429 — No  valen  la  venta  ni  la  promesa  de  venta  sí 
la  cosa  no  está  bien  determinada  en  el  contrato. 
Así,  no  valdián  si,  tratándose  de  inmuebles,  se 
remiten  las  partes,  para  la  determinación  de  ellos, 
á  los  linderos  designados  en  un  documento  que 
no  conocen,  aunque  sepan  que  existe.  (Casación, 
11  Diciembre  18S9,  IV,  182,  2.'  y  183,  1.'). 
Véase  el  número  1,434. 

1430 — En  la  venta  de  inmueble  con  relacién  á  la 
cabida,  no  ea  aplicable  el  artículo  1870  del  Códi- 
go Civil,  para  el  caso  de  faltar  uua  parte  de  la 
cosa  vendida,  sino  los  artículos  1S87,  1888  y  1890 
del  mismo  Código.  (Casación,  9  Agosto  1894,  X, 
11,  2."  y  12,  1."). 

1431 — La  venta  de  bienes  pertenecientes  á  una 
herencia  ilíquida,  debe  considerarse  como  venta 
de  cosa  ajena  y  produce  los  mismos  «fectos.  (Ca- 
sación, 15  Mayo  1896,   XI,   402,  2.»). 
1,432  y  1,435, 

1432 — Las  ventas  ó  enajenaciones  de  bienes  he- 
reditarios, antes  de  hacerse  la  partición  de  la  he- 
rencia, producen  el  efecto  de  venta  de  cosa  ajena, 
y  debería  procederse  respecto  de  ellas  como  en  el 
caso  del  artículo  1871  del  Código  Civil,  doctrina 
que  se  corrobora  con  la  del  artículo  779  del  mismo 
Código.  Nuestras  leyes  de  procedimiento  no  reco- 
nocenel  decreto  á  que  alude  el  artículo  757  del  ci- 
tado Código.  (Casación,  1S  Julio  1896,XII,  30,2."). 

1459 — La  do  un  inmueble  hipotecado  es  legal  y  por 
consiguiente  no  hay  en  olla  objeto  ilícito  aunque 
el  vendedor  haya  cometido  dolo  y  causado  daño  al 
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comprador,  guardando  silencio  Bobre  la  hipoteca 
que  grava  al  inmueble.  El  dolo  da  lugar  á  la  ac- 
ción rescisoria  pero  no  á  la  nulidad  abeoluta.  (Ca- 
sación, II  Febrero  1S97,  XII,  268,  1/  y  2.*). 

Venta.  1434 — Si  el  contrato  de  venta  de  un  inmueble  no 

determina  inequívocamente  la  cosa  vendida,  el 
contrato  es  absolutamente  nulo;  si  el  instrumen- 
to público  otorgado  por  las  partes  y  requerido  por 
la  ley  para  la  existencia  del  contrato  no  expresa 
de  la  manera  convenida  por  ella  misma  la  cosa 
materia  de  la  convención,  el  instrumento  es  tam- 
bién nulo.  (Casación,  2  Abril  1807,  XII,  316, 1."). 

—  1435— Una  venta  de  inmuebles  efectuada  sin  lle- 
nar las  prescripciones  del  artículo  757  del  Código 
Civil,  vale  como  venta  de  cosa  ajena,  pero  no  es 
nula.  (Casación,  9  Abril  1897,  XII,  34«,  2.'). 
Véause  los  números  141,  311,  355,  509,  561,  620,  884 
á  88fi,  910,  937,  974,  979,  993,  1,008,  1,080,  1,239, 
1,240,  1,294,  1,297  y  1,416. 

Venta  de  «osa  ajena.  1436— En  caso  de  venta  de  cosa  ajena, 
el  verdadero  dueño  tiene  derecho  da  reivindicarla 
pero  no  el  de  cobrar  el  precio  al  vendedor,  el  cual 
deberá  Ber  devuelto  al  comprador,  una  vez  resti- 
tuida la  cosa  á  su  dueño.  (Sentencia,  4  Junio  1890, 
V,  122,  2.'). 

—  1437— La  doctrina  del  artículo  1875  del  Código 
Civil  sobre  venta  de  cosa  ajena,  se  aplica  también 
al  caso  en  que  la  cosa  se  adquiera  en  remate  pú- 
blico con  intervención  de  la  justicia,  pues  en  ta- 
les ventas  el  tradente,  según  el  artículo  741  del 
Código  Civil,  es  la  persona  cuyo  dominio  se  trans- 
fiere, y  el  Juez  es  su  representante  legal.  (Casa- 
ción, 30  Octubre  1893,  IX,  77,  1.*  y  2.'). 
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1438— La  venta  de  cosa  ajena  no  es  delito  sino 
cuando  el  vendedor  obra  maliciosamente.  Si  falta 
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cate  elemento,  el  hecho  sólo  da  lugar  á  acciones 
civilea.  (Auto,  18  Septiembre  1895,  XI,  71,  2."  y 
72,  I.*), 
Véauso  los   número»   992,  1,141,  1,222,  1,431  j  1,432. 

Veredicto.  1439— El  término  que  tienen  los  Jueces  de  dere- 
cho para  declarar  la  injusticia  notoria,  cuando  el 
veredicto  es  absolutorio,  es  de  tres  dfas,  contados 
desde  el  fallo  del  Jurado;  ese  es  también  el  térmi- 
no para  declarar  terminado  el  procedimiento,  y 
esta  última  resolución  tiene  el  carácter  de  senten- 
cia. (Acuerdo  numero  52,  I,  25$,  !.■). 

—  1440— En  los  casos  en  que  se  declare  por  la  auto- 
ridad competente  que  un  veredicto  del  Jurado  ea 
notoriamente  injusto,  se  procederá,  según  la  au- 
toridad que  haga  tal  declaración,  de  conformidad 
con  lo  prevenido  en  los  artículos  313  á  317  de  la 
Ley  57  de  188S.  (Acuerdo  número  180,  II,  98, 1.'). 

. —  1441 — La  Corte  no  puede  decidir  Bobre  hechos 

cuya  caliñcación  corresponde  al  Jurado.  (Senten- 
cia, 4  Septiembre  1889,  III,  353,  2.'). 
1,443  y  1,453 

—  1442 — Cuando  el  Tribunal  declara  notoriamente 
injusto  respecto  de  algún  reo  un  veredicto  que 
implica  pena  de  muerte,  y  confirma  la  sentencia 
respecto  de  otro  ü  otros  reos,  debe  remitirse  á  la 
Corte  el  expediente  original  y  al  Juez  de  la  causa 
copia  de  lo  conducente  para  que  el  nuevo  Jurado 
decida.  (Acuerdo  número  423,  III,  368,  2.1). 

—  1343— La  Corte  no  puede  revisar  el  veredicto  del 
Jurado  en  el  recurso  de  casación.  (Casación,  19 
Octubre  1889,  IV,  43,  1.*;  Casación,  12  Noviembre 
1889,  IV,  108,  1.';  Casación,  13  Marzo  1890,  IV, 
373,  2.';  Casación,  25  Abril  1890,  V,  18,  1.»). 

—  1444 — Aunque  la  Corte  ha  declarado  que  no  puede 
desconocer  ó  examinar  el  veredicto  del  Jurado, 
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observa,  sin  embargo,  que  para  que  él  adolezca  de 
injusticia  notoria  es  preciso  que  sea  contrario  á 
la  evidencia,  ya  por  ser  incomprensibles  entre  sí 
las  diferentes  partes  de  que  se  compone,  como 
declarar  que  no  se  ha  cometido  delito  y  no  obs- 
tante hacer  responsable  á  alguien;  ó  bien  por  es- 
tar en  abierta  oposición  con  hechos  principales 
plenamente  comprobados  en  el  expediente,  como 
la  coartada  respecto  del  reo,  ó  que  una  persona 
distinta  es  el  autor  del  delito.  (Casación,  26  Ene- 
ro 2891,  V,  394,  1.»  y  2";  Casación  25  Febrero 
1893,  VIII,  1S9,  2."). 

Veredicto.  1445 — No  siendo  el  veredicto  del  jurado  contra- 
rio á  la  evidencia,  tal  veredicto  forma  plena  prue- 
ba para  el  Juez  de  derecho.  De  manera  que  los 
delitos  que  següu  el  artículo  29  de  la  Constitución 
merecen  pena  de  muerte,  quedan  jurídicamente 
comprobados  desde  que  su  existencia  plena  resul- 
te del  veredicto  del  jurado.  (Casación,  13  Marzo 
1891,  VI,  35,  1.";  Casación,  17  Noviembre  1896, 
XII,  255,  1.'). 

Véanse  los  números  197,  292,  757,  759,  812,  813,  818, 
1,299  y  1,302. 

Vicios  redhibitosios.  14G6— Para  el  efecto  de  los  contratos  que 
se  celebran  sobre  fincas  raíces  no  pueden  conside- 
rarse como  vicios  ocultos  los  que  consistan  en  la 
mala  calidad  del  terreno,  la  falta  de  cercas  y  otros 
inconvenientes  que  seau  notorios  para  los  contra- 
tantes de  sano  juicio.  (Casación, 7  Diciembre  1893, 
IX,  154,  2.»)- 

Violación  db  la  correspondencia.  1447 — No  incurre  en  el  de 
lito  de  violación  de  correspondencia  el  emplead* 
instructor  que,  de  acuerdo  con  el  artículo  1,58 
del  Código  Judicial,  examina  la  correspondenci 
de  un  sindicado  para  investigar  los  hechos  qu 
son  objeto  del  sumario.  (Auto,  4  Julio  1S91,  V 
207,  2."). 
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Violación  de  derechos  individuales.  1448 — Es  responsable 
por  tal  violación  el  Juez  que  niega  la  excarcela- 
ción con  fianza  cuando  debe  concederse  por  ser 
el  delito  de  aquellos  que  la  permiten.  (Sentencia, 
6  Septiembre  1890,  V,  253,  ».*). 

—  de  la  ley.  1449— El  articulo  403  del  Código  Pa- 
nalde  Cundinamarca,  castígalas  violaciones  de  la 
ley  cometidas  en  sentencia  definitiva,  cuando  el 
fallo  quedo  ejecutoriado  y  viene  á  ser  de  forzoso 
cumplimiento,  pero  no  es  responsable  ol  Juez 
cuando  eu  la  segunda  instancia  se  corrigen  su:s 
irregularidades.  (Auto,  19  Enero  1889,  III,  44, 
1/;  Auto,  8  Julio  1889,  III,  301,  2.'). 

—  1450 — La  violación  de  la  ley  sustantiva  puede  ser 
de  dos  modos:  ó  por  comisión  aplicándola  en  un 
sentido  quo  no  tiene,  ó  en  casos  no  pertinentes; 
ó  por  omisión,  pretermitiendo  su  recta  aplicación 
á  cases  que  la  requieren  y  la  reclaman.  (Casación, 
3  Julio  1893,  VIII,  347,  2.'  y  348  1.'). 

—  1451 — No  incurre  en  responsabilidad  por  viola- 
ción de  la  ley  expresa  el  Juez  que,  tratándose  de 
un  punto  dudoso,  hace  uua  mala  interpretación 
de  la  ley.  (Auto,  16  Julio  1896,  XII,  47,    1.'). 

Véanse  los  números  180,  182,  205,  232,  236,  239,  240, 
249,  250,  259,  266,  279,  339,  453,  713, 1,032, 1,033, 1,055 
1,245,  1245,  1,269,  1,271,  1,312, 1,330  y  1,336, 

Voto.  1452 — Eu  las  causas   militares  no  es  motivo  de 

nulidad  el  que  los  vocales  que  componen  el  Con- 
sejo de  Guerra  odinario  consiguen  su  voto  en  un 
solo  pliego  contra  lo  dispuesto  en  el  artículo  1,502 
del  Código  Militar.  Pero  es  una  omisión  muy 
grave  por  ser  contraria  á  la  independencia  y  re- 
serva do  los  votos.  (Auto,  23  Abril  1890,  V, 
22,  2.'). 
Véanse  los  uámeros  106,  542  y  1,293. 


APÉNDICE 

JURISPRUDENCIA  DEL  ARO  XIII  DE  LA  "GACETA  JUDICIAL" 

Aboso  de  autoridad.  1— Los  Jueces  tienen  facultad  para  in- 
crepar á  los  reos  sus  delitos  en  el  curso  de  los  res- 
pectivos procesos,  en  las  ocasiones  y  forma  que 
la  ley  indica;  pero  cometen  abuso  de  autoridad 
cuando  lo  hacen  en  un  acto  ajeno  al  procedimien- 
to mismo,  7  sobre  todo,  en  una  forma  que  en- 
vuelva contumelia  y  que  por  la  misma  vaguedad 
de  las  expresiones  vertidas  pueda  referirse  no 
Bolo  álos  delitos  que  sean  justamente  imputables 
al  reo,  sino  á  todo  género  de  crímenes  y  de  vicios. 
(Auto,  7  de  Octubre  de  1897,  104,  1.").  (1) 
Véase  el  numero  149  (2). 

Aclaración  de  sentencia.  2 — En  ésta  no  puede  resolverse  so- 
bre excepciones  que  no  fueron  materia  de  la  sen- 
tencia ni  sobre  solicitudes  que  no  quepan  dentro  de 
los  límites  señalados  porel  artículo  17  de  la  Ley  162 
de  1896.  (Sentencia,  14  de  Julio  de  1898,  375,  2."). 
Véanse  los  números  21  y  48. 

Acreedores  hipotecarios.  3 — Para  que  éstos  no  tengan  dere- 
cho de  perseguir  la  finca  hipotecada  contra  un  ter- 
cero que  la  ha  adquirido  en  pública  subasta  or- 
denada por  el  Juez,  es  preciso  que  la  subasta  se 
haya  hecho  cou  citación  personal  de  ellos  en  el 
término  del  emplazamiento,  y  eBta  formalidad  do 
queda  surtida  si  la  citación  se  hace  después  de  la 
venta  ó  el  remate  (3).  (Casación,  29  de  Julio  de 
1898,  394,  3.'y  395,  1.'). 

<1)  Por  referirse  todala  doctrina  d«  este  npíndice  al  año  xm,   ae  omite  la  cita 
dil  tomo  de  la  Gaceta. 

(2)  Las  referencias  hechas  en  e!  cuerpo  del   Apéndice  se  refieren  a  él¡  las   he- 
chas en  nota  ri-flíreiiae  i  la  jurisprudencia  de  loa  \n    pi  iineroa  años  de  la  Gacela. 

(3)  Artlcn'o  2452  dil  Código  OítU. 
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Apelación,  i — Los  que  no  resulten  perjudicados  de  una  sen- 
tencia no  tienen  derecho  de  apelar  de  ella.  En  otros 
términos,  mientras  no  haya  perjuicio,  no  existe 
el  derecho  de  apelar  (1).  (Casación,  11  de  Agosto 
de  1897,  31,  2.'). 
Véase  el  número  232. 

Apremios.  5 — El  objeto  de  los  apremios  uo  es  otro  que  el  pron- 
to cumplimiento  de  las  órdenes  de  la  autoridad,  y 
por  eso  se  hace  necesario  repetirlos  y  auu  aumen- 
tarlos en  caso  de  nueva  desobediencia.  (Auto,  30 
de  Octubre  de  1S97,  128,  2."). 

Arrendamiento.  6 — Para  la  validez  de  los  contratos  de  esta  es- 
pecie no  se  necesita  de  escritura  pública;  basta 
que  ellos  consten  en  documentos  privados,  cuando 
sea  necesaria  la  prueba  escrita.  (Casación,  30  de 
Marzo  de  1898,  312,   1.*). 

Asamblea».  7 — Como  según  los  numerales  17  y  18  del  artículo 
208  del  Código  Político  y  Municipal,  corresponde 
á  los  Consejos  Municipales  reglamentar  el  repar- 
timiento y  entrega  de  los  terrenos  comunes  y  dis- 
poner lo  conveniente  acerca  de  la  manera  como 
debe  hacerse  uso  de  los  mismos  terrenos,  parece 
indudable  que  no  es  permitido  á  las  Asambleas 
Departamentales  legislar  sobre  el  mismo  asunto. 
(Auto,  9  de  Febrero  de  1899,  235,  1.'). 

—  8— Las    Asambleas  departamentales  no  pueden 

delegar  á  los  Gobernadores  la  atribución  de  estu- 
diar y  aprobar  los  proyectos  de  Código  Fiscal,  para 
ponerlos  en  vigencia  sin  ulterior  aprobación  de  la 
Asamblea.  La  Ordenanza  que  dispone  tal  cosa  es 
contraria  á  la  Constitución  y  á  las  leyes.  (Auto,lS 
de  Febrero  de  1899,  236,  2.'). 
164. 

9 — No  tienen  autorización  para  gravar  el  ejercick 

de  la  industria  de  dar  dinero  á  interés.  ( Auto,  7  dr 
Abril  de  1899,  239,  J.*). 


" 


(1)  Artíanlo  K»ü  tM  Oúdig»  Jwüciil, 
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Asambleas.  10 — El  Poder  Judicial  no  está  autorizado  para  re- 
visar los  actos  de  las  Asambleas  Departamentales 
por  causas  distiutas  de  las  que  señala  el  artículo 
114  del  Código  Político  y  Municipal  (1).  (Auto,  20 
de  Junio  de  1899,  243,  1.'). 

—  11 — Al  atribuirse  á  las  Asambleas,  por  el  inciso 
6.°  del  artículo  129  del  Código  Político  y  Munici- 
pal, la  facultad  de  arreglar  la  policía  local,  implí- 
citamente se  las  autorizó  para  decretar  las  penas 
respectivas,  en  cuanto  éstas  no  fuesen  superiores 
alas  permitidas  por  el  inciso  21  del  artículo  cita- 
do. (Auto,  21  de  Junio  de  1899,  255,  2.'). 

179. 

—  12— Las  Asambleas  Departamentales  carecen  de 
facultad  para  derogar  los  Decretos  de  los  Gober- 
nadores, expedidos  por  delegación  y  autorización 
del  Gobierno  Central,  y  los  cuales  deben  conside- 
rarse como  actos  administrativos  emanados  de 
dicho  Gobierno.  (Auto,  9  de  Agosto  de  1899, 
368,  2.'). 

Véanselos   números  63,  91,   125,  145,  150,  152, 
180  y  los  relativos  á  Ordenanzas. 

Aüdiexcia.  13 — El  articulo  5."  de  la  Ley  100  do  1892  no  tuvo  por 
objeto  aumentar  los  casos  en  que  era  de  rigor  oír 
alegatos  verbales,  sino  más  bien  evitarla  pérdida 
de  tiempo  que  se  ocasionaba  con  audiencias  lar- 
guísimas y  con  frecuencia  inútiles,  dando  á  la  Cor- 
te la  facultad  do  prescindir  de  ellas  ó  limitar  el 
tiempo  durante  el  cual  pueden  hablar  las  partes. 
(Auto,  28  de  Marzo  de  1898,  283,   2.»). 

—  14 — En  el  procedimiento  del  juicio  ordinario  de 
mayor  cuantía  en  primera  instancia,  que  es  el  que 
debe  observar  la  Corte  cuando  conoce  en  una  sola, 


(1)  E»Ui  cauírtf  ic 
•obre  unn tos  que  n 
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no  está,  ordenada  la  audiencia  de  las  partes  para  el 
efecto  de  alegar  verbalmente.  (Auto,  28  de  Marzo 
de  1898,  288,  2.'). 

Avalúo  pericial.  15— El  uo  haber  corregido  el  Tribunal  la  irre- 
gularidad cometida  por  el  Juez,  consistente  en 
haber  tenido  en  cuenta,  en  la  sentencia  de  un 
juicio  criminal,  el  avalúo  pericial  de  los  perjui- 
cios practicado  en  una  diligencia  que  se  ha  de 
clarado  nula  y  no  el  practicado  en  una  diligencia 
posterior  válida,  no  es  motivo  suficiente  de  casa- 
ción. (Sentencia,  26  de  Octubre  de  1S97,  1«7,  1.*). 
Véase  el  número  72. 

Baldíos.  16 — La  Nación,  al  conceder  la  propiedad  de  terre- 

nos baldíos,  los  demarca  y  los  hace  medir  á  costa 
de  los  interesados,  con  levantamiento  de  planos 
y  determinación  precisa  de  líneas  y  puntos  que 
no  dejen  duda  de  la  extensión  del  terreno  adjudi- 
cado, y  no  puede  admitirse  e»  justicia  que  el  ad- 
judicatario tenga  el  derecho  de  obligar  á  la  Nación 
á  costear  una  nueva  demarcación  cuando  ésta  no 
ha  invadido  los  predios  que  adjudicó  ni  perturba- 
do en  modo  alguno  al  propietario.  (Auto,  21  de 
Febrero  de  1898,  384,  %,*). 
124. 

Oasacióm.  17 — El  recurso  d©  casación  reviste  los  caracteres 
especiales  de  una  demanda  en  la  cual  deben  pun- 
tualizarse los  hechos  sobre  que  debe  versar  el  de- 
bate, los  cuales  no  son  otros  que  la  designación 
de  la  causal  ó  causales  en  que  se  funda  y  de  loe 
motivos  en  que  se  apoya.  (Casación,  26  de  Julio 
de  1897,  4,  1."). 

—  18 — La  disposición  del  artículo  831  del  Código  Ju- 

dicial, sobre  el  valor  que  tienen  las  sentencias  eje- 
cutoriadas, es  sustantiva,  y  su  violación  da  h 
gar  al  recurso  de  casación.  (Casación,  5  de  Agoi 
to  de  1897,  20,  2.'). 
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19 — No  puede  acusarse  una  sentencia  del  Tribu  ■ 
nal  por  violación  de  la  ley,  a  consecuencia  de 
haberse  omitido  la  aplicación  de  nn  precepto  le- 
gal, cuando  la  senteucia  no  desconoce  la  doctri- 
na de  ese  precepto,  sino  que  la  ha  dejado  de 
aplicar  por  otra  clase  de  motivos,  v.  gr.,  por 
consideraciones  de  hecho,  como  la  interpretación 
dada  por  el  Tribunal  al  contrato ;  y  si  en  esa 
interpretación  ha  habido  ó  no  error  de  hecho  ó 
de  derecho,  eso  perteuece  á  otro  orden  de  mo- 
tivos, aunque  esté  comprendido  en  la  primera 
causal  de  casación.  (Casación,  2  de  Septiembre 
de  1897,  52,  2."). 

20 — El  error  de  hecho  que  se  imputa  &  una  sen- 
tencia del  Tribunal,  consistente  en  no  haber  te- 
nido en  consideración  las  cláusulas  de  un  con- 
trato, no  es  motivo  suficiente  para  casarla,  si 
esa  omisión  no  ha  influido  de  una  manera  direc- 
ta en  la  decisión,  ó  más  bien,  si  á  pesar  de  ella, 
las  conclusiones  de  la  sentencia  son  legales.  (Ca- 
sación, 2  de  Septiembre  de  1897,  52,  2.'). 

27. 

21 — Es  infundada  la  causal  de  casación  que  se 
hace  consistir  en  que  la  sentencia  resuelve  pun- 
tos que  no  fueron  objeto  de  la  controversia,  cuan- 
do se  refiere  á  una  resolución  aclaratoria  de  la 
sentencia  que  no  decide  en  el  fondo  sino  que  ex- 
plica un  razonamiento.  (Casación,  2  de  Septiem- 
bre de  1887,   53,   1.'). 

22 — No  debe  confundirse,  para  el  efecto  de  in- 
terponer el  recurso  de  casación,  la  razón  ó  mo- 
tivo que  tuvo  el  Tribunal  para  absolver  ó  conde- 
nar con  la  absolución  ó  condenación  miama.  (Ca- 
sación, 2  de  Septiembre  de  1897,  53,  2.'). 
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CASACIÓN.  23 — El  hecho  de  haber  resuelto  el  Tribunal  so- 
bre puntos  en  que  estaba  ejecutoriada  la  sen- 
tencia de  primera  instancia,  no  constituye  la 
causal  de  casación  de  incompetencia  de  jurisdic- 
ción, porque  el  Tribunal  la  tiene  para  conocer 
en  segunda  instancia  de  los  asuntos  en  que  ha 
conocido  en  primera  el  JüriB  de  Circuito.  Fallar 
contra  la  ley  ó  violar  derechos  adquiridos  á  vir- 
tud de  una  sentencia  ejecutoriada,  es  coaa  muy 
distinta  de  la  incompetencia,  y  puede  dar  lugar 
á  otras  caueales  de  casación  (1).  (Casación,  2  de 
Septiembre  de  1S97,  54,  1,*). 

—  24 — Este  recurso  sólo  puede  interponerse  por  la 
parte  misma  ó  por  un  apoderado  á  quien  se  haya 
conferido  expresamente  esa  facultad  (2).  (Casa- 
ción, 27  de  Septiembre  de  1S97,  76,  2."). 

—  25 — La  casación  se  rige  por  la  ley  vigente  al  tiem- 
po de  interponerla,  para  evitar  que  una  senten- 
cia pueda  adquirir  la  fuerza  obligatoria  que  la 
ley  anterior  le  desconocía,  vulnerando  en  cierto 
modo  derechos  adquiridos  ó  haciendo  eficaces  obli- 
gaciones no  declaradas  de  manera  firme  (3),  (Ca- 
sación, 27  de  Septiembre  de  1897,  76,2.»  y  77,  1.*). 

—  26— Los  fallos  en  que  so  aplique  y  deba  aplicarse 
la  legislación  española  no  son  casables,  porque  di- 
cha legislación  no  rige  en  el  país  y  caducó  para 
los  extinguidos  Estados,  desde  que  éstos  en  uso  de 
su  soberanía  se  dieron  una  legislación  propia,  que 
es  á  la  que  se  refiere  la  identidad  con  la  nacional 
en  vigor,  de  que  habla  la  ley  (4).  (Casación,  30  de 
Septiembre  de  1897,  87,  2.-). 


(1)  Véase  el  uüiiietu  236  de  ¡a  Jurisprudencia  de  la  Corte  Suprema, 

(2)  Véaie  el  número  222. 

(3)  Véareel  número  226. 

(4)  K.t  ,  doctrina,  aplicación  del  ailícnlo  3(¡!l  de  la  ley  105  de  1890,  hoy  derogado,  tata 
acuerdo  con  el  numeral  I»  del  ailfc'ulo  1.*  de  la  Ley  1611  de  1396.  Véase  el  iiümeio  171. 
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27— Las  violaciones  de  la  ley  ó  la  mala  aprecia- 
ción de  ella  que  dan  derecho  a  interponer  de  modo 
eficaz  el  recurso  de  casación,  son  aquellas  que  tie- 
nen influencia  directa  sobre  la  resolución  y  no 
aquellas  que  no  pueden  servir  para  modificarla  (1). 
(Casación,  30  de  Septiembre  de  1897,  87,  2.*). 

28 — En  los  razonamientos  ó  motivos  de  una  re- 
solución nada  se  dispone;  éstos  no  son  otra  cosa 
que  la  apreciación  de  los  hechos  ó  la  inteligencia 
que  se  da  á.  la  doctrina  legal  para  aplicarla  al 
caso  controvertido;  y,  por  consiguiente,  los  erro- 
res que  en  ella  se  incurra  no  autorizan  para  im- 
pugnar en  casación  una  sentencia  que  no  que- 
branta ninguna  ley  en  la  parte  dispositiva,  que 
es  la  obligatoria  y  tiene  fuerza  de  cosa  juzgada 
(2).  (Casación,  7  de  Octubre  de  18*7,  103,  1.*). 
Véase  el  número  22. 

29— Es  imposible  pronunciar  un  fallo  que  tienda 
á  uniformar  la  jurisprudencia  y  á  la  reparación 
de  los  agravios  que  puedan  inferirse  á  los  litigan- 
tes en  las  sentencias  de  los  Tribunales,  que  son 
los  fines  de  la  casación,  si  falta  la  expresión  co- 
rrecta del  modo  como  se  supone  violada  la  ley  sus- 
tantiva y  del  agravio  que  se  quiere  enmendar  (3). 
(Auto,  23  de  Noviembre  de  1897,  152,  1.'). 
4C 

30 — La  ley  procedimental  aplicable  al  recurso  de 
casación  es  la  vigente  al  tiempo  de  su  interposi- 
ción, porque  si  se  aplicara  la  posterior,  ello  equi- 
valdría á  violar  la  ejecutoria  de  una  sentencia 
definitiva  (i).  (Auto,  25  de  Noviembre  de  1697, 
160,  2.a). 


(1}  Y .J..,..  lI  nCinero  219. 
[2)  Víase  el  núimrr.  205. 
(S,  Vé«*  ni  numero  232. 
(4)  Véme  el  nli.iiero  226. 
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ACiós.  31 — Cuando  la  Corte,  en  sentencia  de  casación, 
ha  infirmado  un  fallo  de  Tribunal,  éste  debe  atem- 
perarse á  la  sentencia  del  Superior,  y  no  insistir 
en  sus  opiniones  sobre  un  asunto  juzgado  ya  en 
juicio,  y  sobre  el  cual  no  le  es  permitido  dictar  un 
fallo  contrario.  (Casación,  15  de  Noviembre  de 
1897,  162,  2.'). 

—  32 — Cuando  la  parte  resolutiva  de  una  sentencia 
de  Tribunal  está  de  acuerdo  con  la  ley,  los  ent- 
res en  que  haya  incurrido  en  la  parte  expositiva 
del  fallo  no  dan  fundamento  al  recurso  de  casa- 
ción. La  Corte  lo  tiene  así  establecido,  de  acuerdo 
con  las  doctrinas  hoy  generalmente  admitidas  y 
p»r  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  (1).  (Ca- 
sación, 19  do  Noviembre  de  1897,  179,  1.*). 

43 

—  33 — La  causal  consistente  en  no  ser  la  sentencia 
del  Tribunal  congruente  con  las  pretensiones 
oportunamente  deducidas  por  los  litigantes,  no 
puede  tener  lugar  cuando  lo  que  en  ella  se  de- 
clara es  que  los  actores  no  tieien  el  derecho  que 
han  ejercitado  en  el  juicio,  lo  que  implica  la  ab- 
solución decretada.  En  tal  virtud,  como  es  sabi- 
do que  una  sentencia  de  esta  clase  resuelve  to- 
das las  cuestiones  controvertidas,  no  puede  de- 
cirse razonablemente  que  exista  la  incongruen- 
cia alegada  (2J.  (Casación,  19  de  Noviembre  de 
1897,  179,  í.*}. 

—  34 — La  real  ó  presunta  violación  de  preceptos 
contenidos  en  las  leyes  de  Partida  y  en  la  Reco 
pilación  Granadina,  no  justifica  la  primera  cau- 
sal de  casación,  según  el  artículo  369  de  la  Ley 
105  de  1890  (1.°  de  la  Ley  169  de  1896),  porque 
ellas  no  han  regido  en  la  República  á  partir  de 
la  vigencia  de  la  Ley  57  de  1887,  ni  fueron  leyes 

(1)  NM  el  número  260. 

(2)  VCuc  el  número  229. 
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de  los  extinguidos  Estados  (1).  (Casación,  30  de 
Noviembre  de  1897,  188,  1.*) 

35 — Para  que  prospero  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto en  un  juicio  de  reconvención,  no  es  in- 
dispensable que  coexista  en  ambas  demandas  la 
circunstancia  de  la  cuantía;  basta  que  exista  en 
la  que  es  objeto  de  recurso.  (Casación,  17  de 
Diciembre  de  1897,  197,   1.*). 

36 — En  este  recurso  no  pueden  introducirse  medios 
nuevos,   ó  sea,  traer  á  discusión   extremos  que 
no  hayan  sido  objeto  del  debate  (2).    (Casación, 
15  de  Diciembre  de  1897,  205,  1.*). 
39 

37 — No  importa  que  el  Tribunal  sentenciador  no 
haga  mérito,  en  su  fallo,  del  contenido  de  todos 
los  documentos  que  obraron  en  el  juicio,  sino 
ünicamente  de  algunos  que  por  sí  solos  sean  con- 
cluyentes;  pues  debe  suponerse  que  los  tuvo  pre- 
sentes al  dictar  la  sentencia.  La  Corte  no  tiene 
atribución  ninguna  por  la  ley  de  casación  para 
modificar  el  criterio  de  Juzgado.  Si  éste  creyó 
innecesario  citar  en  la  parte  motiva  de  su  resolu- 
ción los  documeutos  en  cuestión,  pero  al  formar  su 
juicio  sobre  la  verdad  de  los  hechos  sometidos  á  bu 
juzgamiento  obraron  tales  documentos  para  fallar, 
nadie  tiene  derecho  para  calificar  tal  juicio.  (Ca- 
sación, 16  de  Diciembre  de  1897,  212,  2.'). 
Véase  el  número  43. 

38 — Este  recurso  ha  de  referirse  á  las  infraccio- 
nes del  derecho  sustantivo  del  que  se  acoge  á-  él 
para  obtener  la  enmienda  del  agravio  que  se  )e 
haya  inferido.  De  aquí  que  la  violación  de  las 
leyes  adjetivas,  que  son  las  que  determinan  el 
orden  de  los  juicios,  no  den  nunca  lugar  á  inter- 


(I)  Víase  el  número  23i. 
(3)  Yé*K  el  numero  188. 
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ponerlo  útilmente.  Esas  leyes  son  meramente  for- 
mularias, regulan  el  procedimiento,  y  su  infrac- 
ción autoriza  para  interponer  otros  remedios  lega- 
lea,  pero  no  el  extraordinario  de  que  se  trata  (1)- 
(Casación,  19  de  Febrero  de  1898,   26f,  2.*). 

39 — El  examen  de  la  Corte  de  casación  debe  ver- 
rar  sobre  los  hechos  en  que  el  recurrente  haya 
fundado  el  recurso.  (Casación,  11  de  Marzo  de 
1893,  279,   2."). 

40 — Cuando  el  recurrente  se  limita  á  manifes- 
tar, en  términos  generales,  que  el  Tribunal  incu- 
rrió en  error  de  hecho  y  de  derecho  al  estimar  las 
pruebas,  tal  vaguedad  no  permite  á  la  Corte  ocu- 
parse en  el  examen  de  la  causal  que  á  este  pun- 
to se  refiere,  puesto  que  no  se  sabe  á  cuáles  de 
las  pruebas  ha  querido  hacerse  referencia.  (Casa- 
ción, 27  de  Abril  de  1898,  298,  2.*). 


41 — Las  disposiciones  de  los  artículos  3.°  y  39  de 
de  la  Ley  153  de  1887,  son  puramente  interpre- 
tativas y  su  violación  no  autoriza  para  fundar  el 
recurso  de  casación  (1).  (Casación,  30  de  Marzo 
de  1898,  312,  2.'). 

42 — Cuando  en  una  misma  sentencia  se  resuel- 
ve sobre  dos  ó  más  demandas,  y  contra  ella  se 
interpone  recurso  de  casación,  debe  examinarse  si 
respecto  de  cada  una  de  ellas  es  ó  no  admisible  el 
recurso.  Esto  se  refiere  á  los  casos  en  que  una  de 
las  demandas  es  principal  y  la  otra  de  reconven- 
ción ó  de  mutua  petición,  ó  cuando  hay  acumu- 
lación de  autos,  casos  en  los  cuales  se  sigue  el 
juicio  bajo  una  misma  cuerda;  y  no  á  los  casos 
en  que  en  una  misma  demanda  se  han  ejercitado 
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1  número  2 

(a;  ei  prim 

ero  de  e*tos 

irtfculo 

!  establece  cuSiidn  debe  ca 

nsidimrse  insubsislen 

cÜiponiciín  legal,  y 

el  «guiidi. 

¡apone 

«luel»  «liBe»  de  un  .icio 

De  M  vrrifle,  bijn  el 

•  ¡n  de  una  Icgiilic 

fin  puede j u 

tincara 

ilfn|iuíí  pur  lus  medios  <; 

ic  nijiiíllo  establecía. 

DE   LA   CORTE   3DPREMA   DE   JUSTICIA 


varias  demandas  contra  el  demandado,  una  princi- 
pal y  otra  subsidiaria,  y  ambas  forman  el  todo  de 
la  petición  (l).  (Auto,  27  de  Mayo  de  1898,  328, 
1.'  y  2.'). 

43 — No  se  puede  casar  una  sentencia  por  error 
en  la  apreciación  de  las  pruebas,  cuaudo  el  Tribu- 
nal sólo  erró  en  la  apreciación  de  determinada 
prueba,  y  el  fallo  no  se  funda  únicamente  en 
ésta  sino  también  en  otras  que  han  sido  jurídica- 
mente apreciadas.  (Casación,  9  de  Mayo  de  18y8, 
341,  l.')- 

32. 

44 — La  naturaleza  misma  de  este  recurso  exclu- 
ye una  nueva  apreciación  de  pruebas,  que  habría 
de  convertirlo  en  una  tercera  instancia,  salvo  el 
caso  de  error  evidente,  por  falta  de  apreciación 
de  una  prueba  concluyente  ó  por  motivos  análo- 
gos. (Casación,  11  de  Mayo  de  1898,  343,  2.'). 

45— La  abstención  do  fallar,  de  que  habla  el  nu- 
meral 2.»  del  artículo  2.°  de  la  Ley  169  de  1896 
(2),  se  refiere  á  los  puntos  que  han  sido  materia 
de  la  controversia,  es  decir,  á  aquellos  sobre  los 
cuales  debe  recaer  la  sentencia,  y  que  son  los  espe- 
cificados en  la  parte  petitoria  de  la  demanda,  y  no 
á  alguno  ó  algunos  de  los  argumentos  ó  razones 
en  que  se  apoya  la  acción.  (Casación,  3  de  Junio 
de  1898,  347,  1.'). 

46 — En  este  recurso  no  pueden  tenerse  en  cuenta 
extremos  que  no  hayan  sido  propuestos  como  ma- 
teria de  discusión  en  los  debates  anteriores  del 
juicio.  (Casación,  3  de  Junio  de  1898,  347,  1.'). 
30. 


(1)  Ví.«:e]nlín 

(2)  Relnüvo  S  I, 
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47 — No  es  procedente  este  recurso  cuando  lo  que 
se  impugna  es  la  inteligencia  dada  por  el  Tribu- 
nal á  las  cláusulas  de  un  contrato.  (Casación,  8 
de  Julio  de  189S,  371,  2.'). 


—  48 — Para  que  pueda  prosperar  la  causal  de  casa- 
ción consistente  en  tener  la  sentencia  disposicio- 
nes contradictoiias,  es  preciso  que  la  contradic- 
ción se  refiera  á  la  parte  resolutiva  y  que  se  ha- 

,  ya  pedido  aclaración  de  la  sentencia  oportuna- 
mente (1).  (Casación,  lSdoJuliode  1898,380,  1.') 

—  49— No  le  es  dado  á  la  Corte  Suprema,  en  casa- 
ción, hacer  supuestos  acerca  de  agravios  inferi- 
dos á  las  partes  por  una  sentencia,  cuando  tales 
agravios  uo  se  han  alegado  por  las  mismas  partes. 
(CaHación,  2  de  Julio  de  1898,  386,  1.»). 

—  50 — Este  recurso  no  tiene  cabida,  según  el  artí- 
culo 366  de  la  Ley  105  de  1890,  cuando  las  leyes 
aplicables  y  aplicadas  lian  sido  las  generales  que 
regían  en  el  país  antes  de  la  vigencia  de  la  ley 
57  de  1887,  que  las  derogó  en  absoluto.  (Casa- 
ción, 30  de  Julio  de  1893,  402,  2.*). 

Véanse  los  números  15,  65,  66,  68,  70,  72,  98, 
127,  185  y  249. 

Causa  déla  obligación.  51 — Cuando  en  virtud  de  un  fallo  se 
rescinde  para  uno  de  los  contratantes  loque  cons- 
tituye la  causa  de  la  obligación  que  contrajo, 
queda  resuelto,  por  sustracción  de  materia,  el  pac- 
to general.  (Casación,  7  de  Octubre  de  1897, 
102,  2.'). 

—  52  -Por  causa  se  entiende  el  motivo  inmediato 
que  induce  a  las  partes  á  contratar,  es  decir,  que 
la  causa  de  la  obligación  para  el  vendedor  es  la 

(1)  Vénse  ti  numeral  S.°  de!  artículo  2.°  de  U  Ley  ¡Gfl  de  1S96,  j  el  número.  210  de  la 
Juriiprudtntia  dt  la  Curie  Suprima. 
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adquisición  del  precio  de  la  cosa  vendida,  y  para 
el  comprador,  la  adquisición  de  dicha  cosa;  por 
ser  esos,  respectivamente,  los  motivos  inmedia- 
tos que  los  contratantes  tuvieron  para  celebrar 
el  contrato,  sin  que  deban  tenerse  en  cuenta  loa 
motivos  mediatos  de  la  obligación  de  cada  par- 
te(l).  (Casación,  13  de  Octubre  de  1897,  110,  i.*). 

Comiso.  53 — No  debe  confundirse  esta  pena  con  la  de  confisca- 
ción. Aquélla  cousiste  en  la  pérdida  de  la  cosa  en 
que  incurre  el  que  comercia  en  géneros  prohibi- 
dos, y  está  establecida  en  el  Código  Fiscal  para 
ciertos  casos;  la  segunda  consiste  eu  la  pérdida  de 
todos  los  bienes  de  un  reo  y  en  su  aplicación  al 
Fisco,  y  está  prohibida  por  la  Constitución  (2), 
(Auto,  21  de  Junio  de  1899,  255,  2.'). 

Competencia.  54 — Cuando  se  suscitan  competencias  sobre  su- 
marios no  perfeccionados,  la  Corte  no  debe  di- 
rimirlas sino  devolver  las  diligencias  al  Tribu- 
nal de  donde  fueron  remitidas  á  fin  de  que  lleno 
las  omisiones  de  que  adolecen.  (Auto,  17  de  Ju- 
nio de  1897,  8,  2.B). 

—  55 — Sobre  una  actuación  sumaria  imperfecta  no 
puede  haber  competencia  alguna  afirmativa  ó 
negativa,  porque  ésta  tiene  que  referirse  á  la  ju 
rísdiccióu  privativa,  ó  eea  para  fallar  en  el  fon- 
do. (Auto,  15  de  Octubre  de  1897, 112,  2.'). 

—  56— Aunque  la  competencia  no  haya  sido  provo- 
cada por  el  que  legalm«nte  ha  debido  hacerlo, 
debe  dirimirse  á  fin  de  evitar  demoras  y  perjui- 
cios á  los  interesados.  (Auto,  14  de  Marzo  de 
1898,  286,  2.*). 

Comunidad.  57 — Por  el  hecho  de  incluirse  en  una  sola  hijuela 
lo  que  debe  adjudicarse  separadamente  á  dos  he- 


(I)  Artinnlo  15!4  del  Código  Civil. 
(3)  Articulo  34  de  la  Oo os tilnoi 6a. 
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rederos,  no  resulta  necesariamente  la  obligación 
de  permanecer  en  la  indivisión;  los  coasignata- 
rios pueden  pedir  la  división  cuando  á  bien  lo  ten- 
gan. (Casación,   11  de  Agosto  de  1887,  31,  2.'). 

Comunidad.  58 — La  comunidad  que  entre  sí  forman  los  here- 
deros sólo  desaparece  cuando,  hecha  la  partición 
de  los  bienes  y  cumplidas  las  formalidades  legales 
prevenidas  para  ella,  cada  consignatario  entra 
directamente  en  posesión  de  la  parte  que  le  hu- 
biere cabido  en  la  distribución.  (Casación,  27  de 
Agosto  de  1897,  60,  1/). 
Véase  el  número  111. 

Concesiones.  59 — Las  que  por  vía  de  gracia  hace  una  entidad 
para  el  fomento  de  determinada  industria,  ó  para 
cualquier  otro  objeto,  son,  respecto  de  las  perso- 
nas á  quienes  ellas  pueden  favorecer,  meras  expec- 
tativas, que  no  constituyen  en  ningún  caso  de- 
rechos civiles  que  pueden  ser  vulnerados  por  los 
actos  en  que  la  respectiva  entidad  modifique,  eua- 
penda  ó  anule  la  graciosa  concesión,  á  menos  que 
haga  una  concesión  á  determinada  persona  ó  en- 
tidad. (Auto,  15  de  Junio  de  1899,  27J,  2.'). 

Confesión.       60 — La  prueba  de  confesión  no  es  admisible  res- 
pecto de  los  contratos  solemnes  (1).  (Casación,  31 
de  Julio  de  1897,  10,  %.*). 
Véase  el  número  115. 

Consentimiento.  61.  El  que  presta  el  marido  para  que  su  mujer 
celebre  un  contrato  no  lo  constituye  parte  con- 
trataute,  según  se  deduce  de  los  términos  precisos 
del  artículo  191  del  Código  Civil,  el  cual  estable- 
ce que  la  mujer  que  procede  con  autorización  del 
marido  lo  obliga  en  sus  bienes  de  la  misma  ma- 
nera que  si  el  aito   fuera  del  marido;  lo  que  pa- 


to Vém  ti  nfimerü  Sil. 
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teutiza  'le  un  modo  evidente  que,  de  auyo,  no  es 
obra  de  él,  porque  de  la  asimilación  de  los  hechos 
de  dos  personas  para  determinados  efectos,  no  se 
infiere  la  identidad  de  los  agentes  que  la  ejecutan. 
(Sentencia,  14  de  Julio  de  1898,  374,  1.*). 

Contratos.  62 — La  voluntad  de  los  contratantes,  sino  fuere 
contra  derecho  ó  contra  las  buenas  costumbres,  es 
ley  especial  por  la  cual  se  rigen  los  contratos,  y 
cuando  las  estipulaciones  que  éstos  contienen  son 
claras  y  terminantes,  no  caben  interpretaciones 
que  alteren  su  sentido  natural  y  recto.  (Casación, 
13  de  Octubre  de  1897,  110,  l.1). 

—  63 — En  los  que  celebren  los  Gobernadores,  auto- 
rizados por  las  Asambleas,  para  la  construcción 
de  ferrocarriles,  no  es  de  rigor  la  aprobación  del 
Gobierno  general,  sino  cuando  se  adjudica  al  con- 
cesionario del  privilegio  cierta  extensión  de  tie- 
rras baldías.  (Auto,  10  de  Agosto  de  1899,  262,  1."). 
Véanselos  números  60,  61,  69,  96,  135,  153,  156, 
199,  200  y  201. 

Cosa  juzgada.  64 — La  acción  rescisoria  es  de  índole  entera- 
mente diferente  á  la  acción  resolutoria,  y,  por 
consiguiente,  la  sentencia  pronunciada  en  el  jui- 
cio en  que  se  intenta  aquella  acción  no  funda  la 
excepción  de  cosa  juzgada  en  el  que  promuevan 
las  mismas  partes  posteriormente  ejercitando  la 
acción  resolutoria  (1).  (Casación,  2  de  Octubre 
de  1897,  95,  2.B). 

Costas.  65 — El  recurso  de  casación  está  sujeto  á  costas  (2). 

(Casación,  26  de  Agosto  de  1897,  38,  2.'). 

—  66 — El  recurso  de  casación  no  tiene  cabida  en 
lo  relativo  á  costas,  porque  él  se  refiere  sólo  á 
puntos  que  son  materia  de  la  controversia  y  no 

(1)  Víase  el  nfimero  1,286. 

(2)  Víueel  numero  217. 


852  JURISPRUDENCIA 

á  accesorios  como  la  condenación  de  costas,  acer- 
ca de  la  cual  no  puede  establecerse  doctrina  legal 
(1).    (Casación,    2  de   Septiembre  de  1897,    52, 

1.-J2.0- 

68 

Costas.  67 — El   numeral   2.*  del  articulo  864  del  Código 

Judicial,  no  establece  diferencia  entre  acción 
principal  y  demanda  de  reconvención,  sino  que 
ordena  en  general  la  condenación  en  costas  cuan- 
do se  interpone  algún  recurso  y  la  providencia 
contra  la  cual  se  interpone  sea  confirmada.  Pero 
como  cuando  ambas  partes  apelan  y  es  confirma- 
da la  sentencia,  no  serla  fácil  separar  las  costas 
de  cada  parte  en  lo  relativo  al  punto  apelado  por 
cada  una,  la  práctica  observada  en  tales  casos  es 
la  do  no  condenar  en  costas  á  ninguna  de  las  par- 
tee, para  que  cada  cual  pierda  las  que  ha  inverti- 
do respectivamente.  (Sentencia,  1."  de  Diciembre 
de  1897,159,1.-). 

—  68 — La  tercera  causal  de  casación,  de  que  trata  el 

ordinal  3.'  del  artículo  369  de  la  Ley  105  de  1890  (2) 
consistente  en  contener  disposiciones  contradic- 
torias la  sentencia  del  Tribunal,  se  refiere  á  pun- 
tos sustanciales  del  debate,  y  no  á  declaraciones 
accesorias  como  la  de  costas.  (Casación,  30  de  No- 
viembre de  1897,  188,  1.'). 
Véase  el  número  124. 

Crédito  público.  69— Los  contratos  á  que  se  refiere  el  inciso 
1.°  del  artículo  2.°  de  la  Ley  44  de  1886  no  pue- 
den ser  motivo  de  reconocimiento  de  créditos  á 
cargo  del  Tesoro  sino  cuando  aparecen  debida- 
mente comprobados;  y  no  puede  aceptarse  como 
comprobación  legal  suficiente,  una  copia  de  do- 
cumento tomada  de  un  libio  que  reposa  en  poder 


(1)  Véanse!  numero  411. 

(3)  E»lt  artículo  t  Mi  subrogado  por  el  1°  ¿e  la  I. ...-y  169  de  1S98. 
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de  un  individuo  particular,  sin  tener  carácter 
de  archivo  público.  (Sentencia,  16  de  Noviembre 
de  1897,  138,  2/}. 

[Tía.  70  —No  obsta,    para  admitir  el  recurso  de  casa- 

ción, el  no  haberse  fijado  la  cuantía  del  negocio 
en  la  demanda  principal,  cuando,  dado  el  valor  de 
la  cosa  demandada,  no  queda  duda  de  que  el  in- 
terés de  ella  excede  de  tres  mil  pesos.  (Casación, 
27  de  Septiembre  de  1897,  S3,  2.*). 

—  Ti — La  cuantía  de  un  juicio  ejecutivo,  cualquie- 
ra que  sea,  no  puede  tenerse  eu  cuenta  para  que 
sirva  de  fundamento  á  la  concesión  del  recurso 
de  casación  propuesto  contra  la  sentencia  dicta- 
da en  una  tercería,  por  la  sencilla  razón  de  que 
son  las  tercerías  las  que  se  sustancian  y  deciden 
en  juicio  ordinario,  y  el  expresado  recurso  sólo 
se  concede  respecto  de  las  sentencias  dictadas  en 
esa  clase  de  juicios.  Ea,  por  consiguiente,  la  cuan- 
tía de  la  tercería  la  que  únicamente  puede  tener- 
se eu  cuenta  para  la  concesión  del  recurso.  (Auto, 
27  de  Enero  de  1898,  280,  1.'). 

—  72— La  facultad  que  la  parte  final  del  artículo  53 
de  la  Ley  100  de  189a  (1)  concede  á  la  Corte  para 
devolver  el  expediente  cuando  no  ha  precedido 
avalúo  pericial,  se  refiere  al  caso  en  que  el  recur- 
bo  haya  sido  concedido  por  el  Tribunal,  y  nada 
dice  de  lo  que  deba  hacerse  cuando  el  recurso 
haya  sido  negado;  pero  como  para  la  concesión 
del  recurso  de  casación  la  regla  más  segura  para 
la  estimación  de  la  cuantía,  cuando  ésta  no  se  ha 
fijado  en  la  demanda,  es  el  avalúo  pericial,  y  «so 
es  lo  más  conforme  á  la  equidad,  la  Corte  debe 
acoger  el  recurso  de  hecho  para  el  efecto  de  orde- 

(1)  Eitc  Hítenlo  rcria  sobre  cunttfn  .Ifl  pinito  pira  las  efectos  del  recurso  de  cauoidn. 

23 
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Dar  que  el  Tribunal  practique  el  avalúo  pericial, 
y  que  en  vista  de  é)  dicte  nuevo  auto  de  concesión 
ó  de  denegación  del  recurso.    (Auto,  27  de  Ene- 
ro de  1898,  280,  t.»  y  2."). 
Véase  el  número  35. 

73— En  los  juicios  de  cuentas  hay  que  distinguir 
dos  faces  :  la  obligación  de  rendirlas,  que  ob  lo 
que  se  ventila  en  juicio  especial,  y  las  cuentaB 
mismas,  que  son  materia  de  juicio  ordinario.  Por 
tanto,  comprobada  y  decretada  esa  obligación  en 
el  juicio  especia],  queda  ella  fuera  del  ordinario, 
puesto  que  los  puntos  que  se  ventilan  en  éste  no 
son  otros  que  los  que  se  refieren  á  la  justificación 
de  las  cuentas.  No  hay,  pues,  analogía  entre  estos 
juicios  y  los  demás  especiales  que  se  convierten 
en  ordinarios,  porque  en  éstos  se  ventilan  los  mis- 
mos puntos  ó  hechos  que  en  los  sumarios  respecti 
vos;  y,  de  consiguiente,  hay  libertad  de  modificar 
ó  alterar  lo  cardinal  de  los  fallos  proferidos,  pre- 
vios los  trámites  del  juicio  especial  ó  preliminar. 
(Casación,  5  de  Agosto  de  1897,  18,  1/  y  2.'). 

74 — El  juicio  de  cuentas  sólo  tiene  lugar  cuando 
el  interesado  lo  promueve  ncompafiando  á  su  da- 
manda  algún  documento  en  que  conste  la  obliga- 
ción expresa  del  demandado  de  rendir  la  cuenta 
respectiva;  ó  cuando  éste  ha  desempeñado  un  car- 
go ó  ejecutado  un  hecho  de  los  que  imponen  esa 
misma  obligación,  de  acuerdo  con  las  leyes,  como 
sucede  á  los  tutores  y  curadores,  á  los  albaceas  ó 
ejecutores  testamentarios,  á  los  gestores  de  nego- 
cios, á  los  mandatarios,  y  en  general,  á  Iob  que 
administran  bienes  ajenos.  (Casación,  27  de  Sep- 
tiembre de  18B7,  78,  2."J. 

75 — No  puede  considerarse  como  juicio  de  cuen- 
tas aquel  en  que  entran  las  cuentas  como  ele- 
mento probatorio,  pero  que   no  tiene  por  objeto 
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obligar  al  demandado  á,  rendir  cuenta  alguna, 
que  es  el  fin  de  esta  clase  de  juicios.  (Casación, 
27  de  Septiembre  de  1897,  85,  3.*}, 

Cuestas  en  participación.  76 — El  contrato  de  que  trata  el  ar- 
tículo 629  del  Código  de  Comercio  (cuentas  en 
participación),  no  puede  tener  lugar  sino  entre 
comerciantes.  Cuando  se  celebra  entre  personas 
que  no  ejercen  habitualmente  el  comercio,  se  rige 
por  el  derecho  común,  y  no  por  las  disposiciones 
especiales  del  derecho  mercantil  (1).  (Casación,  31 
de  Julio  de  1 S97,  10,  1.*  y  2.1). 

Culpa.  77 — Conforme  á  nuestra  legislación  no  puede  esta- 

blecerse diferencia  entre  la  culpa  llamada  contrac- 
tual y  la  delictuosa  para  el  efecto  de  sostener  que 
es  cuando  se  trata  de  la  primera  cuando  incumbe 
la  prueba  de  ia  diligencia  y  cuidado  al  que  ha  de- 
bido emplearlo.  (Casación,  17  de  Diciembre  do 
1S97,  222,  I.' y  2.a). 

Demanda.  78 — No  es  lícito  al  Juez  apoyar  su  decisión  en  he- 
chos comprobados  en  los  autos,  pero  no  alegados  en 
la  demanda.  La  ley  qui«re  que  ésta  contenga  ne- 
cesariamente dos  partes:  en  la  una  se  determinan 
los  hechos  que  le  sirven  de  fundamento,  y  en  la 
otra  lo  que  s«  pide  como  consecuencia  de  esos  he- 
chos y  de  las  disposiciones  sustantivas  que  esta- 
blecen el  derecho  entre  las  partes.  El  demandado 
al  contestar  la  demanda,  tiene  el  deber  de  respon- 
der categóricamente  sobre  los  hechos  especificados 
en  ella,  de  modo  que  al  abrirse  el  juicio  en  virtud 
de  la  contestación  qm  "  .i  completamente  circuns- 
critos ó  determinados  .os  puntos  sobre  los  cuales 
va  a  versar  el  debate  y  ha  de  recaer  la  senten- 
cia (2)  (Casación,  29  de  Julio  de  1897,  3,  2.*). 

(I)  Véase  el  utiirieto  433. 
(!)  KM  el  número  472. 
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79 — En  conformidad  con  el  artículo  930  del  Códi- 
go Judicial  (reforma  vigésima  de  la  Ley  46  de 
1876),  que  modifica  el  267  del  propio  Código,  ya  no 
es  obligatorio  presentar  con  la  demanda  los  docu 
metí  tos  que  tenga  el  demandante  en  su  poder, 
aunque  se  le  reconoce  el  derecho  de  presentar  to- 
dos los  que  á  bien  teuga.  {Casación,  23  de  No- 
viembre de  1897,  173,  2."). 


80— De  que  una  demanda  sea  inepta  ó  de  que  haya 
objeciones  que  hacer  á  la  personería  ó  al  derecho 
del  actor,  no  se  infiere  ni  puede  inferirse  que  la 
sentencia  que  condena  al  demandado,  en  conso- 
nancia con  las  pretensiones  de  aquél,  oportuna- 
mente deducidas,  no  sea  congruente  con  lo  que  ha 
sido  materia  de  la  acción  propuesta  y  discutida  ó 
que  haya  recaído  sobre  puntos  que  no  fueron  di- 
lucidados en  el  juicio.  (Casación,  19  de  Febrero 
de  1898,  266,  2.').  * 

81 — Los  defectos  de  forma  en  la  manera  de  pedir 
ó  de  establecer  la  demanda  no  afectan  el  fondo  de 
la  cuestión  que  es  objeto  de  ella,  pues  tan  sólo 
dan  cabida  á  una  excepción  dilatoria,  que  puede 
proponerse  para  que  se  corrijan  antes  de  dar  en- 
trada al  juicio  con  la  contestación,  que  es  la  que 
fija  la  controversia.  Por  consiguiente,  no  consti- 
tuyen causal  de  casación.  (Casación,  19  de  Fe- 
brero de  1698,  266,  2.'). 
Véa.ise  los  números  17,  42  y  67. 


82 — Las  tardanzas  en  que  incurran  1 
en  el  despacho  de  sus  negocios,  no  se  justifican 
con  la  razón  de  no  habérseles  suministrado  los 
útiles  de  escritorio  necesarios  para  dejar  constan- 
cia de  las  vistas,  porque  ésta  puede  sacarse  de 
los  borradores  sin  dejar  por  eso  de  dar  curso  i 
los  negocios.  (Auto.  9  de  Agosto  de  1897,  72,  1.*) 
1  número  114. 
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Delito  militar.  83 — Para  que  un  delito  esté  comprendido  e.n  el 
articulo  1365  del  Código  Militar,  es  preciso  que 
reúna  Ion  tres  elementos  del  hecho,  de  la  persona 
y  del  lugar  que  determinan  la  competencia  de 
la  autoridad  militar.  Es  decir,  que  sea  cometido 
por  un  militar,  con  infracción  de  las  leyes  mili- 
tarea  y  en  asunto  del  servicio  (1).  (Sentencia,  25 
de  Septiembre  de  1897,  88,  2.*). 

Deslinde  84—  El  juicio  de  deslinde  y  amojonamiento  no  ter- 
mina con  el  señalamiento  de  la  línea  divisoria  de 
los  predios,  sino  con  el  amojonamiento  y  entrega 
de  la  porción  correspondiente  á  cada  interesado, 
y  á  esa  importante  diligencia  tienen  derecho  de 
concurrir  todos  los  dueños  de  los  predios  en  cues- 
tión para  cuidar  de  que  se  fijen  los  mojones  sobre 
la  línea  del  deslinde.  (Auto,  21  de  Febrero  de 
1898,  384,   1."). 

Derechos.  85 — Los  derechos  de  pontazgo  que  establezcan 
las  Asambleas  no  constituyen  una  contribución, 
sino  simplemente  el  pago  del  servicio  prestado  á 
quienes  hagan  uso  del  puente.  (Auto,  17  de  Mayo 
de  1899,  245,  2,-). 

Detención  del  sindicado.  86— Ella  obedece  principalmente  á 
la  necesidad  de  impedir  que  el  culpable  se  sus- 
traiga á  la  acción  de  la  justicia.  Cuando  el  delito 
no  es  grave,  se  presume  que  el  individuo  no  tiene 
gran  interesen  burlar  la  ley  exponiéndose  á las  pe- 
nalidades de  los  prófugos,  y  por  eso  se  permítela 
excarcelación  con  fianza;  pero  si  el  delitoy  la  pena 
son  graves,  el  temor  y  la  esperanza  de  la  impuni- 
dad son  motivos  seductores  bastante  fuertes  para 
la  fuga,  y  en  eso  se  fúndala  ley  para  prohibir  la 
excarcelación  con  fianza  en  tales  circunstancias. 
(Sentencia,  18  de  Septiembre  de  1897,  71,    1.'). 


r\ 
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Detenido,  87 — La  Resolución  del  Ministerio  de  Justicia  de  1 5 
de  Octubre  de  1894,  no  autoriza  la  excarcelación 
con  fianza  en  los  casos  en  que  la  ley  la  prohibe; 
aquella  Resolución  permite  cambiar  el  lugar  del 
arresto,  sin  abandonar  la  custodia  del  detenido, 
para  atender,  á  la  curación  de  una  grave  enfer- 
medad del  mismo,  ó  para  evitar  el  contagio,  se- 
gún el  caso.  (Sentencia,  1S  de  Septiembre  de  1897, 
71,  1.'). 

Deudas  hereditarias.  88 — A  los  herederos  se  transmiten  los 
derechos  y  obligaciones  del  difunto,  y  como  dere- 
chos y  obligaciones  son  cosas  correlativas,  es  cla- 
ro que  no  se  imponen  las  últimas  sino  á  condición 
de  que  se  puedan  ejercita]'  los  primeros.  De  consi- 
guiente, para  quu  los  herederos  tengan  Ja  obliga- 
ción de  cubrir  las  deudas  que  afecten  la  sucesión, 
es  preciso  que  los  acreedores  cumplan  antes  con 
el  deber  de  comprobarlas  en  forma  legal,  respe- 
tando el  derecho  con  que  aquéllos  exigen  tal  com  - 
probación,  eu  la  misma  forma  en  que  lo  habría 
hecho  el  difunto  si  la  demanda  se  hubiese  inten- 
tado antes  de  su  muerte.  (Casación,  10  de  Diciem- 
bre de  1897,  101,  2.a). 

—  89 — Las  deudas  de  la  sucesión  deben  incluirse  en 
el  inventario  para  que  en  el  traslado  que  de  esta 
diligenciase  confiere  á los  herederos  puedan  éstos 
ejercitar  el  derecho  de  rechazar  las  que  no  apa- 
rezcan debidamente  comprobadas.  (Casación,  10 
de  Diciembre  de  1897,  192,  1.'). 

—  90 — Los  acreedores  hereditarios  pueden  hacer  va- 
ler, en  juicio  separado,  los  derechos  que  crean 
tener  contra  la  sucesión;  pero  adjudicar  en  la 
partición  un  inmueble  para  el  pago  de  dichas 
deudas,  sin  que  en  el  juicio  se  hayan  establecido 
las  pruebas  necesarias  que  debieron  servirles  de 
apoyo,  es  cosa  contraria  al  sistema  legal  sobre 
particiones  de  herencias.  (Casación,  lOdeDiciem 
bredel897,  192,  1.'). 
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91 — Las  razones  de  conveniencia  pública  que  se 
puedan  hacer  valer  á  fin  de  demostrar  que  la  ca- 
becera de  cierto  Distrito  determinado  debe  ser 
más  bien  la  población  conocida  con  el  nombre  A 
que  la  conocida  con  el  nombre  B,  asunto  es  éste 
que  debe  ventilarse  en  el  seno  de  las  Asambleas 
&  quienes  la  ley  encornando  todo  lo  concerniente 
á  la  organización  y  progreso  de  los  Distritos, 
según  el  artículo  1S4  del  Código  Político  y  Muni- 
cipal. (Auto,  6  de  Octubre  de  1899,  376,  2.'). 

División  de  bienes.  92 — Los  defectos  ú  omisiones  en  la  división 
de  los  bienes  hereditarios,  aunque  huhieran  podi- 
do servir  para  reformarla,  hecha  en  tiempo  la 
respectiva  reclamación,  no  aprovechan,  para  los 
efectos  de  la  casación,  á  los  interesados  quo  han 
prestado  su  conformidad  á  la  misma  división. 
(Casación,  2  de  Julio  de  1898,  381»,  2."). 

Véanse  los  números  112,  146  y  los  relativos  á  Co- 
munidad. 

Empresarios.  93 — No  es  suficiente  para  eximir  de  responsabili- 
dad al  empresario  de  una  vía  férrea  por  los  daños 
causados  por  razón  del  servicio,  la  consideración 
de  que  por  su  parte  se  haya  tenido  mucho  cuida- 
do en  la  elección  de  los  empleados  y  dependientes 
de  la  empresa,  ni  la  de  que  estaba  ausente  cuando 
se  causó  el  daflo.  (Casación,  17  do  Diciembre  de 
J8PT,  222,  l.1). 

104  y  223. 

Eíícargo.  94  — El  testador  puede  muy  bien  conferir  al  alba- 
cea  el  encargo  de  pagar  una  obligación  consisten- 
te en  el  otorgamiento  de  una  escritura  pública 
á  que  estaba  obligado  en  virtud  de  una  promesa 
formal.  Este  encarg»  no  es  contrario  á  ninguna 
disposición  legal,  y  cabe  muy  bien  éntrelas  fa- 
cultades que  el  testador  puede  confeiir  al  albacea 
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y  en  las  obligaciones  de  los  herederos  conférme  á 
los  artículos  1327,  13*3,  1353,  2195  y  2196  del  Có- 
digo Civil.  (Casación,  2  de  Agosto  de  1898,  404,  l.«). 

95— El  endosante  de  un  pagaré  ala  orden  no  pue- 
de salvar  su  responsabilidad  al  hacer  el  endoso, 
del  mismo  modo  que,  en  virtud  de  la  ley,  tampo- 
co lo  puede  el  endosante  de  una  letra  de  cambio; 
pues  las  obligaciones  que  la  ley  impone  a  éste  s« 
entiende  igualmente  prescritas  al  endosante  de 
un  pagaré  á  la  orden  sin  excepción  ni  limitación 
ninguna  (1).  (Casación,  4  de  Octubre  de  1897, 
94,  2!). 

96 — Si  en  un  contrato  se  estipula  la  obligación  de 
restituir  una  cosa  después  de  cierto  plazo,  sin  in- 
dicar el  estado  en  que  'lebe  hacerse  la  entrega, 
se  sobreentiende  que  debe  ser  en  aquel  en  que 
pueda  prestar  el  servicio  a  que  estaba  destinada 
dicha  coBa.  (Sentencia,  12  de  Noviembre  de  1897, 
117,  1.'). 

97 — La  estimación  de  hecho  relativa  á  la  inten- 
ción de  las  partes  en  un  contrato  cae  bajo  las 
atribuciones  de  la  Sala  sentenciadora,  en  tanto 
que  no  desnaturalice,  so  pretexto  de  interpretar, 
los  términos  claros  y  no  ambiguos  de]  la  con- 
vención habida  entre  las  partes.  El  error  de  he- 
cho que  de  ello  pudiera  resultar,  no  es  de  la 
incumbencia  de  la  Corte  si  él  no  se  alega  en  la 
forma  debida  y  si,  de  otro  lado,  no  aparece  de  un 
modo  evidente  en  los  autos.  (Casación,  27  de  Abril 
de  1898,  298,  2.'). 

98 — En  conformidad  con  el  segundo  aparte  del 
inciso  1.°  del  articulo  369  de  la  Ley  105  de  1890, 


1 


(1)  La   doctrina  )*  refiere  al  Cídigo  de  Oomerolo   de   Candi  ñamara,  pero  m 
aplicable  a  Ui  diipo.idonti  riel  Código  da  uomeroío  H icio  nal  rigeute.  Taana*  loa  *r- 

títulos  710  y  tOt  da  este  Código. 
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la  Corte  ha  declarado  siempre  ineficaz  para  la  ca- 
sación de  una  sentencia  el  error  de  hecho,  si  éste 
no  resulta  acreditado  con  documentos  ó  actos 
auténticos  que  obran  en  el  proceso  (1).  (Casación, 
27  de  Septiembre  de  1897,  78,  1.»). 

118 
Véanse  los  números  19,  20,  y  206 

Excarcelación.  99— La  detención  provisional  del  sindicado  es 
una  garantía  de  seguridad  social,  mientras  que 
la  excarcelación  con  fianza  es  un  beneficio  que  la 
ley  otorga  a  los  sindicados  ó  procesados.  (Auto, 
18  de  Septiembre  de  1897,  71,  2."). 
"Véase  el  número  86. 

Excepción.  100 — Sólo  se  prohibe  admitir  la  excepción  de  com- 
pensación en  las  ejecuciones  que  se  libran  en  vir- 
tud de  los  documentos  expresados  en  los  tres  in- 
cisos del  artículo  1096  del  Código  Judicial.  (Auto, 
29  de  Marzo  de  1898,  303,  2.'). 

Expropiaciones.  101 — Las  expropiaciones  á  que  se  refiere  la 
Ley  56  de  1890,  heohas  en  tiempo  de  guerra  civil 
ó  internacional,  y  que  dan  derecho  a  intereses, 
son  aquellas  en  que  median  las  circunstancias  es- 
peciales que  allí  mismo  se  determinan,  y  no  las 
que  se  exigen  en  otra  forma  y  sin  señalar  un  pla- 
zo preciso  para  la  indemnización.  (Sentencia,  17 
de  Agosto  de  1898,  408,  1."). 
133. 

Falsedad.  102 — Para  que  se  cometa  este  delito  se  requiere 
indispensablemente  la  intención  fraudulenta  ó 
criminosa  con  que  se  altera  la  verdad  (2).  (Auto, 
29  de  Octubre  de  1897,  144,  1.'). 

(1}  Ei  articulo  38B,  citado,  fue  derogado  por  el  I»  Je  l«  Ley  lst  de  i;M¡  pero 
•I  articulo  1° de  ceta.  Ley  (inciso  2.*  del  numeral  l.<)  contiena  igual  doctrina.  Véaie 
•1  nnm*ioI*S. 

(3)  Víate  el  numero  flflS, 
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Pechas.  103 — Cuando  una  diligencia  d<3  notificación  tiena 

dos  fechas  indicantes  de  la  época  en  que  se  efec- 
tuó, debe  tenerse  por  verdadera  la  posterior,  es 
decir,  la  última.  En  efecto,  basta  considerar  par» 
ello  que  las  diligencias  de  esa  especia  se  extien- 
den casi  siempre  antes  de  hacerse  la  notificación; 
que  ésta  se  hace  muchas  veces  en  fecha  posterior 
á  la  que  expresa  ta  diligencia,  en  cuyo  caso  se 
acostumbra  agregar  la  verdadera  fecha.  (Casa- 
ción, 27  de  Septiembre  de  1897,  77,  1.'). 

Ferrocarriles.  104 — Lo  que  quisa  el  legislador  con  la  disposi- 
cián  del  artículo  5.*  de  la  Ley  62  de  1887,  fue  es- 
tablecer una  regla  especial  á  virtud  de  la  cual  los 
empresarios  de  vías  férreas  (no  los  maquinistas  y 
dependientes)  respondiesen  de  los  darlos  causados 
á  las  personas  ó  á  las  propiedades  por  razón  del 
servicio  de  las  mismas  vías,  regla  que  ha  venido 
á  complementar  la  del  artículo  9347  del  Código  Ci- 
vil. (Casación,  17  de  Diciembre  de  1897,  223,  1.»). 

—  105 — Tiene  el  carácter  de  obra  de  interés  público 

todo  ferrocarril  que  ponga  en  comunicación  con 
el  mar  una  extensa  y  rica  región  del  territorio  (1). 
(Auto,  10  de  Agosto  de  1899,  261,  a.1). 
Véase  el  número  93. 

Firma.  106— El  auto  por  el  cual  el  Tribunal  niega  la  eje- 

cución en  el  juicio  promovido  por  el  Departamen- 
to contra  particulares,  debe  firmarse  no  sólo  por 
el  Magistrado  sustauciador,  sino  por  toda  la  Sala, 
puesto  que  no  puede  considerarse  como  un  acto 
de  pura  sustanciación,  sino  como  una  decisión  en 
que  se  niega  la  acción  ejecutiva  (2).  (Sentencia, 
31  de  Julio  de  1897,  16,  i.*). 


(I)  Vá;.se  el  articulo  14  ñt  la  Lea  101  de  1S95,  qu«  confirma  e-t«  rUctrín». 
(5)  Ertí  doctrina  le  deduce  rectamente  ¿c  la  ultima  paite  del    articula    S,°   da  la  L 
18»  de  I8DG;  peco  aun  antes  da  aaucí unirte  esu  ley,  la  Curta  había  tentado  igual  dociiina. 
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Firma.  107 — Una  persona  que  no  sepa  escribir,  6  que  ac- 

cidentalmente tenga  para  ello  algún  impedimen- 
to físico,  puede  hacer  que  otra  persona  firme  á 
ruego,  y  un  memorial  en  esas  condiciones  debe 
ser  admitido,  sin  perjuicio  de  las  procauciones 
que  sean  necesarias  para  cerciorarse  de  que  la  so- 
licitud es  realmente  del  que  figura  en  ella.  (Auto, 
15  de  Noviembre  de  1897,  140,  1.'). 

—  108 — Ninguna  ley  exige  que  las  mujeres  casadas 
usen  después  de  su  apellido  de  familia,  el  apellido 
del  marido  precedido  de  la  preposición  de;  por 
consiguiente,  no  son  nulos,  por  tal  motivo,  los 
documentos  que  las  mujeres  catadas  suscriban 
sin  el  apellido  del  marido.  (Casación,  19  de  Agos- 
to de  1898,  40C,  1.'). 

Fiscales.  109 — Los  Fiscales  de  los  Tribunales,  los  de  losjuz- 

gados  superiores  y  de  Circuito  no  son  empleados 
departamentales  sino  nacionales;  sus  funciones 
están  determinadas  por  las  leyes,  y  no  pueden  las 
Asambleas  departamentales  ni  los  Gobernadores 
imponerles  nuevos  deberes  (1).  (Auto,  3  de  Mayo 
de  1899,  243,  L"). 

Gananciales.  110  — La  nulidad  de  que  puede  adolecer  la  venta 
de  los  bienes  ó  derechos  hereditarios,  en  confor- 
midad con  lo  dispuesto  por  el  artículo  757  del  Có- 
digo Civil,  no  puede  aplicarse  á  la  enajenación 
de  los  bienos  que  correspondan  ó  puedan  corres- 
ponder al  cónyuge  sobreviviente  á  título  de  ga- 
nanciales. (Casación,  1 8  de  Julio  de  1S9S,  379,  2.*). 

—  111 — La  venta  que  hace  el  cónyuge  sobrevivien- 
te de  los  bienes  que  le  correspondan  ó  puedan  co- 
rrespondería á  título  de  gananciales,  es  válida  y 
no  perjudica  los  derechos  del  verdadero  dueño.  Es 


lo  276  del  Código  Político  y  Municipal. 
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la  venta  que  uu  comunero  puede  hacer  de  su  cuo- 
ta eu  la  cosa  común.    (Oasacióu,    1 S  de  Julio  de 

1898,  380,  1.'). 

Gananciales.  112 — La  venta  que  haga  el  cónyuge  sobrevivien- 
te de  los  bienes  que  le  correspondau  como  mitad 
de  gananciales,  no  es  obstáculo  para  que  se  haga 
la  división  de  gananciales  ó  liquidación  de  la  so- 
ciedad couyugal,  porque  dicha  venta  no  puede 
afectar  los  derechos  de  los  otros  comuneros,  y  el 
comprador  sólo  tiene  los  que  correspondieron  á  su 
causante  en  aquellas  operaciones.  (Casación,  18  de 
Julio  de  1S98,  380,  1."  y  2.*). 

Gobebnadob.  113— Un  Gobernador  no  es  responsable  de  no  ha- 
berse consultado  con  el  Gobierno  central  una  re- 
solución sobre  suspensión  de  una  Ordenanza, 
cuando  él  ha  ordenado  la  consulta  y  los  emplea- 
dos subalternos  á  quienes  corresponde  cumplir  la 
orden,  la  han  omitido.  (Auto,    24  de  Febrero  de 

1899,  240,  2.»). 

Grado  de  culpabilidad.  114— En  los  juicios  por  demoras,  no 
puede  hacerse  la  calificación  en  tercer  grado  de 
culpabilidad,  sino  en  otro  que  merezca  mayor 
pena,  si  los  negocios  demorados  fueron  varios  y 
por  largo  tiempo.  (Sentencia,  9  de  Octubre  de 
1897,  111,  1."). 

Graduación  de  créditos.  115 — No  es  motivo  suficiente  para 
excluir  de  la  sentencia  de  graduación  de  créditos 
á  aquel  que  se  ha  hecho  valer  en  la  confesión 
ficta  del  deudor,  la  circunstancia  de  que  existen 
otros  acreedores  que  han  justificado  plenamente 
sus  derechos  con  documentos  privados  extendi- 
dos en  debida  forma  y  reconocidos  legalmente, 
y  la  confesión  no  ha  de  perjudicar  sino  a  la  per- 
Eona  que  la  hace,  porque  el  inconveniente  queda 
salvado  con  colocar  la  deuda  que  se  cobra  en  úl- 
timo lugar.  (Casación,  4  de  Octubre  de  1897, 
90,  1."). 
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Graduación  de  créditos.  1 1 6  —Es  irregular  el  procedimiento  de 
dictar  sentencia  parcial  sobre  puntos  que  debie- 
ron ser  objeto  de  la  giaduacióo  de  créditos  (1). 
(Sentencia,   14  de  Julio  de  1898,  372,  1,*). 

Gravedad.  U7 — La  defiuición  de  los  casos  más  graves  en  los 
delitos  de  asesinato,  parricidio,  traición,  etc.,  co- 
rresponde al  Legislador,  no  sólo  por  ser  función 
propia  de  él,  sino  por  mandato  especial  del  arti- 
culo 29  de  la  Constitución;  y  la  ley  no  puede  de- 
jar esa  determinación  de  la  gravedad  máxima 
al  juicio  del  Juez  ni  de  los  Jurados.  (Sentencia, 
26  de  Agosto  de  1897,  44,  1.a). 
137. 

HECHoa.  118 — El  Tribunal  es  soberano  en  la   apreciación 

de  los  hechos,  y  la  Corte  no  puede  variar  esa 
apreciación  sino  en  el  caso  de  que  el  error  aparez- 
ca de  un  modo  evidente  en  los  autos.  (Casación, 
31  de  Julio  de  1897,  11,  l.1;  Casación,  18  de  Di- 
ciembre de  1897,  216,  2.*;  Casación,  27  de  Abril  de 
1898,  298,  2.»;  Casación,  27  de  Junio  de  1898,  331, 
2.»  y  332,  1.»;  Casación,  11  de  Mayo  de  1898, 
343,  2.»). 
Véase  el  número  97. 

Heredero.  119— Al  declarar  el  artículo  757  del  Código  Civil 
que  en  el  momento  de  deferirse  la  herencia  la 
posesión  se  confiere  al  heredero,  por  heredero  se 
entiende  todos  los  que  sean  llamados  por  la  ley  á 
la  herencia,  es  decir,  la  comunidad  que  entre  el 
forman  los  herederos.  (Casación,  27  de  Agosto 
de  1S97,  60,  1.'). 

Hipoteca.  120 — La  disposición  del  artículo  2453  del  Código 
Civil  no  priva  al  tercer  poseedor  de  una  finca  hi- 
potecada del  derecho  de  alegar  la  prescripción  de 
la  acción  hipotecaria,  por  lo  mismo  que  la  hipo- 


(1)  A. i  lo  babin  dactanuln  la  Corte  en  sentencia  de  3o  de  Junio  de  18BB-. 
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teca  es  inherente  á  la  finca,  y  al  poseedor  de  ella 
le  aprovecha  ese  medio  legal  de  libertarla  del  gra- 
vamen con  que  la  adquirió.  No  hay  disposición 
legal  que  prohiba  á  esos  poseedores  aprovecharse 
de  la  prescripción  que  ha  extinguido  la  acción  hi- 
potecaria, con  la  cual  se  persiguen  las  fincas  que 
poseen.  (Casación,  7  de  Septiembre  de  1897, 
66,  2.»). 

Hipoteca.  121 — Como  el  derecho  de  perseguir  la  finca  hipo- 
tecada (se  trata  de  la  hipoteca  convencional)  re- 
sulta de  la  acción  real,  en  virtud  de  la  cual  puede 
el  acreedor  proceder  contra  la  cosa  hipotecada 
cualquiera  que  sea  su  actual  poseedor,  y  conse- 
guir que  éste  le  ceda  ó  satisfaga  su  deuda,  y 
ctmo  esta  acción,  á  causa  de  tener  por  objeto  el 
inmueble,  debe  necesariamente  ejercitarse  en  el 
lugar  donde  ésto  se  halle,  es  fuerza  admitir  que 
dicha  acción  ha  de  estar  sometida  á  la  lex  rei 
sita,  no  sólo  en  lo  concerniente  á  los  modos  de 
ejercitarla,  sino  también  á  los  requisitos  que 
debe  tener  el  título  en  que  está  fundada,  y,  por 
lo  tanto,  á  todo  lo  referente  á  la  eficacia  del  mis- 
mo titulo  (1).  (Casación,  7  de  Septiembre  de  1897, 
67,1.'). 

—  122 — La  obligación  hipotecaria  es  accesoria  y  no 
puede  exigirse  su  cumplimiento  mientras  pueda 
ejercitarse  la  principal  á  que  ella  accede,  ó  no  se 
realice  el  evento  ó  acontecimiento  futuro  que  au- 
torice para  ello.  (Casación,  19  de  Noviembre  de 
1897,  179,1.'). 

—  123 — La  constitución  de  hipoteca  sobre  el  dere- 
cho eventual  que  pueda  corresponder  al  cónyuge 
sobreviviente  á  título  de  gananciales  en  un  in- 
mueble de  la  sociedad  conyugal,  es  acto  que  no 

(1)  La  Corte  declara  qneeita  ei  doctrina  corriera*  en   Derecho  Internacional 
Privado. 
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infiere  lesión  al  derecho  de  los  otros  comuneros, 
y  del  cual  no  puede  nacer,  por  lo  mismo,  acción 
por  parte  de  éstos  para  hacerlo  anular,  y  mucho 
menos  para  reclamar  dominio  en  lo  que  es  exclu- 
sivo del  otro  comunero.  (Casación,  3  de  Junio 
de  1898,  347,  2."). 
Véase  el  número  197. 

Honorarios.  124—  Considerándose  los  honorarios  de  los  peritos 
como  costas  del  juicio,  la  Nación  no  puede  ser 
obligada  á  pagarlos,  en  virtud  de  lo  que  dispone 
el  artículo  35  de  la  Ley  10Ü  de  1892;  mucho  me- 
nos cuando  se  trata  de  diligencias  que  ella  no  ha 
promovido  ni  han  tenido  por  objeto  sostener  sus 
intereses.  (Auto,  21  de  Febrero  de  1898,  384,  1.'). 
Véase  el  número  16. 

Impuestos.  125 — Las  Asambleas  departamentales  no  pueden, 
sin  extralimitar  sus  funciones,  establecer,  so  pre- 
texto de  contribución  comercial,  impuestos  que 
vayan  á  gravar  la  importación  de  mercancías  ex- 
tranjeras por  los  puertos  del  Departamento  de- 
clarados francos  por  leyes  generales  de  la  Repú- 
blica. (Auto,  8  de  Agosto  de  1899,  3Ó8,  1.*). 

—  126 — Como  los  impuestos  que  gravan  la  impor- 

tación de  mercancías  extranjeras  constituyen 
una  renta  nacional,  según  las  disposiciones  del 
Código  Fiscal,  es  claro  que  no  pueden  ser  mate- 
ria de  imposición  en  el  sistema  tributario  de  los 
Departamentos.  (Auto,  A  de  Agosto  de  1899, 
388,  I.»)- 


Incongruencia.  127 — La  falta  de  concordancia  de  que  habla  la 
causal  2/  del  artículo  2.  «de  la  Ley  169  de  1896(1) 
entre  lo  demandado  y  lo  resuelto,  sólo  tiene  lu- 
gar cuando  deja  de  resolverse  sobre  alguna  de 


(I)  Sobre  1m  c*u«le*  que  autorizan  el  recurso  da  canción. 
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laa  pretensiones  de  los  litigantes,  pero  no  cuando 
se  niegan.  (Casación,  27  de  Abril  de  1898,  299,  1.»). 


Insolvencia.  128 — La  palabra  insolvencia,  que  según  el  articu- 
lo 200  del  Código  Civil,  es  motivo  de  separación 
de  bienes,  se  refiere  al  estado  actual,  no  al  futuro, 
de  una  persona  que  no  tiene  con  qué  pagar  las 
deudas  que  baya  contraído  y  sean  exigibles  con- 
forme á  la  ley.  (Casación,  21  de  Julio  de  1898, 
382,  2.'). 

Insubordinación.  129 — El  delito  de  insubordinación  se  halla 
siempre  comprendido  en  el  de  desobediencia  (ar- 
ticulo 1632  del  Código  Militar);  y  asf,  el  Consejo 
de  Guerra  puede  dictar  auto  de  proceder  por  delito 
de  insubordinación,  y  la  sentencia  condenar  por 
el  de  desobediencia,  sin  que  á  la  Corte  le  sea  dado 
variar  la  calificación  hecha  por  el  Consejo.  La 
Corte  sólo  tiene  facultad  para  enmendar  los  erro- 
res de  derecho  en  que  puedan  incurrir  los  Conse- 
jos de  Guerra.  (Auto,  27  de  Noviembre  de  1897, 
152,  2.»). 

Intereses.  130 — Del  momento  en  que  se  deje  de  pagar  el  sal- 
do liquidado  en  las  cuentas  por  la  s«nt»ncia  defi- 
nitiva, es  de  donde  debe  comenzar  a  contarse  la 
mora  del  deudor,  y  desde  allí  surge  la  acción  para 
cobrar  intereses.  (Casación,  26  de  Agosto  de 
1897,  37,  2.'). 

—  131— Lo  que  prohibe  el  artículo  2235  del  Código 

Civil  es  estipular  que  los  intereses  ó  róditoB  que 
devengue  una  cantidad  dada  en  mutuo  se  acu- 
mulen a  ésta  para  que  sigan  ganando  interés,  que 
es  lo  que  se  ha  llamado  interés  compuesto.  Pero 
no  hay  disposición  alguna  que  prohiba  que  una 
cantidad  que  ha  llegado  a  deberse  por  intereses 
vencidos  se  considere  como  un  nuevo  capital  que 
pueda  darse  a  interés  por  un  nuevo  contrato. 
(Casación,  28  de  Junio  de  18U8,  366,  !.•), 
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132 — Si  el  prestamista  tiene  derecho  de  cobrar  al 
vencimiento  del  plazo  los  intereses  del  capital 
que  ha  prestado,  no  hay  razón  ninguna  para  que 
no  pueda  prestarlos  como  capital  á  un  tercero  ó 
al  mismo  que  los  debe,  sin  que  pueda  argüírse, 
en  este  ultimo  caso,  que  los  intereses  vencidos 
no  han  sido  pagados,  porque  es  perfectamente 
admisible  la  ficción  de  la  tradición  por  la  cual  se 
supone  que  fueron  entregados  al  acreedor  y  que 
éste  formó  de  ellos  un  nuevo  capital  para  darlo  a 
interés.  (Casación,  28  de  Junio  de  1898,  368,  1/). 

—  133 — Las  disposiciones  especiales  de  la  Ley  56 
de  1890,  Bobre  expropiaciones  cometidas  en  gue- 
rra y  que  dan  derecho  á  intereses,  no  dicen  rela- 
ción con  las  demás  exacciones  á  que  da  lugar  la 
perturbación  del  orden  público  y  que  la  Nación 
reconoce  eulas  leyes  especiales  sobre  suministros, 
empréstitos  y  expropiaciones,  ninguna  de  las  cua- 
les ha  ordenado  el  pago  de  intereses  por  crédi- 
tos de  esa  especie.  (Sentencia,  17  de  Agosto  de 
1898,  408,  l.'y  2.1). 

Véase  el  número  101. 

—  134 — No  puede  deducirse  derecho  de  reclamar  in- 
tereses por  exacciones  sufridas  en  las  guerras,  da 
lo  que  estatuye  el  articulo  33  de  la  Constitución, 
por  cuanto  ésta  sólo  fija  las  reglas  para  decretar 
la  expropiación  en  caso  de  guerra  y  para  garanti- 
zar el  derecho  de  los  particulares  á  ser  siempre 
indemnizados  de  la  exacción.  (Sentencia,  17  de 
Agosto  de  1898,  408,  2.'). 

Véanse  los  números  9,  101  y  183. 

Interpretación.  135 — Cuando  un  contrato  es  reformatorio  de 
otro,  deben  tenerse  en  cuenta,  para  fijar  su  inte- 
ligencia, las  cláusulas  de  ambos,  y  no  tan  sólo 
las  del  segundo.  (Sentencia,  12  de  Noviembre 
de  1897,  117,  1.'). 

'      34 
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Juicios  sumarios.  136 — No  puede  admitirse  que  haya  lugar  á 
promover  indefinidamente  juicios  sumarios  sobre 
una  misma  cosa,  para  que  se  revoque  en  el  poste- 
rior lo  que  se  falló  en  el  anterior  de  la  misma 
clase,  ni  esto  es  compatible  con  la  firmeza  de  los 
fallos  judiciales.  Las  sentencias  que  se  dictan  en 
juicios  especiales,  no  por  eso  dejan  de  ser  senten- 
cias definitivas,  aunque  no  estén  sometidas  á  la 
formalidad  del  registro.  (Auto,  6  de  Noviembre 
de  1897,  125,  1.'). 

JURADO.  137 — Si  el  Jurado  declara  que  en  el  homicidio  ha 

concurrido  alguna  do  las  circuustancias  enume- 
radas en  el  artículo  586  del  Código  Penal,  para 
que  tome  la  denominación  del  asesinato,  el  Juez 
de  derecho  aplica  rectamente  los  artículos  597  y 
598  del  mismo  Código  al  imponer  al  reo  la  pena 
de  muerte,  sin  que  sea  necesaiio  que  el  Jurado 
exprese  en  el  veredicto  que  el  delito  alcanzó  el 
grado  máximo  de  delincuencia.  (Sentencia,  26  de 
Agosto  de  1897,  43,  2.'). 

—  138 — El  Jurado  no  tiene  hoy,  á  partir  de  la  vi- 
gencia de  la  Ley  100  de  1892,  que  resolver  cues- 
tiones de  puro  derecho,  como  sucedía  antee;  sus 
atribuciones  se  limitan  á  determinar  el  hecho  in- 
criminado y  sus  elementos  materiales  y  morales. 
(Sentencia,  26  de  Agosto  de  1S97,  44,  1.'). 

—  139 — El  Jurado  no  puede  calificar,  respondiendo 
al  interrogatorio  que  se  le  hace,  el  máximo  de 
gravedad  del  asesinato,  porque  á  él  le  incumbe 
sólo  expresar  los  hechos  ó  circunstancias  que 
concurrieron  en  el  delito,  sin  darles  denomina- 
ción jurídica;  si  el  Jurado  declara  que  el  asesina- 
to alcanza  el  grado  máximo  de  gravedad,  se  arro- 
ga una  facultad  que  no  tiene,  deja  de  cumplir  con 
su  juramento  y  se   extralimita  en  el  ejercicio  de 
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sua  funciones  (1).  (Sentencia,  29  de  Octubre  de 
1897,  119,  !,•>. 

Jurado.  140 — Pretender  que  el  Jurado  declare,  extralimi- 

tando  la  Ley  lüO  de  1892,  que  el  delito  alcanza  el 
grado  máximo  de  gravedad  ó  de  delincuencia  de 
que  habla  la  Constitución,  para  imponer  la  pena 
capital,  es  desvirtuar  la  institución  del  Jurado  y 
obligar  á  éste  á  ejercer  las  funciones  de  Juez  de 
derecho,  que  es  el  único  que  debe  aplicar  la  ley 
penal  á  los  hechos  calificados  por  aquél.  (Senten- 
cia 29  de  Octubre  de  1897,  119,  2.'). 

117 
Véanse  los  números  181  y  182. 

Jurisdicción.  141 — La  jurisdicción  ó  competencia  para  conocer 
de  un  negocio,  no  puede  deducirse  de  analogías 
más  ó  menos  razonabUfi,  sino  de  disposiciones 
expresas.  (Auto,  11  de  Agosto  de  1897,  32,  1.*). 


iujd  aceptable  el  principio  c 


Derecho  Internación^?  privado,  adoptado  por  la 
mayoría  de  las  naciones,  de  que  por  regla  gene- 
ral los  Tribunales  de  un  Soberano  no  pueden  re- 
ver los  actos  ejecutados  bajo  la  autoridad  de  otro, 
porque  no  de  otro  modo  podría  asegurarse  la  in- 
dependencia en  esa  materia.  Hoy,  en  el  estado 
actual  de  la  civilización,  no  puede  legitimarse  la 
ingerencia  de  un  Estado  en  la  administración  de 
justicia  de  un  país  extranjero,  ni  la  pretensión 
de  discutir  y  comprobar  los  resultados  de  un  jui- 
cio regular,  completo  seguido  con  arreglo  á  las 
formas  procesales  de  la  lexfori,  (Casación,  27  de 
Septiembre  de  1897,  77,  2.*). 

143— El  hecho  de  que  al  Municipio  en  donde  está 
ubicado  uno  de  los  terrenos  disputados  en  un  liti- 
gio, haya  sido  incorporado  al  Circuito  de  otro  Die- 


(1)  Igual  doctrina  había  establecido  la  Corta  en  la  wntenoia  de  2i  de  Mayo  de 
IST  (0««*ía  Judicial  aúnwo  918,  tomo  XIÜ. 
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trito  Judicial,  no  priva  al  Tribunal  de  su  jurisdic- 
ción cuando  ésta  se  deriva  de  la  vecindad  del 
demandado  y  es  fijada  á  elección  del  demandante. 
(Auto,  14  de  Marzo  de  1898,  287,  1."). 

Jurisdicción  coactiva.  144 — La  Nación  tiene  sus  empleados 
nacionales  revestidos  por  la  ley  de  jurisdicción 
coactiva,  y  fuera  de  esos  empleados  ningún  otro 
individuo  puede  ejercer  dicha  jurisdicción.  (Sen- 
tencia, 13  de  Mayo  de  1898,  336,  2.»). 

Límites.  145 — La  variación  de  límites  entre  dos  Distritos  im- 

plica necesariamente  la  segregación  del  territorio 
de  uno  de  ellos  para  agregarlo  á  otro,  y  las  Asam- 
bleas Departamentales  no  pueden  adoptar  una  me- 
dida semejante  sino  con  sujeción  á  las  reglas  que 
el  legislador  ha  determinado.  (Auto,  2  de  Octubre 
de  1899,  360,2.'). 
Véase  el  número  150. 

Linderos.  146 — Las  hijuelas  son  parte  de  la  diligencia  de  par- 
tición y  es  toda  esta  diligencíala  que  se  protocoli- 
za y  registra;  por  consiguiente,  la  expresión  de  loa 
linderos  de  las  fincas  raíces  adjudicadas,  que  con- 
tiene la  partición,  es  bastante  para  que  dichas 
fincas  estén  determinadas,  y  puedan  figurar  esos 
linderos  en  la  copia  de  cad»  hijuela.  (Casación, 
2  de  Julio  de  1898,  386,  2.»  y  387,  !.*>. 

Mandamiento  ejecutivo.  147— El  no  expresarse  en  la  ejecución 
el  nombre  de  la  oficina  ejecutora  ni  la  fecha  del 
auto  ejecutivo,  no  es  causal  de  nulidad  común  á 
todos  los  juicios  ni  especial  del  ejecutivo.  La  for- 
malidad de  que  trata  el  artículo  834  del  Código 
Judicial,  según  si  cual  en  todo  auto  ó  sentencia  se 
pondrá  al  principio  el  nombro  del  Juzgado  ó  Tri- 
bunal que  lo  dictare,  y  la  fecha  toda  en  letras, 
no  es  formalidad  sustancial:  ella  se  refiere  sólo  á 
la  forma,  y  los  actos  judiciales  nulos  son  aque- 
llos que  la  ley  ha  declarado  tales.  En  este  caso 
es  aplicable  el  artículo  131  de  la  Ley  10*  de  1SW, 
(Auto,  1/  do  Septiembre  de  1S97,  55,  2,'). 
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Matrimonio.  148 — La  validez  retroactiva  de  los  matrimonios 
católicos  no  puede  ser  parte  á  desvirtuar  loa  he- 
chos cumplidos  bajo  el  imperio  do  la  legislación 
anterior  que  ella  reputaba  eficaces,  y  monos  en 
perjuicio  de  los  derechos  legítimamente  adquiri- 
dos por  terceros.  (Casación,  29  de  Julio  de  1898, 
394,  2.*). 

Multa».  149—  No  comete  abuso  de  autoridad,  si  no  cumple 

su  deber,  el  Juez  que,  en  ejercicio  de  la  facultad 
que  le  confiere  el  numeral  6."  del  artículo  113 
del  Código  Judicial,  de  imponer  multas  correccio- 
nales á  los  que  le  desobedezcan  sus  órdenes,  im- 
pone multas  sucesivas  al  empleado  que  le  desobe- 
dece una  orden,  renovando  la  pena  ó  apremio 
cada  vez  que,  transcurrido  el  plazo  en  que  el  em- 
pleado ha  debido  cumplirla  orden,  no  lo  ha  hecho. 
(Auto,  30  de  Octubre  de  1897,  128,  8.*). 

Municipios.  150 — No  ha  prescindido  el  Legislador  de  señalar 
á  las  Asambleas  el  procedimiento  que  deben  se- 
guir para  suprimir  Municipios,  pues  debiendo  ob- 
servar las  formalidades  de  que  tratan  los  artícu- 
los 169  á  195  del  Código  Político  y  Municipal  para 
crearlos,  y  para  segregar  territorios  y  agregar  és- 
tos á  aquéllos,  y  teniendo  en  todo  caso  de  segre- 
gación que  suprimir  ó  alterar  los  limites  de  los 
Municipios,  es  claro  que  dichas  formalidades  son 
extensivas  á  los  casos  en  que  se  suprimen  Distri- 
tos, cuyos  territorios  se  deben  agregar  á  otras  en- 
tidades. (Auto,  11  de  Agosto  de  1399,359,2.*; 
Auto,  2  de  Octubre  de  1899,  360,  2.*). 

—  151 — El  acto  de  suprimir  un  Distrito  es  más  im- 

portante y  más  trascendental  que  el  segregar  un 
territorio,  y  si  para  éste  ultimo  se  necesita  ob- 
servar las  formalidades  indicadas  en  los  artículos 
169  á  195  del  Código  Político  y  Municipal,  sin 
duda  porque  se  trata  de  agregar  porciones  terri- 
toriales, »8  forzoso  que  para  el  primero,  en  que 
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también  se  trata  de  lo  mismo,  se  observarán 
aquellas  formalidades.  (Auto,  11  de  Agosto  de 
1899,  359,2."). 

152— En  el  inciso  26  del  artículo  129  del  Código 
Político  y  Muuicipal,  que  atribuye  &  las  Asam- 
bleas la  facultad  principal  de  crear  y  suprimir 
Municipios,  mediante  ciertas  formalidades,  ee  ha- 
lla incluida  la  de  variar  la  cabecera  de  los  Distri- 
tos cuando  lo  estimen  conveniente.  (Auto,  6  de 
Octubre  de  1899,. 176,  2.'). 

153 — No  puede  declararse  que  bay  nulidad  en  un 
contrato  ni  en  la  escritura  que  lo  hace  cons- 
tar, porque  el  Notario  ante  quien  se  otorgó  se 
hubiera  separado  de  la  cabecera  del  Circuito 
por  más  de  veinticuatro  horas,  sin  licencia.  La 
falta  del  Notario  le  acarrearía  responsabilidad; 
pero  obrando  en  ejercicio  de  sus'funciones  y  den- 
tro del  radio  de  su  jurisdicción,  la  omisión  de  la 
licencia  no  induce  tal  nulidad  por  no  hallarse  el 
acto  ó  contrato  en  ninguno  de  los  casos  de  los  ar- 
tículos 1740  y  1741  del  Código  Civil.  (Casación, 
21  de  Febrero  de  1898,  231,  1.»). 
Véase  el  número  250. 

154 — Una  nulidad  que  no  tenga  el  carácter  de 

manifiesta,  no  puede  declararse  sin  que  se  haya 
surtido  un  juicio  en  el  cual  se  haya  discutido  y 
controvertido  la  validez  de  los  títulos  que  se  ha- 
yan impugnado  por  nulos.  (Casación,  7  de  Sep- 
tiembre de  1897, '66,  2.»). 

155 — La  nulidad  de  la  enajenación  de  derechos 
hereditarios  de  una  mujer  casada,  proveniente  dt 
haberse  contravenido  el  artículo  1810  del  Código 
Civil,  anula  en  todas  sus  partes  el  contrato  d> 
compraventa  ó  de  permuta,  de  cuyo  objeto  * 
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precio  hizo  parte  dicha  enajenación,  y  no  tan  sólo 
en  la  parte  relativa  al  valor  de  ella  (1).  (Casación, 
7  de  Octubre  de  1 897,  102,  2."). 

Nulidad.  156 — Sí  en  una  venta,  el  comprador  es  privado  de 
la  cosa  comprada,  en  virtud  de  haberse  declarado 
la  Dulidad  del  contrato,  virtualmente  la  nulidad, 
que  es  la  declaración  de  su  no  existencia,  da  de- 
recho al  comprador  para  reclamar  su  valor,  y  en  la 
permuta  reclamará  el  contratante  que  fue  priva- 
do de  la  cosa  el  valor  que  dio  en  dinero  al  otro,  y 
del  tercer  poseedor  la  cosa  mueble  ó  raíz  que  dio 
en  pago.  (Casación,  7  de  Octubrede  1897,  103,  1.'). 

—  157 — La  venta  en  pública  subasta  de  una  finca 
raíz  perteneciente  á  menores,  efectuada  sin  las 
solemnidades  legales,  es  nula  de  nulidad  absoluta. 
(Casación,    23  de  Noviembre  de  1897,  175,  1/). 

—  158 — La  declaratoria  de  que  habla  el  artículo  15 
de  la  Ley  95  de  1890,  no  significa  precisamente 
que  en  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  se  pro- 
nuncie sobre  una  nulidad  que  no  ha  sido  ni  podi- 
do ser  demandada,  sino  que  el  Juez  no  puede 
otorgarle  ningün  valor  á  un  acto  ó  contrato  afec- 
tado manifiestamente  de  nulidad  absoluta  para 
el  efecto  de  declarar  derechos  y  obligaciones  ema- 
nantes de  él,  sin  que  para  ello  sea  necesario  que 
alguna  de  las  partes  haya  pedirlo  la  declaración 
de  nulidad  (2).  (Casación,  17  de  Diciembre  de 
1897,  197,  2.*). 

Véanse  los  números  110,  147,  153,  166,  196,  248 
y  249. 

Objeto  del  pleito.  159 — Las  intenciones  remotas  de  los  liti- 
gantes no  autorizan  para  cambiar  el  objeto  de  la 
contienda  judicial  con  el  propósito  de  que  el  juz- 


(1)  Vfoie  el  número  919. 

(2)  Véate  «]  número  89S. 


jps¿.r  tA-g>  ec  eaeca  *x^rs«aos  Tjí  no  9»  £■»- 

d*  Air-  «  ;éí;:  i»,  I."  . 

Osuo¿ci6f.  !«•: — V-.hay  «ríe  o^fa^iír  el  tirio  es  qu»  coac- 
ta ccA'-ijgaci-a  con  la  coli^adin  ™i«m*  par- 
qie  ion  cosas  digistas:  ana  es  qae  no  prese  n*é- 
rho  «j*>írTíÚTO  una  obligacít-n  que  dtbió  ccMüag- 
&ar*7  en  papel  sella-do  correspoaÜede.  y  DUa  qae 
do  tenga  Tida  jurídica  para  exigir  sa  cnir.pli- 
TuvibVi  en  o:ra  forma  ó  Tía.  si  es  confesada  por 
d  obiígado,  como  sucede  cuando  conviene  tácita- 
mente en  ]a  existencia  de  la  deuda  por  do  haber 
comparecido  á  reconocer  la  firma  después  de  ci- 
tado personalmente.  (Casación,  4  de  Octubre  de> 
1597,  90,  %J% 

Ordeíiíszás,  161 — La  atribución  que  tiene  la  Corte  de  suspen- 
der 6  anular  las  Ordenanzas  departamentales  que 
eeau  contrarias  á  la  Constitución  ola  ley,  se  ejer- 
ce por  una  sola  vez  en  el  juicio  de  procedimiento 
especial,  que  está  señalado  para  el  caso.  Desem- 
peñada esta  función,  et  asunto  deja  de  ser  de  la 
competencia  de  los  Tribunales  y  pasa  al  Congreso. 
(Auto,  8  de  Noviembre  de  1897,  125,  1.';  Auto, 
de  Julio  de  1899,  2*8,  2.«;  Auto,  5  de  Julio  de 
1899,  258,  2.'). 

136. 

—  162 — Conferida  á  los  Tribunales  de  Distrito  Ju- 

dicial la  atribución  de  conocer,  en  primera  instan- 
cia, de  la  suspensión  de  las  Ordenanzas  denuncia- 
das como  contrarias  á  la  Constitución  ó  á  las  le- 
yes, ó  referentes  á  asuntos  que  no  son  de  la  in- 
cumbencia de  las  Asambleas,  no  es  potestativo 
de  aquéllos  negarse  á  llenar  la  función  que  la  ley 
les  lia  delegado  expresamente.  (Auto,  26  de  Ene- 
ro de  1899,  883,  2/). 


~\ 
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s.  163 — El  argumento  de  que  loa  aetos  de  una  Asam- 
blea que  funcionó  ilegalraente  no  pueden  reputar- 
tai'se  Ordenanzas,  no  autoriza  al  Poder  Judicial 
para  abstenerse  de  resolver  sóbrela  exequibilidad 
ó  inexequibilidad  de  esos  mismos  actos,  por  cuan- 
to á  esto  se  contrae  su  jurisdicción,  sin  abordar 
cuestiones  que  caen  bajo  la  autoridad  de  otros  po- 
deres. Lo  contrario,  sería  tanto  como  preconizar 
un  régimen  anárquico  dentro  de  un  mecanismo 
constitucional  que  descansa  en  el  principio  funda- 
mental de  la  limitación  y  separación  de  los  pode- 
res públicos.  (Auto,  26  ¿e  Enero  de  18ít9, 133,  S.' 
y  234,  I.'). 

164 — La  formación  de  proyectos  de  Códigos  Fis- 
cales, tanto  departamentales  como  municipales, 
no  es  privativa  facultad  de  las  Asambleas  depar- 
tamentales; por  consiguiente,  las  Ordenanzas  que 
autorizan  á  los  Gobernadores  para  nombrar  co- 
misiones que  formen  tales  proyectos,  no  son  con- 
trarias á  la  Constitución  ni  á  las  leyes.  (Auto,  13 
de  Febrero  de  1899,  236,  2.1). 
8 

165 — Las  Asambleas  departamentales  no  pueden 
delegar  la  facultad  de  espedir  Ordenanzas  sobre 
policía.  Para  ello  se  necesitaría  que  la  delegación 
estuviera  expresamente  permitida  por  la  Consti- 
tución ó  por  la  ley.  (Auto,  21  de  Marzo  de  1889, 
237,  l.«). 

166 — Son  nulas  las  Ordenanzas  departamentales 
que  de  cualquier  modo  restrinjan  la  libertad  que 
la  ley  civil  concede  á  los  contratantes  para  acor- 
dar los  plazos  que  quieran  en  los  convenios  que 
celebran.  Tal  facultad  sólo  le  corresponde  al  Le- 
gislador. (Auto,  7  de  Abril  de  1889,  239,  1,'). 

167 — No  existe  contrariedad  entre  el  artículo  195 
(inciso  7.a)  de  la  Constitución  y  el  143  del  Código 
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Político  y  Municipal,  que  señalan  á  los  Goberna- 
dores plazos  dentro  de  los  cuales  deben  decretar 
la  suspensión  de  las  Ordenanzas,  pues  el  término 
de  diez  días,  señalado  por  la  Constitución,  debe 
contarse  desde  la  expedición  de  la  Ordenanza,  y 
los  treinta  días,  de  que  habla  el  Código  citado, 
corren  desde  su  publicación  en  el  periódico  ofi- 
cial. (Auto,  24  de  Febrero  de  1899,  240,  2.»). 

Ordihanzas.  1CS— El  cargo  hecho  á  un  Gobernador  de  haber 
decretado  la  suspensión  de  una  Ordenanza  des- 
pués de  vencido  el  plazo  legal  que  tiene  para  ello, 
sólo  puede  calificarse  como  uno  de  los  excesos  en 
las  atribuciones  del  empleo,  comprendido  en  el 
artículo  565  del  Código  Penal,  cuya  acción  crimi- 
nal prescribe,  por  no  tener  señalada  pena  corpo- 
ral, en  el  transcurso  de  cuatro  años.  (Auto,  24 
de  Febrero  de  1899,  240,  2.'). 

—  169 — Cuando  el  que  Bolicita  la  suspensión  de  una 
Ordenanza  carece  de  acción  pava  ello  por  no  haber 
acreditado  el  agravio  que  alega  sufrir  y  la  lesión 
de  sus  derechos  civiles,  el  Tribunal  no  debe  abste- 
nerse de  considerar  bu  petición,  sino  que  debe 
negar  la  nulidad  solicitada.  (Auto,  19  de  Junio  de 
1899,  247,  1.»). 

—  1T0 — El  haber  intervenido  en  la  expedición  de 
una  Ordenanza  un  Diputado  que  tenga  interés  en 
el  negocio  á  que  ella  se  refiere,  no  es  motivo  para 
decretar  la  suspensión,  porque  no  está  compren- 
dido en  los  casos  que  la  ley  establece  y  porque  el 
efecto  de  la  intervención  produce  otros  distintos. 
(Auto,  20  de  Junio  de  1899,  248,  1.'). 

—  171 — No  puede  acusarse  una  Ordenanza  que  fa- 
culta al  Gobernador  para  celebrar  un  contrato 
sobre  la  construcción  de  un  ferrocarril,  por  no 
haberse  ordenado  en  ella  nada  respecto  de  la  apro- 
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bación  que  exige  el  articulo  29  de  la  Ley  104  de 
1S92  en  esta  clase  de  contratos.  (Auto,  10  de 
Agosto  de  1899,  262,  1.»). 

172 — En  la  ordenanza  por  la  cual  se  faculta  a  un 
Gobernador  para  que  celebre  un  contrato  relativo 
á  la  construcción  de  un  ferrocarril,  las  referen- 
cias que  en  ella  se  hagan  á  algunas  de  las  dispo- 
siciones de  la  Ley  104  de  181)2,  en  orden  á  la  pró- 
rroga del  término  del  privilegio  y  á  la  forma 
como  debe  hacerse  al  concesionario  la  adjudica- 
ción de  tierras  baldías,  no  entrañan,  necesaria- 
mente, por  parte  de  la  Asamblea,  exceso  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones,  en  términos  de  poder- 
se declarar,  por  esa  sola  circunstancia,  que  la  Or- 
denanza se  refiere  á  asuntos  que  no  son  de  la  in- 
cumbencia de  las  Asambleas.  {Auto,  10  de  Agosto 
de  1899,  262,  1.*), 

173  —No  puede  decirse  que  la  Asamblea  delega  al 
Gobernador  una  función  propia  de  ella,  cuando, 
por  medio  de  una  Ordenanza,Io  autoriza  para  ce- 
lebrar un  contrato  de  privilegio  sóbrela  construc- 
ción de  un  ferrocarril  con  un  individuo  designa- 
do como  concesionario  en  la  misma  Ordenanza: 
por  tanto,  ésta  no  es  nula  por  violación  del  ar- 
ticulo 57  de  la  Constitución.  (Auto,  10  de  Agos- 
to de  1899,  263,  1,*), 

174— Si  en  la  que  se  concede  privilegio  para  la 
construcción  de  un  ferrocarril  no  se  previene 
nada  sobre  la  indemnización  del  valor  de  los  te- 
rrenos que  se  ocupen  con  la  vía,  caso  de  no  ser 
baldíos,  no  se  deduce  de  esa  circunstancia  que 
al  ocuparse  terrenos  de  propiedad  particular  se 
haga  sin  previa  indemnización.  La  ordenanza  no 
vulnera,  pues,  el  derecho  de  propiedad  por  tal 
omiBión.  (Auto,  10  de  Agosto  de  1899,  263,   1.'). 


,380  JURISPRUDENCIA 

Ordenanzas.  175 — Guando  so  trata  de  suspender  una  ordenan- 
za por  ser  lesiva  de  derechos  civiles,  el  Código 
Político  y  Municipal  no  da  acción  á  cualquier  in- 
dividuo, sin  duda  porque  tal  acción  corresponde 
solamente  á  la  persona  lesionada  ó  damnificada, 
que  es  lo  que  está  de  acuerdo  con  loe  principios 
generales  del  Derecho,  según  los  cuales,  por  re- 
gla general,  las  personas  que  pueden  ocurrir  ala 
justicia  en  demanda  de  su  derecho  bou  las  que 
sufren  la  lesión  ó  el  daño.  (Auto,  2S  de  Enero  de 
1898,  264,  3.»). 

177 

—  176 — Toda  violación  de  derechos  particulares 
viene  á  ser  más  ó  menos  remotamente  violación 
de  la  Constitución  y  de  las  leyes  que  consagran 
tales  derechos;  pero  no  es  á  estas  violaciones  me- 
diatas sino  á  las  inmediatas  de  la  Constitución  ó 
de  la  ley  á  las  que  se  refiere  el  artículo  144  del 
Código  Político  y  Municipal  al  conceder  acción 
popular  para  corregir  el  mal  causaáo ;  si  asi  no 
fuera,  el  artículo  142  de  allí  sería  redundante  en 
cuanto  se  refiere  á  la  violación  de  derechos  civi- 
les, pues  éstos  estarían  suficientemente  ampara- 
dos por  el  154,  y  sería  también  redundante  el 
procedimiento  especial  de  invalidación  que  para 
este  caso  sefiala  el  artículo  150  del  mencionado 
Código.  (Auto,    18  de  Marzo  de  1898,  288,    1.*). 

—  177 — Cuando  se  acusa  una  Ordenanza  por  la  po- 
sible violación  de  derechos  civiles  legal  mente  ad- 
quiridos por  particulares,  sólo  el  perjudicado  pue- 
de ejercitar  el  derecho  que  consagra  el  artículo 

142  del  Código  Político  y  Municipal.  (Auto,    18 
de  Marzo  de  1898,  288,  1.»). 
Véanse  los  números  113,  180  y  224. 

Pagaré  A  la  orden.  178— El  pagaré  á  la  orden  que  no  sea  ex- 
pedido de  comerciante  á  comerciunte,  no  se  rige 
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por  el  Código  de  Comercio,  aun  cuando  haya  te- 
nido origen  en  una  operación  mercantil  (1).  (Casa- 
ción, 31  da  Julio  de  1897,  10,  2.*) 

179 — La  Asamblea  de  Panamá  no  puede  decretar 
hoy  más  contribuciones  que  las  expresamente 
autorizadas  por  la  Ley  en  loa  demás  Departa- 
mentos, 8¡n  que  esto  sea  obstáculo  parí  que  He 
dicten  las  ejecutivas  permitidas  por  el  artículo 
único  de  la  Ley  41  de  1894.  (Auto,  17  de  Junio 
de  1899,  246,  2.»). 

180 — Si,  conforme  al  inciso  31  del  articulo  129 
del  Código  Político  j  Municipal,  las  Asambleas 
departamentales  pueden  establecer  la  pena  de 
trabajo  en  obras  públicas  hasta  por  seis  meses, 
y,  en  ciertos  casos,  hasta  de  reclusión  y  confina- 
miento por  un  año,  con  mayor  razón  podrán  es- 
tablecer la  de  encierro  correccional,  arresto  y 
concierto,  como  que  no  se  concibe  cómo  podrían 
aplicarse  las  dos  primeras  (trabajo  en  obras  pú- 
blicas y  reclusión)  sin  empezar  por  detener  y 
arrestar  á  los  penados.  La  ordenanza  que  im- 
ponga tales  penas  no  viola  la  Constitución  ni  las 
leyes.  (Auto,  21  de  Junio  de  899,  255,  .  . 
"Véase  el  número  11. 


Pena  capital.  181 — Para  que  el  Juez  de  derecho  pueda  impo- 
ner esta  pena  por  el  delito  de  homicidio,  no  es 
necesario  que  el  Jurado  baya  hecho  la  declara- 
ción de  que  el  delito  alcanzó  el  grado  máximo 
de  gravedad;  basta  que  el  Jurado  haya  manifes- 
tado que  el  delito  se  cometió  con  alguna  de  las 
circunstancias  de  alevosía,  á  traición  ó  sobrese- 
guro, que  son  las  que  dan  gravedad  Buma  al  ase- 
sinato. (Sentencia,  39  de  Octubre  de  1897,  119, 
i.-  y  2.')- 


(1)  Yéu»  el  número  1,017. 
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Pena  capital.  182 — La  declaración  que  haga  el  Jurado  de  que 
en  un  delito  de  homicidio  concurren  circunstan- 
cias de  aseginato,  es  razón  legal  suficiente  para 
que  el  Juez  de  derecho  declare  que  á  tal  delito  le 
corresponde  la  pena  de  muerte,  supuesto  que  esta 
es  la  pena  que  corresponde  al  asesinato  en  grado 
máximo,  conforme  al  artículo  598  del  Código 
Penal  (1).  (Casación,  27  de  Noviembre  de  1897, 
181,  I.*). 

140. 

Perjuicios.  183— Cuando  la  demanda  versa  sobre  el  pago  de 
una  suma  de  dinero,  la  indemnización  de  per- 
juicios á  que  tenga  derecho  el  actor,  se  resuelve, 
legalmente,  en  el  pago  de  intereses.   (Casación, 

28  de  Febrero  de  1898,  278,  1.»). 

— '  184 — Cuando  el  legislador,  por  razones  particula- 

rísimas, ha  querido  ordenar  la  indemnización  de 
daños  causados  en  nuestras  contiendas  civiles,  lo 
ha  dicho  expresamente  y  establecido  así  una 
excepción  a  la  regla  general  de  no  imponer  al 
Tesoro  publico  la  obligación  de  indemnizar  nin- 
guna clase  de  perjuicios.  ^Sentencia,  17  de  Agos- 
to de  1898,  408,  »,■). 

101. 
Véanse  los  números  4,  198  y  199. 

Perjurio.  185 — La  existencia  del  perjurio,  en  el  caso  del 
artículo  454  del  Código  Judicial,  declarada  por  el 
Tribunal,  no  puede  ser  desconocida  por  la  Corte 
de  Casación,  sino  en  el  caso  de  que  sea  contraria 
á  documentos  ó  actos  auténticos  que  obren  en  el 
proceso.  (Casación,  17  de  Febrero  de  1898,  270,  2.'). 

—  186 — Cuando  el  Tribunal  ha  declarado  que  la  par- 

te demandada,  al  absolver  posiciones,  se  perjuró 
á  sabiendas  sobre  un  hecho  sustancial  en  el  plei- 
to, y  para  ello  se  ha  fundado  en  hechos  que  sólo 


(1)  Tt«oM  1m  n&meroi  819,  8!0  j  1 
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bu  criterio  jurídico  y  bu  conciencia  moral  pueden 
estimar  como  prueba  legal,  la  Corte  debe  respe- 
tar aquel  acto  puramente  interno  del  juzgador, 
toda  vez  que  no  resulte  del  proceso,  de  un  modo 
evidente,  que  el  Tribunal  incurrió  en  error  á  este 
respecto  (1).  (Casación,  17  de  Febrero  de  1898, 
270,  2.'). 

Perjurio.  187 — La-Corte  no  puede  aplicar  la  sanción  que 
impone  el  artículo  4ñi  del  Código  Judicial  &  la 
parte  que  se  ha  perjurado,  si  no  lo  hizo  el  Tribu- 
nal y  no  tiene  poderosos  motivos  para  variar  esta 
apreciación,  pues  esta  es  cuestión  de  hecho  re- 
suelta tácitamente  por  el  Tribunal  al  no  recono- 
cer la  existencia  del  perjurio  sobre  un  punto  im- 
portante de  derecho.  (Casación,  18  de  Julio  de 
1898,  380,  2.*). 

Posesión  de  mala  fe.  i 88 — La  declaración  de  que  el  demanda- 
do es  poseedor  de  mala  fe,  solicitada  por  el  de- 
mandante, debe  hacerla  el  juzgador  en  la  parte 
motiva  de  la  sentencia,  que  es  el  lugar  donde  co- 
rresponde. (Casación,  30  de  Noviembre  de  1897, 
187,  2?). 

Posesión  efectiva.  289— El  decreto  que  confiere  la  posesión 
efectiva  de  la  herencia,  de  que  habla  el  artículo 
757  del  Código  Civil,  es  cosa  muy  distinta  de  la 
sentencia  que  aprueba  la  partición  de  los  bienes 
hereditarios  y  pone  fin  al  juicio  de  sucesión  por 
causa  de  muerte.  (Casación,  lí  de  Noviembre  de 
1897,  162,  2.*). 

—  190 — La  aplicación  del  artículo  757  del  Código 

Civil  ha  producido  muchas  dudas  y  dificultades, 
en  términos  que  en  un  principio  se  creyó  gene- 
ralmente que  la  posesión  efectiva  de  la  herencia 
de  que  él  habla,  no  podía  ser  otra  cosa  que  la  apro- 

(1)  Vía»  el  númtro  1,083. 
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bación  judicial  de  la  partición;  pero  un  estudio 
más  detenido  de  la  cuestión  7  el  conocimiento  de 
los  antecedentes  del  asunto  en  la  legislación  chi- 
lena, han  venido  á  demostrar  que  la  posesión 
efectiva  de  la  herencia  es  un  incidente  del  juicio 
de  sucesión  por  causa  de  muerte,  que  difiere  en 
mucho  de  la  partición  ó  adjudicación  á  cada  he- 
redero de  la  parte  de  bienes  que  le  corresponde 
en  la  sucesión.  (Casación,  15  de  Noviembre  de 
1897,  163,  1.*). 

Posesión  efectiva.  191 — La  posesión  efectiva,  de  que  trata  el 
artículo  757  del  Código  Civil,  se  confiere  cuando 
la  herencia  se  encuentra  todavía  en  estado  de  in- 
división. Sostener  que  tal  posesión  no  es  otra  cosa 
que  la  sentencia  judicial  que  aprueba  la  partición 
de  bienes,  es  confundir  el  dominio  con  la  posesión 
y  la  comunidad  con  la  separación.  (Casación,  15 
de  Noviembre  de  1897,  163,  2.»). 

—  192— El  decreto  de  posesión  efectiva  no  se  provee 
en  los  juicios  de  sucesión  que  se  siguen  en  Colom- 
bia. Esa  institución  es  desconocida  en  la  práctica 
forense  de  esta  República,  porque  las  leyes  de  pro- 
cedimiento judicial  que  determinan  la  manera  de 
iniciar,  seguir  y  fenecer  aquellos  juicios,  no  dicen 
en  qué  consiste  tal  decreto,  ni  establecen  el  modo 
y  condiciones  con  que  debe  dictarse;  ni  el  estado 
del  juicio  eu  que  debe  recaer.  (Casación,  15  de 
Noviembre  de  1897,  163,  9   y  164,  I.»). 

—  193 — De  la  circunstancia  de  no  haberse  establecido 
en  Colombia  la  formalidad  del  decreto  judicial 
que  dé  la  posesión  efectiva  de  los  bienes,  ni  haber 
«ntrado  esa  institución  siquiera  en  el  uso  ó  prác- 
tica forense,  no  debe  deducirse  que  los  derechos 
que  el  Código  Civil  hace  depender  de  dicha  pose- 
sión, no  existen  ó  no  pueden  ejercitarse,  y  en  este 
caso  lo  más  justo  y  conforme  con  la  l&y  que  xeco- 
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noce  esos  derechos  del  heredero,  es  asimilar  aquel 
decreto  á  los  actos  de  procedimiento  del  juicio  de 
sucesión  que  más  puntos  de  contacto  ó  semejanza 
tengan  con  la  fuente  del  Código  Civil:  tales  son, 
por  ejemplo,  el  decreto  ea  que  el  Juez  hace  la  de- 
claración sumaria  de  heredero,  con  audiencia  del 
Ministerio  Público,  sin  perjuicio  de  terceros,  siem- 
pre que  el  que  se  crea  con  derecho  á  los  bienes  de 
una  herencia  lo  haga  valer  sumariamente  y  acom- 
pañe la  prueba  que  acredite  la  defunción  de  la 
persona  á  quien  pretende  heredar  y  las  prueba8 
en  que  se  funde  su  pedimento;  las  acciones  para  la 
entrega  sumaria  de  la  herencia,  de  que  hablan  los 
artículos  1246  a  1249  y  1256  á  1258  del  Código  Ju- 
dicial, y  también  la  administración  que  se  confiere 
á  los  herederos  que  aceptan  la  herencia  por  minis- 
terio del  artículo  1297  del  Código  Civil  (1).  (Ca- 
sación, 15  de  Noviembre  de  1897,  164,  1."). 
Véanse  los  números  211  á  214. 

Precio.  194 — La  expresión  de  haberse  recibido  el  precio, 

en  el  caso  del  artículo  1934  del  Código  Civil,  no 
admite  prueba  en  contrario  respecto  de  terceros, 
pero  sí  la  admite  respecto  de  I03  otorgantes  (2). 
(Casación,  17  de  Febrero  de  1898,  270,  3,»). 

Prescripción.  195.  Hay  notable  diferencia  entre  la  acción  do 
prescripción  adquisitiva  de  dominio  y  la  excep- 
ción del  mismo  nombre  que  extingue  las  accio- 
nes y  derechos  ajenos;  por  consiguiente,  no  es 
aplicable  por  analogía,  al  caso  de  acción,  lo  que 
respecto  de  la  excepción  dispone  el  artículo  51  de 
la  Ley  105  de  1890,  ó  sea  que  puede  alegarse  en 
cualquier  estado  de  la  causa.  Si  el  actor  no  alega 
la  acción  de  prescripción  en  la  demanda,  con  la 
expresión  del  derecho  y  los  hechos  en  que  la  fun- 

(1)  Víanse  tos  un  me  ros  1,113  1,113. 

(2)  Véase  el  numero  1 117. 
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da,  no  puede  pretender  que  el  Tribunal  de  segun- 
da instancia  le  reconozca  por  prescripción  adqui- 
sitiva el  dominio  de  la  finca  que  quiere  reivindi- 
car. (Casación,  20  de  Julio  de  1897,  3,  l.»). 

Prescripción.  196 — La  excepción  de  prescripción  adquisitiva 
no  puede  admitirse  respecto  de  un  contrato  con- 
tra el  cual  se  ha  alegado  la  nulidad  y  cuando  no 
han  transcurrido  los  treinta  años  necesarios  para 
sanearla.  (Sentencia,  31  de  Juliode  1897, 16,  l.1). 

—  197 — Tratándose  de  la  prescripción  de  la  acción 

hipotecaria,  y  siendo  esta  acción  puramente  real, 
no  puede  sostenerse  que  el  derecho  de  alegar  aqué- 
lla sea  enteramente  personal  del  deudor  (1).  (Ca- 
sación, 7  de  Septiembre  de  1897,  66,  8,»), 
Véase  el  número  120. 


Privilegio.  198 — El  concesionario  de  un  privilegio  para  explo- 
tar una  empresa  por  cierto  tiempo,  que  se  crea 
agraviado  por  haber  concedido  el  Gobierno  privi- 
legio á  otros  para  el  establecimiento  de  otra  em- 
presa que  juzga  análoga,  y  pretenda  demandar  á 
la  Nación  por  violación  del  privilegio,  debe  acre- 
ditar los  hechos  que  demuestren  el  perjuicio  oca- 
sionado con  Ja  nueva  concesión  y  la  analogía  en- 
tre ambas  empresas.   (Sentencia,  17  de  Marzo  de 


18 


1.'). 


199— Existiendo  diferencia  incontestable  entre 
el  contrato  y  la  promesa  de  celebrarlo,  es  claro 
que  no  puede  demandarse  la  resolución  del  con- 
trato misino,  con  la  consiguiente  indemnización 
de  perjuicios,  cuando  aquél  no  ka  pasado  del  es- 
tado de  promesa.  (Sentencia,  26  de  Mayo  de 
180?,  *U8,  l.'y2.'). 


(1)  Esta  doctrina  es  de  grande  ¡nterís  para  Ajar  la  competencia  legún  lf 
glai  del  Derecho  Internacional  Privado. 
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200 — La  no  ejecución  de  una  promesa,  que  ea 
una  obligación  de  hacer,  da  derecho  a  otras  accio- 
nes distintas  de  la  resolución  del  contrato  y  que 
no  son  sino  las  que  determina  el  artículo  1610 
del  Código  Civil.  (Sentencia,  26  de  Mayo  de  189Sr 
319,  1.'). 

201 — Una  promesa  es  cosa  distinta  del  contrato 
que  tiene  por  objeto.  Eso  be  demuestra  cou  la 
simple  consideración  de  que  no  concurren  en  ella 
los  elementos  sustanciales  del  contrato,  cuyo  na- 
cimiento queda  en  suspenso,  y  nunca  podrá  decir- 
se con  exactitud  que  existe  antes  de  su  celebra- 
ción. (Sentencia,  26  de  Mayo  de  1898,    310,  1.'). 

202 — Los  efectos  de  la  promesa  de  venta  no  se 
extienden  á  producir  alteración  alguna  en  los  de- 
rechos de  propiedad,  y  por  tanto,  el  promitente 
continúa  siendo  dueño  del  objeto  del  contrato  (1). 
(Sentencia,  25  de  Mayo  de  1898,  318,  1.*). 

203 — Las  que  arroja  un  proceso,  consistentes  ea 
un  cúmulo  de  indicios  vehemantísimos,  son  sufi- 
cientes para  formar  la  convicción  de  que  el  pro-  ■ 
cesado  fue  autor  del  delito,  aunque  no  haya  tes- 
tigos presenciales  de  su  ejecución.  (Casación,  27 
de  Noviembre  de  1897,  181,  l.*). 

204 — SÍ,  conforme  á  las  artículos  2341  y  2347  del 
Código  Civil,  es  indudable  que  hay  obligaciones 
que  nacen  de  cuasidelitos,  ya  sean  éstos  propios, 
ya  sean  de  personas  por  quienes  uno  esté  obliga-- 
do  á  responder,  es  forzoso  admitir  que,  de  acuer- 
do con  el  artículo  lti04  del  Código,  debe  probar  su 
diligencia  y  cuidado  la  persona  á  quien  se  impu- 
ta responsabilidad  por  un  cuasidelito  propio  ó  de 
un  dependiente  suyo.  (Casación,  17  de  Diciembre 
de  1897,  222,  2í). 


(1)  Tóase  el  número  l< 
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Pruebas.  205 — No  se  violan  las  disposiciones  de  los  artícu- 

los 542  y  543  del  Código  Judicial  cuando  se  aplica 
la  especial  y  preferente  del  artículo  1604  del  Có- 
digo Civil,  que  consigna  el  principio  de  que  la 
prueba  de  la  diligencia  ó  cuidado  incumbe  al  que 
ha  debido  emplearlo,  en  vez  de  tocar  la  prueba 
del  descuido  a  quien  lo  alega.  (Casación,  17  de 
Diciembre  de  1897,  222,  2."). 
77. 

—  206 — No  es  motivo  suficiente  para  impugnar  por 

errónea  la  apreciación  del  Tribunal,  el  que  haya 
estimado  los  elementos  probatorios  en  conjunto, 
sin  decir  a  cuál  de  ellos  se  da  la  preferencia.  (Ca- 
sación, 1»  de  Febrero  de  1898,  267,  1.'). 
Véase  el  número  194. 

Prueba  testimonial.  207 — Es  regla  de  hermenéutica  de  los 
contratos,  la  de  que,  conocida  claramente  la  in- 
tención de  los  contratantes,  debe  estarse  á  ella; 
y  no  vale  decir  que  no  debe  estimarse  la  prueba 
testimonial  para  determinarla  en  los  contratos 
que  constan  por  escritura  pública,  cuando  no  se 
trata  de  la  prueba  de  la  obligación  misma,  sino 
de  allegar  datos  para  desentrañar  el  alcance  de 
una  cláusula  de  la  escrituia.  (Sentencia,  30  d» 
Octubre  de  1897,  135,  2.m). 
Véase  el  número  203. 

Quiebra.  20S — El  estado  de  quiebra  no  se  prueba  con  tes- 

timonios de  particulares  ni  certificados  de  Jueces; 
el  artículo  136  del  Código  de  Comercio  exige  que 
esa  declaración  se  haga  por  providencia  judicial, 
á  solicitud  del  mismo  quebrado,  ó  á  instancia  de 

acreedor  legítimo,  (Casación,  23  de  Julio  de  1898 

390,  1.'). 

REGISTRO.  209—  Los  artículos  2652  y  2673  del  Código  Civil, 
relativcs  á  los  títulos,  actos  y  documentos  que 
deben  registrarse,  eólo  se  refieren  á  los  de  origei 
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colombiano,  ó  que  deban  ejecutarse  en  Colom- 
bia (1).  (Casación,  27  de  Septiembre  de  1897, 
73,  l.«) 

Beqistro.  210 — El  registro  de  una  sentencia  es  formalidad 
intrínseca,  sujeta  á  la  ley  del  lugar  donde  dicha 
sentencia  se  dictó-  (Casación,  27  de  Septiembre 
de  1897,  78,  l»), 

231. 

—  211 — La  institución  del  registro  en  Colombia  no 
se  tomó  del  Código  de  Chile,  sino  que  se  separó 
del  Código  de  ese  país  para  formar  un  tratado  es- 
pecial del  Código  Civil,  y  en  las  disposiciones  da 
la  materia  en  Colombia  no  se  encuentra  ninguna 
que  determine  la  formalidad  del  registro  del  De- 
creto judicial  que  confiere  la  posesión  efectiva  de 
la  herencia,  indudablemente  porque  los  autores 
de  esta  parte  del  Código  no  consideraron  que  de- 
bía proveerse  ese  Decreto  ni  que  su  registro  fuera 
esencial.  (Casación,  15  de  Noviembre  de  1897, 
164,  l.«). 

—  212— El  de  los  bienes  raíces  está  establecido  en 
Colombia  para  los  actos  de  mutación  del  dominio, 
como  donación,  venta,  peí-muta,  partición  y  loa 
constitutivos  de  derechos  reales;  y  como  la  sim- 
ple posesión  no  transfiere  el  dominio,  el  titulo 
que  la  confiere  simplemente  (se  trata  del  Decreto 
que  confiere  la  posesión  efectiva)  no  está  sujeto 
a  registro;  como  no  lo  están  las  sentencias  que 
se  dictan  en  los  interdictos  ó  juicios  sumarios  de 
posesión.  (Casación,  15  de  Noviembre  de  1897, 
164,  2."}. 

—  213 — La  serie  de  las  transmisiones  de  la  propie- 
dad en  el  libro  de  registro  no  se  interrumpe  por 
no  inscribirse  en  él  el  Decreto  de  posesión  efecti- 

(1)  Esta,  doctrina  7  la  lig  Diente  wn  •pliMcidn  de  loe  principio*  del  Derecho  lo- 
temtcioneJ  PriTada 
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va  de  la  herencia,  aun  dado  caso  que  este  Decre- 
to debiera  dictarse,  porque  él  no  cambia  el  domi- 
nio, y  Jo  que  en  definitiva  viene  a  transmitirlo  es 
la  adjudicación  que  se  hace  por  medio  de  las  co- 
rrespondientes hijuelas,  aprobadas  por  el  Juez, 
porque  este  titulo  es  el  que  verdaderamente  con- 
fiere á  los  herederos  el  dominio  que  antes  tenía 
el  causante  ó  testador.  (Casación,  15  de  Noviem- 
bre de  1897,  l(i4,  2.»). 

Registro.  214 — Lo  que  el  Código  llama  posesión  efectiva  de 
la  herencia  es  cosa  distinta  del  dominio  que  se 
trasmite  á  cada  heredero  en  las  cosas  que  se  le 
adjudican.  Cuando  el  titulo  de  adjudicación  se 
refiere  á  bienes  raíces,  es  claro  que  debe  regis- 
trarse, y  mientras  tanto  el  adjudicatario  no  ad- 
quiere la  posesión  ni  hace  fe  en  juicio  un  título 
que  carezca  de  ega  formalidad  (1).  Pero  como  la 
posesión  efectiva  de  la  herencia,  ó  sea  el  acto  del 
juicio  de  sucesión  que  en  Colombia  equivale  á 
esa  formalidad  del  Código  de  Chile,  no  está  su- 
jeta a  registro,  no  hay  justicia  en  aplicar  á  casos 
de  mera  posesión  lo  que  sólo  se  refiere  á  títulos 
de  dominio,  en  detrimento  de  derechos  que  reco- 
noce el  mismo  Código  y  que  no  podrían  hacerse 
valer  si  sólo  por  analogía  se  les  colocara  en  una 
situación  que  estorbaría  su  ejercicio.  (Casación, 
15  de  Noviembre  de  1697,  164,  2.m  y  165,  I.'). 
Véase  Posesión  efectiva. 

—  215 — El  de  la  diligencia  de  protocolización  de  un 

instrumento  no  es  indispensable  para  que  haga 
fe  el  documento  protocolizado  (2).  (Casación,  15 
de  Diciembre  de  1897,  205,  1.*). 

Reivindicación.  216 — El  heredero  que  antes  de  la  partición  de 
la  herencia  ejercita  la  acción  rei vindicatoria  que 
le  concede  el  artículo  1325  del  Código  Civil,  debe 


(1)  Articulo  26T3  del  Código  Civil. 

(2)  Víu«  lo»  numere*  1,301  i  1,217. 
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hacerlo  en  favor  de  la  comunidad  que  forma  con 
loa  demás  asignatarios;  y  es  improcedente  la 
acción  que  intente  para  síjy  en  bu  propio  nombre. 
(Casación,  27  de  Agosto  de  1997,  GO,  1.'). 

Reivindicación.  217 — Quien  intente  reivindicar  una  finca  raiz 
debe  determinar  sus  linderos,  y  no  le  basta  indi- 
car que  la  finca  en  cuestión  está  comprendida 
dentro  de  otra,  ó  que  hace  parte  integrante  de 
ella.  En  efecto,  el  artículo  946  del  Código  Civil 
requiere,  al  defiuir  la  acción  reivindicatoría,  que 
la  cosa  sea  singular;  lo  cual  quiere  decir  que  esté 
determinada  de  un  modo  preciso,  determinación 
que  no  puede  hacerse  sino  por  el  señalamiento  de 
los  linderos,  en  las  fincas  raices.  (Casación,  27  de 
Agosto  de  1897,  60,  2.»). 

—  218 — Pedir  la  declaración  de  que  una  finca  perte- 

nece á  determinada  persona  ó  á  la  sucesión  de  la 
misma,  es  demandar  la  reivindicación  de  dicha 
finca,  según  el  artículo  946  del  Código  Civil.  (Ca- 
sación, 30  de  Noviembre  de  1897,  187,  2.'). 

Rescisión.  219 — La  diferencia  esencial  que  existe  entre  la 
rescisión  y  la  resolución,  Begún  la  legislación  co- 
lombiana, la  ha  establecido  la  Corte  de  este  modo 
en  casos  repetidos:  "la  rescisión  siempre  es  cau- 
sada por  un  vicio,  siempre  es  pena  ó  sanción  de 
la  ley;  la  resolución  no  importa  en  todo  caso  una 
sanción,  y  puede  ser  materia  de  estipulaciones  lí- 
citas y  válidas;  la  rescisión,  judicialmente  pro- 
nunciada, da  acción  reivindicatoría  contra  terce- 
ros poseedores,  al  paso  que  la  resolución,  por  no 
haberse  pagado  el  precio,  no  da  este  derecho  al 
vendedor  sino  en  conformidad  con  los  artículos 
154T  y  1548  del  Código  Civil"  (1).  {Sentencia,  7  de 
Diciembre  de  1897,  200,  1.'). 

(1)  Vttm  «I  imrneru  1,338. 
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Reivindicación.  220— La  acción  rescisoria  es  el  efecto  de  la  nuli- 
dad relativa,  y  puede  sanearse  por  la  ratificación 
tácita  ó  expresa;  pronunciada  la  rescisión  por  el 
Juez,  repone  las  cosas  al  estado  en  que  6e  halla- 
rían si  no  hubiese  existido  el  acto  ó  el  contrato- 
nulos,  y  la  acción  reivindicatoría  que  de  ella  pro- 
cede, puede  ser  una  acción  real.  La  resolución  es- 
UDa  condición  cuyo  cumplimiento  extingue  un 
derecho,  no  da  lugar  á  la  acción  de  dominio  con- 
tra terceros  poseedores,  y  es,  por  su  naturaleza, 
puramente  personal.  (Sentencia,  7  de  Diciembre 
de  1897,  200,  t »), 
Véase  el  número  64. 

Resolución.  221—  La  resolución  de  los  contratos  bilaterales, 
por  la  falta  de  cumplimiento  de  las  obligaciones 
de  una  de  las  partes,  sólo  puede  pedirla  el  con- 
tratante que  pruebe  eea  falta  de  cumplimiento, " 
y  que  él  ha  cumplido  ó  se  ha  allanado  á  cumplir 
sus  obligaciones.  (Sentencia,  7  de  Diciembre  de 
1897,  200,  2.'). 

Responsabilidad.  222— Si  bien  es  cierto  que  por  interpretación 
extensiva  de  la  ley,  el  rapto  podría  considerarse 
implícitamente  incluido  entre  los  delitos  que  no 
admiten  fianza  carcelera,  siquiera  se  efectúe  por 
simple  seducción,  basta  que  no  lo  determine  ex- 
presamente la  ley  entre  los  que  taxativamente 
exceptúa  de  la  excarcelación  para  que  no  pueda 
deducirse  responsabilidad,  por  clara  violación  de 
ella,  contra  el  Juez  ó  funcionario  que  ha  admiti- 
do fianza  carcelera  por  tal  delito.  Acaso  le  sea  im- 
putable error  el  proceder  así,  pero  nunca  una  vio- 
lación deliberada  y  terminante  del  precepto  legal, 
tanto  menos  cuanto  que  acerca  de  este  punto 
han  venido  suscitándose  dudas  más  órnenos  fun- 
dadas. (Auto,  29  de  Octubre  de  1897,  176,  1.*). 

—  223 — Para  que  exista  en  los  empresarios  la  res- 

ponsabilidad de  que  trata  el  artículo  2347  del  Có- 
digo Civil  por  los  hechos  ó  culpas  de  sus  depen- 
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dientes,  no  es  necesario  que  la  dependencia  de  és- 
tos sea  absoluta;  basta  que  el  hecho  sea  ejecutado 
por  razón  del  servicio  que  se  haya  encomendado 
al  individuo  que  sirve  á  un  empresario,  pues  en 
todas  las  operaciones  de  su  cargo  tiene  la  condi- 
ción de  dependiente  de  aquél.  (Casación,  17  do 
Diciembre  de  1897,  221,  2.'). 


Bksponsabilidad.  221 — No  incurre  en  responsabilidad  el  Gober- 
nador que  Buspende  una  Ordenanza  dentro  del  pla- 
zo de  treinta  días  siguientes  á  su  publicación,  que 
señala  el  artículo  143del  Código  Político  y  Munici- 
pal, en  vez  de  hacerlo  dentro  de  los  diez  días  des- 
pués de  su  expedición,  conforme  al  inciso  7."  del 
artículo  195  de  la  Constitución.  (Auto,  24  de  Fe- 
brero de  1899,  240,  1.»  y  2.'). 
Véase  el  número  95. 

Eetroactividad  de  la  lev.  225 — Sea  cual  fuere  el  poder  retroac- 
tivo de  la  ley  que  dio  validez  a  los  matrimonios 
católicos,  esta  retroactividad  no  afecta,  no  puede 
afectar  lo  que  fue  materia  de  una  decisión  judi- 
cial (1).  (Casación,  13  de  Agosto  de  1897,  20,1.'). 

148. 

Sbdoociós  de  menores.  226 — No  siempre  que  se  trate  de  aten- 
tados de  esta  clase  debe  el  Juez  de  instrucción 
hacer  constar,  por  medio  de  peritos,  el  cuerpo  del 
delito;  porque  el  solo  hecho  de  instigar  á  una  me- 
nor para  que  abandone  la  casa  de  sus  padres  y 
arrebatarla  de  ella,  con  cualquier  engaño,  lo  cas- 
tiga la  ley,  y  debe  procederse  con  mucha  cautela 
al  decretar  las  diligencias  de  esta  clase.  (Auto, 
23  de  Agosto  de  1897,  48,  2.'). 


(I)  TÍümoI  número  1,27*. 
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Seoüimieiíto  de  causa.  227 — Cuando  se  sigue  un  proceso  para 
averiguar  si  un  individuo  es  responsable  de  varios 
hechos,  el  Tribunal  no  puede,  al  dictar  el  auto 
declarando  con  lugar  á  seguimiento  de  causa  6 
sin  lugar  á  tal  seguimiento,  resolver  sobre  algu- 
nos de  dichos  cargos  y  callar  respecto  de  otros. 
Si  cree  que  ha  llegado  el  caso  del  artículo  1,627 
del  Código  Judicial,  debe  declarar  que  hay  lugar 
á  seguimiento  de  causa,  y  si  cree  que  se  está  en 
el  caso  del  artículo  1,628,  debe  dictar  auto  de  so- 
breseimiento respecto  de  los  mismos  cargos. 
(Auto,  27  de  Noviembre  de  1897,  176,  2.*). 

Sentencia.  228.  Cuando  la  sentencia  es  absolutoria,  no  que- 
da pendiente  ninguna  cuestión  que  haya  sido  ma- 
teria de  la  demanda  y  del  debate  judicial;  y,  en 
consecuencia,  no  es  fundada  la  causal  de  casación 
consistente  en  no  estar  eu  consonancia  con  las 
pretensiones  oportunamente  deducidas  por  el  de- 
mandante. (Casación,  29  de  Julio  de  1897,  3,  2.1; 
Casación,  3  de  Junio  de  1898,  346,  2.m  y  347,  1.*). 
Véase  el  número  234. 

—  229 — Es  incontrovertible  la  doctrina  de  que  las 
sentencias  ejecutoriadas  son  fuentes  de  derechos 
y  de  obligaciones  que  no  pueden  desconocerse, 
expresa  ó  tácitamente,  sino  en  virtud  de  nulidad 
délas  mismas,  declarada  judicialmente  (1).  (Casa- 
ción, 13  de  Agosto  de  1897,  20,  1.»). 

—  230— Cuando  se  trata  de  la  autoridad  extraterri- 
torial de  las  sentencias,  es  preciso  distinguir  en 
ellas  los  requisitos  extrínsecos,  que  dicen  relación 
á  la  forma,  y  á  las  reglas  sobre  su  inscripción, 
firma,  registro,  etc.;  y  los  requisitos  intrínsecos, 
que  conciernen  a  la  competencia  del  Juez  ó  Tri- 
bunal que  las  dicta,  á  la  citación  del  demandado 


(1)  Articuto  1,414  dil  Cúdigo  Cítü. 
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y  á  las  cuestiones  de  orden  y  de  derecho  públicos. 
Cuanto  á  los  primeros  de  estos  requisitos,  preva- 
lece la  regla  locus  regit  actum  ;  y  respecto  de  los 
intrínsecos,  se  reconoce  la  facultad  de  los  Tribu 
nales  ante  quienes  Be  pide  la  ejecución  de  las  sen- 
tencias extranjeras  para  examinar  si  reúnen  es- 
tos requisitos,  sin  entrar  en  el  fondo  del  litigio, 
con  el  objeto  de  proteger  los  derechos  de  las  par 
tes,  la  soberanía  territorial  y  la  autonomía  é  in 
dependencia  nacional.  (Casación,  27  de  Septiem 
bredel897,  77,  2.»). 

231 — La  formalidad  del  registro  Vle  la  sentencia 
de  un  Tribunal  extranjero  debe  regirse  por  la  ley 
del  mismo  Estado,  por  no  haber  en  Colombia  nin- 
guna ley  sobre  el  particular  contraria  á  la  regla 
locus  regit  aclum.  (Casación,  27  de  Septiembre 
de  1897,  77,  2.*). 

210. 

232 — El  recurso  de  alzada  que  se  concede  contra 
una  sentencia  de  primera  instancia,  recae  sobre 
la  resolución  con  que  ella  termina.  Las  razones 
que  le  sirven  de  fundamento  no  son  propiamente 
el  objeto  de  la  apelación.  Si  en  el  examen  que  el 
Tribunal  de  apelación  haga  de  ella  encuentra  que 
su  parte  resolutiva  descausa  en  fundamantos  le- 
gales suficientes,  su  deber  es  confirmarla,  aunque 
entre  los  razonamientos  del  Juez  de  primera  ins- 
tancia haya,  por  otra  parte,  alguno  ó  algunos 
que  no  sean  jurídicos.  (Casación,  7  de  Septiem- 
bre de  1897,  80,  1.'). 

233 — Las  cuestiones  de  hecho  y  d»  derecho  que 
hayan  de  resolverse  en  una  sentencia,  conviene 
analizarlas  á  la  luz  de  las  pruebas  que  obran  en 
autos  y  de  la  intención  claramente  manifestada 
por  los  contratantes  en  los  documentos  que  ellos 
aducen  como  fuente  de  las  obligaciones  que  recí- 
procamente contrajeron.  (Sentencia,  30  de  Octu- 
bre de  1897,  133,  I.»). 
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Sentencia.  234— La  sentencia  absolutoria  comprende  todos 
los  puntos  sometidos  á  la  controversia,  y,  por 
consiguiente,  no  puede  acusársele  de  do  estar  en 
consonancia  con  las  pretensiones  aducidas  en  el 
libelo  de  demanda,  ó  porque  dejó  de  fallar  sobre 
una  de  las  excepciones  propuestas  (1).  (Casación, 
11  de  Marzo  de  1898,  279,  2.'). 

—  235— El  artículo  831  del  Código  Judicial,  que  tra- 
ta del  valor  de  una  sentencia  ejecutoriada,  ha 
sido  considerado  por  ¡a  Corte  como  una  disposi- 
ción sustantiva.  (Casación,  27  de  Junio  de  1898, 
332,  1.*). 

18. 
Véanse  los  números  2,  4,  71,   136,  158,  188,  189, 
210,  247  7  Iob  relativos  á  Casación. 

Servidumbre.  236 — El  derecho  de  tránsito  que  un  Municipio 
pretende  tener,  con  el  carácter  de  servidumbre 
de  uso  público,  sobre  una  faja  de  terreno,  no  esta- 
comprendido  entre  las  servidumbres  naturales  ni 
legales  de  que  trata  el  Código  Civil;  por  consi- 
guiente, es  necesario  considerar  tal  gravamen 
como  servidumbre  voluutaria,  y  deducir  que, 
como  discontinua  que  es,  requiere,  para  su  cons- 
titución, un  título.  (Casación,  5  de  Noviembre 
de  1897,  115,  1.*). 

—  237 — Es  continua  y  aparente  la  servidumbre  de 
acueducto  por  un  canal  artiñcial  que  está  á  la 
vista.  Toda  argumentación  en  el  sentido  de  de- 
mostrar que  tal  servidumbre  es  discontinua  é  in- 
aparente,  es  completamente  inaceptable.  (Casa- 
ción, 15  de  Noviembre  de  1S97,  156,  1."). 

—  238, — Aunque  no  es  indispensable  que  en  la  escri- 
tura de  venta  de  un  inmueble,  que  tenga  á  su  fa- 
vor una  servidumbre,  si  ésta  es  continua  y  apa- 

(1)  Y«us  al  número  1,33». 
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rente,  aparezca  la  cláusula  expresa  de  bu  consti 
tucíón  (1),  sin  embargo,  como  el  artículo  7(¡0  del 
Código  Civil  exige  que  en  la  tradición  de  un  de- 
lecho  de  servidumbre  se  exprese,  por  el  tradente 
que  lo  constituye  y  por  el  adquirente  que  lo 
acepta,  sin  hacer  distinción  de  la  clase  de  servi- 
dumbre, si  en  las  escrituras  no  aparece  esta  cir- 
cunstancia, hay  q«ie  desecharlas  para  el  efecto 
de  probar  con  ellas  la  constitución  de  la  servi- 
dumbre que  se  discute.  (Sentencia,  15  de  No- 
viembre de  1897,  156,  1."). 

Sociedad.  239 — Las  reglas  relativas  á  la  partición  de  los 

bienes  hereditarios  y  á  las  obligaciones  entre 
los  coherederos  son  aplicables  á  la  división  del 
caudal  social  y  á  las  obligaciones  entre  los  miem- 
bros de  la  sociedad  disuelta.  Aquel  acto  no  afec- 
ta la  esencia  de  los  derechos  ni  introduce  nova- 
ción en  los  títulos  á  virtud  de  los  cuales  son  de 
la  herencia  ó  de  la  sociedad  los  bienes.  (Casación, 
19  de  Febrero  de  189S,  267,  1."). 

Sociedad  en  comandita.  240 — Si  en  una  sociedad  en  comandi- 
ta en  que  hay  socios  comanditarios  y  socios  in- 
dustriales ó  gestores,  se  agota  el  fondo  ó  capital 
fijo  que  los  comanditarios  se  comprometieron  su- 
ministrar, sin  haberse  conseguido  el  desarrollo  de 
la  empresa  por  haber  resultado  insuficiente  el 
capital,  los  socios  comanditarios  no  están  obliga- 
dos á  suministrar  más  fondos  para  el  fomento  de 
la  empresa.  En  tal  caso  la  renuncia  del  socio  in- 
dustrial no  es  intempestiva.  (Sentencia,  30  de 
Octubre  de  1897,  133,  2.'). 

—  241.  En  esta  clase  de  sociedades,  el  comanditario 

no  es  prestador  de  dinero,  sino  socio  que  partici- 
pa de  las  utilidades  sociales  y  que  responde  de  las 


(I)  Ají  lo  h ilila  insinúalo  y*  U  Corta  en  Eeso'.uciíJn  de  6  de  Febrero  de  1896. 
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pérdidas  hasta  concurrencia  del  capital  aportado, 
sin.  que  pueda  reclamar  el  pago  de  éstas  mientras 
dure  la  sociedad,  y  uo  concurre  para  ello  con  los 
acreedores  de  la  compañía.  (Casación,  30  de  Oc- 
tubre de  1897,  135,  1*). 

Sociedad  en  comandita.  242— Lo  que  cada  uno  de  los  Bocios  co- 
manditarios recibe  al  verificarse  la  partición  de 
la  sociedad,  no  es  el  aporte  que  llevó,  sino  la  par- 
te correspondiente  al  derecho  que,  como  copropie- 
tario, tenía  sobre  todo  lo  que  constituía  la  masa. 
(Sentencia,  30  de  Octubre  de  1897,  135,  1.*). 

—  243-  Sería  desvirtuar  la  naturaleza  de  este  con- 

trato, reputar  que  un  comanditario  es  acreedor 
déla  compañía.  Es  todo  lo  contrarío:  como  so- 
cio, es  deudor  á  la  sociedad  del  aporte  prometi- 
do, y  siendo  deudor,  no  puede  ser  acreedor  do  lo 
mismo  que  debe;  de  donde  se  deduce  que  la  so- 
ciedad  no  tiene  ninguna  obligación  de  esta  espe- 
cie para  con  él,  (Sentencia,  30  de  Octubre  de  1897, 
136,  1.'). 

Subsistencia  congrua.  244— El  hecho  de  que  una  persona  ten- 
ga una  profesión  ú  oficio  que  le  dé  lo  necesario 
para  vivir,  no  significa  que  tenga  bienes  que  le 
proporcionen  congrua  subsistencia  en  el  sentido 
que  debe  darse  á  los  artículos  1,230,  1,231,  1,234, 
1,235  y  1,236  del  Código  Civil,  combinados  entre 
sí.  (Casación,  19  de  Agosto  de  1898,  406,  2.*). 

Suministros.  245 — La  Ley  163  de  1896  sólo  reconoce  á  cargo 
de  la  Nación  los  créditos  procedentes  de  suminis- 
tros, empréstitos  y  expropiaciones  que  durante 
la  guerra  do  1895  se  exigieron  por  el  Gobierno 
Nacional  y  por  sus  agentes  civiles  y  militares. 
Esta  Ley,  lo  mismo  que  las  anteriores,  guarda 
absoluto  silencio  respecto  de  los  daños  clisados 
por  razón  de  dicha  guerra,  lo  cual  ifemues-.a,  á 
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juicio  de  la  Corte,  que  no  estuvo  en  el  ánimo  del 
legislador  reconocer  tales  daños,  ni  por  consi- 
guiente, intereses  moratorios  por  las  Bumas  que 
llegara  á  deber  en  virtud  de  las  exacciones  que 
hiciera  por  restablecer  la  paz  pública.  (Sentencia, 
17  de  Agosto  de  1898,  408,  2.*). 

Véase  el  número  133. 

246 — La  tercería  coadyuvante  es  una  verdadera 
demanda;  se  sustancia  en  juicio  ordinario,  y  para 
que  sea  admitida,  es  preciso  que  se  haga  por  es- 
crito, en  papel  correspondióte  y  en  la  forma  que 
la  ley  prescribe  para  toda  demanda.  Asimismo, 
la  sentencia  debe  recaer  sobre  la  cosa,  la  canti- 
dad ó  el  hecho  demandado  (1).  (Casación,  16  de  Di- 
ciembre de  1897,  208,  I.»  y  3.»). 

247 — La  tercería  de  dominio  y  la  sentencia  que 
sobre  ella  debe  recaer,  no  pueden  tener  otro  obje- 
to que  decidir  si  el  tercerista  es  6  no  dueño  de  la 
cosa  que  reclama,  y  sí  ésta  debe  ó  no  ser  excluida 
del  embargo.  (Casación,  3  de  Junio  de  1898, 
846,  2.'). 
Véase  el  número  71. 


Testamkwto.  248 — Un  testamento  abierto  no  queda  exento  de 
nulidad  por  el  hecho  de  haberse  cumplido  todas 
las  formalidades  designadas  en  el  articulo  1,073 
del  Código  Civil,  de  modo  que  no  se  puede  obje- 
tar nada  contra  la  identidad  del  testador  y  de  loa 
testigos;  pues  la  ley  civil  reconoce  otras  formali- 
dades de  las  cuales  no  puede  prescindirse  sin  oca- 
sionar la  nulidad  del  acto.  Así,  pues,  la  sentencia 
que  se  funda  en  la  omisión  de  alguna  de  estas 
formalidades  para  anular  un  testamento  abierto 
en  el  cual  se  han  ci.    ti'lido  las  designaciones  an- 


(1)  VéM*  el  número  1,379. 
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tes  citadas,  no  infrinja  el  artículo  11  de  la  Ley 
95  de  1890.  (Casación,  19  de  Octubre  de  189T, 
123,  2.*). 

2+9 — Si  una  sentencia  declara  nulo  un  testamen- 
to y  resuelve  que  la  sucesión  se  adelante  sin  te- 
nerlo en  cuenta,  la  circunstancia  de  no  haberse 
declarado  nada  sobre  la  nulidad  de  la  partición 
que  se  hubiese  hecho  según  las  disposiciones  tes- 
tamentarias, no  faculta  á  la  parte  contraria  para 
fundar  en  ello  recurso  de  casación,  porque  ese  si- 
lencio de  la  sentencia  no  la  perjudica,  y  faltando 
el  agravio  inferido  falta  el  derecho  para  interpo- 
ner el  remedio  de  la  casación.  (Casación,  19  de 
Octubre  de  1897,  124,  l.1). 

250 — No  deja  de  ser  auténtica  la  copia  de  un  tes- 
tamento por  no  haberse  expedido  por  el  Notario 
que  custodia  el  original,  sino  por  aquel  en  cuya 
oficina  está  protocolizado  el  juicio  de  sucesión 
del  testador.  No  hay  necesidad  de  que  se  vaya  á 
buscar  cada  documento  de  los  que  forman  un  ex- 
pediente mortuorio  protocolizado  á  la  oficina  don- 
de debe  estar  el  original,  porque  en  este  caso  la 
protocolización  no  tendría  objeto.  (Casación,  1» 
de  Diciembre  de  1S97,  205,  l.'y  2.'). 


índice  alfabético 


ABANDONO  del  de3tino,  1  á  3  y  1,266. 

Abuso  de  autoridad,  4  á  14,  (1  y  149).  (1). 

ACCIÓN,  29,  30,  47,  55,  63,  144,  193,  227,  2*6,  251,  30S,  472,  473, 

636,  644,  977,  1,023,  1,134,  1,139,  1,145,  1,180,  1,241, 

1,323  y  1,345. 

—  cítü,  15,  16,  75  y  1,438. 

—  distinguida,  17  y  18. 

—  exbibitoria,  19.  Véase  Exhibición. 

—  posesoria,  20.  Véase  Posesión. 

—  reivindicatoría,  21  á  24  y  520.  Véase  Reivindicación. 

—  resolutoria,  25  y  1,142.  Véase  Resolución. 
Aclaración  de  la  sentencia,  1,384,    1,385,  (2,  21  y  48). 
Acreedor,  29,    55,   289,    677,   1,036,    1,038,    1,040  y  1,338. 

—  hereditario,  26  á  30,  564,    592,  806,  987  y    994. 

—  hipotecario,  (3). 

Acta  de  acusación,  31.  Véase  Acusación. 

—  de  matrimonio,  32.  Véase  Matrimonio. 
Actos  ejecutivos,  33. 

Acuerdos,  34  y  1,161. 

Acumulación,  35  á  50,   1,056  y  1,150, 

Acusación,  16,  31,  51  y  52. 

Acusador,  31,  51,  52,  155  y  405. 

Adjudicación,    55,    143,    144,    527,    540,  564,    795,     925,    992, 

1,003,    1,053  y  1,344,  (SUS  y  214). 
Administradores  Públicos,  53,   330,  1,298,  1,402  y  1,414. 

(1)  Iim  número!  que  aa  hallan  dentro  da  paréntesis  se   refieren  £   la   doutrina 
del  apéndice  6  «e»  al  tomo  un  de  la  Q'iceta  Judicial. 
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Agestes  del  Ministerio  Público,  13,  56  á  61,  97,  100,  124,  238, 
454,  477,  478,  490,  491,  512,  513,  687  á  689,  699,  721, 
730,  930  á  932,  961,  976,  9S5,  1,005,  1,033,  1,084, 
1,0*9,    1,097,    1,131,    1,185,    1,251,  1,268  y  1,418. 

Albacea,  62,  594  y  (94). 

Alcaldes,  63,  64,  526  y  768. 

Alegatos,  31  y  65. 

—  verbales,  (13  y  14). 
Alevosía,  66  y  1,059. 
Alimentos,  67. 
Allanamiento,  68. 
Amenazas,  69. 

Amnistía,    70. 

Amojonamiento,  71.  Véase  Deslinde. 

Amparo  de  pobreza,  72  á  77  y  771. 

Anticrecis,  78  y  79. 

Apelación,  67,  80  á  94,  128,  130,  134,  135,  166,  341,  406,  608, 
629,  630,  721,  797,  822,  827,  854,  855,  869,  945,  946, 
953,  1,044,  1,045,  1,047,  1,125,  1,165,  1,265,  1,289, 
1,302,  1,304,  1,320,  1,359,  1,376,  1,391,  (4  y  232). 

Aplicación  de  leyes,  95.  Véase  Ley. 

Apoderados,  96  á  105,  191,  241,  243,  296,  439,  558,  722,  910, 
911,   095,    1,014,    1,097,    1,103,    1,360,    1,392  y  1,403. 

Apremios,  (5). 

Ahbitrador,  45,  106,  107,  540,  541,  548,    1,196  y  1,353. 

Arbitramento,  107  á  109. 

Arrendamiento,  110,  111,  286,  310,  387,  1,076  y  (6). 

—  de  servicios,  112  y  1,169. 
Arrendatario,  101,  111,    H3y  1,370. 

Arresto,  8,  38,  114,  115,  124,  336,  525,  526,  633,  760,  783,  881, 
942,    1,001,    1,105,    1,116,    1,128,    1,151,   1,181  y  (87). 

Articulación,  116  á  119,  497,  506,  650,    1,313  y  1,421. 
. —        de  desembargo.  Véase  Desembargo. 

A  SABIENDAS,  313,  641,  944,  995,  997,  1,013,  1,148,  1,245  y  1,264. 

Asambleas,  120  á  123,  148,  393,  653,  689,  708,  732,  733,  734, 
735,  890,  S91,  892,  937,  940,  948,  1,043  1,367,  (7  ál2, 
67,  91,  125,  145,  150,  152  y  180).    Véase  Ordenanzas. 

Atentados  contra  la  libertad,  5  y  124. 
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Atribuciones,  34,  689,  784,  1,218,  1,367  y  1,423.  Véase  Exce- 
so en  las  atribuciones.  . 

Audiencia,  (13  y  14). 

Autos,  6,  10,  80,  85,  90,  97,  126,  á  129,  1SÍ¡  167,  231,  341, 
636,  667,  838,  869,  944,  953,  954,  957,  964,  968,  1,134, 
1,320,    1,376,    1,389  y  1,422. 

—  de  detención,  130.  Véase  Detención. 

—  de  proceder,  12,  44,  131  á  133,  245,  327,  348,  595,  814, 
l,00í,    1,009,    1,017,    1,275,  1,328  y  (129). 

—  de  sustaiiciación,  82,  88,  93,  127,  128,  134,  135  y  1,287 
á  1,290. 

—  ejecutivos,  89,  129,  136,  686,  859  y  1,411.  Véase  JI/a«- 
damiento  y  Juicio  ejecutivos. 

—  i nterlocu torios,  88,  127,  137,  379,  399,  1,165,    1,287  a 
1,290  y  1,331. 

—  para  mejor  proveer,  138. 

Avalúo  pericial,  139  á  142,  221,  255,  444,  1,073,  1,074,  1,078, 
1,235,  (15  y  72). 


Baldíos,  .  143,  144,   152  y  (1G). 

Banco  Nacional,  53,  145  á  147,  457,  555,  695,  836,  837,  934  y  1 ,  121. 

Beneficencia,  148. 

Beneficio  de  inventarío,  149.  Véase  Inventario. 

Bienes  comunes,  (7). 

—  desamortizados,  150. 

—  públicos,  151  y  152. 
Buena  fe,  153  y   1,144. 


O 

Caducidad,  154. 

alumnia,  155  á  160  y  1,000. 
íapellanías,  161  á  163,  272,    1,135  y  1,140. 
'J1GADOK,  164. 


404  ÍNDICE  ALFABÉTICO 

Casación,  101,  104,  105,  138,  165á2S5,  315,  407  á  409,  411,412, 
414,  421,  422,  476,  533,  600,  605  &  607,  610,  644  4  646, 
716,  745,  758,  803,  971,  1,021,  1,083,  1,098,  1,100, 
1,103,  1,166,  1,175,  1,308,  1,310,  1,318,  1,323,  1,324, 
1,333,  1,384  á  1,388,  1,390,  1,392,  1,393,  1,443,(15, 
17  á  50,  65,  66,  68,  70,  72,  98,  127,  185  y  249). 

Caso  fortuito,  110,  286  á289,  693   y   1,193. 

CaüSA,  10,  62,  67,  97,  290  á-  293,  332,  630,  1,315,  1,348  y 
1,452.  Véase  Juicio  criminal. 

—  de  la  obligación  (5 1  y  52). 
Causa  ilícita,  294. 

Celebración  del  juicio,  297,  365  y  1,348. 

Certificación,  298  á  305,   554,  617,   993,    1,051,  1,200  y  1,208. 

Cesión,  306  á  312,  994,    1,205,    1,338  y   1,349. 

Cesionario,  1,000.  Véase  Cesión. 

Circulación  de  moneda  falsa,  313  y  314. 

Coadyuvante,  237  y  315. 

Coadyuvar,  207  y  316. 

Comisiones,  54  y  317  á  319. 

Comisos,  320  y  (53). 

Comodato  precario,  321. 

Compañía,  322,  649,  849,  1,024,  1,093  y  1115.   Véase  «Sociedad. 

Compensación,  323. 

Competencia,  15,  49,  80,  143,  156,  324  á  335,  417,  418,  435,  538, 
635,  658,  661,  700,  779,  SU,  845,  846,  850,  853,  883, 
915,    1,196,    1,262,    1,363,     1,377  y  (54  á  56). 

Cómputo,    336. 

Comunidad,  (57,  56  y  111). 

Concesiones,  (59). 

Concordato,  337. 

Concurso  de  acreedores,  24,  47,  227,  338,  415,  496,  804,  808, 
994,    1,082,    1,121,    1,310  y   1,338. 

Condición,  339  y  340. 

—  potestativa,  341. 

—  resolutoria,  342  y  343. 
Conferencia,  344. 

—  amigable,  345  á  347. 

Confesión,  348  a  357,  529,532,604,848,  1,167,  1,169,  1,335, 
(60  y  115). 
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Confeso,    358,  859  y  1,875. 
Confiscación,  (53). 

CONJUKCES,  360  4  362,  682,  717,  725,  726,  984   y  1,392. 
Conocimiento  de  embarque,  363. 

Consejo  de  guerra,  334,  364  4367,  464,  1,009,  1,015,  1,017,  1,057, 
1,452  y  (129). 

—  Municipal,  368  y  (7). 

Consentimiento  tácito,  369,  623,  1,350  y  (61). 

Consignación,  370,  371  y  1,040. 

Constitución,  12,  34,  63,  151,  169,  189,  372,  447,  448,  449,  783, 
787,  792,  809,  819,  675,  876,  901,  922,  932,  1,031, 
1,033,  1,042,  1,052,  1,062,  1,080,  1,086,  1,245,  1,445 
y  (53). 

CONSULTA,  165,  373  i  380,  513,  599,  630,    1,134   y   1,274. 

CoNTBABANDO,  320,  340,  381  a  383. 

CONTBATOS,  171,  294,  342,  384,  385,  396,  570,  776,  891,  900, 
936,  935,  941,  972,  978,  990,  993,  994,  995,  997  á 
1,007,  1,011,  1,013,  1,035,  1,079,  1,122,  1,177,  1,215, 
1,233,  1,234,  1,235,  1,236,  1,238,  1,241,  1,258,  1,277, 
1,278,  1,335,  1,337,  1,426  1,446,  (61  á  63,  66, 
135,  153,  156,  199,  200  y  201). 

—  de  seguros,  386  y  1,349. 

—  solemnes,  352,  387  a  391,    1,020,    1,167  y  (60). 
CONTBIBDCIÓN,  122,  308,  392,  393,  852   y    1,076. 

COPIAS,  304,  348,  394  a  396,  454,  482,  508,  552,  554,  577,  602, 
1,045,  1,200,  1,201,  1,208,  1.212,  1,391,  1,401,  1,413 
y  1,442. 

CoBTE  Suprema,  18,  20,  76,  77,  88,  89,  92,  93,  101,  128,  138,  162, 
167,  180,  181,  290,  329,  330  a  332,  367,  382,  383,  449, 
478,  533,  534,  575,  656,  660,  752,  830,  833,  839,  840, 
841,  844,  850,  853,  859,  861,  863,  870,  933,  971,  1,010, 
1,031,  1,032,  1,057,  1,088,  1,119,  1,161,  1,175,  1,192, 
1,195,  1,282,  1,316,  1,354,  1,359,  1,363,  1,367,  1,441, 
1,443  y  1,444.  Véase  Casación. 

COBBEGIDOBES,  397. 

Cobbeos,    164,  398,  567  y  1,420. 

COSA  juzgada,  193,  201,  226,  399,400,  563,  636,  1,168,  1,313, 
1,318,  1,323  y  (64). 
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Costas,     74,  173,  217,  237,  401  á  414, 1,865,  1,294,(65468  y  154). 

Crédito  público,  (69). 

Créditos,   30,    47,    146,    306,    307,    309,  311,    415,    1,053,    1,120, 

1,121,  1,122,  1,133  y  1,140. 
Cuadrilla  de  malhechores,  416  y  417. 
Cuantía,    7,  115,    118,    143,    183,  206,    207  4  209,    218,   219,  235, 

242,  255,  274,  325,  418  4  424,  474,  487,  533,  635,  656, 

798,  824,  827,  837,  651,  859,  862,  664,  870,  918,   1,069, 

1,082,  1,321,    1,383,  (35  y  70  4  T2). 
Cuartel,   425. 
CUESTAS,    426  4  432,  445,  556,  572,  640,  798,  799,  834,  958,  967, 

1,174  y  (73  4  75).  Véase  Juicio  de  cuentas. 
—        en  participación,  433  y  (76). 
Cuerpo  del  delito,  313  y  936. 
Cuestionario,  434  y  448. 
Culpas,     435  4  437,   1,349,  1,356  y  (77). 
Curador,  438  4  422,  699,  782,  955,    1,006,   1,067,  1,091  y  1,180. 

Véase  Guardador. 


DaSís,        436,  443,  444    y  1,233. 

Décima  del  carador,  445. 

Declaración,  22,  23,  188,  203,  293,  299,  342,  343,  446,  447,  613, 

614,  684,  902,  970,  975,  978,  990,  993,  997  á  999,  1,117, 

1,177,    1,220,    1,234,    1,254  y    1,396. 

—  de  testigos.  Véase  Testigos. 
Declaratoria  de  confeso.  Véase  Confeso. 
Decreto,   449. 

Defensor,  146,  361,  450,  477,  688,  699,  724,  727,  869,  952  4  954, 
930,    1,016,    1,047  y   1,228. 

Delito,  3  á  5,  7  á  14,  36,  39,  49,  50,  53,  58,  68,  69,  169, '245, 
292,  326,  374,  434,  451  4  454,  523,  628,  747,  765,  770, 
812,  813,  817,  819,  823,  626,  829,  831,  857,  936,  970, 
982,  1,073  4  1,075,  1,078,1,123,  1,211,1,250,  1,263, 
1,264,   1,270,   1,273,    1,341,    1,356,   1,438  y   1,448. 

—  común,    425,  4*5,   456,    458,  466,  469,  839,  840  y  865 


j 
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Delito       continuado,  457,  iíS7  y  1,147. 

—  militar,  70,  1*9,  425,  45S  á   470,    1,006,    1,009,  1,010, 
1,015,    1,017,    1,057,  1,396  y  (83). 

—  político,  70  y  470. 

Demanda,  16,  19,  60,  143,  183,  203,  218,  242,  255,  328,  345,  427, 
429,  430,  471  4  473,  4S6,  491,  515,  634,  647,  807,  849, 
858,  919,  1,002,  1,092,  1,204,  1,232,  1,319,  1,321, 
1,330,  (17,  42  y  78  a  81). 

—  de  reconvención,  203,   251,  474  á  476  y  (67). 
DEMANDANTE,  19,   59,    146,    164,   207,    424,   473,  4S4  á  486,    518, 

712,  716,  800,  877,    1,097,   1,002,  1,021,    1,170,    1,323 

y  1,379. 

DEMORAS,   48,  154,  377,  412,  477  á  4S3,  693,    901,   (82  y  114). 
Denuncia  del  pleito,  484  á  489,    1,29*  y  1,296. 
Denuncio,  11,  16,  490,  772,   1,086,    1,087  y  1,156. 

—  de  minas.  Véase  Minas. 

Departamento,  99,  100,  320,  332,  491  a  493,  534,  573,  581,  591, 
732,  841,  849,  851,  852,  870,  940,  1,035,  1,080,  1,097, 
1,153  y    1,377. 

Depositario,  494,  495  y  1,040. 

Depósito,  11,  496  á  500,    691,   947  y   1,408. 

DERECHOS,  298,  301,  302,  394,  501,  502,  991,   1,209  y  (85). 

—  adquiridos,  95,  198,  503,  914,  929,    1,035  y    1,279. 

—  hereditarios,  504,  505_(110  y  155). 
Desembargo,  24,  506,  584  y  691. 
Desglose,  507  y  508. 

Desistimiento,  472,  509  á  513,  584  y   1,378. 

Deslinde,  71,   119,   177,  420,  471,  514  a  520,  800  i  802,  9J7, 

1,107  y  (84). 
Despojo,    521,  711  y  845. 
Detención,  623,  632  y  742. 

—  arbitraria,  524  y  525. 

—  del  sindicado,  35,  38,  46,   130,   523  y  (86). 
Detenido,  447,  450,  526,    1,150,    1,151  y(87). 
Deudas  hereditarias,  4<>,  527  á  530,  1,003  y  (88  á  90). 

—  testamentarias,  531  y  532. 

DeddORHS  al  Fisco,  308,  572,  038,  958,    1,267,    l,352y   1,401. 
Dictamen  pericial,  140,  533,  610,  766  y  1,173.  Véase  Avalüopt- 
ricial. 
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Directores  de  Instrucción  Pública,  531. 

Distrito  (91). 

División  de  bienes  comunes,  45,  418,  535  a  548,  856,  1,188, 
1,237,(92,  112  y  146).  Véanse  Comunidad  y  Partición. 

Divorsio,  549  y  915. 

Documentos,  19,  31,  108,  212,  387,  507,  550  á  553,  570,  600, 
616,  662,  762,  801,  896,  926,  1,020,  1,037,  1,083, 
1,164,  1,176,  1,209  a  1,211,  1,214,  1,217,  1,334, 
1,404,  1,406,    1,408,    1,409,    1,414  y  1,429. 

—  auténticos,  185,  305,  554,    555,    663,   949   y  1,200. 

—  privados,  350,  556  a  558,  609,    1,158,   y  1,179. 

—  públicos,  559,    663,    1,051,    1,426   y    1,434. 
Dolo,  560,  561  y  1,433. 

Doméstico,  562  y  752.  ' 

DOMINIO,     26,  519,  529,  563  a  565,  805,  894,   902,  903,   922,    923 

1,213,    1,230  y   1,239. 
Donación,  566  y  873. 


Edicto,       956,  963  y  1,421. 

Ejecución,  567  á  574,  (100  y  106).  Véase  Juicio  ejecutivo. 

—  de  las  sentencias,  67,  71  y  575  á  578. 
Ejecutoria,  579  y  580. 

Ejército  Nacional,  5S1. 

Embargo,  497,511,    582  4  584,  620,    691,  856,974,993,    1,001, 

1,201,   1,202,  1,213  y  1347. 
Embriaguez  habitual,  585. 
Emisiones  ilegales,  586,  587  y  695. 
Empleado  público,  1,  2,  8,   9,  39,  53,   96,   326,  392,    555,  585, 

588,  589,  694,  713,    835,   839,  840,   863,    1,250,    1,272 

y  1,356. 

—  militar,  164  y  590. 
Empresarios,  (93,  104  y  223). 
Empréstito,  591  y  1,038.  Véase  Suministros. 
Enajenación  forzosa,  592. 

Encargos,  (94). 


1 


ÍNDICE  ALFABÉTICO  409 

—  secretos,  593  y  594. 
Endoso  (95). 

Enjuiciamiento,  245,  826,  334,  595,  1,129,  1,312,  1,305,  1,366 
y  1,374.  Véase  Auto  de  proceder. 

Enmendaturas,  596. 

Entrega  (96). 

Error,  177,  185,  248,  266,  357,  367,  586,  598,  601  á  610,  745, 
752,  758,  893,  969,  982,  1,010,  1,241,  1,248,  1,256, 
1,269,    1,271,    1,326,  (19,  20,  97,  98,  118  y  206). 

—  numérico,  611   y  640. 

Escritos  irrespetuosos,  6,  612,  734  y  785.  Véase  Irrespeto. 

Escritura  pública,  79,  306,  389,391,553,  602,  613  á  616,  763, 
893,  894,  896  á  898,  981,  1,253,  1,335,  1,888  1,846, 
1,399,  1,403  y  (6). 

Estado  civil,  219,  303,  353,  565,  617  á  019,  697,  896,  1,168, 
1,169  y  1,171. 

Estados  Soberanos,  170,  171,  19a,  204,  492,  591,  620,  632,  832, 
922,  929,    1,064,    1,119  y  1,191. 

Estafa,      621  y  709. 

Estampillas,  622. 

Estipulación  para  otro,  623. 

Estupro,     624,  626  y  1,181. 

Excarcelación,  14,  416,  526,  635  á  633,    1,448,    (86,    99  y  222). 

Excepciones,  90,  193,  207,  22.5,  246,  265,  207,  413,  518,  634  á 
647,  803,  870,  995,  996,  1,041,  1,089,  1,136,  1,137, 
1,139,  1,145,  1,304  á  1,306,  1,308,  1,310,  1,313, 
1,323,    1,337,    (2,  100  y  234). 

Exceso  en  las  atribuciones,  125,  648,  694  y  1,014. 

Exhibición,  600,  649  y  650. 

Expectativa,  651. 

Expropiación,  652  á  650,  740,  1,080,  1,132  y  (101).  Véase  Su- 
ministros. 

Extradición,  657. 

Extranjeros,  658,  659  y  740. 
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Pallo,        660.  Véase  Sentencia. 

Falsedad,  468,  507,  621,  661  á  667,  871,  949,  950,  1,372  y  (102). 

Falsificación  de  billetes,  668,  837  y  871. 

Falta  de  cumplimiento  de  los  deberes,  669  y  682. 

Fechas,    (103). 

Ferrocarril,  656,  670,  (63,  93,  104,  105  y  174). 

Fiador.      Véase  Fianza, 

Fianza,      671  á  680,  920,  1,368,  1,402,  1,406  y  1,414. 

—  de  cárcel,  524,  626,  628,  629,  672  á  674,    941,    1,150 
1,228,    1,41o,   1,411  y  1,448.    Véase  Excarcelación, 

—  de  costas,  675  y  676, 

—  de  manejo,  677. 

—  de  saneamiento,  678  á  680. 

Firma,  33,  92,  106,  126,  128,  129,  137,  556,  557,  666,  660, 
666,  681  á  686,  725,  950,  968,  1,017,  1,242,  1,244, 
1,251,    1,357,  (106  á  IOS  y  160). 

Fiscales,    687  a,  689  y(109).  Véase  Agente  del  Ministerio  Público. 

Fisco,       (53). 

Franquicia  telegráfica,  690. 

Frutos,       691,    1,095,    1,233,    1,240,    1,294,    1,317  y  1,321. 

Fuero  militar,  334,  581,  590.  640,  692,  832,  857  y  868. 

Fuerza  mayor,  693.  Véase  Caso  fortuito. 

Funcionarios,  4,  5,  10  á  14,  48,  63,  68,  97,  114,  130,  295,  326, 
368,  479,  482,  483,  625,  631,  632,  633,  648,  658,  661, 
663,  683,  694,  702,  719,  720,  754,  767,  768,  783,  822, 
881,  901,  932,  958,  996,  1,051,  1,104,  1,148,  1,249, 
1,255,  1,261,  1,262,  1,270,  1,273,  1,356,  1,366  y  1,447. 

Funciones,, 63,  694  y  1,356. 


Gananciales,  (100  á  112  y  123). 

Gerenta,   53,  457  y  695. 

Gobernador,  (8,  12  y  113).  Véase  Ordenanzas, 
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GOBIERNO,  ir,  70,  143,  163,  384,  3S5,  338,  513,  570,  571,  659, 
739,  740,  769,  861,  874,  912,  932,  933,  972,  1,038, 
1,079,  1,132,  1,192,  1,226,  1,343,  1,420,  1,426,  (12 
7  H3). 

Orado  de  culpabilidad,  (104,  117,  140,  139  y  181). 

Graduación  de  créditos,  (115  y  116). 

Gravedad,  (117). 

Guardador,  426,  428,  43»,  445,  558,  696,  782  y  967. 


Hechos,  (118). 

Heredero,  22,  23,  24,  27,  29,  55,    149,    273,   341,    528,    531,   558, 

697,  698,  716,  795,  806,  987,  992,   1,053,   1,103,   1,108, 

1,110,    1,373,    1,416  y  (199). 
Herencia.  Véase  Sucesión. 

— ■        yacente,  699. 
Heridas,    291,625,  700  á  702,  741,  778,   1,191,   1,193,  y  1,374. 
Hijos  naturales,  619  y  703. 

Hijuela,     528,  561,  565,  704,  705,    1,053,    1,206  y  (146). 
HIPOTECA,  306,  307,    309,   338,   706,   707,    884,    885,    909,    1,019, 

1,085,  1,130,  1,121,  1,122,  1,203,  1,205,  1,215,    1,433, 

(120  á  123  y  197). 
Homicidio,  335,  467,  631,  982,   1,059,    1,171  y  (137). 
Honorarios,  (124). 
Hospital,  708. 
Hurto,      521,  700,  709  á  711,   1,187  y   1,415. 


X 

Identidad,  712. 

'inorancia  de  la  ley,  711  y  714. 

-.eoitimidad  de  la  personería,  643,  715  y  716.  Véase  Personería. 
Mpedimentos,  57,  295,    296,  358,    688,  717  a  731,    789,    888  y 
1,424. 
—        y  recusaciones,  362,  789,    1,292  y  1,382.  Véase  Recu- 
sación. 
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Impuesto,  77,  732  á  736,    1,352,(125  y  126).  Véase  Contribución. 
Incendio,  737. 

Incompetencia  de  jurisdicción,  236,  241,  333,  383,  686,  738,  866, 
984,    1,015  7  (23). 

Incongruencia,  (127). 

Indemnización,  436,   437,  453,  654,  739,  740,  860  y  (101).  Véase 

Perjuicios. 
INDICIOS,  614,  741  á  745,  1,258,     1,336  y  (203). 
Indígenas,  746. 
Indulto,  747.. 
Industria,  748. 

Inepta  demanda,  473,  643,  749  y  1,028. 
Infracciones  de  la  ley,  692,  750  y  1,149.  Véase   Violación  de 

la  ley. 
Inhabilidad,  751. 

—  de  los  testigos,  752. 
Injurias,  156,  158,  753  á  756  y  1,050. 

Injusticia  notoria,  292,757  a 759,  818,1,302,  1,439,1,440,1,442 

y  1,444. 
Inmunidad,  760  y  761. 
Inscripción,  150  y  760. 
Inserción,  763  y  896. 
Insolvencia,  (128).  Véase  Quiebra. 
Inspección  ocular,  764  á  767  y  1,027. 
Inspectores  de  policía,  768. 
Instrucción  pública,  96,  769  y  940. 

—  de  sumarios,  761  y  770.  Véase  Sumario. 
Insubordinación,  (101). 

Interés  en  el  juicio,  12,  28,  74,  76,  77,  144,  145,  161,  316,  724, 

771,  772,  850,  921,  1,000,  1,373  y  1,422. 
Intereses,  78,  183' 531,  693,  773  á  775,  906,    1,233,  (9,   130  á 

134  y  183). 
Interpretación,  562,  584,   786,   820,    875,  1,007,  1,056,  1,117, 

1,134,   1,256,   1,260,   1,269,   1,451  y  (135). 
Intérpretes,  777  y  783  á  786. 
Invalidez,  778. 
Inventario,  149,  274,  498,  502,  529,  532,  696,  779  4  782,  852, 

1,011,  1,052,  1,162,  1,163,    1,199  y  (89). 
,  6,  13,783  a786y  1,061. 
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T 

J  (articulo),  787. 

Juez,        Í88  a  T9T,  (1  y  78). 

—  de  Circuito,  12,  34,  41,  76,  297,  317,  324,  325,  330, 
397,  417,  435,  477,  491,  522,  538,  548,  835,  701,  718, 
719,  737,  765,  770,  788,  790,  791,  798,  809,  824,  825, 
829,  831,  838,  841  a  843,  850,  851,  861,  864,  865,  870, 
915,  952,  1,097,1,196,  1,199,  1,230,  1,253,  1,301  y 
1,364. 

—  municipal,  54,  317,  331,  538,  701,  791,  822,  824,  829, 
831,  845  y  952. 

—  superior  de  Distrito,  41,  324,  397,  417,  477,  522,  661, 
770,  810,  813,  817,  823,  826,   829,   837,    1,181  y  1,301. 

Juicio  criminal,  16,  31,  35  á  37,  39,  41  á  44,  46,  49,  50,  58,  82, 
165,  168,  189,  195,  202,  224,  228,  245,  290,  299,  326, 
327,  374,  375,  382,  405,  446,  727,  761,  794,  839,  869, 
879,  952,  970,  971,  981,  984,  1,005,  1,047,  1,055,  1,064, 
1,091,  1,126,  1,129,  1,133,  1,156,  1,229,  1,255,  1,261, 
1,272,  1,299  y  1,311. 

—  de  cuentas,  235,  798,  799  y  834.  Véase  Cuentas. 

—  de  deslinde,  800  á  802.  VéaBe  Deslinde. 

—  de  sucesión,  806,    807  y  (214).  Véase  Sucesión. 

—  de  responsabilidad.  Véase  Responsabilidad. 

—  ejecutivo,  24,  47,  54,  116,  136,  172,  214,  266,  403,  496, 
497,  511,  583,  5B4,  620,  635,  637,  638,  646,  676,  678, 
729,  S03,  804,  836,  838,  841,  856,  862,  870,  942,  »66, 
975,  988,  1,012,  1,039,  1,040,  1,082,  1,153,  1,178, 
1,201,  1,224,  1,304,  1,305,  1,306,  1,313,  1,347,  1,375, 
1,376  á  1,378,  1,404,    1,4012  y  (71). 

—  posesorio,  81,   190,   325  y  805. 
Junta  de  acreedores,  808. 

JUEADO,  31,  196,  245,  276,  292,  344,  348,  434,  596,  758,  809  a 
820,  823,  879,  971,  984,  996,  1,059,  1,125,  1,171, 
1,243,  1,299,  1,300,  1,302,  1,348,  1,439  a  1,445,  (137  á 
140,  181  y  1S2). 

Juramento,  821. 

Jurisdicción,  39,  42,  48,  59,  83,  25,  128,  145,  162,  1S4,  333, 
449,  538,  548,  549,  620,  701,  728,  822  a  871,  933,  969, 
1,185,  1,427,    1,428  y  (141  á  143). 
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Jurisdicción  coactiva,  54,    308,  331,  506,   569  á  571,  583,    635, 
640,   838,  856,  867,    1,089,  1,413  y  (144). 

—  y  competencia.  Véase  Competencia. 

—  voluntaria,  1,099  y  1,102. 


Leoados,  751,  872,  873,  895  y   1,198. 

Lesión  enorme,  141,  195  y  1,235. 

Letras  de  cambio,  874  y  1,405. 

Ley,  6,  7,  12,  17,  18,  25,  34,  55,  73,   93,  166,  168,  198,  226, 

234,  410,  618,  713,  714,  854,  855,  891,  904,  914,  977, 
1,007,  1,079,  1,172,  1,230,  1,280,  1,312,  1,314,  1,327, 
1,426,  (25,  30  y  32). 

—  de  Partida,  179,  180,   1,144  y  1,333. 

—  inconstitucional,  875. 

—  penal,  747  y  876. 

—  posterior,  877  y  878. 

—  procedimental,  176,  240,  282,  639,  792,  854,  855,  879, 
1,112,  1,134,  1,237,  1,379  y  1,432. 

—  sustantiva,  20,  176,  226,  232,  240,  520,  641,  780,  995, 
1,134,  1,318,  1,379  y  1,450. 

Libertad  individual,  881. 

Licencia,  1,  2,  882  á  S86,  979,  1,266  y  1,354. 

Licitación,  387  y  887. 

Licitador,  888  y  1,024. 

Licores,  320,  889,  890,  1,080,  1,043  y  1,080. 

Límites,   119,  891,   892  y  (145). 

Linderos,  143,  340,   615,  749,  801,  802,   884,  893  á  899,  910, 

1,223,     1,429,  (146  y  217). 
Litigantes,  6,  643,  1,178  y  1,179. 
Lucro,      900  y  1,080. 
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MAGISTRADOS,  3,  6,  88,  93,  97,  106,  128,  134,  362,  660,  681, 
682,  686,  717,  725,  726,  764,  793,  901,  968,  1,155, 
1,185,  1,242,  1,244,  1,292,  1,293,  1,314,  1,354,  1,363, 
1,423  y  1,424. 

Mala  conducta,  901. 

—  fe,  902  y  903. 
Malicia,  904. 

Mandamiento  ejecutivo,  368,  729,  905,  958,  988,  1,185,   1,402; 

1,404,    1,407  y  (147). 
Mandatario.  557  y  906  á  910.  Véase  Apoderado. 
Mandato,  311  y  909  a  911. 
Manos  muertas,  912. 
Matrimonio,  303,  549,  913  a  916,   1,051,   1,066,   1,278,   1,281, 

(148  y  225). 
Mayor  cuantía.  Véase  Cuantía. 
Mejoras  en  cosa  común,  21  y  917. 
Menor  cuantía.  Véase  Cuantía. 
MENORE8,  55,  441,  530,  564,  696,  919,   955,  956,    1,003,    1,067  y 

1,091. 
Mensajero,  920. 
Minas,      215  y  921  á  929. 
Ministerio  Público,  930  á  932.  Véase  Agentes  del  Ministerio 

Público. 
MINISTROS  Diplomáticos,  933. 
Moneda,  934,  935  y  1,425. 

—  falsa,  936. 

Monopolio,  326,  890,  937,    1,080  y  1,342. 
Mora,      (130). 

MULTAS,  7,  10,  13,  114,  115,  392,  525,  574,  760,  783,  788,  850, 
938  á  946,  957,  1,048,  1,055,  1,061,  1,075,  1116, 
1,288,   1,410,    1,411  y  (149). 

Municipio,  121  á  123,    1,029,    1,097,  (143,  150  á  152  y  236). 

Momo,    500,  947,   1,186  y  1,203, 


ÍNDICE   ALFABÉTICO 


3NT 

Nación,  76,  77,  99,  100,  107,  143  á  145,  147,  161,  33T,  379, 
473,  513,  547,  54«,  573,  6¿4,  6a6,  659,  771,  849,  850, 
864,  901,  923,  972,  985,  1,097,  1,153,  1,194,  1,267, 
1,273,    1,297,    1,368  y  1,418. 

Naveoaoion,  948. 

Nkoocios  contenciosos,  329,  t!5S  y  830. 

Nómina,    621,  949  y  950. 

Notario,  (153  y  250). 

Notificación,  10,  97,  136,  204,  245,  328,  345,  412,  537,  544, 
574,  603,  729,  905,  919,  942,  944,  951  á  966,  1,002, 
1,005,  1,009,  1,016,    1,204,  1,223,   1,251,  1,301,  1,306, 

1.347,  1,384,  1,385,  1,388,  1,391,  1,410,  1,421  y  1,422. 
Novación,  967. 

Nulidad,  59,  94,  10a,  108,  126,  129,  184,  194,  212,  228,  233 
240,  340,  347,  365,  385,  3S7,  434,  442,  556,  561,  583, 
696,  598,  607,  615,  660,  678,  681,  686,  716,  794,  843, 
856,  866,  869,  876,  880,  8S4,  897,  905,  910,  915,  919, 
928,  935,  951,  961,  962,  968  á  1,023,  1,031,  1,032, 
1,035,  1,046,  1,091,  1,096,  1,126,  1,158,  1,185,  1,197, 
1,207,  1,209,  1,210,  1,215,  1,217,  1,222,  1,224,  1,234. 
1,258,  1,283,  1,298,  1,315,  1,330,   1,335,   1,336,   1,338, 

1.348,  1,304,  1,434,  1,435,  1,452  (110,    147,  153,  154  4 
158,  166,  196,  248  y  249). 


Ohjkto  riel  pleito,  (159). 

—  ilícita,  935,  9S4.  993,  1,024  y  1,433. 
Ohuoaoión,  (.ltWX 

—  facultativa,  1.025. 
Oivstciós  ni  tWslinoV,  143.  802  y  1,028. 
Oiína  nueva,  1,026  y  1.027. 

Ori^nanxas,  113,  320,    449.  74S,    890,    1,029  á  l,035r   1,0*5 
1,367,  ^113,  161  &  177.  180  y  224). 
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Pagarés,  1,036  y  1,037. 

—  á  la  orden,  (178). 

Pago,         114,    289,    308,    707,    942,  991,  1,038  á   1,041,    1052, 

1,029,    1,313  y  1,352. 
Panamá,  838,   1,042,   1,043  y  (197). 
Papel,      212,  680,  780,   1,044  y  1,045. 

—  sellado,  77,  622,  745,  780,  1,046  a  1,050,  1,127  y(160). 
PÁRROCOS,  303,  617,  703,  751,  916  y  1,051. 

Partición,  22,  27,  28,  55,  62,  269,  271,  431,  439,  527,  530,  564, 
705,  780,  795,  806,  983,  997,  992,  996,  1,052,  1,053, 
1,112,  1,162,  1,163,  1,206,  1,207,  1,212,  1,304,  1,308, 
1,332,  1,353,  1,416,    1,432,  (189,  190,  191,  216  y  239). 

Patria  potestad,  441  y  1,054. 

Pena,  8,  13,  38,  46,  49,  154,  202,  320,  336,  623,  754,  794, 
796,  845,  941,  1,007,  1,010,  1,013,  1055  a  1,057,  1,075, 
1,128,  t,130,  1,131,  1,133,    1,312,  (11  y  180). 

—  capital,  66,    202,    292,    758,    787,    819,    1,058,   1,059, 
1,442,  (140,  181  y  182). 

—  correccional,  5,  942,  943,  y  1,060  a  1,062. 

—  de  arresto.  Véase  Arresto. 

—  multa.  Véase  Multa. 
Pensión,  1,063  á  1,065. 
Perdón,    1,066  á  1067. 

Peritos,   71,  502,  603,  610,  766,   1,027,  1,068  a  1,072,  1,077, 

1,173,   1,357  y  (124).  Véase  Avalúo  pericial. 
Perjuicios,  113,  139,  140,  142,  426,  443,  492,  750,  775,  821, 

965,   999,    1,069,   1,073  á  1,082,   1,159,   1,180,   1,241, 
1,321,  1,349,    1,428,  (4,  183,  184,  198  y  199). 

Perjurio,  1,083  a  1,088,   1,286  y  (185  a  187). 

Personería,  98,  102,  805,  985,  988,  1,089  &  1,096  y  1,103. 

Personebo  municipal,  238,  1,097  y  1,098. 
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Petición  de  herencia,  22,  23,  27,  699,  1,099  y  1,168. 
PODER,      64,  96,   98,  101  á  103,  222,   243,    427,  722,   909,    910, 
911,  1,100  á  1,103,  1,349,  1>360  y  1,403. 

Policía,  461,  709,  710,  831,  1,104,   1,105  y  (11). 
Porción  conyugal,  1,106  y  1,198. 

POSESIÓN,  22,  71,  110,  119,  144,  485,  540,  902,  923,  929, 
1,107  á  1,112  y  1,373. 

—  efectiva,  592,  715,  1,113,  1,114,  1216,  (189  á  193,  211, 
212,  213  y  214). 

—  de  mala  fe,  (188). 
Posiciones,  356,  964,  1,115,  1,116  y  (186). 

Precio,     141,  444,  1,117,  1,233,  1,294,  1,436  y  (194). 
PREDIOS  rústicos,  269,  535  á  538,  543,  544,  956,  1,118  y  1351. 
Prefecto,  368,  397,  526,  822  y  1,119. 

PRELACIÓN,  146,  1,120  a  1,122. 

Premeditación,  1,123. 

Prenda,  1,124. 

Prensa,  1,125  á  1,128. 

Prescripción,  22,  25,  199,  375,  378,  457,  587,  597,  902,^03,  989 

1,008,  1,129  á  1,147,  1,198,  1,311,  1,333,  1.373,  (120  y 

195  á  197). 

Presunción,  904,  1,066  y  1,148. 
Prevaricato,  1,149. 

Prisión  del  procesado  1,150  y  1,151.  Véase  Detención  del  sin- 
dicado. 

PRIVILEGIOS,  1,121,  1,152,  1,153  y  (198). 

Proceso.  Véase  Sumario. 

PROCEDIMIENTO,  655,   726,   779,    939,  964,   1,023,    1,105,   1,126, 
1,153  á  1,157,  1,246  y  1,252. 
__        de  oficio,  16,  43,  51,  52,481,  514,   589,  624,  753,  970 
y  1,157. 

Promesa,  1,000,  1,158  á  1,160  y  (199  a  201). 

_        de  venta,  340,  1,158  á  1,160,  1,429  y  (202). 
Promulgación,  1,161. 
Protocolización,  552,  616,  763,  781,  896,  1,162,  1,163,  1,209 

y  1,212. 
PRUEBA,   176,  185,  220,  233,  247,  250,  251,  300,   313,   339,  358, 

36*,  426,  490,  516,  517,  558,  565,  601  á  605,  619,  684, 
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633,  753,  801,  818,  893,  904,  954,   1,051,  1,081,   1,11T, 

1,137,  1,1*6,   1,164  a  1,179,  1.27Ü,  1,336,  1,337,    1,383 

1445,  (194  y  203  á  206). 

del  estado  civil.  Véase  Estado  civil. 

escrita,  529,  531,  1,104,  1,167,  1,176  y  1,399. 

testimonial,  (203  y  207).  Véase  Testigo. 

820,  967  y  1,180. 


Rapto,      1,067,  1,156,  1,181  á  1,184  y  (282). 

Ratificación,  204,  1,159,  1,185,  1,186,  1,396  y  1,409. 

Rebaja  de  pena,  394  y  1,187. 

Recaudador,  11,  89  y  1,401. 

Recaudo  ejecutivo,  1,188,  1,407  y  1,414* 

Recompensa,  17,  18,  1, 064,  1,065,  1,189  á  1,195  y  1,816. 

Recurso  de  hueho,  1,047  y  1,391. 

—  de  queja,  377  y  477. 

—  de  casación.  Véase  Casación. 
Recusación,  726  y  1,196. 

Reforma  del  testamento.  Véase  Testamento. 

Regidores,  1,199. 

Registrador,  304,  497,  1,200  y  1,208. 

Registro,  65,  150,  303,  355,  396,  400,  497,  511,  541,  552,  553, 
556,  584,' 762,  898,  991,  1,109,  1,201  á  1,217,  1,315, 
1,344,  1,426,  (209  á  215  y231). 

Reglamento,  1,218  y  1,355. 

Reincidencia,  381,  505,  801  y  1,219. 

Reivindicación,  1,111,  1,220,  1,317,  1,436  y  (216  á  218).  Véa- 
se Acción,  reivindicatoría. 

Remate,  496,  530,  620,  676,  880,  887  á  889,  975,  1,001,  1,024, 
1,201,  1,221  á  1,224,  1,305,  1,346  y  1,437. 

Remoción,  1,225. 

Remuneración,  360,  445,  796,  907,  1,361  y  1,397. 

Rentas,    331,  940,  1,024,  1,076  y  1,346. 

—  departamental^,  113,  122,  123,  385,  635  y  890, 

—  municipales,  838  y  1,226. 
Renuncia  del  empleo,  725  y  1,227. 
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REO,  3,  11,  49,  50,  245,  292,  336,   348,  894,  405,  442,  456, 

625,  627,  630,  688,  823,  826,  867,  953  á  955,  963, 1009, 
1,016,  1,057,  1,078,  1,091,  1,150,  1,187,  1,234,  1,249 
1,301  y  1,442. 

—  excarcelado,  952,  954  y  1,228. 
Repartimiento,  1,229  y  1,230. 

Representación,  103,  238,  439,  441,  492,  795,  985,  994,  1,089, 

1,091,  1,092,  1,096,  1,228,  1,231,  1,338,  1,344  y  1,347, 

—  legal,  696,  919,  1,231,  1,232  y  1,437. 

RESCISIÓN,  25,  141,  195,  978,  1,233  á  1,236,  1,238,  (64,  219  y 
220). 

Resguardos,  1,237. 

Resolución,  342,  343,  1,236,  1,238  á  1,241,  (64,  200  y  219  & 

221). 

Respeto,  6,  7,  13.  Véase  Irrespeto. 

Responsabilidad,  1,  2,  7,  39,  48,  58,  61,  68,  106,  124,  125,  344, 
376,  379,  398,  408,  448,  492,  586,  599,  608,  64S,  659, 
661,  670,  682,  720,  767,  833,  835,  881,  941,  949,  950, 
958,  1,048,  1,049,  1,078,  1,086,  1,119,  1,134,  .1,157, 
1,183,  1,242  a  1,275,  1,289,  1,312,  1,345,  1,347,  1,364, 
1,427,  1,448,  1,449,    1,451,  (95  y  222  a  224). 

—  civil,  920  y  1237. 

—  del  Estado,  912  y  1,273. 
Restituciones,  1,276  y  1,294. 

Retroaotividad,  372,  451,  618,  914,  1,277  á  1,281,  (148  y  225). 
Revisión,  197,  247,  250,  660,  997,   1,282  á  1,286,  1,287  y  1,427. 
Revocación,  1,259  y  1,287  a  1,290. 
Robo  de  encomiendas,  847,  920  y  1,291. 


Sala  de  acuerdo,  362,  1,292,  1,423  y  1,424. 

—        de  decisión,  87,   88,  92,   93,   128,   129,   134,   244,  247, 
285,  578,  1,308  y  1,310. 
Salvamento  de  voto.  Véase  Voto. 
Saneamiento,  143  y  1,294  á  1,297. 
Seducción  de  menores,  (226). 
Seguimiento  de  causa,  (227). 
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Senador,  1,298. 

Sentencia,  6,  8,  ti,  67,  71,  88,  127,  128,  131,  133,  134,  165, 
166,  168,  170,  174,  177,  17»,  180,  292,  374,  377,  379, 
399,  400,  402,  412,  413,  415,  427,  510,  523,  541,  549, 
563,  566,  579,  599,  601,  608,  622,  628,  643,  685,  644, 
736,  758,  834,  843,  860,  866,  952,  976,  977,  984,  996, 
998,  1,004, 1,016,  1,017,  1,077,  1,081,  1,084,  1,094, 
1,120,  1,129,  1,133,  1,145,  1,149,  1,168,  1,206,  1,207, 
1,212,  1,234,  1,242,  1,259,  1,271,  1,274,  1,283,  1,299 
á  1,333,  1,336,  1,337,  1,384,  1,385,  1,393,  1,439  y 
1,449,  (2,  4,  71,  136,  158,  188,  189,  210,  247  y  22S  i 
235).  Véaae  Casación. 

—  de  excepciones,  172.  Véase  Excepciones. 

—  ejecutoriada,  1,284,  1,286,  1,314,  1,322  y  1,327. 

—  interlocutoria,  193,  201,  401,  636,  1,31!,  1,313,  1,325 
y  1,449. 

Servidumbre,  489,  1,333,  1,334  y  (236  á  238). 
Simulación,  1,011,  1,176,  1,177,  1,258  y  1,335  á  1,337. 
Sindicado,  14,  295,  026,  631,  632,  633,   719,  742,  814,    815,  848, 

881,  941,  1,047,  1,131,   1,181,  1,254,  1,275  y  1,357. 
Síndico,    103,  227,  994,    1,338  y  (99). 
Sirviente,  1,339. 

Sobreseimiento,  133,  374,  379,  1,129,  1,340  y  1,341. 
Sociedad,  102,  103,  420,  430,  431,  499,  933,  1,115,  1,342  á  1,347, 

1,355,    1,415  y  (239). 

—  en  comandita,  (240  á  213). 

SORTEO,     2i5,  276,  596,  717,  810,  984,  1,243  y  1,348. 

Subrogación,  707,  1,038,  1,349  á  1,352. 

Subsistencia  congrua,  (244). 

SUCESIÓN,  22,  27  á  30,  40,  55,  62,  244,  271,  273  i  275,  277,  502, 
504,  530,  564,  565,  592,  696,  697,  704,  705,  732,  779, 
781,  795,  806,  807,  911,  992,  1,052,  1,053,  1,106,  1,108, 
1,110  4  1,113,  1,162,  1,168,  1,206,1,207,  1,212,  1,216, 
1,304,  1,308,  1,332,  1,431  y  1,432. 

Sueldo,    1,353  á  1,355. 

SUMARIO,  35,  37  á  39,  42,  44,  50  á  52,  58,  61,  132,  133,  334,  335, 
454,  482,  6S4,  719,  720,  816,  835,  1,016,  1,120,  1,292, 
1,252,  1,261,  1,270,  1,302,  1,340,  1,341,  1,348,  1,356, 
1,357,  1,374,  1,396,  1,445,  1,447  y  1,452. 
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Suministros,  1,182,  1,358,    1,359  y  (245). 

Suplentes,  721,  789  y  1,360  á  1,364. 

Suspensión,  34,  42,  44,  83,  147,  676,  678,  761,  869,  1,029,  1,030, 

1,131,  1,033,   1,034,   1,128,   1,365,    1,366,   1,376,  1,381 

y  1,382. 
—        de  ordenanzas,  1,367.  Véase  Ordenanzas. 
Sustitución  de  deudor,  1,368. 
Sustracción,  1,369. 


T 

Tacha,     1,315,  1,348,  1,370  y  1,371. 

Telegrama,  1,249  y  1,372. 

Tenencia,  321,  1,114  y  1,373. 

Tentativa  de  homicidio,  1,374. 

Terceros,  19,  22,  55,  207,   308,   348,   506,   510,  601,   613,   665, 

996,  1,092,  1,117,  1,159,  1,335  y  1,345. 
Tercería,  563,  676,  1,178,  1,317,  1,373,  1,375  á  1,379,   (71,  246 

y  247). 
Términos,  173,  256  á  258,   263,   267,  345,   580,   762,   879,   962, 

1,041,  1,072,  1,380  á  1,393  y  1,422. 
Testamento,  62,  253,  529,   531,   532,  697,  752,  872,  878,   895, 

í, 330,  1,394  y  (248  á  250). 
Testigos,  32,  177,  446,  584,  585,  723,  893,  936,  960,  1,027,  1,107, 

1,164,  1,176,  1,258,  1,286,  1,336,  1,339,   1,357,   1,370, 

1,371,  1,395  á  1,400. 
TITULO  ejecutivo,  550,  556,  567  á  569,  570,  571,   572,    574,   640, 

944,  945,  1,401  á  1,414. 
—        de  acciones,  1,415. 
Tradición,  55,  307,  309,  310,  795,   1,239,  1,416,   1,437  y  (132). 
Traición,  1,059  y  1,417. 
Transacción,  967,  1,418  y  1,419. 
Transporte,  1,420. 
Traslado,  51,  52,  61,  J54,   271,   345,  486,    1,375,    1,389,    1,421 

y  1,422. 
Tribunal  superior,  57,  76,  84,  92,  129,  134,  137,  143,  168,   173, 

175,  324,  382,  477,  478,  491,  578,  600,  656,  657,   660, 
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661,  686,  721,  752,  757,  764,  788,  789,  836,  S40,  843, 
S46,  864,  865,  870¡  1,029,  1,032,  1,072,  1,088,  1,098, 
1,175,  1,258,  1,259,  1,367,   1,377,   1,423,  1,424,  1,442. 

Véase  Casación. 


Troqueles,  1,425. 


XX 

Usufructo,  515  y  1,426. 

Usurpación,  1,262,  1,427  y  1,428. 


Venta,  141,  311,  355,  509,  661,  «20,  884  á  886,  910,  937,  974, 
979,  993,  1,008,  1,080,  1,239,  1,140,  1,294,  1,297, 
1,416  y  1,429  á  1,435. 

—  de  cosa  ajena,  992,  1,141,  1,222,  1,431,  l,432y  1,435  á 
1,438. 

Veredicto,    197,   292,    757,    759,    812,813,   818,  1,299,  1,302  y 

1,439  á  1,445. 
Vicios  redhibitorios,  1,446. 
VIOLAMOS,  659,  684,  1,066,  1,067,  1,076  y  1,156. 

—  de  correspondencia,  1 ,  144. 

—  de  derechos,  SS1  y  1,448. 

—  de  la  ley  180,  182,  205,  232,  236,  239,  240,  249,  250, 
259,266,279,1,032,1,033,1,055,1,243,  1,245,  1,269, 
1,271,  1,312,    1,330,  1,336,  1,449  a  1,451. 

VOTO,        106,  542,  1,293  y  1,452. 


*..;. 


TABLA 


DE  LAS  DISPOSICIONES   CONSTEI  rOlOXALKS  Y  LEGALES   INTERPRETADAS 
KN  LA  JUIIISPKUDENOIA  DE  LA  CUBTE 


(Lu  númeroi  encerrados  dentro  de  párente 


refieren  al  Apéndice) 


I.  CONSTITUCIÓN 


Articulo! 

23 

25 

20 

2T 

31 

32 

33 

34 

43 

57 

63 

70 

97 

107 


392,  033 

447,  448,  1086 

8110,  876 

16»,   189,  783,  7S7, 

1033; 1058,  1062, 

1445  (117) 
1033,  10SO 
653,  1080 
(134) 
(53) 
12 

(173) 
Í21 

384,  385 
1365 
761 


Artf,utos 
142  y  143 

143 

147 

160 

1S3,  1S5. 

1S6 

195 

199 

200 

20L 

202 

570 

J 


II.  CÓDIGO  CIVIL 


977,  1022 

20 

63 

64 

(121) 
560  (77), 
286 á 289 

135 

181 

168 

32 

404 

882,  883,  9/9 

191 

¡00 

(«O 
(128) 

932 

9S5 

901 

792,  901 

449 

121 

(167),  (224) 

151 

«3 

1042 

922 

125 

124 

787 


Artículos 

Números 

214 

431 

221 

715,  1114 

303   

1018 

307 

438 

304 

32 

108 

782 

501 

4Í0,  432,  445 

426,  428,  821,  USO 

637  y  7*0... 

355 

29 

426 
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Artículos 

674 

675 

680 

741 

750 

753 

757 


758  y  765... 

760 

762 

765 

768 

775y779... 

793 

826 

881 

888 

939 

940 

946 

9oO 

1016 

1022 

1053ylOS7 

1067 

1072 

1073 

1080  y  1083 

1094 

1119 

1126 

Il73áll75 

1184 

1191 

1230,  1231 
1234 á 1236 

1237 

1238 

1242  y  1243 

±  Jld  i   •  •  •  •   • 

1325 

1327,  1313 


Números 

152 

143 

151 

795,  1437 

1239 

989 

592,992,1112,1216, 
1435,(110),  (119), 
(189),  (19o)  á 
(193) 

(229) 

(23*) 

J  108 

55,  564,  565 

153 

1432  . 

1213 

1426 

236,  237 

(236) 

520 

236 

1334 

(217) 

21 

873 

988 

1313 

562 

1394 

(248) 

878 

1294 

878 

895 

895 

341 

529,  531,  532 

(244) 

Í244) 

Í106 

1198 

S73 

(193) 

22,  23,  (216) 

(94) 


Artículos 

353 

334 

341  y  1342 
344 

t'«jt/«  •  •  •  •  • 
370 

O  ¿  *r  .  •  •  .  •  • 

387 

'  >  *-'  ij    •     *  •  •  •  • 

ws 

405 

406 

494 

506 

507 

515 

521 

524 

535  y  1539 

•  >  O  O  ,  i   »   •  •  , 

540 

5±4 

«J"x  l>  •  •  t  •  •  • 

547  y  1548 

548 

602  y  1618 
604 

610 

612 

614 

617 

6l*ál624 

632 

648 

(\o* 

668 

675 

704 

715 

732 

740 

741 


II 


l 

i 

745  y  1747¡ 


Números 

(94) 

539 

9S7 

528 

62 

593,  1197 

22,  27,  28 

565 

¿28,  9S7 

1053 

987 

779 

(229) 

623 

1159 

561,  1433,  1019 

974,  993,  1433 

293,  (52) 

340 

390,  530 

1241 

342 

25,  343,  1142,  1240 

(219),  (22C) 

1236 

(62) 

436,  437,  693,  (204), 

(205) 
(200) 
443 

444,  445 
773(183), 
776 
308 
(96) 
320 
13.')0 
582 
967 
323 
288 

388,  389,  (153), 
561,  615,  991,  100; 

1014,  (153) 
1008 
1276 


Artículos 

1746 

1747 

1750 

1757 

1758    

17U0 

17111 

1761,  17(15. 
1766,    176» 

1769 

181" 

1S70 

1B71 

1875 

1887  y  1890 

1888    

1889,    1890 

1809 

IftOfl 

1905 

1931 

1918 

1959 

1961 

1987 

21)6:1 

2(179 

2oS7y  31 18 

2u9! 

21((6 

2128.: 

2143 

2,41 

2188 


Artículos 

(208) 
(1(¡7) 

164 

0.    288  y 
l(C.Mar.) 

Números 
141,  978,  1235 
1134 
983 

616,    1170 
31(4,  305,  616 

359,  613 

613 

(6(1) 

SS5,    R86,  (155) 

509,*  1430 

1141,  1232,  1132 

1437 

1430 

597,  1130 

597 

484,  4SÍ 

485,  486 
907 

613,  1117, (191) 

195 

309 

306,  307 

11(1,  113 

119 

4(9 

(21.1) 

323 

437,  431 

1343 

311 

113 

996 


Articnli 
219óy219G 

222 1  y  2221 
2231... 
2235... 
2210. .. 
2311  y  3246 
3331... 
2338... 
231 1  y  23 17 

2317 

2384   

2391 

2146  y  245 

2452 

2153 

2157 

2458 

2(60 

2171 

2188 

2195 

2199 

2500 

35'(á 

2519 

2528 

2577 

2594 

2595 

2607 

3611 

(=652 

2673   


(91) 

321 

500 

537 

(131) 

561 

947 

(57) 

21 

(304) 

(223),  (104) 

671 

917 

007 

(3) 


(120) 


78 


1419 

736,  1122 
116 
338 
1130 
lid 
153 
903 
616 

89(1  á  S98 
3S3  á  391 
1211,  1217 
1313 

4(10,541,1206,(209) 
400,     1314,     (214), 
(299) 


m.  CÓDIGO  DE  COMERCIO 


507 

629 

790  y  902 

904 

945 


322 

240,  541  á  543 

433,  (76) 

(95) 

1037 

947 


/* 
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Artículos 

1 ; 

Números 

437,  450 

904 

436,  437,  453,  (77) 

668 

713,  714 

8 

lio 

1078 

1267 

457 

1057 

417 

416,  417 

608 

1425 

313 

662,  663,  (102) 

1264 

12 

1149 

1263 

796 

797 

669 

2 

3 

5 

20 

63 

67  y 
70... 

71... 

92 

96 

129 

150 

248 

266 

323 

335 

336 

358 

388 

485 

509 

512 

515 

516  y 

528. 

iv.  CÓDIGO  PENAL 


Artículos 

526  y  527. 

527 

528 

538 

539 

540 

543 

551 

553 

565 

570 

5S6 

597  y  598  . 

*y  «jo.  •••••• 

676 

682 

684 

t¡86  á  691. . 
689  y  694. . 

743 

756 

762 

792 


NtimerM 

1,2,3 

.25 

61,  1275 

794 

608,  1449 

1275,  1327,  1449 

720 

5,  6,  7,  9 

4,  12 

14,  (168) 

5 

66,  434,  (137) 

(137) 

1059,  (182) 

1184 

1182 

845 

345 

1182 

158,  159 

755 

754 

521 


v.  CÓDIGO  JUDICIAL 


Artículos 

40 

43 

47 

49 

53 

57 

64 

73 

74 

75 

78\ 

80 

81 


NAmeroa 

491,  839,  1246 

89,  332,   491,    534, 

635,  840,  845,  1246 

(161) 

682 

362,  725,  726 

(162) 

1396 

491,  493 

657 

401,  784,  1060 

846 

1311 

87,  244,  1308,  1310 


Artículo* 

Númerof 

83 

128,  129,  244,  660, 

1308 

87 

362 

88 

87,88,93,128,134, 

686 

98 

417,  837 

99 

41,  829 

100 

770,  1060 

113 

325,  418,  435,  734, 

798,  843,  1246 

115 

12,  454,  612,  1060, 

(149) 

121 

39 

122 

397,  538,  845,  1060 

i 

Artículos 

Número» 

137 

788 

157 

326 

162 

40,  1099,  1163 

178 

99 

179 

100,  238,  1098 

151 

454 

1S3 

724 

184  y  18»... 

721 

185 

57 

187 

512 

202 

304 

204 

1270 

212 

1227 

216 

97 

218 

491,  492,  67! 

1288 

230 

1119 

254 

86 

265 

473,  (17),  (18) 

263 

472 

275,  542  y 

543 

800 

289 

719,  1028 

297  4  299. . 

761 

310 

517 

318  y  317.. 

103 

296,  440 

327 

96 

328 

1101 

339 

1115 

345..^.'. 

222 

846 

102,  191,  391 

375 

175 

376 

582 

378 

494 

389 

19 

390 

1102,  (79) 

391 

600,  650 

392 

(78) 

416 

1421 

421 

328 

435 

1251 

454 

10S3  ü  1065,  10R8, 

1101,  1116,(185), 

(187) 

482 

267 

ArtEruUis 

508 

513 

519 

521 

512  y  543. 

543 

555 

561 

50.2 

571 

590y591. 

597 

599 

624 

032 

633 

645 

651 

653 

682 

683 

689 

691  y  693. 

693 

694 

700 

725  y  726.. 

727 

732 

749 

752 

753 

758 

762 

771 

772 

7S2 

7S5y  7S6. 
786y787. 

790 

S24 

825 

831 

834 


1386 

346 

931 

1320,  1325 

(205) 

1170 

351 

350 

336 

349 

744 

1395 

1370 

728 

1357 

298,  299 

1357 

221 

142 

1399 

1164 

1270 

350 

557 

551,  557,  558 

359 

1270 

764 

766 

295,  296,  719,  717, 

888 
729 
718 
728 
721 

(54) 4 (56) 
324 
80 
40 
47 

1270 

86,  666,  13  O,  1322 
90,  1325 

399,  1318,(18)(235) 
(147) 
1235 


Artímloí 

839 

S-16 

sel 

S«8 

S04 

869 

SOS 

874 

81.5 

ese 

sss 

BBO 

899  y  905... 

912 

932 

934 

94)1  y  990... 
947  y  948 . . 

96S 

10117 

llií'Sy  1012 

11112 

1414 

HH8 

11127 

1H31 

líltil! 

1HS3 

1089 

lous 

1090 

1102 

1151 

1  I  14 

1187 

1212 

1216,  1247 
1243  y  1249 
1251  y  1254 

1254 

UMtlSM 

1259 

1270 


jriíISFRlDE.VCIA    DE   LA   CORTE 


578, 


279 

lilll 

793 

316 

2  47,  4117  á  409,  (07) 

4<>1 

(¡7,    4113, 

SCO 
834 
Sil,  90 
83,  80,  401 
9(1 

1004,  (4) 
1,191 
85 
471 
573 
918- 

475,  476 
379 
Mili 
14H4 
1109 
14115 
10S2 

11115,  1012 
lliiO 
1221 
88o,  975,  1224 


1174  569,570  5.574 
1188,  1412,  (100) 


338 

(103) 

50,  (193) 

56 

699 

(193) 


1291.. 

1297.. 


1314 

13155,1321 

1331 

I338y 1339 

13117... 

1430... 

1401... 

1499... 


15  1 1. . . 
1 533  y  1535 


Oy  1564 


II 750  5 
1752. 
1754. 


1823. 
1SS4. 


271 

11112 
537,  54' 
71,  SO 
20 
801 


1027 

799,  (73)  á  (75) 

07 

573,  1153 

930 

15,  16 

35,  30,  39,  1150 

462 

(18.  1250,   1356 

448 


674 
1447 


,'   155,  813,  (227) 
¡813  (227) 
.     133 
.1   564 
.1   314 

1 300 

38 

132,  133 

011 

8.  578,  933 

969 

1311 

37 

42,  44 

4  ,  48,  40 

35,  36 

51 

1157 

4  54 

1305,  1366 


Articnlo 

1885..., 

1S92 

1022.... 
1926.... 

Artíco'o 
5 

54 

TSy4l7.... 

124 

120 

142 

143 

144,    150  } 

154 

150 

101 

100 

Artículos 

4  y  12 

9  y  17 

140y  105... 

733 

130o 

1305 

1305 


1365 
3.6, 


Numeres 

,    377,    477,    47' 

480 
3S2,  3S3 
3.S  L 
3S3 
SS1,  1148,  1204 


VI.  COOIGO  FOL1T.CO  Y  MUNICIPAL 


303 
1101 
1307 
(I") 
12i',  US,  70S,  735, 

r-t*»,      ¡187,     (11J, 

(152),  (ISO) 
1030,  (176;,  (177) 
(221) 

(170) 


3113,  734 

122,  123 


]«0d  194... 
103  y  105... 


(150),  (151) 

í>»2 
120 
70S 

¡i''  <?> 

11012 
("») 

1206 
1070 
13 
026 


vil.  CÓDIGO  FISCAL 


145  11004 !  912,  1297 

143,  144  Ü12S7 I  1135,  1140 

S74 

VIH.  CÓDIGO  MILITAR 

Números  i       Artí.u  os  Números 

403  11366 453,466 

405,  469  !|13Sly  I3S0  334 

425,  45»,  460.  4G3,  |!1302 304,366 

•165,  407,  40S  IU397yl47o  731 

(S3)  '  1418 404 


433 
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Artículos 

1457.... 

1502 

1534 

1535 

Articulo» 

5 

8  4  10... 


Números 


365 
1452 

367,  1015 
367 


923 
925 


Artículos 

Números 

1536 

442,     1005,     1006, 

1007, 1010,  1016, 

1017 

1547 

462 

1553 

468 

1632 

(129) 

IX.  CODIG-0  DE  MINAS 


Números 


Artículos 

DO  •  •«•••-<« 

70y78 

94y  110... 


927 
92G 
923 


Números 


X.  LEYES  ESPECIALES 


LEY  44  DE  1886 

Artículos 

Números 

Artículos 

Kúmeros 

2 

(69) 
1359 

1358 

LEY  61  DE  1886 

Artículos 

Nfim.rot 

Artículos 

Números 

8 

34 
1181 

136 

690 

102 

/ 

LEY  87  DE  1886 

Artículos 

Números 

Artículos 

0 

Números 

15 

934,  935 

LEY  34  DE  1887 

Artículos 

Números 

Artículos 

Números 

1 

556 

• 

TABLAS 


483 


LBT  38  DE  1887 


Artloutoi 

■ 

9 

Articulo! 
3 

Artículo! 

i.: 

7 

22 

33 

39 

** 

51 

56 

97 

112 

113 

116 

138 

164 

Articule* 
6 

rticulo* 
f  89. . .  ••» 


Número* 


924 


Artíouloi 


Número* 


LBT  46  DB  1887 


Numero* 


1367 


Articulo* 


LBT  57  DB  1887 


Numero* 


73 

619 

303,  703 

307 

1202 

1204 

1408 

1277 

,1360 

1060 

765 

1069,   1078  &  1075, 

1078 
1161 
1138 
81 


Articulo* 

X vu • .  .   .  .  •  ■ 

198 

201 

225 

228y229... 

246... 

258 

263 

264 

265 

'266....... 

299  y  801... 

302 

313 

314 

338 


LIT  62  DB  1887 


Numero* 


(104) 


Articulo* 


LBT  153  DB  1887 


Numero* 


1007 

(41) 

875 


Artículo* 

17 

20 

28 


Numero* 


Numero* 

1318 

913,  914 

1375 

52,  130,  137 

156 

811 

817 

1396 

982 

228,  984 

986 

31 

344 

970,  1303 

1440 

1301 


Numere* 


Húmero* 


96,  97,  651 
1054 

95,  198  &200  224 
226,  (59) 

30 


484 
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Articulo» 

40 

44  y  45  . . . 

63 

84 

85 

89 

90 


Articulo! 


Número* 

639,  877,  879 

451 

1054 

751 

277 

1188 

937 


Articulo! 


91. 

185 
188 
2» '7 
219 
245 
272 


LBT  8  DR  1888 


Numeral 


889 


Artículo» 


Numero* 

1167 

627,  1181  (222) 

1066 

709 

982 

56 

63 


Numera 


Articulo! 

15 

38 

39 

42  y  47 

44 


Z.BT  30  DS  1888 


Numera 


1204 

538 

956 

545 

546 


Artículof 


53y54. 

78 

82 

84 


•  ■  • 


Artículo* 


22 


LEY  35  DE  1888 


Númeroi 


33T 


Artfouloi 


Númeroe 


439,  540 
540 
535 
543 


Numere* 


•Artículos 


14 


84 


Articulo* 


67 


Artículof 


940 


LEY  83  BE  1888 


Numero* 


Artículo* 


LEY  89  PE  1888 


Números 


Artículof 


LEY  100  DE  1883 


Números 


1045 


Artleuloi 

vi • i k         •••• 


Númeroi 


Número! 


Numere* 


622 


TABLAS 

■ 

■* 

«35 

LEY  120  DE   1388 

Articulo! 

Numeral                            Articulo» 

IC.ro. 

7 

1050                               49y41 

LEY  146  DB  1888 

1048 

Articulo" 

Nümiro»                             Articulo! 

Ndmaroa. 

sa 

958 

LKT  39  DE  1890 

Articule» 

Número»                          Articulo! 

NA  me  roí 

3 

762 

LEY  72  DE   1890 

Articulo! 

Núm.roi                             Artículo! 

Número* 

360                                             13 

823                                    14 

76,77,771,851,856    II 

824 
645, 

701,  709 

710 

19 

Articulo!  Númeroi 


Iy5 1277 


LEY  84  DE   1890 

Articulo! 

Numeroi 

Articulo» 

Números 

26 á  393... 

17,  18 

52 

441 

LEY  95  DE  1890 

Articulo! 

Númeroi 

Articulo* 

Número 

5 

286  á  289,  693 

878, (248) 

641,  973,  990,  995, 

997 á  1000,  1011, 

1013,  (15S) 

16 

36 

498 
781 

436 
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LBT  105  DE  1890 


Artículo! 

1 

4 

7 

9 

13 

18 

25,  26  y  27 

30 

44 

51 

54." 

64 

80 

84 

87... 

98 

102 

115  á  122... 

122 

131 

133 

135 

143 

147 

148 

179 

lui ■ • ••••■ 

187 

189 

201 

203 

204 


HúmerM 

1389,  1422 
207,  419,  421 
345 
347 
99 
296 
959 
965 
964 

270,  637,  638,  641, 
995,  1138,  (195) 
154 

1381,  1382 
140 
295 
728 
579 
401 
82 

91,  580,  1044,  1322 
1004,  1331,  (147) 
59 
959 
60 

486,  487 

487,  489 
567,  1405 
495 

680 

1109 

583,  856,  1001 

1041,  1313 

118,  497,  506 


/ 


Artículos 


205 


2l5y219... 

217 

245 

246 

252 

256 

272 

289 

290 

294 

308 

324 

334 

335 

341 


345 

346 

353 

354 

359 

361 

363 

366 

368 

369 

372 

373  y  377... 

396 

397 

399y406... 
410 


Niniww 

172,  193,  214,  803, 
808,  1308,  1310, 
1313 

(246) 

(247) 

496 

1378 

1397 

498 

514,  515,  800,  SOS 

72 

74 

76 

108 

161 

1071 

132,  133,  1270 

416,  625,  626,  628, 
631,  U81,  (222) 

131,  813 

374,  375,  378 

61 

376 

490 

94 

336  • 

(50) 

169,  189,  202 

210,  606,  1323 

1393 

1387 

1284 

1285 

1284 

1282 


LEY  30  DE  1892 


Articulo! 


35 


Kúm«rM 


513 


ArtUuloi 


HúmtfM 


TABLAS 


487 


LEY  41  DE  1892 


Artículos 
9 

Artículos 
14 

Artíonloa 

5 

9 

11 

16 

17 

24 

25 

28 

29 

35 ., 

46 

51 

i 


Artícnlot 

16  &  19  . . . 


Kftmtrot 


1763 


Artículo! 


Ñamaros 

146  ' 


LEY  93  DE  1892 

Artículo* 


LEY  100  DE  1892 


NámerM 

(13) 

791 

56 

1221 

54,  317 

99 

716 

1270 

154 

(124) 

394 

,10.1,  105,  191,  204, 

222,     232,    237, 

243,287,  259,  264 

605, 1100,(24,  29) 


Artículos 


52. 
53. 
54. 
55. 
59. 
60. 
66. 
67. 
68. 
70. 
75. 
79. 


81  y  82 

87 


LEY  104  DE  1892 


Número* 


655 


Artícnlot 


29 


Nnmsroi 


Kumsros 


Número* 

106,  209 

255,  422,  423,   (72) 

167 

263,  1390,  1392 

258 

181,  186,  194 

16,  624,  (226) 

376,  380 

374 

477,  481,  901 

336,  523 

820 

197,  1440 

56 


Námtrot 


(171) 


Artículos 


Artículo! 


*  LEY  41  BE  1894 


Números 


(179) 


Artículos 


LET  50  DE  1894 


Números 


99 


Artículos 


Números 


Números 


438 
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Artículo* 


ly2 

5... 


Articulo* 
25á81... 


LEY  34  DB  1896 


Números 


457 
115 


Articulo* 


LBT  149  DB  1896 


Número* 


17,  18 


▲Aleólos 


Número* 


587 


Números 


LBT  169  DB  1896 


Artículos 


3 


3 

7 

8 

12 , 

Articulo* 

8 , 

Articulo* 

28 , 


Número* 

166,  168, 170  &  172, 
174, 179,201  214, 
216,  218,  223,  225 
234,239,244,  261, 
275,  §08,  1332, 
(26),  (34) 

185,  187,  188,  229, 
230,233,240,268, 
281,407,411,605, 
646,  (19),  (27), 
(33),  (38),  (43), 
(45),  (  48  ),  (  68  ), 
(98),  (127),  (228), 
(234) 

228,  245 

862,  870 

137,  244,  (106) 

99 


Articulo* 

15yl6.... 

17 

18 

19 

j¡  X    9     •     •     9      '      ••• 

29 ,... 

33 

36 

37  y  38.... 

39 

47 

48&51.... 

59 

64 

69 

103 


LBT  39  DB  1898 


Numero* 


791 


4 


Articulo* 


LEY  51  DB  1898 


NúnMroi 


157 


Articulo* 


Numero* 

82 

(2) 
401,  402 

675 

65 

82,  1259 

138 

45,  535,    537,   638, 

540.  546,  547 

45 

15,  16 

434,  812,  813 

812,  813 

757  , 

63 

56. 

675 


•    Número* 


Número* 


DISPOSICIONES 

CONSTITUCIONALES  Y  LEGALES  RELATIVAS  AL  RECURSO  DE  CASACIÓN 


CONSTITUCIÓN 

Artículo  151.  Son  atribuciones  déla  Corto  Suprema: 
1."  Conocer  de  los  recursos  de  casación,  conforme  fi  las 
leyes. 

LEY  61  DE  1886 


Heonreo  de  canelón   (1) 

Art.  36.  Se  concede  recurso  de  casación,  para  ante  la  Corte 
Suprema,  contra  las  sentencias  definitivas  dictadas  en  asuntos 
civiles  por  los  Tribunales  Superiores  de  Distrito  Judicial,  con  el 
fin  principal  de  uniformar  la  Jurisprudencia,  y  con  el  de  en- 
mendar el  agravio  inferido  por  ellas,  cuando  ocurra  alguna  de 
las  causales  que  menciona  el  articulo  38  de  esta  Ley. 

No  se  concederá  dicho  recurso  sino  cuando  la  cuantía  del 
negocio  sea  ó  exceda  de  $  5,000. 

Art.  37.  La  Corte  Suprema,  como  Tribunal  de  Casación,  y 
para  los  efectos  del  inciso  1.°  del  artículo  anterior,  conocerá,  en 
lo  criminal,  de  las  sentencias  que  se  pronuncien  por  la  comisión 
de  los  delitos  designados  en  el  artículo  29  de  la  Constitución, 
excepto  los  delitos  militares  de  que  habla  el  mismo  artículo. 


(1)  TodM  Ioí  articulo»  da  ente  Ley  q<X»  ae  imertaii  (  oontinuición    fueros  data- 
dos por  «1  articulo  534  de  lft  Lev  105  de  1BI0. 


• 
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Para  que  la  Corte  Suprema  pueda  ejercer  la  atribución  que 
se  le  confiere  en  el  aparte  anterior,  se  le  remitirán  siempre  en 
consulta  las  sentencias  mencionadas. 

Art.  38.  Son  causales  de  nulidad,  para  el  efecto  de  interpo- 
ner recurso  de  casación,  los  hechos  siguientes: 

1.°  Ser  la  sentencia,  en  su  parte  dispositiva,  violatoria  de 
ley  sustantiva  ó  de  doctrina  legal,  ó  fundarse  en  una  interpre- 
tación errónea  de  la  una  ó  de  la  otra;    - 

2.°  Hacer  indebida  aplicación  de  leyes  ó  de  doctrinas  legales 
al  caso  del  pleito; 

3.°  No  ser  la  sentencia  congruente  con  las  pretensiones 
oportunamente  deducidas  por  los  litigantes; 
'         4.°  Condenar  á  más  de  lo  pedido,  ó  no  contener  la  sentencia 
declaración  sobre  alguna  de  las  pretensiones  oportunamente  de- 
,  ducidas  en  el  pleito; 

5.  °  Contener  el  fallo,  en  su  parte  resolutiva,  '  disposiciones 
contradictorias; 

6.°  Ser  la  sentencia  contraria  á  la  cosa  juzgada,  siempre 
que  se  haya  alegado  esta  excepción  en  el  juicio; 

T.°  Haber  habido,  por  razón  de  la  materia  sobre  que  ha 
versado  el  pleito,  abuso,  exceso  ó  defecto  en  el  ejercicio  de  la 
jurisdicción,  por  haber  conocido  el  Tribunal  en  asunto  que  no 
sea  de  la  competencia  judicial,  ó  dejado  de  conocer  cuando  tu- 
viere el  deber  de  hacerlo; 

8.°  Haberse  incurrido,  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  en 
error  de  derecho  ó  en  error  de  hecho,  si  este  último  resulta  de 
documentos  ó  actos  auténticos  que  demuestren  la  equivocación 
evidente  del  juzgador; 

í.°  Haberse  faltado  en  el  procedimiento  á  alguna  de  las 
formalidades  que  de  suyo  inducen  nulidad,  y  no  haberse  podi- 
do, en  consecuencia,  hacer  eficaz  el  derecho  por  parte  del  de- 
mandante, ó  la  defensa  por  parte  del  demandado.  Las  infrac 
ciones  en  el  procedimiento  que  no  hayan  de  producir  necesaria 
mente  uno  de  estos  dos  efectos,  no  servirán  de  f undameni 
para  la  casación. 

En  los  asuntos  criminales  y  para  los  efectos  de  este  iñcia 
se  considerará  á  la  parte  del  reo  asimilada  á  demandado;  y  j 
acusador  particular  ó  al  representante  del  Ministerio  Public 
asimilado  á  demandante. 
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Art.  39.  Es  doctrina  legal  la  interpretación  que  la  Corte 
Suprema  dé  á  unas  mismas  leyes  en  tres  decisiones  uniformes. 
También  constituyen  doctrina  legal  las  declaraciones  que  la 
misma  Corte  haga,  en  tres  decisiones  uniformes,  para  llenar 
los  vacíos  que  ocurran,  es  decir,  en  fuerza  de  la  necesidad  de 
que  una  cuestión  .dada  no  quede  sin  resolver  por  no  existir  le- 
yes apropiadas  al  caso  (1). 

La  Corte,  para'  interpretar  las  leyes,  tendrá  en  cuenta  lo 
dispuesto  en  los  artículos  de  27  á  32  del  actual  Código  Civil  de 
la  Nación. 


Preparación,  admisión  y  sostanoiaeión  del  recurso 

Art.  40.  Las  sentencias  dictadas  por  los  Tribunales  Supe- 
riores de  Distrito  contra  las  cuales  puede  interponerse,  de  con- 
formidad con  lo  establecido,  el  recurso  de  casación,  se  manten- 
drán junto  con  el  respectivo  proceso  en  el  Despacho  de  la  Se- 
cretaría durante  treinta  días  después  de  notificadas. 

Art.  41.  El  que  pretenda  interponer  el  recurso  de  casación 
contra  una  sentencia  de  las  mencionadas  en  el  artículo  36,  pre- 
sentará ante  el  mismo  Tribunal,  dentro  del  mencionado  térmi- 
no de  treinta  días,  que  será  improrrogable,  un  escrito  en  que 
pida  que  se  le  conceda  el  recurso. 

En  el  mismo  escrito  designará  la  causal  ó  causales  de  nu- 
lidad de  las  mencionadas  en  el  artículo  38,  en  que  funda  la  in- 
terposición del  recurso,  y,  al  hacerlo,  expondrá  las  razones  por 
que  estima  haberse  incurrido  en  la  causal  ó  causales  de  nulidad 
alegadas.  Así,  por  ejemplo,  si  la  causal  de  nulidad  fuere  la  pri- 
mera, deberá  decirse  cuál  es  la  ley  ó  doctrina  legal  que  se  cree 
infringida,  y  el  concepto  en  que  lo  haya  sido. 

Art.  42.  El  recurso  de  casación  puede  interponerse  por 
aedio  de  apoderado,  pero  éste  necesita  para  ello  poder  especial. 

Art.  43.  Si  hubiere  duda  acerca  de  la  cuantía  del  negocio, 
m  concepto  del  Tribunal,,  el  Presidente  de  éste  dispondrá  que 
3  fije  por  peritos,  luego  que  se  haya  interpuesto  el  recurso.  El 


(1)  Vías»  el  artículo  4  •  de  la  Ley  169  de  18W. 
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mismo  Presidente  nombrará  los  peritos,  y  ai  éstos  fijaren  la 
cuantía  en  cantidad  menor  de  cinco  mil  pesos,  no  se  otorgará 
el  recurso. 

Tampoco  se  otorgará  el  recurso  si  la  parte  recurrente  ao 
asegura  á  la  contraria  el  valor  de  las  costas  &  satisfacción  del 
Tribunal.  La  seguridad  puede  consistir  en  una  fianza  solidaria, 
debiendo  concurrir  en  el  fiador  los  requisitos  que  la  ley  civil 
exige;  ó  en  la  consignación  de  una  cantidad  de  dinero  equiva- 
lente al  valor  de  las  costas,  estimadas  aproximativamente  por 
el  mismo  Tribunal.  La  consignación  se  hará  ante  este  mismo. 

Art.  44.  Al  presentar  el  escrito  mencionado  en  el  artículo 
41,  el  que  interponga  el  recurso  depositará  en  la  Secretarla  del 
Tribunal  la  cantidad  que  corresponda,  según  la  cuantía  del  ne- 
gocio, en  la  proporción  siguiente: 

Si  la  cuantía  fuere  de  cinco  mil  pesos  &  diez  mil  pesos,  el 
depósito  será  de  $  100. 

Si  dicha  cuantía  pasare  de  diez  mil  pesos,  sin  exceder  de 
quince  mil,  el  depósito  $erá  de  $  150. 

Si  aquélla  excediere  de  quince  mil  pesos,  el  depósito  será 
de  $200. 

Los  anteriores  depósitos  tendrán  lugar  cuando  fueren  con* 
formes  las  sentencias  de  las  dos  últimas  instancias. 

Cuando  fueren  desconformes  dichas  sentencias,  el  depósito 
será  de  cincuenta  pesos,  sea  cual  fuere  la  cuantía. 

40 

Se  entenderá  que  son  conformes  las  sentencias  aun  cuando 
varíen  en  lo  relativo  á  condenación  de  costas. 

El  Secretario  del  Tribunal  colocará  los  depósitos  en  el  esta- 
blecimiento de  crédito  que  el  mismo  Tribunal  designe. 

Art.  45.  Interpuesto  el  recurso  en  tiempo  hábil  y  hecha  la 
consignación  mendonada,  el  Tribunal  concederá  el  recurso  y 
ordenará  la  remisión  del  proceso  y  la  sentencia  á  la  Corte  Su- 
prema, previa  citación  de  las  partes. 

Si  el  Tribunal  que  concede  el  recurso  no  reside  en  el  misi 
lugar  que  la  Corte,  el  expediente  se  remitirá  por  el  próximo  < 
rreo,  á  costa  del  recurrente.  El  Secretario  del  Tribunal,  al  coi 
car  el  expediente  en  la  estafeta,  pagará  el  porte  correspondiera 
que  tomará  de  la  cantidad  que  en  depósito  ha  debido  recit 

Art.  46.  Recibido  el  expediente  en  la  Corte  y  repartido. 


Magistrado  á  quien  corresponda  sustanciar  el  recurso  mandará 
fijar  el  negocio  en  lista  por  seis  días  para  que  las  partes  tengan 
conocimiento  de  la  llegada  del  expediente  á  la  Corte  y  puedan 
constituir  apoderados.  ' 

Art.  47.  Concluidos  los  seis  días  de  que  habla  el  articulo 
anterior,  el  Magistrado  ordenará  que  se  entregue  el  proceso  por 
s«is  días  á  cada  una  de  las  paites,  para  que  presenten  sus  ale- 
gatos, principiando  por  el  recurrente. 

Si  fueren  más  de  tres  las  partes  ó  bus  apoderados,  de  ma- 
nera que  hubiere  de  pasar  de  diez  y  ocho  días  el  término  de  los 
traslados,  ae  concederá  uno  común  de  diez  y  ocho  días  para  que 
loa  interesados  puedan  ver  el  expediente  en  la  Secretaría. 

El  Magistrado  sustanciador  dispondrá  lo  conveniente  para 
que  no  Buceda  que  alguno  ó  algunos  de  los  interesados  impidan 
á  alguno  ó  algunos  de  los  otros  interesados  el  examen  del  pro- 
ceso. 

Art.  48.  Concluidos  los  mencionados  términos,  el  Magis- 
trado ordenará  que  se  dé  conocimiento  á  cada  una  de  las  partes 
del  alegato  de  la  contraria,  por  el  término  de  tres  días  á  cada 
una,  y  trascurridos  éstos,  Be  señalará  día  y  hora  para  audiencia 
pública.  * 

En  esta  audiencia  cada  parte  podrá  hablar  durante  dos 
horas. 

Art.  49.  Vencidos  los  mencionados  términos,  el  Secretario 
pondrá  ol  expediente  á  disposición  del  Magistrado  sustanciador, 
para  que  éste  prepare  dentro  de  diez  días  el  proyecto  de  sen- 
tencia. Concluido  este  término,  la  Corte  pronunciará  sentencia 
dentro  de  los  treinta  días  siguientes. 

Ar.t  50.  La  Corte,  antes  de  pronunciar  sentencia  en  estos 

recursos,  examinará  si  se  han  interpuesto  en  tiempo  hábil,  si 

se  ha  verificado  la  consignación  de  que  habla  el  artículo  44,  y  si 

*  i  sentencia  de  que  se  trata  es  de  aquellas  contra  las  cuales  pue- 

interponerse  recurso  de  casación,  conforme  al  artículo  36, 

>rque  si  alguna  de  estaB  circunstancias  faltare,  debe  limitarse 

mplemente  á  negar  la  admisión  del  recurso. 

Art.  51.  Cuando  la  Corte  pronuncie  sentencia  en  que  de- 
ire  la  nulidad  de  la  pronunciada  por  el  Tribunal  Superior,  á 
oual  se  refiere  el  recurso,  ordenará  la  devolución  del  depósito 
'qtituído. 
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Acto  continuo,  y  por  separado,  dictará  la  misma  Corte  la 
sentencia  que  corresponda  sobre  la  cuestión  objeto  del  pleito,  ó 
sobre  los  puntos  respecto  de  los  cuales  hubiere  recaído  lá  ca- 
sación. I 

Cuando  la  sentencia  de  nulidad  se  funde  en  las  causales  7.a 
ó  9.*  del  artículo  38,  la  Corte  se  limitará  á  pronunciar  la  decla- 
ratoria de  nulidad  y  á  disponer  lo  que  sea  consecuencial. 

Art.  52.  En  las  sentencias  en  que  se  declare  no  haber  lu- 
gar al  recurso,  se  condenará  al  recurrente  al  pago  de  todas  las 
costas  del  mismo  recurso,  y  á  la  pérdida  del  depósito,  el  cual  se 
aplicará  á  la  Beneficencia  pública  del  respectivo  Departamento. 

Recamos  interpuestos  por  el  Ministerio,  Público 

Art.  53.  El  Ministerio  Público  podrá  interponer  el  recurso 
de  casación  en  los  juicios  en  que  sea  parte,  ajustándose  á  las 
reglas  establecidas  en  la  presente  ley,  pero  sin  constituir  de- 
pósito. 

Art.  65.  Los  recursos  de  casación  y  revisión  podrán  inten- 
tarse y  deberán  ser  admitidos  cuando  las  sentencias  que  dieren 
lugar  á  ellos  se  funden  en  leyes  que  rijan  en  toda  la  República, 
es  decir,  cuando  el  recurso  tengg,  por  objeto  corregir  el  agravio 
inferido  por  la  violación,  errónea  interpretación  ó  indebida  apli- 
cación de  una  ley  de  carácter  general. 


LEY  57  DE  1887  (1) 

t 
Art.  110.  El  recurso  de  casación  se  concederá,  respecto  de 

las  sentencias  en  que  conforme  á  la  Ley  61  de  1886  debe  conce- 
derse, cuando  la  cuantía  del  negocio  sea  ó  exceda  de  mil  pesos. 
También  se  concederá  el  recurso  de  casación  de  las  senteL 
cías  pronunciadas  por  los  Tribunales  Superiores  de  Distrito  Je 
dicial,  en  los  casos  en  que  conforme  á  la  mencionada  Ley  pv 
de  interponerse,  cuando  dichas  sentencias  versen  sobre  hech, 


(1)  Las  disposiciones  que  ee  insertan  á  continuación  fueron  derogadas  ppi 
Ley  105  de  189a 


LliY    57    DS    1S&7 


relativos  al  estado  civil  de  la3  persona^,  por  ejemplo,  nulidad 
de  un  matrimonio,  divorcio,  legitimidad  de  uu  hijo,  reconoci- 
miento de  hijos  naturales,  y  demás  hechos  de  esta  misma'  es- 
pecie. 

Art.  111.  Los  depósitos  de  que  habla  el  artículo  44  de  la 
Ley  61  de  1886  serán  los  siguientes: 

Si  la  cuantía  del  negocio  fuere  de  mil  á  diez  mil  pesos,  el 
depósito  será  de  cincuenta  pesos. 

Si  dicha  cuantía  pasare  de  diez  mil  pesos  sin  esceder  de 
quince  mil  pesos,  el  depósito  será  de  cien  pesos. 

Si  aquélla  excediere  de  quince  mil  pesos,  el  depósito  será  da 
doscientos  pesos. 

En  los  negocios  en  que  no  haya  cuantía  determinada,  el  da- 
pósito  será  de  cincuenta  pesos. 


LEY  153  DE  1887  (1) 

Art.  10.  En  casos  dudosos  los  Jueces  aplicarán  la  doctrina 
legal  más  probable. 

Tres  decisiones  uniformes  dadas  por  la  Corte  Suprema 
como  Tribunal  de  Casación,  sobre  un  mismo  punto  de  derecho 
constituyen  doctrina  legal  más  probable. 

Víanse  ¡o»  artículos  33  de  la  Ley  61  de  1888  y  4°  de  la  Ley  169  <!a  189S. 


Art.  239.  Agrégase  á  las  causales  para  interponar  el  recur- 
so de  casación,  en  todos  los  negocios  civiles  y  criminales  en  que 
las  leyes  lo  otorgan,  la  de  ser  la  decisión  contraria  eu  un  punto 
de  derecho  á  otra  decisión  dictada  por  el  mismo  Tribunal  ó  por 
dos  Tribunales  diferentes,  siempre  que  las  dos  decisiones  con- 
rias  sean  posteriores  á  la  época  eu  que  empezó  á  regir  la 
'dad  legislativa. 

El  recurrente  en  este  caso  no  está  obligado  á  hr,cer  depósi- 
alguno. 


(1)  tu  díipoaicione»  que  s*  reproducen   fueron   derogad»!  por  la    L*y  io¡>  d* 
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LEY  135  DE  1888  (1) 

Art.  19.  Se  podrán  interponer  los  recursos  de  casación  y 
revisión  que  la  legislación  vigente  establece,  aun  cuando  las  le- 
yes que  la  Corte  Suprema  deba  tener  en  consideración  para  ad- 
mitir y  resolver  los  recursos  sean  las  que  regían  en  los  extin- 
guidos Estados,  siempre  que  dichas  leyes  sean  idénticas  en  esen- 
cia á  las  nacionales  que  estén  en  vigor. 

Lo  dispuesto  en  el  presente  artículo  no  regirá  sino  después 
de  sesenta  días  de  sancionada  esta  ley,  y  no  comprenderá  las 
decisiones  que  se  hayan  pronunciado  antes  del  día  en  que  este 
mismo  artículo  deba  regir. 

Los  recursos  de  casación  y  revisión  no  podrán  interponerse 
sino  cuando  la  cuantía  exceda  de  mil  pesos. 


LEY  147  ÜE  1888 

Art.  40.  La  Corte  Suprema  conoce  privativamente  y  en 
una  sola  instancia  en  los  asuntos  siguientes: 

11.  De  los  recursos  de  casación  y  revisión. 


LEY  105  DE  1890  ^ 

RECURSOS  DE  CASACIÓN  Y  REVISIÓJT 

CAPITULO  PRIMERO 
Recurso  de  casación 


Objetos  de  este  rebino  y  casos  en  que  él  puede  interponerse 

Art.  306.  Con  el  fin  principal  de  uniformar  la  Jurisprud' 
cia,  y  también'  con  el  de  que  se  enmienden  los  agravios  inft 
dos,  se  concede  recurso  de  casación  para  ante  la  Corte  Saprer 
contra  las  sentencias  definitivas  de  segunda  instancia  dictac 


(1)  La  disposición  citada  fue  derogada  por  la  Ley  105  de  1890. 


LEY  105   DE    1890 


por  los  Tribunales  Superiores  de  Distrito  Judicial,  en  asuntos 
civiles  y  en  juicio  ordinario,  6  que  tenga  carácter  de  tal,  cuando 
ocurra  alguna  de  las  causales  que  se  establecen  en  este  Capítu- 
lo para  el  efecto  de  poder  interponer  el  recurso.  Es,  además,  in- 
dispensable que  coexistan  las  circunstancias  siguientes:  I."  Que 
la  sentencia  se  funde  ó  deba  fundarse  en  leyes  que  rijan  ó 
hayan  regido  en  toda  la  República,  Ó  partir  de  la  vigencia  de  la 
Ley  ST  de  1887;  ó  que  se  funde  ó  deba  fundarse  en  leyes  de  los 
extinguidos  Estados,  quo  sean  idénticas  en  esencia  á  las  nacio- 
nales que  estén  en  vigor;  4.*  Que  la  sentencia  verse  sobre  he- 
chos relativos  al  estado  civil  de  las  personas,  ó  Bobre  intereses 
particulares  en  que  la  cuantía  del  juicio  sea  ó  exceda  de  tres 
mil  pesos;  y  3.'  Que  haya  contrariedad  en  las  sentencias  de  pri- 
mera y  Begunda  instancia  en  cuanto  á  la  inteligencia,  ó  indebi- 
da aplicación  de  las  leyes  en  que  se  apoyan,  ó  en  cuanto  á  lo 
principal  del  pleito. 

Derogado. 

Art.  367.  Puede  también  interponerse  recurso  de  casación 
contra  las  sentencias  definitivas  de  segunda  instancia  dictadas 
por  los  Tribunales  Superiores  en  los  juicio?  de  concurso  de  acree- 
dores, cuando  exista  la  primera  de  las  causales  del  artículo  369 
de  esta  Ley,  y  ocurran,  además,  las  tres  circunstancias  mencio- 
nadas en  el  artículo  anterior. 

Art.  36S.  En  asuntos  criminales  se  concede  recurso  de  ca- 
sación, con  los  mismos  fines  mencionados  en  el  artículo  3fi6, 
contra  las  sentencias  definitivas  que  pronuncien  dichos  Tribu- 
nales Superiores  por  la  comisión  de  alguno  de  los  delitos  desig- 
nados en  el  artículo  29  de  la  Constitución,  si  en  la  sentencia  se 
impone  pena  de  muerto. 

Cuando  en  el  caso  de  este  artículo  no  se  interponga  recurso 
de  casación,  el  Tribunal  remitirá  la  sentencia,  con  tudu  lo  actua- 
""o,  en  consulta  á  la  Corte  Suprema. 

n 

Oamalef  que  dan  darwhn  i  interponer  el  remiro  de  «¡Mai-Mn 

Art.  369.  Dan  derecho  á  interponer  recurso  de  casación,  en 
iteria  civil,  los  hecho3  siguientes: 
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1.°  Ser  la  sentencia  violatoria  de  ley  sustantiva  6  de  doc- 
trina legal:  ya  sea  directa  la  violación;  ya  sea  ésta  efecto  de 
una  interpretación  errónea  de  la  ley  ó  de  la  doctrina  legal;  ya 
de  aplicación  indebida  de  leyes  ó  de  doctrinas  legales. 

Es  entendido  que  al  ocuparse  la  Corte  en  el  examen  de  la 
sentencia  con  motivo  de  esta  causal,  es  sobre  la  base  de  que  Bon 
verdaderos  los  hechos  en  que  se  apoya  la  sentencia;  á  menos 
que  se  alegue  por  el  recurrente  contra  la  apreciación  de  determi- 
nada prueba,  y  del  expediente  mismo  resulte  que,  en  efecto,  se 
incurrió  en  error  de  derecho  ó  en  error  de  hecho,  siempre  que 
este  último  se  acredite  de  un  modo  evidente,  con  documentos  6 
autos  auténticos  que  obren  en  el  proceso; 

2.°  No  estar  la  sentencia  en  consonancia  con  las  pretensio- 
nes oportunamente  deducidas  por  los  litigantes:  ya  porque  se 
resuelva  sobre  puntos  que  no  han  sido  objeto  de  la  controver- 
sia; ó  se  deje  de  resolver  sobre  alguno  de  los  que  lo  han  sido;  6 
se  condene  &  más  de  lo  pedido;  ó  no  se  falle  sobre  alguna  de  las 
excepciones  perentorias  que  se  han  alegado; 

3.  °  Contener  la  sentencia  en  su  parte  resolutiva  disposicio- 
nes contradictorias,  que  no  se  concilian  á  pesar  de  haberse  acla- 
rado la  sentencia  á  virtud  de  lo  establecido  en  el  artículo  860  del 
Código; 

4.°  Haber  habido  incompetencia  de  jurisdicción  improrro- 
gable en  el  Tribunal  sentenciador,  salvo  el  caso  de  ratificación, 
cuando  ésta  sea  permitida; 

5.°  Haberse  abstenido  el  Tribunal  de  conocer  en  asunto  de 
su  competencia  y  declarándolo  así  en  la  sentencia;  y 

6.°  Haberse  incurrido,  en  conformidad  á  lo  establecido  en 
los  artículos  123  y  126  de  esta  Ley,  y  con  las  limitaciones  fija- 
das en  los  mismos  y  en  el  125,  en  alguna  de  estas  causas  de  nu- 
lidad: ilegitimidad  en  la  personería  de  alguna  de  las  partes,  y 
no  haberse  notificado  la  demanda  al  demandado. 

Derogado. 

Art.  370.  En  materia  criminal  las  causales  que  dan  dere- 
cho á  interponer  el  recurso  de  casación  son  estas: 

1.*  Ser  la  sentencia  violatoria  de  ley  sustantiva  6  de  doctri 
na  legal;  ya  sea  directa  la  violación;  ya  sea  ésta  efecto  de  ur 
interpretación  errónea  de  la  ley  ó  de  doctrina  legal;  ya  de 
aplicación  indebida  de  leyes  6  de  doctrinas  legales,  como  *q 
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caso,  entre  otros,  de  que  se  aplique  la  ley  vigente  al  tiempo  de 
la  comisión  del  delito  y  no  una  posterior  que  impone  menor  pena. 

Es  entendido  que  al  ocuparse  la  Corte  en  la  apreciación  de 
la  sentencia  por  esta  causal,  debe  tener  en  consideración  el  ve- 
redicto del  Jurado,  pues  en  consonancia  con  éste  debe  hallarse 
la  parte  resolutiva  de  aquélla; 

2.'  Ser  en  concepto  de  la  Corte  notoriamente  injusto  el  ve- 
redicto del  Jurado;  y 

3."  Haberse  incurrido  en  las  causas  de  nulidad  designadas 
con  los  ordinales  L",  3.°,  4.°,  5.°,  6.°  y  7T°  del  artículo  264  de  la 
Ley  57  de  1887. 

Derogado. 

Art.  371.  Es  doctrina  legal  la  interpretación  que  la  Corte 
Suprema  dé  á  unas  mismas  leyes  en  dos  decisiones  uniformes. 
También  constituyen  doctrina  legal  las  declaraciones  que  la 
misma  Corte  haga  en  dos  decisiones  uniformes  para  Henar  los 
vacíos  que  ocurran,  es  decir,  en  fuerza  de  la  necesidad  de  que 
una  cuestión  dada  no  quede  siu  resolver  por  no  existir  leyes 
apropiadas  al  caso. 

Derogado. 

III 

Prepsraiiún  y  udmitiiSa  d«l  r»curao  de  fruncían    en  luuntoi  oítüm 

Art.  372.  Cuando  un  Tribunal  de  Distrito  Judicial  haya 
pronunciado  una  sentencia  de  las  mencionadas  en  los  artlculoB 
366  y  367,  dispondrá  que  tanto  la  sentencia  como  el  proceso  se 
mantengan  en  el  Despacho  de  la  Secretaría  del  mismo  Tribunal, 
íi  disposición  de  las  partes  y  durante  treinta  días  contados  desde 
la  notificación  do  la  sentencia. 

Si  en  concepto  del  Tribunal  hubiere  duda  acerca  de  la  cuan- 
tía del  negocio,  el  Magistrado  que  haya  sido  sustanciador  nom- 
brará peritos  que  la  fijen;  y  si  éstos  la  apreciaren  en  cantidad 
>nor  de  tros  mil  pesos,  se  remitirán  inmediatamente  el  proce- 
y  la  seutencia  al  Juezgado  de  primera  instancia.  Sin  embar- 
,  cuando  los  peritos  fljon  la  cuantía  del  negocio  en  cantidad 
anor  de  tres  mil  pesos  y  su  dictamen  no  fuere  fundado   para 
Tribunal,  los  Magistrados  que   constituyen  la  respectiva  Sala 
mbrarán  nuevos  peritos,  cuyo  dictamen  prevalecerá, 
derogado.  81 
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Art.  373.  Durante  los  treinta  días  de  que  se  ha  hablado,  la 
parte  que  quiera  interponer  recurso  de  casación  contra  la  sen- 
tencia lo  interpondrá  en  un  escrito  dirigido  al  Tribunal  por  di- 
chav  parte,  ó  por  apoderado  especial,  ó  por  el  último  apoderado 
que  haya  intervenido  en  la  segunda  instancia  del  juicio,  si  en  el 
poder  se  le  confiere  esta  facultad  por  la  parte  misma,  6  por  él 
sustituyente  si  lo  tuviere.  En  tal  escrito  se  dirá  simplemente 
que  se  interpone  el  recurso,  pero  bien  puede  el  recurrente  de- 
signar en  el  mismo  escrito  las  causales  en  que  funda  el  recurso, 
designación  que  producirá  los  debidos  efectos  si  se  verifica  en 
los  términos  prescritos  en  el  artículo  377. 

Derogado. 

Art.  374.  Interpuesto  en  tiempo  oportuno  y  por  persona 
hábil  el  recurso  de  casación  contra  una  sentencia  de  las  men- 
cionadas en  los  artículos  366  y  367  de  esta  Ley,  el  Tribunal  lo 
concederá  si  concurre  además  la  circunstancia  segunda  de  las 
expresadas  en  el  artículo  366.  No  es  potestativo  del  Tribunal 
ocuparse  en  apreciar  las  otras  dos  circunstancias  consignadas 
en  el  mismo  artículo  366,  ni  declarar  cosa  alguna  respecto  de 
las  causales  que  dan  derecho  á  interponer  el  recurso. 

Derogado. 

Art.  375.  En  el  auto  sobre  concesión  del  recurso  el  Tribu- 
nal ordenará  que  se  remitan  el  proceso  y  la  sentencia  á  la  Cor- 
te Suprema,  previa  citación  de  las  partes. 

Es  aplicable  en  este  caso  lo  que  disponen  los  artículos  67  y 
68  de  esta  Ley  respecto  de  los  Jueces. 


IV 

Buitanciaotón  y  determinación  del  recurso  por  la  Corte  en  ajuntoi  oítíUi 

Art.  376.  Recibido  el  expediente  en  la  Corte  y  repartido, 
el  Magistrado  á  quien  corresponda  sustanciar  el  recurso  manda 
rá  fijar  el  negocio  en  lista  por  seis  días  para  que  las  partes  ten 
gan  conocimiento  de  la  llegada  del  expediente  á  la  Corte  ] 
puedan  constituir  apoderados. 

Art.  377.  Concluido  el  término  de  que  habla  el  artícul< 
anterior,  el  Magistrado  ordenará  que  se  entregue  el  proceso  po 
seis  días  &  la  parte  recurrente  para  que  designe  por  escrito  * 
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causal  ó  causales  en  que  funda  la  interposición  del  recurso,  6 
haga  las  ampliaciones  que  estimo  convenientes  si  ya  bo  hubie- 
re designado  alguna  causal,  debiendo  expresarse  con  claridad 
y  precisión  las  razones  por  que  se  estima  haberso  incurrido,  en 
la  causal  ó  causales  designadas. 

Asi,  por  ejemplo,  si  la  causal  que  motiva  el  recurso  fuere 
la  primera,  deberá  decirse  cuál  es  la  ley  ó  doctrina  legal  que  se 
cree  infringida,  y  el  concepto  eu  que  lo  haya  sido;  ó  cuál  ó  cuá- 
les las  leyes  aplicables  al  caso  del  pleito. 

Si  la  parte  no  hubiere  designado  antes,  ó  no  designare  en 
dicho  escrito,  con  la  precisión  aquí  establecida,  la  causal  ó  cau- 
sales en  que  se  funda  el  recurso,  la  Corte  procederá  inme- 
diatamente á  declararlo  desierto.  Esta  no  hará  declaración  de 
oficio  sino  únicamente  cuando  advierta  que  ha  habido  incom- 
petencia de  jurisdicción  con  arreglo  á  las  causales  4.»  j  5.'  del 
articulo  369. 

Derogado. 

Art.  37S.  Fundada  que  sea  la  interposición  del  recurso,  el 
Magiítrado  dispondrá  que  se  entregue  el  proceso  por  seis  días  á 
cada  una  de  las  otras  partes  para  que  presenten  sus  alegatos. 
Cuando  por  el  número  de  paites  hubiere  de  pasar  de  diez  y 
ocho  días  el  término  para  alegar  por  escrito,  no  se  sacará  el  pro- 
ceso de  la  Secretarla,  en  doude  se  pondrá  á  disposición  de  laH 
partes  por  el  término  común  de  diez  y  ocho  días.  Todas  las  par- 
tes tienen  derecho  de  examinar  el  expediente;  el  Magistrado 
eustauciador  allanará  toda  dificultad  que  ocurra. 

Derogado. 

i      Art.  379.  Concluido  el  término  de  los  diez  y  ocho  días  so 

dará  traslado  por  tres  días  á  cada  una  de  las  partes  del  alegato 

do  las  otras,  y  transcurridos  éstos,  se  señalará  día  y  hora  para 

audiencia  pública,  en  la  cual  cada  parte  puedo  hablar  durante 

s  horas. 

Derogado. 

Art.  380.  Terminada  la  audiencia,  el  Secretario  pondrá  el 
cediente  á  disposición  del  Magistrado  sustanciador  para  que 
¿  prepare  díutro  de  diez  días  el  proyecto  de  sentencia.  Con- 
ldo  este  término,  la  Corte  pronunciará  sentencia  dentro  de 
treinta  días  siguientes, 
erogado. 
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Ar.  381.  La  Corte,  antes  de  pronunciar  sentencia,  exami- 
nará si  el  recurso  se  ha  interpuesto  oportunamente  y  por  perso- 
na hábil;  y  si  la  sentencia  es  de  aquellas  contra  las  cuales  pue- 
da interponerse  recurso  de  casación  conforme  á  lo  ya  estableci- 
do, pbrque  si  alguno  de  estos  requisitos  faltare,  debe  limitarse 
simplemente  á  negar  la  admisión  del  recurso. 

•  Art.  382.  La  Corte,  en  la  decisión  que  pronuncie,  examina- 
rá con  la  debida  separación  cada  una  de  las  causales  en  que  se 
funda  el  recurso,  y  en  la  parte  resolutiva  hará,  también  separa- 
damente, las  declaraciones  á  que  haya  lugar,  conforme  á  lo  que 
se  dispone  en  los  artículos  siguientes. 

Derogado. 

Art.  383.  Respecto  de  la  primera  causal  dejas  menciona- 
das en  el  artículo  369,  la  Corte  fijará  siempre  en  dicha  parte  re- 
solutiva, en  témanos  claros,  precisos  y  generales,  quaconstitu- 
yan  regla  de  derecho,  la  genuina  inteligencia  de  las  leyes  apli- 
cadas, en  el  caso  de  que  se  haya  alegado  violación  directa  6 
error  en  la  interpretación  de  tales  leyes.  Si  se  ha  alegadb  inde- 
bida aplicación  de  leyes  á  los  puntos  debatidos  en  el  pleito,  la 
Corte  determinará  las  que  son  aplicables,  sean  ó  nó  las  mismas 
que  el  Tribunal  haya  aplicado. 

Si  á  virtud  de  estas  expresas  declaraciones  fuere  ilegal  la 
sentencia  del  Tribunal  Superior,  la  Corte  la  anulará.  En  conse- 
cuencia, y  á  continuación  de  esta  decisión,  resolverá  lo  que  co- 
rresponda al  caso  del  pleito. 

Si  la  sentencia  del  Tribunal^f  uere  legal,  se  aprobará. 

Derogado. 

Art.  384.  Eespecto  de  la  segunda  causal  del  mismo  artícu- 
lo 369,  la  Corte  examinará  y  resolverá  si  la  sentencia  del  Tri- 
bunal está  ó  nó  en  consonancia  con  las  pretensiones  oportuna- 
mente deducidas  por  las  partes.  Si  lo  estuviere,  la  aprobará;  si 
no  lo  estuviere,  determinará  el  efecto  de  que  adolezca  la  senten 
cia,  y  la  anulará,  si  fuere  necesario,  ó  la  modificará  simpL 
mente,  haciendo  las  ampliaciones  ó  restricciones  conveniente4 

Derogado. 

Art.  385.  En  cuanto  á  la  tercera  causal,  se  procederá  ( 
una  manera  análoga  á  lo  establecido  con  relación  á  la  segund 
en  el  artículo  anterior. 
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Art.  386.  Cuando  las  causales  alegadas  fueren  la  4.*,  la  o.* 
6  la  6.',  la  Corte  resolverá  sobre  ellas,  asi: 

Respecto  de  de  la  4.*  y  la  6.',  y  en  el  caso  de  que  haya  habido 
incompetencia  en  el  Tribuna!  sentenciador,  6  que  se  haya  incu- 
rrido en  alguno  de  los  motivos  de  nulidad  de  que  trata  la  causal 
6.",  la  Corte  anulara  la  decisión  del  Tribunal,  se  abstendrá  de 
resolver  en  el  fondo,  y  dispondrá  que  se  devuelva  el  proceso  al 
Tribunal  de  su  origen  para  que  ante  él  promuevan  las  partes  lo 
que  estimen  legal. 

Respecto  de  la  causal  5.',  si  el  Tribunal  no  ha  debido  abste- 
nerse de  conocer  en  el  asunto,  se  dispondrá  la  devolución  del 
proceso  para  que  aquél  dicte  la  sentencia  debida. 

Si  no  hubiere  habido  incompetencia  de  jurisdicción  en  el 
Tribunal,  ó  si  éste  hubiere  procedido  legatmente  al  abstenerse 
de  conocer,  ó  si  no  se  hubiere  incurrido  en  ninguno  de  los  men- 
cionados motivos  de  nulidad,  la  Corte  se  limitará  á  hacer  las 
declaraciones  correspondientes,  y  á  ordenar  la  devolución  del 
expediente. 


Recurso  ile  caiarión  que  interpon»  el  Ministerio  Público 

Art.  387.  El  Mínistero  Público  podrá  interponer  el  recurso 
de  casación  en  los  juicios  en  que  sea  parte,  ajustándose  á  las 
reglas  establecidas  en  la  presente  Ley. 


Admuñún,  íuíutiinciftcidn  y  determinación  de!  recurso  en  ajnntoi  cnmtnr leí. 

Art.  388.  Si  el  reo  en  el  acto  de  notificarle  una  sentencia  de 
las  de  que  trata  el  artículo  368,  no  interpusiere  recurso  de  casa- 
ción, el  Trubunal,  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  mismo 
artículo,  la  remitirá  en  consulta  á  la  Corte. 

Art.  389.  Previo  repartimiento  del  expediente  en  la  Corte, 
el  Magistrado  á  quien  corresponda  nombrará  defensor  del  reo, 
gi  no  lo  tuviere.  Si  posteriormente  el  reo  nombrare  defensor, 
con  éste  y  no  con  aquél  se  entenderá  el  recurso. 

Art.  391.  Constituido  ya  el  defensor  ee  dará  el  expediente 


en  traslado  por  seis  dfas  al  Procurador  general  para  que  presen- 
te alegato  escrito.  Devuelto  el  expediente  se  pondrá  con  el  ale- 
gato presentado  á  disposición  del  reo  por  seis  días,  en  el  despa- 
cho de  la  misma  Secretaría,  para  que  forme  su  alegato.  Si  éste 
se  presentare  se  dará  en  traslado  al  Procurador  por  cuarenta  y 
ocho  horas,  vencidas  las  cuales,  hayase  ó  no  devuelto  el  alega- 
to, se  señalará  día  y  hora  para  audiencia  pública,  que  no  será 
para  después  de  seis  días  de  aquel  en  que  se  hayan  cumplido  las 
cuarenta  y  ocho  horas. 

En  la  audiencia  se  dará  primero  la  palabra  al  Procurador, 
y  luego  al  reo  ó  reos,  por  dos  horas  á  cada  uno,  con  derecho  el 
Procurador  á  replicar. 

Art.  391.  La  Corte  pronunciará  sentencia  dentro  de  diez 
días,  ajustándose  á  lo  que  se  dispone  en  este  artículo. 

Cuando  ocurra  la  primera  de  las  causales  mencionadas  en 
el  articulo  370,  la  Corte  hará  las  declaraciones  á  que  haya  lugar 
y  dictará  la  sentencia  correspondiente,  procediendo  de  una  ma- 
nera análoga  á  lo  establecido  en  el  artículo  383,  para  los  asuntos 
civiles. 

Cuando  ocurra  la  causal  segunda  de  las  mencionadas  en  el 
artículo  370,  la  Corte  anulará  la  sentencia  y  ordenará  la  forma- 
ción de  nuevo  Jurado.  Sin  embargo,  si  la  sentencia  se  funda 
en  el  veredicto  pronunciado  por  un  segundo  Jurado,  con  motivo 
de  haber  declarado  el  respectivo  Tribunal  notoriamente  injusto 
el  primer  veredicto,  la  Corte  respetará  el  último  y  no  anulará  Ia 
sentencia  por  esta  causal. 

Finalmente,  cuando  ocurra  uno  de  los  motivos  de  nulidad 
mencionados  en  la  causal  tercera,  la  Corte  casará  la  sentencia  é 
invalidará  lo  actuado  desde  el  acto  que  dio  lugar  á  la  nuli- 
dad. Si  el  motivo  de  nulidad  fuere  el  primero,  se  declarará  nula 
toda  la  actuación. 


INTERVENCIÓN  DE  LA  CORTE  EN  EL  CASO  DE  SENTENCIAS  CONTRARIAS 

Art.  392.  Cuando  un  Tribunal  Superior  de  Distrito  Judi 
cial  dicte  sentencia  definitiva  de  segunda  instancia  en  asunto  ci 
vil  y  en  juicio  ordinario,  ó  que  tenga  carácter  de  tal,  ó  en  juici 
de  concurso  de  acreedores,  y  dicha  sentencia  sea  contraría 
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otra  del  mismo  Tribunal  ó  de  uno  distinto,  refiriéndose  Ja  con- 
trariedad á  las  causales  t.*  ó  5.*  de  las  mencionadas  en  el  artí- 
culo 369  de  esta  Ley,  la  Corte  resolverá  sobre  la  contrariedad: 
ya  fijando  la  genuina  inteligencia  de  las  leyes  aplicadas;  ya  do- 
terminando  las  que  han  debido  aplicarse;  ya  haciendo  ver  que 
lus  hechos  en  que  las  sentencias  so  fundan  no  bou  idénticos,  6 
ya  resolviendo  sobre  la  competencia  del  Tribuna]  para  conocer 
en  el  asunto  á  que  dichas  sentencias  se  refieren;  pero  no  resol- 
verá sobre  el  caso  del  pleito,  sino  en  tanto  que  se  haya  inter- 
puesto oportunamente  recurso  de  casación,  conforme  á  lo  ya  es 
tablecido  y  á  las  causales  fijadas. 

Art.  393.  Para  que  la  Corte  pueda  ejercer  la  atribución 
que  por  el  artículo  precedente  se  le  confiere,  es  indispensable 
que  concurran,  en  cada  una  de  las  sentencias  contrarias,  las  dos 
primeras  circunstancias  de  las  tres  mencionadas  en  el  artículo 
366  de  esta  Ley. 

Art.  394.  Los  Tribunales  Superiores  de  Distrito  Judicial, 
el  Procurador  general  de  la  Nación  y  los  Fiscales  de  los  Tribu- 
nales son  quienes  pueden  ocurrir  á  la  Corte  para  los  efectoa  del 
artículo  392,  elevando  al  efecto  un  memorial  en  que  pongan  de 
manifiesto  la  contrariedad  de  las  sentencias,  las  cuales  deben 
acompañarse  en  copia  auténtica. 

Los  Tribunales,  á  solicitud  de  otro  Tribunal  ó  de  cualquiera 
de  los  funcionarios  expresados,  deben  espedir  dichas  copias  en 
papel  común  y  sin  demora  alguna,  ó  autenticar  el  ejemplar  del 
periódico  oficial  en  que  se  hallan  publicadas. 

Art.  395.  Presentados  el  memorial  y  las  sentencias  de  que 
acaba  de  hablarse,  la  Corte,  previo  repartimiento  del  expedien- 
te, pronunciará  dentro  de  treinta  días  la  decisión  que  corres- 
ponda. 

Los  artículos  366,  369,  370  y  371  de  esta  Ley  fueron  dero- 
gados por  el  6!)  de  la  Ley  169  de  1896;  y  los  artículos  370,  nu- 
meral 2.",  372,  inciso  2.°,  373,  374,  377  á  330,  382  á  SU  y  391 
inciso  3."  por  el  87  de  la  Ley  100  de  1892. 
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RECURSOS    DE    CASACIÓN   Y   REVISIÓN 

Art.  49.  No  es  necesario  que  haya  la  contrariedad  de  que 
trata  el  artículo  366  de  la  Ley  105  de  1890  en  las  sentencias  de 
primera  y  segunda  instancia,  para  que  sea  admisible  el  recurso 
de  casación,  siempre  que  existan  las  demás  circunstancias  que 
el  citado  artículo  requiere. 

Derogado  por  el  artículo  69  de  la  Ley  169  de  1896.  ' 

Art.  50.  Hácese  extensivo  el  recurso  de  casación  á  las  sen- 
tencias que  se  pronuncien  en  los  juicios  especiales  de  sucesión 
por  causa  de  muerte,  cuando  dichas  sentencias  pongan  fin  al 
asunto,  como  las  sentencias  aprobatorias  de  la  partición,  siem- 
pre que  el  valor  de  los  bienes  inventariados  sea  ó  exceda  de 
seis  mil  pesos. 

Derogado  por  el  artículo  69  de  la  Ley  169  de  1896. 

Art.  51.  Durante  los  treinta  días  que  se  conceden  para  inter- 
poner el  recurso  de  casación,  la  parte  que  quiera  hacer  uso  de 
este  derecho  dirigirá  un  escrito  al  Tribunal,  y  en  él  expresará 
que  interpone  el  recurso  y  designará  la  [causal  ó  causales  en  que 
funda  la  interposición,  expresando  con  claridad  y  precisión  los 
motivos  en  qu§  apoya  cada  causal.  Así,  por  ejemplo,  si  la  causal 
que  motiva  el  recurso  fuere  la  primera  designada  en  el  artículo  \ 
369  de  la  Ley  105  de  1890,  deberá  decir  cuál  es  la  ley  ó  doctrina 
legal  infringida  y  el  concepto  en  que  lo  haya  sido,  y  cuál  ó 
cuáles  son  las  leyes  aplicables  al  caso  del  pleito. 

♦     Este  recurso  deberá  interponerse  por  la  parte  misma,  ó  por 
un  apoderado  á  quien  se  haya  conferido  expresamente  esta 

I  facultad. 

•  Art.  52.  Interpuesto  oportunamente  y  por  persona  hábil  el 

recurso  de  casación  contra  una  sentencia  de  las  sujetas  al  recur 
so,  el  Tribunal  lo  concederá  inmediatameijte  y  ordenará  que  s 
remita  el  proceso  á  la  Corte,  previa  citación  de  las  partes. 

Art.  53.  Si  en  concepto  del  Tribunal  hubiere  duda  acere* 
de  la  cuantía  del  negocio,  el  Magistrado  que  haya  sido  sustan 
ciador  nombrará  peritos  que  la  fijen;  y  si  resultare  de  la  dilige: 
cia  que  el  valor  de  la  acción  no  alcanza  á  tres  mil  pefeos,  se  r< 
%  mitirá  inmediatamente  el  proceso  al  Juzgado  de  primera  insta 
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cia.  Sin  embargo,  cuando  los  peritos  fijen  el  valor  del  negocio 
en  cantidad  menor  de  tres  mil  pesos,  y  su  dictamen  no  fuere 
fundado  para  el  Tribunal,  loa  Magistrados  que  constituyen  la 
respectiva  Sala  nombrarán  nuevos  peritos,  cuyo  dictamen  pre- 
valecerá para  la  Corte  misma,  que  no  podrá  alterarlo.  Admitido 
un  recurso  por  el  Tribunal  sentenciador,  sin  que  haya  precedido 
avalúo  en  los  términos  de  este  artículo,  no  podrá  la  Corte  des- 
hechar  el  recurso,  fundándose  en  deficiencia  en  el  valor  de  la 
acción;  aunque  sf  podrá  devolver  el  expediente  para  que  se  prac- 
tique el  avalúo  por  el  Tribunal,  al  cual  deberá  la  Corte  sujetarse. 

Art.  54.  Si  el  Tribunal  negare  la  concesión  del  recurso  de 
casación,  podrá  la  parte  ocurrir  de  hecho  á  la  Corte;  y  el  proce- 
dimiento se  asimilará  al  que  se  observa  en  los  casos  comunes 
sobro  recursos  de  hecho. 

Ar.  55.  Concluido  el  término  de  la  fijación  en  lista,  el  Ma- 
gistrado ordenará  que  se  entregue  el  proceso  por  diez  días  á  la 
parte  recurrente  para  que  presente  su  alegato  por  escrito.  En 
este  escrito  y  dentro  del  perentorio  término  expresado,  podrá 
el  recurrente  fundar  el  recurso,  si  antes  no  lo  habla  sido;  am- 
pliar las  causales  de  casación  ó  alegar  otras  nuevas,  sujetán- 
dose á  las  prescripciones  indicadas. 

Art.  56.  Devueltos  los  autos  por  la  parte  recurrente,  el  Ma- 
gistrado dispondrá  que  se  entregue  el  proceso  por  seis  días  á  cada 
una  de  las  otras  partes  para  que  presenten  sus  alegatos;  pero 
cuando  por  el  número  de  partes  hubiere  de  pasar  este  término  de 
diez  y  ocho  días,  no  se  sacarán  los  autos  de  la  Secretaría  sino 
que  se  pondrán  á  disposición  de  ellas  por  el  término  común  de 
diez  y  ocho  días,  durante  los  cuales  podrán  examinar  el  expe- 
diente y  presentar  sus  alegatos. 

Art.  57.  Concluido  el  término  de  los  alegatos,  se  señalará 
""ía  y  hora  para  la  audiencia  pública,  caso  de  juzgar  la  Corte  ne- 
faria esta  diligencia,  y  designará  al  efecto  uno  de  los  días  si- 
uientes  entre  el  quinto  y  el  octavo. 

Art.  58.  Expirado  el  término  de  los  alegatos,  ó  pasada  la 
adiencia,  si  la  hubiere  habido,  pondrá  el  Secretario  el  expedien- 
i  á  disposición  del  Magistrado  sustauciador,  para  que  dentro  de 
átate  días  presente  el  proyecto  del  caso.  La  Corte  decidirá  acer- 
de  ese  proyecto  dentro  de  los  veinte  días  siguientes  al  de  la 
eaentación,  que  será  anotada  por  el  Secretario. 
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Art.  59.  La  Corte,  en  la  decisión  que  pronuncie,  examinará 
con  la  debida  separación  cada  una  de  las  causales  en  que  se 
funda  el  recurso,  y  cada  uno  de  los  motivos  en  que  se  apoye  cada 
causal.  Si  encontrare  justificada  una  causal  de  casación,  no  será 
necesario  que  entre  en  consideraciones  acerca  de  las  otras  causa- 
les alegadas,  con  sólo  el  fin  de  reforzar  la  invalidación  del  fallo, 
la  que  habrá  de  proceder  déla  casual  justificada.  Si  no  encontra- 
re justificada  ninguna  causal,  declarará  que  no  es  el  caso  de  in- 
firmar el  fallo  materia  del  recurso,  y  devolverá  el  expediente 
al  Tribunal  de  su  origen. 

Art.  60.  Si  encontrare  justificada  una  ó  más  causales  de 
casación  de  las  alegadas  por  la  parte  recurrente,  invalidará  el 
fallo  y  procederá  á  dictar  el  que  deba  reemplazarlo;  con  excep- 
ción del  caso  en  que  la  invalidación  provenga  de  la  causal  quin- 
ta del  artículo  369  de  la  citada  Ley  105.  Dicho  fallo  contendrá 
en  su  parte  resolutiva  todas  las  soluciones  requeridas  por  la  de- 
manda, cuando  en  ésta  no  haya  habido  acumulación  de  accio- 
nes, ó  las  acumuladas  tengan  conexión.  Si  hubiere  habido  acu- 
mulación y  nc  existe  entre  las  acciones  acumuladas  conexión 
tal  que  el  fallo  que  recaiga  á  la  una  afecte  á  la  otra,  se  decidirá 
tan  sólo  acerca  de  la  acción  sobre  que  recayó  la  decisión  del 
Tribunal  quo  haya  dado  lugar  al  recurso. 

Si  invalidado  el  fallo  del  Tribunal  la  Corte  llegare  á  las  mis- 
mas* conclusiones  á  que  llegó  el  inferior,  por  razones  diferentes, 
dictará  el  fallo  fundándolo  en  esas  razones. 

Art.  61.  Respecto  de  la  segunda  causal  del  mismo  articulo 
869,  la  Corte  examinará  y  resolverá  acerca  de  la  incongruencia 
entre  la  demanda  y  la  sentencia.  Si  la  incongruencia  proviene 
de  omisión  tal  en  la  resolución  de  alguna  ó  algunas  de  las  dedu- 
cidas oportu  lamente  por  las  partes,  que  en  el  fondo  haya  habi- 
do abstencióa  de  fallar  sobre  alguno  de  los  capítulos  ó  acciones 
deducidas,  la  Corte  anulará  el  fallo  y  devolverá  el  expedí  en 
al  Tribunal  que  juzgue  conveniente  para  que  dicte  una  resol 
ción  no  deficiente.  Si  la  incongruencia  consistiere  en  exceso 
parte  de  la  sentencia,  con   relación  á  lo  demandado,  se  limita) 
la  Corte  á  modificar  ésta,  haciendo  las  restricciones  del  caso. 

Art.  62.  Respecto  á  la  causal  quinta,  si  el  Tribunal  no  1 
debido  abstenerse  de  conocer  en  el  asunto,  la  Corte  anulará 
fallo  en  que  se  haya  incurrido  en  la  abstención,  si  la  hubf 
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lo 


habido;  y  en  todo  caso  enviará  el  expediente  al  Tribunal  de  .„ 
civil  que  juzgue  conveniente  para  que  dicte  el  fallo  que  corres- 
ponde al  caso. 


LEY  169  DE  1S96 
(31    de   diciembre) 

■obre  reformas  jadhialii 

'    El  Congreso  de  Colombia 

DECRETA ; 

Bteurio  de  eaiaeián 

Articulo  1.»  Con  el  fin  principal  de  uniformar  la  jurispru- 
dencia, y  con  el  de  enmendar  los  agravios  inferidos  á  las  par- 
tes, se  concede  recurso  de  casación  para  ante  la  Corte  Suprema 
de  Justicia  contra  las  sentencias  definitivas  de  segunda  instan- 
cia dictadas  por  los  Tribunales  Superiores  de  Distrito  Judicial, 
en  asuntos  civiles  y  en  juicio  ordinario  ó  que  tenga  carácter  de 
tal;  y  contra  las  que  se  pronuncien  en  los  juicios  de  concurso 
de  acreedores  y  los  de  sucesión  por  causa  de  muerte,  siempre 
que  la  cuantía  en  estos  últimos  sea  ó  exceda  de  seis  mil  pesos 
($  b',000).  En  los  demás  casos  bastará  que  la  cuantía  del  juicio 
al  tiempo  de  la  demanda  sea  ó  exceda  de  tres  milpesos(|3,0no). 

Para  que  el  recurso  de  casación  prospere  deben  coexistir 
las  circunstaucias  siguientes: 

!.•  Que  la  sentencia  se  funde  ó  haya  debido  fundarse  en 
leyes  que  rijan  ó  hayan  regido  en  toda  la  República,  á  partir 
de  la  vigencia  do  la  Ley  57  de  1837,  ó  en  leyes  expedidas  por 
los  extinguidos  Estados  que  sean  idénticas  en  esencia  á  las  na- 
cionales que  están  en  vigor;  y 

2.4  Que  la  sentencia  verse  sobre  intereses  particulares  ó  so- 
'•re  hechos  relativos  al  estado  civil  de  las  personas. 

Art.  2."  Las  causales  que  pueden  alegarse  para  interponer 
■ecurso  de  casación  son  las  siguientes: 

1.»  Ser  la  sentencia  violatoria  de  ley  sustantiva,  ya  sea  di- 
ecta  la  violación,  ya  sea  efecto  de  una  interpretación  errónea 
>  la  misma  ley,  ya  de  indebida  aplicación  de  ésta  al  caso  del 

'-ÚtO. 

Si  se  alegare  por  el  recurrente  mala  apreciación  de  deter- 
íada  prueba,  la  Corte  no  podrá  variar  la  apreciación  hecha 


460  JURISPRUDENCIA  DE  LA  CORTE 


par  el  Triibunal  sino  en  el  caso  de  error  de  derecho  6  de  error 
de  hecho,  siempre  que  este  último  aparezca  de  un  modo  evi- 
dente en  los  autos; 

2.a  No  estar  la  sentencia  en  consonancia  con  las  pretensio- 
nes oportunamente  deducidas  por  los  litigantes,  ya  porque  se 
resuelva  sobre  puntos  que  no  han  sido  objeto  de  la  controversia 
ó  se  deje  d3  resolver  sobre  alguno  de  los  que  lo  han  sido,  se  con- 
dene á  más  de  lo  pedido  ó  no  se  falle  sobre  alguna  de  las  excep- 
ciones perf  ntorias  alegadas,  6i  fuere  el  caso  de  hacerlo; 

3.a  Contener  la  sentencia  en  su  parte  resolutiva  disposicio- 
nes contradictorias  á  pesar  de  haberse  pedido  aclaración  de  ella 
oportunamente; 

4.a  Incompetencia  de  jurisdicción  improrrogable  en  el  Tri- 
bunal sentenciador,  salvo  el  caso  de  ratificación  cuando  ésta  sea 
permitida; 

5.a  Haberse  abstenido  el  Tribunal  de  coaocer  en  asunto  de 
su  competencia  y  declarádolo  así  en  el  fallo. 

Art.  3.°  En  materia  criminal  las  causales  por  las  cuales 
puede  interponerse  el  recurso  de  casación  son  estas: 

1.*  Ser  la  sentencia  violatoria  de  ley  sustantiva  fen  materia 
penal  por  haberse  aplicado  al  reo  la  pena  capital  fuera  de  los 
casos  determinados  por  lá  ley. 

La  Corte  al  considerar  esta  causal  debe  atenerse  al  veredic- 
to del  Jurado,  que  forma  plena  prueba  sobre  los  hechos; 

2."  Ser,  en  concepto  de  la  Corte,  notoriamente  injusto  el 
veredicto  del  Jurado,  es  decir,  que  de  autos  resulte  claramente 
ó  que  no  se  ha  ejecutado  el  hecho  incriminado  ó  que  el  acusado 
no  es  responsable  de  él.  Esto  no  tendrá  cabida  cuando  la  'sen- 
tencia se  funde  en  el  veredicto  de  un  segundo  Jurado  reunido 
en  virtud  de  haber  declarado  el  Tribunal  injusto  el  veredicto; 

3a  Haberse  incurrido  en  alguna  de  las  causales  de  nuli^-1 
determinadas  en  los  ordinales  1.°,  3.°,  4.°,  5.°,  6.°  y  7.°  del 
tículo  264  de  la  Ley  57  de  1887. 

Art.  4.°  Tres  decisiones  uniformes  dadas  por  la  Corte  , 
prema  como  Tribunal  de  Casación  sobre  un  .  mismo  punto 
derecho,  constituyen  doctrina  probable,  y  los  Jueces  pod1 
aplicarla  en  casos  análogos,  lo  cual  no  obsta  para  que  la  C 
varíe  la  doctrina  en  caso  de  que  juzgue  erróneas  las  deciaij 
nteriores. 
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Añádase  la  cita  siguiente:  vm,  367,  2.' 

Anótese  que  el  artículo  369  de  la  Ley  105  de  1890 

está  Bubrogadopor  <?12.°  de  la  Ley  169  de  1896. 
Anótese  que  el  artículo  195  del  Código  Judicial, 

allí  citado,  se  refiere  &  la  edición  de  1887. 
Póngase  al  pie  del  párrafo  el  número  453. 
Al  citarse  el  artículo  628  del  Código  Judicial,  há- 
gase una  llamada  á  la  nota  (2). 
Anótese  queel  artículo  5S5,  allí  citado,  correspon. 

de  al  756  del  Código  Penal  vigente. 
Anótese  que  el  artículo  316  de  la  Ley  57  de   1887 

está  subrogado  por  el51  de  la  Ley  169  de  1896. 
Hágase  una  referencia  al  artículo  99  del  Código  de 

Organización  Judicial. 
Anótese  que  los  artículos  allí  citados,  excepto  el 
14,  fueron  derogados  por  la  Ley  100  de  1892. 
Hágase  una  referencia  á  los  artículos  539  y  540  del 

Código  Penal. 
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ADVERTENCIA. 


Loa  niimerin  ti  tu 
ilion  so  refieren  ¡i  • 
primeros  afios  oum 
doctrina*  del  prime 


so  oitan  ni  pie  de  aleu> 
outndo  se  hallan,  sil 
lo  se    hallan    xnaroadi 

Bpéndioe'oaando  «e  en 


itrnn   entre  paréntesis 


A^ 


1 — Es  principio  jurídico  que  no  probando  el 
actor  la  demanda,  eB  de  rigor  absolver  al  de- 
mandado (1).  (Sentencia  de  2  de  Septiembre  de 
1899,  XIV,  328,  2.*) 

2 — Cuando  el  fallo  del  Tribunal  es  ampliamente 
absolutorio,  en  él  quedan  decididos  todos  y  cada 
uno  de  los  puntos  que  fueron  objeto  de  la  con- 
troversia. (Casación  de  2  de  Noviembre  de  1S99, 
XIV,  359,  l.m). 

54,  60 

3 — La  Corte  no  acepta  la  teoría  Begún  la  cual 
toda  absolución  implica  el  reconocimiento  de 
que  las  obligaciones  del  demandado  se  extin- 
guieron, y  que  si  la  absolución  se  decreta  Bin 


»  1767  dsl  Código  CítíI,  ttl  y  542  del  Código  JudioiiL 
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que  en  autos  se  haya  demostrado  que  las  obli- 
gaciones se  extinguieron,  el  fallo  es  contrario  á 
los  artículos  1494  y  1625  del  Código  Civil;  y 
no  la  acepta,  porque  aún  existiendo  las  obliga* 
ciones  en  el  demandado,  éste  no  puede  ser  con- 
denado á  cumplirlas,  si  no  ha  sido  oído  y  venci- 
do en  juicio,  conforme  á  leyes  preexistentes  al 
hecho  materia  de  la  obligación,  ante  Tribunal 
competente  y  observando  la  plenitud  de  las  for- 
mas propias  de  cada  juicio  (1).  (Casación  de  1S 
de  Diciembre  de  1900,  XV,  128,  1/) 


Abuso  de  autoridad.  4 — £1  hecho  de  que  un  Juez  conceda  & 

un  sindicado  excarcelación  con  fianza,  contra- 
riando alguna  disposición  legal,  constituye  el 
delito  de  abuso  de  autoridad,  y  na  el  de  fsdbade 
cumplimiento  de  sus  deberes  (Auto  de  17  dé 
Abril  de  1902,  XV,  375,  2.») 

14* 

Abuso  de  confianza.  5— El  Juez  que  invierte  en  asuntos  par- 
ticulares el  dinero  consignado  por  las  partee  en 
los  juicios  que  cursan  en  el  Juzgado,  comete  el 
delito  de  abuso  de  confianza  de  que  tratare!  ar- 
tículo 836  del  Código  Penal,  y  no  el  delito  á  que 
se  refiere  el  505  ibídem,  relativo  á  Tos  empleados 
públicos  que  ejercen  negociaciones  ó  contraen 
obligaciones  incompatibles  con  su  destino.  (Auto 
de  20  de  Marzo  de  1902,  XV,  2b8,l.a) 

Accesión.       6 — Para  el  efecto  de  calificar  la  naturaleza  real 

del  derecho  del  dueño  del  terreno  en  que  otra 
persona,  sin  su  conocimiento,  hubiere  edificado, 
plantado  ó  sembrado,  no  se  necesita,  prec:-~ 
mente,  que  se  trate  de  un  caso  de  accesión.  ( 
sación  de  18  de  Septiembre  de  1901,  XV,  184, 

132 


(1)  Artículo  26  de  la  Constitttétón. 
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Acción.         7  —Las  acciones,  derechos  ó  bienes  que  tiene  un 

socio  en  una  compañía  civil  6  de  comercio,  son 
bienes  muebles,  porque  sólo  constituyen  un  cré- 
dito por  la  participación  de  beneficios  contra  el 
ser  moral  de  la  sociedad,  el  cual  es  único  pro- 
pietario del  haber  social,  aunque  éste  sea  in- 
mueble (1).  (Casación  de  15  de  Octubre  de  1898 
XIV,  53   1.*) 

—  8— Una  acción  que  tiene  por  objeto  reclamar 
arrendamiento  ó  valor  de  uso  de  una  cosa,  no  es 
idéntica  á  la  en  que  se  pide  restitución  de  frutos 
naturales  y  civiles;  aquélla  no  puede  fundarse 
sino  en  un  contrato  expreso  de  arrendamiento  ó 
de  uso,  al  paso  que  ésta  es  originada  por  un  hecho 
particular  del  poseedor  de  mala  fe,  vencido  en 
juicio  de  reivindicación  ó  posesorio.  (Casación 
de  19  de  Noviembre  de  1900,  XV,  109,  1.*) 

—  de  valor.  9— La  Corte  Suprema  no  puede  re- 
conocer acciones  distinguidas  de  valor  ejecuta- 
das por  particulares,  sino  en  el  caso  del  artícu- 
lo 27  de  la  Ley  149  de  1896,  ó  sea,  cuando  se  so- 
foca una  revolución  ó  motín  armado,  ó  se  so- 
mete una  tropa  sublevada.  Las  demás  acciones 
de  valor  que  dan  derecho  á  recompensa  se  refie- 
ren &  los  militares,  en  conformidad  con  el  ar- 
tículo 3.°  de  esta  Ley.  (Sentencia  de  13  de  Oc- 
tubre de  1899,  XIV,  360,  2.*) 

—  resolutoria.  10 — La  acción  resolutoria,  las  fian, 
zas,  los  privilegios  ó  hipotecas  que  garantizan  la 
efectividad  de  un  crédito,  son  accesorios  de  éste, 
y  como  accesorium  sequitur  sortem  rei  princi- 
paltSy  á  quien  corresponde  el  crédito  correspon- 
den también  la  acción  resolutoria  de  que  trata 
el  artículo  1930  del  Código  Civil  y  los  otros 
accesorios  del  crédito.  (Casación  de  20  de  Octu- 
bre de  1899,  XIV,  348,  1.') 


Artículo  667  del  Código  Civil. 
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Aooión  resolutoria.  11 — Aunque  sea  cierto  que  el  derecho  que 

tiene  el  vendedor  para  exigir  el  precio  es  distinto 
del  derecho  para  pedir  la  resolución  de  la  venta, 
en  el  caso  de  que  el  comprador  se  constituya  en 
mora  de  pagar  el  precio  en  el  lugar  7  tiempo 
estipulados,  eso  no  autoriza  para  llegar  á  la  con- 
clusión de  que  el  heredero  adjudicatario  del  cré- 
dito sólo  puede  ejercitar  las  acciones  conducen- 
tes al  pago  del  precio  7  no'  la  acción  resolutoria 
que  tiene  por  objeto  la  revocación  ó  invalida- 
ción de  la  venta;  porque  el  derecho  que  recono. 
•  ce  el  artículo  1930  del  Código  Civil  al  vende- 
dor, ó  á  quien  lo  represente,  es  un  derecho  de 
opción  para  exigir  el  precio  ó  la  resolución  de 
la  venta,  es  uno  solo  de  esos  dos  7  no  ambos  en 
concurrencia.  (Casación  de  20  de  Octubre  de 
1899,  XIV,  348,  1/) 

355 

AolaracióK  de  la  SENTENCIA.  12— El  término  dentro  del  cual 

puede  pedirse  aclaración  de  la  sentencia  es  el  de 
tres  días  después  de  pronunciada  (1).  (Casación 
de  10  de  Diciembre  de  1898,  XIV,  96,  1.») 

Acumulación.  13 — Cuando  los  delitos  cometidos  por  un  mis- 
mo reo  no  son  acumulables  en  un  solo  juicio, 
v.  gr.,  por  pertenecer  á  diferentes  jurisdiccio- 
nes, adelantará  la  causa  hasta  su  conclusión,  el 


(1)  La  Corte  se  expresa  en  los  siguientes  términos  :  "El  artículo  100  de  la  Ley  105  de  1890 
que  es  el  que  permite  pedir  la  aclaración  de  frases  obscuras  ó  de  doble  sentido  que  baya  en  nna 
sentencia  y  que  ofrezcan  verdadero  motivo  de  duda,  si  bien  no  fijó  término  para  bacer  esa  peti. 
don»  era  continuación  del  artículo  99  de  la  misma  ley  que  permitió  pedir  revocación  ó  reforrr 
una  sentencia  cuando  en  ella  se  hubiera  guardado  silencio  sobre  frutos,  créditos,  perjuicios  y 
tas,  siempre  que  la  solicitud  se  hiciese  en  el  mismo  dí*  en  que  se  notificase  la  sentencia  6  á 
de  tres  días  de  pronunciada  ;  y  como  el  artículo  100  empieza  por  el  adveibio  de  modo  tm 
que  se  usa  para  afirmar  la  igualdad,  semejanza,  conformidad  ó  relación  de  una  cosa  i  otra  ya  r 
brada,  es  correcto  sostener  que  el  término  de  que  habló  el  artículo  99  es  el  que  debe  regir  pa 
dispuesto  en  el  artículo  100,  aunque  el  primero  esté  hoy  reemplazado  por  el  17  de  la  í  - 
de  1896." 
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Juez  que  baya  ordenado  primero  y  haya  obteni- 
do la  aprehensión  del  reo,  y  quedará  en  suspen- 
so el  otro  ó  los  otros  juicios,  hasta  que,  concluí' 
do  el  anterior,  puedan  adelantarse  los  otros  con 
audiencia  del  aindicado  (1).  (Auto  de  20  de 
Septiembre  de  190],  XV,  216,  1.») 

35* 

Adjudicación.  14 — En  presencia  del  claro  y  categórico  princi- 
pio de  derecho  establecido  por  el  articulo  1401 
del  Código  Civil,  es  imposible  negar  que,  veri- 
ficada la  partición  extrajudicial  de  unas  tierras, 
cada  uno  de  los  adjudicatarios  adquiere,  con  ex- 
clusión  de  los  otros  y  por  transmisión  directa 
de  su  causante,  el  lote  que  en  la  división  le 
cupo;  viniendo  á  ser  la  partición  de  este  modo 
^  y  de  conformidad  con  el  articulo  765,  inciso  3.° 

del  Código  Civil,  título  translaticio  de  dominio 
del  causante  á  cada  uno  de  los  sucesores  en  el 
respectivo  lote,  á  la  vez  que  título  meramente 
declarativo  de  dominio  entre  los  coasignata- 
rios, quienes,  según  el  artículo  transcrito,  están 
sujetos  á  las  contingencias  de  la  venta  de  cosa 
ajena  respecto  de  las  enajenaciones  hechas  an- 
tes de  la  partición.  (Casación  de  12  de  Junio  de 
1899,  XIV,  239,  1.') 

55* 

—  15 — Como  por  la  simple  adjudicación  de  un  cré- 

dito de  una  sucesión  á  un  heredero  no  cambian 
ni  se  extinguen  Iob  derechos  que  al  crédito  ac- 
ceden, también  debe  admitirse  que  es  al  adjudi- 
catario, que  se  reputa  haber  sucedido  inmedia- 
ta y  exclusivamente  al  difunto  en  el  expresado 
crédito  y  bus  accesorios,  á  quien  corresponde 
exclusivamente  el  derecho  que  tenia  el  testador 


Artfculoi  UOS  y  1754  del  Cúiligo  Judie»!. 
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para  demandar  á  su  arbitrio  el  precio  ó  la  reso- 
lución de  la  venta  origen  del  crédito.  (Casación 
de  20  de  Octubre  de  1899,  XIV,  348,  1.»  y  2.*). 

81 

Agentes  de  policía.  16— Los  Agentes  de  policía,  en  su  calidad 

de  funcionarios  públicos,  tienen  el  deber  de  arres- 
tar al  delincuente  infraganti,  sin  necesidad  de 
orden  de  autoridad  superior,  y  el  que  resista  á  los 
Agentes  comete  el  delito  de  resistencia  á  la  au- 
toridad, por  el  cual  debe  ser  llamado  &  juicio  (1). 
(Sentencia,    2  de  Octubre  de  1900,  XV,  133,  2.*) 

1,104* 

Agente  oficioso.  17 —El  que  interviene  en  la  administración 

de  los  bienes  de  la  sucesión  de  sus  padres,  sin 
facultad  expresa  para  ello,  asume  voluntaria 
mente  el  carácter  de  agente  oñcioso,  y  contrae, 
por  consiguiente,  todas  las  obligaciones  del 
mandatario,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el 
artículo  2305  del  Código  Civil.  (Casación  de  15 
de  Febrero  de  1898,  XIV,  110,  2.*) 


Agravio. 


Aire  t  luz. 


118 

18— Solamente  la  parte  agraviada  por  una  sen- 
tencia puede  interponer  contra  ella  recurso  que 
se  encamine  á  corregir  dicho  agravio  (2).  (Casa- 
ción de  27  de  Noviembre  de  1899,  XIV,  385,  2.*) 

48,  (4) 

19 — El  aire  y  la  luz,  como  cuerpos  intangibles, 
son,  por  su  naturaleza,  inapropiables  (3).  (Ca- 
sación de  7  de  Febrero  de  1900,  XV,  31,  - 


Albaoea.        2u — La  disposición  del  artículo  477  del  Cód 


(i)  Art  24  de  la  Constitución ;  5  de  la  Ley  149  de  1888  ;  £82  del  Código  Penal. 
(2)  Artículo*  885  del  Oédigo  Judicial,  1  y  15  de  la  Ley  169  de  1896. 
(S)  Artículos  669  y  981  del  Código  Civil. 
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Civil  es  aplicable  á  los  albaceas  testamentarios 
en  los  casos  en  que  incluyan  en  el  inventario, 
como  recibidos,  bienes  que  deppués  alegan  que 
en  realidad  no  recibieron;  pero  no  en  los  casos 
en  que  consta,  sin  lugar  ¿.duda,  que  los  bienes 
inventariados  habían  estado  6  estaban  en  poder 
de  terceros  (1).  (Casación  de  30  de  Marzo  de 
1900,  XV,  66,  2/  y  67,  1.*) 

Albacea.       21 — Cuando  eonsta,  sin  lugar  á  duda,  que  los 

bienes  inventariados  en  una  sucesión  habían 
astado  y  estaban  en  poder  de  terceros,  la  res- 
ponsabilidad del  albacea  puede  ser  la  que  se  de- 
rive de  los  perjuicios  ocasionados  á  la  herencia 
por  no  haber  gestionado  en  la  oportunidad  y 
con  el  celo  debido  la  devolución  de  dichos  bie- 
nes, ejercitando  al  respecto  las  acciones  corres- 
pondientes á  la  herencia,  pero  aquella  responsa- 
bilidad no  se  resuelve  ni  puede  resolverse  en  el 
pago  directo  é  inmediato  del  valor  de  los  bienes; 
la  misma  expresión  á  sabiendas  de  que  la  ley  se 
vale  (Art.  477  del  Código  Civil)  demuestra  que  si 
un  albacea  ha  incluido  en  el  inventario,  por  equi- 
vocación ó  por  otro  motivo  justificable,  bienes 
qqe  en  realidad  no  fea  recibido,  es  a^itido  6  peo- 
bar  aquilas  circunstancias;  con  mucha  mayor 
raz^p  debe  ser  admitido  &  probar  respecto  de  la 
inclusión  fa  bienes  que  desde  la  facción  del  in- 
yemterio  declaró  que  estaban  en  poder  de  ter- 
ceros, y  &  que  se  le  oigfr  guwdo  alega  que  no 
los  ha  recibido  en  realidad,  mientras  no  se  le 
pruebe  lo /contraído  (2).  (Casación  de  30  de  Marzo 
de  1900,  XV,  67,  1/) 

—  22 — Del  hecho  de  que  un  albacea,  obligado  por 

la  ley  á  cobrar  los  créditos  activos  de  la  suce- 
sión, no  haya  cumplido,  por  ignorados  motivos, 


Irtículo»  171  y  XZ6Z  del  Código  Civil. 
artículo  1315  del  Código  Civil. 


Albaoba. 


Alcalde. 
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ese  deber  que  su  cargo  le  impone,  no  se  deduce 
ni  lógica  ni  legalmente  que  está  obligado  á  res- 
ponder de  modo  directo  j  personal  del  valor  real 
6  nominal  de  tales  créditos,  como  si  hubiera 
sustituido  en  ellos  al  causante  de  la  herencia  en 
la  calidad  de  acreedor  (1).  (Casación  de  30  de 
Marzo  de  1900,  XV,  68,  2.') 

23 — El  cargo  de  albacea  es  personalísimo,  pues 
no  puede  delegarse  ni  es  transmisible  á  los  he- 
rederos del  albacea,  y  personalísimas  son  tam- 
bién las  obligaciones  que  resultan  de  su  ejerci- 
cio (2).  (Casación  de  30  de  Marzo  de  1900,  XV, 
70,  l.») 

24— Los  Alcaldes  no  tienen  facultad  de  con- 
ceder licencia  á  los  Notarios,  porque  éstos  no 
son  empleados  del  Distrito  (artículo  226,  ordi- 
nal 7.°  del  Código  Político  y  Municipal),  y  no 
teniendo  esta  facultad,  tampoco  pueden  tener 
la  de  hacer  los  nombramientos  de  los  que  deban 
reemplazarlos,  porque  estas  dos  facultades  son 
correlativas.  (Casación  de  11  de  Noviembre  de 
1899,  XIV,  864,  2/) 

Allanamientos.  25— El  señalamiento  que  hace  el  artículo  810 

del  Código  Judicial  de  las  horas  útiles  para  ha- 
cer los  allanamientos  (desde  las  cinco  de  la  ma- 
ñana hasta  las  seis  de  la  tarde)  se  refiere  á  los 
empleados  judiciales  que  practican  allanamiento 
en  juicio,  en  manera  alguna  á  los  funcionarios 
de  policía  que  tienen  que  atender,  en  el  ejerci- 
cio de  sus  atribuciones,  &  casos  ó  sucesos  im- 
previstos y  repentinos,  los  cuales  requieren  ma- 
yor amplitud  en  las  facultades  de  la  Polic 
(Auto  de  31  de  Marzo  de  1902,  XV,  273,  2/) 
Antioquia.      26 — Desde  la  promulgación  de  la  Ordenanza 


(1)  Artículo  1515  de)  Código  Civil. 

(2)  Artículos  1836  y  1837  del  Código  Civil. 
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de  1894  de  la  Asamblea  de  Antioquia,  todo  re- 
clamo por  deuda  á  cargo  del  Departamento, 
cualquiera  que  sea  su  origen,  se  rige  exclusiva- 
mente por  sus  prescripciones,  en  todo  lo  que  se 
refiere  al  reconocimiento  del  crédito,  condicio- 
nes de  validez  y  legitimidad  del  título  respecti- 
vo, y  forma  y  término  de  su  amortización. 
(Sentencia  de  14  de  Diciembre  de  1898,  XIV, 
104,  1.») 

Apelación.      27 — La  Corte  es  incompetente  para  conocer  de 

recursos  de  apelación  que  se  hagan  valer  contra 
providencias  que  dicten  los  Tribunales  en  se- 
gunda instancia  en  asuntos  civiles.  (Auto  de  10 
de  Septiembre  de  1901,  XV,  173,  í.») 

—  28— El  Tribunal  no  conoce  en  primera  instan- 
cia de  un  negocio  que  se  le  ha  sometido  como 
Tribunal  de  apelaciones  sólo  porque  se  trata 
de  un  incidente  nuevo  que  no  decidió  el  Juez 
inferior.  (Auto  de  *30  de  Septiembre  de  1901, 
XV,  174,  l.») 

—  29— El.  artículo  8.°  de  la  Ley  169  de  1896,  evi- 
dentemente es  una  aclaración  hecha  al  conteni- 
do del  88  del  Código  de  Organización  Judicial; 
y  de  aquél  se  deduce  que  los  autos  á  que  se  re- 
fiere la  parte  final  del  7.°  de  la  misma  Ley  169 
de  1896,  no  pueden  ser  otros  que  los  autos  ínter- 
locutorios  y  las  sentencias  definitivas  dictadas 
por  los  Tribunales  Superiores,  y  no  los  autos  de 
pura  substanciación,  los  cuales,  si  fueren  apela- 
dos, deben  dar  lugar  &  que  los  revise  la  Sala  de 
Decisión  del  mismo  Tribunal  de  conformidad 
con  el  citado  artículo  88  (Auto  de  22  de  Abril  de 
1898,  XV,  257,  8.*) 

88*   93* 

—  30— No  puede  concederse  apelación  de  un  fallo* 
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Apelación. 


Apoderado. 


antes  de  ser  notificado  á  todas  las  partes  (1). 
(Auto  de  20  de  Junio;de  18S8,  XV,  334,  2.a) 

3 1 — En  los  casos  de  condenación  en  costas,  por 
lo  que  resulte  del  proceso,  á  los  Jueces,  Secre- 
tarios, etc.,  de  que  trata  el  artículo  223  del  Có- 
digo Judicial,  basta  leer  dicha  disposición  para 
comprender  que  en  asuntos  de  esta  naturaleza, 
substanciada  la  solicitud  como  se  dispone  allí» 
la  decisión  del  Tribunal  ó  Juez  que  hizo  la  con- 
denación en  costas,  no  tiene  apelación  (2).  (Auto 
de  30  de  Junio  de  1898,  XV,  335,  1.*) 

32 — El  apoderado  en  un  pleito,  que  no  tiene  fa- 
cultad especial  de  interponer  recurso  de  casa- 
ción, no  puede,  al  sustituir  su  poder  á  otro, 
conferir  &  su  sustituto  esta  facultad  (3).  (Auto 
de  30  de  Noviembre  de  1900,  XV,  111,  1/) 

105*,  292* 

Abrekdaibbnto.  33— El  arrendatario  de  un  predio,  que  lo  ha 

tomado  por  varios  años,  tiene  derecho  á  ser 
indemnizado  de  los  perjuicios -que  sufra  á  con- 
secuencia de  la  venta  del  predio.  (Casación  de 
6  de  Diciembre  de  1898,  XIV,  84,  2.*) 

—  34 — La  petición  pasa  que  as  declare  que  ha  ter- 

minado wn  contrato  de  arrendamiento  ee  cues- 
tión complexa  que  encierra  una  cuestión  de  de- 
recho-y  otra  de  puro  beetoo.  No  es  por  tanto 
tachable  de  inepta  «na  demanda  de  esta  clase 
porque  la  terminación  idel  [arriendo  se  haya  in- 
dicado en  la. papte  petitoria  y  en  la  enumera- 
ción de  los  boches  fundamentales  (4).  (Auto  de 
5  de  Abril  de  1802,  XV,  293,  1/) 


(1)  Artículo  87  de  U  Ley  106  de  1890. 

(2)  Artículo  88  infin*,  Código  de  Organización  Judicial. 
(8)  Artículo  51,  inciso  2.*,  de  la  Ley  100  de  1892. 

ify  Artículo-  900»  &1  Código  CUU. 
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ASMINATO. 


Autos. 


Auto. 


85 — Cuando  decide  el  Jurado  que  el  reo  cometió 
el  homicidio  sorprendiendo  dormida  á  la  vícti- 
ma, reconoce  en  el  homicidio  una  de  las  cir- 
cunstancias que  le  caracterizan  de  asesinato 
en  el  grado  máximo  de  gravedad,  caso  en  el 
cual  debe  el  Juez  imponer  la  pena  cap  ital,  de 
conformidad  con  lo  prescrito  en  el  articulo   598 

del  Código  Penal  (Casación  de  30  de  Agosto  de 

1901,  XV,  194,  2.') 

214,  29j6,  819* 

36  —El  haberse  cometido  el  homicidio  volunta- 
ria y  deliberadamente,  con  alevosía  y  sobrese- 
guro, son  circunstancias  que  constituyen  el  de- 
lito de  asesinato— en  grado  máximo — «1  cual  se 

castiga  con  la  pena  de  muerte  (1).  (Casación, 
19  de  Febrero  de  1898,  XV,  927,  2.*;  Casación  de 
23  de  Mayo  de  1902,  XV,  388,  1.»  y  2/) 

2U,  296,  819* 

37 — Los  autos  interlocu torios  de  simple  proce- 
dimiento no  pueden  tener  un  efecto  irremedia- 
ble y  decisi  vo-eír  la  sentencia  definitiva,  mucho 
menos  en  un  *ae&nto  criminal  en  que  el  acusado 
ha  sido  declarado  absuelto  por  un  Jurado  que 
tenia  plena  facultad  para  resolver  todos  loa  he- 
chos que  son  materia  de  la  causa  y  que  fueron 
sometidos  k  bu  examen  y  calificación  por  el  Juez 
competente.  (Sentencia  de  29  de  Noviembre  de 
1900,  XV,  155,  2.a) 

38. — El  auto  por  el  cual  pe  rechaza  una  tercería, 
no  es  de  simple  substanciación  sino  interlocu  to- 
rio, porque  decide,  en  cierto  modo,  de  un  inci- 
dente que  ocurre  en  el  pleito,  y  resuelve  si  los 
documentos  presentados  en  ella  son  ó  nó  de  los 


t)  Artículos  586,  597  y  598  del  Código  Penal ;  60  déla  Ley  57  de  1887  ;  29  de  la  Cone- 
*«  v  217,  321  de  la  Ley  158  de  1887  ;  72  de  la  Ley  100  de  1900. 
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que  habla  el  artículo  227  de  la  Ley  105  de 
1890.  (Auto  de  3  de  Mayo  de  1902,  XV,  314, 1.'; 
Auto  de  7  de  Mayo  de  1902,  XV,  370,  1.';  Auto 
de  25  de  Junio  de  1902,  XV,  387,  1.') 

404,  127* 

39 — Como  el  auto  por  el  cual  se  rechaza  una 
tercería  excluyante,  es  interlocutorio,  deberá 
ser  firmado  por  los  Magistrados  que  constituyen 
la  Sala.  El  auto  será  nulo  si  es  firmado  sola- 
mente por  el  Magistrado  substanciador  (Auto 
de  25  de  Junio  de  1902,  XV,  387,  1.») 


Auto  de  proceder.  40— Por  haberse  establecido  en  beneficio 
del  reo  la  formalidad  de  la  notificación  que  á  él 
y  á  su  defensor  debe  hacérsele  del  auto  de  pro- 
ceder, la  omisión  de  aquella  formalidad  no  vicia 
el  procedimiento  cuando  la  sentencia  es  absolu- 
toria. (Sentencia  de  6  de  Marzo  de  1902,  XV, 
282,  1.') 


B 


Bienes  desamortizados.  41 — La  responsabilidad  que  tiene  la 
Nación  con  los  compradores  ó  rematadores  de 
bienes  desamortizados  y  que  establecen  de  un 
modo  expreso  los  artículos  56  y  57  de  la  Ley  de 
29  de  Mayo  de  1861,  uo  es  otra  que  la  que  por 
derecho  común  tiene  todo  vendedor  por  causas 
anteriores  á  la  venta,  responsabilidad    que  vn 
puede  hacerse  eficaz  sino  en  virtud  del  juicio  ' 
reivindicación  que  prive  de  la  cosa  al  comp 
dor.  (Sentencia  de  24  de  Septiembre  de  18 
XIV,  29,  2.») 

—  públicos.  42 — Si  los  habitantes  de  una  secci 

de  territorio  tienen  el  uso  de  los  bienes  qu" 
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éste  pertenecen,  nunca  les  corresponde  la  pro- 
piedad, y  no  pueden  reclamar  derechos  que  sólo 
les  confirió  el  dominio.  (Sentencia  de  30  de 
Enero  de  1900,  XV,  22,  I.') 

Bienes  raIces.  43— La  prohibición  contenida  en  el  articulo 
1810  del  Código  Civil  (1)  comprende  única- 
mente bienes  raíces  determinados  ó  en  espe- 
cie, y  no  derechos  incorporales,  como  derechos 
y  acciones  hereditarios,  aunque  se  refiere  á  in- 
muebles, porque  además  del  tenor  literal  de  la 
disposición,  del  cual  Be  infiere  que  ella  no  se  re- 
fiere sino  á  cuerpos  ciertos,  hay  que  tener  en 
cuenta  que,  conforme  al  artículo  1812,  si  la 
mujer  ó  sus  herederos  probaren  haberse  enaje- 
nado, hipotecado  ó  empeñado  alguna  parte  de 
los  bienes  de  aquélla  sin  los  requisitos  preveni- 
dos por  la  ley,  podrán  ejercer  el  derecho  de  rei- 
vindicación ó  pedir  la  restitución  de  la  prenda 
ó  cancelación  de  la  hipoteca,  en  los  casos  en 
que,  por  regla  general,  ee  conceden  estas  accio- 
noB,  y  la  acción  reivindicatoría  no  tiene  cabida 
sino  respecto  de  cosas  singulares.  (Casación  de 
li  de  Diciembre  de  1893,  XIV,  99,  2.') 

147,  348 

—  44— Al  hablar  el  articulo   1810  del  Código  Civil 

de  bienes  raíces  que  el  marido  pueda  estar  obli. 
gado  á  restituir  en  especie  á  la  mujer,  no  se  re- 
fiere, en  manera  alguna,  á  bienes  que  la  mujer 
no  ha  adquirido  aún  en  especie  por  no  habérse- 
le adjudicado,  sino  á  otros  casos,  como  el  con- 
templado en  el  número  6."  del  artículo  1,781  del 
mismo  Código,  según  el  cual,  si  se  estipula  que 
el  cuerpo  cierto  que  la  mujer  aporta  puede  reS- 


iociso  primero  de  Uta  OTtfi-'ulo,  one  es  el  pertinente,  dice  :  "  No  se  podrán  enajenar  ni 
i:  bienes  mices  de  la  mujer  i|uc  el  marido  ertí  6  pueda,  estar  obligado  i  restituir  en  bí- 
cou  voluntad  de  la  mujer  j  previo  decreto  del  Juez  6  Prefecto,  con  conocimiento  de 
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tituirse  en  dineio,  á  elección  de  la  mujer  6  dd 
marido,  se  seguirán  las  reglas  de  las  obligacio- 
nes alternativas.  (Capación  de  14  de  Diciembre 
de  1898,  XIV,  100,  1.*) 

202,  348 

Bienes  baíces    45— Cuando  en  la  escritura  de  compraventa  de 

un  predio  se  especifican  de  un  modo  expreso 
por  su  calidad,  número  y  cantidad,  las  planta- 
ciones, pastos,  máquinas,  instrumentos  y  ani- 
males destinados  al  cultivo .  del  inmueble,  tales 
objetos  pasan,  por  convención  de  las  partes, 
&  figurar  entre  los  principales,  aunque  no  úni- 
cos del  contrato,  quedando  jurídicamente  al 
mismo  nivel  que  la  extensión  superficial  del 
predio  en  que  se  hallan  colocados;  de  consi- 
guiente, si  falta  una  gran  parte  de  tales  obje- 
tos, que  por  el  hecho  de  expresarlos  es  fuerza 
reconocer  que  se  tuvieron  en  mira  por  ambas 
partes  al  tiempo  de  contratar,  son  de  riguroso 
cumplimiento  los  artículos   1870  y  1884  del  Có- 
digo Civil,  y  el  comprador  tiene  la  acción  reso- 
lutoria que  le  reconoce  el  artículo  1546.  (Casa- 
ción de  5  de  Julio  de  1899,  XIV,  278,  1.*) 

—  46 — La  ley  considera  como,  objetos  accesorios 

á  un  predio  las  plantaciones,  pastos,  máquinas, 
instrumentos  y  animales  destinados  &  su  culti- 
vo, aunque  tienen  el  carácter  de  bienes  raíces, 
según  los  artículos  57  y  658  del  Código  Civil,  y 
cuando  no  se  especifican  en  la  escriturado  com- 
praventa del  predio,  la  ley  concede  acción  al 
comprador  para  hacerse  entregar  todos  los  que 
existían  al  tiempo  del  contrato.  (Casación  d< 
de  Julio  de  1899,  XIV,  278,  1.a) 
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Capellanías. 


Casación. 


47 — El  que  pretenda  tener  derecho  á  usufruc- 
tuar una  capellanía,  no  puede  demandar  á  la 
Nación  para  que  le  reconozca  y  pague  los  rédi- 
tos pertenecientes  á  la  fundación,  sin  comprobar 
previamente  que  es  capellán  ó  usufructuario  de 
ella,  para  lo  cual  debe  entablar  el  respectivo 
juicio  de  capellanías  ante  el  Juez  del  Circuito, 
de  conformidad  con  lo  que  establecen  los  ar- 
tículos 324  ¿  331  déla  Ley  105  de  1890,  juicio 
que  no  se  sigue  contra  la  Nación  y  de  que  no 
conoce  en  primera  instancia  el  Tribunal,  ni  la 
Corte  en  segunda.  (Sentencia  de  24  de  Agosto 
de  1898,  XIV,  24,  2.*) 

48 — Establecido  el  recurso  de  casación  con  el  fin 
principal  de  uniformar  la  jurisprudencia  y  con 
el  de  enmendar  los  agravios  inferidos  á  las  par- 
tés,  pata  que  se  cumpla  este  último  fin,  otorga 
la  ley  dicho  recurso  únicamente  &  los  litigantes 
agraviados  en  sus  derechos  por  las  sentencias 
de  los  Tribunales  Superiores,  y  es  por  eso  y  como 
una  consecuencia  lógica  del  objeto  de  la  casa- 
ción, que  no  puede  invocar  útilmente  este  re- 
curso el  que  ha  sido  favorecido  por  la  senten- 
cia, ni  el  que  no  ha  sufrido  con  ella  perjuicio; 
y  no  cabe  fundar  el  mismo  recurso  en  derechos 
que  no  corresponden  al  recurrente  ni  en  la  in- 
fracción de  leyes  que  no  le  aprovechan  (1).  (Ca- 
sación de  6  de  Agosto  de  1898,  XIV,  7,  2.*) 

18,  53 


Artículo  l.#  ¿9  la  Ley  169  de  1896. 
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Casación.  49— Como  el  artículo  372  de  la  Ley  105  de  1890 
requiere  que  por  el  término  de  treinta  días,  con- 
tados desde  la  notificación  de  la  sentencia,  se 
mantengan  en  el  Despacho  de  la  Secretaría  del 
Tribunal  respectivo  la  sentencia  y  el  proceso  a 
disposición  de  las  partes,  el  tiempo  durante  el 
cual  se  falte  á  esa  prevención  de  la  ley,  no  hace 
parte  del  término  expresado  de  treinta  días. 
(Casación  de  J3  de  Agosto  de  1898,  XIV,  11,  3.*) 

—  50 — La  casación  no  puede  recaer  sino  sobre  lo 
que  ha  sido  materia  del  debate  en  el  juicio. 
(Casación  de  2«  de  Septiembre  de  1898,  XIV, 
22,  2.») 

(36) 

—  51 — Si  el  Tribunal  al  dictar  una  sentencia  incu- 
rre en  algún  error  en  Iob  motivos  de  su  deter- 
minación, no  por  esto  hay  razón  bastante  para 
infirmarla,  porque  las  consideraciones  de  una 
sentencia  no  son  la  parte  preceptiva  y  no  dan 
lugar,  en  consecuencia,  á  interponer  última- 
mente el  recurso  de  casación.  (Casación  de  6  de 
Octubre  de  1898,  XIV,  27,  l.*;  Casación  de  27 
de  Septiembre  de  1899,  XIV,  341,  l.«;  Casación 
de  7  de  Diciembre  de  1899,  XV,  13,  2.*;  Casa- 
ción de  13  de  Mayo  de  1900,  XV,  53,  1.') 

54,  (28),  205* 

—  52 — La  Corte  no  tiene  facultad  de  variar  la 
apreciación  que  haga  el  Tribunal  de  la  cláusula 
de  una  escritura,  cuando  no  se  demuestra  de 
alguna  manera  que  ella  envuelve  error  de  dere- 
cho ó  error  de  hecho  que  aparezca  de  un  modo 
evidente  en  los  autos  (1).  (Casación  de  31 
Octubre  de  1898,  XIV,  46,  1.") 

—  53 — Este  recurso  se  ha  establecido  con  e) 


(1)   Articule  3  °  áe  la  Lej  IB3  <U  1896. 


A 


I 
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principal  de  uniformar  la  jurisprudencia  y  con 
el  de  enmendar  los  agravios  inferidos  á  las  par- 
tes, y  no  para  revisar  los  fallos  de  segunda  ins- 
tancia, ni  para  impugnar  la  apreciación  de  las 
pruebaB  que  en  dichos  fallos  se  haya  hecho,  por 
lo  cual,  salvo  prueba  evidente  en  contrario,  debe 
partirse  del  supuesto  de  que  son  ciertos  los  he- 
chos en  que  la  sentencia  se  apoya.  (Casación  de 
15  de  Octubre  de  1898,  XIV,  52,  2.») 
48 

N.  54 — No  es  razón  suficiente  para  que  el  Tribunal 
deje  de  resolver  lo  relativo  al  dominio  invocado 
por  el  actor  como  acción  principal  del  juicio,  la 
circunstancia  de  no  haberse  expresado  en  la  de- 
manda cuál  es  la  cuota  ó  porción  que  en  la  cosa 
demandada  posee  cada  uno  de  los  demandados. 
Eo  este  caso  la  sentencia  es  casable  por  el  se- 
gundo de  los  motivos  indicados  por  el  artícu- 
lo 2."  de  la  Ley  169  de  1896.  Pues  aunque 
la  sentencia  sea  absolutoria,  la  absolución  se 
funda  eu  la  ineptitud  de  la  demanda,  por  no 
expresarse  en  ella  la  porción  de  terreno  que 
ocupa  cada  demandado.  En  tal  caso  la  parte  re- 
solutiva de  la  sentencia  no  puede  considerarse 
separadamente  de  los  motivos,  y  siendo  el  úni- 
co la  falta  de  aquella  determinación,  ó  sea  la 
ineptitud  de  la  demanda,  que  constituye  una 
excepción  dilatoria,  el  Tribunal  no  debe  abste- 
nerse de  tomar  en  consideración  las  pruebas  so- 
bre el  dominio  que  se  hayan  aducido  cuando  en 
la  demanda  se  expresen  la  situación  y  linderos 
del  terreno,  y  los  demandados  no  han  alegado 
la  excepción  mencionada.  (Casación  de  7  de 
Diciembre  de  1898,  XIV,  90,  2.") 

2,  59  y  61 

55  —Para  que  prospere  este  recurso  en  virtud  de 
violación  de  ley  sustantiva,  es  preciso  que  ésta 
33 
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tenga  relación  con  la  cuestión  litigiosa,  y  no  es 
exequible  cuando  el  quebrantamiento  de  leyes  6 
de  doctrinas  legales  sólo  es  pertinente  hacienda 
supuesto  de  aquello  6  cambiando  la  naturaleza 
de  los  hechos  contra  el  resultado  de  los  autos. 
(Casación  de  9  de  Diciembre  de  1898,  XIV, 
93,  1.a) 

Casación.       56 — Si  la  aclaración  de  la  sentencia  no  se  pidió 

en  tiempo  oportuno,  no  puede  tener  cabida  la 
tercera  causal  de  casación  contra  una  sentencia 
que  contenga  disposiciones  contradictorias,  por- 
que esa  causal  exige  la  circunstancia  de  haber- 
se pedido  aclaración  de  la  sentencia  oportuna- 
mente (1).  (Capación  de  10  de  Diciembre  de 
1898,  XIV,  96,  l.*) 

210» 

—  57 — El  interponer  recurso  de  casación  antes  de 

empezar  &  correr  el  término  de  treinta  días  se- 
ñalado al  efecto,  no  implica  ni  puede  implicar, 
en  manera  alguna,  que  se  haga  uso  intempesti- 
vamente de  ese  derecho,  tanto  menos  si  se  in- 
terpone por  segunda  vez  en  ese  término.  (Casa- 
ción de  22  de  Marzo  de  1899,  XIV,  124,  *.•) 

75 

-^  &$~-4J  contravenir  al  Juzgado  la  prescripción 

del  articulo  88$  del  Código  Judicial,  en  que  se 
determina  lo  que  deben  contener  los  fallos  ju- 
diciales 7  los  límites  de  la  discusión  escrita  en 
los  juicios,  se  incide  en  la  causal  de  casación  de 
no  estar  .el  fallo  en  consonancia  con  [las  pre- 
tensiones oportunamente  deducidas  por  los  li 
gantes,  (Casación  de  22  de  Marzo  de  18 
XIV,  127,  !.•) 


(1)  Artículo  2*  ,*ft«era  I.°,  de  la  Ley  109  de  189*. 


i 
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Casaciójí.  59 — Los  meros  motivos  ó  considerandos  de  un 
fallo,  contrarios  á  la  le;,  no  son  por  sí  solos  bas- 
tantes para  anular  la  sentencia,  siempre  que 
ésta,  en  sus  conclusiones  finales  ó  parte  resolu- 
tiva, sea  arreglado  &  la  justicia.  (Casación  de 
3  de  Mayo  de  1899,  XIV,  184,  2.';  Casación  de 
12  de  Mayo  do  1899,  XIV,  158,  2.';  Casación  de 
17  de  Junio  de  1899,  XIV,  224,  2.*) 

99,  154,  375,  (28),  205* 

—  60 — Cuando  se  desecha  la  acción  por  improceden- 

te, se  falla  el  pleito  en  lo  principal  en  consonancia 
con  las  pretensiones  oportunamente  deducidas 
por  los  demandados.  For  consiguiente,  no  es  el 
caso  de  alegar  la  segunda  causal  de  casación. 
(Casación  de  23  de  Mayo  de  1899,  XIV,  196,  l.«) 


61 — La  casación  no  es  procedente  sino  en  cuan- 
to dice  relación  con  la  parte  resolutiva  de  la 
providencia  recurrida,  por  ilegales  que  sean  uno 
ó  algunos  de  sus  fundamentos,  si  éstos  no  son 
la  causa  principal  y  determinante  de  la  senten- 
cia. (Casación  de  3  de  Mayo  de  1899,  XIV,  204, 
2.';  Casación  de  7  de  Diciembre  de  1899,  XV, 
13,  2.';  Casación  de  14  de  Diciembre  de  1899, 
XV,  16,  2.') 

59 

62— El  desconocimiento  de  uno  de  los  elementos 
constitutivos  de  un  pacto,  cualquiera  que  éste 
sea,  envuelve  una  cuestión  de  hecho,  que  esca- 
pa, por  regla  general,  á  la  Corte  de  la  Casación. 
(Casación  de  22  de  Noviembre  de  1899,  XIV, 
380,  1.») 

139 

63 — Cuando  las  leyes  que  pueden  ser  violadas 
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en  una  sentencia  son  de  carácter  meramente 
procedí  mental,  su  violación  no  puede  servir  de 
fundamento  á  la  casación,  pues  ésta  se  refiere 
al  derecho  sustantivo.  (Casación  de  3  de  Mayo 
de  1899,  XIV,  208,  2.') 

64 — Para  que  el  quebrantamiento  de  una  ley 
sirva  de  apoyo  al  recurso  de  casación,  ha  de  ser 
aplicable  á  la  cuestión  controvertida,  y  aun  eso 
no  basta  si  la  discusión  escrita  no  tiene  por  ob- 
jeto la  declaración  á  que  Be  refiere  la  causal  y  el 
motivo  alegados.  (Casación  de  5  de  Mayo  de 
1899,  XIV,  212,  l."J 

65 — Aunque  el  recurrente  cite  en  su  apoyo  el 
artículo  369,  párrafo  1.°  de  la  Ley  105  de  1890, 
que  ha  sido  reemplazada  por  el  numeral  1."  del 
artículo  2."  de  la  Ley  169  de  1896,  y  éste  esté 
ya  vigente  cuando  se  interpuso  el  recurso,  se- 
ñalando, como  señala  éste  último,  los  mismos 
hechos  que  dan  lugar  á  la  casación,  excepto  uno, 
no  hay  inconveniente  en  proceder  á  considerar 
dicho  fundamento.  (Casación  de  22  de  Junio  de 
1890,  XIV,  252,  2.") 

66  —Cuando  el  expediente  pasa  de  doscientas 
fojas,  la  parte  recurrente  en  el  recurso  de  casa- 
ción, tiene  también  derecho  al  término  adicio- 
nal establecido  por  el  artículo  519  del  Código 
Judicial,  para  presentar  el  alegato  de  amplia- 
ción. (Casación  de  5  de  Julio  de  1S99,  XIV, 
277,  l.*) 

67 — La  alegación  de  estar  la  sentencia  del  Tri- 
bunal en  oposición  con  las  pretensiones  opon 
ñámente  deducidas  por  los  litigantes,  á  caí' 
de  haberse  fallado  sobre  más  de  lo  pedido,  no 
causal  de  casación,  cuando  el  motivo  en  que 
hace  consistir  tal  alegación  no  alcanza  á  inv 
dar  la  sentencia.  (Casación  de  18  de  Noviem* 
de  1899,  XIV,  373,  2.') 
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Casación.  68  — La  Corte  no  puede  casar  una  sentencia  por 
infracción  de  disposiciones  sustantivas  que  el 
mismo  recurrente  considera  que  no  pueden  apli- 
carse al  caso  del  pleito.  (Casación  de  6  de  Di- 
ciembre de  1899,  XV,  10,  1.*) 

—  69 — La  omisión  de  las  razones  que  justifican 

una  providencia  judicial,  cuando  ésta  es  legal  en 
el  fondo,  no  da  lugar  al  recurso  de  casación;  y 
esta  es  una  aplicación  del  principio  de  jurispru- 
dencia de  que  las  infracciones  ú  omisiones  que 
sirven  de  base  á  aquel  recurso  han  de  cometer- 
se en  la  parte  dispositiva  y  no  en  la  motiva  de 
la  sentencia.  (CaBación  de  14  de  Diciembre  de 
1899,  XV,  16,  2.') 

—  70 — Cuando  en  una  misma  sentencia  se  fallan 
dos  ó  más  demandas,  debe  examinarse  con  se- 
paración si  respecto  de  cada  demanda  es  admi- 
sible el  recurso  de  casación  para  los  efectos  del 
artículo  381  de  la  Ley  105  de  1890.  (Auto  de  14 
de  Febrero  de  1900,  XV,  39,  1.') 

—  71 — No  es  admisible  el  recurso  de  casación 
cuando  el  recurrente  no  cumple  con  la  prescrip- 
ción que  le  impone  el  artículo  51  de  la  Ley  100 
de  1892,  de  expresar  con  claridad  y  precisión 
cuál  es  la  ley  infringida  y  el  concepto  en  que  lo 
ha  Bido,  y  cuál  ó  cuáles  son  las  leyes  aplicables 
al  caso  del  pleito  (Auto  de  23  de  Febrero  de 
1900,  XV,  40,  2.') 
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—  72 — No  hay  lugar  á  este  recurso  cuando  se  tra" 
ta  de  disposiciones  legislativas  que  no"son  ma- 
teria de  la  unificación  nacional  (1).  (Auto  de  7 
de  Abril  de  1900,  XV,  63,  2,»). 

—  73 — Los  litigantes  no  pueden  hacer  valer  en  ca- 
li) Artículo  1.°,  de  1»  Ley  1S9  de  1898. 
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sación  loa  remedios  que  les  concede  la  ley  en 
casos  especiales  y  que  renunciaron  ó  de  que  no 
hicieron  uso  en  tiempo  oportuno.  (Auto  de  7  de 
Abril  de  1900,  XV,  03,  2.») 

(36) 

74 — La  Corte  no  puede  resolver  un  recurso  de 
casación  si  éste  no  se  ha  formalizado  con  arre- 
glo á  laB  prevenciones  legales.  (Auto  de  4  de 
Junio  de  1898,  XV,  390,  3.*) 


75— La  parte  interesada  en  promover  recurso 
de  casación  contra  una  sentencia  del  Tribunal 
tiene  que  esperar  á  que  la  sentencia  se  haya  no- 
tificado á  todas  las  partes;  porque  este  recurso 
se  rige  por  disposiciones  especiales  (Art.  372, 
de  la  Ley  105  de  1890)  y  no  puede  aplicarse  por 
analogía  lo  que  sucede  cuando  se  interpone  el 
recurso  de  apelación,  en  que  la  parte  que  lo 
hace  no  necesita  aguardar  á  que  los  demás  estén 
notificados  de  la  providencia  respectiva  (1). 
(Auto  de  17  de  Mayo  de  1902,  XV,  315,  1.";  Auto 
de  30  de  Mayo  de  1902,  XV,  316,  2.') 
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76 — El  término  para,  interponer  el  recurso  de 
casación  es  de  treinta  días,  y  común,  no  indivi- 
dual, puesto  que  se  concede  para  que  lo  utilicen 
todos  los  litigantes,  una  vez  que  la  ley  manda 
poner  el  proceso  á  la  disposición  de  las  partes, 
y  es  durante  él  cuando  Be  puede  hacer  uso  del 
recurso,  no  antes.  (Auto  de  30  de  Mayo  de  19"" 
XV,  316,  2.«) 

77 — Aunque  se  cite  en  la  parte  expositiva  i 
alegato  en  que  se  interpone  el  recurso  de  caí 


(l)  Articulo.  607  i  5*6  del  Cfldigo  Junioiil. 
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ción  una  ley  nacional  que  pudiera  haberse  vio- 
lado en  la  sentencia,  si  el  recurrente  no  explica 
ni  expresa  que  lo  haya  sido  en  el  fallo  materia 
del  recurso,  la  Corte  no  tiene  que  entrar  en  con- 
sideraciones respecto  de  la  doctrina  que  ella  con- 
tiene, para  examinar  si  fue  infringida  en  dicho 
fallo.  (Autodel8deJuniodel89S,  XV, 322,  2.») 

Causa  de  la  obligación.  78— Cuando  en  el  contrato  de  com- 
praventa no  aparezca  claramente  la  causa  de  la 
obligación  del  vendedor  y  del  comprador,  se  de- 
duce claramente  que  el  acto  6  contrato  que  asi 
carece  de  causa  no  puede  producir  efecto  algu- 
no (1).  (Casación  de  27  de  Mayo  de  1899,  XIV, 
829,  I.») 

Catjsa  beal.  79 — La  expresión  causa  real  (artículo  1524  del 
Código  Civil)  no  puede  significar  otra  cosa  que 
causa  efectiva,  causa  que  existe  realmente,  en 
contraposición  á  causa  aparente,  fingida  Ó  si- 
mulada. (Casación  de  27  de  Mayo  de  1899,  XIV, 
229,  2.») 

Cesión.  80 — El  cesionario  de  una  cuota  hereditaria  no 

puede  demandar  la  nulidad  de  los  contratos  ce- 
lebrados por  el  cedente.  El  cesionario  no  ad- 
quiere mayores  derechos  que  los  que  podría  te- 
ner el  cedente,  y  si  éste,  por  haber  celebrado  los 
contratos  cuya  nulidad  se  demanda,  estaba  in- 
habilitado para  reclamarla,  con  la  misma  razón 
lo  está  el  cesionario,  pues  no  puede  admitirse 
que  quede  á  voluntad  de  la  persona  inhabilita- 
da para  ejercer  una  acción,  el  hacer  nugatoria 
la  prohibición  de  la  ley,  transmitiendo  un  dere- 
cho libre  de  la  responsabilidad  proveniente  de 
actos  ejecutados  por  el  cedente.  (Casación  de  T 
de  Abril  de  1899,  XIV,  128,  2.») 
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81 — La  ceBión  de  un  crédito  activo  de  una  suce- 
sión, hecha  en  la  partición  á  favor  de  un  here- 
dero, con  la  aprobación  de  todos  los  partícipes 
representantes  de  los  derechos  del  difunto,  trans- 
fiere al  heredero  cesionario  todos  los  derechos 
que  el  difunto  hubiera  tenido  por  razón  de  su 
crédito,  de  acuerdo  con  lo  establecido  en  la  pri- 
mera parte  del  artículo  1401  del  Código  Civil. 
(Casación  de  21  de  Octubre  de  1899,  XIV, 
347,  2.") 

15,  294 

82 — La  demanda  del  pago  de  comisiones,  de- 
vengadas después  de  cerrada  la  cuenta  corrien- 
te, no  es  exequible,  porque  es  regla  general  de 
derecho  comercial  (artículo  741  del  Código  de 
Comercio)  que  la  conclusión  definitiva  de  la 
cuenta  corriente  fija  de  modo  invariable  el  es- 
tado de  las  relaciones  jurídicas  de  las  partes 
y  porque  el  pago  de  comisiones  sólo  tiene  lugar 
cuando  hay  gestiones  ó  servicios  que  remune 
rar,  los  que  no  exieten  ni  pueden  existir  des 
pues  de  la  definitiva  conclusión  de  la  cuenta  co 
rriente.  (Casación  de  6  de  Julio  de  1899,  XIV 
307,  1.») 

83 — Siendo  la  Compañía  deudora  una  persona 
jurídica  distinta  de  las  personas  naturales  que 
la  forman,  no  puede  confundirse  aquélla  con 
éstas  para  el  efecto  de  declarar  una  compensa- 
ción ó  confusión  (1).  (Casación  de  26  de  Sep- 
tiembre de  1898,  XIV,  23,  1.') 

84 — Es  cierto  que  cuando  existen  dos  créditos 
recíprocos  de  una  misma  especie,  aunque  al_ 
no  de  ellos  no  sea  líquido  ni  actualmente  ex¡ 
ble  puede  verificarse  respecto  de  ellos  por  ( 


(1)  Articula  1079  del  Código  Civ 
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Competencia. 


vención  de  las  partes  ó  por  sentencia  firme  lo 
que  se  llama  compensación  en  lenguaje  común; 
pero  no  es  esa  la  compensación  ipso  jure  que, 
eegún  los  preceptos  legales,  se  verifica  aun  sin 
conocimiento  de  las  partes  cuando  hay  lo  que 
se  llama  cantidad  concurrente,  es  decir,  cuando 
la  deuda  que  se  trata  de  hacer  valer  por  vía  de 
compensaciones  es  líquida  y  actualmente  exigi- 
óle (1).  (Auto  de  19  de  Septiembre  de  1899, 
XIV,  352,  1.'} 

85 — La  sola  creencia  de  que  pueda  suscitarse 
competencia  entre  un  Juez  y  otra  autoridad 
para  conocer  de  un  negocio,  no  autoriza  á  aquél 
para  enviar  el  expediente  a  la  Corte,  á  fin  de  que 
dirima  la  supuesta  competencia.  (Auto  de  20 
Febrero  de  190],  XV,  151,  1.') 

—  86 — Si  el  Fiscal  apela  de  una  sentencia  crimi- 
nal condenatoria,  de  primera  instancia,  aun- 
que no  apele  el  condenado,  el  Tribunal,  conce- 
dido el  recurso,  adquiere  plena  jurisdicción  para 
conocer  del  fallo  y  revisarlo  en  todas  sus  partes. 
(Auto  de  18  de  Diciembre  de  1897,  XV,  199,  2.') 

—  87— Sobre  una  actuación  sumaria  imperfecta 
no  puede  haber  competencia  afirmativa  ni  ne- 
gativa. (Auto  de  l.°  de  Marzo  de  1902,  XV, 
283,  1.») 

(55) 

Compraventa.  88— En  eBte  contrato  la  causa  de  la  obligación 
del  vendedor  no  puede  ser  otra  que  el  precio 
que  recibe  ó  ha  de  recibir  por  la  cosa  vendida, 
así  como  la  causa  de  la  obligación  del  compra- 
dor no  puede  ser  otra  que  la  adquisición  de  la 
misma  cosa.  Por  consiguiente,  hay  que  deducir 


1)  Aitículo  171*  íel  Cíiligo  Civil. 
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Oongbkso. 


que  dicho  contrato  ttó  existe  ni  puede  tener  efec- 
to jurídico  de  ninguna  clase,  cuando  no  hay  un 
precio  que  el  comprador  pague  6  se  obligue  & 
pagar  y  el  vendedor  reciba  y  tenga  intención  de 
recibir  (1).  (Casación  de  27  de  Mayo  de  1899, 
XIV,  229,  l.«) 

(52) 

89 — La  confesión  por  la  cual  se  reconoce  una 
obligación  ó  deuda  de  las  que  enumeran  los  ar- 
tículos 2542  y  2548  del  Código  Civil,  na  puede 
constituir  causal  de  interrupción  de  la  prescrip- 
ción de  las  acciones  correlativas  (2).  (Casación 
de  29  de  Octubre  de  1898,  XIV,  28,  2.») 

90 — Pretender  que  la  disposición  del  articu- 
lo 261  del  Código  Civil,  sobre  suministro  de  re- 
cursos hecho  al  hijo  menor  ausente  de  la  casa 
paterna,  se  aplique  &  los  suministros  que  el  pa 
dre  dice  haber  hecho  al  hijo  menor,  en  una  dis- 
puta de  cuentas  entre  el  padre  y  el  hijo,  es  des- 
conocer la  esencia  de  la  confesión,  que  consiste 
en  que  ella  verse  sobre  hechos  propios  que  obli- 
guen al  confesante  (3).  (Casación  de  5  de  Di- 
ciembre de  189»,  XIV,  $9%  2.*) 

91— El  Congreso  no  puede  conceder  licencia  al 
Presidente  de  la  República,  por  resolución  ó  por 
ley,  para  residir  y  ejercer  sus  funciones  fuera 
de  la  capital.  Esta  facultad  corresponde  sólo  al 
Senado.  (Acuerdo  número  865,  de  21  de  Sep- 
tiembre de  1900,  XIV,  2*74  2.a) 


(1)  Artículo  1840  del  Código  Ciril. 

(2)  Artículo  2544  del  Código  CifiL 
(8)  Artículo  856  del  Código  Ciril. 
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Consejo  de  guerra  92— La  Corte  no  puede  variar  la  califi- 
cación hecha  por  el  Consejo  de  Querrá  respecto 
de  la  culpabilidad  6  inocencia  del  procesado  (!)■ 
Las  formalidades  esenciales  para  la  formación 
de  los  Consejos  de  Guerra  ordinarios,  son  la* 
indicadas  en  los  artículos  1470  y  1399  del  Códi- 
go Militar,  sin  que  deban  dictarse  tantas  provi- 
dencias cuantos  son  los  actos  de  señalar  día 
para  la  decisión  de  la  causa,  someter  al  reo  a 
Consejo  de  Guerra,  y  hacer  la  convocación  de 
éste.  (Sentencia  de  14  de  Diciembre  de  1897, 
195,  2/;  Sentencia  de  6  de  Noviembre  de  1901, 
243,  2.';  8entencia  de  30  de  Abril  de  1902,  370, 
2.';  Sentencia  de  1."  de  Mayo  de  1902,  372,  l.'\ 
Sentencia  de  7  de  Mayo  de  1902,  XV,  374,  2.') 

367* 

—  93- Como  á  la  Corte  no  le  es  permitido  exami- 

nar la  calificación  hecha  por  el  Consejo  de  Güe- 
ña, respecto  de  la  culpabilidad  ó  inocencia  del 
acusado,  si  la  sentencia  es  absolutoria,  sólo  le 
toca  inquirir  si  se  ha  incurrido  en  el  proceso  en 
alguna  causal  de  nulidad  por  incompetencia  de 
jurisdicción  ú  omisión  de  formalidades  substan- 
ciales é  insanables  en  el  procedimiento.  (Sen- 
tencia de  30  de  Abril  de  1902,  XV,  370,  2.m) 

Consejos  verbales.  94— Ninguna  ley  ha  conferido  á  la  Corte  la 
atribución  de  revisar,  por  consulta  ó  apelación, 
las  sentencias  que  pronuncien  los  Consejos  de 
Guerra  Verbales;  si  tal  atribución  existiera, 
desvirtuaría  completamente  el  procedimiento 
de  los  juicios  de  que  conocen  los  Consejos  de 
Guerra  Verbales,  que  son  por  su  naturaleza  su- 
marios (2).  (Auto  de  2.  de  Abril  de  1901,  XV, 


Anteólo  46  de  ls  Le;  IOS  de  189a 
|  Roolucifa  de  38  de  Octubre  de  1B9S,  tomo  XI,   pígio»  I6B,  t*j  «lículoi  IS09,  IS11 
■1  Cfi Jigo  Militar. 
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152,  2.";  Auto  de  18  de  Junio  de  1901,  XV,  175, 
l.'¡  Auto  de  30  de  Agosto  de  1901,  XV,  20T,  1.*; 
Auto  de  20  de  Septiembre  de  1901,  XV,  214,  2.*; 
Auto  de  3  de  Marzo  de  1902,  XV,  288,  2.*) 

Consentimiento.  95 — Si  es  elemental  en  derecho  que  ningún 
contrato  existe  sin  que  las  voluntades  de  los  su- 
puestos contratantes  se  pongan  acordes  sobre 
una  misma  pretensión,  es  de  sentido  común  que 
una  ficción  de  consentimiento  no  puede  tener  el 
mismo  efecto  que  un  consentimiento  verdadero. 
No  basta,  pues,  que  dos  personas  digan  que  han 
consentido  en  alguna  cosa,  si  se  demuestra  que 
el  consentimiento  no  es  real  sino  fingido,  su- 
puesto, engañoso,  porque  entonces  es  imposible, 
con  imposibilidad  metafísica,  que  al  contrato  se 
le  dé  eficacia  y  se  le  conceda  existencia  real. 
(Casación  de  27  de  Mayo  de  1899,  XIV,  228,  1.*) 

Constitución.  90 — La  Constitución  debe  prevalecer  sobre  cual- 
quiera disposición  legal  posterior,  oscura  ó  defi- 
ciente (1).  (Acuerdo  número  865,  de  21  de  Sep- 
tiembre de  1900,  XIV,  257,  l.«) 

Consulta.  97 — El  hecho  de  que  en  el  segundo  aparte  del 
articulo  2."  del  Decreto  número  7u6  de  1900, 
do  carácter  legislativo  (2),  se  disponga  que  el 
auto  en  que  se  resuelva  la  suspensión  del  jui- 
cio criminal  debe  consultarse  con  el  respectivo 
superior,  no  obliga  necesariamente  la  consulta 
cuando  la  suspensión  ha  sido  decretada  en  la 


(1)  ArlIculoS  de  I*  Ley 


(2)  Eite  articulo  dice  :  "  Articulo  S 
pensión  del  juicio  criminal  leapecli™,  po 
tur  pruebas  cuy»  obtención  se  dificulte  p. 
eí6n  debe  presentarse  personalmente  fll  J 
constar  la  enunciaoión  de  las  pruebas  qu< 
difleultsdei  concretas  que  medien  paro  vi 

"  El  soto  en  que  se  decrete  la  suipe 
dos  legales,  con  el  respectiro  Superior" 


crito  qu 
Secreta 
moque 

contenga  tal 
io,  y  M   ál  r 
a  ex  posíeiíp 

referencia  debe   consultarse,  dentro  de  l»  . 
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segunda  instancia  y  no  existe  el  respectivo  su- 
perior que  pueda  rever  aquella  resolución;  por- 
que el  Decreto  no  se  refiere,  ni  podia  referirse, 
al  superior  jerárquico  en  cuanto  á  categoría 
sino  respecto  de  la  jurisdicción  reconocida  por 
la  ley.  (Auto  de  25  de  Junio  de  1900,  XV,  88,  2.») 

Consulta.  98— Cuando  se  procede  contra  un  individuo  por 
dos  ó  más  delitos  y  el  Tribunal  consulta  su  fallo 
respecto  de  uno  de  esos  cargos,  la  Corte  debe  li- 
mitar á  ése  su  examen,  aunque  los  otroB  cargos 
acarreen  también  procedimiento  ordinario.  (Auto 
de  22  de  Abril  de  1898,  XV,  263,  2.') 

Contradicción.  99 — Las  contradicciones  en  que  incurra  el  Tri- 
bunal en  la  parte  considerativa  de  un  fallo,  no 
pueden  tenerse  en  cuenta  por  la  Corte  de  Casa- 
ción si  ellas  no  aparecen  en  la  parte  resolutiva. 
(Casación  de  17  de  Junio  de  1899,  XIV,  244,  2/) 

51 

Contratos.  lOO— Los  Decretos  posteriores  de  las  autorida- 
des políticas  no  pueden  anular  las  obligaciones 
provenientes  de  un  contrato  celebrado  en  tiem- 
po de  paz  con  todos  los  requisitos  exigidos  por 
las  leyes  para  su  validez.  (Casación  de  23  de 
Mayo  de  1899,  XIV,  192,  1.») 

—  101—  La/orma  de  los  contratos,  ó  sean  las  so- 
lemnidades ó  los  requisitos  externos,  necesarios 
para  su  validez,  no  debe  confundirse  con  los 
efectos  de  dichos  contratos;  la  forma  dice  rela- 
ción á  los  elementos  constitutivos  del  acto,  y  los 
efectos  son  los  derechos  y  obligaciones  que  pro- 
duce (1).  (Casación  de  15  de  Diciembre  de  1900, 
XV,  123,  2.1) 

—  102  -El  inciso  2.°  del  artículo  20  del  Código  Ci- 
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vil  se  refiere  &  la  forma  de  los  contratos,  cuan- 
do habla  de  "los  coatratoe  celebrados  válida- 
mente  en  país  extraño;"  de  donde  se  deduce 
rectamente  que  para  saber  si  un  contrato  es  vá- 
lido sólo  hay  que  atender  6  la  ley  vigente  en  el 
lugar  y  tiempo  en  que  se  celebra,  con  las  pocas 
excepciones  que  establece  el  Código;  y  el  inciso 
3.o  de  dicho  articulo  es  el  que  sujeta  á  la  ley 
colombiana  los  efectos  de  los  contratos  celebra- 
dos en  país  extraño  con  el  propósito  ó  la  inten- 
ción de  cumplirse  en  Colombia;  pero  no  los  efec- 
tos de  los  celebrados  en  el  Extranjero  para  cum- 
plirse en  el  Extranjero.  (Casación  de  15  de  Di- 
ciembre de  1900,  XV,  123,  2.*) 

Contratos.      103— La  doctrina  del  inciso  3.°  del  articulo  20 

del  Código  Civil  es  idéntica  &  la  del  artículo  202 
del  Código  de  Comercio,  y  no  existe  contradic-  j 

ción  ninguna  en  dichas  disposiciones.  (Casa- 
ción de  15  de  Diciembre  de  1900,  XV,  123,  2.*) 

—  104 — Las   Asambleas   departamentales   tienen 

derecho  de  intervenir  y  reglamentar  los  contra- 
tos que  se  celebren  sobre  conciertos  de  los  niños 
desamparados  ó  adolescentes  sip  domicilio;  pues 
el  concierto,  en  la  mayor  parte  de  los  casos,  es  el 
mejor  modo  de  dar  protección  6  esos  menores  y 
remedio  para  combatir  la  mendicidad  y  la  vagan- 
cia en  ciertos  individuos.  (Auto  de  31  de  Mayo 
de  1902,  XV,  2T0,  «.•) 

ConTRiBUcaów.  105— La  contribución  que  grava  el  consumo  de 

un  artículo  no  se  recauda,  generalmente,  sino 
donde  éste  se  da  al  expendio  y  en  el  acto  de  ~ 
realización.  (Sentencia  de  18  de  Noviembre 
1899,  XIV,  376,  1.*) 

Copias.  106 — Es  realmente  censurable  que  un  Nota 

público  expida  de  un  mismo  documento  de 
protocolo  dos  copias  que  difieren  entre  sí  nr 
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blemente,  pues  olio  acusa  grandísimo  desgreño 
y  patente  descuido  en  funciones  que  bod  por  su 
naturaleza  delicadas,  porque  no  corresponden  á 
la  confianza  que  la  ley  deposita  en  los  Notarios. 

(Casación de  19  de  Agosto  de  1899,  XIV,  326,  l.') 

Corte  Suprema.  107— La  atribución  que  tiene  la  Corte  Suprema, 
de  acuerdo  con  el  ordinal  8."  del  artículo  47  del 
Código  de  Organización  Judicial,  de  llamar  al 
funcionario  que  debe  reemplazar,  según  la  Cons- 
titución, al  encargado  del  Poder  Ejecutivo,  im- 
plica forzosamente  la  facultad  para  resolver  y 
declarar  cuándo  es  el  caso  de  hacerlo  (2).  (Acuer- 
do numero  865,  de  21  de  Septiembre  de  1900, 
XIV,  258,  i.») 

—  108 — La  Corte,  por  regla  general,  no  conoce  sino 
en  segunda  instancia  de  los  negocios  en  que  ten- 
ga ó  pueda  tener  interés  la  Nación;  en  una  sola 
instancia  no  conoce  sino  en  el  caso  de  que  la 
Nación  haya  celebrado  algún  contrato  ó  conve- 
nio de  los  que  trata  el  ordinal  8.°  del  articulo  40 
del  Código  de  Organización  Judicial.  (Auto  de 
14  de  Junio  de  1898,  XV,  334,  1.») 

Costas.  109 — La  condenación  en  costas   no   puede  ser 

materia  del  recurso  de  casación  (Sentencia  de 
28  de  Marzo  de  1901,  XV,  142,  2.»} 

407* 

—  110 — El  caso  de  condenación  en  costas,  etc.,  por 
•  lo  que  resulta  del  proceso,  al  Juez,  al  Secreta- 
rio, etc.,  de  que  trata  el  artículo  223  del  Código 
de  Organización  Judicial,  es  distinto  del  que 
trata  el  artículo  13  de  la  Ley  100  de  1892,  donde 
se  castigan  correccional  mente  las  irregularida- 
des que  se  observen  en  los  negocios  civiles  ó  cri- 
minales, y  para  ello  se  observa  un  procedimien- 


Artículo  195,  Código  de  Oigmiiicitia  Jutlícial, 
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to  en  que  hay  reclamación  ante  el  Superior,  bí 
lo  hubiere.  El  caso  del  artículo  223  está  com- 
prendido en  la  última  parte  del  artículo  88  del 
Código  de  Organización  Judicial.  (Auto  de  30 
de  Junio  de  1898,  XV,  335,  1.') 

111 — Lo  que  un  heredero  deba  á,  la  sucesión,  no 
siendo  por  anticipación  de  legítima  ü  otra  cau- 
Ba  de  imputabílidad,  es  un  crédito  como  cual- 
quier otro,  que  está  sujeto  á  avalúo,  y  respec- 
to del  cual  no  Be  puede  hacer  distinción  alguna 
en  la  partición  para  el  efecto  de  que  se  produz- 
ca una  compensación  eino  en  la  parte  que  le 
quepa,  es  decir,  en  aquella  porción  que  se  le  ad- 
judique (1).  (Casación  de  26  de  Septiembre  de 
1896,  XIV,  23,  1.*) 

112 — El  crimen  es  el  resultado  de  dos  hechos: 
de  un  hecho  interno,  que  es  la  causa,  y  de  un 
hecho  exterior,  que  es  el  efecto.  Los  actos  de 
ejecución  de  un  crimen  son,  ante  todo,  los  he- 
chos que  pueden  servir  de  base  para  llegar  hasta 
el  intento  criminal  del  agente  (2).  (Sentenciado 
26  de  Febrero  de  1898,  XV,  223,  2.») 

113 — Al  Juez  y  al  Jurado  les  toca  inferir  de 
los  hechos  probados  si  han  sido  ó  nó  cometidos 
con  intención  criminal.  Pero  ningún  Juez,  nin- 
gún Jurado  tiene  el  derecho  de  suponer,  y  me- 
nos todavía  el  de  decidir  qué  actos  indiferentes 
de  suyo  han  sido  acompañados  de  una  iutención 
criminal  (3).  (Sentencia  de  26  d*  Febrero  de 
1898,  XV,  224,  1.') 

11* — La  Corte  debe  admitir  que  la  cuantía 
la  demanda  excede  de  tres  mil  pesos,  cuandi 
acción  principal  y  la  indemnización  de  pen 


(!)  Arifculj  1*14  del  Código  Civil. 

(2)  Acuerdo  numero  510* de  1*  de  Noviembre  de  ISf 

(3)  Artículo  304  de  \t  Lej  E7  de  1887. 
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cios  sean  fijados  por  el  demandante  en  más  de 
tres  mil  pesOB,  aunque  la  cuantía  de  los  perjui- 
cios sea  notoriamente  exagerada  y  superior  á  la 
acción  principal  (1).  (Casación  de  23  de  Majo 
de  1899,  XV,  191,  2.') 

115 — Para  la  admisión  del  recurso  de  casación, 
por  razón  de  la  cuantía  cuando  ba  Bido  fijada 
por  el  demandante  sin  objeción  del  demandado, 
debe  atenderse  únicamente  á  la  fijada  por  el 
actor  (2).  (Auto  de  14  de  Febrero  de  1900,  XV,  39) 

207*,  431*    424* 

1.')  116 — La  cuantía  del  pleito,  enlo  que  atañe  al 
recurso  de  casación,  debe  referirse  á  la  fecha  de 
la  iniciación  del  juicio;  y  si  no  consta  por  apre- 
ciación de  la  parte  actora  ó  por  documentos 
fehacientes,  debe  fijarse  por  dictamen  pericial. 
(Auto  de  22  de  Marzo  de  1900,  XV,  64,  2.») 
117 — Cuando  falta  en  el  recurso  de  casación  la 
fijación  de  la  cuantía,  es  de  rigor  la  devolución 
del  expediente  al  Tribunal  de  su  origen  para 
que  determine  en  legal  forma  el  valor  de  la  ac- 
ción (3).  (Auto  de  32  de  Marzo  de  1900,  VX,  64) 

(72) 

118 — El  que  interviene  en  la  administración 
de  los  bieneB  de  una  sucesión,  sin  facultad  ezpre. 
ea  para  ello,  no  puede  intentar  acción  alguna 
contra  la  sucesión  sin  haber  presentado  previa- 
mente cuenta  comprobada  de  su  administra- 
ción (4).  (Casación  de  15  de  Febrero  de  1899, 
XIV,  110,  3."  y  111,  1.') 

17 


'1)  Articulo  1.°  de  la  Ley  169  da  1898. 
■2)  Articula  ES  da  U  Le;  100  de  1892. 

Articulo  53  de  la  Ley  100  de  1892. 

Artlcnloi  3181,  2305  y  3313  del  Código  Cl.ll. 


4ft6 
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Otjekta. 


CüUNTAS. 


119— No  es  exacto  que  el  debe  y  el  Aa6er  de  la 
cuenta  que  rinde  un  administrador  de  bienes 
ajenos  puedan  considerarse  conjuntamente  como 
una  confesión  cualificada  individua;  la  presen- 
tación de  los  dos  elementos  de  la  cuenta  equiva- 
le á  que  el  administrador  diga:  recibí  por  enaje- 
naciones, permutas,  etc.,  durante  mi  adminis- 
tración, tanto;  pero  invertí  en  tales  7  en  cuales 
gastos  tanto;  más  claro:  debí,  pero  pagué,  y 
como  este  pago  constituye  una  verdadera  ex- 
cepción, la  de  pago,  incumbe  probarla  al  admi- 
nistrador, si  el  que  tiene  derecho  de  pedir  las 
cuentas  no  acepta  las  partidas  del  haber.  (Casa- 
ción de  5  de  Diciembre  de  1*99,  VIX,  399,  1.* 

120 — La  circunstancia  de  que  el  Código  Judi- 
cial establezca  un  procedimiento  especial  que 
puede  convertirse  en  ordinario  para  la  rendi- 
ción y  liquidación  de  la  cuenta  de  todo  admi- 
nistrador de  bienes  ajenos  demuestra  que  tal 
juicio  no  puede  interpolarse  en  el  de  sucesión, 
como  un  incidente  de  éete,  ni  da  lugar  á  la  sus- 
pensión de  la  partición  de  los  bienes  heredita- 
rios, por  no  tratarse  en  él  de  aquellas  cuestiones 
de  fondo  que  requieren  sentencia  definitiva 
previa.  (Casación  de  £  de  Diciembre  de  1899, 
XIY,  .399,  2.1) 

121— La  disposición  en  virtud  de  la  cual  la  Cor- 
te de  Cuentas,   al  examinaT  la  cuenta  de  los 
pagadores,  debe  abrir  juicio  *obre  la  responsa- 
bilidad de  los  ordenadores,  no  puede  aplicarse  & 
aquellos  juicios  que  en  virtud  de  disposicf — ~ 
vigentes  entonces,  estaban  pendientes  ante  . 
Tribunal,   porque  según  el  artículo  40  de 
Ley  153  de  1887,  las  actuaciones  iniciadas  *' 
gen  por  la  ley  vigente  al  tiempo  de  la  inicia 
(Auto  de  22  de  Abril  de  1902,  309,  1.») 
(Auto  de  26  de  Abril  de  190?,  XVt  3U,  I 
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Decretos  ejecutivos.  122— Los  decretos  ejecutivos  pueden  re- 
formarse y  derogarse  por  otros  decretos  ejecuti- 
vos, y  la  derogación,  lo  mismo  que  la  de  las 
leyes,  puede  ser  expresa  ó  tácita.  (Auto  de  19 
de  Abril  de  1902,  XV,  351,  1.") 

Demanda.  123 — No  es  lo  mismo  demandar  á  una  persona 
natural  que  á  sus  herederos.  Muerta  una  perso- 
na a  quien  hay  que  promoverle  un  pleito,  si  la 
demanda  no  se  le  ha  notificado,  surge  la  nece- 
sidad de  reformarla  en  el  sentido  de  dirigirla 
contra  las  personas  &  quienes  hayan  pasado  las 
obligaciones  transmisibles  del  difunto.  (Casa- 
ción de  15  de  Diciembre  de  1900,   XV,  127,  2.*) 

—  124 — La  Ley  de  procedimiento  no  reconoce  ni 
demandas  tacitas  ni  notificaciones  tácitas.  (Ca- 
sación de  15  de  Diciembre  de  1900,  XV,  127,  2/) 

—  125 — Siempre  que  se  demande  á  una  persona 
como  representante  legal  de  otra,  debe  acompa- 
ñarse el  comprobante  del  carácter  representati- 
vo de  la  persona  demandada,  para  evitar  poste- 
riores nulidades  (l).  (4  de  Junio  de  1898,  XV, 
292,  2.') 

—  126 — No  funda  la  excepción  de  inepta'demanda 
el  que  uno  de  los  puntos  de  la  petición  sea  cues- 
tión de  mero  hecho  y  se  enumere  también  en 
los  hechoB  fundamentales.  Esta  objeción  va  al 
fondo  y  no  á  la  forma  del  libelo.  (Auto  de  5  de 
Abril  de  1902,  XV,  293,  1.»  y  ».■) 


'"itidoDdmtro  ílfl,  d»  15  de    Nsviembrt  de  1889,  loiro  IV,  pígin*  »6,  3.* 
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Demanda  oe  reconvención.  127 — Cuando  la  Corte  casa  una 
sentencia  no  debe  resolver  nada  sobre  los  pun- 
tos comprendidos  en  la  demanda  de  reconven- 
ción, si  ello  no  es  necesario,  porque  no  seria 
oportuno  avanzar  juicio  sobre  lo  que  pudiera  ser 
materia  de  nueva  controversia  (1).  (Casación 
de  22  de  Marzo  de  1899,  XIV,  127,  l.*) 

470* 
Demoras.  128— El  cumulo  de  negocios  á  cargo  de  un  Juez 
6  Magistrado  puede  servir  de  excusa  para  eii- 
mirle  de  responsabilidad  por  las  omisiones  ó 
demoras  en  que  haya  incurrido,  si  por  otra  par- 
te está  acreditado  que  ha  sido  tal  la  asiduidad 
en  el  despacho,  que  habría  sido  imposible  aten- 
der, á  pesar  de  ella,  al  de  todos  los  negocios 
acumulados  (2).  (Auto  de  29  de  Abril  de  1901, 
159,  l.';  Sentenciado  9  de  Noviembre  de  1902, 
XV,  242,  1.') 

208,  361 

Depósito.  129—  No  es  admisible  la  opinión  que  niega  que 
la  ley  reconozca  la  obligación  que  tiene  el  que 
haya  obtenido  el  depósito  de  los  bienes  de  otro, 
en  los  casos  del  artículo  374  del  Código  Judicial 
y  de  los  artículos  19  y  20  de  la  Ley  105  de  1890, 
de  indemnizar  al  dueño  de  los  bienes  deposita- 
dos los  perjuicios  que  éste  pruebe  le  causó  el 
depósito  (3).  (Casación  de  27  de  Septiembre  de 
1899,  XIV,  340,  2.") 
367 

Derecho.        130— Como  no  hay  derechos  absolutos,  el  ejer- 
cicio de  todo  derecho  tiene  por  límite  el  deix 
ajeno.  (Casación  de  6  de  Diciembre  de  1 
XV,  8,  l.1) 


(1)  Artículo  833  del  Código  Judicial. 
(3)  Articulo  1628  .Id  Código  Judicial. 
(3)  Artículo!  63,  1*0*,  2»!  y  1366  dsl  Código  Cml. 
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Derecho  beal.  131 — El  dominio  es  un  derecho  rea),  y  reales  son 
también  los  derechos  que  del  dominio  Dacen  (1). 
(Casación  de  18  de  Septiembre  de  1901,  XV, 

184,  2.') 

—  132— El  derecho  del  duefio  del  suelo  en  que  otro 

ha  edificado  para  obligar  al  que  edificó  á  pa- 
gar el  justo  precio  del  terreno  con  los  intereses 
legales  nace  del  dominio  que  aquél  tiene  sobre 
el  suelo,  y,  por  consiguiente,  eB  un  derecho 
real  (2).  (Casación  de  18  de  Septiembre  de  1901, 
XV,  184,  2.') 

Desamortización.  133— Cuando  la  sentencia  del  Tribunal  aplica 
en  parte  los  decretos  y  leyes  ya  derogados  sobre 
desamortización  y  disposiciones  adjetivas  que 
se  dicen  violadas,  la  Corte  no  puede  proceder  á 
considerar  la  causal  de  casación  que  se  funda 
en  la  infracción  de  dichos  decretos  y  leyes,  por 
no  ser  objeto  de  la  casación  uniformar  disposi- 
ciones de  ese  carácter.  (Auto  de  18  de  Junio  de 
1898,  XV,  332,  2.') 

Deslinde.  134 — La  acción  de  deslinde  establecida  por  el 
artículo  900  del  Código  Civil  y  1304  del  Judicial, 
se  concede  al  propietario  ó  usufructuario  de  una 
finca  raíz  para  que  se  fijen  los  límites  que  la  se- 
paran de  los  predios  colindantes;  de  modo  que 
para  que  haya  lugar  al  ejercicio  de  esta  acción, 
es  indispensable  que  el  que  la  promueva  sea 
duefio  ó  usufructuario  de  un  predio  colindante. 
Sí  una  de  estas  condiciones  ó  ambas  faltan,  es 
decir,  si  el  que  promueve  el  juicio  no  es  duefio 
ó  usufructuario  de  la  heredad,  ó  si  aquél  contra 
quien  dirige  la  demanda  no  es  el  de  la  heredad 
colindante,  la  acción  es  ineficaz,  por  no  reunir 
las  condiciones  que  la  ley  requiere  como  necesa- 


Artíeulo  660  del  Códifo  Oltft 

Aficsilu  733  del  Cddieo  Civil. 
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rías  para  su  existencia.    (Sentencia  de  SS  de 
Marao  de  1900  XV,  55,  8.*)  (1). 

Documento  privado.  135 — El  documento  privado  suscrito  por 

dos  personas  á  ruego  de  los  otorgantes  y  por  un 
solo  testigo,  no  paede  tener  el  carácter  de  au- 
téntico, ni  constituir  plena  prueba,  porque  las 
personas  que  los  suscriben  en  nombre  de  los 
otorgantes  no  paeden  suplir  la  falta  del  otro 
•  testigo.  Este  documento  constituye  apenas  un 
principio  de  prueba  por  escrito  (2).  (Casación 
de  30  de  Mayo  de  1880,  XIV,  172,  2.») 


Doinmo. 


130— La  persona  que  edifica,  plañía  6  siembra 
en  el  terreno  de  otro,  limita  el  dominio  de  éste, 
puesto  que  limita  el  derecho  que  tiene  el  dueño 
del  terreno  para  gozar  y  disponer  de  él  arbitra- 
riamente, limita  el  jus  én  re  del  mismo  dueño. 
(Oaeacito  de  18  de  Septiembre  de  1901,  XV. 
184,  2.") 


E 


Edicto. 


Elecciones. 


137 — Las  irregularidades  cometidas  en  las  co- 
pias exhibidas  en  el  juicio  en  cuanto  al  edicto 
por  medió  del  cual  se  notificó  la  sentencia  de 
un  juicio,  por  más  censurables  que  sean,  no 
constituyen  motivos  de  nulidad,  ni  respecto  de 
la  notificación  de  la  sentencia  aprobatoria  del 
juicio  divisorio,  ni  respecto  del  juicio  mismo  (3). 
(Casación  de  19  de  Agosto  de  1898,  XIV,  827, 1.*) 

138— No  es  responsable  un  empleado  pú, 
porque  reclame  ante  el  Jurado  de  votador 


(1)  Sentencia  de  23  de  Febrero  de  1892,  tomo  III,  página  106,  1.a 

(2)  Artfculof  703  del  Código  Judicial  y  93  de  la  Ley  159  de  1W . 
(t)  Artículo  3!,  Ley  105  de  1890. 
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se  admita  á  sufragar  fr  un  individuo  de  cuy» 
identidad  haya  duda,  ni  porque  manifieste  mar- 
cado interés  por  el  triunfo  de  determinados  can- 
didatos. Los  casos  en  que  los  empleados  públi- 
cos incurren  en  sanción  penal  por  su  ingerencia 
en  las  elecciones  no  son  otros  que  los  de  poner 
su  empleo  y  las  influencias  que  él  pueda  darles 
al  servicio  de  determinados  candidatos,  con  me- 
noscabo  del  derecho  electoral.  (Auto  de  30  d« 
Mayo  de  1808,  XV,  294,  1.*) 

Euhektos  de  un  oohthato.  139— Para  que  existiera  violación 

de  la  ley  y  hubiera  motivo  de  casar  la  sentencia 
por  causa  de  error  cuando  se  desconoce  uno  de 
los  elementos  constitutivos  de  un  pacto,  serla 
preciso  que  la  Sala  de  apelación,  después  de  ha- 
ber reconocido  en  hecho  la  existencia  de  los 
elementos  del  acto  ó  contrato,  rehusara  darle 
la  calificación  y  los  efectos  que  la  ley  le  asigna. 
Si  no  ocurre  esto,  y  se  limita  &  apreciar  el  acto 
según  las  circunstancias  ó  &  interpretarlo  de 
acuerdo  con  lo  que  de  él  aparece,  habrá,  si  se 
quiere,  un  mal  juicio,  pero  no  una  violación 
expresa  de  la  ley  que  dé  asidero  &  la  invalida- 
ción del  fallo.  (Casación  de  22  de  Noviembre  de 
1899,  XIV,  380,  1.*) 

62 

Empleados  judiciales.  140— Los  juicios  criminales  que  se  pro- 
muevan contra  algún  Juez  ó  Magistrado  por 
violación  de  leyes  expresas  en  los  autos  dicta- 
dos en  un  juicio  civil,  deben  ser  iniciados  por 
los  interesados,  es  decir,  por  alguna  de  las  par- 
tes del  juicio;  pues  por  hechos  de  esta  clase  no 
puede  precederse  de  oficio  sino  &  virtud  de  acu- 
sación de  parte,  de  conformidad  con  lo  que  pre- 
ceptúa el  artículo  63  de  la  Ley  100  de  1892. 
(Auto  de  24  de  Septiembre  de  1901,  XV,  240,  1.a) 
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Empleo  judicial.   141 — El  nombramiento  para  destino  judicial 

de  voluntaria  aceptación  queda  insubsistente 
cuando  se  demora  la  posesión  más  de  treinta 
días,  contados  desde  que  el  nombrado  recibe  el 
nombramiento,  si  reside  en  el  Municipio  donde 
debe  funcionar.  (Auto  de  18  de  Mayo  de  1901, 
XV,  188,  1/) 

—  142 — El  artículo  5.°  del  Código  de  Organización 
Judicial  es  especial,  por  cuanto  se  refiere  á  va- 
cante de  empleos  judiciales  de  voluntaria  acep- 
tación, y  en  él  se  conceden  treinta  días  al  nom- 
brado para  posesionarse,  luego  debe  prevalecer 
sobre  el  284  del  Código  Político  y  Municipal,  que 
concede,  en  general,  á  todos  los  favorecidos  con 
un  empleo  de  voluntaria  aceptación,  diez  días 

para  aceptarlo  ó  rechazarlo,  y  otros  diez  para 
posesionarse.  (Auto  de  18  de  Mayo  de  1901, 
XV,  188,  1/) 

—  143 — Según  el  artículo  7.°  del  Código  de  Orga- 
nización Judicial,  el  empleo  de  Juez  "  se  ad- 
quiere plenamente  por  el  nombramiento  seguido 
de  la  oportuna  posesión,"  de  donde  resulta,  en 
perfecta  claridad,  que  la  aceptación  expresa  de 
que  trata  el  artículo  284  del  Código  Político  y 
Municipal,  no  es  necesario  para  la  adquisición 
de  dicho  empleo.  (Auto  de  18  de  Mayo  de  1901, 

XV,  188,  !.•) 

«. 

—  militar.  144— La  constancia  que  existe  en  el  ex- 
pediente de  un  juicio  militar  del  nombramiento 
hecho  al  acusado  de  un  empleo  militar  por  el  Al- 
calde de  unMunicipio  comisionado  para  organizar 
fuerzas,  es  suficiente  para  considerarlo  y  j 
garlo  como  militar,  atendida  la  prescripción 
artículo  1372  del  Código  Militar.  (Sentenc5* 
31  de  Octubre  de  1901,  XV,  286,  1.a) 

—  público.  145—  Cuando  las  funciones  de  un  de. 
público  han  sido  suspendidas  temporalment 
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el  Gobierno,  el  empleado  puede  separarse  de  su 
destino  sin  necesidad  de  solicitar  licencia,  y  sin 
que  esta  separación  le  apareje  responsabilidad 
de  ninguna  clase.  (Auto  de  7  de  Septiembre  de 
1901,  XV,  208,  2.') 

Empleo  fusuco.  146 — Los  Directores  oficiales  de  establecimien- 
tos públicos  de  educación,  si  no  están  faculta- 
dos por  ley  ó  decreto,  no  pueden  crear  empleos 
aunque  los  sueldos  se  paguen  con  las  rentas  del 
mismo  establecimiento,  pues  esto  serla  arro- 
garse facultades  que  no  tienen.  (Auto  de  24  de 
Julio  de  1902,  XV,  386,  1.') 

Enajenación.  147 — La  regla  general  es  que  la  mujer  y  el  ma- 
rido de  común  acuerdo  pueden  enajenar  los  bie- 
nes de  aquélla,  que  no  estén  comprendidos  do 
una  manera  expresa  en  la  prohibición  del  ar- 
tículo 1810  del  Código  Civil;  y  no  estandolo  el 
derecho  de  herencia,  no  hay  motivo  para  in- 
cluirlo en  tal  prohibición.  (Casación  de  14  de  Di- 
ciembre de  1898,  XIV,  100,  1.') 

43 

—  148 — Si  una  mujer  casada  puede,  con  la  simple 

autorización  del  marido,  repudiar  una  heren- 
cia, es  decir,  renunciar  en  absoluto  á  recibir  los 
bienes  inmuebles  ó  raices  que  pudieran  corres- 
ponderle  por  ese  título,  con  mayor  razón  puede 
enajenar  el  derecho  hereditario,  sin  más  forma- 
lidad que  la  autorización  marital  ó  la  del  Juez 
en  subsidio  (1).  (Casación  do  14  de  Diciembre 
de  1898,  XIV,  100,  1,») 

Invenenamiento.  149—"  En  caso  de  envenenamiento  (Artículo 
627  del  Código  Político)  debe  existir,  para  con- 
denar, plena  prueba  de  que  el  sindicado  ejecutó 
los  siguientes  hechos,  que  son  los  que  constitu- 

1)  Artículo.  182, 183,  1H»  J  128S  del  CSdigo  Cml. 


1 


1 
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yeto  el  cuerpo  del  delito:  1.%  que  de  cualquier 
modo  hizo  tomar  ¿  la  victima  substancias  vene- 
nosa* ó  nocivas;  2.°,  que  eso  lo  hizo  con  el  fin 
de  matarla;  3.°,  que  estos  hechos  los  ejecutó  & 
sabiendas;  4.*,  que  la  muerte  de  laVíctima  fue 
causada  por  los  hechos  anteriores."  (Sentencia 
de  28  de  Febrero  de  1898,  XV,  223,  2.*) 

Bbbob.         150—  Guando  se  trata  de  mala  apreciación  de 

determinadas  pruebas,  como  causal  de  casación, 
y  quedan,  ademé*,  otras  cuya  mala  apreciación 
no  se  incluye  en  el  motivo  alegado  para  demos- 
trar el  error  de  hecho,  no  puede  variarse  la 
apreciación  del  conjunto  de  las  pruebas  hechas 
por  el  Tribunal,  porque  debe  suponerse  que  éste 
ha  tenido  presentes  esas  otras  al  proferir  el 

fallo  (1).  (Casación  de  lé  de  Septiembre  de  1898, 
XIV,  40,  1.*) 

—  151— Los  errores  en  que  pueda  incurrir  un  Tri- 
bunal al  interpretar  un  contrato  ó  convención 
entre  partes,  de  acuerdo  con  su  contexto  y  con 
la  materia  sobre  la  cual  se  ha  contratado,  y  en 
la  apreciación  relativa  ala  intención  de  las  par- 
tes en  las  cláusulas  de  un  contrato,  son  errores 
de  hecho  que  no  dan  cabida  al  recurso  de  casa- 
ción sino  cuando  se  alegan  dichos  errores,  y 
éstOB  constan  de  un  modo  evidente  en  actos  ó 
documentos  auténticos  que  obren  en  el  proceso. 
(Casación  de  15  de  Octubre  de  1898,  XIV,  52,  2.*) 

—  152— El  error  en  materia  jurídica  puede  ser  de 
dos  clases :  de  hecho  y  de  derecho.  El  prime™ 
es  la  noción  ó  creencia  equivocada  que  uno  tft 
ne  de  qué  una  cosa  ha  sucedido  ó  no  ha  suce 
do;  el  segundo  es  la  noción  equivocada  que  u 


(1)  Artículo  2,  inciso  2.°v  número  1,  Ley  IfS  áo  16M. 


j 
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tiene  de  las  disposiciones  da  la  ley.  (Casación 
de  15  de  Octubre  de  1898,.  XIV,  53,  1.*) 

EBBOR.  153— El  error  de  hecho  ea  que  incurra  el  Tri 

bunal  no  autoriza  el  recurso  de  casación,  cuan- 
do no  aparece  de  un  modo  evidente  en  los  au- 
tos (1).  (Casación  de  15  de  Marzo  de  1899,  XIV, 
116,  2.a;  Casación  de  22  de  Noviembre  de  1899, 
XIV,  383,  9.*) 

—  154 — Bt  error  de  derecho  en  que  incurra  el  Tri- 
bunal en  la  apreciación  de  alguna  prueba,  no 
da  derecho  &  interponer  el  recurso  de  casación, 
cuando  ese  error  no  haee  distinta  la  parte  reso- 
lutiva de  la  sentencia.  (Casación  de  15  de  Mar- 
zo de  1899,  XIV,  119,  2.a;  Casación  de  13  de 
Marzo  de  1900,  XIV,  53,  1.») 

205* 

—  155 — Los  Tribunales  son  soberanos  para  la  apre- 
ciación de  los  hechos  y  la  interpretación  de  los 
contratos*  de  tal  suerte  que  la  Corte  sólo  puede 
varias  la  sentencia  recurrida  en  el  caso  de  que 
ésta  contenga  errores  de  hecho  ó  de  derecho, 
siempre  que  éste  último  resulte  de  un  modo 
evidente  en  los  autos.  (Casación  de  12  de  Mayo 
de  1899, 160,  2.%  162, 1.a;  Casación  de  6  de  Mayo 
de  1899,  176, 1.a;  Casación  de  17  de  Junio  de 
1899,  245r  2.a;  Casación  de  22  de  Noviembre  de 
1899,  XIV,  383,  2.a) 

—  156 — El  error  en  que  incurra  el  Tribunal  en  la 
aplicación  de  un  artículo  ó  precepto  legal,  no  es 
motivo  de  casación  sino  cuando  la  parte  intere- 
sada ha  sufrido  perjuicio.  (Casación  de  5  de 
Julio  de  1899,  XIV,  282,  2.a;  Casación  de  13  de 
Mayo  de  1900¿  XV,  53*  1.a). 


")  Artículo  %,  Ley  169  de  1896. 
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Error.  157 — Los  errores  en  que  pueda  incurrir  un  juz- 

gador no  son  punibles,  sino  cuando  van  en  con- 
tra de  disposiciones  claras,  expresas  y  terminan- 

tes  de  la  ley.  (Sentencia  de  24  de  Febrero  de 
1900,  XV,  42,  !.•;  Auto  de  28  de  Junio  de  1898, 
XV,  884,  2.*) 

599*  y  1256* 

—  158 — No  es  parte  á  producir  la  invalidación  de 
un  fallo  criminal  el  error  manifiesto  del  Juez 
acerca  de  la  hora  en  que  ocurrió  la  muerte  de 
la  víctima  (1).  (Casación  de  14  de  Mayo  de 
1900,  XV,  78,  1.»  y  2.*) 

—  159 — Aun  cuando  es  manifiesta  la  contradic- 
ción que  existe  entre  los  artículos  5.°  y  7.*  del 
Código  de  Organización  Judicial,  por  una  parte, 
y  el  284  del  Código  Político  y  Municipal,  por 
otra,  el  error  en  que  incurra  un  Juez  aplicando 
el  término  que  fija  el  artículo  284  de  este  Códi- 
go á  vacante  de  empleos  judiciales  de  volunta- 
ria aceptación,  no  le  acarrea  responsabilidad 
porque  el  punto  ha  sido  dudoso.  (Auto  de  18  de 
Mayo  de  1901,  XV,  188,  2/) 

157 

aritmético.  160— El  artículo  862  del  Código 
Judicial,  que  confiere  al  Juez  la  facultad  de  co- 
rregir el  error  aritmético,  no  fue  derogado  por 
la  Ley  169  de  1896,  cuyo  artículo  17  no  tuvo 
otro  objeto  que  aclarar  el  99  de  la  Ley  105  de 
1890.  (Casación  de  30  de  Mayo  de  1899,  XIV 173, 

1.'  y  2.') 

caligráfico.  161 — Incurrir  en  la  equivocad* 
de  citar  en  el  cuestionario  de  una  causa  un  L 
bro  del  Código  Penal,  debiendo  ser  otro  Libr 


(I)  Artículo  264,  n 6 ir. ero  7.°,  de  U  Ley  57  de  1887. 
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es  error  caligráfico  que  no  induce  nulidad  en  el 
procedimiento,  ei  por  otra  parte,  en  el  auto  de 
proceder  Be  señaló  el  delito  y  en  la  sentencia  se 
aplicaron  los  artículos  que  lo  castigan.  (Senten- 
cia de  14  de  Diciembre  de  1897,  XV,  196,  l.B) 

Ebboh  de  cuenta.  162— La  excepción  de  error  de  cuenta 
no  tiene  cabida  sino  cuando  lo  que  se  deman- 
da es  proveniente  de  una  cuenta  cuyos  elemen- 
tos se  estiman  errados.  (Sentencia  de  30  de  No- 
viembre de  1898,  XIV,  86,  2.*) 

—  163 — El  error  de  cuenta  es  un  error  de  hecho,  y 
constituye  una  excepción  que  debe  alegarse  en 
su  oportunidad  y  que  debe  probar  el  que  la  ale 
ga.  (Casación  de  6  de  Julio  de  1899,  XIV,  306,1.*) 

640* 

—  de  hecho.  164 — Relativamente  á  los  contratos 
ó  convenciones,  puede  incurrirse  en  error  de 
hecho:  1.*,  sobre  la  causa  impulsiva  óel  motivo 
particular  que  ha  tenido  una  de  las  partes  para 
contratar;  2.°,  sobre  la  causa  principal  y  legal 
del  contrato;  3.",  sóbrela  cosa  que  es  objeto  del 
contrato;  4.a,  sobre  la  substancia  de  esa  cosa; 
5.°,  sobre  su  nombre  ó  bus  calidades;  6.°,  sobre 
bu  valor;  7.a,  sóbrela  naturaleza  del  contrato; 
8.*,  sobre  la  persona  con  quien  se  tiene  inten- 
ción de  contratar;  9.°,  sobre  el  nombre  de  dicha 
persona,  y  10,  sobre  la  calidad  de  la  misma. 
(Casación  de  15  de  Octubre  de  1893,  XIV,  53, 1.') 

Estafa.  165 — Cuando  la  letra  de  cambio  firmada  en  blan- 

co se  llena  por  peraona  distinta  de  aquella  á 
quien  el  firmante  la  confió,  se  comete  el  delito 
de  estafa.  (Casación  de  6  de  Julio  de  1899,  XIV, 
301,  2.') 

226 
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Kstepülaoión  rao  monsda.  166— La  estipulación  del  cambio  de 

moneda  no  es  sino  una  condición,  dependiente 
de  un  acontecimiento  futuro  que  puede  suceder 
6  tro,  y  si  esa  condición  ee  m  oralmente  imposi- 
ble porque  consiste  en  un  hecho  prohibido  por 
las  leyes  (artículo  1532  del  Código  Civil),  ella 
no  puede  tener  efecto.  (Casación  de  30  4e  Mayo 
de  1899,  XIV,  178,  1.*) 

* 

—  167 — La  Corte  ha  venido  sosteniendo  que  desde 
que  se  -expidió  el  artículo  15  de  la  Ley  87  de 
1886,  ha  subsistido  la  prohibición  de  estipular 
cualquiera  otra  especie  de  moneda  que  no  sea  la 
nacional,  en  los  contratos  al  contado  ó  &  plazo. 
La  estipulación  de  moneda  extranjera,  ó  tomar- 
la como  tipo  ó  patrón  de  lo  que  debe  pagarse,  es 
contraria  &  la  disposición  citada,  y,  por  consi- 
guiente, es  ineficaz  y  debe  tenerse  por  no  escri- 
ta. (1)  (Casación  de  30  de  Mayo  de  1899,  XIV, 
1YB,  1.*) 

934* 

Evxooió»        168~JRara  que  pueda  tener  cabida  la  acción  de 

evicción  es  indispensable  <joe  se  haya  proferido 
una  sentencia  par  la  cual  se  prive  al  comprador 
Asi  dominio  de  la  cosa  comprada,  lo  que  no  pue- 
de conciliares  con  el  juicio  en  que  se  le  demanda 
A <éste  aquella  misma  cosa,  juicio  en  el  cual  la 
aeptaooia  debe  recaer  aólo  sobre  la  acción  pro- 
movida y  no  «obre  otra  cosa,  como  sucedería  si 
se  reconociera-era  ella  el  derecho  del  comprador 
contra  él  vendedor  por  el  eañeamiento  y  se  de- 
terminaron las  restituciones  de  cargo  del  vende- 
dor (1).  (Casación  de  18  de  Marzo  de  146o,  X 

—  169— En  el  juicio  de  reivindicación  se  cita 
vendedor,  y  aun  se  le  tiene,  por  parte,  sin  que T 


(1)  Artículo  1894  de)  Código  Ciril. 
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esto  se  altere  la  demanda,  y  s&lo  con  el  objeto  de 
prevenir  los  derechos  del  comprador  demandado 
y  de  proporcionarle  al  vendedor  citado  el  medio 
de  ¿evitar  las  consecuencias  de  la  evicción  (1). 
(Casación  del  13  de  Marzo  de  1900,  XV,  53,  2\) 
Exacciones  de  querrá.  170 — Las  indemnizaciones  que  debe  el 
Tesoro  por  las  exacciones  hechas  en  tiempo 
de  guerra,  es  cuestión  de  derecho  natural,  no 
de  derecho  civil.  De  aquí  que  nunca  en  la  histo- 
ria del  país  se  haya  podido  hacer  reclamación  al  ■ 
guna  fundada  en  las  reglas  comunes  del  derecho 
civil,  y  que  se  haya  requerido  siempre  una  ley 
posterior  á  los  actos  consumados  que  legitime  y 
regularice  el  derecho  mismo  y  la  manera  de 
ejercitarlo;  si  asi  no  fuera,  jamás  habría  habido 
razón  para  señalar  un  término  fatal  para  las 
respectivas  reclamaciones,  ni  para  limitar  en  la 
forma  del  pago,  ó  sea,  según  la  naturaleza  délos 
documentos  que  para  él  se  espiden,  la  cuantía 
de  la  exacción.  (Sentencia  de  28  de  Febrero  de 
1900,  XV,  36,  l."  y  2.') 
—  171 — Las  leyes  sobre  indemnización  por  exac- 

ciones de  guerra,  son  leyes  de  excepción,  y  como 
tales  demandan,  según  la  Hermenéutica,  inter- 
pretación estricta  (1).  (Sentencia  de  28  de  Febre- 
ro de  1900,  XV,  S6,  2.*) 


Excarcelación  172 — Durante  la  instrucción  del  sumario  y  la  Be- 
cuela  del  juicio  criminal,  los  detenidos  y  arres- 
tados dependen  solamente  délos  Jueces  y  Tri- 
bunales respectivos,  á  quienes  corresponde  de- 
cretar la  excarcelación  en  los  casos  y  con  las 
formalidades  de  la  ley  (2).  (Auto  de  6  de  Di- 
ciembre de  1897,  XV,  160,  2.') 


2*  y  633* 


(1)  Articule  [Mi  del  Código  Oi ri I . 
í)  Articulo  M  da  I.  Conitiiuei6n. 
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Excepción.      178—  El  cobro  de  lo  que  no  se  debe  porque  no 

existe  la  obligación,  no  da  lugar  á  excepción, 
*  porque  en  este  caso  la  absolución  del  demanda- 
do se  impone  como  resultado  de  la  falta  de  prue- 
ba de  la  supuesta  obligación  cuyo  cumplimien- 
to se  demanda.  (Sentencia  de  30  de  Noviembre 

de  1898,  XIV,  86,  2.°) 

-  —  174 — El  precepto  contenido  en  el  artículo  51  de 

la  Ley  105  de  1890,  de  que  "  cuando  un  Juez 
halle  justificados  los  hechos  que  constituyen 
una  excepción  perentoria,  aunque  no  se  hayan 
propuesto  ni  alegado,  debe  reconocerlo  en  la 
sentencia , ..."  no  puede  referirse  al  recurso  de 
casación,  porque  el  inciso  2.°  del  artículo  2.°  de 
la  Ley  169  de  1896  sólo  habla  de  las  excepciones 
alegadas,  sobre  las  cuales  no  haya  fallado  la 
sentencia;  y  porque  dicho  recurso  sólo  procede 
respecto  de  las  cuestiones  debatidas  en  el  pleito, 
que  no  son  otras  que  las  fijadas  definitivamente 
en  la  demanda  y  la  contestación,  y  en  el  escri- 
to  de  excepciones  propuestas  en  su  oportunidad. 
Por  tanto,  si  el  demandado  no  propone  ninguna 
excepción  perentoria,  y  las  que  supone  resul- 
tantes de  algunos  hechos  que  dice  justificados 
en  el  proceso,  no  han  sido  objeto  de  la  controver- 
sia, este  motivó  es  improcedente  para  el  efecto 
de  la  casación  por  la  segunda  causal.  (Casación 
de  18  de  Mayo  de  1899,  XIV,  166,  1.a  y  2.') 

—  175 — A  la  Corte  no  le  es  dado  abstenerse  de  ana* 

lizar  las  excepciones  de  novación  y  nulidad  de 
un  contrato,  que  constituyen  la  base  principal 
de  la  defensa  del  exoepcionante,  por  cuanto  r" 
implicaría  dejar  de  fallar  sobre  uno  de  los  p 
tos  del  debate.  La  facultad  que  tiene  la  Ce 
conforme  al  numeral  8.°  del  artículo  40  del ' 
digo  de  Organización  Judicial  no  excluye  te 
decidir  las  mencionadas  excepciones.  (Seal 
cia  de  18  de  Septiembre  de  1900,  99,  XV,  9 


r 
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SÜCFBQFUOIÓN.   176~r£uando  la  Nación  adquiere  la  propiedad 

de  una  «ona  de  tierra  por  expropiación,  la  ad- 
quiere redimida  de  todo  gravamen,  hipoteca, 
embargo  ó  secuestro,  porque  de  otro  modo  no 
ee  llenaría  el  objeto  de  la  expropiación,  y  por- 
que el  valor  de  la  indemnización  en  estos  casos 
sirve  para  cubrir  los  créditos  hipotecarios  7 
para  asegurar  las  resultas  del  juicio  en  que  se 
decretó  el  embargo  ó  el  secuestro,  con  la  prela- 
do» correspondiente.  (Sentencia  de  22  de  Octu- 
bre de  1808,  XIV,  70,  l.9) 

-~  177i^íJl  derecho  que  tienen  loe  acreedores  hipo- 

tecarios sobre  la  cosa  hipotecada  y  el  de  los 
acreedores  comunes  sobre  la  cosa  embargada, 
no  es  más  sagrado  que  el  derecho  del  propieta- 
rio; la  inviolabilidad  de  este  último  derecho  es 
una  necesidad  social;  propiedad  y  sociedad  son 
dos  ideas  correlativas  é  inseparables;  y,  sin 
embargo,  las  leyes  de  todos  los  países  admiten 
la  expropiación  por  causa  de  utilidad  ó  necesi- 
dad públicas,  y  esto  no  es  otra  cosa  que  el  sa- 
crificio del  derecho  del  propietario  exigido  por 
el  interés  general.  (Sentencia  de  22  de  Octubre 
de  1808,  XIV,  f o,  1.*) 

—  178.— La  disposición  del  itxoíso  2.°  del  articulo 
82  de  la  Ley  56  de  1890,  por  la  cual  se  recono- 
cen intereses  &  las  sumas  4  que  asciendan  las 
expropiaciones  por  causa  de  utilidad  pública, 
no  es  aplicaWe  ¿  las  exucciones  por  causa  de 
guerra,  de  cualquier  clase  que  sean,  por  reque- 
rirse aquí  Ja  aplicación  de  leyes  excepciona- 
les (Sentencia  de  28  de  Febrero  de  1900,  XY, 
36,  1.») 

171,  (101),  (138) 

—  179— El  artículo  33  de  la  Constitución,  con  la 

35 
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mira  principal  de  facilitar  al  Gobierno  la  mane- 
ra de  restablecer  el  orden  público,  reconoce  de 
modo  solemne  la  responsabilidad  del  pafs  por  las 
expropiaciones  que  -dicho  Gobierno  haga  sin 
previa  indemnización,  en  tiempo  de  guerra; 
siendo  de  notar  que  tal  articulo,  aun  tratándose 

de  bienes  raíces  que  la  Constitución  ha  querido 
amparar  especialmente,  declara  que  el  uso  y  los 

productos  de  tales  bienes  se  pueden  aplicar  á  las 
necesidades  de  la  guerra  hasta  como  pena  pecu- 
niaria impuesta  &  sus  dueños  conforme  á  las  le- 
yes, ó  sea,  sin  lugar  &  indemnización  alguna. 
(Sentencia  de  28  de  Febrero  de  1900,  XV,  36,  !*)• 


\ 


F 


Fecha.  180 — Si  á  un  pagaré,  suscrito  por  el  deudor  á 

favor  de  su  acreedor,  se  le  pone  una  fecha  ante- 
rior á  la  del  contrato,  las  consecuencias  de  ese 
acto  deben  recaer  sobre  el  que  lo  ejecutó.  Hay 
que  admitir  que  ese  documento,  que  hace  fe 
contra  su  único  otorgante,  tiene  la  fecha  que  él 
mismo  reza.  (Casación  de  23  de  Mayo  de  1899, 
XIV,  192,  1.») 

Firma.  181 — El  auto  que  debiendo  ser  firmado  por  los 

Magistrados  que  componen  la  sala  plural  de 
decisión,  lo  ha  sido  sólo  por  el  Magistrado  subs- 
tanciado^ no  tiene  valor  jurídico  y  no  produce 
los  efectos  de  la  instancia  (1).  (Auto  de  30 
Junio  de  18<J8,  XV,  336,  1.a) 

92*   «86* 


(1)  Artículos  8.°  de  la  Ley  J69  de  1896  88,  y  del  Código  de  Organización  Judicial 
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Fiscales.  182— El  Código  de  Organización  Judicial,  que 
señala  las  funciones  de  los  Fiscales  de  Circuito 
y  Personeros  municipales,  no  Iob  faculta  para 
intervenir  en  lo  que  se  llama  juícíob  de  Policía, 
y  por  lo  mismo  no  les  es  permitido  dar  concepto 
en  ellos,  porque  el  artículo  20  de  la  Constitución 
prohibe  á  todo  funcionario  público  extralimitar- 
se en  sus  funciones,  y  los  que  corresponden  á 
los  Agentes  del  Ministerio  Público,  sólo  las  pue- 
de señalar  la  ley.  (Auto  de  31  de  Marzo  de 
L902,  XV,  274,  1.') 

689*,  (109) 
Fbutos.  183 — Del  hecho  de  que  el  marido  sobreviviente, 

administrador  de  los  bienes  de  la  sucesión,  hu- 
biera denunciado  en  la  cuenta  de  su  adminis- 
tración como  propiedad  de  la  mortuoria  el  pro- 
ducto de  los  frutos  naturales  de  la  sucesión  pro- 
venientes de  la  venta  neceearia  de  ellos,  no  se 
deduce,  ui  puede  deducirse,  que  aquello  fuera 
un  débito  de  fuente  desconocida  ó  distinta  de 
los  mismos  frutos  y  que  por  ello  hubiera  de  con- 
siderarse que  renunció  ú  olvidó  su  derecho  al 
respecto  como  usufructuario  del  patrimonio  no 
privilegiado  de  sus  hijos  menores;  para  resolver 
esto  sería  preciso  declarar  también  que  por  el 
hecho  de  la  mencionada  denuncia  el  marido  no 
tiene  derecho  a  parte  alguna  de  los  frutos  en  su 
calidad  de  cónyuge  sobreviviente,  y  esto  es  in- 
aceptable eu  detecho.  (Casación  de  5  de  Diciem- 
bre de  1899,  XIV,  400,  ].■) 
Fobbza  Y  violencia.  184 — En  el  delito  de  fuerza  y  violencia, 
la  conducta  anterior  del  defendido  no  es  una 
circunstancia  inherente  al  delito  mismo  ni  á  su 
tentativa,  sólo  sí  es  una  circunstancia  que  agra- 
va ó  atenúa  el  hecho  criminoso  y  da  margen  á 
probanzas  ulteriores  al  enjuiciamiento,  dentro 
de  los  respectivos  términos  y  á  solicitud  de  parte. 
(Auto  de  1."  de  Marzo  de  1898,    XV,   246,   !.•) 


/ 


¿14  jubispbüdwwia 

Fuerza  pública.  185  —Be  cierto  que  el  espíritu  general  de  la 

Constitución,  en  armonía  oon  el  nuevo  sistema 
de  Gobierno  por  ella  establecido,  que  tiene  por 
base  el  principio  de  la  unidad  de  la  República, 
permite  sólo  á  la  Nación  tener  ejército  perma- 
nente é  introducir,  fabricar  y  poseer  armas  y 
municiones  de  guerra;  pero  como,  por  otra  par- 
te, la  Constitución  y  las  leyes  vigentes  atribu- 
yen á  los  Departamentos  el  arreglo  de  la  Policía 
en  todos  sus  ramos,  y  en  cada  sección,  para 
hacer  efectiva  la  ejecución  de  las  leyes,  de  las 
ordenanzas  y  acuerdos  municipales,  los  decretos 
y  resoluciones  del  Gobierno,  para  garantizar  el 
orden  público  y  la  tranquilidad  de  los  asociados, 
el  respeto  &  la  propiedad,  etc.,  forzoso  es  conve- 
nir en  que  los  mismos  Departamentos  pueden  y 
deben  organizar  el  Cuerpo  de  Policía  necesario 
para  atender  á  este  seiVicio.  (Auto  de  31  de 
Marzo  de  1902,  XV,  227,  1.*) 

Fundaciones    186— El  asunto  relativo  al  reconocimiento  y  pago 

de  los  réditos  pertenecientes  á  la  fundación  de 
un  patronato  no  debe  ser  judicial  sino  adminis- 
trativo, es  decir,  que  el  interesado  en  un  nego- 
cio de  esta  clase,  antes  de  ocurrir  al  Poder  Ju- 
dicial, debe  presentarse  al  ¡Ministro  del  Tesoro 
con  loa  comprobantes  necesarios,  á  fin  de  que  su 
crédito  sea  reconocido  é  inscrito  en  el  libro  res- 
pectivo, de  acuerdo  oon  loa  leyes  fiscales.  (Sen- 
tencia de  34  de  Agoste  de  1898,  XIV,  24,  2/) 


o 


Gravamen  sobre  licores.  187 — Al  hacer  uso  las  Asamblea^ 

partamentales  de  la  facultad  conferida  por 
artículos  129  (inciso  81)  y  151  del  Código  Po1 
co  y  Municipal,  de  gravar  el  ejercicio  de  1 
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dustria  de  producir  licores  sin  monopolizarlo  en 
beneficio  del  Tesoro  y  de  derogar  las  Ordenan- 
zas que  rijan  sobre  la  materia,  obran  dentro  de 
bus  atribuciones  legales,  y  constreñidas,  en  cier- 
to modo,  por  laa  trabas  que  el  legislador  puso  á 
los  monopolios  de  cualquier  clase.  (Auto  de  19 
de  Febrero  de  1900,  XIV,  47,  2.') 


H 


1S8 — Es  evidente  que  la  esencia  del  derecho  de 
habitación,  lo  mismo  que  la  del  usufructo,  sub- 
siste en  la  persona,  del  propietario,  en  tanto  que 
no  se  le  desprenda  de  la  propiedad  á  que  eBtá 
unido,  y  puede,  por  consiguiente,  reservárselo  6 
disponer  de  él  en  cualquier  forma  de  transmi- 
sión; mas  para  ello  es  preciso  establecerlo,  con 
designación  del  sujeto  que  debe  disfrutarlo,  en 
acto  Ó  contrato  inscrito,  en  que  se  determine  su 
extensión,  como  que  es  un  derecho  personal  y 
limitado.  La  voluntad  presunta  no  basta  a  cons- 
tituirlo. (Casación  de  11  de  Septiembre  de  1899, 
XTV,  335,  1.') 

189 — La  Corte  estfi  en  el  deber  (artículo  2.°  de 
la  Ley  169  de  1896)  de  acatar  la  calificación  que 
el  Tribunal  haga  de  los  hechos,  y  de  la  aprecia- 
ción de  las  pruebas  de  donde  resultan;  pues  sólo 
en  el  caso  de  que  hubiera  error  evidente  en  esa 
apreciación  podría  ella  variarla  y  declararla  vio- 
lación de  la  ley  sustantiva.  (Casación  de  17  de 
Junio  de  1899,  XIV,  245,  2.»;  Casación  de  28  de 
Agosto  de  1899,  XIV,  309,  2.»;  Casación  de  13 
de  Septiembre  de  1899,  XIV,  311,  2.') 

(118) 
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190— Lio  que  ordena  el  artículo  932  del  Código 
Judicial,  con  relación  á  los  hechos  en  que  se 
apoya  una  demanda,  es  que  se  pongan  con  cla- 
ridad, bien  especificados  y  numerados;  requisi- 
tos que  no  se  oponen  á  que  los  hechos  vayan 
acompañados  de  raciocinios,  juicios  y  deduccio- 
nes, siempre  que  esos  agregados  sirvan  para 
aclararlos  y  facilitar  el  planteamiento  del  deba- 
te judicial.  (Auto  de  5  de  Abril  de  1902,  XV, 
293,  2.*) 


Heredero. 


191 — El  heredero,  en  virtud  de  una  ficción  de 
derecho,  se  considera  como  una  prolongación  de 
la  persona  del  difunto;  aquél  sucede  á  éste  en 
todos  sus  derechos  y  obligaciones  transmisibles. 
(Casación  de  17  de  Junio  de  1899,  XIV,  243, 2.*) 


Herencia. 


192 — No  puede  sostenerse  razonablemente  que 
la  liquidación  de  una  herencia  equivalga,  en 
nuestro  derecho,  &  un  cambio  ó  permuta  entre 
los  copartícipes,  y  que,  por  lo  mismo,  sea  abso- 
lutamente nula  cuando  en  ella  han  intervenido 
marido  y  mujer,  porque  no  hay  que  perder  de 
vista  que  la  tradición  del  dominio  tiene  lugar 
entre  el  causante  y  cada  uno  de  sus  sucesores,  y 
no  entre  éstos.  (Casación  de  12  de  Junio  de  1899, 
239,  l.m) 


tácente.  193— Los  artículos  1237  y  1239  del  Có- 
digo Judicial,  destinados  aprevenir  las  diligen" 
cias  que  los  Jueces  deben  practicar,  &  fin  de  evi* 
tar  el  extravío  y  pérdida  de  los  bienes  heredita- 
rios, y  á  señalar  el  caso  y  las  circunstancias  en  íe 
debe  declararse  yacente  una  herencia,  signif  in 
que  el  decreto  judicial  que  sobre  esto  ha  de  c- 
tarse  requiere  que  la  persona  de  cuya  suce  )n 
se  trata  haya  fallecido  sin  dejar  albacea,  col  u- 
ge  ó  herederos  conocidos.  (Casación  de  P  de 
Agosto  de  1898,  XIV,  19,  2.a) 


■r» 
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Hkrencia  yacente.  1 94 — Cuando  la  herencia  de  una  persona  se  halla 

en  poder  del  cónyuge  superviviente,  esta  heren- 
«  cia  no  está  yacente,  vacante  ó  abandonada,  y  el 
Juez  no  puede  dictar  el  auto  &  que  se  refieren 
los  artículos  1237  y  1239  del  Código  Judicial, 
salvo  que  el  mismo  cónyuge  ó  algún  pariente 
del  difunto  se  presente  al  Juez  pidiéndole  que 
adopte  dicha  providencia,  la  cual  tiene  por  ob- 
jeto manifiesto  el  que  se  nombre  un  curador  que 
cuide  de  la  herencia,  mientras  circulan  los  avisos 
por  medio  de  los  cuales  se  llama  y  emplaza  á  los 
herederos,  á  fin  de  que  se  presenten  á  hacer  va- 
ler sus  derechos  (1).  (Casación  de  22  de  Agosto 
de  1898,  XIV,  19,  2.»  y  20,  1.*) 

—  195— Herencia    yacente    es    aquélla    que,    por 

no  haberse  presentado  aún  la  persona  que  por 
subtítulo  de  heredero  ó  por  disposición  testa- 
mentaria deba  administrarla,  carece  de  admi. 
nistrador  legal.  (Casación  de  22  de  Agosto  de 
1898,  XIV,  20,  1.*) 


i 


Ilegitimidad  en  la  personería.  196— Se  anula  desde  su  origen 

un  proceso,  por  ilegitimidad  en  la  personería  del 
demandado,  cuando  las  acciones  se  dirigen  con- 
tra una  sociedad  en  general  y  no  contra  alguno 
de  sus  representantes  y  cuando  en  el  proceso  no 
figura  la  escritura  pública  constitutiva  de  la  So- 
ciedad comercial  en  la  cual  aparezca  la  repre- 
sentación del  que  contesta  la  demanda  (2).  (Auto 
de  23  de  Agosto  de  1898,  XIV,  80,  2.*) 

102*  v  108* 


(1)  Aitícnlo  1297  del  Código  CítíL 

2)  Artículos  2079  del  Código  Civil,  316  del  Código  Judicial,   133,  ordinal  2.*,  y  184  de  la 
105  de  1890. 
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Importación.    197— El  solo  acto  de  introducir  á  la  República 

las  mercaderías  extranjeras  no  constituye  la  im- 
portación; se  necesita  que  las  mercaderías  intro- 
ducidas sean  para  el  consumo  de  la  República  (1). 
(Sentencia  de  18  de  Noviembre  de  1899,  XIV, 
376,  !.■) 

Impuesto.       198 — La  falta  de  pago  parcial  del  derecho  ie 

registro  no  invalida  los  instrumentos;  ni  aun  la 
falta  total  de  dicho  pago  implica  nulidad  que 
tenga  el  carácter  general  de  las  nulidades  abso- 
lutas, sino  únicamente  el  de  hacer  que  los  ins- 
trumentos en  que  se  ha  omitido  el  pago  de  aquel 
impuesto  carezcan  de  valor  ó  fuerza  legal  mien- 
tras no  se  efectúe  el  pago  (2).  (Casación  de  3  de 
Mayo  de  1899,  XIV,  206,  2/) 

1007* 

Incompetencia  de  jurisdicción.  199 — La  incompetencia  de  ju- 
risdicción procede  de  haber  conocido  un  Juez  ó- 
Magistrado  en  negocios  que  no  le  están  atribui- 
dos y  que  competen  á  otro,  por  la  naturaleza  de 
la  causa  ó  por  razón  del  lugar  en  que  se  ha  de 
ventilar,  pero  no  de  ilegitimidad  de  la  persone- 
ría de  las  partes  (3).  (Casación  de  15  de  Diciem- 
bre de  1900,  XV,  129,  2.») 

788* 

Infracción  de  contrato.  200 — Los  derechos  que  se  derivan 

para  una  de  las  partes  de  la  infracción  del  con- 
trato por  la  otra,  pueden  renunciarse  expresa  ó 
tácitamente,  y  constituye  renuncia  tácita  todo 
hecho  incompatible  con  el  propósito  de  hacer 
efectivos  esos  derechos,  como  el  continuar  lftfl 
partes  dando  cumplimiento  al  contrato.  (Ca 
ción  de  14  de  Septiembre  de  1898,  XIV,  40,  < 


(1)  Artículo  9.  •,  numeral  1.°,  del  Código  Fiscal. 

(2)  Artículo*  332  de  la  Ley  67  de  1887  y  18  de  la  Ley  89  de  1890. 
(8)  Artículo  188  del  Código  de  Organis ación  Judicial. 
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Iksthuhekto  público.  201 — La  plena  fe  que  hace  un  instrumen- 
to público  contra  los  otorgantes,  conforme  al 
artículo  1759  del  Código  Civil,  puede  destruirse 
por  otros  medios  probatorios  que  los  indicados 
por  el  1984  de  ese  Código,  como  lo  confirman 
los  artículos  1766  y  1767  de  dicha  obra.  (Casa- 
ción de  27  de  Mayo  de  1899,  XIV,  229,  2.a) 

613*,  «14* 

Interpretación.  202 — En  la  interpretación  de  leyes  prohibiti- 
vas no  deben  buscarse  analogías  ó  raaonee  para 
hacerlas  extensivas  á  cosas  no  comprendidas 
claramente  en  la  prohibición.  (Casación  de  14 
de  Diciembre  de  1898,  XIV,  99,  2.»  y  100,  1/) 

—  203— Los  términos  de  un  pacto  que  se  refiere  á 
cosas  que  admiten  diferentes  formas  ó  grados, 
deben  entenderse  en  la  acepción  que  mejor  cua- 
dre al  razonamiento  en  que  se  [introducen  á  la 
materia  de  que  se  trata  (1).  (Sentencia  de  18  de 
Noviembre  de  1899,  XIV,  376,  1/  y  2.*) 

—  204 — Si  alguno  de  los  términos  ó  expresiones  de 
un  pacto  es  susceptible  de  significados  diversos, 
no  es  necesario  que  se  le  dé  en  todas  partes  un 
sentido  invariable,  sino  el  que  corresponde  según 
el  asunto,  pro  substracta  materia.  (Sentencia 
de  18  de  Noviembre  de  1899,  XIV,  376,  9.*) 

—  *   205 — La  interpretación  de  las  cláusulas  de  un 

contrato,  hecha  por  los  Tribunales,  es  una  cues- 
tión de  hecho,  y  esa  interpretación  no  puede  es- 
timarse errada  si  el  error  no  consta  con  eviden- 
cia en  documentos  auténticos  que  obren  en  el 
proceso.  (Casación  de  6  de  Diciembre  de  1899, 

XV,  8,  2/) 

52 

ffVEHTARio.     206 — El  no  haber  incluido  algunos  créditos  en 

el  inventarío  de  una  partición,  no  es  motivo  su- 


")  Artículos  1619  y  1622  del  Código  CÍtíL 


^ 
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ficiente  para  rescindirla  6  improbarla,  pues  se- 
gún el  artículo  U06*  del  Código  Civil,  ellos  y 
los  demás  bienes  omitidos  pueden  ser  objeto  de 
un  nuevo  inventario  y  partición  (1).  (Casación 
de  26  de  Septiembre  de  1898,  XIV,  22, 2.a y  23,1.0 


j 


Jefe  de  operaciones.  207— La  Corte  no  desconoce  que,  confor- 
me á  los  artículos  1366  y  1367  del  Código  Mi- 
litar, pueden  los  Jefes  de  operaciones  en  cam- 
paña, poner  los  reos  de  delitos  comunes  cometi- 
dos por  individuos  militares,  en  tiempo  de 
guerra,  á  disposición  de  los  Jueces  ordinarios» 
especialmente  si  la  importancia  y  celeridad  de 
las  operaciones  no  dieren  tiempo  á  los  emplea- 
dos militares  para  ocuparse  en  el  juzgamiento 
del  delincuente;  pero  es  evidente  que  estas  dis- 
posiciones no  se  aplican  cuando  falta  la  circuns- 
tancia de  que  los  sindicados  sean  militares.  (Auto 
de  17  de  Mayo  de  1901,  XV,  168, l.«  y  2.*) 

Jueces.         208— Los  artículos  147  y  160  de  la  Constitución, 

que  prohiben  la  destitución  de  los  Magistrados 
y  Jueces,  á  menos  que  sean  condenados  por 
mala  conducta  en  los  casos  detallados  en  el  Tí- 
tulo 10,  Libro  2.°  del  Código  Penal,  ó  por  demo- 
ra  por  m&s  de  seis  meses  en  el  pronunciamiento 
de  cualquier  auto  ó  sentencia,  según  lo  dispuesto 
en  el  artículo  70  de  la  Ley  100  de  1892,'  y  la  dis- 
posición del  artículo  1828  del  Código  JudiciaL 
por  la  cual  ningún  empleado  ó  funcionario  p 
blico  se  eximirá  de  la  pena  legal  por  las  omis 
nes  ó  faltas  en  que  haya  incurrido,  aunque  a 


(1)  Artículo  1271  del  Código  Judicial. 
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gue  y  pruebe  que  el  cúmulo  de  negocios  que 
estaba  á  su  cargo  no  le  permitió  cumplir  su  de- 
ber en  el  caso  de  que  se  trata,  no  deben  enten- 
derse de  manera  que  conduzcan  &  un  absurdo. 
(Sentencia  de  8  de  Noviembre  de  1901,  XV, 
242,  2.*) 

128 

Jüiz.  209— Al  decir  la  Ley  89  de  1898,  en  su  artículo 

2/,  que  la  segunda  circunstancia  expresada  en 
el  artículo  157  de  la  Constitución,  para  que  un 
individuo  pueda  ser  nombrado  Juez,  que  es  la 
de  estar  versado  en  el  Derecho,  se  puede  com- 
probar por  los  medios  que  allí  indica,  no  esta 
bleció,  por  modo  imperativo,  que  fuera  de  esos 
medios  no  pudieran  emplearse  otros  para  obte- 
ner la  misma  comprobación,  y,  por  tanto,  deja 
abierto  el  camino  para  emplear  otros.  (Auto  de 
20  de  Marzo  de  1902,  XV,  827,  1.a) 

—  210-^No  debe,  en  principio,  reputarse  extraña 
ó  arbitraria,  para  comprobar  la  idoneidad  del 
nombrado  para  desempeñar  el  empleo  de  Juez, 
la  prueba  consistente  en  el  ejercicio,  por  más  de 
un  año,  de  las  funciones  de  tal,  con  inteligencia 
y  acierto.  (Auto  de  20  de  Marzo  de  1902,  XV, 
327,  2.«) 

—  211 — La  comprobación  exigida  en  el  artículo  2 
de  la  Ley  39  de  1898,  respecto  de  las  condiciones 
requeridas  constitucionalmente  para  ser  Juez, 
no  se  refiere  al  nombramiento  sino  al  acto  de  la 
posesión,  en  términos  de  que  dicha  comproba- 
ción debe  seguir  &  aquél  y  preceder  &  ésta,  cons- 
tituyendo la  formalidad  sine  qua  non  de  la  va- 
lidez de  tal  nombramiento.  En  caso  de  falta  de 
esa  formalidad  queda  insubsistente  el  nombra- 
miento. (Auto  de  20  de  Marzo  de  1902,  XV, 
327,  2.«) 
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Juicio  criminal.  212 — No  obsta  que  el  Magistrado  substanciad  or, 

en  un  asunto  criminal  que  no  da  lugar  á  proce- 
dimiento de  oficio,  por  sí  solo  haya  reconocido 
como  acusador  particular  á  una  persona  no  ofen" 
dida,  porque  esa  determinación, de  pura  substan- 
ciación, y  que  no  produce  ni  puede  produci 
otro  efecto  que  el  de  admitirle  las  pruebas  que 
tuvo  &  bien  aducir  para  fundar  la  acción,  ñor 
puede  en  manera  alguna  impedir  &  la  Corte  ple- 
na, que  es  la  que  decide  en  lo  principal  del  ne- 
gocio, juzgar  acerca  de  un  punto  de  capital  im- 
portancia en  toda  acción  criminal  ó  civil,  cual 
es  el  derecho  ó  la  capacidad  del  demandante 
para  promover  una  acción.  (Auto  de  8  de  No- 
viembre de  1901,  XV,  240,  1.»  y  2.*) 

Juicio  sumario.  213 — Si  un  negocio  se  substancia  en  primera  ins- 
tancia como  juicio  sumario,  el  repartimiento  en 
el  Tribunal  Superior  debe  hacerse  incluyéndolo 
en  el  grupo  indicado  por  el  número  1.°  del  ar- 
tículo 81  del  Código  Judicial,  que  comprende  las 
apelaciones  contra  las  sentencias  pronunciadas 
en  negocios  civiles,  en  juicios  sumarios,  para 
que  del  recurso  conozca  individualmente  el  Ma- 
gistrado á  quien  se  adjudique.  Al  proceder  de 
otra  manera,  la  Sala  plural  que  dicte  la  senten- 
cia es  incompetente,  según  la  parte  final  del  ar- 
tículo 154  del  citado  Código.  (Casación  de  18  de 
Agosto  de  1898,  XIV,  11,  2.») 

Jurado         214 — La  declaración   que    el  Jurado   haga  de 

que  en  el  delito  de  homicidio  concurren  una, 
algunas  ó  todas  las  circunstancias  de  asesinato, 
es  razón  suficiente  para  que  el  Juez  de  derechc 
declare  que  &  tal  delito  corresponde  la  pena  de 
muerte.    (1)  (Casación  de   15  de  Diciembre  d° 


(1)  Articule  ¿98  del  Código  Penal. 
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Jurado 


1897,  XV,  203,  1/;  Casación  de  18  de  Junio  de 
1698,  XV,  382,  1.*;  Casación  de  22  de  Junio  de 
1896,  XV,  36Í,  2.») 

35,  296,  810* 

215— El  veredicto  del  jurado  sólo  debe  formar 
plena  prueba  sobre  los  hechos  sometidos  á  su  ju- 
risdicción, relativos  á  la  culpabilidad  del  acusa- 
do; pero  no  sobre  los  hechos  que  se  refieren  á 
los  actos  de  ejecución  que  no  pueden  establecerse 
por  inferc&cia.  (1)  (Sentenciado  26  de  Febrero  de 
1888,  XV,  2a4,  1,*) 


Jvfossrt&otéx, 


21$~No  ae  puede  admitir  q«e  la  sola  afirmación 
de  la  porte  demandada  en  un  juicio,  consistente 
en  que  la  Nación  tenga  interés  en  la  litis,  sea 
suficiente  razón  para  resolver  de  plano  que  es 
competente  para  conocer  del  asunto  en  primera 
instancia  el  Tribunal  Superior.  El  establecimien- 
to de  la  jurisdicción  no  depende  de  la  califica- 
ción que  hagan  las  partes,  sino  de  la  esencia 
misma  del  negocio.  (2)  (Auto  de  28  de  Febrero 
de  1898,  XIV,  77,  1.»  y  2.»;  Auto  de  14  de  Junio 
de  1898,  XV,  334.  1.») 


217 — La  Corte  no  tiene  jurisdicción  para  revi- 
sar las  decisiones  de  Los  Tribunales  proferidas 
en  segunda  instancia,  sino  cuando  tiene  cabida 
el  recurso  de  casación.  (Auto  de  10  de  Septiem- 
bre de  1901,  XV,  173,  2.») 

218— No  puede  ser  bastante  &  determinar  la  ju- 
risdicción superior  y  especiátísima  de  la  Corte 
Suprema  en  una  sola  instancia,  el  que  un  inte- 


(1)  Artículo  982  del  Código  Judicial. 

(B)  Artículo  1*6  del  Código  de  OrgadUación  Judicial. 
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resado  cite  y  emplace  á  la  Nación  como  deman- 
dada, cuando  ni  en  la  demanda  ni  en  los  docu- 
mentos en  que  ésta  se  funda  aparece  que  se 
haya  celebrado  contrato  6  convenio  alguno  con 
el  demandante  en  virtud  del  cual  puede  éste  ha- 
cer comparecer  &  la  Nación  en  juicio  para  pedir- 
le el  cumplimiento  de  obligaciones  precisas. 
(Auto  de  14  de  Junio  de  1898,  XV,  334,  1.a) 

Jurisdicción  militar.     21»— El  Decreto  número  482  de  20  de 

Octubre  de  1899,  de  carácter  legislativo,  tiene 
un  carácter  especialísimo;  y  al  disponer  en  su 
artículo  6.*  que  los  delitos  en  él  enumerados  que- 
dasen sujetos  ala  jurisdicción  militar,  tuvo  por 
fin,  sin  duda,  el  de  que  fuesen  juzgados  breve  y 
sumariamente  por  los  Consejos  de  Guerra,  con 
el  objeto  de  que,  castigados  prontamente,  el  es- 
carmiento de  los  delincuentes  fuese  motivo  para 
impedir  su  perpetración,  hecho  más  común  en 
tiempo  de  guerra.  Y  ésta  es  la  razón  por  qué  el 
Decreto  no  hizo  distinción  de  delincuentes,  de 
manera  que  comprendió  á  los  militares  y  &  los 

particulares.  (Auto  de  17  de  Mayo  de  1901,  XV, 
168,  2.») 

L 

Legado        220— La  especificación  que  requiere  el  inciso  fina) 

del  artículo  1179  del  Código  Civil,  no  solamente 
puede  hacerse  determinando  uno  á  uno  los  objetos 
que  comprende  el  legado, sino  también  exceptuan- 
do de  la  universalidad  que  se  pretende  dejar, aquel 
lias  cosas  que  se  quiere  no  incluir.  (Casación  L 
6  de  Septiembre  de  1899,  XIV,  330,  2.*  y  332,  2/ 

—  221 — Exceptuar  vale  tanto  como  excluir  algu: 

cosa  de  la  generalidad  de  lo  que  se  trata  ó  de 
regla  común;  de  manera  que  cuando  el  testad 
expresa  de  una  manera  copulativa  que  dejí 
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cierta  persona  los  muebles  y  demás  objetos  que 
haya  en  la  casa,  exceptuando  los  documentos  de 
deuda,  determina  perfectamente  que  el  legado 
comprende  todo  lo  que  existe  en  la  casa,  menos 
los  documentos  de  deuda.  (Casación  de  6  de  Sep- 
tiembre de  1899,  XIV,  330,  2.'  y  332,  2.') 

Legislación  española.  222— Quedan  excluidas  del  recurso  de 
casación,  por  aplicación  del  ordinal  1.°  del  artí- 
culo 366  de  la  Ley  105  de  1890,  las  sentencias 
que  se  funden  ó  deban  fundarse  en  la  legislación 
española,  por  no  regir  ni  haber  regido  ésta  en  el 
país  desde  la  vigencia  de  la  Ley  57  de  1887.  (Ca- 
sación de  29  de  Septiembre  de  1898,  XIV,  42,  1.») 

180* 

LesióK  ebohme.  223— Al  vendedor  que  ejerce  la  acción  rescisoria 
por  lesión  enorme  sólo  le  corresponde  probar  que 
el  día  de  la  venta  el  precio  justo  de  la  cosa  ven- 
dida era  doble  del  precio  que  recibió  por  ella;  y 
si  el  precio  justo  de  toda  la  cosa  resulta  de  la 
suma  total  del  precio  de  cada  una  de  las  partes 
de  que  se  compone  la  misma  cosa,  no  debe  des- 
estimarse la  prueba  producida  á  ese  respecto  y 
en  esa  forma,  porque  la  venta  del  predio  no  se 
hiciera  con  relación  á  su  cabida,  sino  como  un 
cuerpo  cierto  (1).  (Casación  de  11  de  Abril  de 
1899,  XIV,  139,  1.') 

Letras  de  cambio.  224 — Es  regla,  en  Derecho  Internacional  pri- 
vado, que  la  forma  de  las  letras  de  cambio  se  rige 
por  la  ley  del  lugar  donde  se  giran.  Pero  cuando 
aquella  legislación  no  es  bien  conocida  por  el 
juzgador  colombiano,  éste  debe  fundar  su  fallo 
en  lo  que  sobre  esa  materia  dicen  los  expositores 
de  Derecho  Comercial  de  aquel  país  ó  en  los  prin- 


(1)  Articulo  1947  del  Código  Civil. 
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cipios  generales  del  Derecho,  pudiendo  también 
referirse  &  la  ley  colombiana  que  regla  materias 
análogas,  en  caso  de  que  fuere  imposible  todo 
conocimiento  de  la  ley  extranjera  aplicable.  (Ca- 
sación de  6  de  Julio  de  1809,  XIV,  301,  1.a  y  2/) 

Letras  de  cambio.  225— El  artículo  759  del  Código  de  Comercio 

no  exige  que  toda  letra  se  escriba  por  el  librador; 
sólo  requiere  la  firma  de  éste  ó  de  la  persona  que 
suscriba  por  él,  en  virtud  de  un  poder  especial, 
con  las  enunciaciones  que  allí  mismo  se  previe- 
nen. (Casación  de  6  de  Julio  de  1899,  XIV, 
•01,  8/) 

—  226— El  Código  Penal  no  califica  de  falsedad  el 
hecho  de  que  el  individuo  á  quien  se  confía  una 
letra  de  cambio,  firmada  en  blanco,  la  llene.  El 
artículo  852  apenas  da  &  ese  hecho  la  calificación 
de  abuso  de  confianza,  el  cual  puede  aparejar 
responsabilidad  al  que  lo  cometió  respecto  del 
que  le  confió  la  letra,  pero  no  al  portador  terce- 
ro que  no  tuvo  parte  en  el  abuso.  Y  si  nuestras 
leyes  castigan' el  abuso  que  se  haga  de  la  firma, 
es  porque  reconoce  implícitamente  la  validez  de 
dicha  firma.  (Casación  de  6  de  Julio  de  1899, 
XIV,  301,  2.') 

165 

—  227 — Como  son  varios  los  actos  á  que  puede  dar 
origen  una  letra  de  cambio,  por  ser  Turtos  fas 
contratoe  que  de  ella  pueden  resultar,  y  como 
nuestras  leyes  aceptan  el  principio  locus  regit  ac- 
tum  para  determinar  las  formas  necesarias  pr~° 
la  validez  de  cada  acto  ó  contrato,  es  necesai 
estudiar  la  letra  de  cambio  en  su  forma  y  en  s 
efectos  4  la  luz  de  las  leyes  extranjeras,  aplia 
do  para  la  forma  las  del  país  en  que  fue  giracf 

y  para  sus  efectos,  las  del  país  donde  debe  6 
pagada  ó  donde  se  halla  el  librado  &  ia  fecha  < 
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vencimiento  (1).  (Casación  de  15  de  Diciembre 
de  1900,  XV,  128,  1.») 

Letras  de  cambio.  228 — Aunque  las  letras  de  cambio  giradas  en 

Francia  ala  orden  del  mismo  librador  no  tengan 
el  carácter  de  las  de  cambio  según  la  jurispru- 
dencia de  aquel  país,  dichas  letras  j  los  efectos 
7  obligaciones  que  producen  no  son  de  naturale- 
za civil  sino  comercial.  (Casación  de  15  de  Di- 
ciembre de  1900,  XV,  124,  1.*) 

—  229— Eb  documento  esencialmente  mercantil, 
cualquiera  que  sea  la  calidad  de  las  personas 
contratantes  y  cualquiera  que  sea  la  naturaleza 

I  de  la  operación  que  la  origina  (2).    (Casación  de 

15  de  Diciembre  de  1900,  XV,  124,  l.%) 

Librador.  230—  Al  librador  de  una  letra  de  cambio  corres- 
ponde dar  la  prueba  de  que  al  vencimiento  de 
ella  había  hecho  la  provisión  de  fondos  para  su 
pago  en  poder  del  librado  (3).  (Casación  de  6  de 
Julio  de  1899,  XIV,  298,  2.*) 

Libros  db  comercio.  231 — Los  libros  de  comercio  hacen  parte  de 

los  papeles  privados  que,  según  el  artículo  43  de 
la  Constitución,  no  pueden  ser  interceptados  ni 
registrados  sino  por  la  autoridad,  mediante  or- 
den de  funcionario  competente,  "en  los  casos  7 
con  las  formalidades  que  establezca  la  ley,"  7 
con  el  único  objeto  de  buscar  pruebas  judiciales. 
(Auto  de  20  de  Mayo  de  1902,  XV,  317,  l.») 

—  232— Los  casos  7  las  formalidades  de  la  ley  para 
el  examen  de  los  libros  de  un  comerciante  están 
determinados  en  los  artículos  55,  56  7  57  del  Có- 
digo de  Comercio,  7  en  algunas  de  las  disposicio- 
nes del  parágrafo  3.  °,  Capítulo5.°,  Título  1.°,  Li- 
bro 2?  del  Código  Judicial ;  disposiciones  todas  que 
atienden  á  la  garantía  constitucional  del  respeto 
que  merecen  los  documentos  privados  7  á  la 


1)  Artículos  20  y  21  del  Código  Civil ;  746  del  Código  de  Comercie. 

2)  Artículo  758  del  Código  de  Comercio. 

3)  Artículo  343  del  Código  Judicial. 
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consideración  de  que  el  secreto  en  las  operacio- 
nes mercantiles  es  de  ordinario  indispensable 
para  no  comprometer  el  buen  éxito  de  ellas. 
(Auto  de  20  de  Mayo  de  1902,  XV,  317,  1.*) 
Libros  de  comercio.  233 — La  exhibición  general  ó  parcial  de  los  li- 
bros y  documentos  de  los  comerciantes  no  puede 
ni  debe  decretarse  en  cuestiones  de  comercio, 
sino  cuando  la  persona  á,  quien  pertenezcan  ten- 
ga interés  Ó  responsabilidad  en  el  asunto  en  que 
procede  la  exhibición  (1).  (Auto  de  20  de  Mayo 
de  1902,  XV,  317,  2.') 
Licencia  234— La  autoridad  en  quien  reside  la  facultad 
de  otorgar  la  licencia  á  un  empleado,  es  también 
la  que  tiene  el  deber  y  potestad  de  disponerlo 
conveniente  para  que  ese  puesto  no  quede  va- 
cante (2).  (Casación  de  11  de  Noviembre  de  1899, 
XIV,  365,  1.') 
Linderos  235—  En  el  juicio  de  deslinde  lo  que  se  discute 
es  el  señalamiento  de  la  línea  divisoria  de  los 
predios  (3).  (Caeación  de  6  de  Diciembre  de  1899, 
XIV,  406,  2.") 

—  236 — La  cuestión  de  deslinde  es  cuestión  de  he- 
cho, y  la  Corte  de  Casación  tiene  el  deber  im- 
prescindible de  mantener  el  senalamientodelin- 
deros  declarado  por  el  Tribunal  mientras  no  re- 
sulte un  error  evidente  en  la  apreciación  de  las 
pruebas  en  que  se  funda  tal  señalamiento.  (Ca- 
sación de  6  de  Diciembre  de  1899,  XIV,  407,  1.'} 

Litigar.  237 — La  prohibición  impuesta  á  los  agentes  del 
Ministerio  Público  por  el  artículo  216  del  Có- 
digo de  Organización  Judicial,  comprende  cual- 
quier acto  ó  gestión  judicial  de  estos  empleados, 
en  negocio  propio  ó  ajeno.  (Sentencia  de  2 
Diciembre  de  1897,  XV,  164,  2.') 

—  238— La  ley  no  hace  distinción  entre  las   oper 


(1)  Auloi  SS,  SI!  y  67  del  Código  de  Comí 
(!)  Artículo  339  del  Codígu  Políticu  j  Mi 
(8)  Artlcu'o  !72  de  I*  Ley  IOS  de  1890. 
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ciónos  judiciales  6  administrativas  en  que  le  sea 
lícito  &  los  funcionarios  del  orden  judicial  y  del 
Ministerio  Público  intervenir,  y  los  que  le  estén 
vedados  6  prohibidos.  (Sentencia  de  9  de  Diciem- 
bre de  1897,  XV,  164,  2.») 

Litigar        239— El  Legislador  se  limitó,  en  el  artículo  218 

del  Código  de  Organización  Judicial,  á  consig- 
nar un  mandato  imperativo  &  este  respecto  con 
el  objeto  de  que  los  empleados  públicos  del  orden 
judicial  y  los  del  Ministerio  Público  no  entraben 
el  cumplimiento  de  sus  deberes  y  el  ejercicio  de 
sus  funciones  por  la  intervención  en  negocios 
extraños  &  unos  y  otros.  (Sentencia  de  2  de  Di- 
ciembre de  1887,  XV,  164,  2/) 
—  240 — Al  establecer  la  ley  la  prohibición  del  arti- 

culo 216  del  Código  de  Organización  Judicial,  ha 
querido  impedir  que  los  empleados  comprendi- 
dos en  ella  se  aprovechen  de  su  posición  oficial, 
con  perjuicio  de  los  particulares  con  quienes 
tengan  que  contender,  ya  sea  en  simples  dili- 
gencias preparatorias  ó  perjudiciales  ó  en  verda- 
deras controversias.  (Sentencia  de  2  de  Diciem- 
bre de  1897,  XV,  164,  2.') 

Litis-contestación.    241  —  El  cuasicontrato  de  litis-contesta- 
ción queda  formado  por  la  demanda  y  lacontes- 
.   tación,   que  constituyen  la  base,  de  la  cual  no 
puede  apartarse  la  sentencia.  (Casación  de  15  de 
Diciembre  de  1900,  XV,  127,  1.*) 

Lugar  del  delito.  242— El  no  haberse  determinado  en  el  auto 

de  proceder  el  lugar  donde  se  cometió  el  delito, 
es  omisión  que  no  constituye  equivocación  acer- 
ca del  lugar.  (Casación  de  14  de  Mayo  de  1900, 
XV,  78,  1.») 
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Mandato       243 — No  puede  admitirse  la  existencia  de  un 

mandato  irrevocable;  la  cláusula  de  na  revocar- 
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lo  dentro  de  cierto  tiempo  ó  mientras  no  se  haya 
terminado  el  negocio  para  el  cual  se  confirió,  no 
es  en  el  fondo  otra  cosa  que  el  reconocimiento  ó 
reproducción  en  el  contrato  de  la  doctrina  que 
consagra  el  artículo  2 150  del  Código  Civil,  y  con- 
forme a  la  cual,  aceptado  el  mandato,  no  podrá 
disolverse  el  contrato  sino  por  mutua  voluntad 
de  las  partes.  (Casación  de  3  de  Mayo  de  1899, 
XIV,  185,  1.') 

24*— La  Corte  no  acepta  que  el  mandato  civil 
sea  alguna  vez  irrevocable,  porque  es  de  la  na- 
turaleza de  este  contrato  el  que  siempre  pueda 
revocarse  por  el  mandante,  como  expresamente 
lo  reconocen  los  artículos  2189,  2190  y  2191   del 
Código  Civil;  y  porque  la  disposición  del  inciso 
3. "del  artículo  2150  no  puede  entenderse  en  sen- 
tido contrario  al  de  aquellos  artículos,  ya  que  es 
deber  de  los  Jueces  armonizarlos,  y  ya  que  no 
es  posible  admitir  que  la  ley  hubiera  querido 
impedir  al  mandante  que  amparase  sus  intere- 
ses contra  el  abandono  culpable,  la  ignorancia  ó 
la  mala  fe  del  mandatario.  (Casación  de  6  de 
Diciembre  de  1899,  XV,  8,  1.») 
245— La  revocación  del  mandato  es  un  derecho 
que  interesa  á  la  sociedad,  porque  es  de  utilidad 
pública  el  poder  prevenir  el  dolo,  y  es  por  eso 
por  lo  que  la  condonación  del  dolo  futuro  no 
vale;  y  siendo  así,   no  podrá  renunciarse  ese 
derecho    por  convenios  particulares,    como  lo 
previene  el  artículo  16  del  Código  Civil  (1). 
(Casación  de  6  de  Diciembre  de  1899,  XV,  8,  1.*) 
246 — Aunque  el   mandante  puede  revocar  en 
todo  tiempo  el  mandato,  sin  embargo,  si  la  re 
cación  causa  perjuicios  al  mandatario  que 
cumplido  sus  obligaciones  con  honradez  é  ii 
ligencia,  el  mandante  está  obligado  á  inden 
zar  esos  perjuicios  al  mandatario.  (Casaciór 
6  de  Diciembre  de  1899,  XV,  8,  1.") 


(I)  Ai  título  31)  dtl  Código  Civil. 
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Mandato       247—  Guando  un  contrato  participa  á  la  vez  de  los 

caracteres  de  mandato  y  de  arrendamiento  de 
servicios  inmateriales,  como  no  se  acepta  que 
ningún  mandato  civil  pueda  ser  irrevocable,  no 
es  aplicable  &  dicho  contrato  la  disposición  del 
articulo  2066  del  C&digo  Civil,  sobre  tales  ser- 
vicios, que  establece  lo  contrario  (1).  (Casación 
de  6  de  Diciembre  de  1899,  XV,  8,  2/) 

—  248 — Para  que  haya  mandato  no  basta  que  una 
persona  confíe  á  otra  y  ésta  se  encargue  de  la 
gestión  de  uno  ó  más  negocios,  no  basta  que 
una  persona  se  obligue  á  hacer  una  cosa  para 
otra,  porque  esta  obligación  se  encuentra  en 
todos  los  contratos  que  tienen  por  objeto  un 
hecho;  es  necesario  que  el  que  se  hace  cargo  de 
los  negocios,  los  haga  "  por  cuenta  y  riesgo  del 
que  se  los  confía;"  ó  en  su  nombre  (2).  Esta 
condición  es  de  la  esencia  del  mandato,  porque 
sin  ella  ó  no  produce  efecto  alguno  ó  degenera 
en  otro  contrato  diferente,  y  esa  condición  es 
la  que  lo  distingue  del  arrendamiento  de  ser- 
vicios. (Casación  de  6  de  Diciembre  de  1899, 
XV,  9,  2.») 

—  249 — El  mandato  judicial  obedece  á  reglas  espe- 
ciales, una  de  las  cuales  es  la  de  que  el  poder 
para  pleitos  se  acaba  por  la  muerte  del  poder- 
dante, si  no  estuviere  contestada  la  demanda, 
y  continuará  si  ya  lo  estuviere;  de  modo  que  el 
hecho  en  que  hay  que  fijar  la  atención  para 
saber  si  un  poder  judicial  ha  caducado  ó  nó  por 
la  muerte  del  poderdante  es  la  contestación  de 
la  demanda;  si  no  se  ha  contestado  ésta,  se 
acaba  fatalmente  el  poder,  y  el  último  instante 
de  la  existencia  del  poderdante,  es  el  primero 
de  la  extinción  del  poder.  (Artículo  354  del  Có- 
digo Judicial).   Otra  diferencia  con  el  mandato 


1)  Artículo  2069  del  Código  Civil. 
*  Artículo  2142  del  Códigt  GiviL 
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civil,  es  que  respecto  de  éste  pata  que  el  man- 
datario cese  en  sus  funciones  se  necesita  que 
haya  sabido  la  muerte  del  mandante,  y,  además, 
es  preciso  que  no  se  siga  perjuicio  al  mandante 
ó  á  sus  herederos.  (Casación  de  15  de  Diciembre 
de  1900,  XV,  125,  2.*) 

250 — La  razón  que  á  juicio  de  la  Cortejustifica 
la  disposición  del  artículo  354  del  Código  Judi- 
cial, es  la  de  que  cuando  la  demanda  no  ha  sido 
contestada,  no  existe  todavía  el  cuasicontrato 
que  produce  todo  litigio,  porque  siendo  la  con- 
testación la  raíz  de  los  juicios,  sin  ella  los  jui- 
cios no  se  formalizan ;  la  contestación  es  la  que 
fija  los  términos  del  pleito  y  la  que  obliga  á  las 
partes  &  seguirlo  hasta  su  contestación,  por  lo 
cual  la  terminación  del  mandato  en  esas  cir- 
cunstancias no  puede  causar  perjuicio  á  los 
herederos  del  mandante.  (Casación  del  15  de 
Diciembre  de  1900,  XV,  126,  !.•) 

251 — La  mala  representación  de  un  menor  en 
un  juicio  da  lugar  &  la  nulidad  del  juicio,  por 
ilegitimidad  de  la  personería  de  una  de  las  par- 
tes; pero  no  pueden  entrañar  la  incompetencia 
de  jurisdicción  en  el  Juez  ó  Tribunal  sentencia- 
dor (1).  Casación  de  4  de  Diciembre  de  1900, 
XV,  118,  1/) 


Minas 


1091*    1096* 

252 — Aunque  el  denunciante  de  una  mina  esté 
obligado  &  pedir  la  posesión,  no  perderá  el  dere- 
cho &  dicha  posesión  por  el  sólo  hecho  de  no  ha- 
berla pedido  dentro  de  los  sesenta  días  señalac 
por  el  artículo  56  del  Código  de  Minas,  si  hv 
justa  causa  legal  mente  comprobada  para  no  ¡ 
diría.  Y  el  hecho  de  habérsele  dado  la  posean 
hace  presumir  que  aquella  justa  causa  se  co 


(1)  ¿rtfouloe  480  del  Código  Ciril,  y  123  de  la  Ley  105  de  1890. 
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probó  legalmente.  (Casación  de  15  de  Marzo  de 
1890,  XIV,  115,  2.*  y  116,  1.*) 
Vinas         253 — No  es  motivo  de  nulidad  de  la  posesión  de 

nna  mina  la  circunstancia  de  no  haberse  medi- 
do personalmente  por  el  Alcalde  y  los  peritos 
todos  los  lados  de  su  perímetro,  porque  la  me- 
dición pudo  hacerse  científicamente  y  porque 
la  ley  de  la  materia  no  declara  que  tales  omi- 
siones sean  causa  de  nulidad  de  la  de  las  minas. 
(Casación  de  15  de  Marzo  de  1899,  XIV,  116,  2.») 

Ministerio  Público  251 — Los  Agentes  del  Ministerio  Público 

deben  emitir  concepto  en  los  negocios  que  les 
pasan  los  Jueces,  aunque  los  sumarios  no  estén 
perfectos;  pues  de  otra  suerte  sus  funciones  se 
limitarían  &  pedir  el  juzgamiento  ó  la  absolu- 
ción de  los  sindicados,  sin  que  tuviesen  nada 
que  hacer  para  cooperar  á  la  administración  de 
justicia  y  para  promover  la  averiguación  de  los 
delitos  y  de  los  delincuentes.  (Auto  de  2  de 
Diciembre  de  1897,  XV,  192,  2.*) 

400 

Ministros  dkl  Despacho  255— Las  atribuciones  que  corresponden 

á  la  Corte  Suprema  en  las  causas  de  responsabili- 
dad que  se  refieren  á  los  Ministros  del  Despacho, 
se  hallan  subordinadas  á  las  que  incumben  al 
Congreso,  y  por  tanto  la  Corte  debe  abstenerse 
de  adoptar  procedimiento  alguno  en  dichas  cau- 
sas. (Auto  de  28  de  Junio  de  1898,  XV,  360,  1.*) 

Mora  256— Romper  un  contrato,  que  es  ley  entre  los 

contratantes,  tanto  quiere  decir  como  infringir- 
lo, violarlo,  no  cumplirlo;  y  esto  en  esencia  es 
lo  mismo  que  la  mora  de  que  habla  el  Código 
Civil,  al  decir  en  el  artículo  1608  que  el  deudor 
está  en  mora  cuando  no  ha  cumplido  la  obliga- 
ción dentro  del  término  estipulado.  (Casación 
de  18  de  Mayo  de  1899,  XIV,  166,  1.*) 

Multa         257 — No  comete  el  delito  de  resistencia  &  la 


» 

4. 


m 


Multa 


JUBIBPBUDBNOÍA 

ejecución  de  un  acto  de  justicia  ó  providencia 
de  autoridad  pública,  el  Administrador  de  Ha- 
cienda que  se  niega  á  cumplir  la  orden  del  Tri- 
bunal de  segunda  instancia  para  que  devuelva 
&  un  particular  unas  multas  á  que  lo  condena 
el  Juez  de  la  causa;  pues  la  orden  debe  de  re- 
cibirla del  Juez,  que  es  á  quien  corresponde 
cumplir  la  sentencia  del  Tribunal.  (Auto  de  18 
de  Agosto  de  1902,  XV,  389,  2/) 

258— La  devolución  de  una  multa  no  está  sujeta 
&  liquidación  ni  orden  de  pago,  como  sucede 
con  la  devolución  de  un  suplemento  ó  de  un 
depósito  cualquiera.  (Auto  de  18  de  Agosto  de 
1902,  XV,  389,  2.») 

259 — La  devolución  de  una  multa  se  efectúa, 
siempre  bajo  la  responsabilidad  del  respectivo 
pagador  con  arreglo  á  lo  establecido  por  el  arti- 
culo 130T  del  Código  Fiscal,  y  esa  responsabili- 
dad implica  el  derecho  correlativo  de  examinar 
la  legalidad  de  la  orden  que  reciba  para  devol- 
verla, y  para  reclamar  ó  protestar  contra  dicha 
orden  cuando  la  considere  ilegal.  (Auto  de  1& 
de  Agosto  de  1902,  XV,  889,  2.*) 
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260 — Cuando  la  Nación  es  demandada,  los  de- 
rechos del  demandante  no  pueden  establecerse 
ó  suponerse  por  el  simple  reconocimiento  del 
representante  de  aquella  entidad,  á  quien  nc  " 
es  dado  obligarla  por  declaraciones  ó  reconr 
miento  de  hechos  de  ninguna  clase,  ni  aseí 
miento  á  la  demanda,  tácito  ó  expreso,  de  doi 
se  infiere  que  el  derecho  del  demandante,  ó  i 
del  que  promovió  el  juicio,  debe  justifica 
con  documentos  auténticos  ü  otraa  ptuébas 
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Notario 


gales  enteramente  independiente  del  consenti- 
miento tácito  6  expreso  del  representante  de  la 
República  (1).  (Sentencia  de  23  de  Marzo  de 
1900,  XV,  56,  1.») 

261 — El  nombramiento  de  Notario  interino  no 
corresponde  en  todo  caso  y  únicamente  á  la  au- 
toridad política  del  lugar.  Cuando  la  falta  es 
absoluta,  el  nombramiento  corresponde  &  la  pri- 
mera autoridad  política  del  lugar,  ó  sea  el  Al- 
calde, y  cuando  la  falta  es  temporal,  el  nom- 
bramiento corresponde  al  Prefecto  (2).  (Casación 
de  11  de  Noviembre  de  1899,  XIV,  364,  1S  y  2.») 

Notificación    262 — El  solo  hecho  de  que  unas  notificaciones 

hayan  sido  practicadas  por  un  dependiente  de 
la  Secretaría  y  no  por  el  Secretario,  no  implica 
que  se  hayan  verificado  necesariamente  fuera 
del  local  del  Juzgado;  pues  han  podido  ser  he- 
chas por  el  dependiente  en  el  local  del  Juzgado 
en  virtud  de  estar  ocupado  6  ausente  el  Secreta- 
rio (3).  (Casación  de  3  de  Mayo  de  1899,  XIV, 
209,  1.*) 

—  263 — Aunque  las  notificaciones  de  primera  ins- 
tancia se  hayan  hecho  fuera  del  local  del  Juz- 
gado, eso  sólo  no  las  viciaría  de  nulidad,  pues 
la  disposición  del  artículo  33  de  la  Ley  105  de 
1890  es  aplicable  &  todos  los  casos  de  notifica- 
ciones personales.  (Casación  de  3  de  Mayo  de 
1899,  XIV,  209,  1.»  y  2.a) 

—  264 — La  circunstancia  de  faltarles  el  señala- 
miento de  la  hora  en  que  se  hubieren  efectuado 
las  notificaciones,  y  el  haber  sido  hechas  por  un 
dependiente  ó  fuera  del  Juzgado,  no  implica 


(1)  Sentencia  de  23  de  Febrero  de  1892,  VII,  106,  1.*;  artículo!  9  de  la  Ley  169  de  1896 
1491  del  Código  Fiscal. 

(3)  Artículos  181,  ordinal  2*,  y  285  del  Código  Político  y  Municipal,  y  81  de  la  Ley  9* 
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<•)  >  Artícal*  «»  y  tt  fcVla  Ley  10»  tfé  >*9*. 
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que  sean  nulas,  porque  en  realidad  no  habrían 
sido  hechas  "en  otra  forma"  que  la  expresada 
en  el  Código,  sino  en  otro  lugar  6  en  otra  oca- 
sión. (Casación  de  3  de  Mayo  de  1899,  XIV, 
209,  2.*) 

Notificación  265— Aunque  todas  las  notificaciones  de  prime- 
ra instancia  no  hubieran  sido  legalmente  hechas, 
el  Tribunal  de  segunda  instancia  adquiere  juris- 
dicción para  conocer  del  asunto  en  virtud  de  ha- 
berse concedido  al  recurrente  el  recurso  de  ape- 
lación legalmente  interpuesto  por  él.  (Casación 
de  3  de  Mayo  de  1899,  XIV,  209,  2.*) 

—  266 — Las  informalidades  por  incorrección  en  el 
modo  de  notificar  á  las  partes  algunas  de  las 
providencias  del  juicio,  no  son  elementos  que 
puedan  aprovecharse  para  los  efectos  de  la  ca- 
sación, ya  porque  la  oportunidad  en  que  ellas 
pueden  alegarse  solamente  es  la  de  la  secuela  de 
la  causa  en  la  cual  el  recurrente  está  debida- 
mente representado  por  un  apoderado  consti- 
tuido en  forma  legal,  y  ya  también  porque  dicen 
relación  á  leyes  adjetivas,  cuya  violación,  supo- 
niendo que  exista,  no  sirve  para  fundar  el  re- 
curso. (Casación  de  19  de  Agosto  de  1899,  XIV, 
327,  l.1) 

—  267— La  informalidad  de  haberse  omitido  la 
notificación  legal  del  auto  de  proceder  al  reo  y 
á  su  defensor,  no  constituye  nulidad  en  los  jui- 
cios militares,  cuando  la  sentencia  es  absoluto- 
ria. (Sentencia  de  29  de  Agosto  de  1901,  XV, 
197,  1.*;  Sentencia  de  6  de  Noviembre  de  1901, 
XV,  244,  1.») 

1009* 

—  $68 — El  no  hacer  al  reo  y  á  su  defensor  la  no 
ficación  del  auto  de  enjuiciamiento,  es  omisií 
insanable  cuando  ocurre  en  proceso  en  que « 
ha  dictado  sentencia  condenatoria,  y  entra 


DE  LA  CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 


nulidad  de  la  causa  (1).  Auto  de  3  de  Diciembre 
de  1S97,  XV,  198,  1.*) 


269 — No  es  culo  un  proceso  militar  porque  se 
haya  omitido  la  formalidad  de  notificar  al  de- 
fensor del  reo  el  auto  de  proceder,  cuando  la 
sentencia  es  absolutoria;  y  lo  mismo  U  dice 
cuando  la  sentencia  es  condenatoria,  pero  el  reo 
ha  cumplido  ya  el  tiempo  de  su  condena.  (Sen- 
tencia de  G  de  Noviembre  de  1901,  XV,  244,  1'). 

1016* 

270— No  se  puede  considerar  notificada  una  sen- 
tencia en  el  juicio  en  que  se  dicta,  cuando  sólo 
se  ha  hecho  saber  a  una  de  las  partes,  sino  des- 
de que  se  ha  hecho  saber  al  último  de  los  liti- 
gantes, esto  60,  cuando  están  notificadas  del 
fallo  todaB  las  partes  (2).  (Auto  de  17  de  Mayo 
de  1902,  XV,  315,  1.') 

271— Para  el  efecto  de  aplicar  la  sanción  del 
artículo  1742  del  Código  Civil  que  prohibe  ale- 
gar la  nulidad  al  que  ha  ejecutado  el  acto  ó  ce- 
lebrado el  contrato,  sabiendo  ó  debiendo  saber 
el  vicio  que  lo  invalidaba,  no  hay  diferencia  en- 
tre solicitar  que  se  declare  que  una  venta  no 
tiene  efecto  alguno  y  solicitar  que  esa  venta  se 
declare  nula.  (Casación  de  10  de  Diciembre  de 
1898,  XIV,  95,  2.') 


272 — Un  contrato  solemne  puede  ser  nulo,  aun- 
que la  escritura  pública  en  que  se  hizo  constar 


(1)  Aitfeuloi  1SS6  y  1«4  del  Cflügo  MiliUr. 

(2)  Artlculoi  SO  j  372  de  1»  L*y  105  áe  1890  ¡  Í07  J  6W  M  CSdfco  Jadiciii. 
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no  tenga  ningún  defecto  de  forma  que  la  haga 
tachable  como  instrumento  público  (1).  (Casa- 
ción de  26  de  Mayo  de  1899,  XIV,  224,  1.») 

981* 

Nulidad  273— La  prohibición  de  alegar  la  nulidad  (Ar- 
tículos 1742  del  Código  Civil,  15  de  la  Ley  95  de 
1890)  no  se  refiere  sino  al  que  ha  celebrado  el 
acto  ó  contrato  nulo,  sabiendo  ó  debiendo  saber 
el  vicio  que  lo  invalidaba,  y  en  ninguna  manera 
á  las  personas  que  han  adquirido,  á  cualquier 
título,  los  derechos  de  aquél,  es  decir,  á  sus 
causahabientes,  porque  la  privación  de  alegar 
la  nulidad  es  una  pena  civil  por  la  violación  de 
la  ley,  y  ella  no  debe  alcanzar  á  quien  no  ha 
tenido  parte  en  la  falta  &  que  el  legislador  im- 
pone esa  sanción.  (Casación  de  27  de  Mayo  de 
1899,  XIV,  230,  1.') 

995* 

—  274 — Si,  como  es  cierto,  un  contrato  viciado  de 
nulidad  absoluta  no  establece  ningún  vinculo 
de  derecho  entre  los  contratantes,  es  claro  que 
por  él  no  se  transmite  la  propiedad;  por  consi- 
guiente, la  venta  de  una  finca  raíz  afectada  de 
aquel  vicio,  no  puede  decirse  que  sale  realmente 
del  patrimonio  del  vendedor,  y  si  éste  conserva 
en  este  caso  su  dominio,  bien  puede  sostenerse 
que  es  esta  acción  la  que  transmite  á  sus  here- 
deros, &  los  cuales  hay  que  reputar  como  terce- 
ros respecto  de  su  causante.  (Casación  de  27  da 
Mayo  de  1899,  XIV,  230,  1/) 

—  275 — Tratándose  de  autos  ejecutados  por  la . 
toridad  pública,  en  ejercicio  de  facultades  r 
ramento  administrativas,  la  ley  no  concedí 


(1)  ArttaW»  1906  del  Cófifct  Civil. 
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los  particulares  otro  derecho  que  el  de  ser  in- 
demnizados por  los  daños  que  puedan  inferírse- 
les en  los  casos  previstos  por  ella  misma,  y  no 
el  de  demandar  la  nulidad  de  esos  actos,  que 
son  el  resultado  de  la  potestad  de  administrar  y 
fomentar  los  intereses  públicos.  (Sentencia  de 
30  de  Enero  de  1900,  XV,  22,  1S) 

416 

Nulidad        276— La  nulidad  relativa  no  significa  otra  cosa 

que  la  facultad  temporal  que  concede  la  ley  & 
determinadas  personas  para  destruir  los  efectos 
del  acto  ó  contrato  que  adolece  de  al$úu  vicio 
subsanable.  De  aquí  que  su  pronunciamiento 
restablezca  las  cosas  al  estado  que  tenían  antes 
de  su  celebración,  y  que  en  este  estado  cada  uno 
de  los  contratantes  cumpla  las  obligaciones  que 
mutuamente  le  corresponden,  esto  es,  devolver 
al  comprador  los  efectos  que  trató  de  adquirir  y 
al  vendedor  el  precio  que 'recibió  por  ellos  (1). 
(Casación  de  4  de  Diciembre  de  1900,  XV,  117, 
2/  y  118,  1.') 

—  27T— La  alegación  de  la  nulidad  de  un  proceso 
por  haberse  omitido  la  notificación  del  auto  de 
proceder  al  sindicado  ó  á  su  defensor,  es  un  de- 
recho que  él  puede  alegar  ó  renunciar  según 
convenga  á  sus  intereses.  (Sentencia  de  6  de 
Noviembre  de  1901,  XV,  244,  !.•) 

269 

—  278 — En  los  procesos  militares  no  puede  tenerse 
en  cuenta  la  causal  de  nulidad  de  que  trata  el 
numeral  7.*  del  artículo  264  de  la  Ley  57  de 
1887,  consistente  en  haberse  incurrido  en  error 
en  la  denominación  genérica  del  delito,  porque 


(1)  Artículo  1741,  indio  *.•  del  Código  Civil. 
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en  aquellos  procesos  no  hay  otras  informalida- 
des substanciales  que  los  vicien  que  las  sefialadas 
en  el  artículo  1836  del  Código  Militar,  y  allí  no 
figura  aquélla.  (Sentencia  de  21  de  Marzo  de 
1898,  XV,  245,  2.a) 

279— De  que  el  Juez  de  la  causa  no  haya  cum- 
plido con  lo  dispuesto  en  el  articulo  284  de  la 
Ley  57  de  1887  (1),  no  se  sigue  que  se  haya  in- 
currido en  Jas  causales  de  nulidad  indicadas  en 
los  ordinales  5t°  y  6.*  del  articulo  264  de  la  cita- 
da Ley,  á  saber:  "no  haberse  notificado  á  las 
partes  el  auto  en  que  se  señala  día  para  la  cele- 
bración del  juicio  "  y  "  no  haberse  celebrado  él 
juicio  el  día  y  hora  señalados."  (Casación  de  30 
de  Marzo  de  1898,  XV,  253,  !.•) 


o 


Omisión        280— El  omitir  un  Juez  la  consulta  de  un  auto 

que  ha  debido  consultarse  en  conformidad  con 
el  artículo  323  de  la  Ley  105  de  1890,  es  un  he- 
cho que  en  el  supuesto  de  que  fuese  criminoso, 
apenas  caería  bajo  la  sanción  de  multa  señalada 
por  el  artículo  528  del  Código  Penal,  y  no  daría 
lugar  á  procedimiento  por  los  trámites  ordina- 
rios. (Auto  de  25  de  Febrero  de  1898,  XIV, 
64,  1.*) 

Orden  público  281— Para  que  el  Presidente  de  la  República 

pueda  cumplir  con  el  deber  de  conservar  el  or- 
den público,   necesita  de  la  cooperación  activa 
de  sus  agentes  permanentes,  como  son  los  Go- 
bernadores, Prefectos  y  Alcaldes;  porque  at 
que  tuviera  el  don  de  la  ubicuidad,  le  sería  \ 


(I)  Este  artículo  dice ;  "  Luego  que  esté  comoleto  el  Jurado,  el  Juez  dispondrá  que  i 
dé  titilado  del  proceio  á  cada  uno  de  sus  miembros  por  uno  6  cinco  días,  según  la  graredad 
hecho  y  el  Tolumen  del  expediente.  Surtidos  6  renunciados  los  traslados,  el  Juec  señalara"  di 
hora  para  la  celebración  del  juicio,  señalamiento  que  se  haii  para  uno  de  los  tres  días  sígaienr- 
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8í  solo  imposible  llenar  esa  obligación,  7  macho 
meaos  restablecer  el  orden  en  donde  hubiera 
sido  turbado.  De  suerte  que  la  ordenanza  que 
tenga  disposiciones  sobre  orden  público,  lejos  de 
ser  contraria  á  la  Constitución,  se  dirige  á  que 
ella  tenga  eficaz  cumplimiento  (1).  (Auto  de  31 
de  Marzo  de  11*02,  XV,  266,  2.') 
Ordenadores  282 — La  ley  no  hace  responsables  civilmente  á 
los  ordenadores  cuando  los  pagadores  no  protes- 
tan la  orden  de  pago  por  ilegal,  y  cuando,  por 
la  falta  de  protestad,  no  han  insistido  los  ordena- 
dores (-J).  (Auto  de  1 0  de  Abril  de  11)02,  XV,  300, 
2.É;  Auto  de  21  de  Abril  de  1902,  XV,  307,  2.') 
Ordenanzas  283 — La  Corte  Suprema  no  puede  anular  dispo- 
siciones de  una  Ordenanza  que  ya  no  existe  por 
haber  sido  derogada  por  otra  posterior,  pues  no 
había  lógica  ni  legalmente  objeto  sobre  el  cual 
pudiera  recaer  el  fallo.  (Auto  de  26  de  Octubre 
de  18ÍÍ9,  XIV,  lfí,  1.") 

—  2S4— Las  Asambleas  departamentales  no  pue- 
den establecer  otras  contribuciones  ó  arbitrios 
rentísticos  que  los  que  les  permiten  las  leyes; 
pero  sí  pueden  continuar  cobrando  los  estable- 
cidos por  las  Asambleas  de  los  extinguidos  Es- 
tados. (Resolución  de  *  de  Noviembre  de  1899, 
XIV,  16,  2.') 

—  285 — El  Gobernador  es  á  un  tiempo  Agente  del 
Poder  Ejecutivo  y  Jefe  superior  de  la  Adminis- 
tración departamental,  é  igual  cosa  ee  debe  decir 
del  Prefecto  en  su  Provincia  y  del  Alcalde  en  su 
respectivo  Municipio,  empleados  que  en  su  ca- 
rácter departamental  están  sometidos  á  los  de- 
beres que  se  les  impongan  por  las  Ordenanzas, 
las  cuales  pueden  decir   con   perfecto  derecho 


(1)  Arlfcnlüí  líB, 

81  y  tU  <M  Código  Político  ¡  Municipal. 

tl|   El  nrttculo4d 

U  Ley  36  de  189S,  diiuone  q>ie  loe  oidenedorn  de  geetol  pfibl 

niimcnte  reíponiable 

ton  Ion  p<gadoie«  pnt  !■>  uniente   ilegnle*  que  giien  ;   j  que  la 

idid  penirl  únienraen 

e  iol>re  el  orderuilur  eunrtdo  el  pagador  ptoteile  dichii  Arden». 

fét 
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que  los  Gobernadores  son  Jefes  de  Policía  en 
sus  Departamentos)  los  Prefectos  en  sus  Pro- 
vincias y  los  Alcaldes  en  sus  Municipios.  (Auto 
de  31  de  Marzo  de  1902,  XV,  266,  1.*) 

286 — Una  Ordenanza  no  es  nula  por  contener 
disposiciones  sobre  orden  público  cuya  conser- 
vación y  restablecimiento  corresponde  al  Presi- 
dente de  la  República  (1).  (Auto  de  31  de  Marzo 
de  1902,  XV,  266,  2.*) 

287 — tos  asuntos  civiles,  penales,  de  organiza- 
ción judicial  y  de  régimen  político  y  municipal, 
no  son  de  la  exclusiva  competencia  de  la  Nación; 
los  Departamentos  pueden  intervenir  j  regla- 
mentar esos  negociados  sin  salirse  de  la  esfera 
de  sus  atribuciones.  La  Constitución,  en  efecto 
(artículo  185),  dice  expresamente  que  corres- 
ponde á  las  Asambleas  departamentales  todo  lo 
relativo  &  la  policía  local,  y  tiene  forzosamente 
que  rozarse  con  todos  los  asuntos  que  son  mate- 
ria de  dichos  Códigos.  (Auto  de  31  de  Marzo  de 
1902,  XV,  268,  2.*) 

288 — No  es  objetable  una  Ordenanza  departa- 
mental porque  reglamenta  el  concierto  que  es 
objeto  de  beneficencia  y  moralidad,  como  medio 
de  evitar  el  desamparo  de  qeres  indefensos,  y 
como  pena  contra  la  vagancia  y  mendicidad. 
(Auto  de  31  de  Marzo  dp  1902^  XV,  270,  2.*) 


p 


Pagados 


\ 


289— Conforme  al  artículo  1283  del  Código  T" 
cal,  las  dos  excepciones  á  que  se  refiere  el  1 
ibídem,  para  no  hacer  responsables  solida 
mente  al  ordenador  y  al  pagador  de  una  orí 
de  pago  ilegal,  son:  1.%  cuando  el  pagador 


(1)  Artíoulos  120,lincMo  8.\  y  121  de  U  Constitución. 


I 
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ha  cumplido  la  obligación  que  tiene  de  protes- 
tar las  órdenes  de  pago  ilegales,  2.*,  cuando  el 
pagador  bí  ha  cumplido  la  obligación  de  protes- 
tar tales  órdenes  y  el  ordenador  ha  insistido  en 
el  pago.  En  el  primer  caso  la  responsabilidad  es 
del  pagador,  en  el  segundo,  del  ordenador  (1). 
(Auto  de  10  de  Abril  de  1902,  XV,  300,  2.»  y  301, 
1.»;  Auto  de  21  de  Abril  de  1802,  XV,  307,  2.') 


Partes  290.  En  los  juicios  no  pueden  alterarse  las  cali- 

dades jurídicas  de  las  partes,  determinadas  en 
la  demanda  y  en  la  contestación.  (Casación  de 
15  de  Diciembre  de  1900,  XV,  126,  1.») 

Particióic  de  bienes.  291 — La s  reglas  3."  y  4/  del  artículo  1394 
del  Código  Civil,  sobre  partición  de  bienes  here- 
ditarios, no  son  absolutas  sino  relativas,  y  por 
lo  mismo  no  puede  decirte,  en  manera  alguna, 
que  se  trata  de  principios  concretos  de  derecho 
positivo,  y  que  su  infracción  constituye  la  cau- 
sal de  casación  consistente  en  violación  de  ley 
sustantiva.  (Casación  de  29  de  Abril  de  189», 
XIV,  159,  1.") 

—  292 — En  Derecho  Civil  colombiano  no  tiene  ca- 

bida la  doctrina  del  Derecho  Eomano,  en  virtud 
de  la  cual  la  partición  de  la  herencia  entre  los 
copartícipes  era  considerada  como  una  especie 
de  permuta  ó  cambio  de  bienes;  nuestra  ley  se 
separó  en  absoluto  de  esa  ficción  para  estable- 
cer, por  el  artículo  1401  del  Código  Civil  (2), 
una  presunción  de  derecho  contra  la  cual  no  es 

i]  VÉíh  el  arlículot.*,  déla  Ley  í<¡  de  L898. 

!)  E»te  artículo  dico  :  "  Cada  asignatario  se  repulir*  haber  sucedido  iimediata  y  excluii- 
al  difunto  eu  todos  los  efecto?  que  le  hubieren  cabido  y]no  haber  tenido  jamas  parte  atgu. 
i  otrea  efectoa  de  la  sucesión. 

t  consiguiente,  ai  alguno  de  loa  conilgn  atar  Uta   ha   enajenado   una  coa*  que  en  U  partí» 
""e«  i  otro  de  elloa,  ae  podrí  proceder  como  en  el  caao  de  Tanta  de  coa*  ajena." 
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lícito  admitir  prueba,  según  el  artícullo  66  del 
citado  Código.  (Casación  de  12  de  Junio  de  1899, 
XIV,  238,  2.*) 

—  293 — La  partición  de  los  bienes  de  una  sucesión 
es  la  división  y  distribución  ó  adjudicación  de 
dichos  bienes  entre  los  partícipes  ó  herederos, 
dando  á  cada  uno  la  parte  que  le  corresponde, 
según  la  voluntad  del  difunto,  ó  según  los  pre- 
ceptos de  la  ley  (1).  (Casación  de  20  de  Octubre 
de  1899,  XIV,  347,  2.*) 

—  294— Cada  uno  de  los  herederos  de  una  suce- 
sión tiene  un  derecho  pro  indiviso  en  los  bienes 
de  la  herencia,  por  lo  cual  la  partición  debe  ha- 
cerse con  la  intervención  de  todos  los  herederos, 
que  son  los  representantes  de  la  persona  del 
testador,  por  sucedería  en  todos  sus  derechos  y 
obligaciones  transmisibles.  (Casación  de  20  de 
Octubre  de  1899,  XIV,  347,  2.*)    * 

81 

—  295 — El  juicio  de  partición  de  los  bienes  de 
toda  herencia  tiene  por  objeto  principal  poner 
fin  &  una  comunidad;  de  suerte  que  en  estos 
pleitos  sólo  pueden  llamarse  sentencias  definiti- 
vas las  que  aprueban  las  particiones.  No  tienen, 
por  tanto,  el  carácter  de  sentencias  definitivas 
las  providencias  por  medio  de  las  cuales  se  re- 
suelven las  dudas  que  se  hayan  presentado  al 
partidor,  ó  se  deciden  las  objeciones  que  se  hayan 
hecho,  y  se  indica  el  modo  de  llevar  á  cabo  la 
partición.  (Auto  de  9  de  Abril  de  1902,  XV, 
297,  2.»)  ' 

Pena  capital   29G— Cuando  el  Jurado  califica  el    homic 

como  asesinato,  con  alguna  de  las  circunstan. 
especificadas  en  los  ocho  primeros  número* 


(1)  Aitículo  1374  del  Código  Civil. 


DE  LA  CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA  545 

articulo  586  del  Código  Penal,  la  pena  que  el  Juez 
de  derecho  debe  imponer  no  puede  ser  otra  que 
la  de  muerte,  conforme  al  articulo  598  de  dicho 
Código  (1).    (Casación  de  15  de  Diciembre  de 

1897,  XV,  203,  1.*;  Casación  de  18  de  Junio  de 

1898,  XV,  322,  l.1;  (Casación  de  22  de  Junio  de 
1898,  XV,  362,  2.') 

35,  820*,  (137),  (140) 

297. — Las  Asambleas  departamentales  pueden 
establecer  las  siguientes  penas,  para  imponerlas 
por  medio  de  la  Policía  á  los  tranagresores  de 
sus  Ordenanzas:  reclusión,  trabajo  en  obras  pú- 
blicas, encierro  correccional,  arresto,  concierto, 
destierro,  confinamiento,  multas,  comiso  y  cau- 
ción de  buena  conducta.  (Auto  de  31  de  Marzo 
de  1902,  XV,  274,  2.-> 

(11) 

298 — Quien  puede  establecer  la  pena  de  trabajo 
en  obras  públicas,  puede  también  crear  la  de 
concierto,  que  es  una  especie  de  trabajo;  y  quien 
tiene  la  facultad  de  confinar,  posee  la  de  deste- 
rrar, porque  la  primera  comprende  en  cierto 
modo  la  segunda.  Igual  cosa  debe  decirse  res- 
pecto de  la  multa  y  el  comiso.  (Auto  de  31  de 
Marzo  de  1902,  XV,  274,  2/) 

299 — Por  numerosos,  decisivos,  oportunos  y  va- 
liosos que  hayan  sido  los  servicios  que  una  per- 
sona haya  prestado  á  la  Nación,  si  éstos  no 
son  servicios  militares,  la  Corte  Suprema  no 
puede,  sin  faltar  á  sus  deberes,  conceder  pen- 
sión ni  recompensa  por  ellos.  Esa  es  misión  que 
se  ha  reservado  para  sí  el  CoDgreao  y  que  no 
puede  arrebatarle  el  Poder  Judicial.  (Auto  de 
12  de  Junio  de  1902,  XV,  349,  2.») 


.rtlculoi  S7S  j  597  <M  Código  Peoil. 
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ItafttfftOiOS      300— Los  perjuicio*  que  son  de  cargo  del  que 

debe  ana  cantidad  de  dineto  lito  son  otros  que  el 
pago  de  los  intereses  legales  6  estipulados  (1). 
(Casación  de  26  de  Abril  dé  1809,  XIV,  149,  2/) 

(188) 

—  301 — Pedir  que  se  declare  que  un  demandado 
%  debe  ser  condenado  al  resarcimiento  de  perjui- 
cios, es  lo  mismo  en  el  fondo,  aunque  haya  im- 
propiedad en  la  forma,  que  pedir  que  el  deman- 
dado sea  condenado  á  resarcir  los  perjuicios. 
(Casación  de  18  de  Mayo  de  1899,  XIV,  166, 1/) 

—  302 — La  disposición  del  articulo  840  del  Código 
Judicial  es  sustantiva  en  cuanto  determina  el 
ejercicio  de  la  acción  de  perjuicios  y  el  objeto 
que  debe  tener  el  segundo  juicio,  que  versará 
únicamente  sobre  la  fijación  de  la  cuantía  de 
los  que  se  hubieren  probado  en  el  primero,  como 
lo  dice  más  expresamente  el  artículo  874,  según 
el  cual  en  el  segundo  juicio  no  se  discutirá  la 
obligación  de  pagarlos  sino  la  cuota  que  se  debe 
en  virtud  de  la  primera  sentencia.  (Casación  de 
3  de  Mayo  de  1899,  XIV,  184,  1.*) 

—  3Óá— No  es  el  simple  hecho  ¿te  que  el  comprador 
haya  obtenido  un  plazo  para  pagar  el  precio  lo 
que  puede  echar  sobre  el  vendedor  la  carga  de 
los  perjuicios,  si  el  primero  no  ha  querido  ó  no 
ha  podido  pagar  al  vencimiento  del  plazo  res- 
pectivo: es  la  falta  de  pago  oportuno  lo  que  qui- 
ta al  comprador  el  derecho  &  tal  indemnización, 
y  no  lo  habilita  para  obtener  la  fijación  de  — 
plazo  que  él  no  ha  podido  ó  querido  respeto* 
relación  con  la  convención  (2).  (Casación 

de  Julio  de  1899,  XIV,  281,  2.*) 


(1)  Artículo  1617  del  Código  Ciril. 

(2)  Artículo  1882  del  Código  Civil. 
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Plazo  304— Salta  á  la  vista  que   cuando  el  articulo 

1882  del  Código  Civil  habla  de  estipulación  á 
plazo,  se  refiere  á  plazos  que  están  por  vencer- 
se y  no  á  los  vencidos  que  el  comprador  no  baya 
podido  ó  querido  respetar,  pues  de  otro  modo 
sería  absurdo  el  camino  de  pago  inmediato  ó  de 
aseguro  de  pago  que  la  misma  disposición  le  se- 
ñala para  el  caso  de  que  su  fortuna  haya  venido 
á  menos.  (Casación  de  5  de  Julio  de  1899,  XIV, 
381,  2.») 

—  305 — Corresponde  al  Juez,  al  decidir  sobre  el 

derecho  entre  las  partes,  estudiar  si  después  de 
celebrado  el  contrato  ó  contraída  la  obligación 
ha  transcurrido  ó  no  el  tiempo  indispensable 
para  cumplirla.  (Casación  de  10  de  Diciembre 
de  1899,  XIV,  404,  l.«) 

Poder  306 — No  es  requisito  indispensable  para  que  que- 

de determinado  con  precisión  el  negocio  á  que 
se  refiere  un  poder  para  vender  una  finca  ajena, 
el  que  se  expresen  los  linderos  de  ésta,  siempre 
que  aparezca  por  otros  motivos  inequívocos  la 
determinación  precisa  de  dicho  negocio.  (Casa- 
ción de  2  de  Noviembre  de  1899,  XIV,  359,  I.*) 

(894) 

Poder  Ejecutivo.  307— Para  que  el  Poder  Judicial  pueda  dar 
cumplimiento  á.  un  decreto  de  carácter  legisla- 
tivo sobre  asuntos  judiciales,  es  preciso  resolver 
antes  sobre  su  exequibilidad,  la  cual  depende 
de  la  facultad  constitucional  y  legal  que  haya 
tenido  quien  lo  da  para  asumir  el  ejercicio  del 
Poder  Ejecutivo  (1).  (Acuerdo  número  865,  de 
21  de  Septiembre  de  1900,  XIV,  257,  1.') 

JIE9  nacionales.  308— Por  regla  general,   los  altos  poderes 
nacionales  residen  y  ejercen  sus  funciones  en 


Artículo  195  del  Código  de  Or{t.ili: 
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la  capital  de  la  República,  como  lo  demuestra 
el  ordinal  9.'  del  artículo  120  de  la  Constitución, 
al  prevenir  que  si  el  Presidente  ejerce  el  mando 
militar  en  calidad  de  Jefe  de  los  Ejércitos,  quo- 
dará  el  Vicepresidente  encargado  de  los  otros 
ramos  de  la  Administración  (1).  (Acuerdo  nú- 
mero 865,  de  21  de  Septiembre  de  1900,  XIV, 
275,  1/jí.1) 

Policía         309 — Una  Ordenanza  no  es  objetable  porque 

atribuya  &  la  Policía  el  conocimiento  de  ciertos 
delitos  especiales;  pues  el  inciso  2.*  del  artículo 
1.°  de  la  Ley  100  de  1892,  reconoce  que  las  au- 
toridades administrativas,  entre  las  cuales  figu- 
ran los  empleados  de  Policía,  ejercen  en  casos 
especiales  funciones  judiciales,  y  desaparece  asi 
la  objeción  de  que  la  Policía  no  puede  conocer 
de  algunos  asuntos  criminales,  sobre  todo  si  se 
fija  la  atención  en  el  inciso  2.°  del  artículo  14  de 
la  Ley  72  de  1890,  que  dice  expresamente  que 
de  los  hurtos  de  menos  de  diez  pesos  debe  cono- 
cer la  Policía.  (Auto  de  81  de  Marzo  de  1902, 
XV,  271,  2.*) 

(11) 

Posesión      •  310— La  posesión  en  los  juicios  posesorios,  y 

especialmente  en  el  de  despojo,  no  se  prueba 
por  las  escrituras  públicas  que  acreditan  el  do- 
minio ó  derecho  sobre  el  fundo  en  cuestión. 
Estos  títulos  no  dejan  demostrada  la  posesión 
real  ó  efectiva;  ellos  prueban  el  derecho  ad  remy 
mas  no  el  in  re,  que  es  el  que  constituye  la  po- 
sesión de  la  cosa  misma,  según  los  artículos  ***** 
y  981  del  Código  Civil  (2).  (Auto  de  10  de  M 
de  1899,  XIV,  199,  2/) 

311 — No  debe  confundirse  la  posesión  reg» 
del  derecho  de  dominio  conferida  en  abstr 


(l)  Artículos  98,  numeral  6.*,  124  y  129  de  la  Constitución. 
(2)  Artículo  979  del  Código  CWil. 


DE  LA  COKTE  SUPHEMA  DE  JUSTICIA 


por  la  escritura  pública  y  bu  registro  con  la  po- 
sesión real  de  la  cosa  misma  á  que  ese  derecho 
abstracto  se  refiere.  (Auto  de  10  de  Mayo  de 
1899,  XIV,  200,  1.") 

1109* 

Posesióh  312— El  artículo  71 5  del  Código  Judicial  de  Cun- 
dinarr.arca  es  inaplicable  al  caso  de  la  entrega 
de  bienes  de  una  sucesión,  porque  él  se  refiere  á 
la  ejecución  de  una  sentencia  dictada  en  pleitos 
seguidos  sobre  la  posesión  de  alguna  cosa,  7  la 
eeutencia  aprobatoria  de  una  partición  está  muy 
lejos  de  ser  la  sentencia  á  que  se  refiere  tal  artí- 
culo. (Casación  de  17  de  Junio  de  1899,  XIV, 
246,  1.") 

—  313— El  inciso  1.°  del  artículo  739  del  Código 
Civil,  no  distingue  entre  el  dueño  del  terreno 
que  lo  posea  y  el  que  no  lo  posea,  porque  el  que 
edifica,  planta  ó  siembra  puede  no  ser  poseedor 
del  terreno  que  otro  posee  como  dueño,  por  ins- 
cripción, de  la  tradición  en  el  registro  de  instru- 
mentos públicos;  porque  mientras  subsista  la 
inscripción,  el  que  se  apodera  de  la  cosa  á  que  se 
refiere  el  título  inscrito,  no  adquiere  posesión 
de  ella,  ni  pone  fin  á  la  posesión  existente.  (Ca- 
sación de  18  de  Septiembre  de  1901,  XV,  185,  l.«) 

—  314 — Si  el  dueño  del  terreno  en  que  otro  ha  edi- 
ficado, plantado  ó  sembrado,  ha  pedido  y  obte- 
nido la  posesión  de  su  tierra,  esto  no  lo  priva 
del  derecho  de  ejercitar  las  otras  acciones  que 
le  concede  el  inciso  1.*  del  artículo  729  del  Có- 
digo Civil.  (Casación  de  18  de  Septiembre  de 
1901,  XV,  185,  1.») 

ótica  de  diligencias.  315— Siempre  que  se  pida  la  práctica 
de  una  diligencia  por  una  autoridad  a  otra,  que 
por  prescripción  legal  debe  evacuarla,  esta  soli- 
citud entraña  de  suyo  el  término  preciso  de  su 
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despacho,  y  cuando  esa  autoridad  es  Buperior  y 
se  le  deben  especiales  consideraciones,  deben 
usarse  conceptos  generales  que  den  á  conocer  la 
importancia  de  que  el  servicio  pedido  sea  pres- 
tado puntualmente  y  en  el  menor  plazo  posible. 
Pero  el  no  atemperarse  á  esta  fórmula,  no  es 
hecho  que  asuma  la  gravedad  de  un  delito  ó  de 
una  infracción  legal  respecto  de  la  autoridad  so- 
licitante. (Auto  de  24  de  Febrero  de  1898,  XIV, 
48,  2.*) 

Precio  316 — El  precio  es  elemento  indispensable  para 

la  existencia  del  contrato  de  compraventa;  es 
decir,  es  necesario  que  se  haya  estipulado  un 
precio;  mas  no  es  necesario  que  el  pago  de  éste 
se  baga  en  el  mismo  momento  de  celebrado  el 
contrato,  por  cuanto  el  vendedor  puede  dejarlo 
en  manos  del  comprador,  á  título  de  mutuo,  por 
dación  en  pago  ó  en  cualquiera  otra  forma  (1). 
(Casación  de  26  de  Mayo  de  1899,  XIV,  223,  2.') 

388 

—  317 — La  disposición  del  artículo  1334  del  Código 
Civil  sólo  tiene  por  fia  principal  poner  á  salvo 
los  derechos  de  terceros.  (Casación  de  27  de 
Mayo  de  1899,  XIV,  229,  2.*) 

—  318 — Es  doctrina  establecida  por  la  Corte,  en  la 
interpretación  del  artículo  1934  del  Código  Ci- 
vil (2),  que  a-  los  contratantes  les  es  lícito  pro- 
bar con  toda  clase  de  prueba  en  el  caso  allí  pre- 
visto; y  que  lo  que  en  tal  disposición  se  precep- 
túa se  refiere  únicamente  á  los  terceros  posee- 
dores. (Casación  de  26  de  Julio  de  1900,  "* 
94,  1.*). 

613*,  1117*  (19i) 

(1)  Artículo  1849  del  Código  Civil. 

(3)  EME  artículo  dice  I  "  Si  en  la  escritor*  de  Tinta  ae  tipiea»  haberle  pagidfl  ti  p 
»  «dmltiií  prueba  algún*  en  contrallo   lino  la   nulidad  6  tal  ti  fie  ac  i  fin   de  la  eacriturn,  r  ■  " 
-virtud  tía  tita  prntfaa  habrá  acción  contra  teiceroi  poieedorea." 
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Precio  319 — La  disposición  del  artículo  1934  del  Código 

Civil,  que  en  el  Código  do  Chile,  de  donde  se 
tomó,  es  inciso  del  artículo  anterior,  se  refiere 
sólo  al  caso  de  la  resolución  de  la  venta  por  no 
haberse  pagado  el  precio,  y  tiene  por  objeto  po- 
ner k  salvo  los  derechos  de  terceros  á  quienes 
haya  sido  enajenada  la  cosa  y  que  hayan  obrado 
en  el  concepto  de  que  el  precio  había  sido  recibi- 
do, según  la  declaración  del  vendedor,  porque  es 
una  doctrina  constante  del  Código  Civil,  que  las 
declaraciones  de  los  otorgantes  no  perjudican  á 
terceros;  y  al  contrario,  que  esas  declaraciones, 
aunque  se  refieran  á  hechos  que  no  son  ciertos, 
tengan  fuerza,  no  obstante,  respecto  de  terceros 
que  han  obrado  de  buena  fe  ó  en  la  creencia  de 
que  son  ciertas  las  aseveraciones  hechas  en  es- 
critura pública,  para  que  no  puedan  ser  perjudi- 
cados por  la  colisión  de  los  otorgantes  de  éstas. 
Los  artículos  1547  y  1548  son  una  prueba  evi- 
dente de  esta  doctrina.  (Casación  de  26  de  Julio 
de  1900,  XV,  94,  1.') 

613* 

Presidente  320 — Para  que  el  Presidente  de  la  República 
pueda,  excepcional  mente,  residir  y  ejercer  sus 
funciones  fuera  de  la  capital,  necesita  obtener 
previamente  licencia  nominal  y  expresa  del 
Senado,  facultad  que  los  constituyentes  sólo 
concedieron  á  esa  Corporación  y  no  al  Congreso, 
que  no  la  tiene  para  concederla  por  resolución 
ó  por  ley.  (Acuerdo  número  865,  de  21  de  Sep- 
tiembre de  1900,  XIV,  257,  *,•) 


321 — Loe  términos  incongruentes  y  hasta  con- 
tradictorios de  los  incisos  1.*  y  2.°  del  artículo 
65  de  la  Ley  149  de  1888,  dejan  ver  claramente 
que  tal  disposición  legal  no  es  terminante,  sino, 
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Presidente 


Presunción 


al  contrario,  obscura  y  deficiente  (1).  (Acuerdo 
número  865,  de  21  de  Septiembre  de  1900,  XTV, 

257,2/) 

322— Es  absurdo,  y  enteramente  contrario  al 
Derecho  Público,  interpretar  que  las  licencias 
que  del  Senado  pueda  obtener  el  Presidente  de 
la  República,  ya  para  separarse  temporalmente 
del  ejercicio  de  sus  funciones,  ya  para  ejercerlas 
fuera  de  la  capital,  deban  entenderse  indefini- 
das y  sujetas  en  su  duración  &  la  voluntad  dis- 
crecional del  agraciado,  con  perjuicio  evidente 
de  la  buena  marcha  de  la  Administración. 
(Acuerdo  número  865,  de  21  de  Septiembre  de 
1900,  XIV,  257,  2.a) 

323 — No  existiendo  disposición  ninguna  en  la 
Constitución  que  permita  al  Presidente  de  la 
República  ejercer  indefinidamente  el  Poder  Eje- 
cutivo fuera  de  la  capital,  sino  en  el  caso  del 
ordinal  9.*  del  arcúlo  120,  y  si  no  ha  ocurrido 
ese  caso,  la  ausencia  del  Presidente  de  la  capital 
debe  considerarse  como  falta  que  debe  llenarse 
por  el  Vicepresidente,  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  el  artículo  124  de  la  Constitución. 
(Acuerdo  número  865,  de  2 1  de  Septiembre  de 
1900,  XTV,  258,  1.*) 

324— El  artículo  1401  del  Código  Civil  establece 
en  favor  de  los  adjudicatarios  de  una  comuni- 
dad, no  una  ficción,  sino  una  presunción  de  de- 
recho que  no  admite  prueba  en  contrario  (2). 
(Casación  de  12  de  Junio  de  1899,  XIV,  238,  2.m) 


(1)  El  citado  artículo 65  dice:  "  Cuando  el  Presidente,  con  licencia  del  Senado,  ejeisi 
Poder  Ejecutivo  fuera  de  la  capital,  será  acompañado  por  uno  6  más  de  los  Ministros  del  Despac 
que  autoricen  sus  providencias.  Los  demás  Ministros  permanecerán  en  la  capital,  y  despaca 
sus  respectivos  asuntos,  como  si  el  Piesidente  estuviera  presente,  de  acuerdo  con  las  autoriíac* 
que  al  efecto  les  dé.  % 

"  £1  Presidente  de  la  República  podrá  ejercer  libremente  sus  funciones  dentro  de  los  lí~ 
del  Departamento  de  Cundinamarca,  por  derecho  propio." 

<2)  Artículo  66  del  Código  Civil. 


J 
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Pretermisión  325 — Se  pretermite  la  primera  instancia  en  un 
juicio  cuando  se  aplica  un  procedimiento  suma- 
rio en  vez  de  tramitarse  por  el  procedimiento 
ordinario.  (Casación  de  13  de  Agosto  de  1898, 
XIV,  11,  2.»} 


Prevaricación  326 — Son  requisitos  necesarios  para  que  exista 
delito  de  prevaricación  (1)  que  en  el  fallo  se 
baya  violado  ley  expresa  y  terminante,  y  que 
estén  probados  loa  hechos  concretos  que  consti- 
tuyen interés  personal  afecto  ó  desafecto  á  algu- 
na persona.  (Auto  de  1."  de  Diciembre  de  1900, 
XV,  136,  2.*) 

—  327 — No  puede    deducirse   que  un  Juez  incurra 

en  prevaricación  porque  su  Secretario  continua- 
ra actuando  en  un  juicio  después  de  haber  ma- 
nifestado el  impedimento  que  en  él  concurría, 
y  después  de  haber  ordenado  el  Juez  que  tal 
hecho  se  pusiera  en  conocimiento  de  las  partes, 
sin  que  la  interesada  hubiera  hecho  observación 
alguna.  (Auto  de  22  de  Abril  de  1898,  XV, 
263,  2.') 

Procedimiento  de  oficio.  328 — Hay  delitos  que  causan  acción  po- 
pular, en  los  cuales  puede  también  haber  acusa- 
dor particular,  aunque  no  tenga  interés  personal 
Ó  directo  en  la  causa,  y  son  todos  aquéllos  en 
cuya  investigación  se  procede  de  oficio;  pero 
hay  otros  en  que  la  ley  reputa  que  no  hay  inte- 
rés de  orden  social  sino  particular  ó  privado, 
tales  como  el  adulterio,  la  calumnia,  la  injuria, 
las  heridas  leves,  respecto  de  los  cuales  no  hay 
acción  motivada  por  interés  público,  y  no  ee 
castigan  sino  á  iustancia  del  ofendido.  A  esta 
última  clase   pertenecen    las  violaciones  de  ley 


(1)  El  filio  dice  eriúne «mente  fahiftea, 
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ocurridas  en  autos  ó  sentencias  en  negocios  ci- 
viles, que  antes  de  la  Ley  100  de  1 892  se  seguían 
de  oficio,  ó  sea,  sin  necesidad  de  acusador  parti- 
cular. (Auto  de  8  de  Noviembre  de  1901,  XV, 
240,  I.*) 

329  —La  ordenanza  que  dispoue  que  Iob  botica- 
rios y  farmaceutas  no  puedan  desempeñar  las 
funciones  de  tales  si  no  están  provistos  de  certi- 
ficados firmados  por  dos  profesores  distinguidos 
de  medicina,  á  falta  del  correspondiente  título, 
no  es  violatoria  del  artículo  44  de  la  Constitu- 
ción. (Auto  de  31  de  Marzo  de  1902,  XV,  268, 1.») 

368 

330 — El  aviso  que  el  portador  debe  dar  al  ceden- 
te  ó  al  librador,  con  remisión  del  protesto,  de 
que  la  letra  no  ha  sido  pagada  á  su  vencimiento, 
tiene  por  fin  que  el  cedente  ó  el  librador  puedan 
evitar  los  perjuicios  que  pudiera  causarles  la 
falta  de  pago,  si  han  hecho  en  tiempo  la  nece- 
saria provisión  de  fondos,  y  que  hagan  valer  los 
derechos  que  tengan  contra  el  librador.  (Casa- 
ción de  6  de  Julio  de  1899,  XIV,  298,  2.*) 

331 — Si  el  portador  de  una  letra  no  ha  cumplido 
con  la  formalidad  del  protesto  por  falta  de  pago, 
y,  por  consiguiente,  ha  omitido  el  aviso  que  de  ■ 
bía  dar  al  cedente  ó  al  librador  en  su  caso,  im- 
pidiendo á  éstos  que  recuperen  los  fondos  de 
que  hayan  provisto  al  librado,  es  justo  que  el 
portador,  como  pena  de  su  negligencia,  eche  so- 
bre sí  las  resultas  de  la  insolvencia  del  librado, 
y  exima  de  responsabilidad  al  cedente  y  al  lifc 
dor  (1).  (Casación  de  6  de  Julio  de  1899,  XI 
298,  2.*) 

332 — Cuando  ni  el  cedente  ni  el  librador  de  j 


(1)  Articulo  S27  del   Cfldígo  Mírc.ntil. 
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letra  de  cambio  han  hecho  provisión  de  fondos, 
la  negligencia  del  portador,  por  no  hacer  opor- 
tunamente el  protesto  por  falta  de  pago  y  por 
no  dar  el  aviso,  no  puede  perjudicarlos,  por- 
que nada  habían  desembolsado  para  el  pago  de  la 
letra;  y  si  en  esas  circunstancias  se  declarase 
caducado  el  derecho  del  portador,  sería  lo  mismo 
que  autorizar  el  lucro  y  enriquecimiento  por 
parte  del  cedente  ó  del  librador  contra  razón  y 
derecho  (1).  (Casación  de  6  de  Julio  de  1699, 
XIV,  298,  2.») 

Protocolización  333— La  irregularidad  de  haberse!  protocolizado 
el  expediente  de  un  juicio  divisorio  en  la  Nota- 
ría de  un  lugar,  en  vez  de  haberse  archivado  en 
el  Juzgado  de  otro  lugar,  no  es  circunstancia 
que  quite  a  la  copia  expedida  por  el  Notario  el 
'carácter  de  documento  auténtico  y  su  fuerza  de 
plena  prueba  en  el  asunto,  no  obstante  la  pre- 
vención terminante  del  artículo  36  de  la  Ley  95 
de  1890,  y  que  es  aplicable  al  caso  como  dispo- 
sición procedimental,  de  conformidad  con  el  ar- 
tículo 40  de  la  Ley  153  de  1887.  (Casación  de  19 
de  Agosto  de  1899,  XIV,  327,  1.") 

Pruebas  334 — Si  se  alega  por  el  recurrente  en  casación 
mala  apreciación  del  Tribunal  en  determinada 
prueba,  la  Corte  no  tiene  necesidad  de  estudiar 
detenidamente  el  mérito  legal  de  aquella  prueba, 
si  otras  han  obrado  también  en  el  ánimo  del  juz- 
gador cuya  apreciación  no  está  infirmada  de  un 
modo  evidente  en  el  proceso  (2).  (Casación  de  6 
de  Agosto  de  1898,  XIV,  10,  1.") 


335 — No  puede  darse  &  las  partidas  de  catastro 
un  valor  probatorio  suficiente  para  infirmar  las 


(I)  Articulo  827  del  Código  M  ere  t  mil. 
I)  Altloolo  ?.'  i*  li  L»J  1SS  di  18M. 
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pruebas  que  establece  el  demandante  de  un  mo- 
do directo  por  escrituras  públicas  y  documentos 
privados  para  acreditar  su  dominio  respecto  de 
los  bienes  á  que  se  refiere  el  juicio.  (Casación  de 
5  de  Abril  de  1899,  XIV,  120,  1.') 

336 — El  Tribunal  sentenciador  tiene  amplia  fa- 
cultad para  estimar  las  pruebas  del  proceso,  se- 
gún su  propio  criterio  y  de  acuerdo  con  la  ley, 
y  la  Corte  está  en  el  deber  de  respetar  su  juicio, 
á  menos  que  se  baya  incurrido  en  error  de  he- 
cho ó  en  error  de  derecho,  siempre  que  aquél 
aparezca  de  un  modo  evidente  en  los  autos  (1). 
(Casación  de  28  de  Abril  de  189'*,  XIV,  151,  2!) 

1176* 

337— La  nulidad  de  que  adolezca  un  juicio  cri- 
minal, proveniente  de  no  haberse  notificado  por 
no  haberse  dictado  el  auto  en  que  se  abría  la 
causa  á  prueba  (2),  no  puede  subsanarse  con  el 
hecho  de  que  se  hubieran  producido  pruebas, 
una  vez  que  no  se  fija  á  las  partes  el  término  en 
que  deben  hacer  uso  de  este  derecho.  (Sentencia 
de  14  de  Abril  de  1S98,  XV,  260,  2.") 

338 — Es  en  la  sentencia  definitiva  del  juicio  or- 
dinario, y  no  por  medio  de  una  articulación,  don- 
de se  debe  resolver  si  los  documentos  presenta- 
dos como  prueba  por  el  demandante  y  redargüi- 
dos de  faleon  por  el  demandado,  tienen  ó  nó  el 
carácter  de  auténticos  (3).  (Auto  de  12  de  Abril 
de  1902,  XV,  313,  2.') 


(1)  Aitfculo  2',  ¡lidio  -2.°,  Ley  169  de  1806. 

(2)  Artículo  26*.  ordinal  4°  de  la  Ley  £7  de  1K87. 

(3)   Otra  coi»  sería,  tonlitiua  el  fallo,  ni  se  tratan  d 
las  aitículoi  720  y  siguientes  del  Código  Judicial;  porque  e 
puesta  por  la  parte  demandada,  y  sólo   en   los   casos  de    qu 
juicio  durante  el  término  de  prueba,  por  medio  de  despacho 
ciún  de  la  parte  contraria,  y  que  al  contestar  el  libelo  de  den 
filio*  por  la  parta  demandad >. 

incidente  de  falaedsd  de  que  Ir 
itom  u  la  arliculacidn  habría  sido 
dichas  copias   hubieran  sido  tiat 
librados  con  ese  objeto  y  preiia 
tanda  na  hubieran  sido    redargüid 

DE  LA  COBTR  SUPRIMA  DE  JUSTICIA  557 

Pruebas  339— El  Tribunal  puede  nombrar  á  los  que  en 
su  concepto  llenen  las  condiciones  requeridas 
para  ser  jueces;  pero  es  al  nombrado  al  que  in- 
cumbe probar  ante  dicho  Tribunal  la  existencia 
de  las  condiciones  requeridas,  á  efecto  de  queso 
le  dé  la  correspondiente  posesión  por  quien  co- 
rresponda, la  cual  no  puede  verificarse  sin  la 
presentación  previa  del  certificado  del  mismo 
Tribuna],  en  que  conste  la  enunciada  comproba- 
ción. (Auto  de  20  de  Marzo  de  1902,  XV,  32T,  2.') 

—  340  —Si  los  Jueces  nombrados  por  el  Tribunal  no 
comprobaren  ante  él,  después  de  su  nombra- 
miento, tener  las  condiciones  requeridas  para 
ejercer  las  funciones  de  tales,  y  bí,  de  consi- 
guiente, no  presentaren  al  Prefecto  ó  Alcalde 
que  debe  darles  posesión  (Articulo  302  del  Códi- 
go Político  y  Municipal),  el  certificado  del  Tri- 
bunal, de  ello  no  es  responsable  el  Tribunal, 
sino  &  lo  sumo  los  empleados  encargados  de  dar 
la  posesión.  (Auto  de  2»  de  Marzo  de  1902,  XV, 
327,  2.') 

—  341 — El  Tribunal  sentenciador,  al  hacer  la  apre- 
ciación de  las  pruebas,  tiene  que  resolver  dos 
cuestiones:  la  cuestión  de  hecho,  como  sería  la 
narración  que  hacen  los  documentos  que  figu- 
ran en  tos  autos  de  lo  que  pasó  entre  las  partes, 
y  que  manifiesta  la  voluntad  de  éstas;  y  la  cues- 
tión de  derecho,  en  la  cual  el  Tribunal  tiene  que 
aplicar  las  leyes  concernientes  al  caso  controver- 
tido. (Auto  de  lSde  Junio  delS98,  XV,  332,  2.') 

^eba  pericial  342 — La  prueba  pericial  efectuada¡en  presencia 
del  Juez  y  otorgada  en  forma  de  inventario  so- 
lemne, es  admisible  y  tiene  todo  su  valor  cuando 
se  presenta  en  otro  juicio  ó  actuación  pata  ha- 
cerla valer  entre  las  mismaB  partes  que  provoca- 
ron, presenciaron  y  autorizaron  su  creación  y  en 
un  debate  que  ha  surgido  de  las  mismas  causas 
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que  la  motivaron  (1).    (Casación   de  5  de  Julio 
de  1899,  XIV,  279,  í .*) 


R 


343— El  articulo  66  de  la  Ley  169  de  1896,  flóloae 
refiere  &  la  radicación  de  un  juicio  ó  sumario  en 
un  Juzgado  de  Distrito  Judicial  distinto  del  que 
está  conociendo  por  propia  jurisdicción,  y  no  4 
la  radicaciónen  un  Juzgado  de  Circuito  de  los 
negocios  criminales  que  cursan  en  otro.  (Acuer- 
do número  859,  de  1."  de  Febrero  de  1899,  XIV, 
120,  2.') 

341 — La  recompensa  militar  es  una  gracia,  a  la 
que  no  se  adquiere  derecho  perfecto  Bino  en  vir- 
tud de  la  sentencia  que  la  reconoce,  y  antes  de 
pronunciarse  ésta  no  hay  sino  una  mera  espec- 
tativa  que  el  legislador  puede  modificar  ó  supri- 
mir (2).  (Sentencia  de  8  de  Mayo  de  19Í1,  XV, 
149,  l.1) 

1194* 

845 — La  ley  no  da  derecho  á  recompensa  á  los 
deudos  de  los  militares  que  mueren  por  conse- 
cuencia de  enfermedades  contraídas  en  el  servi- 
cio (3).  (Sentenciado  8  de  Mayo  de  1901,  XV, 
149,  1.*) 

346  —Un  padre  no  tiene  derecho  &  recibir  recom- 
pensa militar  por  la  muerte  de  su  hijo  (4).  fa™ 
tencia  de  8  de  Mayo  de  1901,  XV,  149,  1.'" 


(1)  Articulo  733  del  Cfidigo  Ju'üciil. 
(3)  Ley  I  «  de  1B96. 

(3)  Articulo  2.°  de  li  Ley  149  de  IS96. 

(4)  Artículo  7.*  de  h  Ley  194  d>  189(1. 
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Representación  347 — Toca  al  demandante  dar  la  prueba  plena  y 
legal  del  carácter  representativo  con  que  desig- 
na al  demandado.  (Auto  de  23  de  Agosto  de 
1898,  XIV,  30,  2.') 

Reivindicación  348 — Como  el  derecho  de  la  mujer  casada,  cuyos 
bienes  se  han  enajenado  sin  las  formalidades 
legales,  es  la  acción  reivindicatoría,  y  ésta  no 
puede  ejercerse  sino  por  el  que  tiene  el  dominio 
de  una  cosa  singular  de  que  no  está  en  posesión 
para  que  el  poseedor  de  ella  sea  obligado  á  resti- 
tuírsela, es  claro  que  esa  acción  no  tiene  cabida 
respecto  de  aquellas  cosas  que  no  son  singulares. 
Por  consiguiente,  en  la  denominación  bienes  rai- 
ces de  la  mujer  de  que  trata  el  artículo  1810  del 
Código  Civil  que  el  marido  esté  ó  pueda  estar 
obligado  á  restituir  en  especie  y  para  la  enaje- 
nación de  los  cuales  se  requiere  licencia  judicial, 
no  se  comprenden  las  cosas  incorporales  de  la 
misma  mujer,  llamadas  en  general  derechos  y 
acciones  hereditarios  (1).  (Casación  de  14  de  Di- 
ciembre de  1898,  XIV,  9»,  2.1) 

—  349 — Si  el  que  intenta  una  acción  reívindicato- 

ria  basa  su  derecho  en  un  título  de  propiedad 
que  ya  no  tiene,  v.  g.,  el  ser  adjudicario  de  la 
cosa  en  una  herencia,  habiendo  enajenado  ya 
dicha  cosa,  aunque  después  la  haya  vuelto  á  ad- 
quirir, v.  g. :  por  un  contrato  de  compraventa  y 
sea  por  tanto  dueño  de  ella,  carece  de  la  acción 
propuesta  y  el  fallo  debe  ser  absolutorio.  Reco- 
nocer esta  acción  sería  confundir  dos  títulos 
substancialmente  distintos,  como  son  el  de  venta 
y  el  de  sucesión  por  causa  de  muerte.  Aunque 
la  acción  se  llame  simpre  reivindicatoría,  cual- 
quiera que  sea  el  hecho  generador  de  ella,  es 
evidente  que  la  causa  que  la  informa  varía  en  la 
generalidad  de  los  casos  y  la   relación  jurídica 

1  Articule*  946,  1B10  y  1812  del  CúUigo  Civil. 

3«         — 
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110  es  una  misma.  (Casación  de  22  de  Marzo  de 
1899,  XIV,  126,  2.»  y  127,  1.') 

350— El  contrato  de  compraventa  es,  por  su  na- 
turaleza, conmutativo,  porque  una  parte  Be  obli- 
ga á  dar  á  la  otra  una  cosa  que  se  mira  como 
equivalente  del  precio  que  ésta  recibe;  y  ai  falta 
esa.  equivalencia,  hay  una  desigualdad  que  vicia 
el  contrato  en  su  esencia,  la  que  puede  repararse 
ejercitando  el  perjudicado  la  acción  de  rescisión 
de  la  venta  por  lesión  enorme,  que  le  concede  la 
ley  positiva  (1).  (Casación  de  II  de  Abril  de 
1899,  XIV,  139,  1.') 

351— Conforme  al  testo  del  artículo  1925  del 
Código  Civil,  la  acción  rescisoria  sólo  cabe  cuan- 
do los  vicios  ocultos  son  tales,  que  por  ellos  la 
cosa  vendida  no  sirva  para  su  uso  natural,  ó 
Bolo  sirva  imperfectamente,  de  manera  que  sea 
de  presumir  que  conociéndolos  el  comprador  no 
la  hubiera  comprado;  lo  cual  supone  á  la  vez 
que  el  demandante  haya  acreditado  en  el  juicio 
los  hechos  á  que  se  refieren  loa  ordinales  1.°  y 
2.°  del  artículo  1915  del  mismo  Código,  esto  es, 
que  aun  existiendo  á  la  fecha  del  contrato  los 
vicios  ocultos,  ellos  son  tales  que  hacen  inade- 
cuada la  finca  para  el  objeto  á  que  está  destina 
da,  de  suerte  que  haya  de  presumirse  que  al  ha- 
berlos conocido  el  comprador,  no  hubiera  contra 
tado.  (Casación  de  5  de  Julio  de  1899,  XTV, 
281,  2.') 

1236* 

352 — La  rescisión,    propiamente   dicha, 
conforme  á  nuestro  Derecho  Civil,  otra  u 
la  acción  que  emana  de  la  nulidad  relat; 
un  acto  ó  contrato  (2).  (Casación  de  5  d' 


(1)  Articulo  18*9  del  Código  Civil. 

(2)  Articulo  17+1,  mciio  3°  del  Código  CWil 
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de  1899,  XIV,  283,  9.*;  casación  de  4  de  Diciem- 
bre de  1900,  XV,  118,  i.») 

Rescisión  353 — La  rescisión  eB  el  efecto  jurídico  de  la  nu- 
lidad relativa  (1).  (Casación  de  4  de  Diciembre 
de  1900,  XV,  118,  l.1) 

1238* 

Resolución  354~Cuando  el  objeto  vendido  ha  sido  entrega- 
do al  comprador,  la  cosa  pasa  a  su  dominio,  7  si 
perece,  perece  para  él.  Por  tanto,  el  comprador 
debe  el  precio  y  no  el  objeto.  Si  no  paga  el  pre- 
cio por  haber  perecido  la  cosa,  el  vendedor  tiene 
derecho  a  demandar  la  resolución  del  contrato 
con  indemnización  de  perjuicios,  y  el  comprador 
está  obligado  a  devolverle  otro  objeto  de  la  mis- 
ma naturaleza  y  calidad  ó  bu  valor  en  dinero. 
(Casación  de  23  de  Mayo  de  1899,  XIV,  192,  2.') 

—  355 — La  acción*  que  según  los  artículos  1870  y 

1884  del  Código  Civil  compete  al  comprador  á 
quien  no  se  ha  hecho  la  entrega  de  parte  consi- 
derable de  las  cosas  vendidas,  no  es  rescisoria 
sino  íeBolutoria,  sin  lugar  á  indemnización  de 
perjuicios  por  vfa  de  intereses,  de  mejoraB,  ni 
por  ninguna  otra,  si  no  hay  mala  fe  (2).  (Casa- 
ción de  5  de  Julio  de  1899,  XIV,  283,  1.») 

1241* 

Responsabilidad.  35fi — En  materia  de  delitos  y  culpas  civiles,  la 
jurisprudencia  se  halla  perfectamente  de  acuer- 
do en  hacer  recaer  sobre  los  comitentes  la  res- 
ponsabilidad de  los  agentes,  aun  por  la  mala 
elección  que  de  ellos  se  haga.  Un  empresario 
de  transportes,  por  ejemplo,  que  tiene  á  su  ser- 
vicio empleados  que  por  su  negligencia,  mali- 


Artfcnl»  1741,  ¡ 

Mtfculo  lí+6  di 


'1  Código  Ci» 


Código  Civil. 
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cía  ó  descuido  causan  daños  á  las  personas  ó 
á  las  cosas,  se  hace  responsable  de  las  faltas  de 
bus  dependientes,  por  no  haber  puesto  el  debi- 
do cuidado  en  su  elección  7  haber  empleado  á 
personas  que  no  tienen  laB  condiciones  requeri- 
das para  el  buen  desempeño  de  su  cargo.  El 
rigor  de  estos  principios  es  mayor,  si  cabe,  cuan- 
do se  trata  de  Jos  hechos  de  los  empleados  pú- 
blicos con  relación  á  la  entidad  que  los  nombra 
(1).  (Sentencia  de  20  de  Octubre  de  1898,  XIV, 
56,  2.1) 

1245*, (232) 

Empossabilidad.  357 — La  Corte,  en  algunos  casos,  ha  reconocido 
la  responsabilidad  de  los  Departamentos  como 
sucesores  de  los  extinguidos  Estados,  por  razón 
de  actos  ejecutados  por  los  Jefes  Civiles  y  Mili- 
tares, pero  cuando  en  ellos  se  trataba  de  con- 
tratos relativos  á  rentas  ordinarias  de  los  mismos 
Estados  y  habían  cedido  inmediatamente  en  su 
beneficio.  (Sentencia  de  20  de  Octubre  de  1898, 
XIV,  57,  1.') 

—  3fiS — El  sostener  que  la  demanda  de  perjuicios 

no  puede  deducirse  en  la  litis  sino  como  conse- 
cuencia de  una  declaración  judicial  en  asunto 
criminal,  conforme  á.  los  artículos  2341  del  Có- 
digo Civil  y  64  de  la  Ley  100  de  1892,  es  razo- 
namiento no  aceptable  sino  en  el  caso  de  que  Be 
trate  de  un  delito  ó  culpa  por  el  cual  puede  im- 
ponerse alguna  pena  cuando  se  deba  exigir  la 
responsabilidad  del  actor  ó  ejecutor  inmediato,  y 
no  cuando  la  culpa  es  meramente  civil  ó  cuando 
merezca  pena;  sólo  se  deduce  la  responsable 
civil  y  subsidiaria  contra  las  personas  natuí 
ó  jurídicas  que  responden   de   las  accione" 
otros,  personas  que  tienen  responsabilidad  v. 


(I)  Arttealo*  3071  j  23*7  del  Cfiiigo  Cítí!. 
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pero  no  criminal,  como  el  Estado  y  las  asocia- 
ciones. (Sentencia  de  20  de  Octubre  de  1S98> 
XIV,  57,  í,') 

Bbsponsabiudad.  359 — La  responsabilidad  del  Estado  en  todo 
tiempo,  pero  especialmente  en  época  de  guerra 
civil,  por  los  actos  ejecutados  por  sus  agentes, 
es  un  principio  de  derecho  publico  reconocido 
umversalmente,  y  los  artículoB  1341  y  2347  del 
Código  Civil  lo  establecen  de  una  manera  indu- 
dable. (Sentencia  de  20  de  Octubre  de  1898, 
XIV,  57,  I*) 

—  360— Siendo  el  Estado  una  persona  jurídica,  y 
habiendo  obrado  un  agente  del  Gobierno  en  vir- 
tud de  facultades  generales  y  extraordinarias, 
conferidas  por  el  mismo  Gobierno  para  el  régi- 
men de  un  Departamento,  no  puede  desconocer 
que  los  actos  del  agente  comprometen  la  res- 
ponsabilidad civil  del  comitente  que  obra  en 
nombre  de  aquél  y  en  ejercicio  de  la  autoridad 
que  se  le  ha  dado.  (Sentencia  de  20  de  Octubre 
de  1898,  XIV,  57,  1."  y  2.') 

1273* 

—  361 — Se  entiende  bien  que  la  disposición  del 
artículo  182S  del  Código  Judicial  debe  tener 
correcta  aplicación  para  Jueces  ó  Magistrados 
indolentes  ó  perezosos  que  desatienden  el  desem- 
peño de  sus  deberes,  á  los  cuales  no  podrá  servir 
de  excusa  el  cúmulo  de  negocios  para  eximirse 
de  responsabilidad,  y  eso  es  lo  que  ha  querido 
prevenir  el  legislador  para  estimular  el  pronto 
despacho  de  los  negocios  judiciales.  (Auto  de  29 
de  Abril  de  1901,  XV,  J59,  1,") 

—  362 — La  responsabilidad  solidaria  y  mancomu- 
nada del  ordenador  y  del  pagador  de  que  trata 
la  primera  parte  del  artículo  1286  del  Código  Fis- 
cal, es  la  determinada  en   el  artículo  1996  del 
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mismo  Código,  por  la  ex  t  rali  nutación  de  los  cré- 
ditos legislativos  abiertos  al  Poder  Ejecutivo, 
y  por  los  suplementales  y  extraordinarios  no 
autorizados  por  la  ley  (1).  (Auto  de  10  de  Abril 
de  1902,  XV,  301,  l.»¡  auto  de  21  de  Abril  de 
1902,  XV,  307,  2.*) 


Retkoaotividad.  363 — Las  leyes  civiles  no  obligan  ni  surten  sus 
efectos  sino  para  lo  futuro,  salvo  las  excepcio- 
nes que  las  mismas  leyes  establezcan  clara  y 
expresamente  (2).  (Casación  de  15  de  Diciem- 
bre de  1808,  XIV,  107,  1.") 


S 


Sala  plural  364— No  tienen  validez  ninguna  ante  la  ley  las 
decisiones  ó  sentencias  que  han  sido  proferidas 
por  un  solo  Magistrado,  debiéndolo  haber  sido 
por  el  Tribunal  en  Sala  plural.  (Auto  de  21  de 
Febrero  de  1898,  XIV,  368,  2.';  auto  de  25  de 
Junio  de  1902,  XV,  387  l.*¡  auto  de  30  de  Ju- 
nio de  1898,  XV,  336,  l.1) 

29,  39,  92*,  129*,  686*,  968*,  (106) 

Saneamiento     365 — La  acción  del  saneamiento  procede  cuando 
el  comprador  es  privado  de  la  cosa  vendida  por 
causa  anterior  á  la  venta,  y  esta  acción  perennal 
no  tiene  por  objeto  la  devolución  de  la  _ 
cosa  ó  su  conservación  en  poder  del  cor-"" 
sino  la  restitución   del   precio,    frutos,  . 

(1)  El  Artículo  4.'  de  la  Ley  S6  de  1898  modifica  cita  doctrina. 
(1)    Articula  21  de  la  Ley  1S3  do  1B87. 
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otros  accesorios  (1).  Casación  de  13  de  Marzo  de 
1900,  XV,  53,  2.») 

1294" 

Saneamiento  366 — La  acción  de  saneamiento  tiene  que  ser 
posterior  á  la  en  que  se  priva  de  la  cosa  Tendida 
al  comprador.  (Casación  de  13  de  Marzo  de  1900, 
XV,  53,  2.») 

Secuestro  367 — Con  el  secuestro  puede  causarse  daño  al 
propietario,  privándolo  por  tiempo  indetermina- 
do del  ejercicio  y  goce  legítimo  de  sua  derechos; 
y  si  bien  es  cierto  que  los  artículos  374del  Có- 
digo Judicial  y  19  y  20  de  la  Ley  105  de  1890 
autorizan  al  demandante  para  pedir  el  depósito 
de  los  bienes  del  demandado,  sin  responsabilidad 
para  aquél,  es  sólo  cuando  el  demandante  es 
efectivamente  acreedor  déla  cantidad  ó  cosa  que 
demanda  y  cuando  hay  peligro  de  que  el  deudor 
intente  deteriorar,  transportar,  malversar  ó  ena- 
jenar sus  bienes,  haciendo  ilusorio  el  juicio  en 
bub  efectos;  pero  si  al  terminar  el  juicio  se  ab- 
suelve en  definitiva  al  demandado,  es  indudable 
que  éste  tiene  derecho  á  que  se  le  indemnicen 
Iob  perjuicios  que  haya  sufrido  con  el  secuestro 
de  sus  bienes,  pedido  imprudentemente  por 
quien  no  estaba  seguro  del  derecho  que  preten- 
día afirmar  con  aquella  medida,  todo  de  acuerdo 
con  los  artículos  1494,  63,  2341  y  2356  del  Códi- 
go Civil.  (Casación  de  27  de  Septiembre  de  1899, 
XIV,  340,  2.*  y  341,  I,") 

129 

ujaAD  pública  368— Si  la  Constitución  ordena  á  las  autorida- 
des inspeccionar  las  industrias  y  profesiones, 
entre  otras  cosas,  en  lo  que  atañe  á  la  seguridad 
pública,  es  obvio   que  pueden  y  deben  exigir  á 
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los  que  quieran  vender  medicamentos  ó  venenos, 
que  tengan  los  conocimientos  farmacéuticos  su- 
ficientes para  no  cometer  errores  que  puedan 
comprometer  la  salud  ó  vida  de  los  habitantes. 
Y  bien  se  comprende  que  la  mejor  prueba  ó  ga- 
rantía de  que  se  tienen  esos  conocimientos  es  el 
exhibir  el  correspondiente  titulo,  7  á  falta  de  él 
un  certificado  firmado  por  dos  profesores  (1). 
(Auto  de   31    de  Marzo  de   1902,  XV,  268,  1.') 

329 

369 — Contra  una  sentencia  pura  y  simplemente 
absolutoria  no  puede  proceder  el  recurso  de  ca- 
sación alegando  solamente  que  se  dejó  de  fallar 
sobre  alguna  de  las  pretensiones  del  demandante, 
pues  las  sentencias  absolutorias  resuelven  nega- 
tivamente y  de  una  manera  plena  todas  las  pre- 
tensiones del  actor.  (Casación  de  29  de  Septiem- 
bre de  1898,  XIV,  42,  2.*) 

60,  375,  (27),   261*,  270* 

370 — La  sentencia  absolutoria  resuelve  todos  Iob 
puntos  de  la  controversia.  (Casación  de  14  de 
Marzo  de  1899,  XIV,  145,  2.»  y  146,  l.«) 

375 

371 — En  los  razonamientos  ó  motivos  de  una 
sentencia  apenas  se  consigna  la  doctrina  legal 
para  aplicarla  al  caso  controvertido  en  la  parte 
dispositiva,  que  es  la  que  preceptúa  de  modo 
obligatorio.  (Casación  de  22  de  Noviembre  de 
1899,  XIV,  3S0,  2.') 

59,  376,  (27) 

372 — La  sentencia  dictada  en  juicio  obliga  .. 
partes  que  asistieron  á  él  debidamente  repre 


(1)  Articulo  4*  de  1.  C 
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tadas  por  bus  apoderados,  de  conformidad  con  el 
artículo  846  del  Código  Judicial,  y  funda  la 
excepción  de  cosa  juzgada,  según  el  831  ibídem. 
(Casación  de  19  de  AgOBto  de  1899,  XIV,  327, 
l.*y2/) 

Sentencia  373 — Dando  por  sentado  que  las  disposiciones  de 
los  artículos  17  del  Código  Civil  y  846  del  Judi- 
cial (1)  estuvieran  en  contradicción  con  el  artí- 
culo 1748  del  Código  Civil,  que  declara  que  la 
nulidad  judicialmente  pronunciada  da  acción 
reivindicatoría  contra  terceros  poseedores,  sin 
perjuicio  de  las  excepciones  legales,  prevalece- 
ría este  último  como  especial  y  posterior,  según 
los  principios  de  la  Hermenéutica  y  los  precep- 
tos de  los  artículos  5."  de  la  Ley  57  y  2.°  de  la 
Ley  153  de  1887.  (Casación  de  13  de  Marzo  de 
1900,  XV,  53,  1.») 

—  374 — Una  resolución  no  puede  tener  el  carácter 
de  sentencia  bí  no  está  autorizada  por  el  Secre- 
tario, y  la  repelación  de  tal  documento  no  pue- 
de revestir  el  carácter  de  delito.  (Auto  de  17  de 
Junio  de  1801,  XV,  200,  l.') 

Sehtencia  absolutoria  375— En  la  absolución  van  envueltos  to- 
dos los  puntos  controvertidos,  y  no  procede  la 
Begunda  causal  de  casación  respecto  de  una  sen- 
tencia absolutoria.  (Casación  de  10  de  Diciem- 
bre de  1898,  XIV,  96,  1.") 

1829*,  (228) 

—  376 — En  esta  clase  de  sentencias  es  improceden- 
te la  causal  de  casación  relativa  á  que  dejó  de 
fallarse  sobre  una  de  las  cuestiones  controvertí  - 


1)  El  primero  previene  que  las  sentencia!  no  tengan  fuera»  obligatoria  *¡no  respecto  de  las 
as  en  que  fueron  pronuncia  das,  y  dispone  el  segundo  que  la  sentencia  dada  en  un  pleito  no 
udica  sino  i  las  que  litigaran  por  at  6  legal  mente  iep  resentí  dos,  6  a  sus  herederas,  6  £  sus  le- 
ños, si  éitoa  lo  son  de  la  misma  cosa  que  fue  mateiia  del  peito,  y  a  la  que  posteriormente  ad- 
eren de  aquéllos  dicha  cosa  por  cualquier  título. 
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das,  porque  en  ellas  no  se  resuelve  acerca  de 
ningún  derecho  activo  del  demandado.  (Casa- 
ción de  11  de  Septiembre  de  1899,  XIV,  335,  1.') 

371 

Sentencia  absolutoria.  377 — La  sentencia  absolutoria  es  equi- 
valente á  la  repulsa  de  la  demanda,  y  en  ella  no 
tiene  por  qué  resolverse  acerca  de  ningún  dere- 
cho activo  del  demandado.  (Casación  de  11  de 
Septiembre  de  1899,  XIV,  335,  1.») 

1329* 

—  378 — Un  fallo  de  esta  clase  sólo  asegura  al  de- 

mandado una  excepción  y  nunca  una  acción. 
(Casación  de  11  de  Septiembre  de  1S99,  XIV, 
335,  1.") 


—  379 — Una  sentencia  es  absolutoria  á  pesar  de 

que  contenga  declaraciones  que  no  había  nece- 
sidad de  hacer,  pero  que  conducen  todaB  á  jus- 
tificar la  absolución  de  los  demandados.  (Casa- 
ción de  3  de  Mayo  de  1900,  XV,  76,  1.') 

Separación  de  bienes  380— No  habiéndose  señalado  por  el  Código 
Judicial  tramitación  especial  para  la  simple  se- 
paración de  bienes  que  puede  pedir  la  mujer  en 
los  casos  de  la  ley,  las  demandas  de  esta  clase 
deben  ventilarse  en  juicio  ordinario,  según  la 
regla  general  del  artículo  929  del  Código  citado. 
(Casación  de  13  de  Agosto  de  1898,  XIV,  11,  2.") 

Servidumbre     381— Los  artículos  31  de  la  Constituciu 

del  Código  Civil  son  aplicables  cuando  W 
laciones,    cuyo  tránsito  se  trata  de  fij 
esencialmente  diversas  sobre  una  cuestiu~ 
creta.  (Casación  de  7  de  Febrero  de  190rt    1 
31,  i.*) 
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Servidumbre  382 — Tanto  la  legislación  civil  espafiola  como  la 
colombiana  reconocen,  como  consecuencia  na- 
tural del  derecho  de  propiedad,  que  todo  dueño 
puede  sujetar  voluntariamente  su  finca  á  las 
servidumbres  que  á  bien  tenga,  en  cuanto  no 
fuere  contra  ley  ó  contra  derecho  ajeno.  Pero 
tanto  una  como  otra  legislación  reconocen  tam- 
bién, como  consecuencia  del  derecho  de  domi- 
nio, que  la  omisión  de  actos  de  mera  facultad  y 
la  mera  tolerancia  de  actos  de  que  no  resulta 
gravamen,  no  confieren  posesión  ni  dan  funda- 
mento á  prescripción,  llamándose  actos  de  mera 
facultad  los  que  cada  cual  puede  ejecutar  en  lo 
suyo,  sin  necesidad  de  consentimiento  de  otro 
(I).  (Casación  de  7  de  Febrero  de  1900,  XV, 
31,  l.«) 

—  3S3 — El  hecho  de  abrir  ventanas,  troneras  ó  cla- 
raboyas en  pared  propia  sobre  área  y  suelo  aje- 
nos, si  bien  es  hecho  lícito,  nunca  ha  implicado 
bajo  el  imperio  de  la  legislación  española,  ni 
implica  bajo  el  de  la  ley  colombiana  traba  algu- 
na del  derecho  de  propiedad  del  vecino,  porque 
no  hay  derecho  contra  derecho,  según  la  antigua 
fórmula,  porque  el  uso  legítimo  que  el  dueño  de 
la  pared  no  medianera  haga  de  ella  no  coarta, 
en  modo  alguno,  el  que  tiene  el  vecino,  por  de- 
recho absoluto  de  dominio,  sobre  su  suelo,  su 
aire  y  su  luz,  y  porque,  en  tesis  general,  el  ubo 
natural  y  justo  que  uno  haga  de  su  finca  no 
constituye,  ni  aun  por  prescripción  inmemorial, 
derecho  alguno  sobre  la  propiedad  ajena.  (Casa- 
ción de  7  de  Febrero  de  1900,  XV,  31,  1?) 

—  3S4— En  tesis  general  y  en  el  estado  actual  del 
derecho,  salta  á  la  vista  que  el  uso  legítimo  del 
aire  y  de  la  luz,  propiedades  universales,  haya 
hecho  en  su  predio  uno  de   los  convecinos,    no 
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hace  ilegitimo  el  uso  que  otro  haga  ó  quiera 
hacer,  sobre  terreno  propio,  de  ese  mismo  aire  y 
de  esa  misma  luz.  (Casación  de  7  de  Febrero  de 
1900,  XV,  31,  2?) 

Simulación  385 — La  sanción  consistente  en  prohibir  que  ale- 
gue nulidad  á  quien  ha  ejecutado  el  acto  ó  cele- 
brado el  contrato  sabiendo  ó  debiendo  saber  el 
vicio  que  lo  invalidaba,  la  ha  establecido  la  ley 
para  evitar  la  celebración  de  contratos  simula- 
dos, sin  que  por  ello  pueda  decirse  que  se  prohi- 
be hacer  uso  de  otros  remedios  para  evitar  que 
una  simulación  produzca  efectos  jurídicos  (1). 
(Casación  de  10  de  Diciembre  de  1898,  XTV, 
95,  2.*) 

—  386 — Los  contratos  simulados  son  nulos  por  ca- 
recer de  causa.  (Casación  de  10  de  Diciembre  de 
1898,  XIV,  95,  2.*) 

1335* 

—  387 — El  no  pago  del  precio  de  la  venta,  aunque 
en  el  instrumento  del  contrato  se  exprese  el 
recibo,  no  es  por  si  solo  motivo  para  dar  por 
demostrada  la  simulación,  sino  un  indicio  de 
mayor  ó  menor  fuerza,  según  las  circunstancias, 
que  unido  á  otros  indicios,  puede  producir  en  el 
ánimo  del  Juez  la  convicción  de  que  el  contrato 
no  ha  sido  real  sino  aparente  (2).  (Casación  de 
€  de  Mayo  de  1899,  XIV,  176,  1.") 

1117* 

—  385 — La  declaración  que  haga  el  comprador  ^0 
un  inmueble,  al   absolver  posiciones,   de  q"' 
vendedor  dejó  en  su  poder  el  dinero  en  que  . 
sistía  el  precio  y  que.  nunca  se  lo  exigió,  es  p- 


(1)  Artículo  1742  del  Código  Civil. 
(I)  Aitículo  183*  del  Código  Civil. 
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ba  suficiente  de  que  no  hubo  precio  en  la  venta, 
y  que,  por  tanto,  el  contrato  es  simulado  y  por 
consiguiente  nulo,  aunque  las  partes  contratan- 
tes declaren  que  el  contrato  es  serio  y  que  hubo 
intención  por  parte  del  vendedor  do  enajenar  el 
dominio  y  de  adquirirlo  por  parte  del  compra- 
dor (1).  (Casación  de  26  de  Mayo  de  1899,  XIV, 
222,  2.'  y  223,  1.') 

316,  1117*,  (194) 

389— La  simulación  de  un  contrato  es  motivo  de 
nulidad  absoluta  del  mismo  contrato,  y  ella 
puede  probarse  por  confesión  judicial,  aunque  el 
contrato  conste  por  escritura  pública,  sin  perjui- 
cio de  terceros  (2).  (Casación  de  26  de  Mayo  de 
1899,  XXV,  224,  1.*;  Casación  de  27  de  Mayo 
de  1899,  XIV,  229,  1?) 

1335* 

390— No  puede  aceptarse  la  doctrina  de  que  de 
acuerdo  con  las  reglas  de  nuestra  legislación 
positiva  debe  decirse  que  están  desterradas  de 
ella  las  nulidades  por  motivos  de  simulación. 
(Casación  de  27  de  Mayo  de  1899,  XTV,  229,  1?) 

391— De  la  doctrina  del  artículo  1524  del  Código 
Civil  se  deduce  que  sf  hay  en  nuestro  Derecho 
positivo  disposiciones  por  las  cuales  se  ha  queri- 
do prevenir  el  peligro  de  ficciones  de  causa  en 
los  contratos;  y  en  armonía  con  esa  doctrina 
están  las  de  los  artículos  2740  y  1857  del  citado 
Código.  (Casación  de  27  de  Mayo  de  1899,  XIV, 
229,  2?) 

1337* 

392 — La  declaración  de  simulación  de  un  con- 
trato por  falta  de  causa  y  consentimiento,  lleva 


1)  Aillculoi  1759,  17É9y  1934  del  Código  Civil. 
)  Aittoulo  1741  del  Código  Ci.il. 
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consigo  la  declaratoria  de  la  nulidad.  De  suene 
que  aun  cuando  el  demandante  no  pida  la  nuli- 
dad, el  juzgador  debe  declararla  al  encontrar  la 
plena  prueba  de  la  simulación  (1).  (Casación  de 
28  de  Marzo  de  1901,  XV,  141,  2.") 


Simulación  393 — En  materia  de  simulación  puede  decires? 
que  los  Tribunales  proceden  según  su  conciencia, 
y  la  Corte  no  puede  ir  hasta  allá  para  rectificar 
la  convicción  que  se  hayan  formado.  (Sentencia 
de  28  de  Marzo  de  1901,  XV,  142,  2?) 

1336* 

Sobreseimiento  394 — Hay  diferencia  substancial  entre  la  provi- 
dencia que  manda  archivar  las  diligencias  de  un 
sumario  y  el  auto  de  sobreseimiento;  pues  el 
artículo  1634  del  Código  Judicial  dice  que  el  auto 
de  sobreseimiento  no  produce  ejecutoria  y  que, 
en  cualquier  tiempo  en  que  Be  presenten  nuevas 
pruebas,  puede  seguirse  juicio  contra  los  que 
fueron  favorecidos  con  dicho  auto,  mientras  que 
respecto  del  auto  en  que  se  ordena  archivar  un 
expediente  no  existe  disposición  semejante. 
(Auto  de   31    de   Enero  de  1898,  XIV,  200,  2*) 

1340* 

—  395— El  auto  de  un  Tribunal,  en  cuanto  sobresee 

por  el  cargo  de  violación  de  ley  adjetiva  en  asun- 
to civil,  no  está  sujeto  á  consulta,  ni  siquiera  es 
asunto  en  que  pueda  procedersede  oficio.  (Auto 
de  14  de  Noviembre  de  1901,  XV,  264,  5 

Sociedad  396 — La  cuestión  de  no  aparecer  acre.,. 
Sociedad  que  figura  como  parte  en  un  juii 
puede  ser  materia  del  recurso  de  casació" 


(1)  Artículo  1Í02  del  Código  Civi 
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ha  sido  punto  que  se  haya  discutido  en  el  pleito, 
porque  la  inobservancia  de  las  formalidades  pres- 
critas para  el  perfeccionamiento  de  una  Socie- 
dad sólo  98  motivo  de  nulidad  entre  los  socios, 
según  lo  dispuesto  en  los  artículos  2084  del  Có- 
digo Civil  y  472  del  Código  de  Comercio.  En 
consecuencia,  si  no  se  ha  hecho  objeción  alguna 
respecto  a  la  constitución  de  la  Sociedad,  es  im- 
procedente todo  razonamiento  que  ala  postre  se 
haga  para  impugnar  éste.  (Casación  de  18  de 
Abril  de  1899,  XIV,  144,  1.') 

Subsecretario  397 — El  Subsecretario,  cuando  por  falta  absolu- 
ta ó  temporal  de  su  Ministro  y  en  virtud  de  or- 
den del  Presidente,  tiene  á  su  cargo  el  despacho 
del  Ministerio,  en  el  caso  previsto  por  la  ley  (1), 
todo  lo  que  hace  es  a  nombre  propio  y  no  del 
Ministro,  todo  lo  que  se  expresa  en  la  antefir- 
ma. Pero  cuando  hay  Ministro,  y  éste  se  halla 
desempeñando  el  cargo,  el  Subsecretario  para 
poder  firmar  algo  por  aquél,  debe  estar  autori- 
zado para  ello  y  por  eso  antes  de  firmar,  ha  de 
expresar  que  lo  hace  por  su  Ministro.  (Auto  de 
11  de  Abril  de  1902,  XV,  304,  1.*) 

Sucesión  398 — En  el  juicio  especial  de  sucesión  por  causa 
de  muerte  no  deben  ventilarse  cuestiones  de  pro- 
piedad ó  de  domioio,  sino  que  los  herederos  que 
se  juzguen  con  derecho  á  cosas  hereditarias  rei- 
vindicables pueden  hacer  uso,  en  juicio  separado, 
de  la  accióD  que  les  da  el  artículo  1325  del  Códi- 
go Civil.  (Casación  de  27  deNoviembrede  1899, 
XIV,  388,  2") 

-  399 — El  estado  de  indivisión  material  de  una 

sucesión  anterior  en  que  el  cónyuge  sobrevivien- 
te tenga  derechos,  no  es  obstáculo  para  que  se 
verifique  la  separación   de   patrimonios  previa- 


io  2.°  del  Código  Político  y  Municípil. 
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mente,  ya  Bea  por  división  intelectual  ó  de  cuota, 
ya  por  partición  material.  (Casación  de  5  de  Di- 
ciembre de  1899,  XIV,  398,  2?) 

400 — La  práctica  constante  en  todos  los  Tribu- 
nales y  Juzgados  y  en  la  misma  Corte,  es  la  de 
dar  vista  de  los  sumarios  á  los  Agentes  del  Mi- 
nisterio Público,  aun  antes  de  que  se  considere 
perfecta  la  investigación,  sin  que  ni  el  Procura- 
dor general  de  la  Nación  ni  ningún  otro  funcio- 
nario fiscal  baya  dejado  de  evacuar  el  traslado 
correspondiente  á  pretexto  de  que  no  se  ha  de- 
clarado antes  por  el  respectivo  funcionario  de 
instrucción,  que  el  sumario  está  perfecto.  (Auto 
de  2  de  Diciembre  de  1897,  XV,  192,  2.') 

254 

401 — La  perfección  del  sumario  á  que  alude  el 
artículo  1627,  en  relación  con  el  1876  del  Códi- 
go Judicial,  no  es  la  absoluta  que  haya  de  pre- 
constituir  en  la  actuación  sumaria  los  elementos 
completos  det  juicio,  ó  sean  las  bases  absolutas 
de  la  acusación  y  la  defensa.  (Auto  de  19  de 
Febrero  de  1898,  XV,  210,  2.») 

402— Cierto  es  que  (artículo  1586  del  Código  Ju- 
dicial) el  funcionario  de  instrucción  debe  procu- 
rar comprobar  las  circunstancias  que  favorezcan 
al  reo,  así  como  las  que  le  perjudiquen;  pero  bíd 
perder  de  vista  que  el  objeto  del  sumario  (1506 
del  Código  Judicial)  es  comprobar  el  cuerpo  del 
delito  y  descubrir  los  delincuentes  en  la  medida 
necesaria  para  llamarlos  á  jucio  (1).  (Autc 
19  de  Febrero  de  1898,   XV,  210,  2.',  y  211,  ? 


(1)  Artículo  1627  del  Cfidigo  Jndiciil. 
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403 — En  el  juicio  de  tercería  debe  suponerse  que 
el  tercerista,  poseedor  del  terreno  en  litigio,  es 
dueño  de  él  mientras  otro  no  pruebe  con  mejores 
títulos  que  le  pertenece.  (Casación  de  2  de  Di- 
ciembre de  1899,  XIV,  396,  2*) 

1379*,  (247) 

■ 

404 — Es  interlocu torio  y  no  de  simple  substan- 
ciación el  auto  por  el  cual  se  niega  la  admisión 
de  una  tercería.  (Auto  de  17  de  Mayo  de  1902, 
XV,  370,  1.*) 

38 

405 — No  hay  disposición  legal  alguna  que  pre- 
venga la  formalidad  de  la  escritura  pública  para 
el  otorgamiento  de  los  testamentos  cerrados  fue- 
ra de  la  diligencia  de  la  cubierta  (1).  (Casación 
de  3  de  Mayo  de  1899,  XIV,  207,  1/) 

406 — En  materia  de  estimación  de  declaraciones 
de  testigos  que  deponen  sobre  hechos  que  sólo 
pueden  esclarecerse  por  ese  medio,  como  el  sa- 
ber el  nombre  que  se  le  ha  dado  á  un  paraje  ó  el 
sitio  donde  se  hallaba  una  cosa,  el  juzgador  tiene 
facultad  soberana  para  apreciar  entre  varias  de- 
claraciones que  no  están  de  acuerdo,  cuáles  di- 
cen la  verdad  ó  se  acercan  más  á  ella.  (Casación 
de  5  de  Mayo  de  1899,  XIV,  212,  1/) 

407 — La  ley  deja  á  los  Jueces  cierta  latitud  para 
calificar  la  prueba  testimonial,  y  si  ha  estableci- 
do el  número  de  testigos  que  en  determinadas 
circunstancias  forman   plena  prueba,   esto  no 


(1)  Artículo  2578  del  Código  Civil. 


39 
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cohibe  el  criterio  de  aquéllos  para  estimar  si  la 
aducidas  en  un  juicio  tienen  6  nó  los  requisitos 
legales.  (Casación  de  5  de  Mayo  de  1899,  XIV, 
212,  1.*  y  2.') 

Testimonio  408 — La  presentación  extemporánea  de  un  tes- 
timonio recibido  fuera  de  juicio,  sea  cual  fuere 
lfe  respetabilidad  del  que  lo  rindió,  no  tiene  si- 
quiera la  fuerza  de  una  declaración  singular  de 
testigo  hábil,  porque  para  ello  habría  sido  preci- 
so obtener  su  ratificación  en  el  término  de  prue- 
ba. (Auto  de  15  de  Diciembre  de  1897,  XIV,  168, 
'       2.*) 

Timbre  naoional  409 — Siendo  la  Escuela  de  Artes  y  Oficios  un  es- 
tablecimiento de  educación,  debe  considerarse 
,  exceptuado  del  irapueato  de  timbre  nacional,  de 
conformidad  con  el  numeral  6.°  del  artículo  28 
de  la  Ley  110  de  1888.  (Auto  de  24  de  Julio  de 
1902,  XV,  386,  2.*) 

XJ 

Usurpación  de  jurisdicción  410 — El  Tribunal  usurpa  jurisdicción 

al  conocer  de  un  pleito  sumario  y  decidir  su  ape- 
lación como  interpuesta  contra  un  fallo  dictado 
en  juicio  ordinario,  siendo  así  que  el  articulo 
1490  del  Código  Judicial  previene  que  las  sen- 
tencias pronunciadas  en  los  juicios  sumarios  son 
apelables  sólo  en  el  efecto  devolutivo,  y  que  el 
recurso  se  sustancie  como  las  apelaciones  de 
autos  interlocutores.  Esto  es  aplicable  aun  en 
el  caso  de  que  el  negocio  haya  debido  tramitarse 
en  primera  instancia  como  juicio  ordinario  (1). 
(Casación  de  18  de  Agosto  de  1898,  XIV,  11,  2.a) 

825,  1427*. 


(1)  Artículo  165  del  Código  Judicial. 
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Venta  de  COBA  ajena  411 — En  la  venta  de  cosa  ajena  podrá  ale- 
garse por  el  comprador  la  prescripción  ordinaria, 
si  para  ella  concurrían  los  demás  requisitos  le- 
gales (1).  (Casación  de  22  de  Agosto  de  1S98, 
XIV,  20,  1.') 

—  412 — La  expresión  lapso  de  tiempo,  que  emplea 
el  artículo  1871  del  Código  Civil,  relativo  á  la 
venta  de  cosa  ajena,  equivale  &  prescripción,  j 
no  puede  sostenerse  que  se  refiere  únicamente  á 
la  extraordinaria  de  treinta  años  (2).  (Casación 
de  22  de  Agosto  de  1898,  XIV,  20,  2.'  y  31,  1.') 

! 
11*1* 

—  413 — La  venta  de  inmuebles  de  una  sucesión 
ilíquida  equivale  á  la  venta  de  cosa  ajena,  7  tie- 
ne, por  consiguiente,  la  validez  relativa  que  á 
esta  claBe  de  ventas  reconocen  los  artículos  1781 
y  1784  del  Código  Civil.  (Casación  de  15  de  Di- 
ciembre de  1898,  XIV,  107,  1.') 

—  414 — Deben  distinguirse  los  casos  en  que  la  ven- 
ta de  cosa  ajena  se  haga  de  buena  ó  de  mala  fe, 
cuando  á  causa  de  ella  se  haya  hecho  imposible 
ó  difícil  su  persecución;  en  el  primero  de  ellos 
6  sea  el  de  butna  fe,  el  que  enajenó  la  cosa  no 
está  obligado  á  restituir  al  reivindicador  sino  el 
precio  que  por  ella  recibió,  mientras  que  en  el 
segundo,  es  decir,  pn  el  de  mala  fe,  responde 
además  de  todo  perjuicio  que  haya  irrogado  por 

(1)  Artículo  753  del  Cúdign  Civil 

(2)  Articulo!  2512,  2527,  2520,  2532  j  2538  del  Código  CítíI. 
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tal  causa.  (Casación  de  23  de  Agosto  de  1899, 
XIV,  257,  1.*) 

1438* 

Veredicto  415  —No  puede  considerarse  notoriamente  injus- 
to el  veredicto  condenatoria  de  un  Jurado,  cuan- 
do de  un  lado  militan  en  contra  del  feo  indicios 
más  6  menos  graves,  más  6  menos  bien  proba- 
dos, que  sirvieron  de  base  al  juicio,  sin  que  de 
otro  aparezca  dato  alguno  del  cual  pudiera  de- 
ducirse rectamente  que  no  se  ha  ejecutado  el 
hecho  incriminado,  ó  que  el  acusado  no  es  res- 
ponsable de  él.  (Casación  de  15  de  Diciembre  de 
1897,  XV,  203,  1.») 

1444* 

Vías  de  comunicación.  416 — La  apertura  y  conservación  de  las 

vías  de  comunicación  es  asunto  que  corresponde 
á  la  Administración,  y  si  es  cierto  que  el  interés 
privado  debe  ser  amparado  contra  las  faltas  ó 
negligencias  que  puedan  cometerse  al  llevarlos 
á  cabo  mediante  un  resarcimiento  equitativo, 
no  quiere  eso  decir  que  se  halle  obligada  á  no 
hacer  uso  de  sus  derechos  y  que  puedan  invo- 
carse contra  ella  los  principios  que  rigen  las  re- 
laciones de  los  individuos  entre  sí.  (Sentencia 
de  30  de  Enero  de  1900,  XV,  22,  1.*) 

275 

Vías  férreas  417 — La  indemnización  de  perjuicios  que  oca- 
sione la  construcción  de  una  vía  férrea,  está  su- 
jeta á  lo  dispuesto  en  el  artículo  2.°  de  la  Ley 
66  de  1894,  que  regula  especialmente  la  materia. 
(Sentencia  de  30  de  Enero  de  1900,  XV,  22,  2.1) 

(105) 

Vicios  ocultos  418 — Lo  que  la  ley,  de  acuerdo  con  el  sentido  co- 
mún, entiende  por  vicios  ocultos  en  las  cosas. 
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es  que  éstas  adolezcan  de  defectos  tales  que, 
aplicando  á  ellas  con  alguna  detención  el  sentido 
de  la  vista,  no  se  puedan  descubrir  dichos  de- 
fectos (1).  (Casación  de  5  de  Julio  de  1899,  XIV, 
282,  1.*) 

Vicios  ocultos  419 — La  enfermedad  de  algunos  cafetos,  el  pa- 
loteo de  otros,  el  estado  de  descuido  de  la  finca 
raíz,  objeto  del  contrato,  etc.,  no  constituyen 
vicios  ocultos  en  las  cosas  vendidas,  toda  vez 
que  con  mediana  inteligencia  y  cuidado  ha  po- 
dido el  comprador  darse  cuenta  de  ellos  y  proce- 
der en  su  contrato  con  perfecto  conocimiento  de 
causa.  (Casación  de  5  de  Julio  de  1899,  XIV, 
282,  l.t) 

Violación  de  la  propiedad  420— El  legislador  constituyente 

(Artículo  33  de  la  Constitución)  prometió  que 
las  violaciones  de  la  propiedad  particular  que 
por  necesidad  se  viera  obligado  á  hacer  durante 
el  cataclismo  social  que  la  guerra  implica,  serían 
reparadas  á  la  medida  de  las  fuerzas  del  mismo 
Gobierno;  pero  esto  no  por  derecho  civil  sino 
por  derecho  natural,  ó  sea,  expidiendo  el  Go- 
bierno las  leyes  indispensables  para  reconocer 
en  lo  posible  la  existencia  del  derecho  de  propie- 
dad vulnerado  y  reparar  en  igual  forma  los  des- 
falcos y  gravámenes  en  él  ocasionados.  (Senten- 
cia de  28  de  Febrero  de  1900,  XV,  36,  1.*) 

739* 


»  •  « 


(1)  Artículo  J914  del  Código  Civil. 
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OPINIONES  DE  LA  PRENSA 


SOBRE   EL   CÓDIGO   DE   MINAS   COLOMBIANO 

(De  La  3! ación  de  Bogotá,  i  de  Febrero  de  1890}: 

Hemos  tenido  el  gusto  de  examinar  esta  obra,  publicada  reciente- 
mentí)  en  la  imprenta  del  Departamento  de  Antioquia,  y  como  creemos 
que  sus  autores  lian  prestado  con  su  esmerado  y  erudito  trabajo  un  va- 
lioso servicio  al  país,  nos  permitimos  llamar  la  atención  fi  las  personas  á 
quienes  interesa  este  importante  ramo  de  nuestra  legislación,  bada  el 
libro  mencionado. 

üacíase  sentir  en  esta  materia,  como  en  casi  todas  las  de  nuestra  re- 
ciente y  ya  dispersa  legislación,  la  necesidad  de  encontrar  reunidos  cu  uu 
solo  volumen  el  Código  de  Minas  y  las  leyes  que  lo  adicionan  y  reforman, 
porque  es  grande  la  dificultad  que  se  experimenta  al  estudiar  cualquier 
punto  relacionado  con  esta  materia,  y  mucbas  veces  no  basta  un  trabajo 
de  semanas,  y  aun  de  meses,  para  llegar  á  saber  lo  que  se  desea,  regis- 
trando colecciones  de  leyes  y  periódicos,  que  no  suelen  tenerse  á  la  mauo1 

El  libro  de  los  Sres.  Vélez  y  TJribe  satisface  esta  necesidad,  aun  más 
allá  de  lo  que  pudiera  apetecer  el  más  exigente,  porqne  contiene  no  sólo 
el  texto  del  Código  y  de  las  leyes  posteriores  sobre  minas,  minuciosamen- 
te auotado  y  concordado,  sino  también  una  relación  de  las  disposiciones 
anteriores  que  ban  regido  en  esta  materia  desde  la  conquista  hasta  hora; 
ana  instrucción  sobre  el  uso  y  aplicación  del  Código,  con  modelos  peí  lee- 
tos  para  los  avisos,  denuncios,  diligencias  de  posesión,  títulos,  y  todo 
cnanto  pueda  necesitarse  para  la  adquisición  y  conservación  del  derecho 
de  propiedad  y  posesión  de  una  mina  eD  todos  los  numerosos  casos  que 
pueden  presentarse  ¡  los  decretos  y  resol  liciones  del  Gobierno  relativos  á 
este  ramo,  desde  que  pasó  á  ser  de  competencia  de  la  Nación ;  y  lo  que  es 
más  importante,  por  la  facilidad  que  presta  para  el  estudio  de  cualquier 
punto  que  se  necesite,  un  copioso  y  oompleto  repertorio  alfabético  de 
todas  las  materias  que  se  tratan  en  la  obra. 

Poner  al  alcance,  hasta  de  personas  poco  versadas  en  las  leyes,  el 
conocimiento  de  todo  lo  que  es  necesario  para  la  adquisición  de  las  minas 
y  para  defender  sn  propiedad  de  las  maquinaciones  que  continuamente 
urden  la  codicia  y  la  mala  fe  contra  sencillos  y  confiados  trabajadores, 
es  una  buena  obra,  que  hace  á  sus  autores  dignos  de  la  gratitud  pública. 
Los  jueces,  abogados  y  empleados  encargados  por  la  ley  de  la  admi- 
nistración de  este  ramo,  encontrarán  en  el  libro  de  los  Sres.  Vélez  y  Uriñe 
todo  cuanto  es  menester  para  resolver  una  cnestióu,  dar  nu  consejo  acei- 
tado, adoptar  una  determinación,  on  los  variados  casos  que  á  menudo  se 
ocurren,  sin  exponerse  á  incurrir  en  errores  irreparables,  de  que  suelen 
aprovecharse  los  que  andan  buscando  el  modo  de  enriquecerse  con  el  tra- 
bajo ajeno.  Así  es  que  de  hoy  en  adelante,  si  se  generaliza — como  lo  es- 
peramos—este libro,  dejará  de  ser  el  asunto  de  la  legislación  minera  pa- 
trimonio de  unos  pocos,  y  á  la  par  que  se  simplificará  el  importante  estu- 
dio de  las  cuestiones  relacionadas  con  esta  materia,  se  afianzarán  los 
legítimos  derechos,  y  con  ello  tomará  un  rumbo  más  fácil  y  seguro  la 
primera  de  nuestras  industrias  nacionales. 
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Aunque  se  expida  un  nuevo  Código  de  Minas,  la  obra  de  que  trata* 
mos  seguirá  prestando  un  poderoso  auxilio  á  los  jueces,  abogados  y  pro- 
pietarios, porque  durante  machos  años  las  cuestiones  relativas  á  la  pro- 
piedad de  minas  habrán  de  decidirse  por  las  leyes  hoy  vigentes,  y  si 
ahora  hay  dificultad  en  saber  qué  disposiciones  rigen  en  la  materia,  con 
el  transcurso  del  tiempo  sería  casi  imposible  averiguar  las  que  existían 
en  determinada  época  anterior,  relativa  á  nna  misma  materia,  porque  ella 
seguirá  siendo  el  amparo  de  derechos  adquiridos. 

Así  es  qne  el  que  acometiera  y  llevara  á  cima  hoy  la  empresa  de  pre- 
sentar al  país  siquiera  un  extracto  de  las  leyes  de  los  extinguidos  Estados 
de  cada  uno  de  los  ramos  de  la  legislación  que  fue  de  su  competencia, 
ejecutaría  una  obra  de  inapreciable  mérito,  que  sabrían  agradecer  las 
generaciones  futuras.  Desgraciadamente  esto,  que  hoy  es  posible  y  que 
después  no  lo  será,  no  puede  emprenderse  sin  tener  siquiera  el  estímulo 
del  reembolso  de  los  gastos  que  ocasiona. 

Felicitamos,  por  tanto,  á  nuestros  amigos  los  Sres.  Vélez  y  Uribe, 
por  el  valioso  servicio  que  han  prestado  á  la  República,  y  los  excitamos 
para  que  continúen  consagrando  el  tiempo  de  que  puedan  disponer,  á 
obras  tan  útiles  como  el  trabajo  de  que  hemos  hablado. 

L.  M.  ISAZA. 

(Presidente  de  la  Corte  Suprema  de  Ja&ticia). 

Bogotá,  1.°  de  Febrero  de  1890. 


SOBRE  LAS  SERVIDUMBRES 

TELEGRAMA 

(De  El  Carreo  Nacional  de  Bogotá,  1894) : 

Cartagena,  29  de  Mayo  de  1894. 
Sr.  Dr.  Antonio  José  Uribe— Bogotá. 

Lo  felicito  por  importante  libro,  que  es  honra  para  usted  y  el  foro 
colombiano.  Un  escritor  competente  se  propone  escribir  un  análisis. 

Afectísimo,  Ntfósz. 


(De  El  Porvenir  de  Cartagena,  1894) : 

Reunido»  en  un  volumen  han  llegado  á  na  es  tras  manos  tres  notables 
trabajos  jurídicos  de  la  pluma  del  Dr.  Antonio  José  Uribe,  graduado  re- 
cientemente en  la  Universidad  Nacional.  El  1.°  versa  sobre  Servidumbre» 
Í  rediales,  y  fue  presentado  al  Consejo  de  examen  que  le  discernió,  en 
larzo  último,  las  borlas  del  doctorado ;  el  2.°  y  el  3.°  se  ocupan  del  dere- 
cho de  penar  y  de  nuestra  legislación  minera,  y  fueron  publicados  el  año 
de  1890,  cuando  ya  el  Dr.  Uribe  lucía  título  de  la  Universidad  de  Antio- 
quia. 

Sin  entrar  á  hacer  un  examen  crítico  del  libro  mencionado,  que  no  lo 
permiten  las  columnas  de  este  periódico,  vamos  á  consignar  aquí,  á  gran- 
des pinceladas,  la  impresión  que  nos  ha  producido. 

Servidumbres  prediales.— Ocup*  casi  300  páginas,  y  es,  digámoslo  así, 
una  disección  de  nuestra  legislación  civil  en  lo  que  se  refiere  á  esta  ma- 
teria. 
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Sabido  ea  que  nuestro  Código  Civil  fue  tomado  casi  eu  su  totalidad 
del  Código  chileno,  elaborado  por  el  insigne  jurisconsulto  y  hombre  de 
letras  D.  Andrés  Bello,  quien  tnvo  por  modelo  principal  el  Código  Napo- 
león. Nadie  ignora  que  nuestros  legisladores,  en  mucha  parte,  no  han 
hecho  otra  cosa  que  copiar  de  legislaciones  extranjeras  las  disposiciones 
que  han  consignado  en  la  nuestra,  algunas  de  las  cuales  no  han  respondi- 
do á  nuestra  naturaleza  ni  á  nuestros  progresos.  Esta  razón,  y  otra  más 
poderosa,  los  nuevos  horizontes  que  va  abriendo  la  civilización,  cayo  empu- 
je avasalla  también  las  legislaciones,  han  impuesto  seriamente  la  necesi- 
dad de  revisar  la  nuestra  para  darle  fisonomía  propia  y  amoldarla  á  núes 
tra  índole,  á  nuestros  adelantos,  á  nuestros  nsos  y  costumbres,  dándola 
así  sello  de  estabilidad  y  colocándola  fuera  de!  alcance  de  nuestro  espíritu 
innovador.  El  Dr.  TJribe  se  presenta  á  poner  su  contingente  de  fuerzas  en 
esta  ardua  tarea,  como  bien  lo  demuestra  su  importante  estndio  que  tene- 
mos por  delante,  en  el  cual  aualiza  cada  disposición  del  Código,  muestra 
el  espíritu  que  la  anima  y  señala  sus  alcances  y  resultados  prácticos. 

Nuestro  país  carece  de  comentaristas  de  sus  Códigos.  No  se  ha  qne 
rido  seguir  el  ejemplo  de  otras  naciones,  como  Francia,  en  Europa,  y 
Chile,  en  nuestra  América.  Quizá  la  causa  de  esta  indiferencia  se  encuen- 
tre en  nuestras  luchas  políticas  incesantes  que  han  contado,  como  tacto: 
obligado,  ó  poco  menos,  á  los  que  van  á  oficiar  en  el  templo  del  Derecho. 
Hoy,  sin  embargo,  seguramente  como  resultado  de  la  santa  paz,  venios 
Surgir  nuevas  corrientes  que  tienden  á  llenar  el  vacío.  El  trabajo  del  Dr. 
Uribe,  que  tenemos  á  la  vista,  es  prueba  elocuente  de  este  aserto. 

¡Servidumbres  prediales  abraza  dos  partes;  Servidumbres  en  general  y 
Servidumbres  en  particular.  En  ambas  campea  el  estilo  correcto,  la  expre- 
sión limpia  y  clara,  sin  oscuridades  ni  palabras  hinchadas,  cual  conviene 
á  una  disquisición  científica  de  esta  clase,  Eu  la  primera  parte  ncs  ente- 
sa el  Dr.  Uribe  la  naturaleza  de  la  servidumbre,  su  diferencia  con  algunas 
derechos  reales,  sus  caracteres,  sus  atributos,  su  división  y  clasifica- 
ción, y  algo  más  que  se  refiere  A  consideraciones  generales.  Eu  la  segunda 
parte,  toma  cada  servidumbre  en  particular— naturales,  lígales  y  volun- 
tarias,— y  la  estudia  en  todos  sus  detalles. 

Para  desempeñar  esta  tarea  airosamente,  el  Dr.  Uribe  ha  tenido  pre 
senté  el  Derecho  Romano,  "fuente  inagotable  qne  no  han  logrado  agotar 
los  legisladores  de  todos  los  siglos  y  todos  los  paises,  é  indispensable  ante 
todo  para  la  inteligencia  de  la  mayor  parte  de  las  legislaciones  modernas  " 
al  decir  del  Sr.  Champean ;  ha  consultado  también  las  Siete  Partidas  del 
Eey  Sabio,  el  Código  Napoleón,  el  de  Chile,  el  de  Bélgica,  el  de  la  Repú- 
blica Argentina,  etc.,  y  autoridades  sobresalientes,  corno  AubryyRau, 
Marcidé,  Demoíonibe,  Mourlón,  Chacón  y  otros  más.  Se  equivoca  quien 
crea  que  el  Dr.  Uribe  copia  ó  dice  ciegamente  lo  que  establecen  tales  au- 
toridades :  el  escalpelo  de  su  crítica  alcanza  á  éstas  cuando  cree  no  andan 
por  el  camiiro  de  la  razón.  Yaya  un  caso,  entre  tantos,  en  corroboración. 
El  elemento  que  caracteriza  la  servidumbre  discontinua,  según  nuestro 
Código  y  otros,  es  un  hecho  actual  del  hombre :  el  Sr.  Chacón,  comentaris- 
ta del  Código  chileno  y  autoridad  indiscutible,  se  pronuncia  contra  esta 
doctrina  y  sostiene  que  no  debe  ser  éste  sino  í«  intermitencia  del  tiempo  cu 
que  se  usa;  el  Dr.  Uribe  defiende  la  doctrina  de  nuestro  Código  y  refuta 
a  Chacón  con  argumentos  incontestables. 

Preocupado  el  Dr.  Uribe  con  la  idea  de  que  su  trabajo  no  fuera  com- 
pleto, hizo  tránsito,  dentro  del  mismo  Código,  á  capítulos  diferentes,  pero 
qne  do  algún  modo  guardaban  relación  con  el  qne  estudiaba  é  bino  asi- 
mismo tránsito  á  otros  Códigos  que  trataban  el  asunto  bajo  ésta  ó  la 
otra  faz. 


É 
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Al  fin,  y  como  consecuencia,  el  Dr.  Uribe  señala  6  consigna  las  refor- 
mas y  adiciones  que  conviene  introducir  en  nuestro  Código,  &  fin  de  que 
contenga,  hoy  por  hoy  se  entiende,  un  tratado  completo  sobre  servidum- 
bres. 

Si  el  Dr.  Uribe  extendiera  su  labor  á  hacer  un  estudio  de  todo  el  06- 
digo  Civil,  como  lo  ha  hecho  con  las  Servidumbres,  inauguraría  una  era 
provechosísima  y  de  positivo  adelanto  que  nos  colocaría  al  lado  de  Fran- 
cia, Italia,  Chile  y  otros  países,  en  donde  el  Derecho  ha  hecho  avance» 
extraordinarios.  Allí  iríamos  los  que  tenemos  afición  á  este  ramo  da  1% 
ciencia  á  hacer  luz  cuando  nos  asaltara  la  duda. 

£1  segundo  trabajo  del  Dr.  Uribe,  titulado  Introducción  al  estudio  del 
Derecho  Penal,  anuncia,  como  se  ve,  una  obra  de  grande  aliento,  y  es  me* 
table  bajo  muchos  conceptos. 

La  ciencia  del  Derecho  Penal  es  enteramente  nueva.  En  la  antigüe- 
dad no  se  conoció :  Grecia  hizo  con  Platón  y  Aristóteles  profundas  elucu- 
braciones sobre  política,  que  ha  respetado  el  tiempo,  pero  no  se  ocupó  en 
la  investigación  científica  del  Derecho  de  penar.  Boma,  madre  de  todas 
las  legislaciones,  dedicó  frecuentemente  su  atención  á  la  legislación  civil. 
En  la  Edad  Media,  noche  de  la  historia,  erigida  la  ignorancia  en  virtud,  la 
ciencia  tuvo  que  aislarse  en  los  conventos  donde  la  tomó  el  Renacimiento* 
Pero  no  fue  sino  hasta  el  siglo  xviii  cuando  el  Derecho  Penal  apareció  en 
el  escenario,  escoltado  por  la  ciencia. 

La  ley  penal  existía  sin  embargo,  y  no  podía  menos  que  existir  como 
que  el  delito  es  tan  antiguo  como  el  mundo.  El  Dr.  Uiibe  nos  toma  de  la 
mano  y  nos  lleva  por  todas  las  edades  de  la  Historia,  para  señalarnos  el 
derrotero  que  ha  seguido  la  justicia  penal :  desde  los  tiempos  en  que  la 
movía  la  mano  de  la  venganza  particular  y  la  cólera  divina  hasta  los 
tiempos  actuales  en  que,  ya  fundada  la  ciencia  penal  con  Beccaria,  Filan- 
gieri,  Kant,  Carlos  Lucas,  Bentham,  Rosa  i,  Pacheco,  etc.,  nos  hemos 
aproximado  á  la  deseada  meta.  La  jornada  no  se  concluirá,  sin  embargo, 
pues  que  los  límites  de  la  ciencia  se  apartan  siempre,  y  nuevos  horizontes 
se  abren  cada  día. 

El  estudio  del  Dr.  Uribe  es  por  demás  ilustrativo,  y  á  él  remitimos  á 
los  que  deseen  conocer  los  diversos  sistemas  que  más  profbnda  huella  han 
marcado  en  este  ramo  importante  del  Derecho. 

Concluye  el  libro  del  Dr.  Uribe  con  el  Código  de  Minas  de  Antioquia 
de  67,  hoy  nacional,  concordado  y  anotado,  con  una  relación  de  las  leyes 
que  en  el  país  han  regido  sobre  minería,  un  tratado  especial  de  la  legis- 
lación minera  de  Antioquia,  indicaciones  para  el  uso  y  aplicación  del  Có- 
digo, leyes  que  lo  adicionan  ó  reforman  y  resoluciones  administrativas 
que  han  interpretado  algunos  puntos  dudosos. 

Este  trabajo  está  hecho  en  colaboración  con  el  Dr.  Fernando  Vélez, 
conocido  ya  por  estudios  análogos  y  por  ocupar  visible  posición  política. 
Las  ventajas  que  tal  trabajo  proporciona  no  hay  para  qué  ponderarlas; 
baste  decir  que  es  un  derrotero  seguro  para  los  que  tengan  que  ver  con 
la  legislación  minera  del  país. 

Nuestros  parabienes  sinceros  al  Dr.  Uribe  por  sus  importantes  estu- 
dios, que  le  aseguran  fama  de  jurista  distinguido.  Los  que  tenemos  sim- 
patías por  esta  rama  de  los  conocimientos  humanos  quedamos  aguardan- 
do nuevas  producciones  de  su  pluma,  que  leeremos  con  gusto. 

El  Dr.  Uribe  ha  ocupado  puestos  importantes  en  el  Gobierno  de  An- 
tioquia, de  donde  es  oriundo,  y  últimamente  el  sufragio  de  sus  concinda- 
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danos  lo  ha  llevado  ;i  aua  cura!  en  la  Cámara  de  Represen  tantee.  A  raíz 
de  en  grado,  en  Marzo  último,  como  dijimos,  fue  llamado  por  el  Excmo. 
Sr.  Caro,  amigo  entusiasta  de  la  juventud  iuteligente,  a  desempeñar  la 
cátedra  de  Derecho  Internacional  en  la  Universidad  Nacional. 

Digamos,  por  último,  como  remate,  que  el  ilustre  Jefe  de  la  Regene- 
ración, que  ama — (este  es  el  término)  á  todo  el  que  coloca  nna  piedra  en 
el  hermoso  edificio  del  progreso  patrio,  mayormente  cuando  el  qne  la  co- 
loca es  nn  ¡oven— alaba  la  labor  intelectual  del  Dr.  Uribe,  a  quien  tici 
en  particular  estima. 

J.  U.  O. 


SOBRE   EL   DERECHO   CIVIL    COLOMBIANO 

(De  la  Revista  de  Derecho,  Jurisprudencia  y  Administración,  de  Mon- 
tevideo) : 

Acaba  de  llegar  A  Montevideo  el  primer  tomo  de  la  importantísima 
obra  de  Derecho  Civil  Colombiano,  redactada  por  los  Sres,  Dres.  D.  Ed- 
mundo Champeau  v  D.  Antonio  José  Uribe,  profesores  de  la  Facultad  de 
Bogotá. 

Creemos  rendir  un  verdadero  servicio  á  los  compañeros  de  profesión, 
á  los  profesores  de  nnestra  Facultad,  á.  los  estudiantes,  escribanos  y  de- 
más personas  que  se  dedican  á  este  gém-ro  de  estudios,  llamando  su  aten 
ción  ilustrada  é  investigadora  sobre  un  trabajo  de  tanto  aliento  como  de 
utilidad  práctica  y  científica. 

Trata  el  tomo  que  nos  ocupa  Del  Derecho  de  las  personas,  ó  sea  del 
Libro  1."  del  Código,  después  de  un  interesantísimo  prólogo,  en  que  .1 
grandes  rangos  se  indica  la  razón  del  método,  y  de  una  no  menos  intere- 
sante introducción  contraída  á  la  Reseña  histórico  del  Derecho  colombiano, 
dividida  en  tres  periodos,  á  saber: 

Primer  período:  El  Derecho  español  que,  comprendiendo  la  época 
colonial,  se  extiende  basta  1821,  eu  que  s>  sancionó  la  primera  Consti- 
tución. 

Segundo  período:  Derecho  nacional,  compuesto  de  multitud  de  leyes 
sueltas,  dictadas  por  bus  Congresos,  sobre  distintas  materias  y  de  varios 
cnerpos  de  leyes  de  la  es-Metrópoli,  declarados  vigentes  por  la  de  Proce- 
diiniento  Civil,  de  18  de  Mayo  de  1825,  y,  flnalmeute,  el 

Tercer  período:  que  comprende  desde  la  sanción  del  Código  Civil  en 
1887  y  se  gubdivide  en  dos  párrafos.  Trata  el  primero  del  Código  Civil 
especialmente;  déla  formación  del  Código  chileno,  que  toma  por  modelo: 
de  su  adopción  por  varios  de  los  extinguidos  Estados  Soberanos  de  Co- 
lombia, del  Código  Civil  de  la  Unión,  etc. 

Trata  el  segundo:  del  Código  de  Comercio  (terrestre  y  marítimo),  del 
Código  Penal  y  del  de  organización  de  los  Tribunales,  del  Código  Fiscal, 
del  Militar,  de  Minas,  Político  y  Municipal  y  del  de  Policía. 

Finalmente,  después  de  uua  rápida  y  brillante  exposición  doctrinaria 
sobre  El  Derecho  y  sus  divisiones,  entran  aquellos  distinguidos  juriscon- 
sultos en  la  exposición  del  Código  Colombiano,  formando  el  todo  un  alml 
tado  volumen  de  xvi,  086  páginas. 

Cuál  sea  el  mérito  de  ese  trabajo  apenas  hay  para  qué  decirlo  tenien- 
do eti  cuenta  qne  el  Sr.  Champean  (á  quien  durante  la  Administración 
del  Sr.  Dr.  Núñez  se  hizo  venir  expresamente  de  París  para  regentar  la 
clase  de  Derecho  Civil  y  Romano)  ea  miembro  de  la  referida  Facultad  de 
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París,  antiguo  abogado  de  la  Corte  de  Apelaciones  y  autor  premiado  de 
una  importantísima  monografía  titulada  JJestipulation  pour  autrui  et  ses 
principales  applications,  y  que  el  Sr.  Dr.  Uribe,  aunque  joven,  destaca,  á 
justo  título,  en  aquel  centro  de  cultura  intelectual  tan  justicieramente 
juzgado  por  Miguel  Gané,  y  es  de  los  primeros  de  aquella  falange  sagra- 
da. A  su  título  de  Doctor  en  Derecho  y  Oiencias  Políticas  de  la  Universi- 
dad de  Colombia,  Abogado  y  Profesor  de  Derecho  Civil  é  Internacional 
Páblico  y  Privado,  agrega  ejecutorias  tan  saneadas  como  la  de  Codificador 
de  Minas,  en  colaboración  con  el  Sr.  Dr.  Vélez  (D.  Fernando),  como  la  de 
autor  de  un  Estudio  sobre  las  servidumbres  según  los  Códigos  Civil  y  de 
Minas  de  Colombia  y  la  Legislación  general  comparada,  trabajo  este  último 
que  vio  la  luz  pública  en  esta  misma  Revista  y  que,  según  nuestros  esca- 
sos informes,  mereció  el  insigne  honor  de  ser  adoptado  como  texto  por  el 
claustro  de  aquella  Facultad. 

El  Tratado  de  Derecho  Civil  Colombiano  es,  pues,  el  fruto  sazonado 
de  dos  inteligencias  poderosas,  y  4  por  qué  no  decirlo  f  constituye  quizás, 
y  sin  quizás,  por  su  mérito,  ya  se  le  considere  desde  el  punto  de  vista  de 
su  redacción  sobria,  clara  y  verdaderamente  jurídica,  de  su  método  indis- 
cutiblemente superior  y  más  científico  que  el  de  comentario,  tan  gastado, 
por  la  división  de  las  materias,  perfectamente  ajustada  al  Código  colom- 
biano, similar  ai  chileno  que  tanto  utilizó  nuestro  codificador,  por  la  abun- 
dancia y  sensatez  de  su  doctrina,  por  la  valentía  y  franqueza  de  su  crítica, 
la  primera  entre  las  primeras  obras  de  las  que  cuenta  la  literatura  jurídi- 
ca de  América  y  de  la  misma  España,  sin  excluir  á  Chacón,  á  Lastarria, 
á  Segovia,  á  Llerena,  á  Goyena,  á  Falcón  y  Pedregal  y  Cañedo,  comenta- 
ristas estos  últimos,  como  se  sabe,  del  Código  enpaSol  de  1888. 

Lejos  de  desconocer,  por  nuestra  parte,  el  mérito  sumamente  lauda- 
ble que  significan  estos  trabajos,  así  como  las  distintas  monografías  y 
tesis  que  periódicamente  se  publican,  así  en  Chile  como  en  la  [República 
Argentina,  sobre  Derecho  Civil  y  Comercial,  tales  como  la  Colección  de 
Memorias  y  Discursos  sobre  el  Código  chileno;  los  antecedentes  sobre  el 
mismo  Código;  el  interesantísimo,  bien  que  no  original,  trabajo  del  Dr. 
Moreno,  sobre  quiebras,  el  primero  en  español ;  el  del  Dr.  Castellanos,  de 
Córdoba;  el  del  Dr.  Pinero,  sobre  letras  de  cambio,  etc.,  etc.,  afirmamos 
que,  ni  por  su  aliento,  ni  por  su  forma,  ni  por  su  originalidad,  calza  nin- 
guno de  ellos  los  puntos  del  que  nos  ocupa. 

Simples  monografías,  las  unas ;  trabajos  precipitados  y  sin  mérito, 
los  otros;  verdaderas  traducciones  ó  rapsodias,  algunas  para  salir  de 
apuros,  ninguna  de  ellas  reviste  las  formas  de  un  tratado  completo,  me- 
tódico y  científico  como  el  que  sirve  de  tema  á  este  artículo. 

Más  aún :  fuera  de  esos  monumentos  ceris  perennis  levantados  á  la 
ciencia  de  las  leyes,  que  en  la  frase  de  D.  Alfonso  es  fuente  dejustieia} 
fuera,  repetimos,  de  esas  grandes  piedras  miliarias  como  los  Troplong, 
los  Demolombe,  los  Laureut,  los  Marcadé,  un  si  es  no  es  demasiado  pole- 
mista personal  y  desigual,  los  Zacarie,  algo  nebuloso  en  el  decir  y  dema- 
siado difícil  en  la  distribución  modificada  por  Aubry  y  Bau  y  Masse  y 
Yergé,  nosotros  creemos  sinceramente  que  el  Tratado  de  Derecho  Civil 
Colombiano,  á  juzgar  por  la  competencia  de  sus  autores,  por  la  manera 
como  está  tratada  la  materia  del  primer  libro,  resistirá  con  ventaja  la 
comparación  con  Mourlón,  Acollas,  Demante,  Bernard,  etc. 

Es  un  título  de  justo  orgullo  para  nosotros  los  americanos  la  publi- 
cación de  obra  semejante,  y  es  por  eso,  es  por  la  ventaja  resultante  de 
estar  en  nuestro  idioma,  que  tan  poco  páblico  tiene  en  comparación  con 
las  obras  jurídicas  escritas  en  inglés  y  en  francés,  á  las  cuales  es  forzoso 
recurrir,  con  los  inconvenientes  de  dominar  sus  giros,  su  estructura,  sos 
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rundismos,  y  pfio  cuando  titea  idiomas  se  poseen  medianamente;  es  como 
acto  de  justicia  bunb.eu  que  uo  vaeüuiuus  eü  recomen darla  a  ¡üs  numero- 
sos lectores  de  La  livcista. 

Ahtonio  E.  Vigil 

Catediílico   Je   Derecho  Civil. 


(De  La  Opinión  de  Bogotá,  20  de  Septiembre  de  1000) : 

Buenoi  Aires,  Mayo  29  de  189P. 
3r.  Di.  Amonio  Jo><5  Uribo. 

Mi  distinguido  colega : 

Tuve  el  giiwto  de  m-ibir  el  primer  tomo  del  importantísimo  Tratado 
de  Dcreck»  Civil  Ovia  Hibierno,  del  cual  he-  leído  ya  mnoJina  páginas,  y  pne- 
do  asegurarle  que  be  quedado  sumamente  complacido  de  que  eD  América 
tenga  intuí  jo  rlseonsu  líos  du  la  talla  de  usted. 

8o  obra  tiene  pan»  su  liáis  y  para  la  América  un  doble  mérito:  pri- 
mero  la  interpretación  clara  que  ustedes  dan  al  Código,  cuyas  doctrinas 
son  aplicables  á  la  mayor  parte  de  los  Códigos  americanos,  y  segundo, 
que  con  esa  obra  se  ponen  tus  cimientos  para  mi  futuro  O  digo  de  Colom- 
bia, Digo  esto,  porque  cuando  uno  lee  los  comentarios  de  ustedes,  no 
puede  menos  que  comprender  que  elfos  valen  mas  que  el  Código.  T  no  se 
enfade  por  esto  dirimo,  porque  ustedes  mismos  me  dan  la  prueba  en  el 
número  5TIÍ,  p.  377,  ni  Criticar  el  artículo  67. 

Ustedes  tienen  intieha  razón  en  lo  que  dicen,  y  por  eso  veo  que  los 
comentadores  esiíin  más  adelantados  que  el  Código,  en  materia  de  prin- 
cipios de  derecho. 

Tengo  la  primera  edición  que  se  hizo  del  Código  de  Colombia ;  pero 
no  conocía  las  modificaciones  que  ustedes  enumeran  en  el  número  14  do 
su  obra.  lie  encargado  A  mi  librero  que   me  baga  venir  la  última  edición. 

Con  el  mayor  gusto  le  remito  varios  paquetes  que  contienen  :  siete 
tomos  de  mis  t'omenttirirs  del  Código  Civil  Argentino,  un  tomo  sobre  Ju- 
risprud'ucia  Argentina  y  cuatro  tomos  de  la  lievixla  Jurídica  (órgano  del 
Centro  Jurídico  y  de  Ciencias  sociales),  que  baata  hace  poco  tenía  á  mi 
cargo. 

Esta  Revista  se  lia  suspendido  porque  yo  estoy  ocupado  en  hacer  la 
segunda  edición  de  mis  Comentarios,  pues  se  agotó  la  primera,  y  ello  me 
absorbe  todo  el  tiempo  que  me  dejan  las  labores  del  Foro  y  de  la  Cátedra. 

Por  hoy  me  limito  á  felicitar  á  usted  y  á  su  compañero  el  Dr.  Cham- 
pean por  la  obra  que  han  emprendido  para  honor  de  Colombia. 

Ordene  como  guste  á  au  afcutisiuio  amigo, 

Baldomeeo  Llerena 

Catedrático  de  Derecho  Civil  en  lo  Universidad  Nació  ti  ;i¡. 


Montevideo,  Mayo  15  do  1899. 
Sr.  Dr.  D.  Antnnio  Jote  Uriñe. 

Distinguido  jurisconsulto  y  amigo: 

Tuve  el  honor  de  recibir  su  Tratado  de  Derecho  Civil  Colombiano,  va- 
lidísimo obsequio  que  mucha  agradezco.  Había  ya  comprado  esa  Obra,  y 
aunque  no  be  podido  leer  más  que  la  irilroduceión  y  el  título  preliminar  do 
ella,  me  lie  dado  cuenta  de  su  grande  importancia  jurídica,  de  la  utilidad 
que  tiene  para  el  estudio  de  la  legislación  civil  uruguaya  que,  lo  mismo 
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qne  la  colombiana,  deriva  en  parte  de  la  chilena;  de  la  claridad,  conci- 
sión y  corrección  de  su  estilo,  y,  en  fin,  del  elevado  criterio  con  quesos 
autores  resuelven  las  difíciles  cuestiones  del  Derecho  Oivil.  Muy  favora- 
blemente ha  sido  acogido  en  nuestro  Foro  aquel  libro  interesantísimo. 

También  tuve  el  honor  de  recibir  su  notable  obra  sobre  las  Servidum- 
bres conforme  á  los  Códigos  Civil  y  de  Minas  y  ala  Legislación  comparada, 
que  había  publicado  aquí  la  Revista  de  Derecho.  Ta  la  he  utilizado  en 
parte,  y  ahora  seguiré  consultándola  con  mayor  facilidad  para  escribir  el 
tomo  tercero  de  mis  Comentarios  al  Código  Civil  Uruguayo.  Aquella  obra 
hace  honor  á  usted  y  á  la  Universidad  en  donde  ha  adquirido  usted  tan 
vasta  ilustración.  Permítame  una  vez  más  que  muy  sincera  y  calurosa- 
mente lo  felicite. 

Debe  usted  seguir  siempre  adelante  publicando  el  Tratado  de  Derecho 
Civil  hasta  terminarlo,  y  continuar  así  enriqueciendo  la  literatura  jurídi- 
ca de  América.  Muy  joven  aún  es  usted  ya  muy  ventajosamente  conoci- 
do aquí  y  en  la  Argentina,  es  decir,  lejos  de  su  patria,  á  la  que  da  usted 
brillo  en  el  Continente.  Y  ello  será  mayor  dentro  de  algunos  años,  cuando 
su  obra  esté  concluida  y  haya  alcanzado  más  circulación  que  la  que  ac- 
tualmente tiene  en  América  y  en  Europa. 

Acepte,  mi  distinguido  amigo,  la  expresión  de  mi  agradecimiento  y 
de  mi  mayor  afecto— B.  S.  M., 

Alvaro  GxmxoT 

Catedrático  de  Derecho  Cfrfl. 


SOBRE  LA  ' '  JURISPRUDENCIA  COLOMBIANA  " 

(De  La  Opinión  de  Bogotá,  31  de  Octubre  de  1900): 

Está  en  prensa  y  pronto  saldrá  á  luz  el  primer  tomo  de  un  libro  im- 
portante que  contiene  las  doctrinas  sentadas  por  la  Corte  en  las  decisio- 
nes que  ha  dictado  como  Tribunal  de  casación. 

Constituida  la  Bepúblioa  colombiana  en  forma  unitaria,  con  una  sola 
legislación  civil,  como  consecuencia  de  este  régimen  político,  era  necesa- 
rio también  proveer  á  la  unidad  de  jurisprudencia  por  medio  de  una  juris- 
dicción especial  encargada  de  imprimir  dirección  uniforme  á  la  Adminis- 
tración de  justicia  y  de  fijar  el  sentido  de  la  ley  en  fallos  judiciales  que 
fuesen  la  manifestación  de  tal  uniformidad.  Con  este  fin  se  estableció  el 
recurso  de  casación,  una  de  las  hermosas  conquistas  del  espíritu  moderno, 
por  más  que  haya  quien  pretenda  encontrar  vestigios  de  él  en  el  derecho 
antiguo. 

No  bien  conocida  esta  institución  entre  nosotros,  guiados  siempre  por 
la  tendencia  malsana  de  rehacerlo  todo,  se  le  dio  en  un  principio  alcance 
que  no  comporta.  Consignóse  en  la  ley  que  introdujo  la  reforma  el  prin- 
cipio de  que  constituía  doctrina  legal  la  interpretación  que  la  Corte  Su- 
prema diera  á  unas  mismas  leyes  en  tres  sentencias  conformes,  faculta* 
exorbitante  que  hacía  de  éstas  precedentes  obligatorios  y  entrababa  e 
criterio  de  los  jueces. 

Semejante  sistema  implicaba,  en  cierto  modo,  un  retorno  á  las/orofta 
desaguisadas  de  que  hablaba  el  rey  sabio,  puesto  que  un  caso  juigadr 
debía  servir  de  norma  para  resolver  los  ulteriores.  Algo  así  como  la  le] 
coman  de  los  ingleses,  superior  á  la  ley  escrita,  que  Paley  llama,  con  firaM 
sugestiva,  conjunto  de  analogías  opuestas,  fundado  en  que  cuando  ur 
punto  se  ha  decidido  una  vez,  ni  esta  cuestión  ni  cualquiera  otra  que  If 
corresponda  eu  toda  su  latitud,  puede  llegar  á  ser  de  nuevo  objeto  4í 
controversia. 
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Testoea  evidente:  cada  asunto  jurídico  tiene  fisonomía  propia,  y 
las  cuestiones  que  se  suscitan  sólo  se  parecen  indi  rectamente  ó  en  parte, 
ó  apenas  tienen  afinidades  con  otras  ya  resueltas,  por  lo  cual  no  es  posi- 
ble pretender  que  Be  someta  la  solución  de  un  punto  de  derecho  al  carta- 
bón de  otra  providencia  en  que  probablemente  mediaron  circunstancias 
de  todo  en  todo  diferentes. 

Leyes  posteriores,  con  mejor  acuerdo,  han  subsanado  el  error  j  y  boy 
aquellas  tres  decisiones  dadas  por  la  Corte  Snprema  como  Tribuna!  de 
casación,  no  constituyen  sino  doctrina  probable  que  los  jaeces  pueden 
aplicar  en  casos  análogos,  lo  cual  no  obsta  para  que  la  Corte  la  varíe 
cuando  considere  incorrectos  sus  faltos  anteriores. 

Restablecí ila,  pues,  la  verdad  jurídica  en  materia  de  tanta  trascen- 
dencia, entendida  de  este  modo  la  concordancia  y  uniformidad  de  la  juris- 
prudencia, las  doctrinas  consignada»  en  el  libro  á  que  nos  referimos,  tie- 
neo  grande  importancia  y  contribuirán,  no  lo  dudamos,  á  la  mejor  aplica- 
ción de  las  leyes  para  fundar  la  jurisprudencia  nacional. 

La  obra  irá  precedida  de  una  Introducción  eruditísima  del  distinguido 
jurisconsulto  Dr.  Antonio  José  Uribe,  sobre  el  proceso  histórico  de  nues- 
tro derecho  público  desde  qne  se  rompió  la  unidad  nacional  ea  1.S56,  hasta 
que  fue  restablecida  la  República  unitaria  en  1886,  y  en  particular  sobre 
la  naturaleza  del  recurso  de  casación  en  materia  civil  y  crimina).  Para 
formar  idea  cabal  de  dicha  obra  bastará  leer  el  trabajo  del  Dr.  Uribe,  en 
parte  conocido  ya  por  el  público,  pues  de  suyo  constituye  su  mejor  reco- 
mendación. 

Bogotá,  Octubre  de  1900. 

Abraham  Fernandez  de  Soto 

(Vicepieíidento  de  lo  Coite  Supn-ma  de  Justicia). 


SOBRE  LOS    "ANALES  DIPLOMÁTICOS  Y  CONSULARES" 

(De  la  Bcvue  General  de  Droit  International  Públie  de  Parid) : 
Anales  Diplomáticos  y  Consulares  de  Colombia,  publiés  son*  ta  direc- 
tion  de  M.  Antomo  JosV;  Uríbk,  Seexétaiie  des  Relations  Extérieuren, 
professeur  de  Droit  Oivil  et  de  Droit  International  pnblta  et  privé  a  la 
faculté  de  Bogotá,  1[0  livraiaon  (Oetolire-Décembre  190U).  édition  ofii- 
oielle,  Bogotá,  Impr.  Nacional. — Jusqu'icejour  il  n'existait  guére  en  Ame- 
rique  des  Revues  qui  fassent  consacrées  uniquement  a  l'étude  du  Droit. 
International.  C'est  done  une  fort  heureuse  innovntion  que  la  cróation 
par  le  gouvernenieut  colombieu  d'une  Revue  de  ce  gen  re,  destinée  a  servir 
d'orgaue  á  son  Ministére  des  Añaires  étrangeres.  Par  la  pulilication  des 
documenta  ofiiuiels  concernant  l'Amérique  latine,  qui  presen  ten  t  souvent 
lo  plus  grand  intérót  mai.s  sont  parfois  difficiles  ¡i  se  procurer,  elle  rendía, 
d'importants  services  a  tona  ceux  qni  s'occupent  de  Droit  des  Qens.  L;l 
prémiére  livraisou  fait  bien  augurer  ce  que  sera  la  nonvelle  Revue.  a  cote 
dea  décrets  et  des  róglements  relatifs  aus  corps  diplomatiqup  et  consn 
laire  de  la  Colombio,  0D  y  trouve  des  Communications  diplomatiijues 
touchant  lo  cas  d'un  sieur  Carlos  Radford,  ciloyen  nord-nméricain  cou- 
damnó  pour  homicide  wnr  la  personne  d'un  sujet  allemaud,  le  nommé  (Jar- 
los H.  Simmouds,  et  l'historique  des  difricultes  de  IVontieres  entre  la  Co- 
lombia et  le  Venezuela.  Une  curonique  interuationale  relata nt  les  fait- 
d'actualité,  nn  bulletin  bibliographique  et  un  recueil  de  documenta  tenni- 
rient  le  numero :  le  présent  fascículo  donue  le  teite  des  traites  Ciay  tons 
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« 

Búlwer  da  19  Avril  1850  et  Hay-Pauncefote  du  5  Février  1901  relativa 
aa  Canal  iute.rocéanique.  La  scieuce  bieu  entume  de  M.  Uribe  periurt 
d'espérer  que,  sous  bou  habile  directiou,  la  lievue  eoloiubienue  prenda 
un  rapide  essor. 

(Paul  Fattohille 

Lauréat  de  l'Institut  de  Fránce,  Directeur  de  la  Révue  General  de  Droit  International  Pubüc). 


(De  la  Revue  de  Droit  International  et  de  Législation  comparé  de  Bru- 
selas) : 

Anales  Diplomáticos  y  Consulares  de  Colombia,  publicados  bajo  la  di- 
rección de  Antonio  José  (Jribk,  Subsecretario  de,  Relaciones  Exteriores, 
Profesor  de  Derecho  Civil  é  Internacional  en  la  Facultad  de  Bogotá — 1« 
fase,  de  266-  VI  p.  in  8.°  (Oct.-Déc.  1900),  éd.  offlcielle.  Bogotá,  Impr. 
Nationale. 

Le  gouvernement  coloinbien  vient  de  décider  la  publicatiou  d'une 
revue  mensuelle  qui  servirá  d'organe  au  Ministére  des  Aftaires  Étrangéres 
et  qui,  d'aprés  le  premier  fascicule  que  j'ai  sous  les  yeux,  sera  una  mine 
d'inforinations  des  plus  préüieuseS  pour  tuus  les  diplomates  et  juriscon- 
sultes  appelés  á  s'occuper  de  ce  pay.  Ce  premier  fascicul  donne,  notam- 
ment,  la  composition  du  Ministére  colombien,  Porgan  isation  et  la  compo- 
sition  du  Miuistére  des  Affaires  Étrangfcres,  les  decreta  et  réglements 
relatifs  aux  corps  diplomatique  et  consulaire,  avec  les  noms  du  personnel 
et  Pindication  soit  des  traitements  des  agents,  soit  de  lenr  caractére  puré- 
ment  honorifique — ce  qui  eat  le  cas  de  la  grande  majorité  d'entre  eux,— 
les  Communications  d'iutérét  general  du  ministére,  Plíistoriqne  de  la  déli 
mitation  entre  la  Colombio  et  le  Venezuela,  une  (Jhronique  Internationale 
et  une  Revue  Bibliographique,  consaeréj  á  une  étndo  critique  des  ouvrages 
publiés  en  Colombie  sur  le  Droit  International.  Une  derniére  partie  ayaut 
une  pagiuatiou  spécialo  est  réservée  aux  documonts  internacionales  im- 
portants;  elle  retiforme,  dans  le  present  numero,  le  texto  des  traites  angr'o- 
américains  Clay ton-  BuKver  et  Hay-Pauncefote.  Sous  la  direction  éclairée 
de  M.  A.  J.  Uribe,  qui,  si  j'en  crois  des  iuform utions  recentes,  vient  de 
changer  son  poste  de  Secrétaire  aux  Affaires  Étraiigferes  contre  celui  de 
Ministre  au  inGme  département,  les  Anales  ne  manquerout  pas  de  presen- 
ter  un  sérieux  et  durable  intéiGt,  et  Pon  ne  peut  que  fóliciter  le  Gouver- 
nement colombien  d'en  avoir  entrepris  la  publicatiou. 

Ernest  Lehb 

Secrétaire  general  de  l'Institut  de  Droit  Internationa]* 


Grenoble,  15  Abril  1901, 

Monsieur  et  honoré  confrére. 

C'est  aveo  grand  plaisir  que  je  viens  de  recevoir  et,  déjá,  de  parcourir 
le  premier  et  tiés-intéressaut  numero  des  Anales  Diplomáticos  y  Consula- 
res de  Colombia.  Ce  recueil,  tiés  bien  compfi,  sera  des  plus  útiles  á  toas 
ceuxquis'oceupentde  Droit  des  Gens.  II  marque  le  hautiméiétquePAmé- 
rique  latine  porte  au  Droit  International  Public.  La  Colombie  donne  lá 
un  bel  exemple.  Je  rendrai  compte  en  détail  du  tiés-precienx  fasoicale 
que  je  viene  de  recevoir  dans  un  des  prochains  números  de  la  Revue  dn 
Droit  Public.  Mais  je  tieuo  des  maiuteuaut  á  vous  exprimer,  Monsieur  et 
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honoré  cnnfrfere,  tout  raes  remerciements  pour  votre  aimable  envoi,  ainsi 
que  tOB&M  mes  felicita  tinns  puur  votro  belle  iuicuttive. 

Veuille»  agróer,  Mousieur  et  honoré  couftí)rL't  l'assurancc  de  ma 
tres -ba  uto  considerado  u. 

A.  DE  LAPRADELLB 
1'  rofe  saeui  i  la  FacullC  de  Oicnoble. 

A  Monsieur  Antonio  José  Uribe,  Sécrítsire  do   Relalions   Exterieursa,    Profeueur  a  ii  Faeultí  do 
Droit— Bogóla. 

París,  le  18  Aoftt,  1901. 

Mfinsieur  le  Ministre  de  Etat. 

Je  vil-lis  de  recevoir  leo  A  na  (ex  Diplomático»  y  Comttlares  de  Colom- 
bia et  je  m'eiupresse  de  vous  reuiercier  pour  le  gracieux  envoi.  Je  le  fais 
avec  d'autant  plus  de  joie  que  votre  important  publication  préndenle 
motile ut  un  íntórét  d'autimt  plus  grave  qne  l'intégritó  de  votre  belle  pa- 
trie se  troave  plus  menacé  et  que  votre  eBuvre  est  á  la  fois  une  CBUvre  de 
science  et  de  patriotisine  nui  soulévera  l'admiration  de  tone. 

Dans  la  firme  esperance  que  la  Colambie  sortirá  vietorieuse  des  pre- 
senta düEcultéa,  je  vous  prie,  monsieur  le  Ministre,  de  vouloir  bieu  agroer 
l'expressiou  de  nía  haute  conaideration  et  de  mes  vives  sympaties. 

T.  Fdnok  Bbentano 

Profeaieut  i  l'Ecole  des  sciencta  politíques 


Tonlouse,  rué  St.  Bernard  10— le  8  Aoflt,  1901. 

Monsieur  et  cher  confiere, 

Je  vous  remercie  pour  l'envoi  des  Anales  Diplomáticos  y  Confutaren. 
Les  cha  pitres  relatifs  aux  "Límites  con  Venezuela  y  Costa  Rica,  a  ¡a 
Réclamation  Cerruti,  au  Oongrés  latino-americano,  á  l'Arbitrage  ínter 
natioual,"  m'ont  particuliérement  intóresse;  ils  eontiennt  des  documents 
precieux  pour  tous  esux  qui  s'oeeupent  du  Droit  International. 

En  retour  de  votre  aiumbte  homnmge,  je  vous  fais  parvenir  par  cíe 
courrier  mou  dernier  libre  Les  territoires  a/ricaines  et  les  conventions/r an- 
co-a» glaises. 

Veuillez,  mon  eber  confrere,  recevoir  1'espresBiou  de  mes  meilleurs 
sentí  menta. 

E.  ROTJARD  DE  CABD 
Professeur  i  l'Univenití  de  Toulome 


En  términos  no  menos  expresivos,,  han  apreciado  esta  publicación  los 
Profesores:  Aloorta,  de  Buenos  Aires; — Bry,  deAix; — Bevilaqua, 
de  Río  de  Janeiro; — Bukeau,  de  París;— Brusa,  de  Turín;— Üalti>  (I). 
Garlos); — Chrétien,  de  Naucy ; — Fernandez  Prida,  de  Madrid  ; — 
Fiore,  de  Ñapóles; — Mbrignhac,  de  Toulouse  :— Mooke,  de  New  York  ¡ 
DkOuvart,  de  Madrid;— Torrks  Campos,  de  Granada; — Verdugo, 
de  México; — Weiss,  de  París; — Webtlake,  de  Cambridge. 

A  todos  ellos  presentamos  nuestro  homenaje  de  respeto  y  gratitud. 
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